INDICE ALFABÉTICO 

POR LAS 

MATERIAS CONTENIDAS EN EL VOLUMEN CLÍX 



A 

Aiuilaíi.'t ff i]o>., en autos con Aduana de Corrientes. Con- 
t raliamlo ■ 275 

Acérele, don Gustavo, entura la Sociedad "Sitiar Machine 
€**rtii**4 Competencia \72 

Aduana de Corrientes, contra Almlaíia Huos. Contrallando 275 

Agente del vapor "I lardan^cr don Juan Zuccoti. ajtelantlo 
ile una resolución de Aduana MUi 

Albert. Kraiicis, recurso de hecho , -, 15 

AllK-rti, don J'edro A. y otro, denuncian defraudación adua- 



Alvartz de Liujue. doña Dorotea y otro, en autos con suce- 
sión Jacinto Peralta Ramos, desalojo, Recurso de hecho 



20 



442 TALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

Alvurez. m Santos, en autos con dnn Federico G. UU.ir. ^ 
calumnian Kccurso de h«ho 

Aur>*i. .Inn Mfc y otro*, en los autos : Méiuk-E Calzada L. 
cA M irania y Marino. Recurso de hedí» - • • ** 

Aréval». -lona Antonia y otros, contra Provincia .le Míanos 
Atns. ineonstitucionalidad ** " 

Arricati, dtítl Teófilo, en amos eon Ffecfl Nacional, espro- ^ 



1 ¥ P 



paiemn 

Ayn.l. -Ion Kelipe. autos con don Joaquín Chalita. daños _ 
y perjuicios. Competencia • 



Bailont. .Ion Francisco, contra Caja Nacional d* JpfP& 
110 l-Vrrovianas; ¡nckmui^acion 



Banco Alemán Transatlántico, contra don Agustín tarro. ^ 
solire coliro de pesos 

■ 

■ 

Mano el, la Nación Argentina, contra doña María Herrera 
\rrclom1o y .Ion Claudio Arrclnndo. elución hipo- 

ffl 

ucana 

liardo. don Julián, en mitos con Geriola linos., ewnplimien- 
to de contrato; Kecurso de hcclw ■ ■ 

larras. .Ion Mario, en autos con ilon Bernabé Correa; re- ^ 
curso de hecho •* * 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 443 

Página 



Hattilana, doña María Carolina, contra la Nación ¡ cobro de 
m& 385 

BerJengieri y Cía.. T. G., contra Yellasuso Huos. ; ejecutivo 424 

* 

licristayn de Xazar. dofia Sofía, contra Provincia de Híle- 
nos Aire*; inconStitucrónaJidad 255 

Hórrelo, don Rafael, (suc), en autOfi Caja Nacional de Ju- 
büaciones Ferroviarias. Recurso de lucho 21 

Bravo, don Knschio. en autos ,4 F. C. Rosario a l'uerto 
Belyraiio contra Pinero, Lácroze y otros, expropiación". 
Recurso de hecho 1^. 



Cahanellas. dott Juan, contra la Municipalidad del Rosario, 
reivindicación 207 

Caja Nacional de Jubilaciones Fern diarias, en autos con 
dem Francisco Bailarle y otros; indemnización 150 

Caja Nacional de jul litaciones Ferroviarias, un autos con 
don Antoni Corsich, jubilación 15 J 



Caja Nacional de Jubilaciones Ferroviarias, en autos con 
don Juan l'etrelli. pensión 185 



444 FALLOS DE LA CORTE SUPBESI A 

Página 

Cuja Nacional de jubilaciones y Pensiones de Empleados 
Ferroviario*, vn autus con sucesión Manuel (Ion/ale?, 
pensión 



Caja Nacional de Jubilaciones Ferroviarias, en amos con 
don Juan Yaceliina. jubilación 



201 



taja Nacional de Jubilaciones y Pensiones de Empleado* 
Ferroviarios, en autos cmt don Juan Salíate ¿™ 

Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones de Empleados 
Ferroviarios, en autos con don Martín Gorriz. mdíium- 

.14- 

zacnm 

Casares Unus. y Gia., quiebra, cmtra Luis Ucr y Carbnjal ^ 
y otro, ejecutivo 

Casco, don Esteban y otro, en autos con don P. G. Guilliard. 
arbitraje. Recurso de hecho 

Calderón. Juan, contra Caja Nacional de Jubilaciones y 
Pensiones de Empleados Ferroviarios. Recurso de hecho ¿W 

Colorieres, don Eduardo t. y otro, denuncian defrauda- 
ción aduanera * 

enigma Nacional de Sátiros U Sud América, contra 
I »f, ivincia de San J uaii : inc. .nsiiiucionalidad ( ley 299 >. . *_i 



Cnrsicb. #é Amonio, cuiitra Caja Nacional de Jul .ilaciones 
Ferroviarias. Jubilación ... 



DE JUSTICIA DE LA X ACIÓN 445 

Página 

Cciilitn de Carette. doña Julio C. contra Francisca Orú?. 
di Deprez, división de condominio. Competencia ...... 13$ 

Chai ka. diífl Joamitn, contra don Felipe Ayud. daños y |icr- 
juicios. Com|K'tt'iieia 241 

ít 

D 

Dana, don Kd nardo F., en autos con don José S. AuV. 
recurso de hecho 15 

De (jiaconi Huos.. contra don Martín Schneider. marca . . 415 

Dclaux. don Carlos I»., en autos con David Sasson y Cía, 
Ltda. : rendición. Recurso de hecho -ol 

De las Casas, don Ramón Secundo» homicidio 19 

Donilicy. don Jorge, contra don James H. Williams, cohro 

E 

Everest de Hojran, doña Emilia, en autos con Caja Na- 
cional de Jubilaciones Ferroviarias. Recurso extraordi- 
nario 22 

Eyrea, don Miguel y otro, en autos con don Carlos l'rtma, 
daños y ]>erjukios. Recurso de hecho 17 



446 



FALLOS PE I-A CORTE SUPREMA 



r 

Fernández, don Francisco y otros, homicidio; competencia IM 

Ferrer. don Mariano, en autos c<m tlmi Luis Gaihisso. co- 
bro de pesos. Recurso dé hecho W 

Ferrocsaírit Bt Aíns al Pacífico, ett autos con dpi Étfséo 
[tiítriaga, «laño- y perjuicios. Recurso fie hecho 12™ 

l*irr<K"inil lí. Aires al Pacífico, en táftfá con Monten» 
Unas., dañas y perjuicios .-. • ■ ■ $9 

Ftrn arriles del Estado, en autos culi don ÉÍc6ÍÍI Vttyn- 
Vichi Rceur-o tlt hecho 

Ferrocarril dtl Sud, en autos con don Juan fiatideratz. 
daños y perjuicios 1 

Fúti-o don lose María, contra el (¡ohienio N:icional. Ju- 
1 ¡ilación 

Fischmaiin. de ni Hurle-, en autos con Fuehs y Srhk-sin- 
ger, pedido de ijtiiehra. Recurso de hecho 15 

Fisco Nacional, contra don 'IVÓfilo Atricau: expropia .- i óu ,í5 ( > 

Flores, doña Kniedicia Hora. inscripción electoral cu fe 
Provincia de San Ju:iu. Recurso de hecho ^ 

Fort;diat. «Ion Alt redo, encantos con doña Josefina Anasa- 
gjftótfí d« Soler. cohre dj^iesos. Recurso de hecho 3fé 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 447 

Página 

Frigorífico Anglo, contra don Francisco Oltvieri y otro, 
imitación de marra ........ 372 

Fiuuualha, don Fnlienrpo ; homicidio I5S 

Funes, tlon Lindor y otros, en autos con doña Ninfa (i. áe 
Sosa, reivindicación. Recurso de hecho 20 

t.ahay. don Emilio, contra don Lirtm Schore, falsificación 
fie marea. Recurso de hecho , 22 

tiíindtratz, don Juan, contra F. C. del Sud, rkirios y per- 

JlllCÍl'H ■ ■ « r m * a m r a m | a m + 4 (7 ■ a ■ |.' t[ 4$ M ; , ■ ■ I: ' ■ m a w * i ■ 4 ■ vi ■ la ■ <■ lí ^0 

Gargiulo, don Juan, en aun ts con Pascual (fciorio. falsifica- 
ción de cheque : contienda de competencia i 10 

- ■ ♦ 

Uivoso. don Francisco; hákas corpus 265 

( ¡cumie, don Pedro. a|ieIando de una resolución de Aduana 36Í 

Ginrdano. don Juan, contra Provincia de Santa Fe; cobro 
de costas . . . , 253 

Gobierno dé Grecia, extradición 5 

(¡nbiernu de la Nación, en autos con don José María Fie- 
rro, sobre jubilación 59 

Gnhimio fie la Nación, contra don Antonio Lantén, ex- 
propiación 351 



448 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

ViiK'mvt 

Gobierno de la Nación, en autos con doña María Carolina 
Hatttlnna ; cobro de pesos 

González A,, don Cruz, en autos con Hijos de-Luis Cons- 
tan! iui : cobro de pesos ■ ^ 

González, don Manuel (suc. ). contra Caja Nacional de Ju- 
bilaciones y Pensiones de Empleados Ferraviarios ; pen- 
sión '94 



(junzáUz, don Modisto. contra Provincia fie Santiago del 
Estere»; ¡nconsiiinctnníiJidad $26 

tiorriz. don Martín, contra Caja Nacional de Jubilaciones 
v I 'enstoties Kerniviarias : indemnización |42 

tirtnstein. don hita.- y otros, falsificación de letras. Ke- 
cur?o tle hecho • 16 

Ciuilliard. don l'ierre C. en autos con don Esteban Casco 
y ntm. sobre arbitraje. Recurso de hecho 44 



Herrera de Arredondo, doña María y otro, en autos ctm 
Jiancf. de la Nación Argentina : ejecución 3? 



(lijos de Luis Constantini. contra don Cruz A. González: 
cobro de pesos 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN' 



Iglesias, don Manuel, contra Caja Nacional do jubilaciones 
Ferroviaria ; pensión ¿ 153 

fttnriaga, don Elíseo, contra Ferrocarril de Buenos Aires 
al Pacífico, daños y perjuicios. Recurso de hecho 127 



Juárez, don Qísar A., en autos "Arana (suc.) y Chovct con- 
tra Manzano, ejecución". Recurso de hecho 21 



Ivaininsky, don David, en autos con Banco Nacional en L¡- 

ión; reivindicación 2h4 



■i * ü 



Latneri, dmi Antonio, en autos con Gobierno Nacional, ex- 
propiación 351 

Leil)ofí. don David y otrus, contra don Carlos Martínez, 
v desalojo. Recurso de hecho 17 

Lesearme, don Juan A. (suc.) ( cuntra Caja Nacional de 
Jubilaciones. Pensión, Recurso de hecho IB 

Levi. den Juan, ley 4097. Competencia 18/ 



450 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

l.icr y Carhajal y otro, en autos con Casares Unos, y Cía.. 

s« quiebra, Ejecutivo iM > 

Lnqurt. don Aurelio y otrns. criminal, competencia 247 



Mackínlay, cloii Waher A., aduanera, Ricurso de hechu . . . 314 

Maers. don Adolfo, circulación de letras falsas. Recurso de 
hecho K ' 

Mcneelle de Stábile, doña María, en autos con Caja Nacio- 
nal de J ululaciones Ferroviarias; pensiúíL Recurso de 
hedió • ~* 

Mendoza, dmi Francisco, en autos con don Alfredo Azaro, 
dseatojo. Jíeciirso de hecho - 20 

Minaverry. don Antonio, sohrc deslinde 310 

Mioño, don Clemente l-, en autos I.- I'aseussc c/. Feíiciani 
y Perugini, Recurso de hecho * 

Montero y f inos.. T.. contra Ferrocarril Buenos Aires al 
Pacífico, daños y i*r juicios 

Municipalidad de Rosario, en autos con don Juan Cahane- 
11a: reivindicación ■ 



Navarro de I ñarra, doña Maria, ep autos con don Alberto 
Romero: competencia • 



DE JUSTICIA DE LA NACION 45' 

O 

Fagina 

< Hivicri. «Ion Francisca, en autos con Frigorífico Anglo. imi- 
tación de marca . , 37 J 



< >ni/ de Jfrprcx. «Unía F„ en autos a»n doña Julia C. Cott- 
lon de Careric. comlominin ; comiictcncia U5 

Osorio, don Pascual, contra don Juan Garbudo, falsifica- 
ción (íe un cheque. Conticnrb do cumpttencia 110 



f Itero» éfm Francisco; arresto. Recurso de hecho 3fil 

r 

Pa|Kinastasn|>oulus. don C su extradición 5 

Pctrelli. dmi Juan, contra Caja Nacional de Jubilaciones Fe- 
rroviarias, (tensión 1S5 

IVrruiR- y Cía,, contra Provincia de Mendoza, cobro de jie- 

sos '. 

Piüarro. don Agustín, en auttts con Hanoi Ak-niáu Trans- 
atlántico; sobre cobro de pesos 100 

Procurador Fiscal tic la Cámara Federal de la Capital, en 
cansa a don Hematíe Uihiano Gómez, ley 113S6. Re- 
curso de hecho m 

Provincia de Hucnos Aires, en autos con sucesión José Fé- 
lix Soage, inconstitucional iílad impuesto a las herencias 46 



452 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

Página 

Provincia ge Buenos Aires, «i autos con doña Soih Ite- 
rtStayn de Nazar, i nconstituc tonalidad ~"* 5 

Provincia de Buenos Aires, en autos con doña Antonia Aré- 
valo y niros; inconstituciorudidad 

Provincia de Mendoza, en autos con Perrotte y Ga., cobro 
de pesos * 

Provincia de Santa Fe. t*n autos con dun Juan Giordano, 
L-nliro de costas * *" 

Provincia de San Juan, en autos con S. A, San Pablo de 
Fabricación de Azúcar: ineonstitucionalidad -- 4 

Provincia de San Juan, contra Cía. Xac. de Seguros "La 
Sud América"; iuconstittic tonalidad (ley -**>> «i 

Provincia di- Santiago del Estero, en amos con don Mo- 
desto González; inconstitucionaltdad 3£éS 

provincia de Tueumán, en autos con Romeo y Ua.; ineotis- 
tittieionalidad * ■*• 



Kecagtin. don Pedro, excarcelación. Recurso de heéfia ■ . -M 

Krtír, don Kok-rio K. contra Hugo Stínnes. coni|xtcncia l (| 7 

Ríeo. don Fernando L., en autos con MuniciRlidad de la 

Capital; reivindicación. Recurso de hecho - f(1 



DE JUSTICIA DE LA Jí ACIÓN *W 

Página 

Robin, don Horacio, en autos con don Emeterio [tarrionue- 
vo. ejecutivo. Recurso de hecho , 263 

Romero, don Alberto, contra (Urna María C. (te Xavarro 
tle I ñarra ; com|xt encía 391 

¡iónico y Cía. Marcos y otros, contra Provincia de Tucu- 

1 . 23 



Rotman. don Enrique, en autos con don Hugo Pugiiatini. 

rias. Recurso de hecho I 1 ' 



Sabaté, tkm Juan, contra Caja Nacional de Jubilaciones y 
Pensiones tle Empicados Ferroviarios ; pensión 

Schon. don Eelñ,ie. Recurso de hecho 



ir 



Schneidcr. don Martín, en autos con De Giacont Hnos.. 
sobre marca 413 

Sillienistein. don Adolfo, en autos con clon Marcos Arre- 
dondo, daño intencional. Recurso de hecho 264 

Siincms y tía. y t ía. Primitiva de Cas (aduanera». Com- 
]k.*u ticia 3'rf> 

Suagt, don José l'clix (suc. ), contra Provincia de Buenos 
Aires; inconstitucional idad impuesto herencias 46 

Sociedad Anónima San Pablo de Fabricación de Azúcar, 
contra Provincia de Tucumáu; inconstitucionalidad .... 224 



454 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

Página 

Sociedad "Sirige? Machine Con».*', en autos con don Gus- 
tavo .Aceren- ; competencia , . • ■ - ■ • • 

Soler, doña Josefina Angela, en autos con don 6> A. Schlie- 
per ; cobro de jk-sos. Rscurso fie heclio. 263 

SosWt. <ion Antonio : hurto. Comt>etencia ■ 235 

Stiniies Nu«n. en autos con Roberto K. Reífo. Corone- 
tencta 1 ' 



T 

Tii-nki íjucni;id;t. don Domingo y otro, en tos auto* IV 
]¡c;ir|Hi Spelnsin c/. G. Damhder. lieeurso de hecho Z< 

Tirasso. don Luis, ablando de una resolución de Impuestos 
Internos. Recurso de hecho 363 

Todelo, don Kusebio y oíros, contra Caja Nacional de ju- 
bilaciones rYrroviíiria* 

Torres, don José y otros, en autos eon Municipalidad de 
Bárádejo; daño-* y perjuicios. K entran de hecho 17 



Yaccluua, dftil Juan, contra taja Nacional de Jubilaciones 
y ] 'elisiones de Ktnpkados Ferroviarios : jubilación .. 201 

Varratí. ii<w Alfredo í.suc. i, en autos con Caja Nacional 



DE JUSTICIA PE LA NACIÓN 455 

Página 

de J ululación es y Pensiones de luupleados Ferroviarios. 
Recurso de hecho . , . . . 260 

Viches, don José J.. contra José Goldin, marca. Recurso ex- 
traordinario ...... . 2^9 

Villa-u.Mi linos., en autos con lirrlcngicri y Cía.; ejecutivo 424 

Viré, ílon iiemaité. en autos con don Domingo O. Pecile; 
desalojo. Recurso de hecho 20 

Vuyovich. don Nicolás, en autos con FF. CC. del Estado. 
Recurvó de hecho 369 

m 

W illiams, don James H,. en autos con don Jorge Domltcv; 
cohro de jK*sos 316 

. z 

Zolezzi, don Horacio, en suc. de doña < «ahina Fragueiro de 
Tarnasi. Recurso de hecho 265 



índice alfabético 

POR LOS 

Nomres ü lis pirtcs ei lis mus coiteiidts n ti Vilviei CLIX 



A 

rlftimithhititi de accionas. \a disposición del articulo W3$ d|l 
Código C ivil mpóúé la acumulación de acciones contra tos 
1 nenes hipottcados al concurso general . I Vigilia -14o. 

Jtiuatuu — Haliit-inliiM- declarado responsahle uno de los pro- 
cesados iKir defraudación aduanera, ntm<> presnntn pro- 
pietario de la mercadería, implícitamente se al solvió al títrti 
por b que no procede la nulidad alidada \n>r éste |»nr talla 
.k* pronunciamiento, tanto más. si ejerció ampliamente el 
derecho de defensa que consagra la Constitución Nacional 
y el Código de procedimientos : no pudiendo totuai>e tiiui- 
pbe0 t-n cuenta "iras causales de nulidad de la sentencia, 
no hechas valer a su uumpo. 

Si hien la Aduana no puede pesquisar ni secuestrar las 
]ík Tenderías incursas en defraudación una vez salidas de mi 
jurisdicción, la justicia federal ante la denuncia, puede y 
debe hacerlo. 
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] ji liquidación de los derechos fíncales debe hacerse 
>ohrc la Ikim' del producido di? las mercadería^ en i) púr 
bíieo remate correspondiente (artículo 170, decreto rvgUi- 
meniario jajá la ley 11.281). Kl |)r<xlucto <lel remate es la 
rc»l,H gerieral consagrada cu el articulo 60 para í\ casq de 
comiso, no existiendo razones que puedan justificar un cri- 
terio diferente, cuando la mercadería salió de la Aduana, 
pero fué reintegrada, por secuestro, jior espontánea devolu- 
ción dil interesado o di* uri tercero. 

Procede él recurso extraordinario, interpuesto respecto 
del carácter" de un denunciante y de la imputación de lo> 
honorarios del .Ministerio Fiscal, sobre los bienes caídos en 
comiso. 

Las costas de un juicio de contratando tío deben de- 
traerse del valor de las mercaderías, siuu Qtí&at sobré el con- 
trabandista. Página 73. 

Aduana* — Habiéndose demostrarlo la falsedad de una manifes- 
tación referente a cajones conteniendo tejidos de algodón 
al pedir mi trasbordo, hecho denunciado en furnia por es- 
crito y bajo sobre cerrado, lo que explica la falta de carino, 
agregándose a tal falsedad la forma irregular con que se 
pretendió retirar la mercadería ele la Aduana de destino, 
sin presentar don unen tac ion y sólo manifestando inorar su 
contenido, sin pagar los derechos correspondientes, dejando 
sitio en garantía una suma de dinero para responder a aqué- 
llos, queda caracterizado el contratando intentado, y pro- 
cede, jHir lo tanto, el comiso. Página 275. 

Adíww, — \'o procede la competencia administrativa para im- 
poner penas, cuando la mercadería que motiva la infracción 
ha salido de la Aduana. Tal interpretación no importa la 
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preseindencia tf| las *ii|pridádc? aduaneras, míe son siem- 
pre auxiliares iltr la justicia nacional. VÁgjjpa. 306. 

áéiwfM, — Hallándose |x»r los denunciantes durante la revisación 
de fondeo, mercadería oculta dentro de un camarote cuya 
llave se hallaba en poder del capitán, mercadería no ma- 
nifestada en el manifiesto general del limpie, ni en el de 
rancho, ni en rl de pacotilla, corresponde aplicar al agente 
del buque una multa equivalente al valor de la mercadería, 
de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 09 de l:t ley 
11.2S1, no cilislante lo dispuesto por el artículo 51 de las 
< >rd¡ lianzas respectivas. Página 390; 



c 

CatmriM — Véase "Jubilación de", 
CoUr<i de ¡injustos, — Véase "Impuestos provinciales", 
Comurst* ihinus i/./). — V«is<- "Jurisdicción". 
CflinUmititio. — \ case "División de condoiniuio". 
(\nijitiiiuhntilHhttL — Véase por 'ineonsmucionalidad'. 
tWif! SUpii inu. - Vca*e '■Jurisdicción". 

Costas. — Us costas de mi juicio Úc eontralsiudo n» delten de- 
traerse del valor «le las mercaderías, siuu pesar sobre el 
contra! nudista. Página 73. 

(¡pitas. - N<» corresponde incluir en las costas qne debe alio- 
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nar ct expropiante, los honorarios del al togado latrocinante 
íU-1 demandado. Página 351. 

Cosnts. — Tratándose de un desestim tentó liso y llano di- la 
acción promovida { expropiación I . es de rigor la condenación 
al j>ago de todas las costas i|ue ha cansado al Kisco cari la 
•niti-rpnsieii'm y substanciación del juicio. Página 35'*. 

CtipyW — Véase "Falsificación". 



thtiiot y pi rjuinojt. — 1-a interpretación más razonable del ar- 
ticulo 5% inciso 8? de la ley 2S£3 en presencia de mi texto 
\ de lo* proiH>sito.s que la informan, es la de t\w los «erro- 
i añ iles deberán emplear los medios indicados de protección 
oiv arreglo a las necesidades del tráfico. 

Aun cuando la Dirección (íeneral de Ferrocarriles no 
hubiera ordenado la colocación de lvirreras en determinado 
jaso a nivel, la empresa es res|>oiisable del accidente en él 
ocurrido, si se trata de uno situado cu la planta urlanri 
ele un puelilii. Plgifia 

Ih'shttniiatto. — Tratándose de un desistimiento liso y llano 
de la acción promovida (expropiación), es de rigor la con- 
denación al pago de todas las costas cpie lia causado el Fisco 
con la ¡nurposición y substanciación del juicio. Página 359. 

División a* comhmmtio, — Tramitándose ante la iustieia ordi- 
naria un juicio por división de condominio, si de las cons- 
tancias de él resulla (pie la parle actora hizo mugieren i:i 
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tlf. los derechos que dice ennrespondtrle p " hrt ' *í imiultI,tl 
cuestionado, a gtjfen también sigue juicio contra la deman- 
dada por reivindicación del mismo attte la justicia federal, 
es a ésta a quien compete el emende* en él juicio de dtvisiófl 
tic condominio. Pagina 135. 



E 

Em&irtjo. - \j& ley 9111 que admite ti etttMgo de las pensiones 
y jubilaciones en la proporción que la misma establece, es 
d< aplicación referente y rige en tuda la República como 
ajitpliatnria del Código Civil, y ante- sus términos fiaros, 
debé detenerse la ley provincial que declara la iiieml 'afa- 
bilidad de aquéllas, ingina 100. 

¡ixi't pát'i! tic ctmipctnu ÚT. — Véase •'Jurisdicción". 

li.YpmfKn-um. — A los efectos de fijar la Iwisu prudencial a la 
determinación del valor, corresponde tener en cuenta todo 
lo referente á la ubicación privilegiada de la propiedad, da- 
da su proximidad al puerto y el lucho de lindar con la más 
importante vía de acceso al mismo, no debiendo tenerse en 
cuenta la valorización por ta ejecución de la ultra, ni las 
ganancias hii*>léttcas. Página 351. 

Üxtrmlkión. — Corresponde acceder a la extradición -oiieitada. 
>i consta en autos que se han llenado los requisitos de las 
lej'éa argentinas, en ausencia de tratado eluvial con la Ká- 
eión rnjuiruHe. 

Si rl requerimiento se formula por varios delito,, basi.i 
para que se acceda a él. el que uno de aquéllos autorice la 
extradición de acuerdo con el articulo Mí> del Código de 
Procedimiento* etl lo Criminal. Página 5. 
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I'\tfsifit'ucián. — No pueden considerarse ctfliio delitos de la 
misma es|>ecie el ¿fe falsificación de mi cheque y el de fal- 
sificación de moneda, |mcs atento los caracteres fundamental- 
mente diferentes que hay tnfre un documento privado de 
uso común, confi es el choque, y un instrumento público de 
la especial naturaleza de la moneda, no hay entre ellos equi- 
valencia legal posible para que determine igualdades caracte- 
rísticas, toda vez que el primero perjudica a un particular, 
y el segundo, afecta intereses de la colectividad y del Ks- 
tado. Página 110. 

G 

Garantía cotutituaottal. — Es indispensable que las acciones o 
recurso* llamados a hacer efectiva la garantía de los dere- 
chos acordados |>or la Constitución, se ejerciten en el modo 
y dentro de los términos señalados por las leyes de forma 
que son de orden público, y i*>r lo tanto de istricta obser- 
vación. Página d9. 

(fastas sin autorización ¡ajislativn, - - Estableciendo la ley de 
Contabilidad y Constitución de la Provincia de Mendoza 
que en casos esleíales de orden público o de necesidades 
urgentes, podrá el Poder Ejecutivo en acuerdo de Ministros 
disponer de los fondos indispensables a talts objetos, con 
cargo fie dar cuenta a la legislatura en sns primeras se- 
siones: > no habiendo sido desconocidas por la demandada 
las razones de urgencia que invoca y prueba la adora, co- 
rres|Mtmte declarar de legitimo aliono el crédito |*tr ésta re- 
clamado, proveniente de los contratos de obras, a cuyo cum- 
plimiento quedó aquélla obligada. Página .W>. 
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IfomuhiiQ. — A[>artciendo deposiciones netamente coiit radica? 
rías )H»r paite de los ie>tig«i>. faltando a !a verdad en una 
de !a» i<casinue>. hh puede fundar-e en mi> declaraciones «n 
fallo y .[che aceptarse lá confesión del pn.ee>ado. ya mu- 
ño puede ser recn-ada, ni desestimada awBto contraria a tes 
leve* ele la naturale/a física ni moral. >ñ I»- anueedeuh- de 
m ;nit..r explican un indicio, -j ^t<iui< ra una Sospecha o Mi- 
li alia a su eredihilidad. 

Demostrada la inexistencia de d6Í0 imputable, pefti ha- 
hiend< ti procesado obíÍéíÍg eñ el hecho de la causa, con su- 
ma imprevisión, ligere/a y olvidó • • Hiétíogpfécio dfe aquella- 
eíimtéiltaivl normas tjue 1;l prudencia y la expcfftencié acón- 
m jan til reguardo dé la vida y del urden, ciirre^miidc ¡ni- 
I -nerk la pena de nu año y rftteve Rieses de iii-isii'm. costar 
\ accesorias legales e inhahitilaeión lempnral l^ra el uso de 
amias; ^dando éri sus|H'tisn la pena corporal. Página I5K, 

I 

futfiwsío al tizúrur. - Procede le sea devuelta proporcional men- 
te la >utua alonada a los industriales $i¿ ju>tiíimieu haher 
pagad** la caña ¿Oiftpratiíi a los "cañeros inlepen ■lieims" a 
lo- precios estahlecido? por la ley, si se prnhó la calidad de 
indi pendientes de dichos cañeros, es decir. *u fio vinculación 
a los ittdu>lriaks azucareros, no importando el hecho de une 
algunos de ellus tenga interés en sociedad anórtíma indepen- 
i líeme. <» -ca en condominio, pues tal hecho un puede crear 
a los demás eondñminos situación de dependencia, ya i|tte 
~¡ en las sociedades colectivas la entidad social es distinta 
de los iiriemjirus fine la integran, ello es mucho más exacto 
tratándose de sociedades anónimas. Página 2-4. 
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J mpmwios proz'hiciuIt'S. — I-as causas sobre cubro de impuestos 
establecidos l*>r leves provinciales, i-nrrcspondcn a Tri- 
bu na les de la Provincia. El juez llamado a conocer de la 
demanda es necesariamente el de las exceiteioues t(iic desee 
oponer el demandado, y si alguna de éstas consiste en ser 
la lev que se trata de aplicar, repúgname a ta Constitución 
ii leyes nacionales, el medio legal de llevar el caso a la D$$e 
Suprema es usar del recurso que acuerda ti ariiculn 14 de 
la ley número 4S. contra la resolución pronunciada en últi- 
mo grado. A menos que se prefiera cumplir la lev baciendo 
el pago bajo protesta y demandar luego a la Provincia por 
devolución cite I" que se considere indebidamente pábulo. 
Página 46. 

hiCiinstiiuaotMlhUut. — (articulo 37, inciso 7, de Buenos Aires, 
año 1926), — 111 articulo 37, inciso de la ley de la pro- 
vincia de Hítenos Aires, de sobre transmisión e,ra- 
tuita de bienes, vulnera el principio de igualdad en ti im- 
puesto, consagrado por el articulo 16 de la Constitución. 
Página 46. 

htcousiiUicimmVuhut . — ( ¡.i' y X" ~ w tic Sun Jumt). - - Iji fa- 
cuílad impositiva de las provincias, no obstanu- su autonomía 
económica y financiera, tiene por valla insalvable bts prin- 
cipios básicos de la Constitución, tendiente a baeer en ma- 
teria de circulación territorial y comercio ¡nterprovincial, 
un solo territorio para un solo pueblo, imponiendo asi identi- 
dad de dcreclms para todos los bal litantes dentro del terri- 
torio nacional, y dando la sensación efectiva de la unión 
política definitivamente cimentada. 

Cualquier gravamen provincial que cree desigualdades 
etilrc los contribuyentes i>or rabones de vecindad dentro de 
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Ja República, viola abiertamente tale* realas y debe ser di- 
clara iÍii inconstitucional. 

Ks inconstitucional la ley ft&fiÉfG (.Mayo 19 de 
P2Ki de la provincia de San Juan, en cuanto crea lina v*a- 
tenu diferencial, según que las compañias tle seguros ten- 
gan o iué sus dominios en luyo. Página 321. 

ítnutnátiiitaottiilühd. t.lrtUuio ó Constitución ti<- Santiago drf 
gtfcrp), — i "i mi surada la unidad tle la legislación civil co- 
tilo consecuencia <le la unidad política de la República, fio 
cabe admitir $¡ás los Kstados autónomos puedan dotruir 
acuella, aí dictar sus Constituciones, comedien d ose ellos 
mi-mo* privilegios o exenciones al n vareen de la legisla- 
ción general. 

El artículo 6* de la Constitución de la Provincia de 
Santiago «leí li-tcro, en cuanto establece un plazo de seis 
movs para que puedan embargarse los bienes de ella, es re- 
púgname a lós principios de los artículos 31, í*7. inri sos 11 
v |0*¡ de !a Constitución Nacional Página 362. 

ímOHStktfcmnatkiaíi tkl implico (tí vino. — Recayendo el im- 
puesto sobre la mercadería antes de que ésta haya nitrado 
en la circulación y se encuentre confundida Ctofl la marca de 
valores o riqtv'za local fiel K-tado. ta imp^ieión no gravita 
sobre la circulación económica, o sea, el comercio interno 
de la provincia. sino sobre la circulación territorial, afec- 
tando en consecuencia el comercio interprovincial por dis- 
posiciones legislativas que constitueioualmente le están ve- 
dada*, a los Ksiados y reservadas al Congreso de la Nación. 

Son contrarias a los artículos *) y 10. í>7, incisu 12 y IUS 
de ta Consiitución Nacional las leyes (y reglamentación res- 
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^jcctivai- míe gravan ciin impuesto ;il vino cu cascos que «e 
consume sin haber sufrido ninguna transí limación dentro 
de la lírovincia, y f#6eede \*yr lo tanto la devolución del pa- 
go hecho tiaj» protesta. Página 23. 

i 

lubUoctin. — til articttlo t% inciso Q. de la ley 11308, rige pa* 
ra los casos en que se encontrara en trámite o se hubiese soli- 
citado una jubilación al tiuupo en que fué sancionada y en 
adelante, y fuese indispensable reunir servicios prestados en 
diferentes actividades a fin de i>oder formar el total de 
tiempo para jxKler acordarse una jubilación, pero no para 
el caso de quien en momentos que se dictó ta ley 11.30N 
jitwtta va de mía jubilación ordinaria ferroviaria, ajustada 
É los términos de la ley 10.650. Página 59. 

Jubilación, — Teniendo la "Sección Plantel Marítimo" de la eni- 
prtsa ferroviaria, carácter permanente y siendo consíder:.do 
coii?j |*arte integrante del ferrocarril, los empleados que en 
él prestan servicios, se consideran empleados permanentes ú< 
la empresa, correspondiendo ]>or tanto una interpretación 
favorable en el sentido de su incorporación al régimen de 
jubilaciones y pensiones ferroviarias. Página 153. 

JubiUuión. — El artículo 2b de la ley í 0.650. establece en forma 
bien clara que "cuando la retribución del trabajo haya sido 
total o jornalmente a jornal, se computará un año de ser- 
vicios por cada doscientos cincuenta días de trabajo efec- 
tivo. Hasta la retribución a jornal para la aplicación del 
artículo 26 citado. (Faltos, tomo 155. página 396 >. Pá- 
gina 1**4. 
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JMu-íoh. - I-i ley 10.650, como íejr 0*g##a¿ dtóoüesto 
une <e reputaran nww empleados actuales a K» " krios de tus 
U-neficio*. lo. teqMSi del 1" de Enm> de 1913 hiiMt- 
sen sido destituidos i«>r cama* que no sean enumeradas eti 
el atticttto ffi'¡ crl cmscnuiww. el beneficio tegáJ se aplica 
a !o. emntéatlbs y obreros actuales el 3(1 <|e Junio de 1915 y. 
¡rima», p.r excedió» a lo* que haya» dejado de serlo en 
cst . fecha por babérselcs despdidu sin cansa después del 
17 dé Km-ro de 1 ( >KV í'áipna 201. 

¿tM*0N eíf Cmatím ■ N» prospe^* la cuestión rt- 

r t rente a la inhabilidad por jubilación de «lio dé ÍOS Pfc 
tn:irisia> H w suscribieron la resolución ncurrída. SI el r*: 
cutiente no pidió »|H.mmameiite el íallo con la plenitud 
de los miembros del ItíW- la c<,rrcs ~ 

iindieMí! conforme a los pnceptu> del articulo 15 de la 

ley 4ft l'áyina 127. 

íi,«y^L ¿ Ui-sueha por la Corle Suprema la com^cncia 
de la justicia federal para entender en una causa seguida 
pór el Ban¿ (te la Nación Argentina, sobre- ejecución hi- 
potecaria, ordenando tpie la Cántara Federal de Apelación 
dé Córdoba reasumiera la jurisdicción de que se había des- 
prendido por considerarse incompetente, y babieiidn é>ta. por 
resolución r*steridr, dejado sin ete¿ to declarado por el 
tribunal corr.-s]H»ude llamarle seriamente la atención, y re- 
v,K-nr la tó» contraria, míe dicha Cámara debió acá- 
i;ir. Pagina .V*. 



JurLulitrion. La liiuilacióu con que se ha planteado una ron- 
tienda, circunscribiéndola a l.<s fundamentos derívalos del 
luyar ,U I delito, no iinptdi qifc Sé la pueda ixamimr asímiS- 
bajo los otros dos conceptos determinantes de la eom- 
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petencia jurisdiccional, esto es. por razón de las personas 
y tic la materia, toda vez que la jwtestacl de juzgar. sea 
la jurisdicción, es de orden público, en Ib criminal impro- 
rrogable. 

Es indi ten nte a los efectos de determinar la jurisdic- 
ción, el sitio en que se ha realiza* lo ta adulteración del docu- 
mento sobre que versa el proceso (acto preparatorio del de- 
lito), pues el delito proptanimtc dicho, se ha cometido al 
presentar el cheque al cobro en et Uanco tic la Nación y al 
bacerse valer como instrumento de ejecución en el juicio 
promovido ante el Juzgado Federal, lugares donde el go- 
hkrno nacional tiene absoluta jurisdicción. E! Juez compe- 
tente, en consecuencia, en el caso, es el Juez Federal de 
San Luis. Página 110. 

Jurisdicción, — Corresponde a la justicia federal el entender 
en una causa seguida contra empleados de los Ferrocarriles 
del Estado, por el rolx» de mercaderías jior éstos transpor- 
tadas. IVigina 131. 

Jurisdicción. — El juez competente para conocer en los pleitos 
en que su ejercitan acciones personales, es con preferencia 
al riel domicilio del demandado, el del lugar explícita o im- 
plícitamente convenido pnr las partes para el cumplimiento 
del contrato, cualesquiera que sean las prestaciones que se 
demanden, principales n accesorias. Fagina 172. 

Jurisdicción. — Compete originariamente a la justicia federal id 
conocimiento de una cansa por contrallando, en que las mer- 
caderías materia de éste, fueron detenidas fuera de la ju- 
risdicción aduanera. Fagina 197. 

Jurisdicción. — Es de la competencia de la justicia federa!, el 
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case referente a un tleíito común «pie $pj$l$ ctiintiído en 
el puerto «le la Capital, en hij^ir delimitad", cercado y ma- 
tcrtalnuute definido como zona aduanera y iiortuaria. esto 
es. donde el (iobíerno Nacional tiene absoluta y exclusiva 
jurisdicción. Página 235. 

Jtiñstlkcii'U. — El conocimiento de una acción por daños y per- 
juicios derivados de una provinración de quiebra de la que 
se desistió después de pronunciada la declaran >ria. corres- 
ponde al juez de la ipiiebra, pues la acción procede directa- 
mente de dicho juicio, y en tal caso, la regla general del do- 
micilio del dt mandado no e> aplicable. Página 241. 

jurlsdktum. — Xo corresponde a la justicia nacional el cono- 
cimiento de una causa por lesiones provenientes de un dis- 
paro de anua hecho desde un tren en marcha. |>ues tal he- 
cho delictuoso no se halla comprendido entre los delitos y 
íaltas contra la seguridad del tráfico previstos en ta ley ge- 
neral de ferrocarriles, ui aparece cometido en un lugar en 
que la Nación tenga absoluta y exclusiva jurisdicción. Pá- 
gina 2-47. 

Jt,rhtt¡rt i¿u. ~ Í*W costas de los juicios son accesorias de ía 
mistión principal, constituyendo su cobro una incidencia cu- 
yo conocimiento corres] «onde -a la jurisdicción que entiende 
tu aquélla. Página 253. 

mtisd'mmif. — I-as catisas sobre cobro di- impuesta establecidos 
leve* provinciales, corresponden a los Tribunales de la 
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Provincia. El juez llamado a conocer de l;i demanda es nece- 
sariamente el de las excepciones que desee oponer el «lemán- 
dado, y sj alguna <le éstas con-iste en ser la ley que se trata 
de aplicar. repugnante a la Constitución o leyes nacionales, 
el medio de llevar el caso a la Corte Suprema es usar del 
recorso que acuerda el articulo 14 de la ley número 4S, con- 
tra I» resolución pronunciada en último grado. A un nos que 
Sí prefiera cumplir la ley haciendo el pago bajo protesta y 
demandar luego a la provincia por devol ución de lo que se 
considere indebidamente pagado. Página 207. 

JitrUiikfimt. — Xo es recurrible para ante la Corte Suprema el 
¡mi" «le los tribunales ordinarios que no se pronuncia sobre 
la legalidad de la excepción. sobre cemipetencia de la justicia 
federal sino simplenunte sobre la oportunidad en que «lebe 
hacer >e valer. Página 310. 

jHrüíikaÓH. — Lo establecido cu los convenios entre partes rela- 
tivo a la constitución de un domicilio espedid pura el cum- 
pltmimtii de sus obligaciones, no puede sobreponerse a las 
íacultades qiie |*>r las leyes corresponden :i loa jueces del 
concurso sobre bienes del concursado. Página 340. 

litrinHiriúu. — Para determinar si una demanda corresponde a 
la justicia ííderal \pt razón de l;is |*rsonas o si debe subs- 
tanciarse ante los tribunales locales por referirse a bienes de 
una sucesión, el punto a dilucidar es si ta materia controver- 
tida ett el pleito constituye una incidencia del juicio sueesurio 
por afectar los derechos a la sucesión ti relacionarse en al- 
guna forma con la masa de bienes hereditarios. 
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Ui* disposiciones relativas a \m juicios Mieesurius >e 
propusieron, mi) duda, unificar ta acción judicial eu la «le- 
terminación tte tos dCTccíioá de ürta iiiuítiplicídad «le ime- 
icsadi» v de hieucs. para reducir los ga&tós y evitar los yra- 
ves conflictos que ocjtóibiÍRna la revisión y anulación por 
jarte de un trihunal federal de las resoluciones dictadas por 
i-I áp una provincia con relación a i so> derechos y hieues. 
f'ájíiua 39 1. 

Ji,ri.«ii, i iÓtu - K- juez competente para conocer en los $mÍQ$ en 
que se ejercitan acciones LK-rsouales. il de! Itiijar conve- 
nido explícita o implícitamente por 'as parte* i*ara el cuin- 
plimiemo del contrato, cualesquiera rjuc sean fea presiaein- 
ni > qiu >e demanden, principales aecesurins. IV^ina 424. 

Jttrisdh i jtiit, - l'.s juez competeuic para Goiidéfer en los pleitos 
ui que se ejercitan accione- personales el del lindar conve- 
nido exj »licila o iinplkítameiite por las partes para el cum- 
pütnint" del contrato, cualesquiera que sean las prestaciones 
ijue Se iU manden, principales o accesorias. Página 43.i. 

Jttrhilln óól. - Véase ■'t»ivÍMÓn ile conilomiiiif 

hm.-iiíUi 'um onsfiuurúi. ba Curte Suprema, en ejercicio de 
la jurisdicción originaria que le confiere el artículo 10 1 de 
la b institución Nacional, no está llamada, cuando ha me- 
diado la prorrogación prevista en el inciso 4" de! artículo 1J 
dt la ley -hS. a c«mucer de las mismas cuestiones que han 
¡ít<ÍÓ ii son materia lítigioéa entre las mismas partes en los 
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trilmnales 01 'mari»* i> especial.-* «le las Pmvmeias. Pá- 
yiiin 46. 

Junción orUjhuirnr. - La iWle Suprenn. etl ejercicio & te 
jurisdicción originaria mu- W confiere el artículo 101 dé la 
Constitución Nacional, no está llamada, cuando ha mediado 
la promoción prevista en el inciso 4* del articulo 12 de 
fe ley 4*. á conocer de las mismas cuestiones «pie han sido q 

son materia $$$m M** ,: >* 1>arU ' s tn los Tri,H,ntl * 

k* ordinarios u especiales de las provincias. Página 2í>7. 



$mé% — Lo materia de marcas no ritfe el principio adoptado 
por el Código Penal, sc^ún .1 cual los procedimientos ut. in- 
terrumpen la prese rn.>e ion. 

La forma empleada en la redacción del texto del ar- 
tículo 55 de la ley J975 ha eliminado de hecho la ttsis tíé k 
m interrupción dé la prescripción por tos fimced i miemos 
judiciales. 

Kl efecto de la demanda o de la querella, y de cada 
neto fiel procedimiento es interruptivo y no 9ns|«nsiva dé la 
prcscrii>ción. Página 372. 



faishUi. — Para (|ue corresponda a los padres de un ohrcro fa- 
llecido, pensión o devolución del 5 \*v ciento de las sumas 
ncrcihidas en concento de sueldos, es extremo indispensahk 
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demostrar la circunstancia de que ta subsistencia de aque- 
llo* m encontraba exclusivanientr a cargo del eausanir. t'á- 
«¡na 150. 

■ 

Pensión . - VA articulo ¿X de la ley 10.650. al i-numerar las ner- 
sonas con derecho a pensión |jor fallecimiento de lo* em- 
pleados li ólírériis ferroviarios, expresamente determina que 
gozarán de tal IkmicÍícío "en la pnqiorción y condiciones 
estátjíecttias en este capitulo" entre las cuales se encuentran 
til de los incisos 3» y 4» del articulo 39 siguiente, tifie im- 
ponc a Ins putres como extremo mdispensabte la eircuus- 
:ancia «Ir euci mirarse ".' ex elusivamente a cargo del cau- 
sante*. 

El articulo 4o de la misma ley. al referirse entonces 
a la enumeración de dicha disposición, necesariamente com- 
primir también aquel requisito aplicable >in distinción alguna 
tci*at. tanto a los ca«-os de pensión conn» a tos de indemniza- 
ción del cinco por ciento de las sumas percihidns en con- 
cepto de sueldos, por el empleado u ohrcro fallecido que no 
dejan derecho a rila, se^ún los términos claros del pre- 
cepto invocado. Página 342. 

— Los aumentos efectuados jnir lag leyes números 
<55$4 y Ko-M, de las pensiones de ta ley 102. son de carácter 
vitalicio: en con>t cuencia. el Gobierno de la Xación drlu* 
satisfacer a la tiene íieiaria. las diferencias resultanie* de ta 
aplicación de una y otra. Página 3K5. 

f'nsiri frión. 1.a forma Huleada en la redacción del testo 
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(luí artículo SÉ de la ley 3975 ha eliminado de hecho la te- 
sis de la no interrupción dé la prescripción por los proce- 
dimientos judiciales, ráginn 372. 

f^escripción. — 1 vi efeeu» ele la demanda o de la (|uerella, y 
de cada acto del procul 'miento es interruptivo y no fflispeit 
sivo de ta prescripción, fagina 372. 

t ómspotide declarar de ofició preseripia l;t acción jm ir 
ser de urden público en jimeria penal, después de haber 
transcurrido un plazo mayor de un año desde el conocimien- 
to del querellante de la supuesta falsificación de marca, has- 
ta la fecha de sn acusación. Del te al »snl verse al mi creí lado, 
en cuanto a la usurpación, si residta no InúVr existido ésta. 

La Curte Suprema no puede rever en el recurso extra- 
nrditiario las cuestiones de hecho y prueha resueltas en la 
sentencia apelada, pnr ser ellas ajenas al expresarlo n curso, 
fagina 415. 

Prescripción. — Véase "Mareas". 

Protesta. — Véase "Impuestos"' y " Jurisdicción". 

Q 

Quiebra. — (Paños y perjuicios). — Véase "Jurisdicción*". 



Recursos, — Es indispensable que las acciones o recursos llama- 
dos a hacer efectiva la j^irantía de los derechos acordados 
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yi.tr la Constitución, se rjemiÉi en 6] mnd» y dentro «k- 
tos términos señalados por las leyes de forma que son de 
nr.kn púhlieu. y |>«£ I" lauto de estricta observancia. Pá- 
gina (&, 

8MW sxlriumiuuiri». - - Apelado el auto qu* feígí» mter- 
vmtor <k una M.eiedad y lija audiencia t ara el nonwVa- 
rtiicúíO -le árl.itm>, y c« infirmado por la i amara de Ape- 
lación* h en lo ConicíC^Í, m virtud de lo ¿iísjitteáo por el 
nnieulo 44S del pdigJO de Comercio, la improcedencia det 
r. medio federal un él dudosa ya .pie las resoluciones motivo 
d« lá MWÍ :i * l*>»»»'» n :1 r ¡» ll 'n>reiar !^' é ^P s í,c 

¿recho ennmn extraños al recurso extraordinario autori- 
zado por el artículo 14 de la ley & Pagina 44. 

Rccúim sxtwmhiMno. Cuando el anicul.r 14 de la ley nu- 
men. 4S autoriza el recurso extraurdinario j«ra ante la 
Corle Suprema de las sentencias deí misivas pronunciadas 
por los Tribunales Sni»enorcs de Provincia, alude ittcqUJtO- 
i-nintiUe a l«'s organismos eiicar^adi» de la adnñni>tración 
de justicia y a lo* piemos substanciados ante ellos, en que 
- haya puesto en cm >tiñn la valide/, prelaeióu o ¡meli^en- 
cia de alguna cláusula constitucional tratado o ley del Con- 
gfeso¡ 

E> irrevisiliU- por el recurs.. extraordinario una re- 
aoltttión de una Juina Electoral (San Juan), que deniega 
una señorita su inserción en el padrón electoral res- 
pectiva. Página jgjfc 
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Rrntrsn twtmortliittirio. — Procede el rcairsn ext raordinario, 
interpuesto respecto «leí carácter de un denunciante y de la 
imputación de los honorarios del Ministerio Kiseal. sobre l«is 
bienes catdos en comiso. Página 73. 

Recurro c&fáa&tdimtrio. — Xo procede el recurso extraordinario 
cuando la sentencia resuelve sólo cuestiones de hecho y prue- 
ba, no habiéndose cuestionado la interpretación de ningún 
precepto de la ley general tic ferrocarriles, ni discutido el 
sentido de ella. Página 127. 

AVniKvi» t'xtnumiittíirio, — Xo reviste el carácter de definitiva 
a los efectos del recurso extraordinario del artículo 14 de 
la ley 4S. la sentencia u¡uc declara no halier>e opera «lo la pres- 
cri|)CÍón del derecho ejercitado |>or l«» peticionantes de una 
jiensión, por cuanto no resuelve el pleito ni se opone a su 
continuación. Página 185. 

h\ritt\ut extraordinario. — Es procedente el recurso extraordi- 
nario aun cuando en primera instancia mt se aludiera expre- 
samente al artículo 17 de la Constitución Nacional. |>ara 
fundar el agravio imputado a la M un ¡ci ¡Miniad demandada 
y (-1 derecho a reivindicar, si se mencionó en furnia clara 
y precisa el artículo 2511 del Código Civil, ((tic es una re- 
petieii'nt de la garantía consagrada por atpiel artículo. Pá- 
gina 207. 

Recurso twlritorilimirio, - - No reviste el carácter de definitiva 
a bis efectos del recurso extraordinario elel articulo 14 de 
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h ley 48, la sentencia que ijt clara no haberse obrado la 
prescripción del derecho rjerc»ia«lo p<>r los \wt ¡donantes de 
una peiwóu. por euauti. no resuelve el pUitu ni >e opone 
3 su continuación, l'áyiua 23.1. 

RWwrsó iwtfiiortitiuiriü. - No resolviendo i'l tallo apelado nada 
rfeíijb^a a la interpretación <k* la ley o inteligencia ele sus 
cláusulas, sino sobre la calificación k-^l de los hechos, el 
caso no está comprendido cutre los previstos en éí articnl'i 
14. ind-.it ,v fie la ley número 4K. l%ina 314. 

fctWtrsQ extraordinario. - Estando las cuestiones debatidas re- 
gidas por d derecho común y refcrwiwtosc a puntos de he- 
thú f d recurso extraordinario es inani fulamente improce- 
denie. I.n tal condición, las cuestiones de orden constitu- 
cional que se planteen, resultan ajena* al litigio y p<W tanto 
su interpretación por' la Cór*e >uprem¡a. se traduciría en 
ana declaración h ohstrtnto. legalmente inadmisible. Pá- 
gina 316; 

Kcairso extraordinario. — No puede reverá por da del recur- 
so extraordinario. 3a seuteneia qtte se limita a absolver al 
denunciado por ra/ones de hecho y prueki, aun cuando en 
<\ dekite administrativo y judicial de la causa se hayan 
traído a a ilación diversos artículos de las I Jrdenanza* de 
Aduana v dfe la ley 1 1.2JÍI. si éstos no fueron interpretados 
en o .tura de tos derechos alegados por el I* ¡seo y el denun- 
ciante. Página .Vil. 

fomm cxtritordiitiirto. Procede el recurso rxtraordinario 
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interpiiotii cuando la sentencia recurrida se limita a declarar 
ía prescripción del derecho fie acusar, si tal resolución por 
mi -iU-neiii al respecto, ¡miwirta el rechazo de la cuestión 
planteada oportunamente sobre la ablación concedida para 
ante la justicia íedcai, después de hulier adoptado, la [lartc. 
la vía administra i iva. Página 363. 

Kmtrsn cxtnuirtiimmo. Xo da lugar al "-curso extraordinario 
la aplicación que hagan los tribunales inferiores de las le- 
yes que rigen sus limpios prncedimeinios. Página M*9. 

A'ti íü'.ío vxtmordin&rio. — li> procet lente el recurro extra* mi i - 
nario si se ha debatido la interpretación del artículo 51 de las 
í Ordenanzas de Aduana y ella ha sido contraria al derecho 
fundado en dicha disposición, y alegada oportunamente por 
el agente del buque condenado. Página 380. 

RecHfSQ t'xirtionlimirfo. — Xu procede el recurso extraordinario 
fundado en halurse puesto en cuestión la inteligencia de dis- 
posiciones de la ley 2873 y en que la empresa demandada, con 
violación de esas disposiciones se negó a realizar un trans- 
porte a determinada estación. por cnanto las obligaciones 
(pie están impuestas a los ferrocarriles de recibir toda carga 
que se les entregue |>ara el transporte hasta sus estacione» o 
las de otras líneas que empalmen con ellas, tienen que juz- 
garse en primer término, por la regla general f del artículo 
204 del Código de Comercio que impone esas oMígac iones, 
sin que pueda entenderse que estas se hallan sujeta» inde- 
pendientemente a las disposiciones de la ley 2873 y su de- 
creto reglamentario, dado que en el articulo 50 de dicha ley 
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*e omitía que las til ilinaciones y ri-sponsaliilidade-. de la- 
empresas acerca «Id contrato de transporte son rígidas i*>r 
el Código de Comercio. Página 420. 

Kcivitttttcaewti. — Habiendo >id» ^ic^WíMiJ al dominio pú- 
htic... i«»r la Municipalidad, ti bien flie Bé trata de rei vin- 
dica i ■. W juicio de expropiación, está obligada a reintegrarla 
a su propietario, b j^ar ta justa indemnización, a su elec- 
ción, conforme a las reglas del juicio pertinente, l'áfíina 

&?j®tMt&U <i< Id O» te — Véase "Jurisdicción". 

-s 

a 

.Sjtr. •yíííii. l<as dis| adiciones relativas a l<»s juicios >uee*inn> 
>e propusieron, sin duda, unificar la acción judicial en la 
determinación de los derechos de una multiplicidad de in- 
teresados y de Imites, para reducir 1w gfeíioi y evitar los 
graves conflicto?. i|tie ocasionaría la revisión y anulación por 
paru iU nu tribunal federal de la* resoluciones dictadas i*or 
el de tina provincia con relación a esos derechos y bienes. 
I'á^ina .Vil. 

T 

I nhiuitihs im'ith-j!. IX acuerdo con lo dispuesto por el ar- 
ticulo 7" de la Constitución Nacional y de las leyes regla- 
mentarias del mismo, numen,;, 44 y nu si -lamente delie 
dar-e entera fe y crédito en una provincia a los efectos y 
prnee<linnento> r|t otra, debidanunte autenticados mno tam- 
bién atribuírseles los mismos efectos <|iie hubieran de pro- 
ducir en la provincia de donde emanasen, porque fó con- 
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trarin imi>ortaria admitir que los Tribunales (k" otra provin- 
cia t> los fedérales* limen faculta* I <lr variar los actos é pr¡i- 
a<1itHÍriu<» judiciales pagados ante oíros 'l rilu'inalrs otn- 
peicim-?.. ráfíiti;t> -ki y -'«7. 
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Constante Ptipiimíshisopoulos, su extradición, a soUcitud del Go- 
bierno de ta República de Grecia. 

Sumario: t* Correst-onde acceder a la extradición solicitada si 
consta en autos que se han llenado los requisitos de bs le- 
yes argentinas, en ausencia de tratado especial crni la Na- 
ción requiriente. 

2" Si el requerimiento se formula \x*r varios delitos, 
|,asta !»ara que se acceda a él, el que uno de aquéllos autorice 
la extradiecióu de acuerdo con el artículo 646 de» Código de 
Procedimientos en lo Criminal. 

Coso:\.o explican las piezas siguientes: 

VISTA Pfefc PROCURADOR KIPl'AL 

Señor Juez: 

Proced* acorto la extradición que solicita el Gobierno de 
la República de Grecia, del súbito de dicho Estado, Constantino 
l*a|anastasopoulos. 

El nominado, según resulta de los recaudos que se acompa- 
ñan a la solicitud de extradición, se encuentra procesado ante e! 
juez de Instrucción fie le Segunda sección del Tribunal Corree 
cíonal del Pirco, por I™ tíe,ítos lle *«1* tra ™°» de sumas de dl ~ 
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ñero y falsificación tfe dmumentos. hechos perpetrados en Sep 
ticmbrc de L<W eti per juicio de Ja señora Julia J. Uelea. y que 
han dado origen al auto de detención «le que instruye la traduc- 
ción de fs. 22. 

Kn el caso se Han cumplido todos y cada uno de tos requisi- 
tos y formalidades exigidas \xx los arts. I. 12 y 1S de la ley N" 
Í6|¿ para que sea viable la extradición impetrada. 

Sostiene la defensa en el escrito de traslado (fs, 33) que ta 
extradición solicitada no es procedente por cuanto uno de los he- 
chos imputados al indiciado, no es constitutivo de delito según 
nuestra ley represiva, fundándole jara ello, en el concepto que 
expresa el art. J85 de la ley penal griega, según ln traducción de 
fs, 24. 

Si bien es exacto, que según dicha traducción "es culpable 
de substracción el que detiene o guarda un objeto mueble extran- 
jero" — hecho que no seria delictivo en orden a nuestro Código 
Tcnal -~ lo es también que fácilmente se percata (pie se ha des- 
lizado un error de expresión por parte del traductor y Itasta pifia 
convencerse de ello tener en enema, los términos del auto de 
prisión corriente a fs. 22, en el cual se expresa que el hecho 
imputado a Papanastasopoulos es el de haU-r substraído la suma 
de linimentos mil dracnias. vale decir, ajmdenunicnto indebido 
de una suma de dinero de pertenencia de un tercero o sea el de- 
lito de defraudación o estafa que legir'a y reprime nuestro Có- 
digo l'enal. 

Desvirtuado como queda el argumento único que hace la 
dt tensa sosteniendo que no procede la extradición es obvio que 
ésta debe ser acordada, por cuanto como he dicho concurren en 
el caso todos los requisitos que exige la ley X v 1612. para que 
sea viable. 

Sírvase V. S. tener jH>r evacuado el traslado conferido y re- 
solver como lo solicito. -— Julio Millo. 
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La Plata. Jimiu 23 ik l'MO 

V Vistos: 

lisias actuaciones referentes a la extradición de €ffl®mfa& 
l»apanastasop<nilos. griego, de cuarenta años de edad, casado, co- 
merciante, con mstniccinti domiciliado en San Martin, calle 25 de 
Mayo 320. solicitada \**r la República de Grecia, donde se 
procesa al refugiado |*>r los delitos de substracción y falsifica- 
ción : solicitud He ta que se dio traslado al defensor fie Pajíanas- 
las, míos. quien lo contesta a ís. .12, replicólo i>or el señor l'ro- 
enradnr Fiscal a fs. 37: hallándose consentida la providencia de 
anl^s «le ís. 37 vta. : y 

Considerando: 

1' Oue el Ministro de Relaciones Exteriores de Grecia in- 
troduce ^.r la vía diplomática, primeramente el pedido de deten- 
ción provisoria a que alude el oficio de fs. 1. y luego la ratifica- 
ción de fs. 27. traducida a ís. 26, tendientes a obtener la extra- 
dición de Constantino l'apanastasonoulos, sÚMilo griego refugia- 
do en nuestro i>a> Y * m& » m íMiu,s <U? *"" strac - 
c,ión y falsificación cometidos en l'ireo el mes de Septiembre 

de 1929, 

2" Oue privado de su libertad provisoriamente el refugiado 
iiiastasoptHilos, su situación de detenido se regularizó con la 
i. en término, de los recaudos de fs, lo a 25. 

,V One la República Argentina no ha concertado con Gre- 
cia tratado de extradición, por lo cual ésta se solicita, en el sttb 
]it<tÍCi\ con el ofrecimiento de reciprocidad para casos análogos 
aceptado por el Tixler Ejecutivo de ta Nación según decreto tes- 
timoniado a fs, 30 v oficio de fs. 31. previo el trámite, dispuesto 
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l-ii el art. <o2 tk'l Código de IWcdin lientos en lo Crimina). A 
falta de tratado rige ]a ley H>12, de Agosto 25 de 1885, y el tí- 
tulo Y. del Código de Procedimientos citado. 

El art. 1" de aquélla dispone qtic la República Argentina \ Hi- 
dra entregar a los gobiernos extranjeros, con la condición fie re- 
cíproridad. a todo indi vid no perseguido por los tribunales de la 
prenda requirente. siempre que se trate fie un crimen o delito 
que, ¿égm el art, & de la ley de referencia, por las leyes de nues- 
tro país esté penado con prisión no menor de un año, V el art. 
a\7 del Código de Procedimientos establece la condición bajo la 
cual será extraído el refugiado, consistente en la aplicación de 
la ley más benigna, en cuanto a la i>ena, de las que rigen en am- 
bos países: el requirente y el requerido. 

V Que la identidad del refugiado se ha acreditado en autos 
oii! la declaración del mismo, corriente a fs. 9, la fotografía de 
fs. 17. venida cun los recaudos, y la enunciación coincidente de 
algunos datos personales del extraído suministrados por éste y 
los aludidos recaudos. Agréguese a todo ello que en ningún intí- 
menlo se Iki cuestionado la identidad, y se tendrá la pruelm plena 
de que la persona cuya extradición se pide es la misma detenida 
con motivo de estas actuaciones. 

5" One la defensa sostiene, en el escrito de fs. 32 en eJ cual 
desarrolla los fundamentos de su jjedido de rechazo de la extra- 
dición, que la substracción de "un objeto mueble extranjero" im- 
1 miada a) refugiado, no está reprimida por la ley penal argenti- 
na, y el señor Fiscal redarguye a este respecto diciendo que se 
lia deslizado un error de expresión por parte del traductor en 
cuanto a la palabra "extranjero". 

Ahora bien ; en la versión de los artículos invofados en la 
orden de detención (o ''mandato de arresto*', fs. 22 1 se traduce, 
oí efecto, **cs culpable de substracción el qne detiene p guarda un 
objeto mueble rxíraujcro" (fs. 24. art. 385) i Pero se ha incu- 
rrido, visiblemente, en un erróneo escogimiento del vocablo que 
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en castellano equivale a la |ialabra griega t|tie aparece traducida 
|H>r "extranjero", error en que se incurre fácilmente Cuando el 
autor <!e la versión se abandona a la traducción literal de las 
liases cumii se advierte, en general, en la construcción toda de 
Ins artículos transcriptos a fs. 24; abandono acentuado por la no 
compenetración del traductor con el sentirlo jurídico de las dis- 
posiciones represivas vertidas. Tal sentido jurídico hubiera de- 
terminado a verter "ajeno" en cambio de "extranjero", pues la 
respectiva palabra griega tiene en castellano anidas equival encías. 
Siendo oh vio que esa leve equivocación, no comprometedora, en 
el caso, no ohstante las disquisiciones de la defensa al respecto, 
de la accjicióu legal del precepto represivo, no enerva la eficacia 
del recaudo en cuestión, por "ajeno" dche entenderse el objeto 
a que aluden los artículos del Código Penal griego míe castigan 
el delito de sustracción. Sohrc esta liase, veamos a qué delito 
corresponde en el Código Penal argentino, el hecho reprimido 
l*ir los arts. 385 y 386 del Código Penal griego . De la referen- 
cia al flecho porque se procesa a Paiianasta sopón los, contenida 
en la orden de detención de fs. 22 y de su calificación de subs- 
tracción comprendida en Tas disjiosiciones de los arts. .185 y 386 
del Código griego (fs. 24). se deduce la identidad de tal delito 
y del que reprime el art. 173. inc. 2* del CY>digo Penal nrgentino, 
con la pena del art. 172 de éste. En efecto, se imputa a Papa- 
nastasopoulos halarse negado, eon pe| inicio de la victima, a res- 
tituir a la persona damnificada a que alude la orden de detención 
de fs. 22 quinientos mil dracmas que le fueron dados a un título 
que produce obligación de devolver. Es éste, para nuestro de- 
recho, un caso de defraudación penada con prisión de un mes a 
seis años, y al cual, en la ley griega, se te designa como subs- 
tracción, adoptándose como se ve, la nomenclatura que para las 
estafas o defraudaciones se usa también en nuestro Código de 
Procedimientos en lo Criminal, cuando en el art. 229 se enuncian 
reglas para la comproliacrón del cuerpo del delito. 



10 l AU.OS IIH LA t OKTK Sl'l'KKM A 

t lueda. pues, demostrado que ct l«ús requ ¡rente invoca la 
j arpen-ación de un défttó de earáenr conmn que la ley argentina 
reprime ¡con privación de la libertad no menor dé mi afín. 

(Y Otu- efl cuanto al delito de falsif icacíi m ftóf «1 cual tam- 
bién se gMÍQÉ la extradición áe l^ianasiasopmlos. no se des- 
prende de ta orden de detención fine se baya cometido o>n mo- 
mo del delito de substracción, pues éste se imputa de tal modo 
que los hechos referidos cu dielia orden no impprtañ la comisión 
conjunta do ambos delitos; ni se reviste el requerimiento, res- 
pecto a este otro tóiifc de lodos los requisitos establecidos en 
et arr. 6|j del Código de 1'rocidimjuentctf. de los cuales se ha 
rodearlo al de substracción, pues tallan al de falsificación, como 
lo sosífetH! ta defensa, la fecha del delito y la cnuueiacióu del do- 
atunnio. heehu o acto m que la falsificación se materializa. 

m corres ponde, por confuiente, en lo que res^via al de- 
lito de falsificación, hacer lugar a la gestión del país requireute. 

7 ( ha concretada al delito de ' substracción según la ley 
griega, o defrattdar.ión" según la ley argentina, la entrega del 
refugiado a la nación reclamante, eorrcsiioude decidir en cum- 
plimiento de la di -.posición contenida en el art. l«v del Código 
l'rueesal. cuál de las dos leyes es más l*nigna en la represión de 
dicho delito. Kn la traducción de las disposiciones aplicables, del 
Código t'uml de t ".recia, corrientes a ís. ¿4. se encuentra el arl. 
m t jiarágraf.i 5". según el cual la substracción es punida con 
cárcel si el valor de la cosa substraída supera tos cuatro mil drae- 
ma", suma excedida en mucho, según tos recaíalos, con el delu» 
cometido por Paf wmastasopoiilos . Ahora bien: según el art. 11 
del Código Penal griego, la pena de cárcel consiste en encierro no 

dio, él código argentino reprime el delito de que se trata con pri- 
sión de un mes a seis años. Ks decir, que ta ley argentina esta- 
blece una pena menor; |H>r lo cual la extradición dclic condicio- 
narse: con la exigencia de que se aplique al reo. en caso de con- 
dena, la lev fie nuestro i«iis ( an. (¿>7 código citado i . 



1>E JUSTICIA DE LA NACIÓ -T 



11 



Por estos fun< lamentos, tallo haciendo tu^ar a la extradición 
rk' Constantino Papa ñas taso [ionios, pedida por la República de 
Grecia, cim la condición de que se juzgue únicamente |>or el de- 
lito de -ubstritL-ción y se le aplique, si se le condenara, la t>ena 
que para el delito de defraudación establece el Código Penal ar- 
gentino, sea, de un mes a seis años de prisión. 

Xulifiquese. y ejecutoriada, trasládese el preso a la Capital 
Pederá! a disposición del Ministerio de Relaciones Kxteriores. 
al que se pasarán las actuaciones originales, para la entrega del 
refugiado a ta nación requirente. Líbrese a dicho Ministerio y 
a las j Milicias de esta Provincia y Capital Federal. los oficios res- 
pectivos. — A'. Lcffitkamén, 

DICTA M ES bEL KlSCU. III' CAMAMA 

Kxciua. Cámara Federal : 

Kvacúo la vista qtu V. E. se ha dignado conferirme a fs. 
45 vuelta. 

] 1 Kl señor Jxu ¿ fi qua deniega la extradición del refugiado, 
ptjr il delito de falsificación conceptuando que no se ha es|>ecifi- 
cado a su respecto Ta fecha de su comisión, ni el documento, h<*- 
cho o acto en (pe ta tarificación se materializa. 

2* Pienso que es errónea la susodicha denegación. 

Hi iuc. !■' del art. $SÍ del Código ríe Procedimientos Pena- 
les, s.'.lc» e> %e la di situación exacta y fecha del delito que mo- 
tiva el mandato de prir-ión : y el inc. »V, utopía autenticada de las 
disposiciones legales aplicables al acusado. 

V bien : en el mandato de arresto traducido a fs. 22 se im- 
puta claramente al refugiado el delito de falsificación cometido 
en Pirco en Septiembre de 1929. conjuntamente con el de subs- 
tracción, previstos y penados en los arts. 247. 109. 3K5 y 386, 
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parágrafo 5" del C&%» iVnal de Greda: y éfi la transcribió" 
de estas disposiciones legales a fs, 24. se consigna ¡meramente 
el texto «leí art. 247 correspondiente al delito de falsificación. 

$» Ést^ delito corresponde a1 legislado en los art-, 292 y 
2<tf do nuestro Código Penal reprimido con prisión o r.ctnsion 
,le nuo a seis años. por todo lo cual debe ampliarse con el la ex- 
tradición concedida respecto al de substracción, cfm la limita- 
ción del art. oo7 del Código de Procedimientos Penales. 

4* En su mérito se diñará Y. E. revocar el fallo de hM 
en cuanto limita el pedido de extradición formulado, por la Ke- 
pñhlica Helénica, acordándola en toda su extensión. - Julio 
dv VKM\. -- Ihihmro E. .tfstmu 



SKXTKNCTA DE LA CÁMARA FKl'íEK.U. 

La plata. Jiilk. 3R ik 1WD. 

V \"is|os : 

Los de las apelaciones interpuestas contra La i 
fojas 39 : y 

Considerando : 

Que la identidad del reí ugíado. agirle de no haber sido 
cuestionada, ota suficientemente acreditada en estos autos. 

One el testimonio del mandato de prisión, cx^dido por el 
Tribunal competente de Grecia, contiene la designación exacta y 
la fecha de los delitos de substracción y falsificación que lo lian 
motivado. 

Ouc estos antecedentes, unidos a la copia, también acompa- 
nada, M las dis t >oskÍonc S legales aplicables a los hechos acusa- 
dos según dicho mandato, disposiciones que contribuyen a pre- 
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cisar esos delitos, son los únicos elementos exigidos por el art. 
f>5l ilel Código de Procedimientos en lo Criminal, mu eme sean 
iudispensahles los demás detalles que menciona, en cuanto a la 
falsificación, la sentencia recurrida. 

Que correspondiendo los delitos de substracción y falsifica- 
ción a los hechos incriminados jior los arts. 172. 173 inc. 2* y 
292, segunda parte, de nuestro Código Penal, aquéllos están 
comprendidos a los efectos de la extradición, no regida por tra- 
tados, en el art. 2* de la ley 1612 y 646 del Gkligo de Procedi- 
mientos citado. 

Que las cuestiones articuladas por la defensa en esta instan- 
cia escalan al juicio esiwcial de extradición, cuyos límites han 
sido fijados por el art. 655 del citado Código de Procedimientos. 

l\ir estos f undamentos, se reforma el fallo ajielado. y se ha- 
ce lugar a la extradición sul ¡citada, con la sola limitación impues- 
ta |>or el art. 667 del Código de Procedimientos en lo Penal, 
l lágase salwr y devuélvanse. — l r . liaici. — Julio B. Religara y. 
— /*. B. Rharola. 



DICTAMEN DEL PROCrKADOR GENERAL. 

Bueno* Aires. Octubre 13 de 19 30. 

Por sus fundamentos y consideraciones concordantes aduci- 
das por el Ministerio Fiscal, pido a V. E. quiera servirse con- 
firmar la sentencia de fs. 54. dictada por la Cámara Federal de 
Apelación de 1.a Plata, que acuerda la extradición de Constan- 
tino Papauastasoix Hilos, pedida i>or las autoridades de Grecia. 

Horacio R. Larrcta, 
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FALLO DE LA CORTE SVPREMA 

Unenos Aires Octubre de l''J». 



Vista* 



Los presentes autos s»t>re extradición, promovidos por e! 
Ministerio de Relaciones Exteriores a solicitud del de igual cla- 
se <le Crtcia. crni mpcctn al súlnlho g^egó Constantino í'a^i- 
nastasopoúlos ; y 



Consi" [erando: 

Que consta de autos que en el procedimiento * han 

limado los rtquísiu.* de las Uves argentinas, en ausencia de tra- 
tado especial «ron la nación remiiricnte, como ÍQ demuestra» las 
sentencian de t* y 2* Instancias. 

One cuando el reuuiriiniento se lia formulado por varios de- 
litos," hasta. %W se acceda a él. que uno de aquéllos autorice 
la extradición de acuerdo con el artículo o4ó del Cód^o de !W 
culim ¡cutos en lo Criminal. 

(Hk las cuestionen planteadas por la defensa, al intcrp-nei- 
é recurso res^tivo de fojas 58, no lian sido sostenida, ante 
esta Corte, como correspondía, toda m pf ellas no gaatto re- 
lación con los antecedentes <lc estos autos di aparecen fundadas 
por mi sola enunciación. 

Ppt esios y sus fundamentos, Ue acuerde» con lo dictaminado 
pur el señor Procurador t. aiu-ral. se confirma ta sentencia apela- 
da de K ">¿. — Nolifíquese y devuélvanse. 

Roiikkto Rf.pftto. -— R. firmo La* 
valle. _„ Antonio S mía tí xa. — 
Jiuán % Pera. 
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NOTAS 



Con fecha 1* de (Jctuhre de 19M ti.» se hizo li^ar ;i la .pie- 
j;p deducida por Fran-is All>crt. hijo, en la causa scgüttla en su 
ti mtra j*ir atentado a la autoridad, por desprenderse de la pro- 
pia exposición cU-1 recurrente «pie la Cámara de Apilación en lo 
Criminal de la Capital, al sobreseer definitivamente a aquél, ha- 
liia omitido la declaración "de que la formación del sumario im 
perjudicaba ti buen nombre y honor del procesado", como lo 
prescrik- el an. 437 del Código de IWed ¡miemos en lo Cri- 
minal, es decir, se había limitado a interpretar y aplicar cHsjiosi- 
ciotics de derecho procesal. ajotas al recurso extraordinario dte 



En ta mi-Mua fecha no se hizo lugar a la queja deducida 



En la misma fecha, no se hizo lugar, itrualnu nte. a la queja 
deducida por don Citarles Fheltmanu en el pedido de qui i-bra 
formulado por L. \Y, Kmhs y Adolí SvliUsinyer X'aehl, por 
desprenderse de la propia exposición del recurrente que la reso- 
lución de la Cámara de Ablaciones en lo Comercial se había 
limitado a interpretar y aplicar deposiciones de la lev de (¡ule- 
liras, la tiiie es («irte integrante del Código dé Comercio, é m 
arreglo a lo dispuesto en el art. 105 de dicha ley, es decir, dispo- 
siciones ele derecho común ajenas al recurso extraordinario in- 
terpuesto. 





FALLOS DE LA COSTE SUPREMA 



Kn la misma fecha se declaró improcedente la queja deducida 
por Isaac Grinstein y otros, apelando de una resolución del Se- 
mS J»/íía«' de! Crimen de Mendoza, en la* causas seguidas 
en su contra por Osificación y circulación, de letras de Te^ore* 
ria. |*>r no aparecer de la exposición de los recurrentes. míe é* 
tos hubieran deducido para ante la Corte Suprema, recurso al. 
jíini" pe les hubiese sido denegado. 



l<n (a misma fecha, la Corte Suprema, ix.r los fun- 
damentes del dictamen del señor Procurador Genera), declaró 
improcedente la queja deducida jx>r el Procurador Fiscal de la 
Cámara Federal de la Capital, en la causa seguida a Hernalw 
Bibiano (ióme/., l*ir infracción al art. 2» de la ley V 11 386 
dado <|iie ta graduación de la pena impuesta en la sentencia al 
infractor, sólo hal.ía podido hacerse por razom-s fie hecho y pruc- 
ha relacionadas con su aptitud para el servicio militar, según lo 
establece la segunda parte del art. 21 de la citada ley sobre enro- 
lamiento general ; razones que no admiten revisión en la instan- 
cia extraordinaria acordada por el ajt. 14 de la ley 48. 



En la misma fecha no se hjzo lugar a la queja deducida 
X H)T Adolfo Macrs, apelando de una resolución de la Suprema 
Corte de Justicia de la provincia de Mendoza, en el juicio segui- 
do en su contra, por circulación de letras de Tesorería, i*>r no 
aparecer de la cxjiosición del recurrente, que las cláusulas cons- 
titucionales invocadas guardaran con las cuestiones planteadas 
una relación directa e inmediata, como lo requiere el art. 15 de 
la ley 48. i>ara la procedencia del recurso extraordinario. 



Kn la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida 
por don Mariano Ferrer en autos con don Luís Gaibisso. sobre 
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cubro de pesos, por acrecer tic la propia exposición del re- 
currente» que la resolución recurrida se fundaba en puntos de 
hecho y priietm que no pueden ser revisados i»r la Corte Su- 
prema en el recurso extraordinario de puro derecho federal, que 
autoriza el art. 14 de la tey 48. 



En la misma fedia se declaró improcedente; y por consi- 
guen mal concedido por el Juez en lo Civil y Comercial de Ba- 
hía Blanca, el recurso deducido por don David y Enríeme l^ei- 
boff contra Cirios Martínez, soljre desalojamiento, de confor- 
midad con lo dictaminado por el señor Procurador General, y en 
razón de no tratarse de ninguno de los casos previstos en el 
art. & de la ley 4055. 



En tres del mismo no se hizo lugar a la queja deducida por 
Felipe Schtm apelando de una resolución de un Juez de Instruc- 
ción de la Capital, en razón ríe no tratarse en el caso de sentencia 
definitiva, como lo requiere el art. 14 de la ley número 48. 



En seis del mismo no se hizo lugar a la queja deducida por 
Miguel Eyrea y otro en autos con Carlos Prima, sobre restitu- 
ción de un cuadro y daños y perjuicios. |*>r no aparecer de la 
exiH^ición del recurrente, que éste hubiera interpuesto pnra anu- 
la Corte Suprema, recursi» alguno que le hubiese sido dene- 
gado. 



En la misma íceha no se hizo lugar, igualmente, a la queja 
deducida por don José Torres y otros, cu autos con, la Munici- 
palidad do Haradero, por daños y perjuicios, i>or no aparecer de 
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Ir exposición cK 1 recurrente, que éste hubiera deducido ¡«ira ante 
la Corte Suprema, recurso alguno que le hubiese sido dene- 
gado . 



Con fecha ocho la Corte Suprema, por los fundamentos del 
dictamen del Procurador General, no hizo lugar al recurso de- 
ducid" i>or don Euseliio Uravo en los autos "Ferrocarril Rosario 
a Puerto Belgrano contra Piftero, I¿icroze y otros, sobre expro- 
piación", en razón de que, examinadas las constancias de los 
autos principies, se advierte que no resulta en manera alguna 
planteada en el caso, ni por consiguiente resuelta, ninguna cues- 
tión federal, que ludiera autorizar la interposición del recurso 
extraordinario de apelación que acuerda el art. 14 de la ley nú- 
mero 48 -- pues la materia del litigio se red m ía a cuestiones 
de hecho y pruel»a relativas a la propiedad de los terrenos ex- 
propiados. 



En la misma fecha y de conformidad con los fundamentos 
del dictamen del Procurador General, no se hizo lugar a la queja 
deducida por don Julián Bardo en autos con Gcriola Hnos., sobre 
incumplimiento de contrato y cobro de daños y perjuicios, en ra- 
zón de que, aparte de que la apelación para ante la Corte Su- 
. prema deducida antes de dictarse en la causa la sentencia defi- 
nitiva, es improcedente por ser prematura en los términos del 
arr. 15 de la ley 48, la denegación del posterior del recurso ex- 
traordinario interpuesto, es ajustada a derecho, toda vez que en 
la Cfb** no aparece planteada ni resuelta cuestión alguna de de- 
recho federal que autorice dicho recurso (articulo 14. ley citada). 



En la misma fecha se declaró improcedente la queja dedu- 
cida por don Juan Antonio H. l-cscanne (su sucesión), eorftra 
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la Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones de Empleados Fe- 
rroviarios, sobre pensión, de conformidad con !o dictaminado por 
el señor Procurador General, y en razón de que el recurso apare- 
cía interpuesto fuera del término de tres días que a tal objeto 
acuerda el art. 231 de la ley nacional N* 50, sobre Procedimientos 
Federales. 



En la misma fecha no se hizo lugar a la queja «leducida por 
«Ion Enrique Rotman en autos con don Hugo Pugnaloni, por in- 
jurias, por desprenderse de la propia exposición del recurrente. 
i|ue las cuestiones debatidas habían versado sobre puntos de he- 
dió y prueba y de derecho común, ajenos al recurso extraordi- 
nario de puro derecho federal. 



Con fecha úkz de octubre de 1930 fué confirmada por la 
Corte Suprema de Justicia de la Nación, la sentencia pronun- 
ciada por la Cámara Federa! de Apelación de La Plata, ta que. a 
su vez, confirmo la dictada por el Juez letrado del Territorio 
Nacional de Río Negro, que condenó a Ramón Segundo de las Ca- 
sas, a sufrir la pena de catorce años de prisión, accesorias legales 
y las costas del juicio, como autor del delito de homicidio per- 
petrado en la persona de Nicolás Romera, el día 9 de octubre 
de 1927. en el paraje denominado "Bajada Colorada", juris- 
dicción de Mencué, departamento "El Cuy ' del expresado te- 
rritorio 



En quince de! mismo no se hizo lugar a la queja deducida 
por don Mario Barros, en autos con don Bernalié Correa, por no 
aparecer de la propia exposición del recurrente, que se hubiera 
plantead" en el pleito, o sea con anterioridad a la sentencia de 
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última instancia; dentro <le la jurisdicción loca!, alguna de las 
cuestiones federales que pudieran autorizar el recurso extraor- 
dinario liara ante la Corte Suprema, con arreglo al articulo 14 
«le la lev X v 48. 



Con fecha diez y sitie nn *c hizo lugar a la queja deducida 
¡mr doña Dorotea Alvarex de I-uque y otro, en autos con la su- 
cesión ¿e don Jacinto Peralta Ramos, sobre desalo j amiento. por 
no aparecer de la relación expuesta de los hechos, que se hubiera 
interpuesto para ante la Corte Suprema, recurso alguno qtiü hu- 
biese sido denegado. 



En la misma fecha, no se hizo lugar, igualmente, a la queja 
deducida pea don Francisco Mendoza en autos con don Alfredo 
Azaro, sobre desalojamiento, en razón de que de la propia expo- 
sición del recurrente no resnltalia que se hubiera interpuesto re- 
curso alguno jiara ante la Corte Suprema, y no tratarse, por otra 
parte, de ninguno de los casos enumerados en el art. 14 de la 
ley número 48, 



En la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida por 
don Bernal* Viré en autos con don Domingo D, Pecife, sobre 
desalojamiento, en razón de tratarse de cuestiones de hecho y 
prueba en cuanto se referiere a la identidad de la persona de- 
mandada — liernaTdo y no Bernalié Viré — la que el Juzgado 
estimó suficientemente esclarecidas ; o de cuestiones regidas por 
el Código Civil, en cuanto se refieren a la validez de una escri- 
tura pública, — todo lo cual es extraño a los fundamentos y 
fines del recurso extraordinario — . Arts. 14 y 15, ley 48. 



Con fecha veinticuatro ta Corte Suprema, de conformidad 
enn lo dictaminado ]*>r el Procurador General, declaró impro- 
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cédeme la queja deducida i*>r don Lindor Funes y otros, en 
autos con doña Xinfa G. de Sosa y «tros, sobre reivindicación, 
por desprenderse de la propia exiK«ición de los recurrentes, que 
la cuestión detatida. origen del recurso intentado, se refería a la 
composición del tribunal que resolvió la causa con motivo de 
Lt recusación de uno de sus miembros, es decir, puntos regidos 
por la ley procesal, ajenos al recurso extraordinario de puro de- 
recho federal. Artículo 14, ley 48. 



Con fecha veintinueve la Corte Suprema, por los funda- 
mentos del dictamen del Procurador General, no hizo tupir 
a la queja deducida por don Rafael Borrego (su sucesión), en 
autos con la Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones de Em- 
pleados Ferroviarios, sobre ilusión, dado que la sentencia de la 
Cámara Federal de la Capital, al desestimar el ludido de pen- 
sión, decidió la causa por razones de hecho y proel* relativas a 
la antigüedad en el servicio y a la edad del causante; y tales 
cuestiones no admiten revisión por el tribunal, por no tener el 
carácter de federales, (art. 14, ley 48>. 



En la misma fecha y de conformidad con lo dictaminado 
por el Procurador General, no se hizo tugar a ta queja deducida 
por doña María Mencelle de Stabile, en autos con la Caja Na- 
cional de Jubilaciones y Pensiones de Empleados Ferroviarios, 
sobre pensión, toda vez que la resolución de la Cámara Federal 
de Apelación de la Capital, al declarar bien denegado un recur- 
sos de apelación, resolvía un punto de derecho procesal que. 
no im|»rtando un pronunciamiento de carácter federal, hada 
cosa juzgada. 



En la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida por 
don César \. Juárez, en los autos Isidro Arana (su sucesión) 
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y Pascual Chovet contra Lucio y Lorenzo Manzano, sobre eje- 
cución, de conformidad con 1» dictaminado por el Procurador 
General y en razón de que la resolución de la Cámara de Aute- 
laciones <lel Dqartamento del Sud de la Provincia de Buenos 
Aires, al dt-clarar mal concedido un recurso de apelación, resol- 
vió un punto de mero derecho procesal, sin contener pronun- 
ciamiento alguno de carácter federal ; decisión que no puede ser 
revisada jwr la Corte Suprema en el recurso creado jxir el art. 
14 de la ley 4S, 



En la misma fecha y de conformidad con lo dictaminado por 
el Procurador General, no hizo lugar al recurso deducido por 
doña Emilia Everest de Hogan en autos con la Caja Nacional 
de Jubilaciones y Pensiones de Empleados Ferroviarios, sobre 
pensión, en razón de que la sentencia de la Cámara Federal fie 
la Capital, cíe la que se concedió el recurso de ablación, no la- 
bia resuelto ni podido resolver cuestión federal de ninguna es- 
pecie, dado qtie lo que establecía es que el recurso de revisión 
intentado contra la resolución denegatoria "se funda en un error 
de de recho, circunstancia que i»r sí sola liasta para desestimar- 
lo", y que, "tratándose de una resolución consentida y pasada 
tu autoridad de cosa juzgada, contra la cual no se invoca ni 
pruelja la existencia de errores de hecho o vicio de nulidad, no 
procede su revisión" ; tal decisión no puede ser revisada j>or la 
Corte Suprema en el recurso del artículo 14 de la ley +H, toda 
vez que ella sólo resuelve un punto de derecho procesal, por in- 
terpretación y aplicación de preceptos legales y doctrinarios de 
ese orden que no han sido impugnados como contrarios a la 
Constitución Kacional, ley nacional o tratados. 



En la misma fecha y de confoniiitlad con lo dictaminado 
l>or el Procurador General no se hizo lugar a la queja deducida 
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pur Emilio tlabay iruiura León Scbore» sobre falsificación y 
usurpación de marca, tu razón de que del examen de las ac- 
tuaciones no resultaba planteada en el caso, — ni por con.si- 
guicitte, resucita |K>r el tribunal <* quo — , ninguna cuestión 
íecleral que pudiera dar tugar al recurso extraordinario de ape- 
lación que autoriza el art. 14 de la ley 48; agregándose, además, 
que el recurrente no ha puesto en cuestión durante la substan- 
ciación de la cansa, la validez de ningún tratado, ley del Con- 
greso, ni autoridad ejercida en nombre de la Nación. Tampoco 
ha cuestionado la validez de ninguna ley, decreto o autoridad 
provincial, ni invocado titulo, derecho, privilegio o exención fun- 
dado en la Constitución Nacional, tratado o ley del Congreso, 



Señores Marcifs Romero y Compañía y otros contra la Provincia 
de Tuanuán. sobre incoitstittta'onalidüd del impuesto id zñ- 
no en coseos. 

Sumario : V Recayendo el impuesto sobre la mercadería antes 
de que ésta ha)a entrado en la circulación y se encuentre 
confundida con la marca de valores o riqueza local del Es- 
tado, la imposición no gravita sobre la circulación económi- 
ca, o sea, el comercio interno de la provincia, sino sobre la 
circulación territorial, afectando, en consecuencia, el comer- 
cio imerprovtncial por disposiciones legislativa? que cons- 
titucioitalmente le están vedadas a los Estados y reservadas 
al Congreso de la Nación. 

2* Son contrarías a los artículos 9 y 10, 67, inciso 12 y 
108 de la Constitución Nacional las leyes (y reglamentación 
respectiva) que gravan con impuesto al vino en cascos que 
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se consume sin haber sufrido ninguna transformación den- 
tro de la Provincia y procede por lo tanto la devolución del 
pago hecho Ikijo protesta. 

Caso: Ln explican las piezas siguientes: 

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Airea. Noviembre 2 de 1929. 
Suprema Corte: 

El Procuradnr Judicial señor Horacio E. Sosa, en e! carác- 
ter de apoderado de los comerciantes (le Tucumán, señores Mar- 
cos Romero y Cía., viuda de Juan Pérez y Cía, y "tros, conui 
lo acredita con los testimonios de escrituras acompañados en que 
constan también los antecedentes de sus i>oderdantcs, demanda 
a la provincia de Tucumán por devolución de tas suma* expre- 
sadas en el escrito inicial de fs. 128, y en la ampliación a que 
se refiere el escrito de fs. 164. sumas pagadas bajo protesta y 
reseña expresa por concepto de impuesto al vino en cascos, en 
virtud de las leyes de dicha provincia dictadas en 15 de Sep- 
tiembre de 1916 y 5 de Enero de 1933 y reglamentación res- 
pectiva, que tacha de inconstítucionaüdad por contrariar los arts. 
9, 10 y 106 de la Carta Fundamental , 

El representante de la demandada sostiene ]a validez de fas 
leyes y reglamentación de referencia por las consideraciones 
que fundamentan el escrito de contesto de fs. 184, puesto que se 
grava — dice — un hecho real como es el consumo del vino, y 
que es el consumidor quien, en definitiva, satisface el gra- 
vamen. 

Concretando mi dictamen a considerar la cuestión constitu- 
cional planteada, cabe observar que las provincias, dado el sis- 
tema de gobierno que nos rige, están facultadas para dictar las 
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leyes rentísticas que estimen conveniente con el fin de asegurar 
el bienestar social, de acuerdo con las atribuciones constitucio- 
nales que le están reservadas. (Arts. 10* y conforman- 
do la estructura de ellas a los principios básicos enunciados en 
la Constitución. 

En todos los casos en que V. E. ha intervenido para resol- 
ver cuestiones de marcada analogía con ta de estas actuaciones 
ya sea por apelación o como tribunal originario, la jurispruden- 
cia ha establecido de una manera invariable la verdadera doc- 
trina prevalente de que la libertad de circulación de las merca- 
derías dentro det Territorio de la República a que se refiere 
la ley nacional (arts. 9 y 10) no es la que tiene por fin las 
transacciones, actos y contratos tendientes a adquirir y trans- 
mitir las cosas sujetas al comercio de los hombres, y que tas 
provincias sólo pueden gravar con impuestos tas mercaderías in- 
troducidas dentro de su jurisdicción territorial arando ellas es- 
tán ya incorporadas a su riqueza general. Lo contrarío afec- 
taría al comercio interprovincial, estando, por exfjresa disposi- 
ción constitucional (art. 67, inciso 12), conferida al Congreso 
la facultad de reglar el comercio entre las provincias entre si. 

La materia, pues, cuestionada en esta litis, ha sido ya tra- 
tada y resuelta por V. E. en los casos a que se refieren, entre 
otros, los fallos publicados en el tomo 26, página 93; tomo 101, 
pagina 8; tomo 125, página 333 y tomo 149, página 137. siendo 
aplicable a ella la doctrina sustentada en dichos fallos que me 
permito reproducir, teniendo en cuenta los términos en que está 
redactada la ley de vinos de que se trata y la forma en que se 
aplica el impuesto que, es incuestionable, grava la importación 
de un producto introducido a la provincia demandada para ser 
consumido sin operarse ninguna transformación en él. 

Por otra parte, es de advertir que se impone a los impor- 
tadores el pago de una patente para poder ejercer el comercio a 
que se dedican, y que no se ha demostrado en la estación opor- 
tuna de la prueba, que los comerciantes minoristas, que reciben 
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el vine» en su primitivo envase de importación para librarlo al 
consumo, hubieran satisfecho a los actores, como comerciantes 
mayoristas, las sumas por éstos pagadas al Fisco Provincial por 
el acto realizado. que, a mi juicio, grava la Ubre circulacton del 
transporte de mercaderías enajenadas, violando de este modo 
las cláusulas constitucionales invocadas en la demanda. 

Por estas consideraciones, las concordantes de los escritos 
de fs. 128 y ís. 339 y jurisprudencia citada, pido a V. E. se 
sirva declarar inconstitucionales, a los efectos de este juicio, las 
leyes y reglamentación cuestionadas de la Provincia de Tucu- 
máu, en la ]>arte impugnada . 

Horacio R. Loneta. 
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Bueno» Aires, Noviembre 5 de 1930, 

v Vistos: 

l.os seguidos por los señores Marcos Romero y Cia. y otros, 
contra la Provincia de Tucumáu por repetición de impuestos, de 
los que resulta : 

Oue a fs. 128 y con los documentos precedentemente agre- 
gadósi se presenta don Horacio E. Sosa en representación de 
los actores y entabla demanda contra la nombrada Provincia por 
devolución de la suma de ciento setenta y seis mil sasetentos 
cuarenta pesos, dic= v seis centavos nacionales ($ m/nacional 
17fi.640.16) que se padrón al Gobierno provincial, bajo pro- 
testa, por concepto de impuesto al vino en cascos en cumpli- 
miento de las leyes y reglamentos respectivos, restitución que 
pide sea hecha en la proporción que se detalla. 

Que éj 15 de Septiembre de Í91C se sancionó en la Pro- 
vincia de Tueitmán una ley llamada !ey de vinos, gravando los 
vinos genuino* que se consumen en aquel territorio en la for- 
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mu que detalladamente se desenlie. Sancionada dicha ley como 
de emergencia, tomó más tarde carácter permanente y los gra- 
vámenes fueron aumentados en la cantidad que hoy rigen. Por 
el solo hecho cíe gravar directamente un producto de proceden- 
cia extraña, líamado a ser consumido sin ninguna transforma- 
ción operada dentro de ta Provincia, esta ley grava en realidad 
la importación, ejercitándose la facultad de reglar el comercio 
interprovincia! que compete al poder central, y con ello se re* 
serva el derecho de dificultar la introducción si asi conviene a 
los intereses regionales y aún llegar a la prohibición, provocan- 
do represalias económicas entre tas Provincias por medio de la 
implantación de la Aduana interior prohibida por la Constitu- 
ción, con el agravante de que la industria vitivinícola está fo- 
mentada y protegida por el Poder Federal y este gravamen in- 
tfrrumpe e*a acción protectora. Además, el impuesto afecta el 
principio de igualdad porque gravita del mismo modo sobre to- 
dos los vinos sin tener en cuenta las diferencia^ fie calidad y 
precio. 

(Jan por la reglamentación de la ley. que minuciosamente 
se describe, el Fisco se posesiona de la mercadería, y constituye 
la casa del introductor en depósito fiscal, estableciéndose un ré- 
gimen de vigilancia y contralor que caracteriza notoriamente a 
la Aduana; las disposiciones reglamentarias de esta ley son ana- 
logas al régimen implantado en la Aduana de la Gipitul. Ade- 
más, el impuesto impugndo es también inconstitucional porque 
grava ti producto en manos del primitivo introductor, sin que 
se haya incorporado, mezclada o confundido con la riqueza local. 

Que examinada la cuestión del punto de vista económico, los 
resultados de estos gravámenes son de toda pimío ]wrjndicialcs 
al progreso del país. La industria del vino, en efecto, constí- 
luye ta principal riqueza de las Provincias andinas de San Juan 
y Mendoza y el desarrollo de esa industria lia llegado allí a su 
máximo, de manera que hay en ellas un gran mercado para los 
productos de las dtmás Provincias. Ahora bien: gravados los 
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vinos en ta proporción de las contribuciones establecidas en Tu- 
eumán, que alean/an al cincuenta por ciento del valor del pro- 
ducto en Iwjdega, las Provincias afectadas buscan su desquite 
estableciendo fuertes gentes a los introductores de productos 
como el azúcar de Tueumán o acordando grandes primas a los 
¡mplauiadorcs en su territorio de azúcar de remolacha, e imponien- 
do en la misma proporción todos los productos que allí se in- 
troducen procedentes de las Provincias que con tales impuestos 
dificultan el comercio de vinos. Y se pretende justificar esa 
situación con el derecho de las Provincias a los impuestos al con- 
sumo, que no han sido delegados al poder central, sosteniéndose 
que para asegurar su percepción es indispensable la aplicación 
de la forma aduanera. Entretanto, lo cierto es que las Provin- 
cias u^an ampliamente sobre su comercio los derechos que no 
han delegado, y lo que reclaman con la denominación de im- 
puesto al consumo es en realidad un derecho aduanero que se 
superpone a los ya numerosos impuestos que directa o indi- 
rectamente gravan los mismos artículos, con tan desastrosos re- 
sultados económicos para ellas mismas. Todos los derechos y 
patentes que las Provincias cobran al comercio son al consumo, 
porque el comerciante carga ese valor al precio de las mercade- 
rías, como lo demuestran en el caso las leyes ¡motivas de 
Tueumán, 

Oue según queda dicho, en ta forma que «a aplica el im- 
puesto, resulta una verdadera aduana interior, un graben a 
la circulación y al comercio interprovincial, con violación de los 
arts 9 10, 11 y 67 inc. 12 de la Constitución, resuelto asi por 
esta' Corte! según se afirma, en los fallos que se citan, y algu- 
nos de los cuales se transcriben en parte y se comentan, asi como 
diversas decisiones de la jurisprudencia americana que se dicen 
armónicas con los fallos invocados de este Tribunal. Y si bien 
en otras épocas en que el abuso no había alcanzado los extremos 
actuales, se consideró bastante para garantir la libre circulación 
v el comercio interproviucial, establecer que el impuesto no de- 
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hta recaer sobre el enilmlaje original, ni soljrc la mercadería re- 
cién introducida, ni en el acto de ser vendida por ei introductor, 
pues en tales casos no se habta incorporado todavía a la masa 
general de valores que constituyen la riqueza de la Provincia, 
Imv la jurisprudencia debe ajustarse a las nuevas necesidades 
y exigencias, aplicando la Constitución con criterio de mayor am- 
plitud, como lo hace la Corte de los Estados Unidos, que según 
el doctor Joaquín V. González, reacciona en el sentido de re- 
conocer el principio evolutivo, la influencia tras untad o ra de 
fórmulas y conceptos provenientes de la evolución fie las cosas, 
las ideas y las formas de la vida individual y colectiva, y en tal 
sentido, si en la actualidad se aspira a impedir que una Provin- 
cia obstaculice el comercio de los productos de otra, no se conse- 
guirá tal proposito- Si después que el introductor lia vendido la 
nicrcaderín, el Estado puede gravarla válidamente en poder del 
minorista o cuando éste la vende al consumidor, pues tanto obs- 
Ctculiza un impuesto sobre una mercadería recién introducida 
como sobre aquella que está en manos del consumidor y sólo 
debe gravarse cuando ya no se la puede distinguir del conjunto 
de bienes de la riqueza de la Provincia o cuando ha perdido su 
indivisibilidad mezclándose con ellos. Nada obsta a que cada 
Provincia tenga plena capacidad impositiva por facultades no 
delegadas o concurrentes con la Nación, pero siempre que en 
el ejercicio de esa capacidad no perturlw el desenvolvimiento 
de las otras» porque por encima de los intereses locales están los 
permanentes y superiores del país. * 

Que la ley de que se trata sanciona una doble desigualdad 
al exigir una cuota igual por contribuyente, sin tener en cuenta 
su capacidad económica y al gravar el articulo sin distinguir su 
especie o valor, doble desigualdad que incide sobre el consumi- 
dor y especialmente en el pobre que paga caro un vino inferior, es 
decir, que al impuesto lo paga por igual cuota el pobre y el rico, 
el que consume un articulo fino y el que consume uno ordina- 
rio. Este impuesto resulta así una verdadera capitación, al es- 
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tahlecer una cuota fija por unidad o cabeza sin distinguir la ca- 
pacidad de resistencia de cada una de ellas. Es ciertu que la 
ley tiene en cuenta si el expendio es por litro o en botellas de 
distinta capacidad, pero esta distinción no se ajusta a ningún 
principio de igualdad y justicia desde que la forma del expendio 
„., puede ser una tuse pira distinguir la calidad o precio del 
articulo, y lo mismo puede venderse vino ordinario en botellas 
tjue fino por litros. 

Que la ley impugnada >' i° reglamentación mcnoscalxm y 
restringen los derechos de ejercer la industria vinícola, e! de 
propiedad de sus productos y el de comerciar con ellos, violando 
las arts. 14 y 17 de la Constitución. La ley de referencia im- 
pone ttn gravamen conf iscatorio a! vino, y la reglamentación pone 
tales trabas al comercio del mismo, que lo liace poco menos que 
imposible. De ahí la disminución cada día mayor del cnn>unv>. en 
tal forma, que concluirá por aniquilar la producción vinícola del 
pais y llegará un día en que se habrá destruido totalmente una 
industria que huy da vida a dos iWincias argentinas. 

Que en resumen, de todo lo expuesto se deduce que la ley 
vigimc en la Provincia de Tucumán al consumo de vinos y su 
reglamentación, viola los arts. 4, 9. 10. II. 14, 16. 17 y 67, in- 
cisos 2* y 12' de la Constitución al imponer un gravamen a la 
circulación y al comercio interprovincial ; al no distribuir el im- 
puesto en forma igual, equitativa y proporcional; y al menos- 
eavar y restringir el derecho de ejercer la industria vinícola, 
comerciar con sus productos y disponer de ellos, por todo lo 
cual se pide que la Provincia de Tucumán sea condenada a la 
devolución de las sumas pandas por los actores en cumplimien- 
to de las leyes y reglamentos respectivos, con intereses y costas, 
Y estando en termino se amplía la demanda a ís. 104 por la suma 
de cuatro mU doscientos noventa y cuatro pesos nacionales paga- 
dos por los mismos conceptos y en iguales condiciones r¡ue las 
sumas anteriores, aduciéndose análogas consideraciones a las 
que fundamentan la acción instaurada. 
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Que conferido traslado de la demanda (ís, 158 vta.). 4 se- 
fiur Héctor P. Lan franco por la Provincia de Tucumán la con- 
testa a fs, 184, exponiendo: 

Que en ejercicio de derechos que le son privativos, consig- 
nados" en los arts. 20 y 67 incisos 1* y 23 de su Constitución, 
la provincia de Tucumán lia impuesto un gravamen al consumo 
ríe Ijebidas alcohólicas, entendiendo que al hacerlo asi obraba 
dentro de facultades lícitas y en salvaguarda de un interé§ social 
al cimilatir el alcoholismo y esa ley llamada fie impuesto al 
consumo de bebidas alcohólicas, se refiere sólo a las bebidas des- 
tinadas al consumo dentro del territorio de la provincia, de acuer- 
do con lo que establecen las disposiciones que cita de la ley y su 
reglamentación. 

Que dielia ley de 4 de julio de 1ÍU6, se refería sóln a los 
vinos no genuino*, fue ampliada mas tarde por otra que com- 
prendió también a los vinos genuinos, luego por una tercera que 
dió carácter de ley permanente a la que sólo era transitoria para 
regir basta el 31 de diciembre de 1917. y finalmente por la que 
está en vigencia y i*>r la que se aumentó el importe del grava- 
men que establecía la anterior, siendo también esta última re- 
glamentada por el Poder Ejecutivo a objeto de asegurar el cum- 
plimiento de las disposiciones legales corresjxmdtentes. 

Que las citadas leyes respetan las disposiciones de la Cons- 
titución Nacional, desde que limitan su aplicación al consumo 
del artículo dentro del territorio provincial, sin gravar el tránsito 
ni dificultar las operaciones comerciales respectivas, y así la ley 
establece la devolución del impuesto cuando el producto fuera 
destinado a ser consumido fuera de la provincia, y la reglamen- 
tación fija las normas a seguirse para obtener la devolución en 
tal caso del impuesto oblado. Las trabas que según la demanda 
se ojKHien al comercio, no deben haber adquirido alarmantes pro- 
iwrcinnes, pues hasta ahora lian sido acatadas esas leyes, y los 
recurrentes durante doce años las han cumplido y se han acogido 
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a citas en los beneficH»s que acuerdan solire devolución del im- 
puesto cuando los vinos fueran derramados, avinagrados o no 
consumidos. I-a devolución de ese importe demuestra que el gra- 
vamen es al consumo y no a la importación, pues si fuera a ésta, 
una vez ella efectuada los riesgos consiguientes no pesarían sobre 
el lisiado como actualmente sucede. Los importadores de vi- 
nos se han acogido siempre a los beneficios de este devolución, 
como lo demuestra la lista que se transcribe y en ta que figuran 
algunos de los actores ; pero lo más elocuente es el informe de 
la Dirección General de Rentas de la Provincia, según el cual se 
han devuelto en doce años ocho mil seiscientos noventa pesos; y 
entreunto ,1a demanda es por ciento ochenta mil pesos, lo que 
prueba que en sólo cinco meses se han introducido vinos cuyos 
impuestos es por dicha crecida suma, mientras en doce años sólo 
han dejado de consumirse en lo proporción de la suma insig- 
nificante citada. Ello demuestra, pues, que el vino introducido 
en la provincia de Tucumán ha sido hasta el presente destinado 
exclusivamente a su consumo dentro de su territorio; que el 
impuesto al consumo en nada ha entorpecido las operaciones 
mercantiles que con el mismo se han efetuado; que él men- 
cionado impuesto en natía ha afectado el tráfico interprovincial, 
y que el vino introducido en la provincia no ha dejado» de ser 
consumido en ella. 

Que según el régimen impositivo impugnado, quienes en 
realidad pagan el impuesto son los consumidores, pues el hecho 
de que los mayoristas y minoristas abonen el estampillado perti- 
nente rcspoiuie sólo a una medida de previsión fiscal que no im- 
pide a los expendedores cargar el unirte del gravamen en et 
precio del artículo. I -i ley no afecta a los actores, porque no hace 
distinción entre vinos elaliorados en la localidad o introducidos 
de afuera, y si bien encarece el articulo, ello responde al propó- 
sito de comlatir el abuso de las bellidas alcohólicas. En cuanto 
al carácter igualitario del impuesto, resulta del hecho de regir pa- 
ra todos tos habitantes de la provincia que consumen el prndtteto 
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gravado, sea cual fuere la calidad del mismo. Al demandarse ia 
declaratoria de mconstítucionalidad de esle gravamen, tendrán 
que demostrar loa actores que d vino que han introducido no lo 
han entregado al consumo, que es el hecho gravado por la ley, lo 
que implica, como queda dicho, que es el consumidor quien paga 
ti impuesto que pretenden repetir los demandantes. No hay, por 
lo demás, la aduana interior que se denuncia, por cuanto los vinos 
que se importan pasan a formar parte de la masa de bienes de 
particulares del territorio provincial, sujeta a gravamen conforme 
a tas leyes dictadas por la Legislatura. 

En mérito de las precedentes consideraciones, se pide el re- 
chazo de la demanda, con costes. 

Que abierta la causa a prueba (fs. 190 vía.) y producida la 
que acredita el certificado de fs. 323 vta., se presentaron los 
alegatos de fs. 339 y 420, y el dictamen del señor Procurador 
General (fs. 426) t 

Y Considerando: 

Que los hechos y antecedentes que fundamentan el presente 
litigio no han sido en realidad materia de controversia ; y sí bien 
no aparecen expresamente reconocidos, su aceptación resulta de 
la aquiescencia implícita que deriva de los términos en que se ha 
contestado la demanda, sin oposición o reparos respecto a la 
vigencia y aplicación de las leyes y reglamentaciones impugnadas, 
así como a! monto de las sumas que se repiten y a los pagos 
bajo protesta que se afirman realizados por los actores en las con- 
diciones que éstos expresan. No es, pues, necesario examinar el 
caso de autos bajo tales aspectos ; y en consecuencia sólo pro- 
cede su consideración del punto de vista de los fundamentos 
de orden legal y jurídico expuestos y dilucidados en la substancia- 
ción de la causa. 

Que ta demanda impugna de inconstitucionalidad la ley de 
vinos de la provincia de Tucumán y los decretos reglamentarios 
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de la misma, por considerar que se ha establecido para la per- 
ecí*: íón del impuesto una aduana interior, porque se ha gravado la 
circulación territorial del producto, y porque se ha legislado por 
la Legislatura de la provincia sobre el comercio interprovincial, 
contraviniéndose en consecuencia los principios y disposiciones 
de los artículos 9, 10» 67 incisos 12 y 103 de la Constitución. 
Por su [arte» la representación de la provincia sostiene que el 
gravamen que sirve de base a la demanda es un impuesto al 
consumo, que en manera alguna afecta a la circulación y al co- 
mercia interprovincial, que la provincia lo ha establecido en ejer- 
cicio de facultades constitucionales expresas, que si encarece el 
artículo es con el propósito de limitar el consumo de bebidas 
alcohólicas, y que los procedimientos de percepción no responden 
a los fines que se le atribuyen de instituir un organismo adua- 
nero, sino simplemente al mejor contralor de las oraciones fis- 
cales al aplicarse la ley. 

í>ue trabada )a litis en los términos expresados, corres¡Krtide 
examinar el caso a la I112 de los principios que se invocan» y de- 
terminar si las leyes y disposiciones administrativas argüidas 
en su texto y en su aplicación como contrarias a los preceptos 
constitucionales citados, están en efecto en pugna con éstos, o 
al contrario, se conforman a los mismos y rigen válidamente los 
actos sobre que recaen. 

Que la doctrina y la jurisprudencia han definido con pre- 
cisión y fijado concretamente los móviles y el alcance de las 
cláusulas constitucionales traídas a examen en el suh-judicc. Así. 
establecido que el sistema económico de la Constitución en lo 
relativo a circulación territorial y comercio interprovincial, tiene 
por lase el primordial objetivo de hacer un solo territorio i»ira 
un solo pueblo, se lia dado a la cláusula que prescribe que no 
habrá mas aduanas que las nacionales, la interpretación extensiva 
que pus móviles autorizan, esto es, que la aduana interior nacio- 
nal o provincial, ha sido eliminada, sea cual fuere la forma o de- 
nominación con que se la instituya ; y esta determinación median- 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



35 



ti; la cual se impide la hostilidad comercial reciproca y las me- 
didas de retorsión entre las provincias, se complementan con la 
consagración del principio de la libre circulación territorial, de 
la prohibición de tos derechos de tránsito y de la atribución ex- 
clusiva del Congreso para legislar sobre comercio exterior e 
1 1 iterpro v inctai. 

Que estos postulados generales han sido materia de diluci- 
dación concreta relativa a sus diversas faces y a su aplicación 
en vrada caso, estableciéndose en lo concerniente a los puntos 
comprendidos en el de autos, que si bien no puede negarse a 
las provincias el derecho de proteger su comercio local, sus indus- 
trias e intereses económicos o de otro orden, y a tales finos 
pueden gravar los actos de su comercio interno, así como el 
de movimiento de valores de un punto de la provincia a otro 
de la misma, esto es, su circulación económica, — pero no pue- 
den salvar la esfera de su comercio puramente interno y aféctar 
la circulacin territorial gravando actos del comercio internacio- 
nal o interprovincial, pues ello importaría trazar fronteras y 
jurisdicciones interestaduaUs que a los efectos comerciales del 
tránsito han sido suprimidas por el sistema económico de la 
Constitución . Sin esc sistema, en el que están comprendidas las 
facultades del Congreso de reglar el comercio interprovincial, 
facultades que son excktyentes de toda intervención de los Es- 
tados, cada uno de éstos tendría un régimen económico propio 
en sus relaciones con los demás, y el desconcierto y la anarquía 
impedirían el desenvolvimiento general del país. 

Que en el mismo orden de ideas y consideraciones preceden- 
témeme enunciadas, se ha llegado a la conclusión de que las pro- 
vincias en el ejercicio de sus poderes de legislación interna no 
están autorizadas para dictar leyes o reglamentos de carácter 
general o municipal que comporten directa o indirectamente tra- 
bar o perturbar de cualquier modo, que no signifique el ejercicio 
de sus poderes de policía, la libre circuición territorial o que 
puedan afectar el derecho de reglar el comercio, conferido al 
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Congreso de la Xación con el carácter de una facultad exclusiva. 
Dicba facultad no es sin ctuliargo inconciliable con la de los 
Estados respecto a su circulación económica; éstos no pueden, 
en efecto, establecer gravámenes sobre las mercaderías o pro- 
ductos procedentes de otra provincia por la mera causa de ta 
introducción a su territorio, pero llega determinada circunstan- 
cia en tjue dicha imposición es legitima, j sobre este punto la 
jurisprudencia de esta Corte y ta Americana han sentado como 
principio uniforme que cada provincia recobra su plena capacidad 
impositiva al momento en que las mercaderías, géneros a pro- 
ductos introducidos a su territorio, pasan a confundirse y mez- 
clarse con la masa general de bienes de la provincia, por que 
ya entonces no es posible afirmar que el impuesto gravita sobre 
el mero hecho de la importación; y llenado ese requisito, es 
además necesaria que el impuesto no difiera con el que gravita 
sobre los bienes similares ya existentes en d territorio, porque 
cu tal caso el derecho seria diferencial y en consecuencia insub- 
sistente. (Fallos: Tomo 101, pág. 8; Tomo 125. pág. 333; To- 
mo 149, pág. 137, entre otros). 

Que así expuestos, en síntesis, los principios y normas ju- 
rídicas con que se ha consagrado por la jurisprudencia y la doc- 
trina, la interpretación de las cláusulas constitucionales que 
fundamenta la demanda, procede determinar la aplicación que 
de aquéllas corresponde en el caso, de acuerdo con lo alegado 
y prohado en las actuaciones de ta controversia a resolver. 

Que los procedimientos de percepción del impuesto, determi- 
nados por la ley y especificados por su reglamentación, según 
ío acreditan, no sólo el texto legal y los decretos administrativos 
correspondientes, sino también los formularios, planillas y de- 
más documentos que constituyen la prueba de autos, evidencian 
eti forma manifiesta actuaciones aduaneras típicas e inconfun- 
dibles, que no dejan lugar a dudas acerca de la existencia y d 
funcionamiento en el caso de la aduana interior, eliminada en 
términos expresos por ta Constitución y por la jurisprudencia, 
sea cuat fuere el carácter que se te asigne, nacional o provincial. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



Que el régimen de inmediata intervención impositiva sobre 
el producto importado, constituyéndose en depósitos fiscales los 
mismos almacenes del comerciante introductor mayorista, y gra- 
vando^ la mercadería en su propio envase, sin tras formación 
alguna, sin que se haya incorporado en ningún modo o íorma 
a la riqueza o patrimonio local, son hechos y modalidades am- 
pliamente demostrados en el sub-lite y que no sólo implican la 
implantación de un sistema de imposición aduanera, sino tam- 
bién una evidente transgresión a las garantías constitucionales 
procedentemente examinadas relativas a la libre circulación te- 
rritorial y a la facultad exclusiva riel Congreso para reglar el 
comercio interprovincial. 



ejercicio de facultades inherentes al poder impositivo de la pro- 
vincia, carece de eficacia efectiva y legal, pues recayendo el im- 
puesto sobre la mercadería ante* de que esta, haya entrado en 
la circulación y se encuentre confundida con la masa de valores 
o rújueia local del Estado, la imposición no gravita sobre la cir- 
culación económica o sea el comercio interno de la provincia, 
sino subre la circulación territorial, afectando en consecuencia 
el comercio interprovincial por disposiciones legislativas que cons- 
titucionalmente están vedadas a los Estados y reservadas al Con- 
greso de la Nación. 

Que, por lo demás, el propósito que se expresa como de- 
fensa general — digno sin duda del mayor encomio — , de li- 
mitar en lo posible el consumo de bebidas alcohólicas, no justi- 
fica sin eml virgo, la carga impositiva establecida en la forma y 
condiciones que prescribe la ley de vinos de que se trata. Esta 
Corte Suprema, al considerar una argumentación semejante en 
un caso análogo, expresó que correspondía establecer que los 
altos fines de saneamiento social, aun refiriéndose al loable em- 
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gánicos y leyes fundamentales del país, y menos si la trans- 
gresión emana de los poderes del Estado (Fallos: Tomo 148, 
pág. 65 considerando 12, pág. SO). Para prevenir la usura en 
aquel caso y el alcoholismo en éste, no es necesario apartarse 
de las normas constitucionales, en las que se encontrará siempre 
él camino de las soluciones requeridas por el supremo interés 
del bien público. 

Que derivando de estas consideraciones la procedencia de 
la acción instaurada, no es necesario el examen de los demás 
punios que atarea la demanda, los que no modificarían en lo 
fundamental la finalidad que se persigue en estos autos y que 
se obtiene por este pronunciamiento. 

A mérito, pues, de los fundamentos que quedan expuestos, 
y de conformidad con lo dictaminado [ior el señor Procurador 
General, se liíiqe lugar a la demanda deducida a base de la 
inconstitueionalidad que se declara de ta ley provincial impug- 
nada y su reglamentación, por ser violatortas de los :irts, 9, 10, 
67 inc. 12 y 108 de la Constitución, se resuelve que ta provincia 
de Tucumán dche devolver a los actores la cantidad demandada 
de "ciento ochenta mil novecientos veinticuatro pesos, diez y 
seis centavos moneda nacional* y sus intereses a entilo de los que 
cobra el Banco de la >^ición. contados desde la notificación de 
la demanda, debiendo alionarse las costas por su orden, att uta 
ía nal u raleza de la cuestión resuella. Notifiquen y repuesto el 
papel archívese. 

1, FnnjF.RO.v Alcorta. — Rouekto 

RlíPKTTO. — R. i jCIIKí L.W AM.fi. 
— Jl LIÁN V. PPHA. 
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Banco ié la Nación Argentina contra doña Marta Herrera de 
Arredondo V don Claudio Arredondo, por ejecución hi- 
potecaria. 

Sumario: Resuelta por la Corte Suprema la competencia de la 
justicia feíterat para entender en una causa seguida por el 
Banco de la Nación Argentina, sobre ejecución hipotecaria, 
ordenando que la Cámara Federal de Apelación de Córdoba, 
reasumiera la jurisdicción de que se había desprendido por 
considerarse incompetente, y habiendo éste, por resolución 
posterior, dejado sin efecto lo declarado por el tribunal, co- 
rresinmde llamarle seriamente la atención, y revocar la de- 
cisión contraria, que dicha Cámara debió acatar. 

Ctuo: Lo explican las pieos siguientes: 

m:somxión de la cámara federal de apelación 

Córdoba, afofto 1* ** ltW. 

Y Vistos: 

Para conocer del recurso de apelación interpuesto por el 
representante de la parte demandada y la relación del mismo 
hecha a ís. 65, contra la sentencia de fecha 10 de mayo de 1928, 
corriente a f s. 60 dictada por el señor Juez Federal de Santiago 
del Estero, en la ejecución hipotecaria seguida por el Banco 
de la Nación Argentina contra María Luisa Herrera de Arre- 
dondo y Claudio Arredondo, en la que ha resuelto: declarar la 
improcedencia de las execciones de la litis pendencia y espera, 
y en consecuencia ordenar llevar !a ejecución adelante, con cos- 
tas; y 

Considerando: 
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Que habiéndose agregado a estos autos los certificados de fs. 
123 vt. a fs. 124, en los que consta que el Banco de la Nación 
ha sido citado como parte en el juicio que sobre el mismo asunto 
y entre las mismas partes se sigue ante la justicia ordinaria de 
la provincia de Santiago del Estero, habiendo dicho Banco prc- 
r itádosc por parte solicitando intervención y teniéndosele por 
el Juez provincial como tal parte por auto de mayo 22 del año 
ppdo., es evidente que se halla caracterizada la defensa que en 
derecho se llama litis pendencia, que ha sido opuesta por el ape- 
lante. 

* Que tal defensa o exención se halla autorizada por el ar- 
ticulo 488 inciso 3* del Código de Procedimientos de la Capital, 
siendo este Código supletorio del procedimiento federal. por cuya 
razón puede ser admitida en el caso sometido a la decisión de la 
Cámara. 

Que si pudiera argüirsc con éxito que tal exección no po- 
dría ser opuesta en los juicios que se siguen ante la justicia fe- 
deral, entonces, en esa hipótesis, cabe recordar que la propia 
ley 3981, reformatoria de la ley 50, expresamente en su articulo 
2> manda que, en el art. 270 del procedimiento federal, se inter- 
cale la excepción de "incompetencia de jurisdicción", que equi- 
vale a aquélla rn su caso. 

Que desde este punto de vista habría un simple error de 
denominación de parte del litigante que no podría perjudicarle 
desde que de los hechos resulta claramente su intención o propó- 
sito, y por cuanto los jueces pueden y deben suplir hs deficien- 
cias ti omisiones de orden doctrinario en que incurran los liti- 
gantes, sefítm principio uniformemente admitido por la jurispru- 
dencia. 

Que toda cuestión de litis pendencia viene a suplir una in- 
conit>cteru ia, viene a implicar una incompetencia de jurisdicción. 
Si el juicio "primero" se hubiera incoado ante un juez federal, 
hnhria incompetencia de jurisdicción territorial o seccional, y si se 
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ha incoado ante un juez provincial, puede ta incompetencia de 
jurisdicción ser ratiotte matero ratione persone, sin que la ab- 
soluta falta de jurisdicción deje de surtir la incompetencia, sino 
at contrarío. 

Que. aun más, en el taso de autos, contestando los certifi- 
cados referidos a fs. 124, que se lia dictado ya la sentencia de 
trance y remate, en el juicio a que ellos se refieren, la justicia 
federal, aunque tenga jurisdicción para conocer como lo ha 
resucito la Corte Suprema a fs, 107, es incompetente para se- 
guir interviniendo y llegar así a dictar una nueva sentencia de 
trance y remate — que es de lo que se trata — , pues tal senten- 
cia de trance y remate ya está dictada por el Juez provincial, y 
la segunda sentencia podría afectarla, y no es revtsible por la 
justicia federal, porque los tribunales «jtte la han dictado están 
habilitados i>ara darla por la Constitución y las leyes orgánicas 
del Estado a que pertenecen y la justicia federal no tiene po- 
testad para alterarla. (Arts. 104, 105 y 106 de la Constitución 
Nacional). Es, pues, en el caso, absolutamente incompetente y, 
como lo expresa el art. 3» de la ley 27, uno de los objetos de 
la justicia federal es sostener la observancia de la Constitución 
Nacional, prescindiendo, al decidir las causas, de toda disposición 
de los otros poderes nacionales que estén en oposición con ella. 

En consecuencia» haciéndose lugar a la defensa o excepción 
opuesta, se declara que: no ha lugar a la presente ejecución, y 
que el IVanco ejecutante debe ocurrir a seguir la prosecución de 
sus derechos al juicio que se tramita ante el Juez provincial, con 
intervención del mismo Banco y sobre el mismo asunto. Sin 
costas, dadas las características de este asunto, que revelan la 
falta de temeridad en el vencido. Regístrese y devuélvanse, repo- 
niéndose el sellado ante el juzgado de origen. — FJrodoro R. 
/*fVrm — Tclasco Castellanos. — Félix T. Carzón. 
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DICTAMEN DEL FROCURAnoR GENERAL 

Buenos Aires, oetufere 17 de 1930. 
Suprema Corte: 

El recurso de hecho que se deduce de estos obrados es pro- 
cedente, por mamo el Manco de la Nación Argentina que lo ha 
interpuesto goza del privilegio del fuero federal, conforme al ar- 
ticulo 18 de la lev 4507, y ese privilegio resulta desconocido en 
la sentencia dictada por la Exma. Cámara Federal de Córdoba, al 
disponer que el mencionado Banco delie ocurrir a la justicia pro- 
vincial a ejercer sus derechos. Conforme a la jurisprudencia in- 
variable de V. E., el desconocimiento det derecho a acogerse al 
fuero federal, autoriza el recurso extraordinario del art. 14, in- 
ciso y de la ley 48. 

En cuanto al fondo del recurso, estimo que la sentencia dic- 
tada a fs. 145 del expediente agregado, implica dejar sin efecto 
la resolución de esta Corte de f s. 107 que declaró la competencia 
de la justicia federal y ordenó la devolución de los autos para 
que el tribunal inferior reasumiera la jurisdicción de que se 
había desprendido. 

En lugar de acatar esa decisión, la Cámara Federal de Cór- 
doba entra a ocuparse nuevamente de lo relativo a la jurisdicción 
ante ia que debe substanciarse la acción promovida por el Banco 
de la Nación, y decide que debe serlo ante la justicia provincial. 
Hay en el caso sub judicc un alzamiento contra la decisión de 
V. E.. contrariando la regla establecida en al art. 10 de la ley 
27. según la cual, de los fallos de la Corte Suprema no hay re- 
curso alguno. 

Por consiguiente, solicito de V. E. se sirva declarar proce- 
dente el recurso deducido y revocar la sentencia de la Exma. 
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Cámara Federal de Córdoba, mandando se cumpla lo resuello 
;jor esta Corte Suprema con respecto a la jurisdicción ante la que 
debe substanciarse el presente juicio. — Horacio B, Lam ia. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno» Aires, Noviembre 6 de 1030. 

Vistos y considerando: 

jjtjjé típft Corte a ís. 107 de 1os autos \m inciviles con fecha 
12 ile Abril de \929 al revocar la sentencia venida en apela- 
ción de la Cámara Federal de Córdoba declaró que "esta causa 
es de la cfrtni*tencia de la justicia federal". 

Que mediante la decisión posterior de t% 143 la Cámara 
Federal deja sin efecto lo declarado por esta Corle contrariando 
asi la disposición legal pertinente (Art. 10 t ley 27). 

Que como lo hace constar en su dictamen el señor Procu- 
rador General, la actitud de aquella Cámara revela en el caso, 
un alzamiento contra la decisión de esta Corte, sobre lo que pro- 
cede tlamar seriamente la a t envión del tribunal a-qno. 

Mu su mérito y por los fundamentos que se consignan en 
el dictamen del señor Procurador General, se revoca la senten- 
cia recurrida y devuélvanse sin más trámite al Trilwiial de su 
procedencia a fin de que stí cumpla lo ordenado a fs. 107. 

J. FlGUKROA ALCORTA. — RoBERTO 

Repetto. — R. Guido Lavalle. 

— Julián V, Pkra. 
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Don Fierre 6. GuMiard en autos con don Esteban Casco y otro, 
sobre constitución de minuta} arbitral Recurso de hecho. 

Sumario : Apelado el auto que designa interventor de una socie- 
dad y fija audiencia para el nombramiento de arbitro*, y con- 
firmado por la C ámara de Apelaciones en lo Comercial, en 
virtud de lo dispuesto por el artículo 448 del Código de 
Comercio, la improcedencia del remedio federal no es du- 
dosa ya que las resoluciones motivo de la queja se limitan 
a aplicar e interpretar preceptos de derecho común extraños 
al recurso extraordinario autorizado i*ir el artículo 14 de la 
ley número 4¡É 

■ 

Caso: I-o explican las piezas siguientes: 
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Buenos Aires, Octubre 29 4c 1930 




La queja interpuesta por la apelación que ha denegado la 
Excma. Cámara en lo Comercial no es procedente, por cuanto 
tas cuestiones que ha suscitado el recurrente ante los Tribunales 
Inferiores atañen exclusivamente al procedimiento que ha debido 
observarse con motivo de la demanda entablada, estando fundada 
la resolución de que se recurre en tina disposición del Código 
de Comercio, lo que la excluye de la jurisdicción de apelación de 
esta Corte Suprema, conforme a lo que presenil le articulo 1* 
de la ley número 48. 

El recurrente ha invocado la garantía del artículo 18 de la 
Constitución sosteniendo que d trámite que se ha dado a este 
juicio implica condenarle sin oírle, pero esa invocación no puede 
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tlar lugar al recurso extraordinario por no haberse demostrado, 
como era m icario, que esa cláusula constitucional tenga una 
relación directa e inmediata con las cuestiones planteadas, las 
que dependen* en primer término, de la interpretación que se 
de al articulo 66 del Código de Procedimientos, que también 
fué invocado por d recurrente. 

Fuera de ello, de las constancias del expediente agregado re- 
sulta que no se ha producido condenación alguna contra t1 recu- 
rrente, y que la resolución dictada por la Excma. Cámara de lo 
Comercial, confirmando la de primera instancia, tiende simple- 
mente a constituir el tribunal arbitral que debe dirimir las diver- 
gencia» suscitadlas entre los socios, con lo que se dará a éstos e1 
medio de defender sus deréchos. 

Por lo exjHicsto pido a V. E. se sirva desestimar la queja 
aducida. 

Horario h*. f jarreta. 
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Buenos Aires, Noviembre 5 de 1930. 

Vistos y considerando : 

Que de acuerdo a los antecedentes que obran en el expe- 
diente "Casco Esteban y Mon José R contra Guillard Fierre G., 
Tribunal Arbitral", venido como mejor informe, resulta : 

a) Que don M. Gitankm en representación de los seño- 
res Esteban Casco y don José R. Mon se presenta ante el Juez 
de Primera Instancia en lo Comercial y solícita la designación de 
un interventor dé la sociedad y la denigración de arbitros para 
la solución del pleito, pedido formulado de conformidad a los 
hechos que se mencionan en el escrito ele fs. 9 invocándole a tal 
efecto los arts. 448 y 449 del Código de Comercio y 618 y 619 
del Código Civil. 
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b \ Ouc luego de designar d juzgado la designación del in- 
terventor de la sociedad, se fijó audieitóa que debía realizarse 
el 24 de Junio [«ra el nombramiento de los arbitros. 

e i Ouc apelado el auto referido la Cámara de Aiwtackmes 
en lo Comercial lo confirma en virtud de lo que dispone el art. 
448* de! Código de Comercio, 

Oue en estas condiciones la improcedencia del remedio fe- 
derafíio es dudosa, ya que las resoluciones motivo de la queja 
se limitan a aplicar e interpretar preceptos de derecho común 
extraños al recurso extraordinario autor irado por el art, 14 de 
la ley 48. 

Que en lo referente al art. 18 de la Constitución Nacional 
cuya Observancia se alega, procede establecer desde luego. que 
dicha garantía no aparece desconocida en el caso ya <|ue al re- 
currente se le fijó una audiencia en ta cual esta ha podido hacer 
valer su derecho. 

En sn mérito y de conformidad con k» dictaminado por d 
señor Procurador General en la parte concordante, se declara no 
haber lugar a ta queja. Notifiques? y archívese, devolviéndose 
los autos venidos como mejor informe con transcripción de la 
presente al Tribunal de origen. 

J. FlUI'EROA Al.CORTA. — R ORE UTO 
REPETTO. — JCUÁH V. I*ERA. 



yi f )ií José rclix St'itrfc (su suastón) t ortra tu "roi'hnu df Híte- 
nos Aires, sobre wconstittícUmaUdod del impasto a ta he- 
rencia. 

Sumario: I* Us causas sobre tobro de impuestos establecidos 
por leyes provinciales corresponden a los Tribunales de la 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓ X 



47 



Provincia. El juez llamado a conocer de la demanda es ne- 
cesariamente el de las excepciones que desee oponer el de- 
mandado, y si alguna de éstas consiste en ser la ley cute se 
trata de aplicar, repugnante a la Constitución o leyes na 
cionafes, el medio lega! de llevar el caso a la Corte Suprema 
es usar del recurso que acuerda el artículo 14 de la lev nú- 
mero -48. contra la resolución pronunciada en último grado. 
A menos que se prefiera cumplir la ley haciendo el jiago 
bajo protesta y demandar luego a la Provincia por devo- 
lución de lo que se considere indebidamente pagado. 

2* La Corte Suprema en ejercicio de la jurisdicción 
originaria que le confiere el artículo 101 de la Constitución 
Xacional, no está llamada, cuando ha mediado la prorroga- 
ción prevista en el inciso 4* del artículo 12 de la ley 48. a 
eououer de las mismas cuestiones que han sido o son mate- 
ria litigiosa entre las mismas partes en los Tribunales or- 
dinarios o es|>ccia1es de las Provincias. 

,T' IX 1 acuerdo con lo dispuesto por el artículo 7* de la 
Constitución Nacional y de las leyes reglamentarias del mis- 
mo, números 44 y 5133. no solamente del* darse entera 
fe y crédito en una Provincia a los efectos y procedimientos 
tív otra, debidamente autenticados, sino también atribuírse- 
les los mismos efectos que hubieran de producir en la I*ro- 
vineia de donde emanasen, porque lo contrario importaría 
admitir que los Tribunales de otra Provincia o los federales, 
tienen facultad de variar los actos o procedimientos judi- 
ciales |iasados ante otros Tribunales competentes. 

4 V KI artículo 37, inciso 7 f úv la ley de la Provincia de 
Hítenos Airts, de 1926, sobre transmisión gratuita de bie- 
nes, vulnera el principio de igualdad en el impuesto, consa- 
grado por el articulo 16 de la Constitución. 

Cojo: ¡a* explican las piezas siguientes: 
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DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Bueno» Air*». Octubre 11 de 1930. 

Suprema Corte; 

En ta presente ttenanda se reclama de la Provincia de Bue- 
nos \ires la devolución de ta suma de trescientos veintinueve 
mil ire.cietit.-s cincuenta y tm l**os con setenta y tres centavos 
moneda nacional, pagados de más en concepto del impuesto su- 
cesorío que deben abonar en dicha Provincia ios herederos de 
,b.n [osé Soage. V-\ fundamento de ía dimanda reposa en la m- 
consiimdunalúlad de la ley Provincial en virtud de la cual la 
liquidación del referido impuesto se ha verificado tomando en 
cuenta, al aplicar la tasa, no el monto de cada hijuela, snv- el 
total del acervo hereditario, lo que es violatorto del articulo 16 
de la Constitución Nacional. 

La Provincia demandada reconoció 'los hechos alegados por 
la parte actora e invocó diversas defensas para oponerse al pro- 
greso tic la acción entablada. 

cuestión constitucional que se plantea ha sido resuelta 
, K ,r V K. en varios casos, declarando que el artículo 39, inciso 
7* t \ v i* lev de la Provincia de Buenos Aires, de fecha U de 
\hril de 1923. sobre transmisión gratuita de l.iuies, vulnera et 
principio igualdad en los impuestos, consagrado por el ar- 
ticulo 16 .le la Constitución Nacional ( Fallos : tumo 149, página 
417: tomo 154. página 419: tomo 155, página 151). 

Con forme a esa jurisprudencia, pienso que debe hacerse lu- 
gar a la presente demanda y condenarse a la Provincia deman- 
dada a la devolución de la suma que se le reclama. 

Horacio H. Lumia. 



i 



i 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



—"^^ FALLO DE LA COK TE SUPREMA 

Buenos Aire», Noviembre a de 1930. 

Y Vistos: 

Esta causi seguida |*>r don José Soage ( los all>a.-eas de la 
esceSióti) contra ta Provincia de Buenos Aires sobre inconsli- 
mcitmalídad de intf misto a la herencia, del cual resulta: 

Que a fs. I comparece don Carlos Srhat* en rei>resenta- 
ción de los alliaceas de la sucesión de don José Félix Soage pro- 
moviendo demanda contra la Provincia de Buenos Aires para 
que se le condene a devolver las cantidades y documentos entre- 
gados ui fago liajo protesta de acuerdo con los antecedentes f|tte 
relacionará, con costas en vaso de oposición, así como también 
al pago de los intereses por las sumas en efectivo que deben res- 
titutrM' . 

Que uno de sus mamlantes, eJ doctor Saturnino García Soa- 
ge, ce mío allaced de la sucesión de su tío don José Félix Soage. 
se presentó al Juez Civil de la Provincia de Buenos Aires ini- 
ciando la protocolización de las hijuelas levantadas en esa suce- 
sión que tramitó en esta Capital ante d Juzgado del doctor Te- 
sanos Pinto, secretaria Wazerzug y en el expediente respectivo 
se produjo una disidencia fundamental con el representante de 
la Dirección General de Escuelas res t «cío a la forma de liqui- 
dar el impuesto. 

Que la Dirección de Escuelas aplicando el art. 37 inciso ?'■' 
de la ley del año 1926 estableció como liquidación del impuesto 
ta suma de $ 554.313.47 m/n., en tanto que el doctor García 
Soage fijalwi ese impuesto en la suma de $ 317.930.06. El Juz- 
garlo aprobó la liquidación dd Consejo y tal resolución fué con- 
firmada por la Cámara Primera de Apelaciones quedando fir- 
me esta última resolución por haberse negado ta Corte de la 
Provincia a conocer en el recurso interpuesto a tal efecto. 
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(Jxw en esas circunstancias, a los pocos días, y en i esencia 
del pémvr fallo de la Corte Suprema (te la Nación declarando 
inconstitucional el inciso 7' f del art. 37 de la ley de impuesto a 
la transmití gratuita de bienes, el doctor < Jarcia Soagc si .licitó 
i-n ti expediente respectivo que la Dirección General de Escue- 
las nidificara su liquidación y la ajustara al promineiauueiito 
de la Corte, Negóse aquélla sosteniendo que la liquidación :q «ro- 
lada |>or la Cámara Sí Ai -elaciones era definitiva y, (gÜ no 
cal iia otra solución que considerar esa liquidación como cosa 
juzgada e irrevocable y raawtóvo enérgicamente su ffpj#?iía m 
hacerla efectiva. 

(Jue. no junde alegarse la cosa juzgada en un pmcedi- 
miento voluntario como es el de protocolización y además, en 
el caso todo el procedimiento seguido adolecía de nulidad para 
obl gar a la sucesión de Songo y a li.s legatari <s interesado? en 
la protocolización desde que aquel su había seguido |>or uno solo 
de los albaceas, siendo que el ifaceazgo estala diferido :i tres 
personas que debían actuar eonjimlamejUc. Sostiene además que 
el doctor García Soage no representa! ia a la mayoría de los le- 
gatarios sino solamente a sus dos hijos menores, a la esposa y 
a él mismo. Por último y con objeto tic llevar la cuestión hasta 
sus últimos extremos [«ira evitar un i«tgo que se exigía sin nin- 
gún derecho se alegó también el desistimiento de los propios 
procedimientos de protoeol ilación, 

Que esta discusión con el representante del Consejo fué 
materia de una transacción por la cual aceptó-e el jiago endi- 
cionabnente y Iwjo protesta, desistiendo de la* nulidades plan- 
teadas pero entendiendo conservar todos sus derechos para oh 
jetar ante esta Corte la iucoustituciotialidad ríe la liquidación 
practicada, pues la cláusula final del inciso 7* del art. 37 de la 
ley de impuesto en la forma aplicada viola el principio de igual- 
dad del impuesto, según to declarado en el caso Drvsdale y 
muchos otros. 
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Que seguramente la Provincia se defenderá ojioníendo la 
cosa juzgada fundada en que sus mandantes han admitido la ju- 
risdicción de los Tribunales de primera instancia de í-a Pinta 
jKira discutir este asunto, pero sería un error manifiesto, porque 
ej procedimiento de protocolización no supone someterse de una 
manera irrevocable a los jueces de la Provincia para que ellos 
sean quienes resuelvan las cuestiones constitucionales a que ella 
da lugar. Además los trámites de una protocolización no son 
una demanda en el sentido que procrsalmente tiene esta forma 
fie tramitar litigios. 

Que de acuerdo con ta liquidación practicada ¡>or los acto- 
res se ha debido pagar en Concepto de impuesto la suma de 
S 317.930.06 y de intereses sobre esa suma la de $ 165.325.63. 

Que habiéndose alionado la de $ 812.605,42 ($ 300.000 en 
efectivo y $ 512.605.42 en dos letras, una por $ 200.000 a \X) 
dias y otra por $ 312.605.42 a 360 días) la diferencia a de- 
volver es de $ 329,351.73. 

Que concreta la demanda del modo siguiente : devolución del 
pagare de $ 312.605.42 y si se cob. ra antes de la sentencia 
el de $ 200.000 se le reembolse $ 16.746,31 y si no se ha co- 
brado, que al hacer efectivo esa cantidad se la deduzca. Si con- 
tra toda previsión no se hubiera fallado este asunto antes de 
vencer el pagaré de 360 días y se hubiera exigido su pago, se 
devolverá la cantidad total, con más los intereses desde la fe- 
cha det cobro, reclamando también los intereses que puedan re- 
sultar si se cobra el de $ 200.000 solamente. Pide también las 
costas. Acreditada la jurisdicción de esta Corte corrióse tras- 
lado de la demanda, el que fué evacuado a fs. 26 por el repre- 
sentante de la Provincia de Buenos Aires, doctor Roberto Parry, 
solicitando el rucha/o de la demanda con costas, fundado ; ,tb 
en que la sucesión Sougc tu» tiene acción contra la Provincia 
porque perdió todas las cuestiones que planteó en el juicio de 
protocolización y habiendo interpuesto recurso extra«irdinario 
ante ota Corte, le fué denegado jx»r la provincia en razón de ha- 
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|*>r sido deducido fuera de término. Opone, pues, como defen» 

í cosa juzgada; íle ,a seme " cia tle 1a tort * íle 

provincia, la sucesión promovió distintas arLieulactoues de fue- 
llad que también perdió y la única que quedaba pudiente fue de- 
sistida imra t **1er efectuar i3 pago parcial a que se refiere la 
demanda: c) k¿ berceros de Snage no tienen una situación con- 
cluida en la provincia, pues aun no han efectuado el pago: la en- 
trega de dientas no autoriza a la sii;esión para reclamar 
te devobiciun de sumas que «o lia alnmado. La Corte carece de 
o «Apetencia para entender en la litis promovida; d> para el ca- 
so de .pie no prosperaran las defensas opuestas. s.,sUene que los 
albaeeas carecen de t wrwneria para entablar la demanda. 

Que aun aceptando la aplicabtlidad al caso de la jurispruden- 
cia imocada. hace notar que la liquidación practi cada por tos ac- 
ares es errónea, pues no aplican la escala correspondiente al roonr 
tc> de ca<la hijuela, sino que - sin plantear expresamente a 
&ám - pretenden excluir los bienes ubicado, fuera <W la 
provincia, lo que no puede aceptarse, < hniten además bqmdar los 
intereses que de acuerdo con 1a ley corten desde un ano .legues 
de la muerte del causante. 

Ouc niega los hechos expuestos en la demanda que nn baya 
reconocido expresamente, y pide se tenga como parte integrante 
de la contestación la liquidación presentada por el r^resentantc 
de h Dirección de Ksciielas en el expediente de proporción. 

Ouc en defecto del rechazo de ia demanda delira resol- 
év&m ¡a liqm^cion definitiva del impuesto se practique de 
acuerdo con el monto total de cada hijuela, debiendo ademas 
computarse los interese, nu»"»"»* de acuer,!o Cim 1a U ' v 1 & 

vincíal. .... , 

O.uc a fs ^ v, abrióse la causa a pruclw.pn naciéndose la 
rm WPte¿ el certificado de fs. 78 vta. y después efe alegar so- 
bre el mérito de la misma ambos Contendientes, llamóse autos 
para definitiva a fs. 114 vta,; y 
Considerando: 
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Que como aparece de los antecedentes relacionados la pre- 
st ntc demanda se propone obtener la declaración de inconstitu- 
cionalfdad del inciso 7 V riel art. 37 de la ley de impuesto a la 
transmisión gratuita de bienes de la Provincia de líncnos Ai- 
res y consiguientemente la duvolución de la suma que resulta- 
ría pagada demás si aquella declaración se obtuviese. A su vez 
la cuestión proseguida por uno de los albaeeas de la sucesión 
Soage contra el representante del Consejo de Educación Pro- 
vincial en ocasión de la liquidación del impuesto practicada por 
el último dentro del expediente de protocolización, consistía en 
sostener que el importe de aquella debía ser mínenlo en la 
misma cantidad rclamada en este juicio \ Jorque el inciso 7" del 
art. 37 de la ley Provincial, tal como había sido aplicado, pug- 
nalíñ con disposiciones expresas de Ta Constitución Nacional. 

Que. esta última cuestión ha sido materia de un pronun- 
ciamiento expreso por parte de las autoridades judiciales de la 
Provincia de Buenos Aires, las cuales en todas sus instancias 
han anillado a ta conclusión de que no existia la inconslitucio- 
nalkfad atribuida al inciso 7» del art 37. 

Que, esta Corte lia declarado reiteradamente; a) que el co- 
bro de los impuesto* -es de la exclusiva competencia de las auto- 
ridades provinciales; b) que el juez llamado a conocer en la 
demanda es necesariamente el de las excepciones que desee opo- 
ner el demandado y que si alguna de éstas consiste en ser la 
ley que se trata de aplicar repugnante a la Constitución o leyes 
nacionales al medio legal de traer el caso a esta Corte Suprema 
es usar del recurso que acuerda el art. 14 de la ley de jurisdic- 
ción y competencia contra la resolución pronunciada en último 
grado. A menos que se prefiera cumplir la ley haciendo el pago 
bajo la correspondiente protesta y demandar en seguida a la 
provincia por devolución fie lo que se consioVre indebidamente 



Que entre los dos medios ofrecidos por la ley y la jurispru- 
dencia a los deudores de impuestos para alegar la inconstitucio- 




54 FALLOS DE LA 



ualidad de los mismos, «no sin tfcseml»ols« ÉJ^tffc y el otro 
previo pago, el albacea de ia sucesión de don José Félix Soage. 
uptó ,x>r el primero, dentro del juicio de proU*olizacíón en el 
cual pbf disposición expresa del art. 858 del Código de Procedi- 
mientos de la iVovincia de Buenos Aires y de la propia ley so- 
bre transmisión gratuita de bienes deljc pagarse el impuesto. 

(Jue por una parte las autoridades judiciales de la provincia, 
no sólo se han considerado habilitadas para conocer y decidir 
de la incidencia planteada por el albacea. sino que también lian 
declarado de un modo expreso que la sentencia dictada en últi- 
ma instancia revestía caráfter de definitiva (auto de fs. 76 vto. 
del exilíeme agregado». El propio albacea. al fundar su recur- 
so ante la G»rte de ía provincia (escrito de fs. 83). atribuye ca- 
rácter definitivo a la sentencia pronunciada por la Cámara y no 
podia Mr de otro modo, puesto que sin ese requisito no podría 
halier^e fundado el recurso ante aquel trilnmal en el inciso p 
del art. ¿S¿ del Código de Procedimientos de la provincia des 
Unenos Aires. Igual reconocimiento sobre el carácter definitivo 
del pronunciamiento se infiere del escrito de fs. 103 del expe- 
diente agregado, puts de no tenerlo, mal habria podido dedu- 
cirá el recurso extraordinario ante esta Corte, el cual fué de- 
sechado por encontrarse fuera de término. 

Oue las precedentes oliservacioms son suficientes i*ara dese- 
char Ta tesis sustentada en la demanda de que la decisión lia sido 
Minada ¿n un procedimiento que no lia causado instancia y cuyas 
conclusiones esta Corte se encuentra autorizada a rever. Por lo 
demás, las propias autoridades provinciales han declarado i ilu- 
to sentencia dictada revestía el carácter de cosa juagada. 

Que. de acuerdo con la doctrina del inciso 4n\ art. U de la 
ky 48. ese proco iimiento incoado y resuelto con anterioridad 
a la fecha de la presente, importa el sometimiento de 1* cues- 
tión relativa a la mconstitucioivdidad del art. 37 inciso 7* de 
la lev de herencias a la jurisdicción ele los tribunales de la pro- 
vincia de Buenos Aires con renuncia t»r parte del albacea al 
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facro federal que le corres|#>ndía tu caso tic pago con protesta, 
por razó» de la materia y i*ir liallarse domiciliado fuera de 
la provincia. 

(¿tit esta Corte, en ejercicio cfc la jurisdicción originaria que 
le confiere el art. JOI de ta Constitución, no esta llamada, cuan- 
do ha mediada la prórroga prevista en el art, 12 inciso 4* de la 
ley 4Ü, a conocer en las mismas cuestiones que han sido o son 
materia litigiosa contra fas mismas partes en los tribunales ordi- 
narios O es|»eciales ile las provincias, a fin de que las resoluciones 
de estos no sean ilusorias, pites en tal supuesto el sometimiento 
voluntario a la jurisdicción loca! no seria definitivo y («dría 
traerse nuevamente a la federal en forma de acción, lo que no 
l«lede ser ya ni materia de un recurso. (Fallos: Tomo 118, pág. 
308 y lo* a Mi citados). 

Ouc lo expuesto, sin imt*args>, no importa afirmar que la 
sentencia pronunciada por los tribunales de la provincia de Híle- 
nos Aires tiene el carácter de cosa juzgada respecto de todos 
los herederos y legatarios de ta sucesión de don José Félix Soage. 
En efecto, de las actuaciones producidas en aquella provincia 
y ríe las propias manifestaciones de los actores en este juicio, 
aparece bien establecido que quien inició el juicio de protocoliza- 
ción y promovió la cuestión de inconstitucional idad fué don José 
Félix Snagc, uno de los aliáceas, por derecho propio y como 
representante de su esposa e hijos menores. Xo invocó en mo- 
mento alguno, ni acreditó representación de los demás herederos 
y legatarios que no fuese la inherente a su calidad de aibacea. 

Que de acuerdo con lo dispuesto por el art. 7 de la Cons- 
titución Xarional y de las leyes reglamentarias del mismo, Nros. 
44 y 5 1 35. no solamente delie darse entera fe y crédito en una 
provincia a los actos y procedimientos judiciales de otra debida- 
mente autenticadas, sino también airilmírseles los mismos efectos 
que hubieran de producir en la provincia de donde emanasen. 
(Fallos: Tom<* 17. pág. 286 h porque lo contrario importaría 
admitir que los tribunales, de otra provincia o los federales tíc- 
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nen facultad de variar los actos o procedimientos judiciales pa- 
sados ante otros tribunales competentes. (Fallos: Tomo 136, 

Que en consonancia con lo dicho y en presencia de lo dis- 
puesto |»r ti artículo 4 de la ley 44. eJ cual dispone que Las senten- 
cias dictadas surtirán en los tribunales de toda la República los 
mismos electos que j.or ley y uso le* corresponde ante los tri- 
bunales de donde procedan, toda la cuestión consiste en determi- 
nar cuales son b* efectos que debe atribuirle a la sentencia de- 
finitiva pronunciada por los tribunales de la provincia de Kivnos 
Aires, respecto de los herederos y legatarios de la sucesión Sui- 
gc" en éj cas» de que et' alineen Saturnino García Soage no haya 
tenido facultades legales para actuar por si solo en nombre de la 
suces ón. 

' Jue del testimonio del testamento corriente a ts. 4o apare- 
ce que el testador designó como aliáceas, ejectitons y adminis- 
tradores a los señores Saturnino García Soage, Juana Soage de 
t Jarcia Soage y PÍO Armesto para que conjuntamente ejerzan el 
altweeaxgo y la administración de los himes. De acuerdo con el art. 
,W0 del t'ód. Civil y sus concordantes, art. 18W. inciso V> y l l X)0, 
el mandato en tal caso, ha podido ser desempañado de común 
acuerdo entre los mimbrados, actuando todos en conjunto o colec- 
tivamente ( l)em«»lomlie. T, 22, Kj 37 y 38 K y S> habiendo ocu- 
rrido eso en la contienda judicial tramitada tu la provincia de 
lim.no* Aires, es indudable que la sentencia no puede producir 
efectos ni obligar ¡i la sucesión ni }** consiguiente a los herederos 
y legatarios que no comí crecieron ni podían ser representados 
por un n solo de los a H atecas. 

Ouc, en suma, el pronunciamiento dictado por los tribu- 
nales fie la provincia de Buenos Aires en el juicio de protoco- 
lización tiene el efecto de cosa juzgada, como también lo decidió 
la sentencia de fs. 123 del expedicente agregado, pero solamente 
respecto de don Saturnino García Soage. su esposa e hijos me- 
nores, como herederos de la sucesión de don José Félix Soage, 
,iu que tal efecto alcance a tos demás herederos y legatarios que 
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no concurrieron al juicio de la protocolización, ni a la prórroga 
de jurisdicción producida en favor de la jurisdicción local al 
iniciarse el incidente respecto de la incomWuckmalidad, 

Que. habiéndose aceitado por el Representante de la Di- 
rección de Escuelas en el otrosí del escrito de fs. 172 (expe- 
diente agregado) la forma de pago propuesta por los tres alba- 
íceas conjuntos, es decir, $ 300.000 en efectivo, y dos letras 
a ISO y 360 días por $ 300,000 y $ 312.605,42. la primera de 
las cuates ha sido satisfecha a su vencimiento, no puede aceptarse 
la otwervarión formulada por el Representante de la provincia 
en estos autos de que la entrega de documentos no autoriza a la 
sucesión para reclamar la devolución de sumas que no lia alio- 
nado. 

Que los allíaceas conjuntos designados en el testamento de 
don José Félix Soage tienen, de acuerdo con la extensión dn 
facultades acordadas en el mismo (cláusulas 31, 34) y artículos 
3M51. 3852 y 3862 y nota a este último del Código Civil, la re- 
presentación de los herederos desde que se trate de gestiones 
deviradas de obligaciones confiadas a su cuidado como es el 
l«ig«» del impuesto sucesorio. 

Que en estas condiciones y respecto de los herederos y le- 
gatarios a quienes no alcanza el efecto de cosa juzgada de la 
sentencia pronunciada por la justicia local, corresponde declarar 
la inconstitucional idad del art. 37 inciso 7" de la ley sobrd trans- 
misión gratuita ríe bienes de la provincia de Buenos Aires, ob- 
jetada en estos autos a mérito de las razones aducidas en ím 
juicios fallados jior esta Corte (Drysdale contra la provincia de 
Buenos Aires y Ramón L. Seré contra la misma. Fallos : Tomo 
149, págs. 417 y 427). las que se dan aquí por reproducidas . En 
consecuencia, la liquidación del impuesto debe practicarse dedu- 
ciendo la tasa del monto de cada hijuela y no del valor total del 
IKitrimonio sucesorio como se ha hecho. 

Que de acuerdo asimismo con la jurisprudencia de este 
Trilmnal y no haliiértdose comprendido en la protesta la cuestión 
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relativa a sal>er si la tasa ha <te deducirse del monto de cada hi- 
juela, cualquiera sea la situación de Los bienes o solamente del 
valor de los situados dentro de la jurisdicción de la provincia, 
ta liquidación del* practicarse deduciendo aquélla del valor total 
de cada hijuela para aplicarla sobre el de los bienes situados 
dentro de ta provincia. 

Que acerca de los intereses pun i torios corresponde com- 
putarlos desde un año después del fallecimiento del causante 
hasta el día del efectivo pago. 

En mérito de estas consideraciones, se resuelve: V Admi- 
tir la excepción de cosa juzgada opuesta por la provincia de Bue- 
nos Aires» resiiecto de los legatarios Saturnino García Soage, 
su esposa e hijos menores, y se la rechaza respecto de los de- 
mas herederos y legatarios de !a sucesión de don José FéStx 
Soage ; II' Xo liacer lugar a las demás defensas de carácter for- 
mal opuesta por la demandada; III* Hectarar, de acuerdo con 
el dictamen del señor Procurador General, ta inconstitucionalidad 
del inciso 7 V art. 37 de la Ity de impuesto a la transmisión gra- 
tuita de bienes de la provincia de Buenos Aires correspondente 
' a\ año 1926; IV ' — Orcténar una Iridación del impuesto su- 
cesorio conforme a la* lases señaladas en este pronunciamiento; 
V* — Condenar consiguientemente a la Provincia de Buenos 
Aires a restituir con ''¿uss intereses, la suma que resulte haber 
cobrado de má*, según aquella liquidación y a devolver en tal 
hipótesis el pagaré todavía no vencido por la suma de pesos 
.tU.fj05.42; VI* Declarar las costas en el orden causado, aten- 
tala naturaleza de las cuestiones deliatidas y el resultado del 
juicio. Notifiques*, reinmgase el papel y en su oportunidad, 
archívese. 

J. Fioi'EHOA Al corta. — Roberto 

REPETTO. — R. GirtDO L AVALLE 

— Julias V. Pera. 
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Don José Mario Fierro contra el Gobierno \'ac tonal, sobre ju- 
bilación. 

Sumario: El artículo 1* inciso Q. de la ley 11.30» rige pata los 
casos en que se encontrara en trámite o se hubiese solicitado 
una jubilación a! tiempo en que fué sancionada y en ade- 
lante, y fuese indispensable reunir servicios prestados en 
diferentes actividades a fin de poder formar el total de 
tiempo para poder acordarse una jubilación, pero no para 
el caso de quien en momentos que se dictó la ley 11.308 
goxaba ya de una jubilación ordinaria ferroviaria, ajus- 
tada a los términos de la ley 10.650. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes: 

SENTENCIA DEL JUEZ FEDERAL 

Bueno» Airea, abril 1» de 1929. 

Y Vistos: 

Los promovidos \*)T el doctor José M. Fkrro contra la Na- 
ción sobre jubilación civil denegada y devolución de descuentos. 

1* Que el actor expresa con minuciosidad en su extensa de- 
manda de fs. 4 a 19, todos los antecedentes vinculados con su 
caso, jubilación ferroviaria solicitada a la Caja respectiva, de- 
negada por ésta, reconocida por sentencia del señor Juez Fe- 
deral de la Capital de su designación fiara el cargo de" Vocal <V 
ta Cámara Federal del Rosario en diciembre 16 de 1930 soli- 
citud de jubilación civil a la Caja del ramo presentada en junio 
de 1925, actuaciones administrativas desarrolladas con ese mo- 
tivo, dictámenes de los asesores de ambas Cajas, resolución de- 
negatoria de la Caja citada, dictámenes de los señores Procu- 
rador General do la Nación y del Tesoro, acuerdo de Ministros 
mediante el cual el P, E. apruel» lo resuelto por la Caja, etc. 
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Verifica d actor un examen detenido de todus estos ante- 
txá0*i nace «ti ¿ta* de lo que disponen las leyes 4349, 6007. 
10650 y 11308; se ampara en el dictamen favorable a su caso, 
emitido por el señor Procurador General de la Nacióa que en 
gran parte transcribe, y critica e impugna el del señor Procurador 
del Tesoro contrario a sus intereses; reproduce considerandos 
del tallo dictado por la Suprema Corte en el tomo 148, página 
217 que reputa fundamentalmente sostenedor de su tesis; ínvova 
diversos preceptos de Ta Constitución Nacional y alude a opi- 
niones de tratadistas «V derecho administrativo en apoyo de 
su caso. 

Sintetizando la demanda, cabe decir que el actor señala en 
ella, que olrtuvo la jubilación ordinaria a cargo de la Caja Na- 
cional de Jubilaciones y Pensione* de Empleada y Obreros Fe- 
rroviarios; después fué designado por el P. É. Vocal de la Cá- 
mara Federal de Apelaciones del Rosario en diciembre de 1930, 
habiendo solicitado en junio de 1925 a la Caja Nacional de Ju- 
bilaciones v Pensiones Civiles le concediera jubilación civil or- 
dinaria debiendo computarle los treinta y dos años de servíaos 
ferroviarios de acuerdo con la ley N* 11308 ( caducando la ferro- 
viaria al entrar a gozar la civil; la Caja no hizo lugar al pedido 
de jubilación civil, y como el P. E. aprobase esa resolución, in- 
terpone su demanda, una ve* obtenida venta legislativa, contra 
la Nación a fines de que sea condenada y así lo pide, a re- 
conocer, con costas, su derecho a jubilación ordinaria como Ca- 
marista Federal de la Cámara del Rosario con el 95 o/o del ac- 
tual honorario mensual, a percibir desde el Ínstame que aban- 
done el cargo. o a reconocerle derecho a pensión a sus herederos 
si falleciera antes, v en el caso improbable e hipotético de que 
*c reduce mi dmiaiida de jubilación solicita se le devuelvan los 
aportes descontados de sus sueldos de Camarista desde el 16 
de diciembre de 1920 a igual día de 1925. cuya devolución como 
las posteriores se ha reconocido procedente i*>r la Caja Civil, 
pues *le rechazarse su pedido de jubilación, no habría existido 
caufñ legal para estos descuentos. 
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Contesta la demanda el señor Procurador Pisca! a fs. 47, 
manifestando que la argumentación del actor no puede citar el 
fallo de la Suprema Corte, pues no favorece la tesis de la de- 
manda, sino todo lo contrario. 

Verifica a su vez el Procurador Fiscal un análisis de las 
leves 4349. 10.650 y 11.306, para llegar a la conclusión de que 
el actor optó por la jubilación ferroviaria y de que en ningún 
caso y por ninguna circunstancia puede hacerse lugar a su pre- 
tcnsión de jubilación civil ordinaria. 



Exi>onc. además, qife en lo concerniente a ía devolución de 
los aporte* del 5 o]o mensual que en subsidio solicita el actor, 
no le corresponde contestar semejante parte de la demanda, des- 
de que debió ser dirigida contra la Caja fie Jubilaciones Civiles 
que tiene personería propia. 

Sin embargo, añade que hará un breve razonamiento que 
amenguará en mucho la intención del actor, y al efecto expresa 
que ha \ «rábido indebidamente la pensión ferroviaria durante 
el desempeño del cargo de Camarista, cuyo importe total debe- 
ría devolver. 

Termina solicitando se rechace la demanda, con costas. 

Se daclara la causa de puro derecho, a pedido del actor, 
corriéndose un nuevo transtado por su orden, que evacúan las 
partes a f s. 56 y 63, quedando lista para definitiva. 

2» Que expuesta la "litis" en la forma que antecede, corres- 
ponde señalar que el actor logró una jubilación ordinaria en el 
orden íerroriario, ingresando después a la magistratura federal 
como Yixal de la Cámara Federal del Rosario en desempeño 
de cuyo puesto, sufrió el descuento del 5 o/o ustabtecido en la 
ley 4349. habiendo solicitado jubilación ordinaria a la Caja res- 
pectiva, a quien pedia el actor computase sus treinta > d*»s años 
de servicios ferroviarios y le acordase la jubilación civil ordi- 
naria con el 95 o/o del promedio de sus sueldos de los 5 último* 
años, dehkndo contribuir la Caja con un 65 o/o y el resto por 
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la Caja Ferroviaria quedando caduca y sin efecto para lo su- 
cesivo la jubilación ferroviaria que gózale. 

La sustancia del argumento det actor radica *■« la ley 1 1.308. 
artículo l* inciso letra q)« de donde infiere que la Caja Na- 
cional de Jubilaciones y Pensiones Civiles, debe computar sus 
servicios ferroviarios, acordarle jubilación civil ordinaria y en- 
tenderse con la Caja de ferroviarios en lo que respecta a la con- 
tribución de ésta para el pago de la jubilación civil pretendida, 
toda vez que la ferroviaria acordada desaparecería. 

Y l«en ; el actor ha conseguido una jubilación ordinaria fe- 
rroviaria por resolución judicial fecha noviembre 5 de 1930, de- 
jó el servicio ferroviario el 16 de diciembre de 1930, dia en que 
se hizo cargo de la Vocalía de ta Cámara Federal del Rosario, 
queilando definitivamente terminada su actuación de ferrovia- 
rio con ta jubilación obtenida, para lo cual contal*a con exceso 
de tiempo legal. 

El inciso letra q), artículo 1*. ley 11.308 rige en concepto 
del suscripto, para los casos en que so encontrarcr en trámite o 
ser hubiese solicitado una juliilación al tiempo en que fué am- 
elonada y en adelante, y fuere indispensable reunir servicios 
prestados' en di f cuntes actividades, a fines de poder formar un 
total de tiempo para acordar una jubilación solicitada. |»ero no 
rige para el caso fiel actor, quien en momentos en que se dictó 
ta ley 11J0K — diciembre de 1930 — hacia tres años que go- 
zaba de una jubilación ordinaria ferroviaria ajustada a los tér- 
minos de la ley 10.650. 

sentencia de la Suprema Corte det tomo 148. i>ágina 
217, invocada por el actor en auxilio de su tesis, no contempla 
su caso en la íomia favorable que él pretende y sin duda lo 
contnupla eti buena porción la sentencia ttielaila |h«- el mismo 
Tribunal tu Ú tomo 150. pagina 1°. É«l esta última, la Suprema 
Corte estableció qtte en el casi» del ingeniero Hayuard. la ju- 
bilación extraordinaria que se le acordó, había definido y resuelto 
una situación legal de hecho y de derecho que no guarda rula- 
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ción de continuidad con la jubilación ordinaria que se pretendí-, 
sino a condición de que se Ies atribuyan efectos retroactivos a las 
disposiciones de fa ley 11.110 invocadas en el caso, reconociendo 
la Corte que no existe disposición expresa de esa ley ni expresión 
alguna que revele el espíritu de la misma, autorizando a asignarle 
en casos como el de esos autos la retroactivtdad que se alegaba. 

Kti esta causa no se alega concretamente la retroactividad 
de la ley 1 1.308 por el actor, pero éste pretende en síntesis que 
en virtud de sus preceptos se convierta una jubilación ordinaria 
ferroviaria concedida definitivamente, en una ordinaria civil que 
tome veinticinco años de servicios ferroviarios, los rama con cin- 
co años de magistratura y produzca una jubilación civil ordi- 
naria con un promedio del 95 o/o del sueldo percibido durante 
esos últimos cinco años, 

Paraf rascando los términos empleados por la Suprema Cor- 
le, calie decir, que la jubilación ferroviaria ordinaria concedida 
al doctor Fierro en noviembre de 1920, definió y resolvió una 
situación legal de horno y de derecho, sujeta al régimen de la 
lay \v 10.fí5O sin qti4 sea dado traer a cuenta lo dispuesto en la 
ley 1 1 .308 que debe coiftemplar casos a suscitarse en lo futuro, 
pues este tiempo verbal es el que caracteriza el inciso letra q * 
de su art. 1', y no dispone esa ley en ninguno de sus preceptos 
que las jubilaciones ordinarias acordadas a mérito de la ley 10.650 
puedan ser objeto de revisiones de tiempos, o descomposición de 
éstos como lo quiere el actor con su conversión de una jubilación 
ferroviaria cuyo monto máximo es limitado, en juliilación civil 
de monto ilimitado, pues lo único que consiente dicha ley en su 
arr. 4 V . c* que las jubilaciones y pensiones decretadas hasta la 
fecha de su promulgación sean liquidadas, en adelante, de acuer- 
do a las modificaciones que ctt esa ley se establecen. 

Agrega la Suprema Corte en ese fallo del tomo 150. página 
!°. íil hacerse cargo del canktcr asignado a las leyes de jubila- 
ciones y pensiones en general, que: "la consideración de que se 
traía de una ley de ampam. no justifica interpretaciones deri- 
vadas del concepto de lo más favorable al Iwneficiario, pues no 
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es el caso de aplicar una pena, sino el de otorgar o reconocer un 
beneficio, una prerrogativa, hasta cierto punto un privilegio, y 
en tales condiciones el criterio de interpretación en el "sub ju- 
dicc" debe ser restrictivo, ajustándose a lo literal y expreso del 
precepto legal aplicable. I)e ello no resultará, seguramente, ta in- 
i audibilidad de la ley. palabra con que se argumenta en pro <fc t 
una amplitud interpretativa muy generosa sin duda, pero no siem- 
pre compatible con el interés público y los derechos colectivos 
comprendidos, con los derechos e intereses privados, en los es- 
tatutos legales de esta especie; y por lo demás, las restricciones 
que deriven de ese concepto de previsión y de adaptación pru- 
dente fie la ley en cada caso, no aíectarán derecho alguno fun- 
dado tu una pretcnsión legitima, no |«-opendarán a ta instabilidad 
de lo administrativamente concluido al respecto con caracteres Üe- 
gales definitivos, no constituirán factores de perturlsición y de 
doíquicio de estas leyes de asistencia social en las que predomina 
el resorte de su estructura económico- financiera, el que requiere 
por su j»ropia índole que se le mantenga al al»rigo de toda di** 
viación directa o indirecta de su régimen legal : la exi*riencia 
no ^rnútc es^rar esos resultados del griterío que se aparta de 
la regla de la estricta intcrt>retactón'\ 

3* Que contentado este asunto desde otro punto d* vista, 
cabe significar que la circunstancia de liaber |*rcibido el actor 
el inerte de su juliílactón ferroviaria y a ti vez su sueldo de 
Camarista, demuestra que en realidad su condición de juhdado 
ferroviario constituye un hecho invariaWanente consumado, re- 
velador tle que ningún punto de contacto guanlaha esa jubilación 
con el desempeño de la magistratura. 

Si el actor huWcra vuelto al servicio ferroviario, habria ce- 
sado en su jubilación, jjerciWendo solamente el sueldo asignado 
al nuevn empleo ferroviario, sin que iludiera aumentársele la 
jubilación una vez akmdonado este nuevo empleo — arfe .*>, ley 
10.650 — . conteniendo idéntica disposición el art. 22 de la 
ley 4349. 

Si esos estatutos legales establecen semejante prohibición de 
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aumentar el importe de «na jubilación ya obtenida, |*»r el trecho 
de ir a desempeñar dentro del mismo orden de actividades un 
(Hiesto mejor mmmerado, no se concibe cómo podría tolerarse 
la conversión de una jubilación ordinaria ferroviaria en «na civil 
fie mayor monto. 

Finalmente, si como pretende el actor, el caso está contem- 
plado por el fallo de la Suprema Corte recaído en el juicio Ga- 
llan» v./ Caja Civil — tomo 14*, página 217 — . fonroso será 
que convenga en que dicho fallo examina la posibilidad de con- 
seguir julwlack'm civil y retiro militar, y como quiera que admi- 
te la posibilidad de obtenerse con el régimen imperante una ju- 
bilación civil nacional y a la vez otra de índole provincial o 
municipal o retiro militar, cal* extender la argumentación para 
inferir que dentro del |>aralelismo establecido entre las leyes 4149 
y 10.650. es perfectamente ixwihte a un jubilado ferroviario, 
obtener una juliítaeión civil ordinaria, llenando todas las con- 
diciones requridas |*>r el respetivo estatuto legal, pero siempre 
a condición «k que ambas se mantengan itidenendientes. como 
ocurriría en el caso presente eti que no cabe hacer funcionar el 
sistema del art. Í% inciso letra q) de la ley N* 11.308. 

4* Que en virtud de lo expuesto, corresiiondc decidir que el 
actor no tiene derecho a conseguir la jubilación ordinaria que 
persigue y "a fortiorT ai se tiene en cuenta que no ha prestado 
en la magistratura federal los veinticinco años de servicins que 
exige la ley 4349 en su art. 31 con la redacción dada por la 
ley 5143. 

Ahora bien ; queda por resolver el pedido subsidiario de la 
ilemanda, concerniente a la involución de los descuentos «leí 
5 o/o verificados en el sueldo «le Camarista desde diciembre 10 
de 1920 hasta igual día de 1925, cuya devolución, dice el actor, 
como las posteriores, se ha reconocido |>roc«dente por la Caja 
Civil — fs. 17 vta. 

Tratándose de devolución de descuentos verificados por la 
Caja, es evidente que la Nación no tiene por qué responder por 
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elfos, atento el carácter autárquico de la Coja y lo que se des- 
prende de la jurisprudencia federal que acepta la intervención 
de la Caja como entidad demandada cuando versa el juicio sobre 
drodución de descuentos hechos eti los sueldos de los actores 
funcionarios o empleados nacionales. Véase entre otros casos los 
de Silva v Pillado v./ Caja, del Juzgado del suscripto, "Gaceta 
del Furo" 2222, 23U. 2418, 2277, 2444 y 2625. 

Además, no del* olvidarse, en lo que se refiere a estos des- 
cuentos, que si ta responsable fuera la Nación no se lia demos- 
trado en autos que ella se haya negado a entregárselos al actor, 
pues el acuerdo de Ministros del P. E., fecha febrero 27 de 
1927 que obra en el expediente administrativo agregado, nada 
resuelve sobre descuentos, ocurriendo una circunstancia dígua de 
tenerse en cuenta, esto es, que el propio actor expresa que la 
Caja Nacional d Jubilac iones y Pensiones civiles resolvió en 
agosto 9 de 1927 comunicar a la Contaduría General de la Na- 
ción que corresponde la devolución solicitada poí el actor, desde 
su nombramiento, sin intereses, a lo que prestó conformidad — 
fs. 16 vta. 

Ante semejante situación, salta a la vista que la Nación 
no tiene responsabilidad en este asunto de los descuentos y apa- 
rece claro que si el actor acude ante la Caja, no podría ésta ne- 
garse a llenar un «imple trámite entregando al actttr el importe 
de íb que ella entienda le pudiere corresponder. 

Por las consideraciones que |>receden, fallo: rechazando la 
demanda instaurada pir el doctor José M. Fierro contra la Na- 
ción sobre reconocimiento de derecho a jubilación civil ordinaria 
y devolueión de descuentos verificados en sus sueldos de ma- 
gistrado federal, dejando a salvo los derechos que a estos des- 
cueutits tuviera el actor contra la Caja Xacional de Jubilaciones y 
Pensiones Civiles. Las costas del juicio deberán alionarse por 
su orden. Xotiííquese, repóngase el sellado y otwrtunamente ar- 
chívese, previa devohirin del cxiieditmtc administrativo a su pro- 
cedencia. — Saúl M, Escobar. 
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SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL 

4 

Buenos Aires. Abril 25 <1c 
Vistos y Considerando : 

T~ la ley 11.306, invocada |»r el recurrente, acuerda el 

derecho de computar los servicios ferroviarios ante la Caja Ci- 
vil, y viceversa, siempre que sean reconocidos jjot las re>|mr- 
tívas Cajas, en los caso* previstos i*ir los artículos 50 y 51 de la 
fey 11.308, que se refieren a em|>leados con derecho a jubilarse, 
itero no a los ya jubilados. 

En el caso, la situación del doctor Fierro hallarse netamen- 
te definida al incorporarse al Poder Judicial de la Nación, desde 
que con anterioridad habia solicitado, obtenido y percibido su 
jubilación, como empleado ferroviario. Siendo así. y atento lo 
dispuesto por el art. 44 de la ley 10.650, carece de derecho a otra 
jubilación civil, desde que la jubilación ferroviaria de que goza 
tiene carácter definitivo. 

Q-.ie no e* ólñce para tal conclusión, que fluye de la misma 
ley que invoca el actor, la manifestación de que tan pronto se 
le acuerde la j ululación civil, quedaría sin efecto la ferroviaria 
de que está gozando actualmente. I*ües ni las leyes que la re- 
glamentan ni la 4349, ni otra alguna, consagran el derecho de 
acedar la jubilación en forma condicional y supeditada al de- 
recho de ojrtar por una anterior jubilación. 

Que en cuanto a la devolución de aportes que en subsidio 
se interpone, la actora ha desistido ya tle ella, pues ha manifes- 
tado en é escoto de fs. 56, apartado 16. que la cuestión ele la 
deducción de sus aportes jubilatorins a la Caja Civil, habia que- 
dado y quedalKi fuera del litigio. 

Por ello y sus fundamentos, se confirma la sentencia apelada 
de fs. 67. en cuanto rechaza la demanda instaurada i«or el doctor 
José M. Fierro contra la Nació», sobre reconocimiento de de- 
recho a jubilación ordinaria como Camarista Federal en Rosario. 
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Aliónense las cosías en amias instancias en el orden cau- 
sado. — José Man ó. — Marcelino Escalada, — B. A. Xazar 
Anchorem, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

- 

Buenos Aires, Noviembre 7 de 

Vistos: los presentes seguidos por el Dr. José M. Fierro 
contra la Xación, ]wr jubilación ordinaria : y 

Considerando: 

Que el doctor José If. I-ierro, actor en el suft lite y más 
tarde su sucesión, han sostenido con pretendido apoyo en las le- 
yes vigentes que se citan, el derecho de aquél a la jubilación ci- 
vil, como Vocal de la Cámara Federal de Apelación de Rosario, 
agregando a los servicios prestados en ésta, los ya computados pa- 
ra su jubilación ferroviaria, a efecto de gozar de la primera 
invocada. El actor trata, pues, de hacer valer nuevamente el 
tiempo que actuó como empleado ferroviario y que le simó para 
obtener su jubilación actual, ¡ara trasfomiar ésta en una civil 
ordinaria de mayor importancia, con arreglo a su actuación de 
magistrado. 

Que las resoluciones de I» y II» instancia lian sido contrarias 
a los derechos invocados por el actor y sus fundamentos se ajus- 
tan a las prescripciones legales vigentes, ya que es principio do- 
minante cu la materia de autos, que la jubilación acordada por 
tina caja concluye definitivamente con la sittiación del empleado 
res|>cctivo, salvo disposición en contrario. 

Que et art, 1» inciso q) de la ley X* II. 306, referentes a los 
50 y 51 de la 10/oD. si bien admite la computación de servi- 
cios atinentes a diversas cajas, se refiere, sin duda, a jubilaciones 
aun no acordadas y en manera alguna a casos definitivamente 
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resueltos, siendo de advertir que en tanto la jubilación ferroviaria 
del doctor Fierro es de noviembre de 1930, la ley 11.308 que se 
ale^a, es de 1923. 

Por estos, concordantes con los fundamentos de ambas ins- 
tancias, se confirma la sentencia de fs. 97 en cuanto ha podido 
ser materia del recurso extraordinario. Notífíquese y devuélvan- 
se» debiendo reponerse el papel en el juzgado de origen . 

J. Fio t" ero a Alcorta. — Roberto 
Repetto. — R. Guido La valué. 
— Antonio Sacar* a. — Julián 
Pera. 



Doñtt Benedicta í>ora Flores, solicita su inscripción cu el padrón 
electoral de la Provincia de San Juan. Recurso de hecho, 

S lunario : i' Es indispensable que las acciones o recursos llama- 
dos a hacer efectiva la garantía de los derechos garantiza- 
dos por ta Constitución, se ejerciten en el modo y dentro 
de los términos señalados i»or las leyes de forma que son 
de orden público, y por lo tanto de estricta observancia . 

T Cuando el articulo 14 de la ley H+ 48 autoriza el re- 
curso extraordinario para ante la Curte Suprema de las sen- 
tencias definitivas pronunciadas por los Trilrtinales Superio- 
res de Provincia, alude inequívocamente a los organismos 
encargados de la administración de justicia y a los pleitos 
substanciados ante ellos, en que se haya puesto en cuestión 
la validez, prelación o inteligencia de alguna cláusula cons- 
titucional, tratado o ley del Congreso. 

3' Es irrevisible por el recurso extraordinario una re- 
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solución de una Junta Electoral (San Juan), que deniega a 
una señorita su inscripción en el padrón electoral respectivo. 

Caso : Lo exi>lícan las piezas siguientes : 



DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Bueno» Aires, octubre 29 de 1930. 

Suprema Corte : 

Aún cuando la recurrente manifiesta que interpone el re- 
curso de queja por apelación denegada contra la resolución dic- 
tada t*>r el Tribunal de San Juan, de la exposición que hace la 
misma recurrente y de los testimonios aprendo* a estas actua- 
ciones se desprende que la resolución que ha fiado motivo a la 
presente queja emana de la Junta Electoral de la expresada Pro- 
vincia, la que ha negado a la sefloríta Benita Dora Flores la 
inscripción en d padrón electoral respectivo. 

De esto surge que la queja deducida no es procedente, con- 
forme a lo que prescribe el artículo 14 de la ley W 48. Cuando 
dicho articulo autoriza el recurso de apelación para unte esta 
Corte Suprema de las sentencias definitivas pronunciadas por 
los Tribunales Superiores de Provincia, alude inequívcicamcnte 
a los organismos encargados de la administración de justicia y 
a los pleitos sustanciados ante los mismos en que se haya pues- 
to en cuestión la validez, prefación o inteligencia de alguna cláu- 
sula dé la Constitución Nacional, tratado o ley del Congreso. 

En el presente caso no lia existido ni se ha producido sen- 
tencia qt*e dé fin a una controversia, y tampoco ha intervenido 
im tribunal de justicia, proveniendo la resolución recurrida de 
la Junta Electoral encargada de preparar los registros (pie st-r- 
vinin para los actos electorales. Vale decir, que no se han ne- 
na lo los requisitos exigidos en el precepto legal antes citado, por 
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lo que 110 corresponde la jurisdiccióii de apelación establecida 
en el misma. 

Si la recurrente se consideró dañada en sus derechos por 
la resolución denegatoria dictada por la Junta Electoral, debió 
ocurrir a los tribunales de justicia competentes solicitando el re- 
conocimiento de esos derechos, y el proceso entablado con ese 
motivo, después de seguir sus tramites legales, llegan» hasta 
V. K. en el caso de haber lugar a ello, pero el recurso interpues- 
to directamente» con fmdndencia de los tribunales de justicia 
de orden jerárquico inferior, implica constituir una instancia 
única |>ara la resolución del reclamo, lo que contraría las reglas 
a que está suliordinado el conocimiento por parte de esta Corte 
Suprema de los pleitos seguidos ante los tribunales de provincia. 

Por lo exiwesto, crio que corresponde no hacer lugar al 
recurso deducido ante V, E. 

Horacio R. Larrcta. 



FALLO OK LA CORTE SUPREMA 

Bueno» Aire*, noviembre 7 de 1934. 

Autos y Vistos ¡ 

El recurso de hecho por denegación del extraordinario in- 
terpuesto l«>r doña Benita D, Flore* atitc la Junta Electoral de la 
Provincia de San Juan, sobre la solicitud de inscripción de la re- 
currente en el ladrón electoral de dicha provincia ; y 

Considerando: 

Que de acuerdo con lo que acreditan las constancias de au- 
tos, resulta que. determinada por la Junta Electoral de la Pro- 
vincia de San Juan la eliminación de las mujeres en la inscrii*- 
ción de los ladrones electorales, la recurrente solicitó ante la 
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misma Junta revocatoria de dicha resolución, fundando su de- 
recho a la inscripción y ai vote» en expresas disposiciones de la 
Constitución de aquel Estado, con invocación a la vez de los 
artículos 5. 33 y 105 de U Constitución Nacional ; y denegada la 
solicitud de revocatoria y el recurso extraordinario interpuesto 
contra esta última decisión de la Junto, se ha traído ante esta 
Corte el recurso de queja que se examina. 

Que según se advierte desde luego, y así se hace notar en 
el precedente dictamen, no hay en <4 caso un juicio o controver- 
sia substanciada y resuelta por sentencia de funcionario, Juez o 
Tribunal Judicial y en tales condiciones, la decisión de que se 
recurre está fuera de la órbita legal de la ablación extraordina- 
ria intentada que instituyen los artículos 14 de la ley 48 y 6* de 
la 4055. 

Que el antecedente de que el derecho sobre que versa la 
cuestión planteaila ante la Junta se haya fundado en la invoca- 
cíón de determinadas cláusulas constitucionales, no es bastante 
para determinar la procedencia del recurso, goliernado como está 
|x>r normas jurídicas y disposiciones procesales que no varían y 
se modifican según la naturaleza especial de las materias que le 
dan causa (Fallos: tomo 156. pág. 5>. I* protección de los de- 
rechos garantizados por ta Constitución corresixinde. sin duda, 
en último término a esta Corte. i*ro es indispensable que las ac- 
ciones o los recursos llamados a hacer efectiva la garantía a esos 
derechos se ejerciten en el modo y términos señalados por las 
leyes de forma que son de orden público y por lo taiit» de es- 
tricta observancia y de cumplimiento ineludible. ( Fallo* : trono 
155, pág. 356; tomo 148, pág. 215). 

Por estas consideraciones y los fumlamentos del dictamen 
del señor Procurador Genera!, se declara improcedente la que- 
ja. Xotiííquese y archívese. 

J. Ficueroa Alcorta. — R. Guido 

Lavalle. — Antón- lo S.v;a»sa, 

JruAN V. Pf.ra. 
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Do» redro A. Albcrti y don Eduardo L. Colambres, denuncia* 

defraudación aduanera. 

Sumario : l v Habiéndose declarado responsable uno de lo* pro- 
cesado» por defraudación aduanera, como presunto propie- 
tario de ta mercadería, implícitamente se absolvió al otro 
\yor lo que no procede la nulidad alegada por éste por falta 
de prtmunctamiento, tanto más, si ejerció ampliamente el de~ 
recho de defensa que consagra la Constitución Nacional y 
el Código de Proct-dirmentos ; no pudiendo tornarse tam- 
,kxo en cuenta otras causales de nulidad de la sentencia, 
no Iiechas valer a su tienu». 

>i Si bien la Aduana no puede pesquisar ni secuestrar 
las mercaderías incursas en defraudación una vez salidas 
de su jurisdicción, la justicia federal, ante la denuncia, pue- 
de y debe hacerlo. 

3' La liquidación de los derechos fiscales dclie hacerse 
sobre la base dd producido de las mercaderías en el públi- 
co remate correspondiente (artículo 170, decreto reglamen- 
tario de la ley 11.281). El producto del remate es la regla 
general consagrada en el articulo 60 para el caso de comiso, 
no existiendo razones que puedan justificar un criterio di- 
ferente, cuando la mercadería salió de la Aduana, pero fué 
reintegrada, por secuestro, por espontánea devolución de* 
interesado o de un tercero. 

4* Procede el recurso extraordinario, interpuesto res- 
pecto del carácter de un denunciante y de la imputación de 
los honorarios del Mmisterio Fiscal, sobre los bienes caídos 

en comiso. 

5» Las costas de un juicio de contrabando no deben de- 
traerse del valor de las mercaderías, sino pesar sobre el 
contrabandista . 

Cuso : Lo explican las piezas siguientes: 
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SENTENCIA DEL JUÜI KI-'HKKAL 

Rosario, Octubrv 23 de 1929. 

Autos y Vistos: 

1-a causa seguida sultfe infracción a la ley de Aduana, in- 
coada por denuncia de don Pedro A. Alberti y Eduardo L. 
Coiombres, Cimietida con ocasión de U introducción de treinta y 
siete cajones fie seda transportados por el vapor uruguayo "Ven- 
cedor" y manifestadas como tejido de algodón ; y 

Considerando: 

P Que se inicia el presente sumario en atención a la de- 
nuncia corriente a fs. 1 formulada por don Pedro A. AuVrti y 
en mérito a la indiscutida competencia del Justgado de acuerdo 
a lo estatuido por el artículo 3 V , inciso 3* de la ley 48, \*>r tra- 
tarse de la denuncia de un hecho delictuoso tendiente a la de- 
fraudación de las rentas fiscales. 

2* Qik sentada la innegable facultad, del suscripto para la 
instrucción del presente, del* establecerse si las mercaderías in- 
troducidas en infracción se encuentran identificadas. Practica- 
das las diligencias del secuestro y demás sumariales,, se ha cons- 
tatado de una manera evidente que los 37 cajones con tejidos de 
seda que fueron transportados |x»r el vapor uruguayo "Vence- 
dor" y desemlwrcados en este puerto son los mismos que el dea- 
fmcliantc de Aduana don Amiel Crawley solicitó a despacho en el 
parcial de importación 12.964, los cuales fueron remitidos a una 
casa de barrio Alherdi por el referido Crawley y de donde fueron 
secuestrados por el oficial de justicia en cumplimiento de la or- 
den emanada del Tribunal (ver acta de fs. 2 a 4) 29 cajones que 
en la verificación practicada por el proveyente y que dan cuenta 
las actuaciones de fs. 9 vta. a 15 y 21 a 26 de los cajones se* 
cnestrados se lia evidenciad" la identidad de aquéllos. 
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3" Que acreditada ta identidad de las mercaderías corres- 
]mníW. determinar previamente si con su introducción se vio- 
laron o no disposiciones de las ordenanzas de Aduana. Si co- 
menzamos por el permiso de importación redactado y presen- 
tado por Crawley obrante a fs, 16 cuya autenticidad se encuentra 
reconocida por éste a fs. 74, encontramos que se hace en él la 
declaración de que se trata de mercaderías denominadas tejidos 
de algodón y que en base a esta manifestación el Vista Luis Ro- 
dríguez dice haber constatado tejidos de igual dase. En estas 
condiciones la mercadería sale de la Aduana para ser dejiositada 
en la casa del barrio Atberdi de donde fuera secuestrada a raíz 
du la denuncia de fs. I, abonando la tasa impuesta para las mer- 
caderías de aquella calidad. 

4 tf Que consumado el hecho de este modo mediante la falsa 
manifestación, se produce un perjuicio directo al Fisco por cuan- 
to la importación de mercaderías de la calidad de las secuestra- 
das deben pagar la tasa de acuerdo con la partida N* 3052 (ver 
liquidación de fs. 26 vta.) ; resultando una diferencia entre lo 
alionado como tejido de algodón y la que realmente 1c corres- 
pondía de acuerdo a la partida antes mencionada, de más de un 
50 <;i del valor asignado a la mercadería, 

$* Que la ley 11.281 en su artículo oii establece "que las 
diferencias de especie y calidad a que se refieren los artículos 128, 
.152, 930. 1025 y 1036 y correlativos de las ordenanzas serán tra- 
tados dtstle la promulgación de esta ley con arreglo al valor de la 
mercadería exclusivamente aplicándose dobles derechos si esas 
diferencias r comentan basta el 50 % del valor asignado a las 
mercaderías en t i resjjectivo documento y comisándose si exceden 
de este 50 </l De acuerdo con la liquidación practicada por la 
Aduana corriente a fs. 26 vta., las mercaderías secuestradas han 
debido alionar la suma establecida en la misma, cantidad que ex- 
cede en más del 50 % de lo pagado, siendo en consecuencia de 
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aplicación la iienatidad estatuida en el articulo G6 de la citatla ley 
1 1 . 281 > es decir, la pena de comiso de las mercaderías cuestio- 
nadas. 

6 V Que para hacer efectiva la penalidad establecida por las 
( JO. de Aduana es necesario establecer quién es propietario de 
las mercaderías en infracción. Por documentación consular y 
aduanera es indudable que el propietario es R. B. Borzone, y esta 
presunción surge más evidente del hecho de ser el despachante 
Crawley quien formuló a su nombre los parciales de fs. 43 y 44. 
pidió y nbtuvtí el despacho a su nombre. Es infantil y no puede 
tomarse en cuenta la rectificación que hace posteriormente en su 
indagatoria pretendiendo que sea reconocido Gofií como dueño de 
dichas mercadería . Olvida Crawley que en su declaración de f s. 
74 manifiesta que Goñi le entregó la documentación y que con 
ella formuló el despacho a nombre de Borzone <fs. 43 y 44) . 

7* Que tanto la documentación consular como la aduanera 
hace plena fe respecto a la propiedad de las mercaderías y sus 
enttti iaciones no pueden ser destruidas con órnelas testimoniales ; 
no siendo admisible la pretensión de Gofii de que se le reconozca 
propietario acompañando planillas que nada significan por care- 
cer de todo valor proliatorio y con rectificaciones de Crawley. 
. testimonio único en este proceso al respecto. Debe decirse en con- 
secuencia, que en tales condiciones no ha variado la situación de 
Goñi que contempló ta Excma, Cámara al rechazar sus preten- 
siones de tenérsele por propietario. 

*f Que determinado entonces, quién es el propietario de las 
mercaderías en infracción como asi la penalidad que corres|*>ndi: 
¿*plicar t debe establecerse la situación legal de los denunciantes, 
presuntivamente reconocidos para intervenir en estos obrados. 
Al estudiar serenamente la situación de los denunciantes es indu- 
dable que Colomhres es el que de acuerdo con lo preceptuado por 
el artículo 75 de la ley ti .281, formalizó su denuncia por la vía 
establecida p>r aquélla, es decir, la hizo ante el Administrador de 
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la Aduana, requisito exigido a todas las persona* ajenas a la ad- 
ministración aduanera, bajo la sanción que en dicho artículo se 
establece. Es cierto que sin la denuncia de Alberti la de Colom- 
bios habría quedado sin efeeti virarse haciendo imposible para el 
Fisco el resarcimiento del perjuicio irrogado al percibir menos 
poicentajc en su renta. Es indudable que las razones de orden 
legal y moral que determinaron el pnwiunciamiento de fs. 313 del 
Juez doctor Saccone reconociendo mejor derecho a Eduardo L. 
Colombres sobre los pretendidos por Alberti subsisten en cun- 
eepto del suscripto. La resolución de la Kxcma Cámara revocan- 
do aquel pronunciamiento en lo que a este punto se refiere lo ha 
sido corno ella bien Id establece por ser prematuro (ver resolución 
aclaratoria de fs. 430) . 

9» Que al incautarse el Trilwnal de ta mercadería, solamen- 
te se ha realizado en el contenido de veintinueve cajones, siendo 
los ocho restantes despachados a Buenos Aires sin que a pesar de 
las diligencias efectuadas se haya obtenido su secuestro. Sin env 
ljargo. en esta circunstancia, la ley contempla el caso y responsa- 
biliza |>or lo fallante de la partida al propietario o consignatario, 
imponiéndole una iiena de $ 500 oro sellado por cajón (articulo 
59 ile la ley citada) . 

Por estas consitleraciones, fallo : condenando a R , U , Bor- 
zoue de acuerdo con el articulo 66 de la ley II .281 como autor 
de la infracción en su carácter de propietario introductor de las 
mercaderías, declarando el comiso de éstas y debiendo su impor- 
te — previo pago de los gastos y costas — , distribuirse entre el 
Fisco Nacional y el denunciante Eduardo L. Colambres cji la 
proporción establecida \*>r el articulo 60 de la ley antes mencio- 
nada. Imponer a R. B. Borzone la multa de quinientos pesos 
oro sellado ($ 500 n/s>, por cada cajón de los ocho que no pu- 
dieron ser habidos íart, 59 ley cH.). Insértese, hágase salier, re- 
ixmgasc, pagúense las costas dd juicio por R. B. Borzone, y las 
de la incidencia de mejor derecho de los denunciantes por su or- 
den . — /\ Mordílo Stiárcs. 
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SKNTI-NCÍA I>K I-A CÁMARA KKUKMAL 

Rosario, Mayo 7 de 1930. 

Vistos los autos Pedro A. Alt*rtt y Eduardo L. Columbres, 
denuncia infracción ky de Aduana (exp. 623-29 de entrada) : y 

Considerando: 

I " Oue d recurso de nulidad interpuesto |*>r el defensor del 
procesado Crawlcv se funda en varias causales tute han sido ya 
objeto de pronunciamiento anterior ñor esta Cámara, como lo 
hace notar el señor Fiscal doctor Juan Alvarcz en su meditado 
dictamen de fs. 5*M y siguientes, por lo rpie sólo resta tratar la 
cuestión referente a la falta de pronunciamiento del señor Juez 
a qm con respecto al procesado Crawley, la que no puede dar 
origen a la nulidad de la sentencia desde que es susceptible de re- 
pararse en esta instancia, dado el carácter del juicio y de la pena 
aplicada. 

T Que procede asimismo desechar el recursti de nulidad in- 
terpuesto |Htr la i «irte del señor AIUtIí fundado en h;il>erse omi- 
tido en la sentencia las conclusiones definitivas a que han llegado 
las panes en defensa de sus derechos: y en <pie el Juez habría 
prejuzgado sobre uno de los puntos que han sido objeto fiel falto. 

En cuanto al defecto de forma de la sentencia por la omisión 
aludida, caí» observar que si bien no constan expresamente las 
conclusiones a que se refiere el inc. .V del articulo 495 del Código 
de Procedimientos, surge sin embargo de sus términos que el Juez 
ha tt -nido en cuenta todas las circunstancias de hecho y de dere- 
cho referentes a la constatación y penalidad de la infracción co- 
metida. 

Además la omisión no afecta al apelante desde que el citado 
articulo se refiere a l:ts conclusiones de la acusación y de la de- 
fensíi. y el señor Alberti sólo interviene en este juicio como pre- 



DE JUSTICIA DE i„\ NACIÓN 



simto denunciante i* aprehensor, y agirle de ello nn ge trata de 
una violación o formas esenciales del procedimiento. 

La segunda cuestión referente a la recusación tlel Juez ha 
sido ohjein de pronunciamiento en primera instancia y el recu- 
rrente consintió el auto denegatorio de los recursos tic re|ic lición 
y aiK-lación, no procediendo en consecuencia este nuevo recurso 
que se intenta —véanse fs. 426 vta. y exp. A. N* 121 agregado 
t*>r cuerda floja. 

3* Que esta Cámara lia resuelto en el tallo obrante a fs. 417 
ríe estos autos que el responsable de la infracción cometida es 
el despachante de Aduana Amiel Crawley. Su intervención direc- 
ta al presentar el iiedklo de despacho con la falsa manifestación 
y la circunstancia de ser el jtortador del amocimiento endosado en 
Ida tico, lo hace per si ma luiente res|)onsal>Ie y dehe ser considera- 
do ante la Aduana como dueño de la mercadería, de acuerdo con 
la constante jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia ( véa- 
se Fallos, tomo 30, pág. 5 lo; tomo 49. pág. 508; tomo 51. pág. 
25 y de otros Tribunales Cámara Federal ée la Capital.yGafceta 
del Foro". Junio 14 de fflk P%««a 280: Septiembre 2ó de 1025. 
página 275. 

4*>' Que delu 1 ser reconocido como denunciante t i Cónsul Ge- 
neral de la República en Montevideo, .señor Eduardo L. Colom- 
bres en vista de su denuncia de íeclui 5 de Noviembre de 1928 
presentada afl señor Administrador de la Aduana local. Si bien 
es cierto t|ue ella no resultó eficaz, i*tr una serie de circunstan- 
cias que ponen de manifiesto una intervención dolosa por parte 
de los funcionarios encargados de velar por el cumplimiento de 
las disfxisiciones aduaneras, y los cuales se encuentran proce- 
sados |K>r resolución de esta Cámara, no por ello se la delw con- 
siderar como inexistente, 

I-a documentación agregada a estos autos por intermedio 
del Ministerio de Relaciones Exhriorcs f fs. 78 a 97) y la de- 
claración del ex Administrador de Aduana señor Ctuz, eviden- 
cian que fué presentada oportunamente y con anterioridad a la 
obrante a fs. 1 suscripta por ti señor Pedro Agustín Alherti. 
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liustaria ante las normas leales esta circunstancia, para 
reconocer al señor Colomhres los derechos emergentes de la prio- 
ridad de la denuncia, jaro existen también en autos numerosas 
probanzas que autorizan a desechar en absoluto por razones le- 
gales y morales la presentada por el sentir Albcrti. Constan en 
ellas en la seatentíl del doctor Santos J . Saccone de fecha 19 
de Febrero de 1929 y en el voto del Camarista integrante doctor 
Fermín Lejanía de fs. 419 a 421. las que se dan por repro- 
ducidas. 

Se lia objetada la denuncia del señor Columbres diciendo 
que ? s ¿¿Ib un parte preventivo y que nuestra legislación de Adua- 



Kn n alijad no existe ninguna disposición terminante al respecto, 
y \»*r otra parte es de hacer notar en este caso que la denuncia 
aludida ai lemas de reunir las condiciones ex i j idas en el artículo 
75 de la ley 11 .281 cuando son personas ajenas a la administra- 
ción aduanera, la* que las formulan, se refiere también a hechos 
consumados — preparatorios de la infracción cuya veracidad que- 
dó de manifiesto posteriormente y que si bien no son punibles, 
pindén dar margen a una denuncia. 

Seria en consecuencia completamente in juste > quitar los be- 
neficios de la denuncia al señor Colombrcs. quien resultaría en 
esta forma una víctima de los manejos delictuosos antedichos, 
dándose lugar a <|ue en lo sucesivo pudieran realizarse actos Si- 
milares en grave desmedro de la seriedad y corrección que debia 
caracterizar a los empleados de la administración pública. 

5- Qw las prescripciones legales referentes a la forma tu 
que debe hacerse la distribución de los comisos son perfectamente 
claras y no dan lugar a dudas sobre su interpretación. 

i'omi- norma general déla' aplicarse la disposición de los ar- 
ticulas 1029 y 1030 de las ordenanzas y sólo en el caso de comiso 
fie mercaderías que deln'n pagar más de un 50 * i de derechos, 
la del artículo (*) de la ley de Aduana. 
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Kn este caso la mercadería nu alcanza a pagar t i 50 ' i de 
derechos como lo hace notar ti señor fiscal de Cámara a ís. ?N0 
de>de que los tejidos de seda pagan el 40 'í de fm|Hirt:LC¡ón, 7 *í 
adicional y tres |Kir mil de estadística, o st*a el 47.. 1 t>or ciento, 
f véase liquidación de fs. 2(\ primer cuerpo) . 

En consecuencia y recom riéndose |«or esta sentencia el ca- 
rácter de denunciante al señor Kdnardo L. Colomlires correspon- 
de que previo |«igo de los derechos, gastos y costas se le haga 
entrega íntegra del rttnaucnte (articuló 10.10 de las ordenanza* i . 

La liquidación tic los derechos dclierá efectuarse de acuerdo 
con el articulo 170 de la reglamentación de la lev de Aduana que 
establece que ios derechos que del mi satisfacer las mercaderías 
caídas en comiso se liquidarán con arreglo al producto liquido de 
su venta en remale público, lo «pie no está en contradicción cotí 
lo dispuesto en el articulo ó7 de la ley N* f 11 .2KI que se refiere 
al caso de mercaderías comisadas; pero no secuestradas, y a las 
que ia Aduana puede por medio de documentos u otras constan- 
tías determinar su valor y calidad, (^véase líasaldúa "Legislación 
Renal Aduanera", pagina 42). 

(¿i (Jue tamliién corresponde deducir del producto del comi- 
si» las costas judiciales. 

Kn eíteto, el artículo 1030 de las ordenanzas que determina 
la forma en que debe hacerse la liquidación refiriéndose a los ca- 
sos de actuación administrativa, tlíce que se deducirá del produe- 
la a entrecrié a los denunciantes <i aprchensores los derechos y 
los fistos que se ocasionaren . 

N'ada más lógico, pues, que en los casos de intervención ju- 
dicial se delm lauihiéu de acuerdo a la citada disiiosición deducir 
Iris gastos judiciales, ts decir, el sellado, las costas y demás que se 
hubieren producido. 

E! representante del señor Colombres al afirmar que seria 
injusto que se le obligara a cargar con costas ajenas a pesar «le 
Itahtr triunfad" ni el juicio, parte de una liase falsa. 
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En primer lu¿ar no es la i»arte triunfante del juicio, unes 
es el Procurador Fiscal que en representación del Fisco Na- 
cional ha intervenido en toda la secuela del juicio sol ¡citando las 
medidas convenientes y eonstatatorias de la infracción y acu- 
sando 01 «orí unamente, quien ha obtenido la resolución conde- 
natoria. Tan es así (me si esta Cámara p la Suprema Corte no 
reconociera l<>- derechos de denunciante al señor Colombres no 
por ello dejaría de subsistir la condena pronunciada. 

Xo es tampoco el denunciante quien carga con los gastos 

del juicio, él sólo tiene derecho a un remanente previas las de- 
ducciones legales. 

Por otra parte es de hacer notar £ue no pueden aplicarse en 
este caso los conceptos generales de derecho referente a las cos- 
ta^ por el carácter especial de la legislación aduanera y de la 
pena de comiso. ¿ 

Esta pena, como dice e1 doctor liasaldúa en Su conocido libro 
sobre "Legislación Penal Aduanera" (pág. 39), es de carácter 
impersonal, elia va en cierto tundo dirigida contra la mercadería 
aún cuando detrás de -lia se oculte el agente res |>on sable, es dc- 
eir, que e* la mercaileria penada la que responde en primer lu- 
gar ;i ios derechos, gastos y costas judiciales que se ocasionen. 

La Cámara Federal de la Capital en uno de sus últimos fa- 
llos fié fecha 22 de Xovi'-mbn- de l*'*'. causa Emilio Sfeir y 
..lio-, por contrabando, ha llegado a Í#jJtfeSs conclusiones, con 
n>p.rio a la furnia en ijiie dcUr. alionarle lo* honorarios que se 
n guien a los: proal radores fiscales en los juicios aduaneros, 

¿u cuanto al derecho de los procuradores fiscales a per- 
eib.r honorarios se encuentra legislado en forma intergi ver sable 
ce J articulo 78 de la ley de Aduana. 

IV tanto y fundamentos de los considerandos R 2', 3* 
4? y 9" de la semencia apelada se resuelve: confirmar en lo prin- 
cipal la sentencia de fecha 23 de Octubre de 1929 declarándose 
responsable de ta infracción cometida al despachante de Aduana 
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señor Amiel Crawley y caídas en comiso las mercaderías stcues- 
t ra' las, cutí costas . 

Prnccrfase a ta liquidación de los derechos de acuerdo con 
las conclusiones de esta sentencia y previo pago de los mismos, 
gastos y costas entreviese el remanente al denunciante señor 
Kduardo L. Columbres. 

Se impone también al mencionado Amiel Crawley una mul- 
ta de quinientos pisos oro sofodo |>or cada cajón do los ocho 
que no pudieron ser habidos (art. 5<>, ley de Aduana). 

Kas costas de la incidencia de mejor derecho entre los de- 
nunciantes i*>r su urden. — Hcuujno T. Martines — Carlos M. 
Avila (en disidencia |)íircial y seyún su voto). — Ccrarth Cos~ 
taníi (en disidencia parcial según su voto). 



Vista la causa "Pedro A, Alhcrti y Eduardo L. Colambres 
— denuncia infracción ley de Aduana" (exp. S" 623/29 de en- 
trada). 

Y Considerando : En cuanto al recurso de nulidad : 

l - Que los motivos invocados por el defensor de Amiel Craw- 
ley. no afectan las formas substancíales de la sentencia, las que 
lian sidu observadas en la de fs. 558, y se refieren en 
termino, a la omisión de una declaración con respecto a su ] la- 
trocinado, que entiende ha debido hacerse ctmio consecuencia de 
la misma sentencia, la que ha podido pedir se subsanara dentro 
de la instancia por vía de aclaratoria, y no lo ha hecho, y es ade- 
más susceptible de subsanarse tu esta instancia en caso de ser 
procedente, mediante el recurso de ablación, del que se tratara 
en seguida ; y en segundo lugar, a la formación de un doble pro- 
ceso, según él. l wra IWSM el mismo hecho, lo que es inexacto, ya 
que e! uno se refiere a la infracción o delito especial, aduanero, 
cometido con la falsa manifestación que motiva estos obrados, y 
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doctor Carlos \L Avila 
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el otro ;il delito, o detitos nmiitiie*. n«e st* imputan o dicen co- 
melidos pir los empleados dt la Aduana i'ti el desempeño de su* 
funciones, cuya i nvest ilación requiere, indudablemente, un trá- 
mite más amplio, en atención ;l lo míe — y en mérito de fe dis- 
puoto en et art. 5$ de la ley X" I USt. que lo autoriza. ptjfiJbCfíor 
a Jos faltos de la Suprema Ctltíe citados |>or el ajietantc — se 
( rdeno en resolución wmtt temada ]*>r es|a Cámara a fs. 41/ la 
formación de procedo por reparado en relación a aquéllos, 

(Jue los invocados por et representante del denunciante 
iVdro Agustín AJÍ urt i. no so refieren a la cuestión 'le fundo del 
procese, sino ¡i la de mejor derecho que sostiene con el señor 
Kduardo ],. Culombres. para ser declarado adjudicatario de |*ar- 
ti del comiso v multa que la semencia resuelve imixmer en el ca- 
sy, cuestión accesoria míe no aun >r i/a la declaración ele nulidad 
en lo principal, y que lia sido ampliamente discutida por !as par- 
tes v resuelta eu términos que autori/au su revisión, mas no asi 
l:t declaración fie nulidad solieiiada. El prejuze. amiento que al 
respefetu se atribuye al "a quo", tío exsite tantico, como se dcs- 
pn nde de lo** misinos términos de! considerando citado para finí- 
■ hirió, 10 que aluden di rectamente a una resolución anterior dic- 
tada eii -iipU-iieia |Mir otro magistrado. 

Kn cuanto al recurso ile ap< laeióii : 

3* < Hte et proceso de que dan cuenta estas actuaciones se lia 
iniciado o 'ii ta denuncia de tV 1. formulada por Pedro Agustín 
Attn-rii. en la cititc éste *xpresa haber sido llevado a la casa de 
Abraham lladou. domiciliado cu calle 9 de Julio número 4?1i 
(barrio Alherdi i un cargamento de <eda entrado d esta ciudail 
sin alionar los derechos onTOspoudienus. y solicita el *ecne- 
tro de dicha mercadería. 

4 1 - 1 Habiendo adherido a ella el >cñor IWurador FUal, el 
Juzgad.- resolvió aceptarla y darle tramite, ordenando se eoustb 
tu vera el oficial de jiwicin en el domicilio indicado y procediera 
al secuestro de la mercadería denunciada, labrando acta y depo- 
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sitándola ni podi*r de ptT>oita de ti .-onneida solvencia, íaeultán- 
dolo al efecto para allanar domicilio y hacer uso tic la tuerza pú- 
blica tn caso necesario. 

5" Dando cumplimiento al expresado mandamiento, el oficial 
de justicia, acompañado por d nombrado IYdm Agustín Albt-rti, 
se ci instituyó al domicilio hulíc;i<U( y procedió :il secuestro de 2* 
cajones cotí géneros de setta de buena calidad, cuyos pesos se de- 
tallan en ti acta respetiva. !"*> que -e encontraban en una pieza 
de la casa mencionada en la denuncia. que m dijo alquilada a 
Teodoro Mustio y por éüte o su esposa a Juan (¡oñi. y fueron 
depositado- en íKwler de José Más (fs. 2 a 4). 

j§? Con otos antecedentes, ti jue/> de acuerdo a lo dispuesto 
en los arts. W) y 17S del ('¿digo de l Wedimeintos en lo Crimi- 
nal, dispuso la formación del sumario [endiente a esclarecer il 
hct¿ho denunciado, y con tal fin. ipie se oficiara a la Aduana, 
solicitando los i n í onues. antecedentes y documentos del caso. Al 
misino tiempo, y por pedido fiscal, ordenó d traslado de la mer- 
cadela secuestrada a los delitos de aquella rqiartieión, en la 
fünna indicada jtor dicho Ministerio, esto es. por el personal y 
con los elemento* dé la Su h- Prefectura, debiendo practicarse a 
su recibo un inventario detallado de ella ( fs, $ y vta.). 

7? Kn esta situación recibióse del Cónsul General en Mon- 
tevideo, don Eduardo I.. Colombrcs. el telegrama oficial de ís. 
6, por ti ipie se vino en conocimiento que la mercadería denunciada 
en infracción a la renta, es parte de un cargamento de S? cajones, 
conducidos por el va|>or uruguayo Vtuccdor, en manifiesto le- 
galizado liajo el tte orden 12,552, viaje N" 1. el que habia 
stdp denunciador con anterior idad. cernió posible contral jando* a! 
Administrador de Aduana don José María Cruz, i>or el expresado 
Cónsul, según eomproljantes que decía elevar y que lo fueron des- 
pués, por intermedio del Ministerio de Relaciono Exteriores, 
los que corren tic fs. 79 a % fie los autos. 
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p lh la ¡mitigación rtetltHi&p con respecto q los opfco ca- 
jums que falta para completar el cargamento mencionado, se 
desprende que fueron ellos, vero*! mi luiente, trasportados ]>or vía 
del l'crrocarril Central Argentino a Buenos Aires. ]>nr 4 Miji-to 
( ¡sear (¡óme*. hermano de Trican — el jefe de Mimarlos de la 
Ai huí ta a quien la esposa de Museto sindica como verdadero 
contratante, a nombre tic Juan («mi, de la pieza donde fueron 
encontrado- los Otros 20 cajones. De tila resulta, en efecto, qtie 
tíst^r consignó a ñétnhrc y domicilio supuestos, con el destino 
antedicho, nua finida igual, de ocho cajones, los que fueron 
retirad.^ inmcdiatauKnte de su llegada, y que no ha sabido dar 
implicación satisfactoria del hecho ni ha Unido con la empresa 
portadora, el ni su hermano Tristáu. otras relaciones comerciales 
como tardador, fuera de la indicada. 

9" One de la confrontación de marcas y números de los ca- 
jones secuestrado*, con los documentos muñidos por la Aduana 
y p*>r el Cónsul Colomhres, relativos al cargamento traído |x>r el 
vapor Vencedor, y del inventario y esamen detallado de su con- 
tenido, verificado por los empleados de dicha rei>artición en el 
acto del recibo de los cajones, en cumplimiento de lo ordenado por 
el lujado, resulta que la mercadería denunciada, es la misma 
¿|Uc había sido manifestada como tejidos de algodón i>or e! des- 
pachante Amicl Crawley, en el pedido de despacho directo que 
t orre agiotó a fs. 4& y 44, el que ha sido debidamente recono- 
cido por su signatario. 

tff! M delito adunen i. definido y pinado por los arts. 1025 
y 10*j de las ordenanzas y fti de ta ley X- 11.281, esta. pues. ,*r- 
tceíanunte caracterizado y eompro1*do, ya que, según se des- 
prende de la liquidación efectuada por la Aduana de fs. 26 vta. 
a 27. la falsa manifestación de] contenido de los mencionados 
cajones, ha tenido por fin y efecto, disminuir, indebidamente, 
la renta Íi>ca1 en ¡mis de un 50 ' * <ie1 valor asignado a la mer- 
cadería solicitada a despacho. 
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11" Que está coiiiproliaefo asimismo, cttit tó mencionada do- 
cumentación, qtic él autor responsable fiel fraude a ta renta, tío 
es otro <|uc ct disidíante Amiel Crawlcy. quien presentó a la 
MüátB el peáMli de ífespadio con la falsa manifestación. de 
referencia, al que se le ha dado en el proceso la intervem ión 
corres|H.udicnte. por restitución de esta Cámara, corriente de fs. 
417 a 4IH vía., habiendo éste efectuado sil defensa om toda am- 
y aiK'ladti de la sentencia del Inferior, a la vez que expire- 
en 




1 >' Qm líi designación de defensor de K. B. Hor/oue. efec- 
tuada en la jjersmia del señor defensor general, bien que innece- 
saria, como la comli na impuesta al misino, por tratarse de mía 
persona que no lia intervenido para nada cu el hecho motivo del 
proceso, y que es más bien un personaje figurado, según el propio 
Crawlcy; debiendo considerarse la mercadería suficientemente re- 
presentada por el despachante ]>ara todos los efectos aduaneros 
de orden legal — en nada ha disminuido ni menos perjudicado 
la defensa de esta ni de Crawlcy, ejercitada en la forma amplia 
que se acaba de mencionar, 

13' <Jue la l>ena de comiso y multa que corresponde aplicar al 
caso, de conformidad a 1» dispuesto en los arts. 59 y (*> de la ley 
Y 11.2.S!. ha de entenderse sin perjuicio de la condenación en 
costas, que |>or im|Krio del art 144 del Código de IWedúnien- 
tos en lo Criminal, debe imponerse accesoriamente at vencido, 
debiendo efectuarse la liquidación con arreglo a lo dispuesto en 
el art. oO de la citada ley o 1029 de las ordenanzas en su caso, 
según el valor del aforo, y siendo los gastos de venta de la mer- 
cadería, los únicos que deben descontarse del importe de ésta, 
no solamente porque sólo a ellos hacen referencia las mencio- 
nadas disposiciones, sino porque de otra manera dejaría de ser 
el comiso aplicable al Fisco y a los denunciantes o aprehensores 
exclusivamente, como es el propósito claro de la ley, para res- 
ponder, también, a las costas generales del proceso, no obstante 
la disposición terminante del art. 144 del Código de l'roccdi- 
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rmnitiis a que antes se lia hecho referencia y la muy expresa y 
concordante del art. 7S de la misma ley 11. ¿SI, según ta cual. CU 
los casos de contratando e infracciones aduaneras, "cuando sus 
atltOfCs fueren condenados en costas", los procuradores fiscales 
tendrán derecho a percibir tos honorarios que les sean recula- 
do-, con arreglo a la ley: disposición (pie indica con perfecta cla- 
ridad a cargo de quien dehen ser lus cosías y el alcance de la con- 
denación que corresponde hacer ni el caso. 

14' Finalmente, en cuanto al mejor derecho que dispulan eti- 
irc ^i. e! I Ynisní t u Montevideo, don Kduardo L. Columbres y 
lVdro Agustín Mltrrii. para ser declarados twuef ¡ciarios de la 
mitad del valor del comiso y multa, cahe observar to siguiente: 

ai Ouc la denuncia de Alherti es la «pie ha dado origen al 
proceso y la única que ha sido tramitada, siendo en su ju/gamietv< 
{6 que "V dicta sentencia en estos autos: 

lii íHu- habiendo salido ta mercadería de la Aduana cuando 
m- tuvo noticia fiel fraude, no correspondía su presentación al 
Administrador, quien caricia ya de jurisdicción sobre ella, sino 
al Juzgado Kcderal de Sección en turno, comu se ha hecho, y es 
inaplicable ;i| caso. por consiguiente, la disposición del art. 75 de 
la ley de Aduana en que el Inferior funda su resolución al res- 
pecto; 

é) (Jue sin la denuncia de Alherti tiü se habría llegado al 
. <iiini itun iit<< del írautle ni a !:t aprehensión de la mercadería ni 

cuestión : 

d ) <Jtn- -i (lien piulo sospecharse en un principio, la ixis- 
tcneia de cierta connivencia entre Atherli y los empleados de 
Vduana. para hurlar tu- dertchos que invoca t olomhrcs como 
denunciante, en virtud de su> reticencias en manifestar cómo lle- 
«jó a coiiocimiento fiel hecho y del parentesco de su s«h;Ío o n «tu- 
pa fu ro ib taller con el Sltd -administrador de la Aduana, esa con- 
nivencia n* i se ha pro! «ido en el curso del proceso ni es dable 
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tenerla \*>r existente por sólo los motivos enunciados, los que no 
la inducen necesariamente ; 

v) Otte esta Cámara tiene resuelto en im caso análogo, que 
se rcííístr:i en el tomo 1.15. paj?. de 1,,s f;il,,,s 4 e la Suprema 
Corte (denuncia de Sánchez líoado contra é Ferrocarril de Ro- 
sario a Mendoza k míe la denuncia mediante la cual se inicia y 
tramita el proceso, tiene preferencia sohre la que no ha llegado 
a actualizarse. aunque haya ocurrido ello ¡n>r Cñlpa o deficiencia 
de orden administrativo; 

í \ Que la nota de Columbres al Administrador de Aduana de 
Rosario, de fecha 5 de noviembre fie 1928. es anterior al fraude 
que motiva el proceso, dado que el pedido de desdicho con la 
falsa manif estación mediante la que fué cometido, se presentó 
recién en 19 del mismo mes y afín, vale decir. 14 días después, 
pnr lo que no puede ser considerada como "parte" o denuncia 
formal del hecho, sino como "sospecha" anticipada de que ha- 
bría de cometerse o intentare a lo menos; 

g i fjue según lo expresa el misino Cnlombre* en la nota 
de referencia, tiene ella por ohjeto. de su parte, "cumplir con el 
ilrhcr de informar al Administrador fie Aduana, respecto de la 
demoma presentada ante el funcionario encardado de la sección 
N'a ecuación del C onsulado < ¡encral a su cargo, y i¡m° w rspecifiea 
cu la artitucitUt tfite m ompaña ' . actuación que consiste en la nota 
sobre el posible contrallando, elevada a su vez al mimbrado Cón- 
sul, por il Cónsul auxiliar Juan \\. Lemoine. a quien, en el me- 
jor fie los casos, correspondería el rol de denunciante pretendido 
por Cilomlires. siéndole aplicable la disposición del art. 
de tas ordenanzas jior la Índole de las funciones y su relación 
con el ppK-cdimiciUo aduanero; 

h i Oue el expresado Limóme no se lia ajier sonado a los ;ni- 
los. ni apare "e haber con fíat lo su represt litación o cedido sus de- 
rechos de denunciante a Cohmlires. 
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Pnr éstas eonsileraciones. se revoca la sentencia ai «latí» en 
cuanto condena a R. i*. Uorzone a las penas de comiso de la 
mercadería secuestrada y multa <tó quinientos pesos dto |Kir cada 
uno • le lo> «ichci cajones í|ue íalum i»ara completar el total de 
la partida solicitad;» a despacho ni el documento de fs. 43 a 44, 
tas que se tintinen al despichante A miel Crawley. como autor 
dd fraude a la rema de Aduana que motiva el proceso y repre- 
sentante k-tfil de la mcrcaderia en infracción, declarándose a 
su earj»o, además, las costas procesales ; se la revoca asimismo, en 
cuanto diseñe fpie las efvstas sean descontadas del importe del 
comiso, debiendo precederse al ripéelo cflíl arreglo a lo esta- 
blecido en el considerando W, y en cuanto rceonoee el mejor 
derecho de Colambres &MÜ denunciante declarándose que co- 
rresfHinde ser tenido en tal carácter a Pedro Agustín AuV-rti. a 
ipiien & adjudica la mitad del valor del comiso y de la multa 
aplicadas, de conformidad a ta dispuesto en el art. (0 de la ley 
.V 1 1.JK1 ; siendo en el orden causado las costas de la incidencia 
entre los dOS úl limos nombrados, atento la naturaleza de ta cues- 
tiiin debatida entre amlK>s y las circunstancia* de la causa. — Car- 
los M. Avila. 



{'oto y disiftettefo jpititM <tcl sríwv tfewí 
(fot'lúr Gtntntv {'ttsttwti 

Adliieival voto del ^fior Préndenle doctor Henígno T. Mar- 
tines, cotí ta ampliación de fundamentos y difidencia parcial que 
expreso a continuación : 

a)" (Jue en que si; refiere a las nulidades de la sentencia 
de primera instancia de fs. 558 a IfíO vuelta, que se invocan por 
.pu lian interpuesto il recurso de nulidad contra el fallo ex- 
presado, don Pedro A. AuVrti y don Aniíel Crawley. en cuanto 
¡duden a violaciones u Ofi|i$iones de furnias Mth.sUineiulcs del jui- 
cio, luciéndolas derivar de la inobservancia de las norma* pres- 
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criptas |mr el Código iK- lYncedim¡enio> en materia tViminal. 
npartc de lo expuesto en los considerandos 1 <J y 2" del voto a 
que adhiero y tos considerandos 1- y 2» del yotq del ?ocal 
( loen ir Avila que acepto en este punto, caite i ibservar «üe Wi es 
(^íhfe tam ( K>eo admitir tales nulidades, porque en el présenle 
cas» se trata dé inf radiums puramente administrativas en ma- 
teria 'le Aduana y no tú- ningún proceso en que se persea fe 
imposición de penas \W 4eíií0S del derecho común. Se tía op- 
tado por el señor Juez "a <juo" l^r una forma de procedimiento 
que es la más amplia para la substanciación de la causa, pero si» 
que puedan aplieársele las nulidades que aun existiendo sólo re- 
dirían en materia criminal. lV»r cito, se rechazan los recursos de 
nulidad interpuestos. De acuerda con estas mismas considera- 
dones» corresponde rechazar y se rechazan también las nulidades 
invocadas j»or la iniciación de un proceso aparte contra los em- 
pelados de Aduana que acrecieran complicados en la infracción 
aduanera a que se refiere esta causa y cuyo procesamiento corres- 
pondiese por los delitos comunes en que pudieran halwr incurrid" *. 

10 Que respicto al pago de 1<is honorarios de los agentes 
fiscales y del Fiscal de Cámara que han intervenido en esta 
causa, es indiscutible el derecho que les asiste jiara percibirlos, 
ya que Amiel Crawley, en la sentencia que se dicta es declarado 
res|ionsable de la infracción aduanera y se le condena en costas, 
correspondiendo en consecuencia aplicar el art. 7S de la ley na- 
cional Ñ* U.2S!, Cal*, sin embargo, observar <|ue es el señor 
Amiel Crawley el directamente obligado al pago de esos hono- 
rarios di los procuradores fiscales, ;>ero invocándose pfir éstos 
su derecho preferente para percibirlos del producido del comiso 
por ser gastos de justicia y en atención a que el Ministerio! Fis- 
cal es parte csmcial en estos prmedimientos sin cuya interven- 
ción la causa no se habría substanciado ni el denunciante 1-lduardo 
L. Colombres habría obtenido la sentencia que le beneficia re- 
conociéndole los derechos que reclama, se resuelve y declara que 
los procuradores fiscales tienen derecho preferente a cobrar los 
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n.mnrarios que en deíinitivji s<! Ies reifuUn del remanente del co- 
miso que pertenezca al señor Cotomhre* utia vez alionados los 
derechos fiscales y ¡jastos a que se refiere el art. 102*) de las or~ 
denanzas do Aduana, i>ero quedando subrogado el señor Golont- 
bres ein el crédito a que ascienden dichos honorarios para re- 
clamarlo del señor A miel Crawley. a mérito <le lo dispuesto en 
el art. ¡UCÍSO 1" del Coligo Civil, ya que la imi* lición de 
epstás ai declarado responsable de la infracción aduanera delie 
nestr sobre é>U" v nn sobre el denunciante a quien por ley eo- 
rre-pniide et remanente del comiso y la mitad de la pem ]m- 
cu nía ría impuesta por los odio cájotics cuyo secuestro un pudo 
uliienerse. — Gerardo Cnstanti. 



FALLO HE LA CORTE STPREM A 

Iludios Airts, Wníemhrc IJ de lí'JO. 

Y Vi>los: 1.a causa pur defraudación aduanera entura Amiel 
Crawley. venida de la Cámara Federal de Apelación de Rosario 
por 1«» muráis ordinarios tle nulidad y apelación interpuestos 
por el procesado: de apelación por el Minísteriri Fiscal y H de- 
uuncí;mte Kduardo Coíntnbres y el extraordinario del art. 14 
ele la lev 4S por el mi>mo denunciante y el señor IVdm A. Al- 
berti que invoca igual calidad; y 

Considerando : 

Kn cuanto a la nulidad : 

I.;-, huida el procesado Crawles en: al que el Juez Federal, 
al fallar la cansí a í>. 35X, im se prenunció a su re^Klto. no 
el islán li haberse 

tiictaílo* en su contra, el auto de pmce.saiuíento 
que lo sotUetSa a las contingencias del juicio : 1 ■ > que no obstante 
*ir la base de la causa una defraudación aduanera en los dere- 
chos Se imiHirtaciÓn, et señor Juez, al aceptar el defensor pro- 
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1 mosto. le hi*» «iIht míe lo procesaba por infracción a (os arts. 
(✓hS y 1027 de lns ordenanzas de Aduana, el primero de los cua- 
les, se refiere a las operaciones tle exjwrtaciún y el secundo a las 
responsabilidades de los come reíanles, íí»i)ricaiiies. consignata- 
rios, etc.. jtor los hechos de sus empleados, dependientes, etc.; 
e> que el Juez, le negó |>ersiiueria jiara defender la mercadería 
secuestrada, tft> obstante lo dispuesto por el art. Í050 de las 
ordenanzas de Aduana : (l) que el Juez no le corrió traslado de 
la acusación fiscal, y si sólu una vista tpie evacuó sin conocer 
bien la significación de las contradictorias actitudes del ¿tugado, 
TihI». ellu importa, en concepto del procesado, la privación de una 
instancia, la violación de) arr, 495 del OgidJgp ele Procedimientos 
en Materia Criminal, y del derecho de defensa que garantiza el 
art. 1K de la Constitución Nacional; pero la Cámara Federal, 
después de d< clarar que la falla de pronunciamiento en primera 
instancia era susceptible de remirarse en segunda, no tomó en 
cuenta las demás causales de nulidad y falló condenándolo. 

Desde luego, se advierte que el procesado se refiere a cau- 
sas de nulidad que no planteó en la estación oportuna, es decir, 
a! fundar aiile la Cámara l'ederal. el rccnr>u de nulidad contra 
el fallo di primera instancia. Kn efecto, en el escrito de expresión 
de agravios — fs. 573 — , sólo se refiere a ta falta tle pronun- 
ciamiento sobre Crawley efl dicho fallo y a! desdoblamiento riel 
asnino r¡tu motiva este juicio en dos procesos: el "suh-litc y el 
segundo contra 1o> funcionarios y empleados de Aduana compro- 
metidos por complicidad o negligencia ; y. como sobre la sen- 
tencia d< la Cámara ninguna cau>al de nulidad se arguye en esta 
instancia, ni nuuciona tampoco la del desdoblamiento phícesal. 
corresponde sólo el examen de la falta de pronunciamiento en 
cuanto a Crawley en el fallo de primera instancia; pero si se 
advierte míe, a pesar de dicha omisión, el aludido recurrió de la 
lenu ueia. expresó agravios, analizó ampliamente sus consideran- 
dos y conclusiones; y que al declarar responsable al señor R. It. 
líorzone de la defraudación, como presunto propietario de las 
mercaderías, implícitamente absolvía a Crawley; 4|ue durante el 
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curso (Id proceso en primera instancia, este último tuvo inter- 
vención amplia, presentando álcali >s que implicaban el ejercicio 
.leí derecho de defensa que consagra lí* Constitución Nacional y 
el Código de Procedimientos (ver fs, 454. 458. 47¿ y 499); y 
que. f inclínenle, la t ámara Federal, considerando cuín» absuelto 
a Crawícy, examinó debidamente las defensas aducida?. por éste 
(fs. ó3Kk se concluye que no hay violación de forma* substan- 
ciales del proceso del falto que justifiquen la nulidad confor- 
me a lo que preceptúa el art. 50*) del Procedimiento Criminal. 

En ¡ítíatito a la apelación ordinaria: 

B\ apelan ti y procesado Crawley. para fundar la aviato- 
ria, que perqué del fallo recurrido. invoca — entre otros pre- 
cepto legales — lus arts. 434 y 1033 de las Ordenanzas de Adua- 
na según los cuáles "No ladran ni la Aduana ni el comerciante 
nrlamar contra la clasificación de l« ^ artículos después de salir 
estos de la Aduana, debiendo satisfacer al Pisco los empleados 
míe hayan intervenido en la clasificación, las cantidades que por 
culi* suya, haya dejado ele ptreihir" {434| y "Los unpleadn* de 
Aduana no podrán hacer pesquisas en casas particulares que no 
sean delitos con él pretexto de perseguir y aprehetider merca- 
derías llevadas allí en fraude o contravención a los reglamentos 
,1c Aduana, a nunos que sea el caso especial de ir en seguimiento 
de defraudadiires en íui;a. en que podrán hacer las pesquisas y 
aprehender las mercaderías, los transportes y las personas" 
¡j-(033) : pero de la muy clara letra «le esos preceptos surge la 
improcedencia del alefato defensivo porque aquí mi intervinie- 
ron los empleados o autoridades de la Aduana i»ara pesquisar y 
-ecuestrar las mercaderías ineursas en defraudación sino que ha 
sido d Huv 1-cderal qiiféñ tas ordenó en cumplimiento de su obli- 
gación v de mi facultad de averiguar, esclarecer y juzgar los he- 
chos que ittirjorten delitos, conforme a lo que preceptúan los arts. 

l/S. 1**5. t 4 *». 207 y concordantes <lel Código de Procedimientos 
ch materia criminal v art. 1034 de las f >rdcnaii/.a* de Aduana. 

fomente los arts. 434 y 1033 de las Ordenanzas, combinados 
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con el 1034, fijan él deslinde jurisdiccional de la autoridad mc- 
ramente aduanera y de la justicia federal y así lo resolvió esta 
Corte Suprema en el caso de Maresca y Risso, fallado en 17 de 
Febrero de 1K94 — Digesto de Hacienda, págs. 375 a 377 — 
Fallos: tomo 55, pág. 58, y es ello lógico, pues no se advierte 
qué objeto inseguía la justicia penal en materia aduanera sí no 
pudiera realizar investigaciones, pesquisas y secuestros tendientes 
a comprokir la existencia y condiciones del eucr|»o del delito, lía- 
se dd procedimiento criminal ; til qué razones de orden superior 
podrían auspiciar la impunidad de la delincuencia en materia 
aduanera, una vez salida la mercaderia fuera de la jurisdicción 
administrativa, puCS no otra cosa importa substraerla a la acción 
ipie el Juez penal ejerce en todos los casos de delitos, aun en 
ai piel los más leves. Un cuanto al art. 4.U de las Ordenanzas, 
él se refiere si llámente a los emires de clasificación o de aforo, 
pero no a Ir* delitos previstos en los arts. 1025. 102o y 1037 de 
las mismas, que es la mnteria de este juicio. 

£>ue es plena la pruelia de que los cajones con tejidos de 
seda que descubrió y secuestró el Juez Federal de Rosario fue- 
ron los mismos que el despichante Crawley solicitó le fueran 
despachados SPW* conteniendo tejidos de algodón, importados a 
Rosario, por el vapor uruguayo "Vencedor" denunciado antici- 
padamente desde Montevideo por el Cónsul General Argentino 
ílon LMuardo Columbres y posteriormente |H)r don Pedro Agus- 
tín Altierti — fs. I. acta de fs. 2 a 4. actuaciones de fs. 9 vta. a 
15 y de 21 a 26. fs. 79 a 97 — ; y ello importa el delito de de- 
fraudación no sólo ante la legislación aduanera recordada en el 
precedente considerando, pues los tejidos de algodón pagan el 
20 % "ad-valorein' y los de seda el 40 *í, partidas 2006 y 2052 
de la Tarifa de Avalúos, sino que también ante el derecho pe- 
nal común está perfectamente definido como tal delito, (arts. 
172 y 173 del Código Penal). 

Que la responsabilidad o inmutabilidad |>enal de Crawley 
es indudable atento lo dispuesto en el art. 1027 de 1as Ordenan- 
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/as de Aduana, pues, como ¿Malamente dijo la t ámara Federal 
u-íjtuK en su aun» <$£ f>. 417. considerando 4''. "Si los despa- 
chantes «Ir aduana, como todos M igüt SÜ comercio pm- 
ií ^um mantienen relaciones con ésta, es responsable M los hechos 
i\v mi* empleados, cu cuanto sean relativos a las operaciones de 
adtuna y puedan perjudicar la renta fiscal, delie serlo tamicen 
y con mayor razón de los proftó^ tUictriua consagrada jnir es- 
ta Corte Suprema en tos fallos de! tomo 30, página SU*: tomo 
4'). página 50S y tomo 51. página 25» al declarar que la Aduana 
no reconoce Oteo dueño do las mercaderías que el portador del 
i'iíiitiiiiuii'iuo con endoso ;i su favor o en Manco; y en el fallo 
dil tumo lió, pág, 2(>7 al responsabilizar a I-abeque y Cía., me- 
ros iiuermedi;irÍM> entre !a Aduana y varios comerciantes, por 
íraudes cmwatados en el desdicho de mercaderías unte aquella. 
Eti úkm asunto, el Juez Federal, doctor Astigueta. resolvió qm 
los despachante o agentes Ul jeque y Compañía, si bien por la 
reglamentación aduanera eran quienes podían efectuar el trámi- 
te del depaclio. "ello tló püáfa llevar implícitamente la ohliga- 
ción de hacerse responsables ante la Aduana de los actos delie- 
tuosos ile sus cuimtentes"; iwru, tanto la Cámara Federal como 
esta Corte revocan »u t i pronunciamiento absolutorio . l'»r I" de- 
más, en el sith-Hh\ el denunciado como propietario. Borzone, re- 
sulta ttfJ ente sin identidad comprobada no obstante las diligen- 
cia* realizadas al efecto, 

(Jue la liquidación de los derechos fiscales debe hacerse so- 
bre la" liase del producido de las mercaderías en el público rema- 
te curres|mudieme. de acuerdo con el art. 170 del Decreto Re- 
glamentario de la ley I1.2W. tal ronm lo ha resuelto el Tribunal 
\t i¡tu* según U is fundamentos que exp-ne a fs. ó4X), El producto 
del ruñare es la regla general consagrada en el art, 60 para el 
caso de comiso y uo se advierte qué razones pueden determinar 
y justificar un criterio diferente cuando la mercadería salió de 
i a Aduana per.» fué reintegrada \»>r secuestro o |>or espontánea 
devolución del interesado o de un tercero; pero, en cambio, «■> 
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W0éá la liase del artículo 07 de ta ley 1 1 .2S1 citando 1u mere.v 
deria salió mu retorno porque, entonce*, la especie, clase, can- 
tidad y valor corriente dan t i criterio mu- sustituye a la realidad 
y lo ínÍMiio del** ocurrir cuando é\ ¡ul eiv>ado allana a pagar 
dere-;hu> y <|UÍ»-re cnii-ervar la nurcaderia satisfaciendo en 
etnceplo ck* comiso sn precio i-n depósito. pm> al Estado fto 
¡i interesa el despojo cit si. la privarían de los bienes mismos 
a su dueño desde i|tu- ni él. ni el denunciante los pueden ulili/ar 
dirvetami me ; les interesa ¡Él nte^oHe di dinero, al uno onno 
sanción puuitoria y al otro como lieneficio de estimulo. 

Mu cnanto al reeur-o extraordinario : 

El ha sido interpuesto .acordad" y disentido sohre dos cues- 
¡ íunes involucradas en el ¿líale del proceso y resueltos |H»r la 
( amara Federal de Rosario: a? Kl carácter de denunciante del 
señor Eduardo Colomltrcs con la correlativa cxcmsióri del señor 
Alherli; U) 1.a referente n la imputación de los honorarios del 
Ministerio Pineal sohre lo> bfene?. caídos en comiso íver recur- 
sOS de fs. foS y 660); y amln* son procedentes porque, en el 
primer cuso, se trata de snlfer si las leyes federales que se re- 
fieren al carácter, requisitos y derechos fie la denuncia fueron 
indiamente interpretados en el fallo recurrido al reconocerlo a-i 
en favor del señor íolomhres o si, por el contrario, el verdadero 
y úniro denunciante y beneficiario es el señor Alherti. tal como 
éste lo sostiene al calificar fie "panes preventivos", desestima- 
das jior la ley. las denuncias de ludios íimims y dubitativos fin- 
éis» Ü art. 14, lev t : y en cnanto a la segunda cuestión, tam- 
hién procede |wirqm-. perú luciendo al denunciante el remanente 
de la mercadería caula en comiso, previ" pago de derechos íis- 
cale/ y gastos que menciona el art. 10.?' de las Ordenanzas, la 
iht< -licencia dafla a ese precepto en la sentencia incluyendo ho- 
norarios, afecta al interesado, agraviando su derecho fundad- 1 en 
dicho artículo, según sn interpretación. 

One, entrando al fondo, es insta la sentencia recurrida en 
cuanto reconocí al s< ñor Eduardo Colomhres cunto primer d< - 
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mmciame v Iwiicfieiario. las documento* de ¡*. 82. denuncia dél 
emplead í.emoiue a mi superior el Cónsul General ("loinhrc. 
fs. K3 conutiueación de el momento de cometerse la infracción. 
].. *[in sin aquella, bien puede pasar desapercibida, con agravio 
a la renla fiscal míe es decir, a los recursos de la sociedad para 
mi sostén v progreso. Tji ley no prohibe la denuncia anterior y 
rila no debe confundirse mu e! paffc verbal • • preventiva (fue 
los etn^teaJáGS d<¡ Aduana puedan pásiM? con el inienm de fijpr 
¡.relaciones en los 1*nc ficto* provenientes de infracciones, de- 
íraudacUnus y contrabandos, sin recaudos serios y con agravio 
de los verdaderos descubridores >' denunciadores. Si a los par- 
lindares o extrañas a ia Administración de Aduana se les exi- 
giera. [Kiru la valide/ y recompensa dé sus denuncias. que las 
hicieran r\r jfcgf helo, ello importaría la negación mi -nía de esa 
calidad y la pérdida de una colaboración qite puede ser irrein- 
placable! pms las operaciones del despacho aduanero no son ac- 
cesibles éínd a t--s interesados, transportadores, empleados, (art. 
316 del Keí- lamento General para las Aduanas de la República}. 

Que. o.n lo expuesto prí ledentemente, las razone* que se 
aducen en el fallo recurrido y tas . t uc expresa la pan. d« 
i >i es en su memorial en esta insiancia se dctmiotra la justicia de 
la exclusión del *eñor Alberti i ti &u alegado rol de denunciante 
y beneficiario del comiso; no fué primer denuncíame ni apre- 
hender de las mercaderías dcspacíiaikis [wir Crawley. 

One, de acuerdo con las disposiciones del art. 60 (té la ley 
1 1 , JM y art. 10.** y HMO de las Ordenanza* de Aduana, la mer- 
cadería "en infracción y en comiso, en esto, autos, corresponde al 
dumneianie previo pa-o ele derechos fiscales y gastos sin .jiie 
se mencionen las costas u honorarios del Ministerio l-iseal. que 
es lo «pie se discute y no pueden interpretarse extensivamente, 
los preceptos mencionados no solu ] urque atavia el derecho re- 
comido con precisión al denunciante, sino tamhiéu po?*pe con- 
traria otras normas aplicables, como ser la de! art. 114 
del Procedimiento Criminal impone las costas al vencido, y 
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la él tóto .V fiel arl. r/'l del Código Civil mu limita tos casos 
de subtogaeióu legal, entre Ins cuales no puede incluirse el de 
autos porque el denunciante tío es ombligad" del mirador adua- 
nero. Ksia Corte lia resuello la cuestión (Bfl el Eatlo míe se re- 
gistra en el tomo 12. página So, pronunciado el año 1S/2 en la 
causa contra Kchevarria y Kivas por contratando, y en esa opor- 
tunidad dijo: "Las «rustas de un juicio de contrabando no do- 
nen, detraerse del valor de tas mercaderías caídas en comiso, -íivj 
pe-ar sobre el eoturatandista declinado". 

Kn mérito de lo expuesto se declara: \" One no procede 
la nulidad pedida: * Oue Amiel Crawley es el responsable, de 
la infracción aduanera objeto del juicio, confirmándose él fallo 
recurrido, con costas: 3¡? Que la li(]uidación a los fines de de- 
rechos y gastos debe efectuarse de acuerdo con el precio de los 
bienes comisados obtenido en el remate de ley; 4* One el señor 
t ulombres es el legitimo denunciante y beneficiario, confirmán- 
dose el fallo recurrido sobre esa parte eu cuanto pudo ser ma- 
teria del recurso; P Que los honorarias del Ministerio Fiscal 
no pueden afectar el derecho del denunciante al remanente de 
los bienes cumisadus, por lo míe se revoca ta sentencia en esa 
paite. Hágase saher y devuélvanse, ¡e|JonÍéndosc el papel cu el 
juzgado de origen. 

j. Fjoueroa AijCokta. -- Roberto 
Rf.petto. — lí. ío ron Lavai.i.k. 
— Antonio Saoakna, Julián 
V. Pera. 
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limito Alemán Transatti utico COffírti don Ayuslni l'karvu. sobre 
cobro de pesos. 

Sumario: La ley- 9511 nite admiie el embargo tic las pcnsM^S y 
jubilaciones eh Ja pruporció» tjuc la misma establece es 
de aplicación preferente y rige eti lOífe la K* T iil>t¡ea cotjwí 
ampliatoria Ocl Código CiviL y ante m término* clapS, dc- 
U' dctetiéfes^ la ley provincial que declara la inrmUiriíabili- 
dad de aquéllas. 

r,wi: Lo explican las fiestas ^nienlc* : 

\i ni ni: fiel M te RA 1 Nüt.VÍSC! \ 

Mendoza, btíflhW -M M W®'< 

Y Vistos: 

l > ;ira resolver el incidente planteado a K 12; y 
G moderando: 

t« Ouc el ejecutado ¿«tula ¿m gtfftfói desembargo en lo 
prewipto por ^ *fc 59 de la ley provincial N 716. que ista- 
blíce que pensiones y jubilaciones eslán excfipí de et$ar- 
cüs; Que como liten lo sostiene la adora, son íaei.llades exrfjl- 
Mva< del Cniíte^o las de dictar las leyes (le fondu de ta Nación 
i nr 1-7 ine. 1 1 & 1* Coalición Nacional) ; la ley 9511 es una 
,1c ella- |.or -er amplia^ria .leí Qdlfíü ('¡vil. v l$fidft 1^ 
jiliácít^es M an^aípte izando de cien ¡j^os en propor- 
ción a |a escala que la mi-nia determina. 

m Qüo en consecuencia la íacultad de reglana-nlar fes efec- 
to d< las ..Micciones en patrimonio del deudor comprendida en 
t i & poder dictar los códigos (art. (-7, ine. 11 de la Gentil- 
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d¿n Nacional; currc^ondc al de la Nación y sólu a 

ót 'Ir cupiste eximir del emltargn determinados tjieü^j tic aíu 
,|Ue la kgistatura 1<>cal al exceptuar fiel embarco las piones 
dr la ley 716, ha estatuido sobre materia que es del resorte ex- 
clusivo del Congreso, a cuya legislación del>en coiitoi-mar^r las 
provincia:», ho obstante cualesquiera disiwtsicioti en contrario, 
míe contengan su Constitución o leyes tócale^ (doctrina de los 
fallos de la S. C. N*. registrados en jurisp. Arg.. tomo II. 
507; torno VI. pág. 51 y tomo XI. pág. 935). 

1' c »ur por tanto contrariando la ky provincial >ohre jubi- 
laciones íás disposie iones ele la naeional antes mencionada, los 
jueces ilehen de proceder ateniéndose estrictamente en primer 
término a las disposiciones de las leyes dictadas por el Congreso 
Nacional (¡iris. 31 de la Qmstit lición Xacional y 148 tic la pro- 
vincial) . 

4 V Oue la Suprema Cortr Xacional in ir Costa y Cía. v. 
V.ízíjuc*. ha resuello: "Los salarios, sueldos, jubilaciones y pen- 
siones, excedan de cien pesos mensuales, son einbargables 
sin distinción cutre civiles y militares y cu la proporción esta- 
blecida por la ley", En el) caso citado el demandado había soli- 
¿ i lado rl levaniamirnlo de un cmluirgo. fundado en lo dispuesto 
en el aniculo 10. tit. IV de la ley 4707 (pie establece (pie las pul- 
siones militares no m>u embargablef . En las consideraciones del 
fallo dijn el Superior Tribunal dr la Nación: "Oue con la ley 
''511, rl Honorable Congreso se propuso sin duda, complemen- 
tar las disposiciones del Código Civil relativa-, a la extensión de 
la respousal.il ida ti i|i»e (usa sobn lo* hienes del deudor para el 
cumplimiento dr sus obligaciones", El mismo Tribunal en el 
caso: I.aborde v. provincia de Meudo/a. dijo: "Es inconstitu- 
cional una lev provincial que declara inenibarr,ahUs bienes que, 
no revisten dicho carácter por las leyes de la Nación" agregando : 
■Une según lo establece en to pertiiu-nte el art. IOS de la Con-- 
(¡ilición Nacional, las provincias no ejercen el inxlcr delegado a 
la Nación, y no les ejstá permitido dictar los códigos Civil. Te- 
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nal. Gmu-rcial y de Minería, desimés mK cl Congreso los haya 
^ticiiptlo, ijfá&jffi S«íe no deja lugar a duda en cuanto a que 
todas las leyes que estatuyen SÓTiriE las relacioné privadas <le (os 
hubitmms de la Kepúhtka. áfenjfci del dominio de la legislación 
civil ó comercial, e>tán comprendidas mire las facultades de dic- 
tar lüb códigos fundamentales que la Constitución atril. uve ex- 
clusivamente al Congreso {Fallo-, tomo 373)". 

$? En cuanto al procedimiento que se ha seguido liara obte- 
ner la medida de emlmrgo, es Injal, por cuanto de la cédula de 
i"s. S v C deduce que el ejecutado al uotincársele la primera pro- 
videncia ya lio residía en cl Iiiyar fijado en la letra e ignorando 
el acreedor il nuevo domicilio del ejecutado, pniccde el emtartfo 
antes del requerimiento de T^ifíO íart. 703 Cód. de PtoiO . 

Por e^taí consideraciones y citas legales apuntadas, resuel- 
vo: no hacer lunar al clcsenitargn. siu cosías. |«»r entender el 
infrascripta que el peticionante ha tenido razón a| trente para 
litigar (art. 52 del (VkI. de Píos.», v limitar tal medida sobre el 
porcentaje establecido pSbf la ley 951!; declarando que no exis- 
ten nulidades del procedimiento. — lUfwtrdo Í1. É$0M¿k 

\t TO OI- LA CAMARA IW AL-CLAC I OS lvS 

Mendoza. Marzo !.l tic 1W. 

Y Victos: 

I .os autos llamados liara resolver la apelación interpuesta 
por ía parte ejecutada. resjKXio del fallo recaído en la inciden- 
cia promovida a ts. 1J de los principales, sohre levantamiento 
del enibárgo irahado sobre el JO % de tn j ululación ile que «oza 
el ejecutado, con arreglo a la ley N' ; 716: y 

Considerando; 
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Qítíi h cuestión planteada Cti !a incidencia que motiva la 
[irestfitc compulsa, puede sintetizarse así: £Ís inconstitucional 
la disposición elci art. 59 cíe la ley X-' 710 en cuanto establece b 
mcmhargnWlidad de las pensiones o jubilaciones regidas por di- 
cha ley? Í en otros término*; ¿puede ta Legislatura provincial 
legislar sobre tal inctnbargahíl|Wl 

Que al entrar a considerar la cuestión planteada, es de im- 
pnriancia iundomenlal tener presente que el Congreso Nacional 
asume un dublé rol: V\ en cuanto está investido de la misión de 
dictar los códigos Civil. Comercial, Penal y de Minería para re- 
gir en todo el territorio de la Nación (art. 67, inc. 11. Cunsti- 
uición Nacional ) : y 2". en cuanto oficia de legislatura local pani 
J;i Capital y territorios nacionales, para diciar leyes destinadas a 
regir solamente en lus mismos, como es |M>r ejemplo, el Cúduí» 
de Procedimientos pura la Capital y el de justicia federal (ley 
número 50) . 

Es importante tener en ettenia esta circunstancia para evitar 
confusiones o interpretaciones equivocadas a las leyes que ema- 
nan del Congreso: pnes es frecuente confundir, sobre todo tra- 
tándole de interpretar los fallos de los Tribunales Nacionales o 
de la Capital que lo que es exacto o aplicable en materia proce- 
sal en la Capital y territorio nacionales, no lo es en las pro- 
vincias. 

Que es n>¡ entonces que. en cuanto el Congreso dicta leyes 
>,ibrriu:iterias no delegadas (arts. 104. 105 y HVi de la Cons- 
titución Nacional), delrc entenderse que en esa parte lia oficiado 
de legislatura para la Capital y territorios nacionales, y no como 
Congreso de la Nación; y las leyes que en tal concepto haya 
sancionado, sólo serán obligatorias para los tribunales naciona- 
les. i*ro no para los de las provincias que en materia procesal 
Se rigen por sus instituciones propias. 

Otie haciendo aplicación de estos principios al caso de autos, 
es evidente que la materia relativa a la reglamentación de los 
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einkirgos — turma y materia sobre que delieu recaer — . e> esen- 
cialmente procesal ; y tan es asi que él propio Congreso Nacional 
al sancionar los códigus de procedimientos para ta Capital y para 
la justicia federal, reglamenta esta materia determinando las co- 
sas sobre las mu- no ludria trabarse emliargo (art. 480 del Cx»d. 
de iW de la Capitatj. o sobre los que la facultad de embargar 
está limitada (art. 4«l i : sin que pueda nitetidersi que al legis- 
lar sobre esta materia haya modificado el Código Civil e impe- 
did" a las legislaturas provinciales establecer otras cosas distin- 
tas cu sus respectivos códigos de procedimientos ; |>or ejemplo, 
disjjoner que en lugar jdc ser embargaba la cuarta parte de los 
stield.is. salários ó pensiones como lo dispone d articulo 481 del 
Código de Procedimiento* fie la Capital, la ley local disponga 
que sea eiuhargabU- ta tercera | sirte, o la mitad, o <ptc sean em- 
bargares en alwnluu». Y si la Legislatura local tiene facultad 
para establecer i-u sus dis|jo>icínueí procesales estas reglas ' de 
carácter general, enn mayor razón debe reconocerá la misma 
facultad par» consignarlas en una ley como la N« 716 que es de 
carácter puramente administrativo p interno, destinada única- 
mente a producir sus efectos entre los muy pocos funcionarios 
y empleados de la administ ración provincial que por sus servi- 
cios a la provincia se lian hecho merecedores a una recompensa 
— que no recae sobre reutas nacionales — destinada a procurar- 
les un merecido descanso en sus postreros años de existentia. 
\*n está pues, cu las atribuciones del Congreso Xacional dictar 
leve- que modifiquen o desvirtúen la índole y alcance de una 
ley de esta naturaleza. 

( Ule el precepto legal cik Mionadu, emítemelo en el artículo 
59 dé" la lev 716 de jubilaciones, que establece la ínemhargahili- 
dad de las jubilaciones, no puede conceptuarse que invade ju- 
risdicción e xirafia y coii>titnye disposición |>ertinente a la legis- 
lación de fondo que sólo id Congreso de la Nación compete dic- 
taría, porque de ser ello asi, lo misino debiera sostenerse de tuda 
la materia balada en la misma, ya que si la Lcgblatura pío- 
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viudal iniixle dictar leyes snbre j ululaciones, es incucstioniLltlo 
t iuc sólo á ella compete el establecer las condiciono y requisito- 
dt su concesión y mantenimiento. 

V siendo la jubilación un derecho <|ue é» el Cítóo «-mana y 
lieni su origen en una ley provincial, exclusivamente el legisla- 
dor estaha facultado para acordarla en las condiciones que a 
su juicio fueren las mas conducentes para llenar los fines de la 
institución que establece, y en.consecm nda, ha podido excluirla 
.leí emltargo sin afectar por cUb ningún derecho i»atrimonial ad- 
quirido por los acrecdore- del jubilado, ni violarse el principio 
legal de que el patrimonio del deudor sea la prenda común de 
sus acreedores, ya que la jubilación figura en él en las condicio- 
nes que la ley que la acuerda» determina. 

Por estas consideraciones y concordantes del escrito de ís. 
S. el Tribunal, resuelve: revocar el auto apelado, sin costas. por 
no bal»er mérito liara imponerlas . i ópicsc, repóngase, liábase sa- 
Ui y liajcn con los principies tenidos a la vista. — Mollea CU. 
— Herrera. — Cuhallao. 
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Y Vistos: 

Los autos X" 14. U2 A. caratulados "Compulsa en juicio 
V- n.M-í A,, caratulado Banco Alemán Transatlántico contra 
f'izarro Agustín. |Hir demanda*. |>ara resolver el recurso extraor- 
dinario para aun- la Suprema C-orte de Justicia de la Nación, 
contra el auto de fs. 18; y 
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Oue la resolución de ís. 18, emana del Tribunal Sui>eri.Ji- 
<li esta provincia (art. 35 de la ley orgánica de lo* tribunales) 
a que se ritiere el art. 14 de la ley nacional \* v 4K y art. 6* de la 
ley \* 4055 y la misma aunque dictada en juicio ejecutivo esta- 
Me¿E ni forma definitiva la inunil lar^abil Li La<l de la jubilación de- 
nunciada a emliargo por lo que dicha resolución tiene los carac- 
teres de una semencia definitiva que no es posible de revers- 
en otro juicio •• en otra forma. 

< |iie el recurso extraordinario interpuesto Tu ha sido den- 
ir.> del término legal que procriU* el art, 2t*S tle la lev nacional 
X" 50 a contar de la notificación de la resolución de ís. 18. que 
la motiva. Ottr ]Hir tanto y habiéndose controvertido la incons- 
titucional idad de una dis|>osición legal provincial y siendo la rc- 
,-.lneión recurrida favorable a la validez de la misma, el recurso 
extraordinario interpuesto es legalmente procedente (art. 35, ley 
orgánica y art, 14 de la ley 4S y & (le la ley 4055) . 

Por ello, el Trilmnal resuelve: conceder el recurro extraor- 
dinario |«ra ante la Suprema Corte de Justicia de la X ación, en- 
tablado preceden! emente con! ra la resolución tle esta lixema. Cá- 
mara tlt Apelaciones en lo Comercial y Criminal y elévese opor- 
tunamente esta compulsa en forma de ley, — Mm0 Gil. — 
nrru. — Attrllo, — Cabal f ero. 



Buenos Aires. ÍVttihro de l f >^i. 

Suprema Corte: 

Ame el Jn/gado de Comercio de ¡a ciudad de Mendoza si- 
líiie el Banco Alemán Transatlántico una demanda por cobro de 
peso* o mi ni don Agustín l'ixarro. en la cual el acreedor sostiene 
su iK-ncliu a embargar tina parte áf la jubilación que i»ercibe el 
dtudor como e\ funcionario de i policía de la provincia, invocan- 
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i ral Ííik las disposiciones fie la ley nacional \' v 9511. que 
admití dicho embargo fie acuerdo con la escala proporcional que 
ln misma contiene. 

La «enuncia, definitiva a los efectos tle la cuestión *-n.-Hies- 
ta. lia sido dictada i*.r la Cámara de Apelaciones en lo Comer- 
cial y Criminal desestimando el pedido de eml^rgo en razón de 
existir una ley local, la X" 716, cuyo art. 59 declara incniUirxa- 
hlt.s las jubilaciones provincl^teí* 

Sé cuestiona, como se ve. la validez de una ley local por con- 
•dderar que es reinan u- a disposiciones de una lev nacional 
y se ha resuelto la causíi a favor de la valide?, de la ley de la 
provincia. 

Cumplidos así los requisitos cuidos por los arts. 14 y 15 
de la ley 48, procede declarar l>ien concedido para ante V. E. el 
recurso extraordinario de apelación que se lia imcrpuestn. íun- 
dado en las precitada* disposiciones legales. 

En cuanto al fondo del asumo: V. E. tiene ya doctrina ai 
re.H|KCtu en sentido contrario a lo sostenido por el tribunal pro- 
vincial . 

La ley 9511 citada es de carácter común, ampliatoria y com- 
plementaria del Código Civil — ha dicho V. E. — en lo que con- 
cierne a la ' extensión de la responsabilidad que lusa sobre los 
bú-nes del deudor para el cumplimiento de sus (iMi^acioncs" 

¡¿a ley 716 legisla, pues, indebidamente sobre materia de 
competencia exclusiva del Congreso de la Nación ( Constitución 
Nacional, art. 67, inc. 11) . 

Dicha ley 9511 es. pues, <Ie aplicación genera) para toda ta 
U «.-pública, habiendo sitio dictada por el Congreso General i>ara 
reiíir "todos los casos til que se procure hacer efectivo el cum- 
plimiento de las obligaciones sobre los bienes del deudor que 
omsistan en sueldos, salarios, petisiotltó o jubilaciones" ( 12S:172). 
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"Cualquiera que sean las disiwsiciones- del codÍK" l«»cat de 
procedimiento., — ha dicho también V, & ¿í causa análoga a la 
presente la ley 9511 es de aplicación preferente en el caso 
(Constitución Nacional, arts. 3ij y <>7. ine. 11}. y no pudiendo 
embarcarse sino la j^nsíúu «iitt* dciermina la ley citada, esa es 
la única COTti&jd que lia ikkImIo cederse" (UK:4U). 

Como sé ve. tratándose dé un conflicto entre la ley nacional 
referida y cualquiera otra Wal que se ojwnga a sus (lt&postcio- 
ne-< declarando la ¡ncniliartfilrtliclail de la que aquélla somete a 
tmlKir^i. di be primar la lev nacional. 

Es el caso de autos, l»or t\iw soy de opinión que corres- 
I Linde revocar la sentencia apilada en la i>arte que ha podido ser 
materia del recurrí. 

Horma U. Lttnrtu, 



FALLO DE LA CORTE St?f REMA 

Rueño* Aires, Ntnicnibrv \2 ríe 1 C >3Q. 

V \' iíítos : 

Tara resolver : El recurso extraordinario contra el fallo de 
la Cámara íle Apelaciones en lo ( inm-reinl y Criminal de Men- 
'<mk en el juicio del Manco Alemán Transatlántico v. ñjg$Ün 
l»izarro. p<-r cubro de pesos: y 

Considerando : 

Um [ a cuestión sometida al estudio y pronunciamiento de 
esto Corte Suprema, \*>r vía del recurso que consagra el articulo 
14 de la lev N v 4S. es la referente a la constitucional i dad del art. 
S9 de la ley mencionada N' v 7\u íjue ileclani ineml arable* las 
pensione* provinciales, frente a la ley nacional X" ''MI que ad- 
mite ese emliar^» «n la proporción que la misma establece. Kl 
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Tribunal "a quo" se pronuncia \*>r la validez del precepto pro- 
vincial. porque conceptúa que cita opera en terreno reservado a 
la jurisdicción local |>or los arls. 10*, 105 y 10C de la Cons- 
titución Nacional, y jorque la ley N- 9511 fué dictada l*>r el 
H, Congreso en su carácter de legislatura local con alcance ex- 
clusivo j»ara la Capital y territorios nacionales — fs. I& 

Une asi definido el caso de autos delie advertirse que él ha 
>idn n suelto, en cnanto a la doctrina que plantea, en varia* 
suiteneias de esta Corte, que el señor Procurador General ex- 
presa cun precisión en su dictanu.ii precedente y que se sinteti- 
zan en el que se registra en el t. 138. pagina 411. en los si- 
guientes: 'Con la sanción de esa ley (la 9.511) el Honorabk 
Congreso se propuso, sin duda, complementar las disposiciones 
del Código Civil relativas a la extensión de la responsabilidad 
que pesa sol «re los biems del deudor para el cumplimiento de 
sus obligaciones, o sea. reglamentar los efectos que atribuye a 
éstos de dar. entre otros, al acreedor el derecho de emplear los 
medios iégajés para que il deudor le procure aquello a que se 
ha obligado (art. 505 ). especializando su regíame; nación res- 
pecto a aquellos bienes que consistan en sueldos, salarios, pen- 
siones v jubilaciones'. Tratándose, pues, de una ley ampliatoria 
del Código Civil, destinada a precisar la limitación que imiwme 
el art. I44'í del misino Código en cuanto a la parte que puede ce- 
derse, nada autoriza a examinar en el presente recurso si la pro- 
hibición que contiene el art. 1449 citado del* interpretarse co- 
mo lo lia sido en la sentencia apelada, o si comprende también 
a las pensiones ya devengadas y qtte según dicha sentencia forman 
liarte del jiatrimnnio fiel pensionado y pueden, en consecuencia, 
ser libremente cedidas, (ffajfo:: tomo 128. i*ig. 16f>, conside- 
randos ¿j* y 9v, página 1/0 "tn fine", y í;illo del mismo tomo, 
página 172; tomo \M, página 188). 

Que asi caracterizada la ley 9511. no resulta eficaz la tesis 
del Tribunal "a quo" consistente en atribuir al Congreso, en el 
caso de dicha lev. el carácter de simple legislatura liwal COttfor- 
rm al inciso 27 del art. 67 de la Constitución; es al fondo de 
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la ley común que afecta la reglamentación sobre emlwrgos y un 
:i la simple lev de procedimientos. n¡ al redimen de ptm* soml 
cualquiera sea la amplitud que a !a misma quiera atribuírsele; y 
hiendo asi. la ley provincial del* detenerse ante los termino? cla- 
ro, de aquélla, porque "cualesquiera que sean la* disposiciones de! 
código letal de Procedimientos, la ley n 51 1 es de aplicación prefe- 
rente en <1 caso (Constitución, arts. M y 67, inciso U f C. S„ 
fallo citado, 

En su mérito y de conformidad con lo dictaminada por el 
señor Procurador General, se revoca la resolución arlada en 
manto ha poSm *cr materia del recurso. Hágase saber, rq-uii- 
t^ik^e el i^jwt y devuélvanse. 

J, Flf'iL'KROA Al.CQKTA. — RoBF-RTO 

Kfpf.tto. — Antonio Saíjakn'a. 
Jn.rÁN V, Pfka. 



Pon t'asauii Osorio contra don Juan Garyiuh. par falsificación 
tk mi clfcquc, Coutientla de competencia. 

Sumario : 1* U limitación con que se ha planteado una contienda, 
circunscribiéndola a losjiindamciitos derivados del Jugar del 
delirn. no impide que se la pueda examinar asimismo, hajn 
Q otros dos concepta determinantes de la competencia ju- 
risdiccional, esto es. por razón de la* personas y de la ma- 
teria, tuda vez que la potestad de juzgar, o sea la Jurisdic- 
ción, es de orden público, y en !»> criminal improrrogable. 

2" Ks imlifercnte a los efectos de determinar la jurisdicción, 
el sitio en que se ha realizado la adulteración del documento 
sobre que versa el proceso (acto predatorio del delito h 
pues el delito propiamente dicho, se ha cometido al presentar 
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« I cheque al ei>!ir<i en el I tanto tic ta Nación y al hacerse 
valer mino instrumento de ejecución en el juicio promovido 
ante el Juzgarlo Federal, lugares donde el gobierno nacional 
tiene absoluta jurisdicción. í\l juez rom |>ct ente, en conse- 
cuencia, en el caso, el Juez Federal de San Luis, 

X.. pueden considerarle cofetó delitos «le la misma espede el 
de falsificación de un cheque y el de falsificación de mo- 
neda, pues, atento los caracteres fundamenialmcnte diferen- 
tes que hay entre un documento privado de uso coniún, como 
es el cheque, y un instrumento público de la c>i>ecial natu- 
raleza de la moneda, no hay entre ellos equivalencia legal 
posible- pira que determine igualdades caraeteristicas, toda 
vez qUC el primero perjUcEca a un particular, y el <cgimdo, 
aleda intereses* de la colectividad y del Estado. 

Gasa i lo explican Ja* piezas siguientes; 



VISTA DEL AQENTE ITSi'AÍ- 

■ 

Señor Juez : 

Según se desprende de- la constancia de autos, el delito de- 
nunciado encuadra "prima facie" en el artículo de! Código 
l'enat, pues se traía de la falsificación de un cheque del Banco 
de la Nación Argentina. 

Siendo ellu asi, considero que corresponde al señor Juez 
Federal *lc esta sección el conocimiento de esta causa en víiIikI' 
de septiembre 14 de 1863. 

l'or tanto, pido a L*. S, se sirva declararse incompetente V 
remitir estas actuaciones al señor Juez Federal de esta stv- 
t-iórr Curtos M> .trías. 
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San l.tns. Mara> 2f» (fc 



g&a v mm; Por lo* fundamentos que invoca el señor 
Wntr Fiscal ¿i d diettimen que precede que el proveyente ha- 
ge suyos y lo dispuesto <m la disposición legal citada, declarase 
la ino.mpacucia del Ju/gado, eti consecuencia remítanse t>tas 
actuaciones al señor Juez Federal de esta sección. Hágase m 
Ur ¡ndrrs M. Curro. — Ante mi: i\ & QMft&m 



vista EÉt l'BOt - ' «íAnoi: ti se al 
Señor Juez: 

actuaciones precedentes se relacionan con la falsificación 
de mi cheque que habría cometido Juan Gargiuto. al extender so- 
bre una lmja de la libreta de cheques del denunciante Pascual 
i tebriiK mía imitación de la letra y firma del mismo, eonst.tuycn- 
<ln hecho ttn delito previsto en el libro segundo, titulo XII, 
capitulo 1 del G'idigo Penal. 

G>n<idero que V. S. tío es competente para entender eti esta 
catira, pues del análisis de la* circunstancias de la misma no 
encuentro ninguna que ha-a procedente el fuero federal. 

Kn efecto: el delito duutnciado no es de aquellos que repre- 
sentan falsificación de ■documentos nacionales" o billetes de 
Éteneb autorizados ,»nr el Congreso" a que se refiere el ari. 

inciso $> de la ley 48. Los documento* y billetes de que trata 
imc artículo, son aquellos que han sido expedidos » emitidos |«>r 
la Xación c instituciones nacionales, y sucripto* por funcionarios 
suyos, y en los procesos ntír falsificaci->n de uno de ellos- del*- 
conocer la justicia fediral. 
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Pero rio es ése el caso de autos. En éste se habría falsificad" 
la firma m un particular, es decir, se habría cometido fe fal- 
sificación de un documérilio del mismo carácter — particular — 
sin eme cariilúe el caracú r del mismo y lo convierta en "docu- 
mento nacional" el hecho de estar extendido sol&e una de Iris 
fórmulas impresas que el Raneo de la X ación entrega como un 
nudio de control y para comodidad de sus dientes. 

Por otra parte, el delito un se habría cometido contra a eti 
mcnoscuUi directo del Banco de la Nación, caso éste en une de- 
tona conocer la justicia nacional según lo ha resuelto la Su- 
prema Corte (Fallos: t. 87, pág. 210). El delito se habría per- 
petrado en perjuicio de un particular, el denunciante, ]>ucs e! 
Naneo no lia tenido más intervención en el asunto que U de 
hacer conocer la falla de provisión de fondos cuando se presentó 
el cheque para su coliro. sin que dicho establecimiento haya de- 
nunciado haber sufrido ningún perjuicio directo, ni indirecto. 

A mérito de to expuesto, corresponde declarar la incomi*- 
tencia del Juzgado j»ara entender en esta causa, mandando de- 
volver los autos al señor Juez del Crimen de la provincia que los 
remitió, y pido a V. S. se sirva así resolverlo. — i i. Ptons. 



M IO IH-I. .rCKZ FEIIERAI. 

San lJiiis. Mayo ■» <lt pÉÍ. 

Auto* y Vistos; Las présenles actuaciones remitidas por el 
señor Juez del Crimen de esta capital, doctor llarro. por conside- 
rarse incumbiente para entender en ellas. 

Considerando : 

(Jue se desprende de la querella de ís. 1 , que el hecho que 
motiva el sumario e* e! que se atribuye al querellad*.. Juan Car- 
guío, de Mm falsificado la firma del querellante. Pascual Oso- 
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rio, que pm^GR m un cheque que ..bra en á jnicin ejecutivo 
qtte sé tramita en este juzgado, 

(Jue i*l áelilo que ese hecho imiKjrta. se encuadra "prima 
íaeie" en el art. 2*5 del É&®0 Penal- 

Oue el cheque es un documento privado, diferente por su 
naturaleza legal, de la m metía, y si bien la dispusietón precitada 
1.» equipara a esta. eMp es sólo a los cf titos de la, pena que esta- 
hUrv el art. 2K2 del código citado. 

Qife hiendo ¿top h.sí. su falsificación no puede clasificarse 
mire ios delitos que menciona el inciso $ de larl. & de la ley 
N 4íí y cuyo conocimiento corres[ioude, por razón de. la materia, 
a la jurisdicción y competencia cíe la justicia federal. 

(Jue. pur otra luirle, «o se desprende de los antecedente-* 
■emitido*, elementos de juicio que justifiquen el fuero federal 
poí razón -le las i>ersoni.s o del lugar de ej edición del hecho, de 
cnn>iguiente m juzgamiento ciirrespomle a la justicia ordinaria. 

Por estas consideraciones y de conformidad con el dictamen 
ti^eal cié fs. 20 v.. declárase incompetente éáté Ju/»adi. para 
i ntender en la pnseiile causa. 

Eh consecuencia, devuélvale el expediente al señor Juez que 
previno en la querella doctor Carro e invítasele a dar i>or trabada 
la contienda de competencia negativa, en el caso que insi>tu en 
>n>niu r mi incompetencia, elevando los autos fura que la díri 
ma a la Suprema Corte de Justicia de la Nación. M, S. 
Carreras, 



vista «ttl. via.Nii: KlSí Al 
Señor Juez: 

Ku este juicio criminal *e ba opuesto la excisión de in- 
n.mpi leticia, fundándose ui que es procedenle por ra/ón del 
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tiempo en que se promueve, en «pie el hu;ar donde se cometió 
éj delito que se le mpVífa |1 |»nnesaclii. está comprendido entre 
los que el ííohierno Nacional tiene absoluta y exclusiva jurisdic- 
ción y en esta cuestión de competencia no es por razón aje 
la malcría sino de! lugar, y cu contenencia distinta de la re- 
suelta por el auto fie fs. 21 vía. 

Mu efecto. H arl. 17 del Código de Procedimientos Criminal, 
luí establecido <|iie se i>odrá proponer la declinatoria y la milito- 
toría en cualquier estado del juicio, cuando se trate de jurisdie 
cioiies de rli versa naturaleza, c0#> resulta en el presente caso. 

l\n cuanto al lunar donde se ha cometido el delito, existe 
el principio genera! de que es juez competente el del tuga* cu 
que se cometió el hecho delictuoso, aun cuando los actos prepa- 
ro torios se liavan realizado en otra jurisdicción, pues la confección 
de un documento falso no constituye detito mientras no se ex- 
teriorice el propósito de servirá* de él y apare/.ca la jiosibilidad 
del perjuicio, que es uno de los requisitos que califican la fal- 
sificación de documento. 

Kn el caso de autos, cotí sitiero que el encausado Juan Ciar- 
pililo al recurrir al Jugado Federal de esta ciudad iniciando 
h« ¡teción para hacer efectivo el falso documento que presentó 
como titulo, ha cometido el delito en ese lugar, que es de ju- 
risdicción nacional absoluta y exclusiva como lo dispone el art. 
& inciso 4? de la ley X- 48. ÍW último, entiendo que la resolu- 
ción del señor Jmx Federal de fs. Z\ vta.. no constituye cosa 
juzgada con resjiecto a la cuestión de competencia que se opone, 
p0f ser ésta de distinta naturaleza. 

Por lo exptusto. opino que ti señor Juez Federal de esta 
sección es eomi»etcnte pfc entender en esta causa. \*vr lo que pido 
:i V, % se sina así resol verlo. — Carlos M. sirias. 
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Al Til W3 1" ISM ANI ¡ A 

Sun Luis. Du-u-inhn- .1 «le I 1 '-' 

Autos y Vistos: Kl presente sumario instruido contra Juan 
■iar^iulo por vi delito (ffe taKiiieaeióu de documento : y 

( '.iti-dderandu: 

I 'rimero: Mué por el escrito í| l * pronta d««u l'a- 
tritai 0ií»rí¿ denunciando rmc ante e! Juzgado &ÍÍM % esta 
tiuctea, íton Juan éttgíttlq te ha i nublado demanda |>or ol.ro 
( |i pesos presentando «mío titulo de ejecución un ehemie que 
ha sido tarificado, y solicita [>or ello <|ue se instruya el sumario 
correspondiente : 

Stgundo: <Ju#para decidir la cuestión de competencia plun- 
leada (Hjr la defensa, es necesario investigar e! lugar dniicfc N 
sidi» cometido el delito imputado a liáronlo. 

Tercero: (Jue de las constancias de autos, denuncia <le fs. 
1 v :ieiuneioiu"de ís. 2\ vta. y .U. se desprende -me don Juan 
Uifgíúiu se ha presentado ¡ti Juzgado l-ederal <le esta ciudad, 
iniciando demanda por cobro de pesos contra Pascual Osorio, y 
presentado eoniu titulo de ejecución el cheque X" Jfc?..V>8 de fe- 
. lia 15 dé septiembre fie 1927 contra el Hamo de la Nación Ar- 
gentina, por cuatro mi! trescientos cincuenta peso- m/kgal. el 
f t u( se dice falsificado vu su cuerpo y íinua. 

Cuarto: <Juv <iendci esto a>i. el delito, si lo hubiere, deU- 
considerarse cometido en las oficinas del |tt?¿a : dO Kederal di' es- 
ta ciudad, donde ha sido presentado el cheque cuya adulteración 
>e haya realizado antes de la presentación en el juicio ejecutiva 
precitado. tu> hahria hasta e-te momento delito alguno, putsto tjue 
íio aféctala intereses ni derecho* dé terceros - Suprema Corte 



DE jUSTICrA DE LA XAC1ÓN II? 

de Justicia de la Nación, tumos NiS. H. í y 115. páginas 
y -MK reactivamente, 

Qtiiuto: <jne ejerciendo é ^ferno Nacional jurisdicción 
;tl »ulutíi v exclusiva suIhi' ti Uujar donde funciona el Jujeando 
Federal «le ola ciudad y liabiénd^se o cu tido e n sus oíici. is 
el delito de íal>iíicación dunmeiadn a í>. 1, es ct señor Juez 
Federal el competente para juzgar esta causa, en virtud de lo es- 
tallecido en il ari. .V", inciso 4" de la ley de iiirisdkción y com- 
petencia fie los tribunales íedcrlaes. 

Por cto. m resuelve: Declarar la incompetencia del t&£¡0& 
para entender en este sumario, debiendo en consecuencia remi- 
tirle estas act naciones al señor Juez Federal de esta ciudad, con 
eo>tas. Repúlanse en d«>>eicntos pesoa m/n. de c/1, los houorariiw 
devengados ]>or cada tino de los peritos calígrafos señores Oscar 
Mainlo. Joaquín Helara no Kawsoti y Valentín Cabrera, los que 
se pagarán por quien corresponda. — Attttris M. (tütro. — Ante 
mi : f. i/, ihnuhujufs. 



VISTA \W.\. I'KOCt'KAIlOK IISl/Al. 

Señor |ue/. Federal: 

Kl Procurador Fiscal que suscrnV. en ]a cansa contra Juan 
Gargiub» p0 falsificación de cheque, evacuando la vista confe- 
rida a Y. S.. digo: 

I. Kl Itie/. del (.'rimen de la justicia ordinaria en esta ciu- 
dad, resolviendo una excej>ciún planteada por el letrado defensor 
del procesado, y de conformidad con el dictamen del Agente 
Fiscal del misnu» fuero, se ha declarado incompetente para en- 
tender en la presente causa, en razón de que el delito, *i lo hubiera, 
del* considerarse cometido en el local del Juzgado Federal, fe- 
gar donde el Gobierno Xacronal tiene absoluta y exclusiva ju- 
risdicción. 
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l'ara determinar ¿I tugar en pe m cometió el ddito, el 
Jue* en mi auto de fs. 1.57, o .incidente en lo MihMaucial con el 
corito de fs. 127 y el dictamen de f>. vta., tiene rn cuenta 
que el cheque cuya íal-iíieaeión su imputa al procesado, fui- |irc- 
sentado fiara el cohru cu d |n/^a*Ui Federal, y que por con>i- 
guietrie, recién **n el local de éste habría existido la ^sutilidad 
cid pfrj iiícím y quedado cuiiMiniadib el delito. 

II. Disiento jwir completo con la conclusión del señor Juez del 
(.'rimen. t|UC recito errónea: y estimo que en el estado actual 
<le ta causa, sigue siendo rigurosamente exacto lo expresólo por 
\* 4 S. en el cuarto considerando de la resolución de f s. 21 vta. ( de 
que m i existen elemente* de juicio que justifiquen et fuer» fe- 
deral por razón def lugar de ejecución del hecho. 

El eror del cjecepcionaute y de los funcionario* que acepta- 
rini sus conclusiones, tiene su origen, en mi concepto, en una 
equivocada calificación del delito que inquiría el hecho <jue mo- 
tiva la causa. Para ellos, la falsificación de un cheque constituye 
tirio de los delitos de "falsificación de documentos en general" 
previstos en e] capítulo til del titulo XII. libro 2? del Código 
l'uial: pero es el caso, que la falsificación de cheques no en- 
cuadra en e-e capítulo, sitio en el t del misino titulo y está re- 
primida }Hir 1<is arts. 2K2. 2H.1 y 2K4 del mismo, referentes a la 
falsificación de moneda, a mérito de lo istablecido en el 385 de 
míe "para hi efectos de tos arttctths anteriores, quedan equipa- 
rados a (a moneda. . . ¡os cheques". 

III. I'.l delito ilé falsificación de documentos y el de fal>i- 
íkCaciólJ de moneda, reí | ni eren para s-ti perfeccionamiento, la con- 
currencia de elementos diferente*. El primero exige como requi- 
rió indisputable para su existencia, que la falsedad pueda pro- 
ducir üri perjuicio: sin la jjosihilidad de perjuicio, no hay delito. 
Kt segundo queda perfecti> con el sólo hecho de la fabricación 
de la moneda. I tíllete, titulo, etc. 
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Tal distinción, que es <lc la esencia ríe los mismos, ha sido 

«AilM admitida por la doctrina t lonxále* Roura. "1>- 

reetó Penal" (1022>, tomo III. capítulos XXXII y \X\U1, 
pág; príncq>abmntc números 35.1, 35o, 3f>7 y 372; Rodolfo 
Uorcno. "El CVkIÍíí" »aÍ v mis antecedente^* (1923), numen, 
352 pág 3?4;Clmveauet II <ú "Theorie dn Codo Penal" f l*S7>. 
tumo 2*. capillos XXIL pag. 24* y XXIV. P%- 115, « ff* 
lícular números 574 v í>«2 y siguientes; (¡arraud. "Droit I en.d 
Krancais\ 0«99). t<™° & i » [J áf**ífc & t,tul ° ^ 
capítulo III. ,*rágraíos XXIII, XXIV. XXVI y XXIX). páj, 
435, pri.u Rítmente números 970. 1009 y 1051 y siguientes. \ 
de las dicciones del Código Penal que reprimen dichos de- 
litos, resulta con nitidez esa diferencia. En efecto, los arts. 29- 
v siguientes, sobre la falsificación de documentos, señalan penas 
mra los que cometieren falsedad en un documento "de modo 
que pueda resultar |>crju¡cio". En cambio, lo* artíciik* 2*2 V si- 
guientes sobre falsificación de moneda, castigan al que falsificare, 
cercenare, alterare moneda, presidiendo en absoluto de! ele- 
mento iwrjukio. 

IV, Ksiablecido i*.r una dis^steión legal expresa (pie el de- 
lito de falsificación de cheques está equi|Kirado al de moneda a 
los efectos de su represión penal, y demostrado que este último 
se comete por el sólo hecho de la fabricación, cercenamiento o al- 
teración, queda igualmente demostrado, como consecuencia lógica, 
que en el caso de autos, el delito, si lo hubiera, se habría come- 
tido en el lugar v momento en (pie se hizo el cheque falso, imi- 
tando la letra y "firma del querellante y que cuando se presentó 
al Juzgado jwra so cobro el delito ya se había consumado con an- 
terioridad. 

La opinión del «tacto* Tomás Jofré y fallos de la Corle Su- 
prema invocailos. no son aplicables al caso, pites el primero la 
emite comentado el arr, 29. y los últimos se refieren a casos de 
falsificación de doetunentos. 
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Ni» existiendo en atrios ningún demento Je juicio que per- 
mita suponer que la fabricación se haya realizad" en un lugar 
donde el Gobierno Nacional tenga absoluta y exclusiva juris- 
dicción, ya míe nadie lia afirmad" siquiera míe sea así. resulta 
tiara la impn>cedencia del fuero federal por tal motivo. Con 
rrsjH'ei" a otras circunstancias que pudieran justificarlo, repro- 
■luzco las consideraciones aducidas en mí dictamen de fs. JO 
vía, y resolución de fs. 21 vta. 

Por tanto, n V. S. nido: declare la incompetencia del Juz- 
gado nara entender en esta causa, ordenando se devuelvan los 
autos al señor Juez del Crimen do esta Capital. — />. Plores. 

ACTO I1KL JL'KZ CtOKKAL 

San La». Junio 30 de 19J0. 

Autos y Vistos : Para resolver el incidente de competencia 
de jurisdicción, en la causa í|uc por falsificación de cheques se 
sigue contra Juan GargittH Por las consideraciones que adnec 
el señor Procurador Fiscal en su dictamen que precede, que el 
infrascripto tiene como fundamento del presente, se resuelve: 
declarar que no corresjjondc a este Juzgado el conocimiento de 
ta presente cansa; en consecuencia .devuélvanse lo* autos a los 
electos qtte corresponda y con nota de estilo al señor Juez del 
Crimen de la provincia, doctor Andrés M. Garro. Hágase sa<>er 
y anótese. — $f. $ Caivcras. 

vista hit. asentí: fiscat. 
Señor Juez: 

N'ti obstante la autorizada opinión del señor Juez Federal 
que surge del auto de fs. 170. ratifico en todas sus lurtes ttu 
dictamen de fs. 134 vta», pues considero que \". S. no es Juez 
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compelenH- !>ara entender en este p», razón del Ut^ir 
donde se ha cometido el delito. 

Por tanto. opino uue V. S. del* «lar por formada la gj* 
tienda de conciencia v ordenar la remisión .le los autos a Ja 
Suprema Corte Nacional, de acuerdo a lo estableado en la ley 
nacional X" 4055. art. fe letra b). 

Téngame V S. pbr expt^to en la Vtsta conferida. ■ C«*&* 

.1/. .IWíLT. 

Al'TU tffi I* INSTANCIA 

San Luis, Jubo 25 tic P»* 
Autos y Visto: Considerando: 

One ¡importando la resolución del señor jue* Federal una 
negativa a lo dUpuesto i*>r este Jijado a fs. 137, y de cuerdo 
con las consideraciones aducidas y a lo dictaminado por el se- 
ñor Afícnte Fiscal, se resuelve: dar por trabada fu contienda de 
comi*lencta. ordenando se remitan estas actuaeiones a l»Sup r e~ 
nía Corte fie Justicia Federal para la resolución correspondiente 
<!e acuerdo con lo dispuesto en el art. » de la ley nacional & 
11 de enero de \W. Ubrese exhorto al sefinr Juez Federal, na- 
ciéndok presente lo resuelto. Hágase saWr. - Andrvs .V. 0<i- 
IT(> . Ante mí: /'\ 

DICTAMEN l>i:l. l'KOt:i KAlJOk c;enekal 

Buenos Aires, Octubre 7 de V¿W. 

Suprema C nnra 

Por ante el jugado Federal de San Luis, don Jtian tiar- 
gnilo demando a don Pascual O.orio por coltro de pesos ^ve- 
nientes de un ehetnie míe amiél acompaño y que aparecía librado 
por el mencionad., demandado. 
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Kste último, en conocimiento éjt la demanda dé la referencia, 
se presentó ante el Juez del Crimen de San Lujs denunciando que 
el ehequr ,cti cuya virtud ¡Sarjólo lü ejecútala, era falsificado. 

O m éste motivo se instruyó la presentí* cansa, en ta que. 
depilé* de cerrado el sumario, se ha tratado, entre el Jue* del 
( rimen de San Luis y el Juez Federal de la misma sección, la 
cuestión de eomiietencia negativa que a V, E. corresponde di- 
rimir, de acuerdo con h dispuesto en el art. 9*. inciso Hk de la 
ley X" 4055. 

En apoyo efe su negativa para seguir conociendo en este 
proceso, aduce el señor Juez del -Crimen provincial que el delito 
habría cometido en las oficinas del J tugado Federal, donde 
tur presentado el cheque cuya adulteración se denunció, para 
hacerlo valer delictuosamente y que ejerciendo el Gomerno Na- 
cional jurisdicción absoluta y exclusiva sobre dicho lugar, es la 
justicia federal la competente i*ira juzgar la causa, de confor- 
midad con lo establecido en el artículo 3*, inciso 4* de la ley 
número 4S. 

Tor su iwne. el señor Juez Federal sustenta su negativa 
en las consideraciones expuestas en el dictamen fiscal de fs. 168. 
Snstiénese eti este dictamen que el delito de falsificación de che- 
ques. ei|tti|Mrado. i>or el Código Penal al de falsificación de 
moneda, se hahria cometido, en caso de existir, en el lugar y mo- 
mento en que se hizo el cheque, y que no existiendo en autos ele- 
mentos de juicio que permitan dar por estahlo.ido que el cheque 
cuestionado se fabricó en un lugar donde el Gobierno Nacional 
e jerce ali* Juta y exclusiva jurisdicción, lio resulta justificada 
la compelí neia ríe la justicia federal en los términos del artículo 
3», iitcUo %9 de la ley número 48. invocado por el señor Juez 
provincial . 

Adhiero a la conclusión del referido dictamen fiscal de 
fojas 1^8. 
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Según asi lo prescrita' el articulo 2$5 dv\ Código IVuul, los 
chontes quedan, a los electos de lo preceptuado en los artículos 
anteriores, equiparados a la moneda. Por consiguiente, la falsi- 
ficación de cheques constituye el delito definido en el articulo 2*2 

Este delito es f orinal, porque & n prime la mera fabri- 
cación o alteración, sin requerir que la Atonedn $ cheque falsifi- 
cado sea puesto en movimiento o circulación. 

i)c ahí que ta criminalidad de la falsificación de un cheque 
ni) está supeditada al uso o empleo del mismo, toda vez que en 
la fabricación ilegítima está el hecho constitutivo del delito. c*to 
es. el delito mismo que la ley penal tiene en mira castigar. 

Ahora bien ; la falsificación de cheques es delito de carácter 
común, cuyo conocimiento compete, por regla general, a ta jus- 
ticia ordinaria. Sólo i*or excejxrión puede corresponder a la jus- 
ticia federal, cuando se cometiere en alia mar o en lugares don- 
de el Gobierno Nacional ejerza autoridad exclusiva (FaNos. Hi- 
mo í 13, pág. 3f>3 y precedentes -le doctrina y jurisprudencia allí 
citados) , 

Luego, pues, no constando, como no eousta en autos, la de- 
terminación del lugar en que se habría realizado el heclio mate- 
rial de la falirkactón del cheque incriminado, es claro que det- 
estarse a la regla general, según la ^ual el conocimiento de los 
flelitos comunes compete a los jmces ordinarios del lugar de mi 
jKTnetración. 

Por ello, teniendo además presente lo dispuesto en el ar- 
ticulu M) del Código de Procedimientos en lo Criminal, soy de 
opinión que corresponde se sirva V. E. declarar que en el estad" * 
actual fie autos es Juez comitente para conocer en esta causa 
el del Crimen deja ciudad fie San Luis, a quien se le devolverán 
Ins presentes actuaciones, aviándose jkm- oficio al señor Juez 
Kederal de la misma sección. 

Horado f.arrcta. 
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I AI.LO DK LA t flKTK SUPREMA 

liiit'ims Aires Novimibre U tic l'>¿0 . 

Autos > VUtott: 

Lo* de contienda negativa tfc enm|ieteiicia l»»r declinatoria 
tratada entre el Juez Federal de San i-tiis y el Juez del Crimen 
de la misma provincia, |»ara omocer en el juicio promovido por , 
d<m Pascual Osorio contra don Juan 'G*r0ÜÍÓ \**r falsificación 
dé nti cheque: y 

Considerando : 

Que ile tos antecedentes de la causa se deduce : que deman- 
dad* i Osorio por Gar^inln ante el Juez Federal por col»ro de 
nestis, presentó como documento ejecutivo ti» cheque girado sn- 
ke el Hanco de la Nación, suscripto ppir < >sorio y que el Banco 
rechazó por falta de provisión ríe fondos; y notificado Osorio de 
la demanda, se presentó a su ve* ante el Juez del Crimen ríe la 
justicia loca!, promoviendo juicio a Gargíulo por falsificación 
del cheque referido, rpic sostiene un M>er sido extendido y sus- 
t ripio por él. 

One substanciada en parte la causa, ante el Juez local, se pro- 
movió a éste \*>r la defensa do Gárrulo la cuestión de incomne- 
tencia por declinatoria, en razón de tute, si el delito iinjuitado 
existiera, sv habría cometido en lunar donde el Gobierno Na- 
cional tune absoluta y exclusiva jurisdicción y en consecuencia 
corresponderta SU o >in .cimiento a la justicia federal, cousidera- 
' dones qtte se aceptan y fundamentan el auto de fs. 137 por el 
que ti Juez di ( rimen declina su jurisdicción, atribuyéndola en 
el caso al Juez Federal, quien por su parte declara su incomiHr- 
tencia |*>r conceptuar que se trata «le un delito común regido por 
el art, JX5 riel l"ódi K o Penal (dictamen fiscal de fs. 168: auto 
de fs. 170) . 
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Que la limitación con que se lia planteado la contienda cir- 
cunscribiéndola a I*» fundamentos derivados del lugar del delito, 
no impide que se la pueda examinar asimismo bajo los otros dos 
conceptos determinante* de la conqietencia jurisdiccional, esto es. 
por razón de las personas y de la materia, toda vez que la ]h>- 
testad de juzgar o sea la jurisdicción, es de orden público y cu 
lo criminal es improrrogable. 

One no es dudosa la improcedencia en el stib judive de la 
competencia en relación a las fjersonas y a la ley que rija el caso, 
pero es lo cierto cpie tn éste se investiga ta comisión de mi delito 
que en cierto modo afectaría al Banco de la Xacíóti y que se dice 
cometido por im* extranjero míe «nota el fuero de excepción que 
dice que en general le compete mientras no se estaldezca que se 
trata de un delito común, y de esta situación no puede deducirse, 
sin chula, la procedencia |>or los conceptos expresados del fuero 
■le la justicia ordinaria. 

One considerada la contienda eoncretamente en los términos 
en que ba sido propuesta y aparece trabada, esto es, con relación 
al lugar en que el delito se liabria cometido, corresponde a la 
jurisdicción federal el conocimiento de la causa. Si el detito 
existe, (.n efecto, puede establecerse ''prima facie" que se ba co- 
metido al presentarse el cheque al cobro en el Banco de la Nación 
y al hacerse valer come» instrumento de ejecución tu el juicio 
promovido ante el Juzgado Fe»leral, es decir, en lugares donde 
el (jobienio Nacional tiene absoluta y exclusiva jurisdicción, y 
m tales condiciones es índif érente a los efectos de la competen - 
eia la especie a que pertenezca el delito de que se trata (artículo 
.v\ inciso 4 y . ley número 48} . 

Que de acuerdo con lo que esta Corte tiene establecido en 
reiterados casos análogos en el presente la falsificación «leí che- 
que sóln constituye un acto preparatorio del delito, y no el delito 
mismo, míe se comete al usar cu perjuicio de tercero el instru- 
immo delictuoso. Kl lugar donde la falsificación se haya reali- 
zado, no influye, pues, para la determinación del fuero, tomo 
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carece ígüáliiiéiite de valor decisivo el supuesto de que se trata 
de un cielito común, tocia ve/ que, emiin también se lia declarado 
p„r este Tribunal. b.s caracteres del delito rio predominan sobre 
especiales circunstancias expresamente previstas en la ley; , como 
,. s ¡ a del lugar del delito, fuente primera de la jurisdicción en 
matiria criminal, v qtie puede liacer derivar la com|ietencia ju- 
risdiccional común hacia el fuero de excepción (Faltos, tomo 
24, pág. 450: cómo W, i>ág. %: tomo 109. pág. 279; tomo 157. 
pág. 241 y 37K. entre otro*). 

Que tespectb a la interpretación y aplicación al sttb ¡uditw 
de! !É¿ fíl ¡Sí ©Wífe l> n>c « u ' observar que se le ha dado 

e n el c¿o, una amplitud inaceptable a la «iuqja»acióu de) cheque 
tpú Ut moneda, inies atentos los caracteres tundanicntalmeule 
diferente* que hay entre un documento privado de uso comer- 
cial común como es el cheque* y un instrumetito público de la 
i^M naturaleza de la moneda, no hay entre ellos equivalencia 
té#aj Risible que determine igualdades características entre el 
delito de falsificación del cheque que perjudica a un particular 
y el de falsificación de la moneda que afecta intereses de la co- 
lectividad y et Kstudo. l-os dos no son delitos de la misma espe- 
cie, y su equii«iraeión sólo ha ludido referirse a la penalidad 
que se les aplica . 

I )e la interpretación contraria proviene la contradicción en 
<,„c se incurre sobre este punto al establecerse que el delito de 
fal.iíicación de cheques rstá equiparado al de falsificación de 
moneda. qtte contri *S oelito eomwn. del* ser juzgado por 
la indicia ordinaria. 1.a deducción lógica debió ser la inversa, 
esto e*> que equiparado ese delito al de falsificación de moneda. 
q¿ de carácter federal <art. 3". inciso 3', ley 48), compele 
su jiizguiiiicuto 3 la justicia nacional. Dentro, pues, de la misma 
U>is de lata Ínter preiaeión .leí ort. 285 del Código Penal, co- 
rrespondería el snb jiniiejé al fuero federal. 

Por lo demás. >¡ hubiera de darse a las disposiciones del 
tiltil.» XII. capitulo l del Código Penal el alcance de que lodos 
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los delitos alli pre vistos y reprimidas, sin distinción de institucio- 
nes o ele jHTsmia* ofendidas, ni de lugares do ejecución son de 
competencia de la justicia común ii ordinaria, se habría investido 
a ésta de una jurisdicción incom|»atible con la naturaleza de al- 
«tinos fie esos delitos y más extensa que ta que el Congreso mis- 
mo piude conferirle. 

Por estos fundamentos, con arreglo a la jurisprudencia ci- 
tada y a lo que prescrikn los art*. 3*¡ inciso 4* de 1a ley 48 y 23, 
inciso 4" del Código de Procedimientos en lo Criminal, oído el 
señor Procurador General, se declara: que el Juez cgnvpetcmc 
l«r;'. entender en el caso es el Juez Federal de San Luis; a quien 
en consecuencia se remitirán los autos, avisándose al Juez del 
Crimen de la provincia en la forma de estilo. 

J. Fiuuemia Alcorta. — Roberto 
Repktto. — R. Gt -iw> Layalle. 
— Antonio Sa<;aksa. - Jn.iÁs 
V. Pkka. 



Don litista i tan ¡tuja amtm él leitoearrit 4c Hítenos . ¡tres al 
i'aiifúo. sS'ft imfemmzaáóu 4p duños v perjuicios. AV- 
ntrsü de hecho. 

Simuirio i l? Xo procede el recurso extraordinario cuando la sen- 
tencia resuelve, sólo cuestiones de hecho y prueba, no ha- 
liiendose cuestionado la interpretación de ningún precepto 
de la Ley General de Ferrocarriles, ni discutido el sentid» 
de ella. 

2* Xo puede prosperar la cuestión referente a la inha- 
bilidad i>or jubilación «le uno de los Camaristas que suscri- 
bieron la resolución recurrida, si el recurrente no pidió oi*ir- 
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tunamente el fallo con la plenitud de los miembros del Tri- 
bunal, ni planteó la cuestión eorrrs|>o.idieiite conforme a los 
preceptos del artículo 15 de la ley 48. 

0<tip : L<. explican litó piezas siguientes : 

MCTAMES mi. PROCTRATK)K liESERAl. 

Hwth* Aires Octulin- ,10 «U- ¡,9$. 
Suprema Corle: 

La «ntciwia dictada por la Cámara Federal de Ablación 
de está capital a l\. 167 de los oreante* autos seguidos p.r don 
FlUeo humaba contra la crnim* del Ferrocarril de Buenos 
\ires al Pacífico, sobre indemnización de daños y ^rjuieios 
^veniente de un accidente ferroviario, ha resuelto la cuestión 
en liase exclusivamente de razones de hecho y pruelra relativas 
a la imprudencia que se atribuye a la propia victima. 

Tales fundamentos <|tie. por si solos, son suficientes a tul 
modo de ver para resolver el caso con presetudencia de las cnes- 
i¡oue< de carácter federal pe; puebla» halarse articulado en la 
causa, son irrcvisihles |>or esta Corte Suprema ett el recurso 
vxtraortlinario creado por el art. 14 de la ley número 4S. 

En cuanto a la .ilación $Ú Sé formula relativamente a la 
ronstitucióu del tribunal « qw tain|>oco puede dar lugar al re, 
, . lir ^» extraordinario <|tie se intenta deducir, no sólo porque du- 
rante el juicio se Ha cuestionado la inteligencia del art. 1« 
de la Constitución Nacional eti la cláusula une consagra la iu- 
vi* Oibilidad de la defensa, sino también !>ort,uc la cuestión de si 
el tribunal n lia estado o no habilitado i»ra fallar eí pro- 
ceso sin la intervención de todo* sus miembros, es una cuestión 
rekda por orgánicas p de procedimientos, y &t lo iiusum 
ajena a la instancia extraordinaria. (Fallos, t.mw 116. pá|na 
30; tomo 123, |>ágina 143; cutre otros). 
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IV tanto, soy de opinión que d recurso extraordinario de 
ablación para ante esta Corte, interpuesto a ís. 169 de los autus 
principales, lia sido bien denegado, y i|tw corresponde se sirva 
Y. 3Ej asi declararlo, desestimando la prest nu- queja fotttiuíiíta 
jMtr don Kmilio lturriaga. 

Hémcto A*, {.tnrrlií. 
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Aillos y Vistos: 

La queja (Kif apelación extraordinaria denegada, que for- 
mula don Klisco Jtitrriaga en los autos contra la empresa del 
Ferrocarril Hítenos Aires al tarifico |x>r cubro de |iesos, en 
concepto de daños y perjuicios, en la que pide que. haciéndose 
lugar al recurso extraordinario del art. 14 de la ley 48, se re- 
eoqjie la seniencia-4le la Cámara Federal tic Apelación de la 
Capital: y 

Coiisid erando : 

Oue el recurrente funda su pretcnsión en la circunstancia 
de hafier invocado <lÍs|xistcioues ele la ky general de ferrocarri- 
les número en atnpáro (fe su derecho a indemnización por 
los (taños y per juicios que le ocasionó la muerte de su hija Ar- 
gentina llurriaga. victima |>or culpa de la empresa, la cual es- 
talla incursa en transgresión a varios artículos de dicha ley 
y dil Reglamento General de Ferrocarriles; y sí bien es cierto 
i|ue también invocó disposiciones del Código Civil, como con- 
currente a Ja definición de la cultüi empresaria que acusaba, esta 
Corte ha dicho que "procede el recurso extraordinario sí la de- 
cisión es contraria al derecho invocado fundado en la Ley Ge? 
neral de Ferrocarriles, sin que quepa distingo entre los casos 

s 
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¿tt íjtíe fila rija directa y expresamente y ármete ¿0 que Slt 
apficacián i-s reclamada por vía do interpretación cansa Sa 
lattini v. Ferrocarril ttó Sud - julio 2 del año en curso. l'or 
l<> tanto, el fallo advera» fie la Cámara á qn<> que interpreta la ei- 
larht ley federal y desestima ¿\ derecho fundado en ella, da 
iiíárgen al IWCurso extraordinario. 

Que. ademá>. la Cámara Federal ha fallado sin el número 
íntegro de Mi" miembros y o ni el voto de un camarista juoi- 
lado. v por ío tánto» fuera legalmente del tribunal, lo que afecta 
dicho fallí. <le imonstimeioualidad ante lo que dispone el art. 
18 di- la Constitución Nacional 

t lur ja t ámara y el Procurador General sostienen, en cuan- 
t., a ía primera causal invitada en favor del recurso, que la 
sentencia que motiva la f|iieja se funda en razones de hecho y 
prucUi, suficientes i>ur sí solas para sustentarla y extrañas al 
recurro extraordinario, según la constante jurisprudencia de 
esta Corte. 

Que. en efecto, el fallo de segunda instancia corriente a ís. 
lo/, dice une la prueba de autos demuestra que el tren ocasio- 
nante del desastre de autos llegó al {ninfo donde se produjo el 
accidente cotí velocidad reglamentaria; que las barreras esta- 
km lajadas en señal de proximidad de tren y en prohibición 
de líasar 1 la vía: que las liarrcras. molinete y demás instalaciones 
mi dicho sitio estallan con formes con las exigencias de la Di- 
rección General de Ferrocarriles; que existe en la estación Villa 
del Parque un |>aso de peatones en alto nivel que ]>ermite el 
1«t*o de las vías sin pelero ninguno, lodo lo que demuestra 
que hubo imprudencia de la victima y es aplicable el art. lili 
drl Código Civil. 

Que. en tales términos, es evidente que no hay caso federal 
involucrado en el fallo que se observa, pues no se cuestiona 
ta interpretación de ningún precepto de la l*y General de Fe- 
rrocarriles, no >e discute el sentido de ellos de tal manera que 
el dado por la Cámara agravie el derecho riel actor quien lo 
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entiende de otra manera, >\nn que se afirma que las pruebas 
acumuladas en los autos son suficientemente demostrativas de 
la corrección legal y ren1ameiUaria de la empresa demandada. 
Si esa apreciación prolwtoria es o no ajustada a las reglas ilr 
la sana critica. pumo éste eme no incumltc decidir a esta Corte» 
en función del recurso extraordinario como lo lia establecido 
en su constante jurisprudencia. < Fallos, tomo 114. pág. 423; 
tumo 116. na*;. 174: tomo 11/. págs. 182 y ¿ni. y muchos otros). 

Que, tu cuanto a la comt><wición del tribunal a quo, ni el ac- 
tor pidió fallo con plenitud de miembros del mismo, ni planteó 
en oportunidad — conforme preceptúa, el art. 15 de la ley 48 — 
la cuestión referente a inhabilidad. por jubilación del Cama- 
rista doctor Escalada : |*ir todo lo cual, m» |Hiedc prosperar tam- 
poco bajo este punto de vista la queja deducida. 

En su mérito, y de conformidad con lo dictaminado por 
el señor Pnvurador (ieneral ele la Nación , se declara improce- 
dente la queja del señor Iturriaga. — Hágase saber, repóngase 
el papel y en su ojwrtimidad archívese, devolviéndose tos autos 
venidos como mejor itifumie con transcri|ición de la presente 
al juzgad-, de origen. 

J. FlGUElOA ALCORTA, — RoftERTO 

Refetto. — Antonio Sacar na, 
— . Ji liAn V. Pera. 



Criminal contra Francisca Fernández y otros, par robo: sobre 
competencia. 

Sumario : Corresponde a la justicia federal el entender en una 
causa seguida contra empleados fie kis Ferrocarriles del 
Estado, por el mlm de mercaderías i«»r éstos transitadas. 

Caso : I.o explican las piezas siguientes ; 
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SENTENCIA D£ LA CAH ARA FEDERAL DE APELACIÓN 

Y Vistos: 

|j & apelación interpuesto |«>r las parte*, contra 

la amencia de íeeha de diciembre ppé>. c&0m a (*, &fk 
dictada por el señor Jue¿ Federal de esta scc#íi CórdoU. en la 
causa seguida contra Francisco Fernández F ulogio Yerón y Ña- 
men.* rió«Í¿ por Mqjonérseles autores de rol™ de mercalena* 
en tus Ferrocarriles del listado, en la que lia resuelto : condenar 
a los pregados Fernández v Verón. como autores de robo, he- 
cho* incriminados en el art. 164 del C. Penal, a la inua de trc> 
anos lie prisión, como asimismo a la restitución de la mercadería 
snMraida qü* no hubiere sido ya devuelta a la ei^e* ett^ 
delecto al p^p de la misma, con costas. Y absolver de toda culpa 
v carRO al foguista Nazareno Pioz/i. sin costas al qm-rellaute por 
haber mediado acusación fiscal: y 

Cotí «de rain lo: 

yiu lo primero que deben tener presente los paces federa- 
les es si el caso traido a su decisión corresponde o no a SU fa- 
cultad jurisdiccional, sobre todo por ser ésia la excepción. 

Cine en consecuencia, y examinando con la detención debi- 
da el arr 3* de la ley 4K de 14 dé septiembre de tÍ$¿ el tribuna] 
nn eticuentra comprendido el cas» en ninguna de su* disposicio- 
nes. Xo m? trata de crímem* cometidos en tos ríos t islas y puer- 
ta; ni se trata de la violación de leyes nacionales, pues aquí no 
hav defraudación de las rentas de la Nación, ni obstrucción, m 
corrupción de sus empleados, ni violación de sus correos, m lal 
seatniemu de clecciono. ni tarificación de documentos o billetes 

de Banco. 
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( > lu . si Wm puede mm * no afectad la responsabilidad 
civil de la empresa -le los Ferrocarriles del Estado, no es esta una 
cuestión sut> jHdhc no se trata de hacer efectiva esa re*]x.i^a- 
1,ilidad. sino de caMÍ^ar a Francisco Fernández y demás coparti- 
cq*s iMír el delito cometido, según corresijonda. 

Tur tanto, se declara que la presente cansa no corre^ide 
-il tuero federal. Regístrese ? dt vuélvanse los autos al inferior. — 

■ t ■ ■ - i "I 

r i ■ 

DICTAMEN UET. FROCirKAOOR flENERAL 

BWW>» Aires. Octubre 22 do 1*»Srt. 
Snpreina Corte: 
Futiendo que la mención de los artículos 14, inciso & de 
la lev número 48 v i* de la Ky numero 4055. que se hace al 
interponer en el escrito de R 154 é recurro de ablación ,>ara 
ante V. ÉE» es indicación suficiente de que dicho recurso es el 
extraordinario, v en tal concepto, estimo que conforme a lo re- 
suelto por V. E- en casos análogos, aquél es procedente, toda 
ve* que la resolución dictada por la Cámara Federal de Ape- 
lación l« Í VmlfJia dolara que el conocimiento de la presente 
causa es ajena a la conq>ctencia de la justicia federal. 

FI recurso ha sido. pues, a mi juicio, hitn concedido. Kn 
cuanto al fondo, cabe advertir que et que se imputa a 

los procesado, en esta causa es el de roln* de mercaderías de 
1„< Ferrocarriles del Estado, de cuya repartición aquellos eran 
empleados: y que V. E. tiene ya estahleeidi. (Kallos, tomo 143. 
página M v tomo 14*. w»a M) que, siendo dichos ferroca- 
rril^ d e propie dad de la Nación, laminen lo son las cosüs hur- 
tadas, de modo que. aun cuando se trate de im delito de dere- 
cho común, d conocimiento de la causa corresponde a la jus- 
ticia f «feral, con arrezo al art. % inc. 3* de la ley nu- 
mero 48. y art. 23. inciso 3* del Cocido de Procedimientos Cri- 
minales 
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A la justicia federa! — agregó V. E. — le incumbe resguar- 
dar los derechos e interés* ;» de ta X ación, y si los crímenes que 
"tiendan a la defraudación de sus rentas u olístruyan o corrompan 
el buen servicio de sus empleados" delien tic ser juzgados por 
ella, es lógico que lo sean igualmente los c¡ue tiendan a la de- 
t rotulación de su?* .lentas bienes o corrompan el buen servicio de 
mis empleados con la apropiación tlepitima de lo íjne ha sido 
confiado a su custodia 

l*nr lUh y flemas fundamentos de la jurisprudencia citada. 
1 1 conocimiento de la presente causa es de competencia de ta jus- 
ticia federal, y en tal virtud, soy de opinión que corresponde se 
>irva V. E. revocar la resolución apelada de fs, 152 y mandar 
devolver las actuaciones al tribunal de su procedencia para que 
reasuma la jurisdicción de que se desprendido. 

íionniu R. Larrcta. 



FALLO OE LA CORTE SITUE M A 

Biwi*r? Aires. Noviembre 14 de- PJJft 

V Vistos: 

Que habiéndose declarado en et sttb^ptéke la incompetencia 
del tuero federal, y de acuerdo con las consideraciones de que ha- 
ce mérito en su dictamen el señor Procurador General, la pro- 
cedencia del recurso extraordinario interpuesto a fs. 154 no es 
dudosa, por lo que se declara bien concedido. 

Considerando : 

Que en la presente causa se imputa a los procesados el de- 
lito de n>ln> de mercaderías transportadas por e! Ferrocarril HeT 
lüsNidu. de cuya repartición aquéllos son empleados. 
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tjuc siendo dichos ícrrt >earrite> fie propiedad «lo ta Nación, 
la que. en el caso, puede resultar responsable de la iiérdirin de 
dicha mercadería, corresponde a la justicia federal él conoci- 
miento de esta causa, aunque se irate de un flclílo de derecho cor 
múrt. con arreglo al art. incido § de la ley 48 y art. 25. inciso 
,V- del C. de Proc, Criminales. 

Que. corno lo hace notar el Señor Procurador í ¡enera!, esta 
Corte tiene declarado "que incnmlie a la justicia nacional resguar- 
dar los derechos de la Nación, y si los crínunes qtte tiendan a 
la defraudación de sus rentas u obstruyan n corrímipan el buen 
servicio He sus empicados deben ser juzgados por ella, es lógico 
que lo sean igualmente los que tiendan a la dcframlación de sus 
flemas bienes o corrompan el buen Berrido de sus empleado* 
mn la apropiación ilegitima de lu que ha sido confiado a su 
custodia". 

En su mérito. ñor los fundamentos del dictamen del señor 
Procurador íieneral y los que se registran en «1 íalU» tomo 143. 
pág, 29, se revoca la senteos ia apelada, declarándose que d co- 
nocimiento de esta causa corresponde a la Oáatara Federal de 
Córdolw, Xotifiquese y devuélvanse a sus efectos. 

|. Figlkroa Alcor ta, Antonio 
Sacar na. — Julias Y. Peha. 



Doña Julia ('. Conloa de í'arette contra doña Futurist a Ortiz de 
Dcprcz, sobre división de condominio. Contienda de com- 
petencia. 

Sumario : Tramitándose ante la justicia ordinaria un juicio por 
división de condominio, si de las constancias de él resulta que 
la parte actora hiato transferencia de los derechos que dice 
corresponder Ic sobre el irinmebíe euestionailo. a quien tam- 



FALLOS DE LA CORTE St*PBEMA 



hién sigue juicio contra la demandada por reivindicación del 
mismo ante la Justicia l'cderal, es a ésta a miteii compete 
d entender cu el juicio <1e división di* condominio. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes : 



VISTA I1KL PKOt .-I'KAIHJK l'ISCAL 

Señor Juez: 

K vacilado el traslado y 1» vi^ta conferida a fs. 43 vía. y 46 
vía. respectivamente, autos número 50.612, a L\ S. dig<»: 

I. Oue la causa número 49.526 está radicada en este Tribu- 
nal a virtud de la resolución de la Kxcma. (.guiara corriente a. f>. 
2] 5 se funda en lu diversa nacionalidad de argentino y ex- 
tranjera, del demandante señor Carrizo y la demandada señora de 
Dcprcz en el juicio de reivindicación respectivo iniciado el M 
de diciembre de 191 X sobre ta estancia San Isidro, expediente 
número 20.971. 

II yue ante el 2' Juzgado Civil de la provincia autos nú- 
mero 17.275. la señora Julia C. de Girette en 3 de octubre de 
I92Í inició juicio contra la misma señora de Deprez i*or división 
de condominio de la misma estancia San Isdiro actualmente en 
tramite, habiendo obtenido nombramiento de administrador in- 
terventor provisorio, el 22 de abril de 1929J en el incidente sobre 
medidas pri-cautorias N" 27.533. 

III. Qué la misma señora dr Carette con fecha $ de julio 
de I9í9 pidió se le diera imerveución en la reivindicación ini- 
ciada por Carrizo contra la misma señora de Deprez |>or consi- 
derarse condónima de dicha señora m la estancia San Isidro 
y |Kirque (nidia perjudicarle una sentencia adversa (véase Ramo 
ile incidentes, fs. 1 ). 
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1\\ Con fecha 9 efe agosto de 192S, la misma señora de Ca- 
rene se presenta en autos 26.971 (>■' manifestando que 
ha vendido at si-ñor Carrito. o sea al mismo demandante, sus 
tk rcehos sobre San Isidro con fecha 1 1 de marzo de 1 920. ]iur 
lo cual se retira del juicio por no tmer tutn-Ss t n ñ mismo. 

V, Kn el mismo expediente X" 26,971 ( >• «tu$p) y a fs. 
o47. en 17 de septiembre de 1928. por su i«irte el demandante 
(.'arrizo ofrece cuino pruelia el testimonio debidamente legali- 
zado de la cesión a que se refiere d número anterior, efectuada 
|tnr la señora de Carene a Carrizo. 

VI. lie los antecedentes procesales relacionados e» los nú- 
mero* anteriores surge claro que la señora cíe Carette no ha po- 
dido decirse dueña de la estancia San isidro desde la fecha de 
la uajenación a Carrizo, o sea desde el 11 de marzo de 1920 
y solicitar como lo lia hecho, la división de condominio en .1 de 
octubre de 1921. i>ue*to que trasiiasó sus derechos a Carrizo. 

VI F. One la señora de Carette y el señor Carrizo están li- 
toados por las manif estaciones expresas y concordantes de que 
antes se ha hecho mérito, y consecuentemente el Juzgado no pue- 
de admitir desdohlamientos fie personalidad aunque sea en ajena 
jurisdicción que den mareen a sentencias contradictorias o impn- 
sihles de cumplir. jorque los jueces de la República, cualquiera 
que sea su Ór%en. representan la solwranía nacional que es una 
e indivisible. 

VIH. Que la va de derecho ahierta en casos como el pre- 
sente es el que se plantea jmr la parte demandada, vale decir, 
"lilis i ►endemia' l«jo la forma de una cuestión de comj*tencia 
por mhíhitoria, ya que existe conexidad por la identidad de per- 
sonas y de cosa demandada entre el juicio por reivindicación y el 
de división de condominio de la estancia San Isidro, siendo de 
notar que ta cansa radicada en tMe Juz^do es más antigua y 
que el fuero por razón de las personas es el mismo. 
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IX. Oue 11 juicio del MISCHpto I* ííilti» ttl ' identidad (lt- 

ne. es óbice i>ara ta atracción de ana cansa a la «ira. pufes es efe 
observar que la ley de procediminto al tratar fie la /ífi> fcndaUia 
no exige ixira su procedencia que exista identidad de tusonas, 
causa y objeto, de donde se infiere que 1wsta la conexidad y que 
dÜo queda librado a la apreciación de los jueces y todo c«.n el 
fin tte que no se divida la continencia de la causa. 

X. One t*>r otra parte, d listado tiene interés en que ter- 
minen los pleitos, no en que se multipliquen Interes reí pnbli- 
me Mf /iirú Míkm y los jueces y tribunales tienen el deber de 
mantener el decoro y buen orden en los juicios, reprimiendo o 
previniendo todo lo que sea un estorbo para el curso de la justi- 
cia eu daño de las partes (art. 52, Cód de Procedimientos de la 
Capital » pudiendo traer a la vista cualesquiera autos que tengan 
relación con el pleito hallándose en estado (art. 57. inc. 4*. có- 
digo citado), todo lo cuat se condensa en la determinación de que 
corresponde al. S. nlx>carse el conocimiento de la causa de re- 
ferencia 

Por lo expuesto opino corres|>onde se mande agregar a los 
autos copia autorizada de la escritura corriente a fs. 343 y es- 
crito de fs. 347 del segundo cuerpo X* 26.971 ; del escrito de fs, 
I (45) del Ramo de incidente: del escrito de fs. 319 (2* cuer- 
po) ex [H diente X* 26.971. con sus respectivos carpís y proveí- 
dos, y Fecho se libre oficio al señor Juez del Secundo Juzgado 
en lo Civil de la provincia para que se inhilm en la causa aludida 
v remita tos autos . 

Dígnese C. S. tener por^ontcsiado el traslado y evacuada la 
vista conferida. F. Wrdatjnci; 
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ACTO mt J I "KZ FEDEEAL 

Mmitoía, Jtilrr, u de 192», 

Autos y Vistos: 

U enmienda de coitipetracia planeada a f s . ¿6 de e«to« 
-míos N* 50.61 J por la iM| de don Petlr» Notara Ortfe ; 
fnir inhibitoria ; y 

Considerand" : 

(Juc el juicio de reivindicación seguido por Vicente Carrito 
contra la sucesión de Pedro Xolazco Ortú, es de la competencia 
federal, según lo resuelto por la Excma, Cámara y que lo teng» 
a la vista; por distinta nacionalidad de las partes art. 2», ley 48; 
y siendo las mismas portes (as que intervienen en juicio que ra- 
dica en Ja justicia ordinaria es de toda evidencia la cuestión de 
competencia míe se plantea en estos autos ¿ 

Habría cunto lo sostiene el sttios Fiscal. litis pendencia, y no 
obsta a tal conclusión la falta de identidad de causa, cuando exis- 
te, claramente, identidad de personas y de cosas y en tal virtud, 
no ohsta a la conclusión a' que se ha ¡legado en el apartado an- 
terior. 

Por ell» y fundamento* del dictamen del señor Procurador 
Fiscal y disposictótl legal citada: resuelvo: declararme compe- 
tente para entender en la causa seguida por doña Julia Coulon 
de Carette contra sucesión de Pedro Xokuco Ortiz jior división 
de condominio, autos X" 17.275 ante el >' Juzgado en lo Civil 
•le esta Capital y se libre oficio al Juez que entiende en la mis- 
ma para que se inhila y remita el expediente a este Juzgado de 
acuerdo a lo dispuesto por los arts. 45 y 46. ley 50. Se agreguen 
las copias a que refiere el señor Fiscal en su apartado X ■ Oí- 
I líese, «póngase y hágase salier. - Oscar Guiñacú, 
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VISTA OKI. AlíKNTF. KISCAl. 

Mwidi.za, Julio 5 le WK 

Señor Juez : 

Teniendo tu cuenta lo depuesto en el art. 2* del Código de 
[VotwHmicruos de la provincia que establece que ta prórroga de 
jurisdicción wi los casos en que ella es permitida, puede ser tá- 
cita con respecto al demandado i^r lialier contestado 1n demanda 
«iin interponer en forma la declinatoria, lo que ha ocurrido <*n 
i>ios ;mti>s. y conskteratlÜo míe to4a cuestión de competencia que 
*e orndu/ea con posterioridad al consentimiento de la jurisdicción 
dtl fuzcado delie ser irremisiblemente rechazada, esté Ministerio 
es de opinión que l". S. debe así resolver ]a cuestión de COOlpe- 
tencia deducida, imnteniendn vuestra jurisdicción para entender 
en el presente juicio. M. A. i abimitlas. 

Al |u OKI. JUSX EN 1-«> i 1VIL V MINAS 

Mendoza, Mariu 12 flt- ÍW. 

Y Vistos: 

listos autos : \v 17.^>5, para resulver la cuestión de eom- 
petienHa pljuiteada a ts. M.¡2 : y 

Considerando; 

(Jiu de tes recaudo* tesiinu miados que Se adjuntan al cx- 
fiort.. del M iun- Juez lüderal de esta ciudad, corriente a U. 302. 
planteatido aicstión de mnjiclencia pof inhibitoria, surge eviden- 
te: a t que el juicio en que se promueve la cuestión fué infriado 
ante m Jit'tfid" Federal en l de Diciembre de I^IS p*»r don 
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Vicente Carrizo contra la sucesión de don Pedro X. Ortu. por 
reivindicación del campo denominado San Isidro, objeto de la 
(presente acción de división de condominio y con anterioridad a 
ésta: y h) que la* lurtes que litigan en dicha acción reivindica- 
luna son las mismas que intervienen en este juicio de división 
de condominio, ya que la actora aquí, doña Julia C. Coulón de 
Carene, vendió el 11 de Marzi. de 1920 a don Vicente Carrizo 
sus pretendido* derechos de propiedad sobre el referido inmue- 
ble y la demandada doña Francisca Onix de Desprez, reviste en 
este carácter como única y universal hiTedera del causante don 
J'edro X . ( )rtiz. 

(Jne en esta situación y como bien lo observa el señor Fis- 
cal Federal e$ ti dictamen que fundamenta ta resolución del señor 
Jue* exhortante, sobre la cuestión de coni|>eteuc¡a planteada, si 
nr. surge en forma expresa la identidad de causa, como tercer 
Oemento dmtrmario que ermita establecer la identidad de am- 
bos juicios, ni i es menos cierto que dado el trámite impreso a es- 
la acción de división de condominio, de acuerdo a los preceptos 
legales contenidos en el título IV, libro II del Código de Proce- 
dimientos, se discute en amtios juicios relaciones jurídicas co- 
nexas emergentes riil derecho de dominio, lo que hace evidente 
enioitces la acumulación de amitos y procedente, en consecuen- 
cia la inhibitoria planteada íarts. 7", g$2 y siguientes del Cód. 
ile Procedimientos) . 

Por ello y no obstante lo dictaminado por el señor Agente 
Fiscal a ís. Mfi vta. declárase el infrascripto incompetente para 
*eguir entendiendo en el pn senté juicio y su incidente N» 27.5JM 
sdhre medidas precautorias y ejecutoriada esta resolución, re- 
mítante sin más trámite para su conocimiento al señor ||(es« Fe- 
deral de esta ciudad, con la nota de eslito. Gimiese, repóngase y 
llágase salier. — Cemro Sairprw. 
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AÍ TO OK LA CAMARA Al'Kj.Al. KíNKS 

Mcnriuia. Jimni 30 (k 

V Yi*to*: 

L-sto* auto* 1".¿75 caratulados "Julia C> Couión He 
t arme contra Krnneisea áüttf de Desprez por división de con- 
dominio" ; y 

Considerando: 

Qaá "«ciado el presentí- juicio jior división de condominio 
mire düña Julia C. I oulóu de Carene y doña Francisca Ortiz 
de Desprez: con fecha $ de Octubre tic 1921, la |>arte de doña 
Francisca Ortiz de Desprez después de promover una incidencia 
Hibre nulidad de la providencia que convocó a las partes |>ara 
la designación da j>erito, incidencia que perdió, opimc en la au- 
diencia que prescribe el art. 855 del Cód. ile Procedimientos CU 
materia civil y comercial la* defensas de taita de derteho en la 
I «irte adora '>ir carecer esta del carácter de copropietaria 
condómina y hasta de poseedora del inmueble que se pretende 
dividir" y defectos en el título que presenta la señora de Gv 
rette 'por haberse él confeccionado fuera de la provincia, sin 
ntte haya sido protocolizado como ío exige la ley liara que pudie- 
ra ser admitido i*>r los tribunales". A estas excepciones el Juz- 
gado les dió el trámite que fija el art. 857 de la ley citada, pro- 
duciéndose una pruelia abtmtlanlc, con lo cual se llamó autos 
liara sentencia I fs, 272) con fecha 13 de Abril de 1926. Que cmi 
fecha M de Julio del ano ppdo. el señor Juez Federal intima al 
ile la causa (oficio de fs. 293) se inhiba de seguir entendiendo 
por haberse declarado competente el oficiante a lo cual accede 
el a que l*>r auto de ís. -U4. no oltstante la oijosición de la parte 
actora (fs, 294 a fs. 299 ) y el dictamen contrario también del 
señor Agente Fiscal (fs, Í0O vía). De ese pronunciamiento 
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recurre el actor (fs. 3&$) . tjue la cuestión de com|*'tencia i4an- 
reada por inhibitoria ante el señor Juez Federal en los autos ca- 
ratulados "Vicente Carrísto c, sucesión de Pedro N. Orm". se 
tunda en que habiendo doña Julia C Coulón de Carette cedido 
sus derechos sobre el campo en litigio a don Vicente Carrizo 
(actor en et juicio prnncncionado i "el juicio sobre división de 
condominio ha quedado involucrado o absorbido por el juicio rei- 
vindicatorío" que se tramita "entre las mismas partes, con el 
mismo titulo y subre la misma cosa, siendo asi competente la 
justicia federal, tanto por la situación legal de las partes, cuanto 
]»>r el principio de la continencia de la causa, ya que de otro mo- 
do pudieran pronunciarse resoluciones distintas y contradictorias 
sobre los mismos títulos y derechos y entre las mismas personas" 
( escrito testimoniado de fs. ¿82 a 289;. Agrega que el juicio 
presente fué promovido cuando ya la actor a señora de Carette 
hahiu transiendo a Carrizo sus derechos que éste cjercítatia por 
el todo de la cosa en acción reivindicatoría desde Diciembre de 
1VIS. Funda la incidencia en los arts. 43 y siguientes de la ley 
ffl 50. aclarando que la promueve fuera de la oportunidad legal 
por cuanto "el hecho que fundamenta la presente se lia produ- 
cido después de paralizado el juicio de división de condominio." 
íjue el señor Agente Fiscal del fuero federal, pide se haga lu- 
gar a la cuestión planteada "litis jwndencia", liajo la forma, de 
una cuestión de competencia por inhibitoria, ya que "existe co- 
nexidad i>or la identidad de personas y cosas demandadas entre 
el juicio por reivindicación y el de división de condominio de la 
estancia San Isidro, siendo fie notar que la causa radicada en 
este Jnzga< lo es mas antigua y que el fuero por razón de las per- 
MHias es ti misino". Kl señor Juez asi lo resuelve, porque "ha- 
bria. onno lo sostiene el señor Fiscal, "litis pendencia". Que se- 
gún el Código de Prrx:edtiniemos Civiles de esta provincia la 
incompetencia i>or razón de las personas solamente puede dedu- 
cirse, como excepción dilatoria y en la oportunidad que la ley 
determina (arts. 6* y 116, inc. 1», código citado), pues de lo 
contrario ta jurisdicción se entiende prorrogada (arts. !• y 2* y 



144 



FALLOS DE LA COkTK SLPÍlEMA 



5<H iU- la misma leyj. Quiere decir entonces 411**. habiendo la 
señora de lksprez demandada ante el Juzgado Federal y el Se- 
gundo Juzgado en (p Civil y Minas. e«*mparceidn ante este últi- 
mo Juez, sin plantear cuestión de comi»etencia en su oportunidad, 
hasta llegar los autos al estado Út llamamiento para sentencia y 
tratándose de jurisdicción pmrrogable, es evidente que la cues- 
tión de competencia ha sido planteada fuera de tiempo y no 
puede prosperar, Oue |npr otra parte la nacionalidad de la señora 
de Desprez por su esposo extranjero no varía desde la sanción 
de la ley número 11.357 que al establecer en el inc. gj de su art, 
3'' que la mujer casada mayor de edad, puode estar en juicio sin 
necesidad de la asistencia de su esposo o venia supletoria, lia lu- 
cho desaparecer las causales por tas que se asignaba a la cón- 
vuyt la nacionalidad del marido. Que en canto a la "litis pen- 
dencia", es también una excepción dilatoria o previa, auno lo es- 
tablece el art. 116 en su inc. 4'' (ley de trámite), opuesta en con- 
secuencia fuera de (iportunidad, conclusión a ta cual no obstan 
1 1 que recién tuviese conocimiento de la cesión de derechos de) 
la señora de Caretle a Carrizo. porque esa cesión fué presentalla 
á los autos tramitado* en la justicia federal, con fecha 10 de agos- 
to de l l ->2f< y aceptada expresamente )>or Carrizo, por escrito 
presentado con fecha 17 de setiembre de 1928, promoviéndose 
cuestión de competencia cerca de un año "a posteriori". el 13 
de junio de l l >29. Oue debe, olwervarse. ademas, que la señora 
de Carette se obligó expresamente a perfeccionar la negociación 
(cesión a Carrizo 1 mediante la tradición (ver escrito testimo- 
niado a ís. 277 \ para h* cual piulo conceptuar necesario prose- 
guir el presente litigio. Que faltaría también un requisito indis- 
pensable para la acumulación de las dos acciones mediante la 
excepción de "litis |*endciicia" y es el de que puedan substanciarse 
por los mismos trámites tart. nYi5 ley de trámite y Castro: l*tos. 
Civiles, tomo 1". íiág. 77). ya que el juicio de reivindicación es 
ordinario y el presentí- es tle procedimiento especial (división de 
condominio^ en lo priuci|)al y también en ei incidente de ex- 
copciones o defensa- promovidas por la demandada (juicio de 
menor cuantía) . 
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Por estas consideraciones y las pertinentes dadas i>or el 
señor Fiscal de Cámara de fs. 338 a 3-40, el Tribunal resuelve: 
revocar el auto apelado fecha 12 de marzo de 1930 y que obra 
a fs. 314 de este expediente, debiendo el señor Juez proceder a 
elovar les autos a la Suprema Corte Nacional de justicia a Jos 
efectos de que resuelva la cuestión de competencia suscitada (art. 
9* inciso 2», ley 4055), debiendo hacer conocer por oficio al 
señor Juez Federal la resolución definitiva recaída en su requisi- 
ció <le inhibitoria. Cóp., rep, hágase saber y bajen los autos para 
su cumplimiento. — Moyano. — Padctti. — Casarme Carran- 
za. — Robin. 

IMATAMBN f*X HKUH KAUO» (¡KXKRAfc 

Buen ta Aires, *c|rtienAri- ¿5 ik 11.10. 

Suprema Corte: 

Ante el Juzgado Federal de Mendoza, don Vicente Carrizo 
demandó, en el año 1918, a la sucesión de don Pedro N. Urtíz t 
de la que es heredera doña Francisca < )rti* de Dcsprcx, por rei- 
vindicación del campo denominad*) San Isidro, ubicado en las 
proximidades de dicha ciudad. 

Posteriormente, en 1921. doña Julia C. Coulón de Cárette 
inició contra la referida señora de Desprt* juicio sobre división 
fie condominio del mencionado canino, ante el Juzgado en lo Ci- 
vil y Minas de Mendoza. 

En esta segunda causa la demandada compareció y, prorro- 
gando ta jurisdicción del Juez con ti sometimiento a decisión del 
mismo de diversos incidentes, intervino en la tramitación de la 
misma, la que llegó a estado de sentencia radicándose definitiva- 
mente en la jurisdicción provincial. 

Posteriormente, en 1929. la referida señora Ortíz de Des- 
prez se t*rc*entó en los precitados autos "Vicente Carrizo contra 
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la miomóii de l'edro N. Orti/, sol.re reivindicación " «.licitando 
del Juez Federal que conocía en los mismos promoviese con- 
tienda de c. .tnpeteneia por inhibitoria al Juez provincial i>ara 
se apartase de! conocimiento de ta demanda puesta contra éfla 
]*»r la señora Coulón de Carene, a que antes *e ha hecho re- 
ferencia. 

Para justificar dicho pedido invoca!» la recurrente la no- 
ticia que. posteriormente a la iniciación de esta última demanda, 
liahia tenido de hal.tr cedido la actora srñora de Carette. m$0 
»m ácrWhos y acciones al campo 8» titi«íi>. a favor de Larriz». 
luirte actora en el juicio tramitado ante ta justicia federa). 

Hntendia la señora de Despee* que en la persona de $0* 
,.ñ..t Carrizo se habían concentrad» asi lodos los diTechos invo- 
cAUm Áhm el cann» «*$ cuestión y que. i*or ello, se hacía inne- 
cesaria la Misianciaeión de la causa ante el Juez provincial, de- 
hlfendo esta acumularse al juicio rei vindicatorio para mantener ta 
unidad de proveimiento en la> dos causas ante la justicia fe- 
deral. 

Ahí lo lia resuelto el Juez de sección promoviendo la corres- 
IHHuliente inhihitoria que lío ha sido aceptada (>or ta justicia lo- 
cal de Mendoza. 

Con tal motivo» se han elevad» a esta Corte Suprema las 
respectivas actuaciones pata que V. E, dirima la contienda ejer- 
citando la facultad acordada i«*r el art. 0» de la ley -K>53. 

IV lo precedentemente expuesto resulta claramente estal de- 
cido ante el Juez en lo Ovil y Minas de Mendoza quedó 
definitivamente radicada la causa (Jaulón de Corette contra i >r- 
tiz de De-pre/,. sobí* división de condominio y que sin tpiejleuara 
a senn uriana la nÜMna. la parte demandada promovió inhihito- 
ria ante el juez Federal en causa distinta seguida i*.r Carrizo 
contra la sucesión c )rtiz. sobre reivindicatoría. 

Es .le derecho que las cuestione* de eompeunda de1»en pro- 
moveré por declaratoria o por inhihitoria. no siendo dad.. al«n- 
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donar uno de esto* medio* después de haberío 
Ikmmt el otro en movimiento. 

U oportunidad para proponer la declinatoria no fué „,i|i- 
¿a<la pur la señora <Iu Dcsprez ni el jtririo tramitad., ante la jus- 
ticia local. 

Y. prorrogada esta juriMlieción. no lia podi.l.» recurrir :i la 
vi;*, declinatoria para pn .mover tina contienda porque, según es 
también de ky, din es inaceptable en causas como la presente 
en que la jurisdicción es prorrogarle jior razón de las personas. 

tm circunstancias invocadas d t - tratarse de dos causas c 
intereses análogos y de derechos de un mismo origen, según se 
afirma, y sobre un mismo inmueble, no puede ser óljice a ía so- 
lución legal j>reindicada. toda vez que se trata de acciones dife- 
rentes - reivindicación y división fie condominio - v de jKirtes 
distintas. 

Us razones de hecho y de derecho que se hagan valer para 
Hfücliíicar la situación legal de la |>arte actora en e! juicio sobre 
división de condominio y las demás que puedan esgrimirse pa- 
ra desinteresarla en virtud de la cesión de derechos a que se 
alude, separándola de la cansa, sólo pueden someterse a de- 
cisión del Juez ante el cual está radicada la demanda, es decir, 
el Juez local en lo Civil y Minas, sin que sea permitido sustraer 
a éste ti conocimiento de dicha cansa y someter a la actora 
señora de Cara te. a la jurisdicción de otro Jnez y ante otro fuer» 
que 110 ha sido invocado oportunamente. 

El Juez Federal no puede pronunciarse en la causa subre 
reivitulicackin que le está sometida, y con motivo de la tramita- 
ción de la misma, sobre derechos que la señora de Carette puede 
hsm valer en el juicio sobre división de condominio en de- 
fensa de su calidad de jiarte interesada en dicho juicio. 

IW todo lo expuesto, soy de opinión que corresponde de- 
cidir la presente cuestión a favor de la competencia fiel Juez en 
lo Civil y Minas de Mendoza para seguir comiendo en la can- 
sa referida. 

Horacio R, Loneta, 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Jtm-ifcis Aires, Xm-íenfirt- 14 de tMft 
Autos y Vistos: 

Ln> ite contienda de competencia \**r inliibiturin tral*ada en 
in: el J«e/. Fffferál de Mendoza y el de lo Civil y Minas do la mis- 
ma provincia nara conocer en t i jutríu seguido jíóf doña Julia £, 
Clinton de Lai ttu contra doña Francisca Urtiz de Uespre*, so- 
bre división de condominio, 

Y Considerando : 

[hiv 4w Vicente Girrizo sigue ame el Juez de Sección de 
Mendoza contra la señora dt- Descreas juicio |*>r reivimlicacióii 
del campo San Isidro simado en aquella provincia ; y ante el 
Juez cu lo Civil y Minas tramita el juicio sobre división de con- 
dominio de dicho inmueble, promovido por la señora de Gí- 
rate contra la misma demandada de reivindicación, señora ele 
I íesprez. 

Oue en el curso de la substanciación de ambas causas, su 
litiga a et.iablec.cr (jue la actora en la de división de condominio, 
señora de Carette, lia transferido a favor demandante en el 
inicio ni vindicatorio, señor Carrizo, los derechos que dice co- 
rrtí^WLiíterle en el inmueble cuestionado, y es en virtud de ese 
liedlo, mediante el cual se considera el juicio de división de con- 
dominio involucrólo en el reivindicatorio, que la señora de Des- 
frez promiu-vi íllltl ' (,J J tH/ l , ' eíít ' ral lil cuestión de conqietencia 
¡lor inhibitoria, la míe se resuelve en el >enlido solicitado y de- 
termina el auto de inhibición del Juez en lo Civil y Minas que 
la Cámara dt- Ablaciones revoca, quedando asi trabada la con- 
tienda ile comí* -leticia que se lia traído al examen y decisión óV 
esta Corte. 
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One de los antecedentes relacionados de deduce: que sean 
cuates fueren las actuaciones practicadas en la substanciación de 
los juicios de que se trata, lo cierto es que la auuprol «ación de 
la transferencia a favor del señor Carrizo de los derechos tnvn- 
cados |w)r ta señora de Carene, modifica substancialmente la st- 
1 nación de hecho y la naturaleza jurídica del caso, núes en el jui- 
cio de división de condominio se lia eliminado la j»ersoncria de^ 
la | sirte actora. se^ún ella misma lo expresa (Dictamen Fiscal 
fs, 4K vuelta l y aparece substituida por el actor en ta demanda 
de reivindicación, quien de ese modo reasume los derechos y ac- 
ciones que en lus dos juicios se ejercitan contra la señora Ortíz 
de Desprez relativas al inmueble en cuestión, y así el señor Ca- 
rriel resulta accii mando sobre la misma cosa y contra la misma 
persona en dos jurisdicciones distintas. 

Qw es evidente, cinno lo sostiene la defensa de la deman- 
dada, míe t*1 punto de partida fundamental de las decisiones que 
hayan de recaer en ambos litigios es el derecho de condominio 
que se atribuyen las partes para dar liase a sus pretensiones y 
afianzar sus derechos : de dónele resulta que en las condiciones 
actuales de la controversia, sometidas las causas a distintos jue- 
ces, inierlen recaer en ellas sentencia contradictorias! sobre los 
mismos títulos a la misma cosa e identidad de personas, origi^ 
liándose un conflicto sin solución legal alguna ni justificación 
posible dentro tlel ejercicio regular de nuestra organización ins- 
titucional. 

En mérito de e^uis consideraciones y los fundamentos con- 
cordantes del dictamen fiscal de fs, 48 y auto de K 30 vta.. oido 
vi señor Procurador General, se declara que es competente en el 
caso para conocer en el juicio de división de condominio de que 
se trata, el Juez Federal de Mendoza, a quien en consecuencia 
sr remitirán los autos, avisándose al Juez er lo Civil y Minas 
en la forma de estilo. Repóngase el papel, 

T. FlGUEKOA . A UX»kTA. * — RoKKHTo 

Repkttü. - Antonio Sa<:ahna. 
— Jclian V. Pera. 
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1*0(1 í'randsco Ihitloth- nnüra ta Gtja Wtdottal ttc } ' ubiíiickws 
y Pensiones de Embreados I-ernniunos. Sobre indemni- 
zar ión. 

Sumario : Para que corresponda ;i li» padres de «ti olinm falle- 
cido, pendón o il evolución del 5 'í de las sumas percibidas 
ni concepto de sueldos, es extremo indispensable demostrar 
la circunstancia de tjiic la subsistencia dé atpicllos, se encon- 
trad! exclusivamente a cargo del cansante, 

Caso: expfieaj) las piezas siguientes: 

HCSOU t iAn i>k la i-aja MíKROVIAKIA 

Anorto ?0 de 1929. 

lie conformidad con lo acordado por el Directorio, con ca- 
rácter jjenerai. en su sesión del 13 del corriente, acredite don 
Francisco BailoUe, mediante información sumaria promovida an- 
te Juez competente, el extremo alimentario del artículo inciso 
de la ley 10.650. Fecho, reserve en Mesa de Futradas hasta su 
o|Tort unidad, — /. f trivio. 

M VI I M ( A l.VM AKA F El*: RAL OI- AI'KLAI mx 

Buenoi Aires, Mayo Jts de 19:10. 

V Vistos: 

IV acuerdo con lo resuelto por este Tribunal en el caso de. 
Ricardo Ceriani. hiju. fallado el 5 de mayo de 1026 y siendo 
arreglada a derecho, *e confirma la resolución afielada de fs. 14. 
Devuélvanse sin más trámite. — José Morcó. — Marcelino Esca- 
lada, /f, 4? X"- 11 '' .tncharena. J. P. Luna. — Rodolfo S, 
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til ( "I A XI KN l»KI. J'Kon'KAmUí flKS'KRAt. 

i 

Buenos Aires, Septiembre 30 do 1ÍKÍ0. 

Suprema Corte: 

Kti la presente causa seguida |Mir don Francisco Hailoue, pa- 
dre del ex empleado fiel Ferrocarril Oeste uY lint-nos Aires, don 
Esteban Bailone. sohre devolución de aportes, ha sido materia 
• le discusión la interpretación de disposiciones contenidas en la 
ley número 10.650. habiendo sido la decisión final de la Cámara 
Federal de Apelación de esta Capital contraria al derecho invo- 
cado jHir el recurrente, fundado en dicha ley. 

Kxi*tc, así, el caso federal v, de acuerdo con lo resuelto por 
V. K. en casos análogos, el recurso extraordinario de apelación 
procede, atento ]■> dispuesto por el artículo 14 de la ley número 4K 

Ha sido, pues, en nú opinión, bien concedido para ante V. E. 
JCn cuanto al fondo del asunto, adhiero a los fundamenlos cpie 
sirven de luisr a la resolución denegatoria pronunciada por la 
Cámara, jmr considerar que la interpretación que en ella se lian- 
de! artículo 40 y de sus correlativos los artículos 38 y 39 de la 
lev número IG.n50. aplica liles al caso, es ajustada a derecho. 

Soy, por ello, de opinión q«e corresponde o ni firmar la svn- 
leucia a[>elada de fs. M. 

t llaman K. Lumia. 
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I WI.r.O HK I.A CORTE SrPKKM A (1) 

Bueno* Aire*. Noviembre 14 de 1930. 

Y Vistió: 

Kl m-ui-M» extraordinario interpuesto y concedido eontr.i 
amencia de la Cámara hederá 1 de Apelación de la Capital en los 
autos "Bailimi Francisco v. Caja Nacic mal de Jubilaciones y Pen- 
siones de Kmpleados Ferroviario;, sobre indemnización'' i y 

Considerando: 

Í* One el arr. iU- la ley HMÓO. ;,1 enumerar las iiersmia* 
ron derecho a pensión i«>r fallecimiento de los empleados u ohre- 
ros ferroviarios, expresamente determina que gozarán de tal be- 
neficio "en la proporción y condiciones establecidas en este ca- 
pitulo", entre tos cuales se encuentran las de los incisos 3» y 
del artículo siguiente que impone a los |>adres corno extremo 
indispensable la circunstancia de encontrarse "exclusivamente a 
cargo del caúsame". 

1 1 One el art. 4ó de la iiiUma ley. al referirse entonces a ta 
enumeración de dicha disposición, necesariamente vomprendt- 
también aquél, requisito indispensable sin distinción alguna legal 
tanto a ios casos ele pensión, como a los de i ndemn ización del 
ciñen por ciento de las sumas percibidas en concepto de sueldos, 
por el empleado u obrero fallecido que np dejare derecho a ella, 
según los término*; claros del precepto invocado. 

TU Que a niawr abundamiento, ealx* señalar también que 
en uno y otro caso existe la misma razón determinante del Itc- 
neficio. que dentro del concepto de la ley está destittado única- 
mente a atender el desamparo de los padres por la privación de 
la prestación aliuv nticia que constituía su exclusivo medio de 
vida. 
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|\,r estas consideraciones, de conformidad con lo dictanii 
nado por el señor Procurador General y jHir sus fundamentos, 
se continua la sentencia ajelada tle fs. 31 en cunntul ha podfdo 
ser materia del recurso. Xotiíí^ucst. y en su nport unidad de- 
vuélvanse. 

J. FlGUKROA AmrtíTA. — KoBKK l o 

Rk retro. — Antonio Saca i* na 
— JruAx V. Pera. 

■ 

ti). — Kn la mbim írcha. la Corte Suprema dictó idéntica re*>¡» 
cu,,, c„ las causas seguidas por Kiiscbi» Toledo, Juan B, Spólita. Rí«Vi!f*> 
Silva, Knriqur Cerbtti. Domingo Baroiii, Héctor Piconc y Francisco J. 
Cernadas contra la Caja Nacional dr Jubilación?* j &nafenc* de I -inplia 
dos Fcrr..v¡ar¡n Sl por ipual motivo. 



/><ih AtUvuiv Corsich contra ta Caja Wnümal de Jubilaciones V 
&e$mW J:ut pirados lurrorttinas, sohr jubihurión por 

Sumario: Teniendo la "Sección Hamcl Marítimo" de la empresa 
ferroviaria, carácter |>erniancnU- y siendo considerado como 
luirte, ¡meiíramc del íernx-arril, los empicados «pie en él 
prestan ^vicios, se consideran empicados inmanentes de 
la empresa, correspondiendo por tanto una interpretación 
favorable en el sentido de su iiKorporadon al régimen de 
jubilaciones y yusiones ferruv ¡arias. 



CfíJin : Iji explican las piezas siguientes : 
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KESOUXlÓN' I>K LA CAJA FERROVIARIA 

Bueno* Aire», Diciembre 28 de tí»2!>. 

Vistas estas aetuacionis, no obstante lo dictaminado por la 
Asonria Legal, atentos Ins fundamentos del precedente desiwch" 
rk la Comisión ele Jubilaciones y efe conformidad con lo acur- 
,\ut\n por jk WmtvÁ ™ su sesión del ¿+ del corriente. 

Se Resuelve: 

r 

1*' \"o liaeer lugar al pedido de jubilación por invalide/, íor- 
n miado i«jr el empleado del ferrocarril del Sud. don Antonio 
l'orsicb. 

¿ ÍVevia notiíicación al interesado, archívele. — /. tfrirt,,. 

SKNTKXC1A DE LA CAMARA FEDERAL DE APELACION' 

Bueno* Aires. Junio 25 ti. I»3». 

V Vistos: 

De acuerdo con lo resuelto pgp este Tribunal en el caso de 
\iulrés Morazza, fallado el 7 de noviembre de 1929 y por sus 
fundamentos. s« confirma la resolución apelada de fs. 18 <|nc de- 
niega la jubilación por invalide/ pedida don Antonio Corsich. 
Devuélvanse sin más tramite. - -José Manó. - Marcelino Esca- 
leta. ^ fi> /í Sacar Ancharme. — Justa ¡>. í.una. — Rodatfo 
S. Fcrrcr. 
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HKTAMKN IIKI. PROCURADOS MKNKKAI. 

Bueno* Aire*, Agosto 2 de 1030. 

Suprema Corte: 

Ku la causa sobre jiihitacuVn solicitada tic la taja Nackmal 
de Jubilaciones y Pensiones de Empleados Ferroviarios por don 
Antonio Corsich. ha sido materia de discusión la interpretación 
de disposiciones contenidas en las leyes números 10.650 y 11.30R. 
habiendo sido la decisión final de la Cámara Federal de Apelación 
de esta Capital contraria al derecho invocado por e! interesado, 
í lindado en * lidias leve,*, 

K viste, asi. et caso federal y de acuerdo con lo resuelto por 
Y. E. en casos análogas, el recurso extraordinario de Apelación 
procede, atento a lo dispuesto por el art. 14 de la ley número 4R 

lía sido, pues, en mí opinión. bien concedido para ante \". E. 
En cuanto al fondo del asunto, adhiero a la conclusión sentada 
en la resolución dictada por la Cámara Federal. |*>r considerar 
que la aplicación que en ella se hace fie las disposiciones perti- 
nentes de las leyes números 10.650 y 11. .108, que rigen el taso, 
i's ajustaría a derecho. 

Soy por ello de opinión que corresponde confirmar la sen- 
tencia apelada en la parte que ha podido ser materia del recurso. 

Horacio tf. Lamia, 

PALtQ I>K I.A CORTE SCFRKMA (1 ) 

Bueno» Airei, Noviembre 14 de 1930. 

Y Vistos: 



Los autos .seguidos por Antonio Corsich contra la Caja Na- 
cional de Jubilaciones y Pensiones de Empleados y Obreros Fe- 
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rmvL ri«» para resolver sulwc el recurso extraordinario del actor 
contal él falle de la t ámara Federal de Apelación de la Capital 
que denegó H pedido de jubilación por invalidez; y 

Considerando : 

< >ue el fundamento de la resolución recurrida consiste cu la 
circunstancia de que el personal de "plantel marítimo" de la em- 
j.resa del ferrocarril del Suri, al cual pertenecía Corsich. no está 
comprendido entre el que, según las leyes números 10/¡50 y 
11, .10»*. tfiza de los lienef icios dé jubilación, pensión O indemni- 
zación ferroviaria. 

f >m\ ncgnn ti itt forme de la empresa ni que Corsich presto 
servicio*, traído a Ioí* autos como medida para mejor proveer, fs. 
M a *h la "Sección Mantel Marítimo" de la misma tiene un ca- 
rácter permanente: él está considerado como parte integrante del 
ferrocarril: dicho servicio existe en virtud de emirato aprobado 
por la ley Corsich fué siempre considerado como empleado 

permanente & la empresa: aunque eon alpinas interrupciones 
por circunstancias accidentales, se hicieron lo* aportes de ley. 
correspondientes a dicho obrero, a la Caja Ferroviaria. 

íhie. conforme al art. %*• inciso a) de ta ley número ||J0B, 
que modificó, ¡unpliándolo. al art. § de la ley número 10.650. 
"i hiedan comprendidos en las disposiciones de la ley los emplea- 
das v obreros inmanentes: de tos ferrocarriles de jurisdicción 
nacional, incluso h* tern carriles del listado, con la reserva del 
art. >1 de t^ta ley; de las empresas de puertos y dqxwitos de la 
República «pie tengan lineas férreas; del Mercado Central de 
Fruto>; de las empresas de cablecarriles, etc.". todo con una am- 
plitud t|ue exterioriza el proposito del legislador de comprender 
t u su estatuto de previsión y anuam :i fódos aquellos que. directa 
o indirectamente, consagren su* esfuerzos, de manera permanente, 
al servicio ferroviario cuyo carácter público está reconocido en 
la doctrina, en la ley y tn jtiri«prudencia constante de esta Corte. 



D« JUSTICIA DE LA NACIÓ2Í 



157 



Que el art. >• del decreto de abril JO de 1906, reglamentario 
de la Ley de Ferrocarriles número 5315, referente al régimen de 
las concesiones, unificación impositiva, etc., dice: "f,as lítteas 
de propiedad dé una empresa ferrocarrilera, incluyendo los ra- 
males, desvíos, inmuebles, talleres, tren rodante, planteles, ele- 
vadora, tren de dragado, "phnüt i flotante ', muebles, canaletas, 
vameras y equipo movible y permanente, instalaciones de luz y 
fuerza, y ííkíos lus demás accesorios anexos, dependencias y em- 
presas subsidiaria^ de o eorresixmdicntes a las lineas y que se 
relacionen cotí la ce instrucción y explotación de los ferrocarri- 
les, siempre (pie lo enumerado en este artículo fuere debidamente 
autorizado por el Poder Ejecutivo, se denominará "Sistema per- 
teneciente a la empresa'; y aun aimellos servicios ex ( dotado* por 
arrendamientos o de otra manera, míe »o son de propiedad <le las 
empresas, a los cuales si- les llama en el mismo decreto "Sistemas 
t xplotados bajo convenio", están involucrados en el régimen fe- 
rroviario que estableve la ley MI 5 llamada ' l-ey Mitre" — (Art. 
3* del Decreto líeglamentario ) . — Por ello se ve que. en aluoltita 
eouconianeia la ley de julwlaciones con el aludido decreto, com- 
prenden en sus previsiones de orden público, no sólo al servicio 
istriciamente ferroviario — transporte de personas y cosas \xw 
lineas férreas sino a todo la que pueda considerarse como un 
mmplenienti» indispensable o útil para la mejor realización de 
dicho servicio. 

«Jue si las empresas de ¡tuertos y depósitos en cuanto "ten- 
gan limas férreas dentro de su retinto, cualquiera que fuese la 
función que flesemiteñan". incorporan sus empleados y obreros 
premanentes al régimen de jubilaciones y ilusiones ferroviarias 
( Art. K inciso a), ley número II. .308). ta lógica y la justicia 
imponen una interpretación favorable par.-i aquellos servicios en 
que la pfincTpaJ es el transporte ferroviario y a cuya integración 
confluyen. 

Oue la circunstancia de que, algunas veces, las embarcacio- 
nes en que los obreros del "plantel marítimo", hayan sido arren- 
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dudas o de Otra manera facilitadas a otras empresas no íerro- 
viaria*. no desvincula a la- mismas y a sus olmo* del carácter 
que M-gim las disposiciones légale* y reglamentarias menciona- 
das les afecta y ampara, sin perjuicio de la cuestión efe hecho del 
cómputo Ir ieryiCK» én ¿sai Mutación que es ajina al pronuncia- 
miento fie la Conc en el recurso extraordinario. En el caso de 
autos, como sí lia hecho constar. Corsich nmica dejó de ser em- 
pleado permanente de la empresa del ferrocarril del Sud, y co- 
mo tal considerado por la misma. 

Kn sn mérito, y oido el señor IWurador General, se de- 
clara, de acuerdo con el inciso P del art. 14 — arts. 15 y 16 tU| 
la ley número 4K . que Antonio Corsich. como empleado |*er- 
ntónihte del plantel marítimo de ta empresa del ferrocarril del 
Sud, tiene derecho ;i que sus servicios se computen a los efectos 
r)l-l inciso a) del ;irt. 1" de la ley número 11.508; quedando a>i 
¿revocada la sentencia recurrida: y disiNmiéndose que vueteen los 

♦Véanlo* a la Caja |>ara la resolución que corresponda, Hágase sa- 

? 1*cr y devuélvanse. 

J. FlGL'EkOA ALCORTA. — ROSERTQ 

Rrpettü. — Antonio Sacakna. 

— JlXIAN V. I'KKA. 

(U — K" I» misma ítclia la Corte Suprema se pronunció en i«u*l 
.«nido en la causa seguida por *.n Manuel Ir1«í» - *" sucesión - 
contra la Caja Nacional tic Jubilaci«nws y Pensiones de Kropleadus remi- 
da rfcis. x'hrv pensión, 



Finn/cunV l'oíkarpo, critniital, t nutra, por Uum'u ¡dio. 

Sumario : I*' Apareciendo dc|iosic¡ones netamente contradictorias 
1>C r parte de los testigos, fallando a la verdad en una de las 
ocasiones, no puede fundarse en sus declaraciones un fallo 
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y dchr aceptarse la confesión del pn cesado* ya que un pue- 
de ser recusada, tii desestimadla mino cintraría a las leyes tic 
la naturaliza física ni moral, ni los antecedentes de su autor 
explican mi indicio. siquiera una sospecha contraria a mi 
credibilidad. 

2" J>en Mitrada la inexistencia de dolo imputable, peni 
Habiendo el procesad) i obrado en el hecho de la causa, con 
suma imprevisión, ligereza y olvido o menosprecio de aque- 
llas elementales normas míe la prudencia y la experiencia 
aconsejan en resguardo di* la vida y del orden, corres|xmde 
imjMinerle Ja pena de un año y nueve meses de prisión, costa* 
y accesorias légale» e inhabilitación temporal j»ara el uso 
de anuas: (piedando en sus|>enso la |»ena corporal. 

Guío; \ Jt explican las piezas siguientes: 



SKNTK.NCJA DEI. JCKZ 1.KTRADO 

Rawson, Noviembre 20 rio 1928. 

Y Vistos: 

Esta causa seguida contra Policarjxj FuenteaH», argentino, 
de veinte anos de edad, soltero, criador, con instrucción y domi- 
ciliado en jurisdicción de Telsen. por homicidio, fie la que re- 
sulta ; 

Que a ís. I. Anil*al Hucntcallia denuncia que el día 25 di| 
marzo del año en curso, a las diez y seis horas le manifestó su 
hermano PolicarjMi t|ite, momentos antes, tallándose jugando con 
Juan Caraliajal. ocapóscir nu tiro ocasionándole la muerte a és- 
te, emargándole que diera cuenta a la policía. 

A fs. 2 vta. se procede a la detención de Fucntealba, quien 
hace entrega del revólver usado en el hecho, 
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A misma foja y siguiente la instrucción realiza una inspec- 
ción ocular constatando la exigencia del cadá%e! de Caraira j*t, el 
que ¡*wenta una herida de l»la en el [¿mulo derecho. 

A fs. 4 los peritos designados informan que el extinto oré- 
enla una herida de Itala sin orificio de salida qtio prohijo la ro- 
tura de la dentadura y la que ocasionó ta muerte. 

Mariana! < «¡vera, a fs. 8. manifiesta que a causa de hal*r 
l'-.líearpo Fuei.'eallia intentado con un revólver di^arar contra 
tmM chimangos, Oirabajal le dijo que no tirara porque asuMulia 
i\ los calwllos, quedando amlios conversando, conservando aquél 
, l revólver cu la mano; que de pronto el deponente sintió una de- 
tuiiacHHi viendo caer al suelo a Caracal, acercándose a él dicién- 
dule iMienteaUtt "que había tenido mala suerte y que no $0m 
<!ué hacer ', aconsejándote el exponente (pie diera cuenta a la p& 
licía. marchándose aquél a avisar a Mt hermano AiúImu. regresando 
cuín-, a las dos horas. Agrega qnc entre víctima y victimario exis- 
tía amistad y que ambos se encoiitralian en stt estado normal. 

Idéntica dtvtaractón presta Eduardo Alíelas a fs. 10 y lo 
mismo hace el procesado en su indagatoria de t's. 11 vta.. reco- 
nociendo como d. su propiciad el arma empleada en el hechfc 

A fs. U >e agreda testimonio de la partida de defunción 
de la víctima. 

Indalecio Méndez, a ts, 14. dice que fué llama*'., por I'oli- 
earpo quien le refirió lo que había hecho, pidiéndole lo acompa- 
ñara hasta que llegara la policía. 

A fs. Ui y 21 se agregan los informes policiales y planilla 
prontuarial deí prevenido, quien ratifica su indagatoria ante el 
futido, decretándose su prisión preventiva a fs. ¿8 vta. ; ordt- 
i: !,»r la remisión de los autos a la Jefatura de Pnlfcia par-, 
que proceda a ratificar integramente el sumario. 

El denunciante a fs. $1 vta. ratifica su denuncia. Francisco 
Harahoiia ratifica igualmente el peritaje practicad... agregando 
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'jitc mi\h> lu «K-iirridtr | M .r Mdsdi/. y !,. mi>mo hace el mru pedio 
Alnutiveros a |\. 43 vía., maní óMando ipje ^noraUa él hecho. 

A t>. Mar/ahal < Hivera »e ratifica en mi primera decía - 

ración. agregando <p-e dó a Fin-meaHia apuntar c 1 nvólver 

a la cara di* l arahaial ¡contó a luí metro de diManda v con vi 
I n a/o estirado. 

A ffc .IS vta y 45 Mítr/ahal * Hivera y Kduardo Alid-is. re>- 
pceiivamenie. rectifican mis declaraciones manifestando qttó to 
depuesto referente a i|«c el procesado apuntada a los diimaiiííos 
fué invención de éste, linfiiéndoto ejlü dcduradu por ser ámigiw 
y vecinos del misino; cpu lo cierto ÍUé que I ; nentcal1ia. a rai/ efe 
imas palahras sostenidas con Candín jal. le p$g& un tini en ta 
cara i|Ur Ir causó la muerte, 

A ís. 41 vta. Indalecio Méndez se ratifica in su dvelaradún 
haciendo coitstar *-nt- Kuentealtia le dijo mu- d tiro >i le halan 
escapado cuando jtignlm con Carahajal. M>ndo <jue se |<- haliin 
escapado cuando sacó e! arma. 

A ts. 5 l ) se agreda él informe médico-Ienal referpnie a la ca- 

jiacidad y otado del prevenido, clausurándose el suman nisma 

foja vuelta. 

Kl Ministerio Pisca I a í>. 61 califica, el tíepio encuadrado 
en el art, /'* del Código Penal y pide (jara el procesado la pena 
de diez y seí> años y seis nnse.s de prisión, y accesorias 

fi-»ale>. y la defensa, a ts. fiA. solicita la aliolueión del mismo. 

Ahierta la causa a prueha a f>. 7.i y clausurado vi término a 
h. 7(¡ vta., se a-ire-xan las producirlas p¡pr el MitUMeno Ffácfil <l<- 
Í-. 77 vía. a SI. llamando*- ait'o» puní ^uu-nda a ís, S.í. y 

O msideramlo: 

Primero. Que con la denuncia ile fs. 1, ius] K-cción titular y 
srcuestro de fs. i vta. declaraciones (te ís. í<, 10, 32, 38 vía.. 14 
vía. y 45. iníorme pericial de fs. 4. ]iíiriiila de defunción de í*. 
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f$ y cuiitesión del procesado corriere a ís. M vta. ratificada 
a f 5. 25. se halla plenamente probado que el día 25 de roarzu del 
corriente año steido las diez y seis horas aproximadamente, Juan 
t aralsijal fué muerto por un disparo di- arma de fuego, como así 
también que et autor del hecho es el procesado íart*. 307, .*>5. 
,?17 y 321 del Código de Procedimientos t nininal ). 
Segundo. Qp im> obstante ta argumentación de la defendí 
en su empeña de salvar al | mesado de toda acción penal, las 
opuncias de la causa m0eto el éxho del como sfc 



Cu 

treta 



I 'rescindo di las disquisiciones que el señor defensor formu- 
la rt-s|iecto a la "iti/ciu mM <ri urina/ y voluntad criminar ; las ci- 
tas que glosa, entre ellas la del Código de lia viera, vetusto anu- 
¿denie de nuestra antigua legislación represiva, y del "ih^W 
de la acción que afirma faltaría en el caso de autos pues tales con 
^uleradonés míe pudieron ser trascendentales ante la vígenciu 
«M an. & del Código Penal derogado, carecen de importancia 
ante el C¿é& Vm\ vigente. Aquél adoptaba el criterio de la 
intención" presumiendo como cometidos con voluntad criminal y 
castigados por tü tanto, salvo pruetfci en contrario, los hechos 
' clasificados tomo delitos", concepto que desarrollo Tejedor y 
que tanto fustigó Herrera. "T-u Reforma Penal", -capitulo 3'. 
páginas 140 y siguientes, ed. de Hs. As. 1911. librería e imprenta 
dé Mayo: el último sólo se limita, romo dijera la comisión es- 
pecia! de legislación penal y carcelaria en su exposición de mo- 
tivo* "a indicar delitos y a fijar sus penas y a establecer en que 
casos la pena no concurre a jiesar de halwrse realizado un heeh.. 
al cu;d la ley califica ríe delito". Prescinde de resabio* y expiato- 
rios y aparta problemas trascendentales de pskologia. El sujeto 
¿ asi imputahle siempre, pudíeudo no ser objeto de vastign. 
cuando procedió |M>r algunas de las causales que lo eximen según 
« I código". "Código Penal Argentino". Antonio (Je Tomaso. to- 
mo pags, 201 y siguientes, ed. de Bs. As. Con tal premisa sólo 
m- reduce, pnes. en autos, a resolver lo siguiente: primero. ; rlfc 
«, no el procesado autor de la mÜ0t de CarahajaP Segundo: 
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Si lo es: ¿hállase o 110 amparado por albinia» de las cxcepciniic* 
o circunstancias calificadas qtlé eontentpla el CV^Iíjlt» Penal? V 
luen; en respuesta a la primera pregunta, ya expuse en el con- 
siderando primero que el proasado es el autor ele la muerte del 
interfecto. Se batía convicto y Voníesn. Kn lo que respecta al 
ijíterrogante formulado en segundo término, es menester para 
darle respuesta valorar la confesión del reo. Este la califica sos- 
teniendo que mató ei<nlrn su vi .Juntad, pues el proyectil habría 
salido del arma que esgrimía para matar unos 'chimaugos*' en 
circunstancias f|ue desistiendo de su propósito ante un pedido 
de la víctima que trató de evitarlo "fiara qm- no se asustaran los 
calnhW' "chacoteaba con ella". únicos testaos presenciales 
del hedió - declaraciones de H. 10 y 32, corroborantes de la 
declaración del procesarlo a este respecto — lo fueron Olivera y 
Alíelas, y, siendo asi. es evidtnte que si a estas constancias se 
redujeron las del proceso, habría «pie concluir jugando COttlo 
indivisible la confesión calificada del reo v i*or ende rtecidir si 
hubo delito culposo o la tragedia fué obra de la fatalidad o la 
casualidad "casus vismayoris" eximente fte toda inmutabilidad, 
Pero los testig<ts de referencia recriffcan luego sus declaraciones 
< fs. 38 vta. y fs. 45) afirmando en forma conteste que et proce- 
sado mató impunemente a Caraliajal tra.s un cambio de palabras 
que tuvo con el mismo con motivo de que éste "no ta]ú a un 
eaíiallo de carrera fie su propiedad mientras llovía" V también en 
forma concorde sostienen que sus primeras declaraciones las 
prestaron como :q»areeen en autos ante un i^'tdo del procesad" 
y jara salvarlo o atenuarle su responsabilidad. Plantéase entonces 
el problema de resolver si estas declaraciunes constituyen o no 
presunciones graves que autoricen a dividir la confesión califi- 
cada del procesado de acuerdo con lo dispuesto en el art. 31 K 
del Código de Procedimientos Criminales y reiteradas jurispru- 
•Uncías que exigen para el caso (pie sean varias las presunciones ; 
graves o sea de '"mucho peso", aunque, como lo ha establecido 
en múltiples casos el proveyente de acuerdo ton la corriente pre- 
dominante en la doctrina de los fallos de los tribunales naciona* 
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ta tales |-a Milicia imj rwniii-rui reunir los . xireiiK* <| 
fetjjjribfc ]H.r di ari. #6 # «W* la '' n,t ' kl 

gáttgni o indiciaría, ftflftfe M$ '"C.-sari.. ft»«M** f 

dtfenVn re, es o «0 va #* f I" tmra «^pm 

¿¿¡ , n rd:mi pife ^mecer ,.n.«. lo Qpiritfl » 

fefog ¿ i* illa Iñigos ,.n-M-ndaH> rk m * ritt *' 
:, t ue valnr ftlltt fe #*?° 
tóttWkma ««ve. en entra de la confesión .Ir nfcnncia. au- 
¿¿tórtUÍQ í. dividirla e mipmir.Kl.il.- en nm^.im™ la excusa 
.rmr .1 dreun*tanaa calificada qne , 
.rrurio <k la -ana crítica <,ne estatuye el an. JOS <M tn-li^ de 
Ítódm«t6s ttfri * pruveyente íld* nmrtiur en forma 
rt^iva pM mandato ¿te] principé int..rmaute «le dicha d.y.M 
, H ,u ,,„.■ proporciona la doctrina y la jurt.prudene.a. Es mrluda- 
nnr ííé íw «tíctó lk & tttfW* WM a lio pue- 

den detóe pn-suneiom- ffl^S pc*#* calificando o,n la 
m ,mtra jamas se pu* He^.r a la certera. Asi * M Jj*£ 
.riña expMa I** lo* tiá* fflffltfe^ comentaristas: Mitu-r- 
^ -Pnul,a él materia criminal ', capitulo l\ . ptijgü V 
,-m.v ofói"; y ftjl IÜÍ lia roueltu rcürradame.m- la ju- 
risprudencia, v. Cámam C riminal de b C apital Federal <*u> 
* v l'alomieri. al.ril 3 de ni tnrisp. Arjf. l- K l»K- 

■ I , $m prnliat-ria del testimonio lime «rigen la prestui- 
dófl ¿ .1 ^ fe precia ha ,»«Udu Servar cutamente v 
Mtu .vid.. declarar la verdad" espine el aut-.r ctadu. tle acuer.!- 
con un princi,-io ¿nerál de inter r mac»ón y ante dio cal^ p.v- 
,. lllltar <n ,1 ^«b judice": H itando dijeron la verda<l U»s 
presenetaietó ;Ku (jt» l-"i»-ra> de^ractónés o en las 
„l li(ln ^ tóaráéiones íuemn. |K .r demás, rendida^ an- 

m (á misma ¿lioHctó : la |?<rf» ^ ^te, que 

nn <*¿ia ni racional ni jiwn aceptar la- ^ d«>tavora!Je> pa- 
r;i e | re», 5 duchar las í(tte le -n favorahle-. U# t^tt^.s ,.re- 
^ále. íiallan>e Wajo proejo ,H»r ^ íals.-dade,; la md.v.dua- 



HE JUSTICIA DE LA NACIÓN* 



165 



lidad de \m mismos e* acertadamente dde/nalile. Eriipóliese, pues, 
prescindir de mis dMtos \ reputar, ante la auM-ncia de otras i *in* - 
ba> o mi rar as ;i hi verisimilitud de la declaración «M procesado 
a mi veracidad. ri |uit;iittlnl;i o uno índivtMlite. tanto ma> cnanto 
Utu h amparan tivs circunstancias ijuc no i tejan de revestir gnui 
valnr: mis Ihhih»- antecedentes, su eiureíja voluntaria a la auto- 
ridad ]nilÍLÍal y la preMineióu de inocencia t\iw preceptúa rl ari. 
13 del tViiiiyn de l'roecdimi' -\\Ur- e« lo Criminal. 

IVrn <lc la índivisiliilidad de la confesión calificada del pro- 
cesado. >e desprende o no inte mi acción se halle evnta de im- 
puta! >i lidad ? Kt suscripto no lo considera en furnia afirmativa 
mi propio relato y de las circunstancias de Ü cansa' BC des- 
prende qii<* hulio de su parte imprudencia ¿¿rave di- eomiuuar nn* 
pintando sn revólver después di- desistir del propósito de malar 
"chimauííos" mientras "chacnleaíia*' con mi aniijí*» y sieitdn asi. 
sin que elfo implique atentar contra el principio do la iudivtsihtli- 
dad de la confesión como lo ha establecido reíh rail an tente la ju- 
risprudencia, mi acción deln- calificarse como culposa, contó resul- 
tado de mi grave imprudencia y ¡«-i ende enetiadrada en el arl. 
N4 del CVmIí^i» iVnal. míe rescindiendo a las ideas dominantes vé 
ni los delitos iHir culpa, originados en un defecto (te la voluntad: 
eti la imperieia n en la negligencia, mi nn propósito doloso, pero 
m una taha de prudencia b diligencia [|tte es menester enmendar 
mediante nn;i represión adecuada para liten de la sfieieílarl a la 
tjtíe |n ruirlian y lesionan los delineneiites por culpa, llamado* ] h jt 
e] ilustre Terri. oeastonak-s "Sociología crimínale ". pág 1X5. de- 
litos (|tte estudia detenidamente Alfredo Augiolíni en sit oí ira 
"De los delitos cul|msos", edición llenrieh y ( ta.. Mareeluna. 

!.a más elemental prudencia aconsejaba al procesado que, 
guardara stt arma mientras "cltaeotealia" eon la victima, sn amigo. 

Teretro, Oue a ln- t íectos de ta graduación de la ptííia, tenien- 
do presente lo dispuesto en aris. 4(1 y 41 del t Vn|i^u PeUftí. 
será nieiieMer considerar ornio circunstancia atenuante los Ime- 
iii ps aniiridcutes dil procesado y conin agravante t-l »r;nlo de 
imprudencia del minino, 
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IW ota* cuii>;denictones y díspo>ici< >iic> légale* citada-, 
di imiiivameiite juzgando, fallo condenandu a Poiicarpo Fuentcal- 
Ikl dt la f ilíatrujii y estado mencionado- precedentemente, a su- 
ír ir la pena de im año y nueve meses de prisión, costas y aecesu- 
rio-, legales (art. 29 del Código Penal) e inhabilitación espivial 
por il término rttí t*cho año» para el uso de armas dado lo rsta- 
Uceido en -el art. 2?¿ fiel Código Rural, pena la primera <jue se 
declara cu -iis|*eii$o iior tratarse dr un delincuente primario eoti 
hábito de tralmjo. ile acuerdo con la facultad <me me confiere 
■ 1 art 20 del Código penal con la reserva estatuida en los arts. 
27 y 2H tlel mismo código. 

Xotiíimiese. regístrese, y eoii-emida ü ejecutoriada cumpla - 
»e. librándose Ins oficios necesarios para la. inmediata lilwrtad 
del detenido. Runum /". Vázquez, 



M NTKNCIA ' \ CAMARA t-'KlttMAt. 

I ..i PtatH, Sipticmbrc 5 dr 

L#5 de la a|ielaci6n interpuesta contra la M-nteinia dictada 
a K «4 ixir el Juez Letrado del Chubut. en el procer» seguido 
contra Mlcaípo' Fwntealln |xir homicidio en la persona de Juan 
Caraliajal. cometido eu Manantial de los Berros, depártameos • 
de Telseri éfl aquel lerritf>rio. el día 26 dr marzo de 1^. y 

Con.- id t : raudo: 

(Jue se ha prolado cjue la muerte de Carahajal se produjo i»or 
mi disparo de arma de fuego confesado por el procesado si liien 
¡mocando la excusa de haberlo hecho involuntariamente y mien- 
tras jugal>a con la victima, circunstancia corroborada en sus pri- 
meras declaraciones por los di» testigos presentes en el acto. 
UüivaUil Olivera y Krinardo Alelas. 
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<Jm an\ motivo de halter dispuesto el de ta e¡uts'i. :i 

i>. que st- ratificase integramente el stfniario, el trstign < Hi- 
erra, a fs. .ÍK vta, y Alíelas a fs. 45 vía. reconocen contó autén- 
ticas mis declaraciones anterii ircs. pero <U claran que han dcpuoto 
en t-llas falsamente por deferencia al procesad», quien inmcdia- 
lamente de cometer el homicidio y ante la enormidad dd hecho, 
le» pícíio que manifestasen que la muerte se había producido ju- 
gattdo. entino lo hicieron en sus anteriores declaraciones, prestán- 
dose a esa falsedad, según expresa ( )livcra. \mr ser amij;o y ve- 
tino clí Fuetttealha. 

Afirman en turnia conteste que e! procesado al regresar tra- 
yendo un fardo de posto a su casa, donde todos se hallaban, ma- 
tó impunemente a Caraba jal. desarmado y desprevenido» después 
de reprocharle en forma agresiva que no le hubiese tajado vm 
caballo de carrera mientras llovía, disparándole de improviso y 
desde una distancia no mayor de tres metros un tiro mortal con 
mi revolver que extrajo de la cintura. Agregan que Fuentealha 
inventó. |>ara explicar el uso del revólver, una supuesta caza de 
"chimaugos" y que, para arreglar mejor el asunto, hizo avisar en 
>< gnu la a varios vecinos, a quienes también se les engañó, di- 
cíéndoles que la muerte había sido involuntaria y casual Estas 
declaraciones se hallan corroborados en traías las referencias sus- 
ceptibles de serlo. j>or el testimonio de los vecinos ,o de las per- 
sonas que ocurrieron después del crimen y por la inspección ocn- 
íar del cadáver. En el plenario, además. Olivera sostiene sus im- 
putaciones en el careo de fs. 77 con el procesado. 

Qnt no obstante estos antecedentes, la sentencia recurrida 
rechaza los testimonio* de Olivera y de Afielas, hasta para in> 
|tedir (a divisibilidad de la confesión, fundándose en la contradic- 
ción en que han incurrido en sus declaraciones, esto es, \tor rec- 
tificar en la forma mencionada las originariamente depuestas en 
el sumario de prevención, aparte de que el suheumisario de po- 
licía, en seguida de producidas estas manifestaciones de los tes- 
tigos, dispuso en stonario avocado por el Jue?. Letrado, su pro- 
cesamiento |ior falsedad. 
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< jue -in titula l.'i giint radico: úu entre «Uviaraeioik> de na mis- 
mo testijgO desicmliui eií géoei^l el valor de la dei»o>ie¡ón. |kto 
>e debe a la ve/ tener presente <jiie eMe iK->cr<*«Ht<:> rc»;i o di*- 
íninuvr cuando d testigo razona >titieicnteinente mi cambio, e<i- 
niq ahora ocurre éim. i Hivera y AhelaN. (pie adcmá> s« avivan 
mutuamente tu 4Ü3 ru'iiHcaciones e¡ miesic» y lacadas, wp en el 
preu-Mo de haberse nmiviicado o confundido ni las primeras 
d* Jaracionw. mu >eria inaceptable por referirse a las modalida- 
des ile! hecho mimio. síiio a la afirmación de halxr mentido por 
pi-dídn del po -cesado, desesperado ame su crimen, perú queriendo 
ahora francamente arrepentidos »hrir verdad en atención a la 
responsabilidad mural y U-^íit cu {jjpjJK incurren. 

Semejante»* rpoittos ^plfesse su actitml e impiden desestimar 
su* eorroWradas n vi-ludmits por ti solo ludio ele tal contradic- 
ción, apreeiai la tu primera instancia en turma demasiado mate- 
rial y absoluta : pue>. eomo rnseña Kramarriio, tumo II. pagina 
100: "liado un testimonio en contradicción con otro del mismo 
litiga, h medida de su valor probana»" resultará determinada 
por la niavtjr o menor seriedad de las razone* aducidas pani ex- 
¡«liear t i cambio realizado", 

< hu eslo* testintónio^, unidos a lo* demás elementos eo»n- 
probatorios <l< autos, liaceu inaplicable el principio de la indivi- 
sibilidad jara aceptar etsmo cierta la excusa con míe el reo ha cali- 
ficado sil ornó-ión de halar muerto a Caralwjal. aunmtc ésta 
constituyera en e! caso la única pruelia, y corresponde, en vou- 
secuencia, declarar *u responsabilidad criminal. 

\\>r iMo* fundamento-., se modifica ta -enuncia a) telada y >e 
Ciiiulená al procesad., conío autor de homicidio a la pena de doce 
m& de prl^iéti y acce>oría> leíale-, pena que se impune, no Op- 
tante la gravedad de! hecho, a mérito ríe su escusa edad, de su 
falla de antivrdeim- y de -u büéti concepto, planilla de í*. 21 e 
información de i-. Uk Mayase >al»er y. -i no ínera apelada, de- 
vuélvanse. f\ Mntií fMÍfo Kflnutinty. - R. - 1- f-f 
.ntlciimón. 
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liucm* Aire*. X-nknihrc 1" dfc l'Mt). 

V Vistos: 

Los de la caitas criminal o mi ra h-Licarpo l ; utnteall>a. me- 
nor de edad, soltero, criador, alfabeto, argentino, sin anteeedenus 
judiciales ni policiales, vecino de Telsen, (. lo kr nación del Cluibm, 
por homicidio en la persona de Juan Canil íajal. ocurrido en la 
citada localidad el J5 de Mario del año 1*>2K: venida en a[M%ción 
ordinaria |Hir la defensa contra el fallo de la Cámara Kederal i$e 
.\|M'hn"iiiii de La Hala míe condena al procesado a nutrir ilm*f 
año* de ]>ri^icVn en Imse al ari. 7 l > del Coda;" IVnal; y 

Considerando; 

<Jue i nd ¡sentido en autos e indiscutible en verdad, que Kuen- 
lealUi ítié el autor del disparo de arma de fuegn ipie. hiriendo a 
Carabajal en el pómulo derecho, le ocasiono «na muerte inme- 
diata, la cuestión sometida a esta Curtí- e* la de saber si el autor 
del hecho es criminalmente responsable del mismo y en easo afir- 
mativo, si lti t-s i** finio o |>or culpa. 

<Jue. en tales ténninos. el problema del** plantearse asi. Ks 
inven -símil la contestón del procesado? ella divisible de 

acuerdo con las declaraciones de los testigos presenciales?: v en 
último caso, aun indivisible la confesión. ;hay culpa punible : 
Tern antes de mirar al análisis y apreciación legal de tales pun- 
ios, procede advertir cjue el proceso adolece de graves i le t ¡cien- 
cias, insubsanables ahora, que forzosamente pertnrlian la justa 
apreciación del acontecimiento de autos. Xo obstante la categó- 
rica y radical rectificación ipie los dos únicos testaos presencia- 
les hacen a fs. 38 vuelta y 45. de su* primera* declaraciones, el 
jne/ Letrado subrogante no encuentra mérito para realizar obra 
personal de ¡mitigación, para carear testigos y procesado en 
ct sumario - lo -|tu en el caso procedía, tanto más |»or cncou- 
ii .n anuetios tanitm'ii procesados pétí falsedad y enculiriniiento. 



I7Ü I Al. LOS Dlí LA CO RTF. SUPHKMA 

atis. M4 > .115 del IW Iriiuinal . ni pm ordenar un exa- 
men medeo -Id cadáver le l "araba jal i>ara lijar. sCfiún las con- 
dicümes de la herida. >i día fué inferida "a U.ea de jarro" como 
resulta tk- la verdón confesuría o desde Ü distancia de tres nu - 
tras como afirman < Mi vera y Abelas en mis rectificaciones de fs. 
M vía, v 45 La* deficiendas y dificultades de realizar un proceso 
cstr ctamenn adecuado a la^ normas de máxima previsión legal, 
tn toa lejanos parajes de nuestros territorio?, de defectuosas co- 
nmnicaeioiu- no excusan el menosprecio -? en casos excqJ.úona 
lt$ o mío el i presente de un mayor esfuerzo investigatívo en res- 
^uardn de tos superiores interese,, de la justicia, cuando él era 

posible* 

( )ne. COfl las deficiencias apuntadas, es indudal.le que las de- 
tlaraiWs de Olivera y Altelas están afectadas en su credibili- 
dad y no puede fundarse en ellas una condena; han mentido 
-■una ve/ en la- varia- en .pie dieron testimonio en este proec- 
m.: sea cuando a is. 8 y 10 relatan el hecho. Conforme con 
,1 procesado, cano eástíaí imprevisto, sin intención; sea cuaud" 
- a fs. .1S vía y 45 dicen que FuenteaH» hizo vohmtariíi dis- 
,,iro contra la victima; y para salier cuándo dijeron la verdad > 
cuando la falsearon, habrían sido necesarios otros elementos de 
prueba indubitables que. como queda expresado, fallan. La doc- 
n iría, la ley v la jurisprudencia que se citan en el fallo de primera 
mnaiteia v en la defensa son eoucluyeutes y. l*»r lo demás, es 
natural que la justicia no pueda cimentar pronunciamientos pe- 
,ta%i ni en un raimen rfc pruel«^ legales como es el argentino, 
ni siquiera en otro dr prueltas de pura apreciación personal, en 
testigos mentirosos, con deposiciones netamente contradictorias, 
las niales (oda- son. -ei^rsulatru ntr . verosímiles y de puro carác- 
ter policial. 

One 1;> con lesión del presado fótentialha no puede ser re- 
. -usada, ni desestimada htoiuo contraria a las leyes de la naturale- 
za íUica ni moral, ni los antecedentes de su autor explican un in- 
dicio, o siquiera mía sospecha entraría a mi credibilidad : ade- 
|ai*aifttV*e unos paso* desde donde se euomtraban sus rmiipa- 
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ñero*, habría sacado su revólver con el ..I neto de disparar emitía 
mi chimando iJlu . estaba ni una lagltnna próxima; intervino la- 
i alia jal |iara que no hiriera fuego, porque se enllantarían los ca- 
ballos; entraron a, bromear omin buenos áÉnigos que eran 
teniendo Fuentealfia na ta mano su revólver: salió un tiro invo- 
luntario y cayo niortalmeutc herido Caraliajal. liso es |H*ihle y. 
intr desgracia, frecuente entre nosotros, aun en medios más cul- 
to*, atento el frecuente uso de armas de fuego; no se ha demos- 
trado que no hubiera la lagtmita, ni las aves que menciona el 
pr. .cesado; estallan allí próximas los caballo*, uno de carrera, ge* 
nrralnunte más nervioso y más cuidado, según es corriente: no 
m conocen antecedentes enojosos entre victima y victimario: el 
untador hizo dar cuenta inmediata a 




<Jue. di conformidad con Ja» 
las concordantes del señor Juez Letrado en mi fallo de fs. 
del* declararse que hiientiallw no es imputable como homicida 
doloso dentro del concepto que informa el art. 7*4 del Código IV- 
nal. pero también prueede la declaración de que obró, en el hecho 
de la causa, con suma imprevisión y ligereza, manteniendo en la 
mano, frente a su amigo y en movimientos imprudentes, su re- 
vólver cargado; es decir, obró vou olvido o menosprecio de aque- 
llas elementales normas que la prudencia y experiencia aconse- 
jan en resguardo de la vida y del orden, lil rigor legal delie con- 
dicionarse por la frecuencia del daño que determinadas infraccio- 
nes ocasionan y las muertes ti heridas Q&g empleo imprudente de 
mm* de luego no son extrann linarias. 

Ku su mérito, se revoca el fallo recurrido y se confirma el 
de primera instancia, que condena ai procesado a un año y nueve 
meses de prisión, ccü cosías: quedando en suspenso la pena cor- 
ara!. Haiíasr saber, y eu mi o| K >rtunidad devuélvanse los autos. 

Amorta, — Rohj:rto 
| — R. tit ino Lavable 




— Antonio 
V. I 
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competencia. 

s$ ejerciten ajcelones |*tsi nuiles, es ftffli pretemuia ;«1 *t*fl d»- 
¿ícil¿ <M «lerminlan... el <le) luyar t-XplUM <> huplidn.meiue 
cominillo pi & \mm fflm ¿1 auiiphnúriit.. «M contrato. 
nialeMpiiera «pie M-nn la- presueioues «pie & 4^»>*t< 1 ,r,n 
Caíales ó accesoria*. 

í u.'fi : 



VISTA IH-L A'il'VIK 1 iSl Al. 

Señor Juez: 

Traiainl..,e di? U# «jÉ«Í¡> > & coiiuaína 

aéiimlí^ su tóteltó) en está M&td, eornspomlr cjiie \. & 
provea cumq é * ts. r>J. - Jmii» tt Éf 8» - ' ; - 

M Tit ¿VEZ 1»- t t*M Kkl !*» 

tttttíiios Airo*, jjogl» «te 

&ÜÍM y Vistos: 

tk^MUrt^e i-1 cumplimiento .U- «na . Micción per>oua1 
prm-vnieuu- <ld ictíntralu ele locación que m ¡leomijuña P? 1 n ( l lu 
tórtiw jtittfe im^rann* del «le f>. 15». en cuya dátenla I- se ha 
fijadu Lugar para &« cumplimiento en esta capital, siendo la* con- 
vexiones hedía* eir el mtslfto* ley para las parces tari. 1 l<>7. & 
f i. la inhibitoria >n1ieii¡nla es ptoceilejíte; 
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IW lauto, y de conformidad con el dictamen fiscal mur ante- 
cede, >e hace luyar a la inhibitoria solicitada, y en consecuencia 
líbrese et exhorto a] señor Juez de !a i* ("irtunseripeión de la 
provincia de Mendoza, doctor Cayetano M. I 14a r leche, en los 
lérininoí. ¿leí anicuto 417 flél Códiyo (fe I Yoced ¡miemos, fiara [|ik- 
«C tntiilia di entender en los autos seguidos pir Custavo Acérete 
Turnos contra Singer Scwin» Machine Company. Adolfo AVic- 
im, — Ame mi: M. Ccbalíés, 



VISTA fóf. AOI-NTK PISCA I, 

Señor Juez : 

S*-t*i"ni lo niaiii t ii->tíi el demandante a ís. u vta. y sij{i>. con 
nauserifieión literal drl c« nitrato de locación dé servicios ipie 
aíinna haber celebrado con la Singer Sewiuj» Machine C<¡.. rrt- 
siilta evidente mu* el lugar de la celebración <lcl mismo es la ciu- 
dad Capital fie la República, no determinándose ningún otro pa~ 
vn el cumplimiento di* h> obligaciones emergentes de ese contrato. 
Ks más : d demandante aparece Contratando con ta demandada 
mis servicios o mío "«emite de sucursal", así. indeterminada- 
mente, de manera qtte tanto fiodria haber sido destinado a una 
con asiento en la metrópoli o a nialffiiicra, otra con sede en eual- 
■ pii* r punto donde la tampaña esta lile viese o inviene sucursales. 
Siendu esto cierto, es de aplicación et articulo 1212 riel C. C. 

I'or lo demás. 1o> formularios de solicitud firmados por el 
demandante y eorr ¡entes a ís. 5 y (\ consignan en la cláusula 
7" dis) ¡ostiones ipie no sólo se refieren a las obligaciones eon- 
t ra idas de antemano mediante ese formulario, sino "al contrato 
qite firmara", y se estatuye en la misma ipie será ante los Tribu- 
patea de la Capital de ta República, n de otra a elección de la com- 
pañía, dopdé las, partes dirimirán sus conflictos judiciales. 
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En nm^au-nnii, >«>v de "pintón que V. S. dclx* inhibirse 
de seguir conociendo en este juicio \x*r ser mcomiwtente. — San 
Nafai-1. junio 11 de \<*29. - Luis J¿ Prapwtmk. 



AI"tO IU.L .11 K/ I X LO CÍ.VÍI,* lOMRM IAT, V MISAS 

San Rafael, Jimi- 26 ¿e lÍ8fc 

Autos y Visms: 

\tcnn» el exli.»rm telegráfico corriente de fs. 1S a is. 21 
por el que si' entabla cuestión de* competencia |x»r inhibitoria 
en el juicio número 3872 caratulado "Gustavo Acérete Tornos 
contra Siiiíícr Scu-ing Machine Ccmipany iior cumplimiento áe 
contrato", y 

Considerando: 

l" Que por las constancias de autos y ta propia presentación 
del actor* resulta cjuc el contrato de locación de servicios fué hecho 
en la Capital, donde está establecida la comptflia demandada, 
sitt di terminarse otro tu^ar del cumplimiento de las obligaciones 
qué suriíiu de dicho contrato entre empleador y empleado; de- 
biendo pues considerarse allí el lu«ar de su cumplimiento de 
acuerdo con el art. 1212 del Código Civil. 

2" ( Hie además surge ele los antecedentes acumulados, W.i- 
herse establecido comú el lugar del cumplimiento de tas obliga- 
ciones la Capital de hi República, según ¡á clan sida 7" de las 
ilicitudes acompañadas ;t fs, 5 y ó, pues no se ha llenado en 
Lilas el lugar cotí Mm punteadas que |iodria ser San Rafael, 
quedando ^¡o la desij-nítión de la Capital de la República; y 
de cualquier manera, ello seria a elección de la coinfiañía omm 
estii establecido allí. 

3* One no es de tomar en consideración lo manifestad" p»r 
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el actor en su defensa de ts. J4, de que |*tr estar destinada jura 
desempeñar su> funciones la ciudad ele San Rafael, deba enten- 
derse ser ai ini el lugar del cumplimiento de las obligaciones que 
emerjan del contrato entre el parrón y empleado. F.sa designa- 
cióu es } a del lugar donde delie desempeñar jtfn funciones, pero 
no el del cumplimiento de las obligaciones une surjan de dicho 
coniran>. menos en el presente caso ipie se demanda cumplimiento 
de pl vi ilaciones a la com|iama can domicilio en la Capital Fe- 
dfetal y con facultad de elegir jurisdicción, como queda flicíio. 

4" <¿uc de acuerdo con estos antecedentes, según el ari. .v\ 
inciso 2" del Código de Procedimientos, será Juez eoni|ietente 
el del lugar riel cumplimiento de la obligación : y a falta de éste 
el del domicilio del demandado: por lo que corresi>ondc en este 
easo al señor Juez exhortante. 

fltjf tanto, consideraciones y citas legales expuestas v lo 
dictaminado por el señor Agente Fiscal a fs. 22. resuelvo: acceder 
a la inhibitoria solicitarla |*ir el señor Juez de Comercio de la 
Capital Federal doctor Adolfo Ra w son, inhibiéndome de enten- 
der en el presente juicio y ordenar la remisión de estas actua- 
ciones al señor fue/ requírente con noticia de la parte actora. 

Y notando el suscripto epé al Militar sele el evadiente at 
letrado de la jarte actora jiara evacuar la vista, ha subrayado 
con lápiz violeta y azul en varias partes de estas actuaciones 
fs. 5, h, 7 y 9 vta. — , y principalmente con una V con interro- 
gantes el espacio en WaxiÉú de las solicitudes de tk 5 y N. cláusu- 
la 7*. la que importa una falta de revelo al Juzgado, por lo que 
en use. de las atribuciones qm- 1c acuerda el art. 5X inciso ±' dt 
la ley orgánica de los Tribunales, apercíbese a dicho letrado. 
('. .1/, i tfurtiíht'. 
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Kxcma. Cámara: 

- 

por tos fundamentos tic la resolución ile fe W $ >" * os 
«Iktamcn fiscal de fe. & pr correspnnde euntirmaria. 

/■. f '/it-'tih'ni. 



Al- Ii. HF l.A I AMAkA »fe AITJ.ACIOXK.S 

VL-ihW;i. Al.ril rfe 

V ViMns: 

I.,.* ¡tutos número .W2 'OuMavo Acérete Torno, «fcittra 
Singer Scwiiiií Machine Com|wmy. po) cumplimiento de contra- 
r ara resolver .-1 réüM (fe ablación interpuesto a te. m m 
é^im autos, y 

t "i iti«.idcrund« i : 

Í Que el recurso de ""lirlad se tunda en la circunstancia 
de hal>er\lictado el "a <,u<" la resolución de ís. 27. antes de n- 
dbir el 6fkño y los recaudos a c,iu alude el articulo 5$ del * * 
digo de I We<lmiiciU..s Civiles 

( j We de litó constancias de aui- m- deprende que el Inferior 
luí sido inducid., en error - al prescindir del oficio y recaudo, 
jara resolver la cuestión de enm^tenciu que el Juez de la Capí- 
tal |-,deral le plántenla i,«>r los ttrininos amliigim» en míe esta 
concebid., el desello telegráfico de U í« y gfÓ)ft$$ W<# ' U " 
,ii coutrM.. parece iníerir,e la existencia de resolución, pr parle 
del Imv exhortante, en el sentido de solicitar la inhibición -leí 
h»v exhorttitlo: tíatlo que Í« W "... «Áfe la cttal este Jugado 
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(él de l;i Capital Kederah ha resuelto dirigir el presente a V. S. 
a íiii de ((lie se inhiba de seguir eniendiendn en el mencionado 
juicio y jq remita a este Juzgado*', 

<Jue una ve/ agregado el UMÜnonio corriente a fs. .SK y si- 
gBlettljSSí resulta evidente ipie el primer rxhorto sólo perseguía 
él objeto <le hacer sal>er al Juez exhortado | a inhibitoria que se 
había interpuesto y solicitarle la suspensión de todo (troced i mien- 
to, entretanto si substanciara el incidente dccnmpelcncia i articula 
W. lYidigo efe IWedimientnsj, 

< v »ue por obra de las mismas c i reluctancias, la |*rtt adora 
también incurrió en la misma ton fusión, como lo demuestra sn 
escrito ilr fs. 24 en el une solicita del "a uno" utantenga su com- 
petencia por los fundamentos de hecho y consideraciones de de- 
recho que aduce cal** hacer destacar que este escrito fue pre- 
sentado a raíz del decreto de fs. 22 vía.. |H>r el (pie se le con itere 
vista del contenido del exhorto, por tres días, de acuerdo a lo 
dispuesto por el art. 5!>K del t YmJí k » de Procedimientos. 

Qiw por tanto la nulidad que se impetra sería la nulidad de 
los prix-edimicmos a que se refiere el art. 290 fiel Código de Pro- 
cedimientos, respecto de la cual rige la disposición del art, 293 
que establece tpie dicha nulidad quedará sulwanada siempre (pie no 
se reclame la re] «ración de los procednniento.s oportunamente y 
en la misma instancia en que se haya cometido. 

<Jue el precepto legal contenido en el art. 293 es de aplicación, 
ya sea que en el procedimiento se hayan omitido las formas suhs- 
tanciales del juicio, ya sea (pie se haya incurrido en algún deferí» 
de los cpie por expresa dis|wts¡cióu del derecho anulen las actua- 
ciones. 

Une jíor consiguiente, el recurrente debió hacer los reparos 
(pie en esta instancia formula acerca de la tramitación irregular 
de la comieda de competencia, ojiort unamente; y esta ocasión se 
te presentó al corrérsele la vista de fs. 22 vta.. que cvw.-itó a fs. 
24, sin hacer cuestión al resjx-cto. 
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lísia mterpntacióu la comparte doctor A. M. Rodríguez, 
, u ,e cu mín «.omcntarios al GViij<o de. Procedimientos de la Capi- 
líil Kederal. al tratar «Itr disposiciones análogas a las de ari^. 
a 296 de nuestra ley de forma: ■■Sí fícurso é¡ nulidad por de- 
fectos u omisiones ésta é^iiipSíldó al de autos y sentencias; so- 
lu tóelos sé legisla en la misma sección y la U y m. distingue l»* 
tó| de los utrns en cuanto al termino; por lo tanto, esa nulidad 
del.e reclamarse contundí** el plazo desde que la |*rtc titvo co- 
nocúnituto ííé la existencia de la nulidad. Sea desde que de, auto* 
re-ulta inequivocamentc tj0 adquirió ese convencimiento ". "Ko 
es admisihk sumiller, agredí, que la ley tolere que un ] Usame 
unya eon-fctmieulo de un defecto en las actuaciones y cun eyí- 
dente mala íe consienta o acepte h tramitación del juicio que en 
definitiva ha di- >er nulo, y aun que lo prosiga, y tan no lu ad- 
mite que fija un término i>ara la mí«r|>0»|ion del recurso" iymu- 
¿61 de ta ohra citada). Y mus adelante. yásrVA, dice el tratadista 
tic la referencia: "De manera que el Trihunal t de segunda ius- 
tanfcta) sólo puede entrar a examinar ¡>i se han nhservado las 
turmas substanciales del juicio o si se ha incurrid*, en al^'m .le- 
fe¿to de ¡OS íjfc por expresa di«pmic¡ón de ta ley anulan las ac- 
tuaciones, cuando se recorra de la sentencia y él interesado cMe 
cu término para reclamar del procedimiento, sin que el Juez pue- 
da conocer de la nulidad pot haber terminado su jurisdicción: 
de lo conímrio, esta tíwUítí |M>rif quedado subsanada y lo que 
fpicida subsanado e* indudablemente valido". 

gue. por <-»ra parte, aeiLtalnientc se encuentran agíalos a 
estas actuaciones (págs, a 44. todos los recaudos necesarios, 
en los «pie cmiMa la resolución del Juez de la Capital Kederal 
d< clarando*,- competente, por lo que la cuestión del Juez de San 
Hatael .adelantándole a la recepción de aquellas. U. ha «ftfc <9i 
1, ^ ttTminos cu que ha quedado planteada en definitiva. 

| W ind.» ello corresponde descamar el recurso de nulidad. 
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En cuánto al PtscÉtKSHv út a|>elaeiótK 

Oue en el cusí» de autos no se lia puesto en tela de juicio Ja 
naturaleza de Ja acción promovida, que es personal po* emerger 
de un contrato de locación dé •crvHos. 

Que tratándose de ejercicio de acciones personales, el Có- 
digo de IWe liiiiienios, inciso i", articulo preceptúa i|we será 
Juez competente ti del lugar donde delia cumplirse la obligación : 
y a falta de éste, el del domicilio del demandarlo. 

(_>m- tiara establecer el lugar de cumplimiento de la obliga- 
ción, al que la ley procesal da preferencia sobre d fuero del do- 
micilia hay que remitirse a las disposiciones del Código Civil, 
entre las que se halla el art. 1212 que establece el siguiente orden 
l>ara determinar el lugar del cumplimiento de los contratos: l v 
el lugar designado en el mismo; 2" donde lo indicase la natura- 
leza de la obligación, y § el lugar en que el contrato fue hecho, 
si fuere el domicilio del deudor. 

One en < 1 Sub judice" el actor reclama un cobro de pesos 
proveniente de la comisión que k- le fijó en el contrato, como re- 
tribución a los senicios que prestó a la compafiin demandada en 
calidad de agetite de la sucursal de San Rafael fie la Singer Se- 
u ing Machine Goiupaiiy. 

Oue las ohligaciones (Je ambas i»artes cont rutantes, debían 
surgir del contrato a que se hace referencia en la demanda y con 
cuyos términos no se ha manifestado desconforme la fiarte de- 
mandada; de esa convención íjor expresa conformidad de jtartes 
venia a formar parte integrante la solicitud ríe fs. 5 y 6. 

(Jue de los términos en que está concebida la solicitud, que 
como se ha di.bo es antecedente directo y complemento del con- 
trato, se desprende que las ohligacioncs del que se ofrecía COR») 
gerente de sucursal, debían tener su ciimplimirnto en la ciudad 
de San Rafael, donde se lo constituía gerente de la sucursal que la 
eom|Kiñia demandada posee en ella, donde debía hacerse cargo 
de los depósitos adseriptns a la misma para la venta y alquiler 
de sus máquinas fie coser. 
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Oue siendo flt.< asi. es hV^jco inferir que li ciudad de San 
katael es el lugar designado en el contrato i>ara el cumplimento 
,U las < .litigaciones que para !a jarte actora señalaba aquél. 

(Jue el sometimiento a !a jurisdicción de los Tribunales & !íl 
Capital de la R V |>til.1k"t <jiu contiene el art, / " «I. la solicitud #ü 
mega, ionio se íjédace término*. p*£ lo, casos efl i|<*e te 

omipania Silla r del* ejercitar las amones que U* corresponden, 
sin que ptuda hacera extensiva e*a clausula a la> accione* qu< 
¿itttfíí la\.mn,wima pudiera tener ítófl liustavo Acérete. 

Uiu por enemente, no babiemlo la fiarte adora renuncia- 
<l- at fuero que puliera corres] .oiider le para el caso de demandar 
¡i la (Jompañío Snger y rebultado del contrato .pie el lugar con- 
venido i>ara su ejecución eni la ciudad de San Rafael, corre-- 
I , ; udt t «tender en este juicio a los tribunales competente* de esta 
provincia, pues como to tiene establecido reiteradamente la ju- 
risprudencia de ta Suprema O me Nacional y de fc* tribunales 
n:í tonales, la demanda jH.r locación de servicia (leb* deducirle 
en jurisdicción <lel lugar donde aquello* se prestaron, con pren- 
uncia al domicilio del demandado I S. C. X , t. % l>ág. ffit : t, 
113. pág. $13 y 222 ; tomo 122. |«ig. 45). 

Pur estas consideraciones y disposiciones légale, citadas il 
Tribunal resuelve: desestimar el recurso de nulidad y hacer lu- 
ear al recurso de apelación, por lo que se revoca el pronuncia- 
miento tyéÁ f se declara que el Jtuv de San Kafael es el 
eomtieteiite ,wra entender en la demanda promovida por don (,us- 
uvo \cerete contra la Siuger Sewing Mühine Coinpany. i».r 
cumpl miento de contrato; las costas de esta instancia a car*, 
íte la demandada i art. 94 del Código de Procedimientos,. 

Cupiese. remugase, bagase salier y bajen. — Af altea Gil 
CmpM*'-. J Herrera. — .tneifa. — Cafojllem. 
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Itlt TAMKX HKL t'kui I'K.\IK>M I .K N I KAT. 

llnt'iwis Airo. Oi'ltihrc -1 de I 1 *,*». 

Suprema Corn : 

Km re el Juez di- Primera InstancKi en lo Civil, Comercial y 
Minas de San Rafael ( Mendoza i. y el de Comercio de la Ca- 
pital de la Nación, se ha t ra latió cursi uní (Jé competencia para 
coniH.tr ni la demanda que don tíustavo Acérete ha iniciado ante 
el primero de los nombrados magistrados contra la Singer Scwing 
Machine Co.. sobre cumplimiento de contrato. 

Corresponde a V. Ií. dirimir dicha contienda ejercitando la 
facultad conferida por el art. $• de la ley 4055. 

i>t los antecedentes remitidos («n los jueces en conflicto 
resulta que el actor contrató sus servicios cutí la Cía. Singer para 
descmfH'fiar las funciones de gerente de una sucursal de la misma 
en San Rafael. 

Kl convenio firmado al respecto por las partes, que aparece 
agregado a los autos y vuya validez no ha sido impugnada, esta- 
blece (|tie forma parte integrante del mismo la solicitud de ad- 
misión firmada por el ador, la que también corre agregada a las 
actuaciones. 

Se trata de determinar con estos antecedentes si, átenlo la 
naturaleza de tos servicios prestados y los términos en que se han 
convenido las obligaciones recíprocas, es competente el Jue/ del 
domicilio de la demandada, es decir, Huellos Aires, o el del lugar 
di mrle funciona la sucursal, para conocer en la presente cansa. 

Ku mi opinión, la controversia no ofrece difictittad ante los 
termino* expresos de las cláusulas 1* del contrato y 7 % de la so- 
licitud referida «pie son ley |»ra las partes (art. 1197 del Có- 
digo Civil), y ni cuyos documentos éstas han |*odid<> designar un 
lugar ]>ara él cumplimiento fie dicho contrato íart. 1212 del mis- 
mo código). 
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Él tíirh.; la jurisdicción do los tribunales de la Capital 
h'idcrai ha tptcdadu expresuuentc pactada al aceptar el ador 
en U ni crida clan-nía 7* de su solieíiud de admisión, someter a 
dicho» tribunales, o a los que la demandada designe* et ejercicio 
de "todas la* acciones t|ue correspondan a la compañía en virtud 
de dicho comral". . (se refiere al contrato qy¡é se firmó, bajo 
)a> condiciono propiir-ms*. entre la compañía y >n gerente de su- 
i itr^al I. 

Kl st ntidn de ota clausula no admite otra interpretación. 

l:> Mi <ll" debiendo exigirse el cumplimiento de la* 
utilizaciones convenidas cu la C apila! de la Nación, la compañía 
-Un laudada lia sometido, acertadamente en mí opinión, al Juez de 
Comercio de la misnn la decisión ítr esta causa. 

í-.n tal »entido. creo currespondo dirimir la presente contien- 
da de competencia. 

¡lonu io R. l.tinrta. 



FM Ut l>K LA lORTi; Ml'KtíM A 

Bwno* Airis, Noviembre P.» de VJMl 

Auiii> y Vistos: 

[Jt$ de contienda «le eomiRtcueia por inhibitoria trabada en- 
tre un juez de Comercio de esta Capital y otro de lo Civil. Co- 
mercial v Minas de S;m Kaíael. provincia de Mendoza, ]>ara co- 
nocer en el juicio Manido ante éste por don Gustavo Acérele coli- 
na la Sociedad "Siiifíer Sewinir Machine C'nmpwiy '. sobre cum- 
plimiento de contrato» y 

CnUsiderando : 

< Míe según lo acreditan la- constancias de autos, el primer.' 
di \m jueces n ícrido* futida su competencia en f|ue se trata de 
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una aeeió personal proveniente efe un contrato cu el snie se fija 
esta Capital como lugar de cumplimiento del mismo; y el segundo 
— en virtud de lo resuelto por la Cámara — esto es que ¡según 
el contrato, rl lugar tic cumplimiento del mismo es ta ciudad de 
San katact y t\m- la cláusula relativa :i la capital es sólo para 
los caso> eu que la Ofttipaíiia Sínger ejercite las acciones i|ue le 
corresfHiiulan eomra el gerente, pero tu» en el caso inversoj, como 
es el i!e autos, 

tjtie el contrato de f|ue se hace mérito, tío contiene dispo- 
sición concreta sobre el Tugar de su cumplimiento: y en cuanto 
a la solicitud que formuló el actor para prinmrar su designación 
ile gerente — solicitud que forma parte cid contrato — , dice lo^ 
siguiente en la cláusula 7 n ; "Para el cumplimiento de las obliga- 
ciones que esta solicitud y el contrato que firmaré, me imponen 
.sobre pago de dinero y devolución de efectos, designó la ciudad 

•te o la Capital de la República a elección 

de la comí uñía, para ser requerido judicialmente de pago y |jara 
(pie ante sus Juzgados o Tribunales se ejercite» todas las accio- 
nes que eorresjMUulan a la compañía en virtud de dicho contrato, 
el cual, de común acuerdo de tas partes, queda sujeto al Código 
de Comercio", 

One sea cual fuere la amplitud de criterio con que se inter- 
prete la cláusula trascripta, no es posible atribuirle un sentido 
diverso del que fluye de sus términos literales por los que se 
designa esta capital para el cumplimiento de la* obligaciones del 
solicitante sobre ]»ago de dinero o devolución de efectos, y para 
qttfi ante los juzgados ir tribunales fie esta ciudad >e ejerciten to- 
das las acciones que en virtud del contrato correspondan a la 
compañía. El caso de autos no está regido, según se advierte, pur 
esta cláusula contractual, toda vez que el requerido sobre cum- 
plimiento de obligaciones no es el actor, sino la demandada, y ésta 
no ejercita ninguna acción derivada del contrato. 

l hnitida. pues, en el convenio la designación expresa del tu- 
L-ar .le mi cumplimiento, procede de acuerdo con la ley y la juris- 
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prutten<cia de este Corte, determinar el lugar de eiunpl miento que 
Indique la naturaleza de la ohtigación (Código Civil, art. 1212}, 
v es evidente, desde luego, ([tic un contrato de locación de ser- 
vicios delie en razón de sil propia índole cumplirse en el lugar 
donde sé prestan los servicios sconve ti idus, y donde debe deman- 
darse su cumplimiento si no sí* ha pactado impresamente otra ju- 
i'.sdiccióii. Kn él "Mtli-uidice". la obligación de prestar los servi- 
cios convenidos, como la ríe practicar la remuneración eorres|>on- 
diente, ha sido por designación implícita, en cuanto al lugar de 
ejecución, la ciudad de San Rafael cu la provincia de Mendoza, 
y es allí en consecuencia donde radica la competencia jurisdiccio- 
nal det caso. 

(Jue en reiteradas cansas análogas esta Corte ha resuelto 
ínvunabteníente «pie el Juez competente para conocer en los 
pleitos en ipie se ejercitan Arciones personales, con preferencia 
al del domicilio <lel demandarlo, es e! del lugar convenido explí- 
cita o implícitamente i>or las |»artcs para el cumplimiento del 
contrato, cualesquiera que sean las prestaciones que se demanden, 
principales <* accesorias. (Código Civil, art. 1212 y correlativos: 
Cód. de Procer liinicntos de la Capital, art. 4?; ley 32, tit, IT par- 
lida .í*. Faltos: tomo 125. pág. 206; tomo 136, |>ág. 4Ut; tomo 
1-3?. |*ágs. ¿7S y 412: tomo 14K págs. 25 y 3K; tomo 14**. págs. 
M.í y Ít(g, entre "trmj, 

Eti mérito ríe estos antecedentes y fmirlamentos. oído el 
sefitír Procurador < ¿eneral. se declara míe el Juez comitente 
para comtxr en t i Mili-jurlice es el Juez en 1i> Civil. Comercial y 
Mina* dt *>an Kaíacl. proviticia de Mendoza, a tptien en con- 
secuencia sé remitirán los auto*, avisándose al Juez ríe Comer- 
cio de esta Capital en la forma de estilo. Repulgase el papel 

J. FlOL'KKOA AuORlA. --- ItORKRTO 
ÍÍEFETTO. — K. fil'ltXÍ LaVALI.K. 

— Antonio Sao a una. ~ Je lian 
V. Pera. 
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Ihm Juan Pm&tB, m ¿tursión, rontra la Cuja Xmional </, Jtt- 
tMtUm y !><■ Mintió iir t-m^ntios /vnv^o'riW. sobre 
pensión, 

Snn¡avin : \o reviste el carácter de definitiva a los electos tic! 
recurso extraordinario del artículo 14 de la ley 48. la sen- 
lenca que declara np haberse operada la prescripción del 
derecho ejercitado por los peticionantes de una pensión, por 
éiMtm no resuelve el pleito ni se opíjjie a su eontñmacióii. 

Caso: Lo explican Jas piezas siguientes: 



DIlTAMKX 1W.L l>Jto< i KAOOk OENKKAF. 

Buenos Aires. Noviembre 7 ríe RW. 

Suprema Corte : 

U resfdticióti dictada por la (. amara Federal de Aleación 
dt- esta Capital a fs. 33. de estos autos seguidos |ior don Juan 
.'etrelli contra la t aja Ferroviaria, sobre pensión, no tiene ca- 
rácter de definitiva, a los efectos del recurso extraordinario de 
apelación |»ara ante V. K. creado por el art. 14 de la ley numera 
m ttxla vez que. al declarar que no se ha operado la prescrip- 
ción del derecho ejercitado |wr los petfcionariiHC. no resuelve eí 
pleito ni se opone a su prosecución. 

Kl recurso ha sido, pues, a nú juicio, nial concedido. 

J'ara el casi» deque V. K. no lo estimase así. y refiriéndome al 
fondo del recurro interpuesto, adhiero a los fundamentos que sir- 
ven de base a la resolución pronunciada por la C.-'unara hederá I, 
pues considero que la interpretación que en ella se hace del art. 
4.Í y sus correlativos los artículos M y 35 de la lev número lO.íoO. 
is ajustaría a derechu. 

Ufanía R. I.nnrtu. 
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PALLO l>E LA (OKTK SI'l'KK M A (1) 

Bucftüs Aires Noviembre 19 ik' i'>30. 

V Vistos: 

É expediente sobre ilusión solicitada doña Victoria 
Jfelardinelli Se Petrelli c hijos, 

Y Considerando: 

tjue ta t aja de Jubilaciones Ferroviaria* ha denegado a tus 
peticionantes la pensión solicitada en razón de ImU-rse obrado h 
prvscri|>eión del derecho conforme a K> dispuesto i*>r el art. 4023 

del Código Civil. 

One esa resolución tía sido revocada \mr la C amara Federal 
de Apelación de la Capital declarando que (Kitlía prescribirse el 
derecho a percibir li> no mitrado después de cierta tiempo. \*cru 
rtq el derecho o pedir la pensión .para el futuro. 

Oue. esta óttirtia sentencia no reviste el carácter de defini- 
tiva en el pleito como lo requiere el art. 14 de la ley 4K puesto 
rjtie ni lo resuelve ni se opone a su prudencia. Antes bien, co- 
mo consecuencia de no haberse hecho lugar a la prescripción de - 
< lar;ida por la t aja, el juicio se manda devolver a esta última 
para que proceda a dictar la sentencia que tendrá el carácter de 
definitiva. 

En sit mérito, de con i, mu ¡dad con lo dicuiminado i>or el sefior 
l Wurador General y teniendo ademas en cuenta que no se han 
interpretado v aplicado en el caso dUi>osieiones de leyes nació- 
nales >b. preceptos tjel Código Civil, se declara improcedente 
é[ recurso extraordinario. - Xotifiquese y devuélvanse. 

J. Figieroa Alcorta. — Roberto 

KeI'ETTO. — K. Cjl'lOO I -AVALLE. 

— Antonio Saoarna. — jt i.iÁN 

\*. l'ERA. 

. l> - Fu la misma íl-cIw ¡sc dictó MftpB vv*.1hcl¿h <j» la> cp* 
«is huillas ¿oí las &*&kéá & dmi Jo,¿ fe.sas. dun Agustín Kagpo. 
,í„i UiiHernu. -loü íiiíian I- Anuiid. d.<it Alberto tam». y don 

E tiU LOnfedtii. 
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Moño 'Ljftdi — causa instruida en iür contra, por infraccUín a ín 
ley número 4097. sobre juetjos prohibidos. Competencia M r 
ífotn-a. 

Sitmttrio: |v 5ío corres|wiwle al íuern federal |Jor razón del lugar, 
entender en «na causa ]mr un delito cometido fuera del 
Puerto de )a Capital, en paraje sometido a jurisdicción 
común 

i" Tratándose de delitos de carácter común y siendo la 
jurisdicción federal por su naturaleia. excepcional y restrin- 
gida, su ejercicio no procede mientras no aparezca clara- 
mente y de modo expreso o por necesaria inducción, que el 
taso sea de su competencia. (Fallos, tomo 4S. pagina 151). 

C tt .\;, : 1 ji explican las piezas siguientes: 



ALTO DEL Jt-EZ rOKKECCIOXAL 

TWrtts Aires, AK"*tu 11 rk 

Autos y Vistos: 

Resultando de autos, que el hecho de lesiones previsto y 
licuado en t] art. «9 del Código Penal míe se atribuye conjunta- 
mente con !a infracción a la ley -1097 a Mario Levi. aparece co- 
metido en la zona portuaria, en la que tiene exclusiva jurisdiq- 
eión el Gohierno Nacional, declárase i ncom pétente el Suscripto 
para conocer en [a presente causa, que deberá ser remitida al se- 
ñor Juez Federal, doctor Miguel L. Jantus. efj el día, en razón 
de estar el expresado Levi privado de su libertad y hiriéndose 
Ktl*er tpie en caso de d i acutí formulad con esta resolución se sirva 
tener |*ir (ralada la cuestión de competencia, elevando toa autos 
ú la Suprema Corle de la Nación, :i fin de que la dirima; con no- 
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lirias ctcl señor Agente Fiscal* e^^c|«d£se 5 1* 1*$$^ Mr 
eiétído el presente de atente nota y >in más trámite. — í Or/e- 
t ftt. - Ante mi : Ür¡ O/uí. 



USIA M l'KOtlKAnoK USt'At. 

Señor Juez Kedcral: 

Si- trata en estos actuado-- tlte un ludio omirtid» í rente al 
galpón t. 1). Swl. a la altura |jc las calles Pedro Mendoza y C'o- 
l< irado, 

Kl condkimiento y juzgamiento (te los hecbos previstos por 
t'1 índigo I total, corresponde, eu p#^j>ÍQ> a los trilnmales or- 
tl «arios, salvo míe por ra¿óñ de tas ^rsonas o tíéj lugar, deban 
><r cometidos a ^n^mientb y decisión de la justicia federal. 

IV .r razón de las personas en ti presente cas*» no surte 
e| t -, iení federal. i|«eda sólo por considerar si 1""* 
del lugar. 

I* ciudad de Hilemos Aires. ív§ declarada Capital de la Re- 
pública, tederalizada, por ley del 21 ele septiembre de 1XHQ. ad- 
judicándosete como limites territoriales U«s existentes en esa fe- 
cha, habiendo sido ampliados interiormente \*x ley del 29 de 
>epnembre de 1887. < t uc inco n >oró a la Capital los finidos de 
Kiores y ltclgrann. 

Ucspue* de practicados los otudios tcVnio.s necesario*, el 
l'uder Kjecutivo. por decreto del 6 de febrero de t«88. dictad*, 
ni virtud de la lev prnitada. estableció que el territorio de la 
C-apiial Federal seextiende basta el Río de la l'lata y el partido 
de San Isidro (boy el de Vicente López), W el Norte: hasta el 
K achuelo de liarracas y ei \ÁTtm de Matanza. ,n>r el Sud : has- 
ta ¿í Rio de la Hala por el Kste : y hap los partidos tic San 
Xíartni y Matanza i** el < »este. 
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Dentro de esos límites, sometidos con primordial proposito, 
a la exclusiva jurisdicción de las autoridades nacionales, la jus- 
ticia ordinaria de la Capital conoce y juzga los delitos previstos 
iior el Código l'enal o leves de aplicación local, salvo que. por 
las razones expuestas pnecdei mínente, esos ¡Mitos surtan el 
fuero federal. 

Kl lugar, tai este caso, está previsto en forma no suíicienU-- 
nieme determinada por la ley de la materia. De acuerdo con el 
me. 12 del art, 111 de la ley del 1J de noviembre de que 
organiza los tribunales de la Capital fie la República. los jueces 
federales conocen en primera instancia de todos aquellos asuntos 
que, con arreglo a la Constitución, correspondan a ta juntc-i 
nacionai. en los siguientes Casos : tos delitos cometidos en los rios, 
islas y puertos, cuando et lugar itotide fuere cometido el becbo 
quede más próximo a la Capital míe al asiento de los dunas jue- 
ces federales, etc. 

Tero, ;quc se entiende por puente, a los efectos jurisdkcio- 
naltsr Xo hay ley ni decreto que precisen concretamente basta 
dónde se extiende la zona o lugar que deben ser considerados co- 
mo puerto a este respecto. Se trr'a fie circunstancias de hefcho 
no precisadas aún. como lo bisto notar en otra oportunidad este 
Ministerio Público. V en ausencia de esa determinación expresa, 
fiche estarse a una interpretación lógica y a los principins de de- 
recho aplicables al caso. 

„. — i k 

Líí jurisdicción federal es restringida, de excepción. Cuantió 
fie los términos expresos de la Constitución, de las leyes o de 
las circunstancias particulares fiel hecho, no surja claramente la 
procedencia del fuero federal, debe conocer i a justicia ordina- 
ria, máxime, tratándose de la Capital de la República, donde, a 
pesar de las distintas jurisdicciones, es. en definitiva, la autoridad 
nacional la que administra justicia. 

Éil mar;»» de 1891 se produjo en una de las casillas del 
Puerto Madero im homicidio en el que actuaron dos individuo 
que traliajaltan y habitaban en él. 
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M ti,ct.» Sal.ii.ian.. Ki.r. ftocnrartor General * 

, SL a,n m «mmm, $ , " , "; ,t ;;;. £ 

,i„ na , \ .1. ¡nión tan Mftprfco*. I» !«I*<f> 1 

.,, „„. fe»., ......pcia i la justicia * "" £ 

,¡'rcici.. del fuero federal jtf pr,«,l, roi.mras no «« 

L i,, * ,..n,K,,,uia: „,«■ él «*» * ^« 

1 , • Has ££. de carácter federal. > era judicial,!.- sote»*». 
SEX <W derecho con»». «>• «ÉS-Í^ 

Lrrt ia .,.«■ «■ l>al.«. llevado a cal- ... jnnj.lKeH«i de ... 
Z^XL de policía do M Cn,.i.al. tora del »«.,» " de »*> 
embarque .. d. s. mk-.r.,.,,. MIM «W l"flj*** 

:,.:..,,e,.didn, .«. * .., * « ^ 

v c.m.|«wncia del 1 4 .fe s.^i.-...l.r«' <le UM. 

n, j!t w „n.d<. ,1 mm * k ^ i,,, "" ,i , a,:i £ sp 

v del heeno con Hi ..perari„ncs pocínaíto, :.,.anaud..sc ,fe a - 
J... a tas -islas" qne son del patrimouu, teffltorff! ét M pro 



iii i 

Én d .-as., de a..,., 00 aparece clara la 
, ,lel luuar con las acuidades ,«,nnar.a«. y. puM» «P£ 
LSl&oB lego) cs,.r,sa .„.c dolare *p» I ta 
juri-Sireinnafes. el lugar de- la omisa», del deUto. 

Por lo expuesto, opino «d V. S. no es ^— («» 
,,„„,,, en cs,a causa. - Aro*. ® de l"». - A».'"'.'" 
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Elfftiln* Aires. ArosIh *» ik- \ 1 >MK 
Autos y Vistos; y Considerando : 

Que según rtsulia de U> presentes actuaciones, el hefho ini- 
puíado al detenido Mario Lt vi, se habría cometido frente al 0fc 
pon número I de tu I lar sena Sinl ( Aduana de ta Capítol > * l¡i 
altura de las calles l*edro Mendoza y t i llorado. 

(JiH- a los efectos fie la prosecución de la eau>a se hace ne- 
cesario establecer si el sitio donde se cometió el hecho — zona 
|*orinaria — es un Iti^ar sujeto a la jurisdicción federal. < hic si 
bien la llamada zona portuaria está limitada y cerrada |Kir el 
lado (kste |*>r una verja y que la salida se efectúa |>or calles 
determinada^ donde ejerce vigilancia la autoridad aduanen : ésta 
es al solo efecto del contralor de los peatones y vehículos une 
salen de dicha zona. 

í kie las calles existentes, como asimismo los terrenos, en 
la zona de referencia y adyacentes a los depósitos de la Aduana 
de la Capital y donde la policía tiene jurisdicción, no puede de- 
tenuinarse qué si a el lugar fie embarque y desembarque habilitado 
eotno puerto. 

Que dado el carácter excepcional de la jurisdicción federal, 
para f|iie proceda é*ta es necesario que resulte de una manera 
clara e indubitable que el lucho cometido encuadra dentro de 
lo> casos enumerados taxativamente en la ley número 4K sobre 
jurisdicción y eornpetencia de los tribunales nacionales. 

IW estas consideraciones, los fundamentos de la vista del 
M-ñor l'rncurador Fiscal y la jurisprudencia invocada, se de- 
clara i|tte este Juzgado no es cnmtwteutc para entender en la pre- 
sente causa, la qtic se remitirá al señor Juez en lo Correccional 
doctor Victorino Ortega, haciéndole salier que en caso de in- 
>istir en su incompetencia se sirva elevarla a la Corte Suprema de 
Justicia de la Xaeión ¡tara qiu di™iw t; t contienda. — M. L, 
Jüñtus. 
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imi.WIKN Hi:i. nmOKAHOK tiEXERAI. 

lítu-mis Ain-, < Mttt*n 14 tk l'Mu 

Suprema 0>rtc; 

Huiré él Séñor Jiie* Correccional di- ttlta Capital ductor \ ie- 
l«.ritH> Ortega y el señor Juez IVderal tu lo Criminal y Correc- 
cional también de esta Capital, doctor Mi^wt-I L. Jantus. se ha 
tratado contienda de eminencia negativa para conocer en la 
'p&fflg causa instruida a Mario Leyi, ]«* el delito de lesione, 
previsto por el art. 89 del Código Penal y por infracción a la ley 
«Amero W7, sobre juegos de azar y loterías no autorizadas. 

Um sujeción a leí depuesto mi el ;irt. 9". me. h) de la ley 
número 4055. corresponde a V. |. dirimir la contienda suscitada. 

Kl señor Juez Correccional fundamenta su negativa en la 
cni.unstancia de cine, a so juicio, los hechos imputados a U ' vi 
í»|>areceñ cometidos Mi la zona portuaria en la míe tiene exclu- 
siva jurisdicción el (jóbíeMo Nacional", 

MI >efim" Juez I Vderal j-ostieue. a sil vez, míe darlo el ca- 
rácter excepcional de U jurisdicción federal, para que proceda 
ésta es necesario que resulte de una manera clara e mdubitabK 
tnie el ludm cometido encuadra dentro de los tasos enumerados 
laxativamente en la ley número 4* sobre jurisdicción y coiii|>cten- 
cj¿ <le ÍOS tribunal nacionales lo ( t ue no ocurre en el "suh 
judie", dado ( ,ue no pmd<- determinare «me el tu^r en <l"c se 
eludieron los heeho> imputado- sea de emUir-pie y de>cmbar 
i\0 habilitado como puertn. 

Del examen de la> presente* actuaciones se desprende mu- 
llís luchos de que se trata revisten, "prima facie". el carácter de 
delitos infracciones |é naturaleza común y que ello* acrecen 
«•metidos en la via pública, en u« paraje situado frente al tfd- 
pón número 1 de la Oárseua Snd. n la altura de las calles Pedro 
Mmdo/a y O dorado. 
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Xada autoriza, puta, a concluir que los hechos se habrían 
cometido en logar o paraje donde el Gobierno Nacional tenga ali- 
M.lnta y exclusiva jomdiccimi, Antes , Xír ¿ contrario, la tircuns- 
lancia misma de que en el taso haya procedido la autoridad local, 
estol** la policía], deteniendo al acusado e instruyendo el pre- 
sente sumario, eorroliora que los hechos se cometieron en la vía 
pública, en jurisdicción de una de las secciones de policía de esta 
Capital .fuera del agua y de todo lugar de emliarc|ue o desen*- 
Iwrque habilitado como puerto o de otro de loa comprendidos en 
vi arr. 3" de la ley sobre jurisdicción v competencia, de 14 de 
sqrtiembre de 1KX (Fallo de Y. % t tomó 4«, pág. 151 j. 

l'or tanto, soy de opinión que corresponde se sirva V. E. 
dirimir la presente contienda declarando la convencía del se- 
ñor Jue* Correccional de esta Capital. 

Horacio R. Lonrta. 



PALLO IIR IhA t ORTK St'PKKM A 

Buen..* Aires, Noviembre 19 t]e 1930. 

Autos y Vistos: 

l os de contienda de competencia negativa traliada entre el 
Juez de Sección en lo Criminal y el Juez Correccional, ambos de 
rsta Capital, para conocer en el proceso que ]>or lesiones e in- 
fracción a la ley 40»7 se instruye contra Mario la-vi. 

A" Considerando: 

Que la cuestión suscitada proviene de la apreciación contra- 
dictoria de los jueces en contienda res|>ecto a la jurisdicción a 
que pertenece el lugar en que aparecen cometúlas las infraccinnes 
o delitos de que se trata. 
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Une segÜu C<m* <té > acertadamente * jg¡& 

l.lm "ni el precedente dictamen, tod" indica que los heertó* *tft- 
Uñtb» al procesado han .id., cometidos friera del fñ*eft« RW*" 
mentó Hiclin. «ni ,*raje comrtíh» a la jurisdicción común, en la 
ife&fti ele Hiela dei la Capital donde si ha instruido el siimano 
o„ -rus^iKli. ine elevado a la justicia correccional ordinaria. 

f »uc mi oías condicionen y atenta la consideración de t|*e 
se imitan ni el caso delito, de carácter común, y q^aefa^ 
¿tówi se observa en el auto de I*. 34 vuelta, la jurisprudencia I* 
,, t aldccido que «¿> k jurisdicción federal |-r su naturaleza 
.vcdKinnat v restringida, su ejercicio no procede mientras no 
amrc/ea claramente y de un modo expreso o ,H,r necesaria mduc- 
dóu.queeWa*oscadcco.npcteu.ia. (Fallos: tomo 4* pag. 131). 

IW ello y de acuerdo col? tos fundamentos de la vista del s«- 
ñor 1 Wuradór < ieneral. *e declara que es vomítente en el caso el 
m Correccional de la justicia ordinaria de la Capital, a quun 
eri consecuencia se remitirán los autos, avisándose al juez rede- 
ral en la forma de estilo. 

1 FlCUKKOA At-COKTA. — ROBERTO 

Rf.petto. — K. Orino Lavallk. 
— Antonio Sa<;akna. — Ji lián 
V, í'kka. 



(uv fusión. 



Ktítitttfál l-:i articulo 26 de ia ley 10*50. rMaHcec en forma Imn 
clara «Ate "cuando la retribución del irakijo hay* sidü total 
d parcialmente a jornal, se computará un año de set^c.oi 
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por cada tlüscrnrtos tóieufiWf» días tU ü-altajo efectivo, Basta 
la reí filmen» i á jornal para la aplicación del artículo 3Ti ci- 
tado. 00^ tomo 155. página ¿'*it, 

Lo explican las pkvas siguiente*: 



KKSOI.IVION [1K |„\ t 'AJA FKHKOVI ARIA 

RiM-ruM Aires. Abril 2'i iU- 

Vistas estas actuaciones, atento lo diie laminado por la Ase- 
soria I A-gal. íHir los fundamentos expuestos en el precedente dts- 
I pacho de la (.'omisión de Pensiones y de conformidad om lo 
acordad» por el Directorio en su sesión del 15 del corriente. 

Se Resuelve: 

1'' Xo hacer lugar al pedido de pensión formulado (jor doña 
Manuela Rer|ue1a de González, doña liaría Visitación y dona 
Marta Herminia González, en su carácter de viuda e hijas legi- 
timas del e* empleado del Ferrocarril del Suri, don Manuel Gon- 
zález. 

N'oti tupiese y archívese. — /, Ihfrh. 



SENTKNi lA DK LA CÁMARA rKUEKAI. DE APKI.ACfOX 

UiH/ims Aires, Octubre I" ck- pjtflj, 

Y Vistos: 

Tle acuerdo o< n lo resuelto t>or este Tribunal, entre oin«s 
taso», en el de Benedicto Calvani, fallado el .10 ite mayo del co- 
mí-ule año v confirmado por la Corte Suprema en julio 16 pró- 
ximo pasado; resultando de las constancias de autos que el can- 



]9tJ 
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>ant< falleció en ejercido de su cargo y había prestado más de 
diez años de servicios (fs. 21, 25 y 3i vta/h atento I» dispuesto 
m el art. K inciso h) de la tey 11.0/4. se reverá la resolución 
apelada de f*. 3í>, y se acuerda a los sucesores de don Manuel 
González, la pensión equivalente a la jubilación del causante, Re- 
vuélvanse sin m;*s trámite. - ftáé Morcó, MarttUno Rí.-.i- 
hnhi - #. . f. Knzar .hulum mi. - - h'oifnfftt S. I'crrer. 

mcTAMKN* DEL t'KOl t'KAliOK UKSKKAt. 

Bocooj Airts. Noviembre 8 dt> 

Suprema Corte: 

Kn la presente causa sobre pensión solicitada de la Caja Xa- 
ctonal de Jubilaciones y Irrisiones de Empleados Ferroviarios 
por lo* sucesores de don Manuel González, ha ski»» materia, de 
discusión la interpretación de disposic iones contenidas «i la ley 
número 1ÜX>50, habiendo sirio la decisión final de la Cámara Fe- 
deral de Ablación di esta Capital, contraria al derecho invtvcadn 
invwado ¡Hir la Caja, fundado en dicha ley. 

Existe. a>í. el casi> federal, y «le acuerdo con lo resuelto por 
V. K. en casos análogos, el recurso extraordinario de ablación 
procede atento lo dispuesto por el art. U de la tey 48. 

Ha sido. pm>. en mi opinión, bien concedido para ame Y. K. 
É? cuanto al fondo del asunto, adhiero a los fundamentos que 
sirven da base a la resolución dictada poí la Cámara Federal, 
par eonMderar que la aplicación (pie en ella se hace de las dise- 
cciones pertinentes de la ley número HVoO. que rifien el caso, 
es a j litada a derecho. 

Por ello v de acuerdo con lo resuelto por V. K. en el casu 
dé Uenedieto Calvan! (julio 16 del corriente año i. soy de opi- 
nión que corresixmde confirmar la sentencia Rielada en la parte 
qne ha pOílido *cr materia del recurso. 

Horacio K. Lurrrtti. 
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PALLO tiE LA L'ORTK Sil' REMA 

Buuiik Aires Xovitmlire 21 iti' l'WO. 

Y Vistos : 

III expediente sobre, pensión ferroviaria solicitada \wr doña 
Manuela Hojuela de González e hijas. De acuerdo con lo dio- 
laminado \mr el señor Procurador ( ¡cuera), lo resuello por esta 
forte en el caso Benedicto Calvaiii fallado el 16 rte jnlin del ci>- 
i riente año. y mis fundamentos, se confirma la sentencia apelada. 

Xotifíquese, y en Oportunidad devuélvanse. 

J. FlGUEROA Al.CORTA. — JtOUEKTO 

Repetto, — Axtonio Saíjahna 
— JYlian Y. Pera. 



Ihin fíofu rto tí, fieffa. denuncia defraudación aduanera, contra 
fluyo Stinncs; sobre eampetencut. 

Sumario: Lomi>etc originariamente a la justicia federal vi cono- 
cimiento de una causa |»r contrallando, en que las mercade- 
rias materia de este, fueron detenidas fuera de la jurisdic- 
ción aduanera. 

Caso : I.o explican las piezas siguientes: 
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\t l(> »EL ,11 K/. IKOl-kAI. 

Bü«ws Airas, May ¿I lie 

Autos y Y i «.tos : 
l'afü nsnlver >ol>re la comi-eteneia del Juzgad", y 
Considerando: 

gui ja denuncia ja ¡mpurtíu-ióti de seda artificial por una 
íirm» enmercial. mediante la franquicia fie menores derechos con 
ijüe ni art. 2 1 -' de la ley U.2KÍ grava a esc artículo por razón de 
su destino a la industria. 

One. icgárt el denunciante, se ha cometido el delita, simu- 
lando que esc algodón hilado era inu,)ortado i>or distintos fall- 
íanles de (ejidos de esta Capital, cuando su verdadero ducñ-« 
consignatario era la razón social acusada. 

[ hie. \»vr disposición del .rtieulo 27 di la ley ya citada, el 
destino de las mercaderías favorecidas con dereclms menores está 
>ujett» a «na estricta comproljacimi por jKirtc de la autoridad ad- 
ministrativa, finalización que reglamentan minuciosamente los 
arts. 4, 5. <k *. 12 y siguientes del Decreto del P<x1er Ejecutivo 
ile fecha 1H de febrero de 1924. 

One, estando esa mercadería sujeta a vigilancia, el Juzgado 
canee de jurisdicción paira cmiocer de esta denuncia, máxime an- 
te ta d&posición clara y terminante del articulo 75 de la ley ! 1.24*1 . 

Por otos fundamentos, me declaro incompetente para in- 
tervenir iii esta dcum».ña. debiendo el Interesad.» ocurrir donde 
comspuiida. N'ntifimiese y repóngase el sellado. — hwtus. 
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1¡iklh>s Airo. St-piH-mlirc ¿2 de Rl*». 
V istos y Considerando: 

Ksta Cámara tiene declarado, de acuerdo con Ja juríspruden- 
ria establecida \mr la Corte Suprema, < l-"allos, tomo lO>. pagina 
,\47). "que tas Aduana* rió pueden conocer de denuncias sobre 
mercaderías que han salido de su jurisdicción, conforme a tn 
dispuesto i*>r el art. 1034 de sus Ordenanzas y que es por tanto 
de ningún valor la resolución qué se dicte sobre ellas por el Ad- 
ministrador de esa repartición , . . " . . .'debiendo recurrir a los 
tribunales nacionales, a los que currcs|ionde en este caso fjj c< »- 
nocimicnto de la causa". (Simons y Cía. Junio 18 ríe 19*10). 

]jí circtinstaneia de que la Aduana fiscalice el curso que si- 
guen los efectos que se introducen culi menores derechos, no iin- 
|iorta mantener la mercadería dentro de su jurisdicción, por cuan- 
to ésta ya se encuentra incorporada al comercio. 

Además, a los fines de establecer la competencia del señor 
Juez "n qtto". un es necesario que de la fiscalización que ejerce 
la Aduana en virtud de las disposiciones reglamentarias que se 
citan, resulte la infracción que se denuncia, ya que ese extremo 
será materia de la substanciación del sumario ante la justicia. 

Kl art. 75 de ta ley número 11.281. al disponer que toda de- 
nuncia sobre infracciones aduaneras, defraudaciones o contralian- 
dos hechas por personas ajena* a la administración aduanera, de- 
fn. 1 ser formulada |hir escrito ante la Inspección General fie Adua- 
nas y Resguardos o ante el Administrador local, sin cuyo requi- 
sito no surtirá efeclti ". ni» obsta a la solución propuesta, ya que 
se trata de una regla de procedimiento que establece ante qué 
funcionario delun presentar las denuncias en determinados ca- 
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si^, sin íjuc tul precepto pueda iihmIí f icar el prinMpto de juris- 
dicción consignado en el art. 10.U de las » >rdenanzas. 

I'or ello, si* revoca rl auto recurrido a fii 51, debiendo el 
señor Juez o í¡uo reasumir la jurisdicción de que se ha des- 
prendido. Jtoffé Manó, ■ hJarcclhio Escttladíi. - />'. .i. 
Juihitrcna. - - Rodolfo S. I'crrcr. 

MCTAMKX OBI. KKOriKAnoK rjKXKRAT. 

Hm-iL.j> Aires, X<ivicmbr« 17 ile 1W. 

Suprema Corte: 

I »t>r sus fundamentos, concordantes con hs aducidos por 
ola IY<wurnc¡óu ("leñera! y cítt) lo resuello por V. K. en el caso 
que >e registra en la página 419 del tonu» 147 de la colección de 
fallos respectiva, y considerando, además, que según los términos 
dé la denuncia la infracción consistiría precisamente en haberse 
substraído la mercadería a la vigilancia y fiscalización aduanera, 
dándole un destino distinto del que se manifestó al introducirla 
con el beneficio del menor derecho, soy de opinión que corres- 
ponde con firmar la resolución dictada a fs. 36 de las présenles 
actuaciones >ohre defraudación a la renta aduanera seguidas coli- 
na Hugo Stiimeí. 

Horadó R. tárreta, 

I AI.I.II MI LA COklK SI I'REMA (1) 

Butnps Aires, Xovirmhn.* 21 ck Vm 

Vistos y Considerando: 

Por los fundamentos del precedente dictamen del señor Pro- 
curador ííeneral y los (¡Ufe se registran en el fallo ríe esta Corte 
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registrado l tie! tomo 14/ . ]Ú£iun 41 9 de mi colección, üt- ton finita 
la resolución arlada en la fiarte que ha podido ser materia del' 
recurso. Xotifiquesc y devuélvanse. 

J. Fit;rEKoA Auorta. — ÍÍoni;mo 
Kkfetto. — Axtoxio Saiukxa 
— Jl liax V. Pera. 



ií) En la misma fecha se dictó idéntica resolución un las 
musas seguidas por don Roberto R. Reffo sobre denuncia por de* 
fraudacion aduanera contra los señores Carlos Gu ai tone, Elias y 
Cía» Staud y Cía. y The Patent Knitünjr y Cia. Bs. Ltda. y seño- 
res Gomrtoff. 



ihm Jíhw t (ttrhhui tontm tu O, ja Xitfimttit de Jubilaatmes y 
Paw'oncs de Empicados Fcrraviúrm, sobre juhi Unión p,>r 
¡nrtifidej?. 

Sititwrif): La lev 10.050, como lev orgánica, tiene dispuesto ttue 
se reputarán como empleados actuales a los efectos de los 
Iwnef icios, los que después del 1* de Envru de 1913 huhie- 
.sen «ido destituidos pot causas que no sean enumeradas en 
ef artículo 33: en consecuencia, et Ix infició legal se aplica 
a los empleados y obreros actuales el 30 de Junio de 19} 5 y. 
además, [»or exce|>eión a los qite hayan dejado de serlo en 
esa fu-ha |mr habérseles desdido sin causa después del 
17 fie Enero de 1913. 

Cttso: f.n explican las piezas siguientes: 
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Hi;soU i HtX ÚE l A »' A - ,A ^EÍÜM)WAÍÜA 

Buenos Aires, Octubre 21 de H>2Í». 

tá&i por m <¡m % ivdr. v^-imia. 

¿¿¿ mvmt a, m hijo juan vm&m, m* «g m 

mmá t^ta su r^cntadu, cuya inania e mterd.mon e.vil 
han ~¡d.. declarados jiuticialmetite. de la* que resulta: 

\v our el nárrente trabajó cñ la empresa del F. C. Cen- 
,ra1 \r¿nth.o hasta el 23 de Junio de 191* ,™»i«cieml» ads ; 
¿Apto al personal de la empresa hasta el 14 de Diciembre de 1915. 

» Oüc el total ¿te los servicios aenditadns en autos, según 
o.i,.,"m/>'df Contaduría, alcanza a tí año,, £ meses y 8 días, 

í. Que con fecha 25 de Diciembre de NU. d recurrente 
fúé i^nitalizado atacado de enneció.» mental, situación en 
¿ ha continuado hasta el presente, salvo el t¡e., M - conjnrend,- 
So dcMle el 2 de Abril hasta el 12 de Septiembre de m M 

me del cuerpo médico obrante a K 34. 

4* Oue recién COti fecha 25 de\*V* tb de 1027 * ,m ^ 
strotad» ante e*ta Caja el eufaítot ^licuando la jtftMfr por 

invalidez : y 

■ 

Considerando : 

ihie se ha acreditódo en aun* el extremo del art. 20, nic 
I ■ de~!a ley lOíStí. que consta la incapacidad del recu- 

rrente y una antigüedad en el servicio suprior al mínimum pre- 
visto pór el recordad" precepto l*Ss»í> 

Oue «-lu tío obstante, el nárrente carece del derecho al 
h,neíie¡., ^á>mM jk »" ^ «'"lirado ,M»r las leyes que ri- 
ftfti la materia. 
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Kt\ efecto: si bien eii la ficha de su cesantía — 2.Í «le Junio 
de 1913 — no existía ley orgánica de la Caja, al sancionarse ésta 
en el año 1919 (ley 10.654)). comprendió ctl sus disposiciones a 
los emplearlas u obreros destituidos con posterioridad al primera 
de Knero de 1913. situación esa que no comprende, evidentemen- 
te, al recurrente : pero. en et supuesto más favorable a éste, y de 
no ser ftastante lo «pie se deja expusto, tampoco tendría derecho 
al beneficio ante lo preceptuado en el art. 21 de la mencionada 
ley que disponía: "Kn ningún caso se \v*\rñ acordar jubilación 
[Mir invalides: a t|iiieu la gestione después de haber dejado ríe 
formar parte del personal fie las empresa* ferroviarias". 

¥ si se argumentar» que no ha sido posible dar cumplimien- 
to » la disposición legal transcripta |*q* no halarse dictado la ley 
a la fecha de la cesantía del recurrente, y aparte de no hatierse 
comproliado en autos que su itica|>acidad existía a ta fecha en 
rpie aun formalia parte del personal de la empresa, desde que 
dejó et servicio en Junio de 1913. y recién fué hospitalizado en 
Diciembre del mismo año, o sea. cerca de seis meses después de 
haber cesado en su traliajo — habiendo sido dado de alta el 2 
de Abril de 1920 — , vigente ya la ley 10.650. debió ha1>er recla- 
mado su jubilación en el periodo de remisión de su enfermedad, 
en el que desapareció r Turan te cinco meses la incapacidad física 
e intelectual que le impedía ejercitar sus derechos. 

(Jne en tales circunstancias el |>edido de jubilación formula- 
• 1< • en Agosto del año 1927 resulta extemporáneo. ¡ior lo que co- 
rresponde desestimarlo . 

Por estas consideraciones, lo aconsejado por la Asesoría 
Legal y la Comisión de Jubilaciones y de conformidad con lo 
acontarlo |>nr el Directorio en su sesión del día 30 de Abril p|*do. 

Se resuelve: 

t v Desestimar el pedido de jubilación por invalide/ formu- 
lado ¡ior don Pedro Vacchina en su carácter de curador de su 
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hijo don Juan Vaechina, es é^léaíio M la empresa (Id Ferro- 
carril Central Argentino. 

i*-' Xotiíiqucse y archívese . - J. Hrivio. 

SENTENCIA OE LA CÁMARA FEDERAL 

Buenos Aires, Agosto V de 1930. 

Vistos y Considerando : 

El Departamento Nacional (te Higiene teniendo en cuenta 
\n> constancia* Se amos expresa eh su informe de U. 59 vta., que 
considera admisible que Juan Vaechina era un enajenado en el 
período comprendido entre ti 2 de Abril y el 12 de Septiembre 
de 1920. 

[¿os inldrmcs del Hospicio de las Mercedes y del Asilo Mix- 
to de Alienado* de Oliva (CórdolKÜ. demuestran que desde el 
2| fie Diciembre de 19U Vaechina se halla afectado de aliena- 
ción mental. 

Por consiguiente, a* ha comprobado la incapacidad física 
y moral del ohrero para gestionar su jubilación por invalidez en 
el término que establece el art. 21 ¡le la ley número 10.650. mo- 
dificado por el artículo 1* inciso 'f% de la ley 11 .308. 

El cómputo Corriente a fs, 30, le acredita trece años, 6 me- 
ses y 8 días de servicio* . 

Se hallan reunidos, pues, los requisito;, exigidos por el art. 
2n), inc. 1" de la ley lO.fóO i*ira la procedencia de la jubilación 
|>or invalide/. 

* í'fir esuis consideraciones se revoca la reaolución apelada 
( ^ ts 44 y ge acuerda a Juan \\u china jubilación por invalidez 
¿Oh carácter provisional, que le deberá ser liquidada con arrecí 
íjti an. 1° de la ley reformada y con -njivjíón a la revisación pe- 
riódica correspondiente (art. 2Xi. l>evitélva>e sin más trámite. 

jfaité \faroK - Manrtiiut /:.vf,i/iwln. 11. .1. \'u=<tr Ambo- 
ryiw. ~ Justo P, I-"'"'- - Ktufalfo S. Fetret. 
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FALLO PK L.\ CORTE Sl'PREMA 

Bueno* Aires, Noviembre 24 de 1ÍKÍ0. 

V Vistos; 

■ 

El cxpedieute tic jubilación de don Juan Vacchína venido 
par recurso extraordinario ; y 

Considerando : 

í>e la Caja Nacional de Jubilaciones Ferroviarias ha sos- 
tenido fundada en la interpretación que a su juicio correadle 
atribuir a los arts. ¿ inc. 2 y 21 fie la ley 10.650, que el obrero 
Wchirta carecia de derecho a la jubilación ]*>r invalidez. 

<¿ue la semencia de la Cámara Federal de Apelación de la 
Capital, a! otorgar aquélla, implícitamente ha interpretado en 
sentido contrario a las pretensiones de la Caja las mencionadas 
disposiciones de la ley ft? 10.650. 

< v >uc en estas condiciones y de acuerdo con lo dispuesto |ior 
el art. 14 iuc. p ríe la ley 4S. el recurso extraordinario es pnxc- 
dente y oído el señor Procurador General asi declara. 

Y considerando en cuanto al fondo de la cuestión por ser 
innecesaria mayor suDStairaaoÓh ; 

Que la ley \> comprendió en sus beneficios: I", tos 
empleados y obreros actuales fie tas empresas ferroviarias, es de- 
cir, los que trabajaban en e llas el 30 de Junio de 1915. fecha de 
la sanción de la ley lart. 3") : >■ los empleados y obreros que hu- 
biesen sido despidos sin causa después del 17 de Enero de 191 3. 
esto es. que ya no tenían la calidad de "empleados u obreros ac~ 
I líales" en la fecha de la sanción de la ley (art. 3»). 

Que el art. > de la ley 10,650 dictada ef 30 de Abril de 1919 
como ley orgánica, reglamentó lo que ya se hallaba establecido 
res t «-cto de obren* y empleados despedidos y dispuso a su re*- 
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necto üVít *e reputaran ooi.b énrtpgi^ actuales a 1os efectos .le 
los beneficio* los i|W despue- 1" de Kncro «Ir 1913 hubiesen 
$Íd6 dertituidos por cansa* que nt> ¡gjjÉfl fas enumeradas en ti art. 
33 (art. 2". inc. 2\ ley 10.650 i . 

One tte aem-rdn lo existo, ta re^la (É la 4« <l llC | l *" 
l^fícld legal se aplica a los empleados y otaros actuales el 30 dé 
lunio de Í9Í5 ¿ ademas, por exce|>eión a los que hfígp ut&£ 
de serlo en esa fecha |»r habérseles despedido sin causa después 
del 1" «le Kncro de 1913 . 

Que el recurrente íne obren, en el F. C C. A. Iiasia el 23 
de Jmúi» dé ííftí permaneciendo adseripto al |>er*onal de la em- 
presa hasta el 4 dé Diciembre de Mí (certificado de fs. 5 vuel- 
ta \ . Si Vaechina dejo de -formar -.arte del personal de la impre- 
sa el 4 de Diciembre de 1915 és evidente que era utrero actual 
é 30 de Jamo de 1^15, íéclia de la sanción de la ley X" y 
pér consiguiente con derecho a acogerse a sus Unef icios. 

< >ue, si bien es exacto que el recurrente ha dejado transcurrir 
«n término mayor del señalado i*>r el art. 21 isira sotfciur *i 
jubilación por invalide*, también lo es que tal término no ha po- 
dido correr contra un obrero moralmente imposÜHlitado, alcance 
éste (pie corroí m. tule atribuir al texto primitivo- del art. 21, aun 
antes de ser complementado por el actual. 

En su mérito, se confirma la sentencia apelada en la parte 
ipte ha podido ser materia del recurso. 

N'utitiquese y civ su oportunidad devuélvanse. 

J, Fuit EhOA Alcokta. — Roberto 
Repetto. — A N TOS" to Sai ¡asna 
— Julián V. Vv.ka. 
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Dttn Jmm Caiktttellas cantru h M unkipididod dd híoxarto, Stíhrv 
niuríiitlitiiiióu. " 

Sitjiuiria: \" Ks" procedente <l recurso extraordinario aun cuando 
cu primera instancia mi se aluciara expresai nenie al articulo 
17 de la Constitución Nacional, para f mular el agravio im- 
putado a la Mut>iei|iali(lar| demandada y el derecho a reivin- 
dicar, si se mencionó en forma chira y precisa el artículo 
i? 11 del Código Civil, que, es tina rej>ctición r*¿ la garantía 



2" Habiendo sido incorporado al dominio púlilico. por 
la Municipalidad, el bien que se trata de reivindicar, sin 
juicio de expropiación, esiá obligada a reintegrarla a su pro- 
pietario, o pagar la justa indemnización, a su elección, con- 
forme a las reglas del juicio pertinente. 



Casm M explican las piezas siguientes: 

SENTENCIA l»Kt. IVE3E EX LO CIVIL 

Rosario, M»rro 12 de 1925. 

Amos y Vistos: 

Los caratulados sucesión de don Juan Caljanellas v. Muni- 
ei{ialidad del Rosario, reivindicación, de tos que resulta: 

One a fs. 2,1 se presenta el procurador don Calixto A, Ro- 
dríguez en representación de la sucesión de don Juan Caliancllas 
con |iocler suficiente que acompaña y expone: que la sucesión que 
représenla es propietaria de una fricción de terreno situada en 
esta ciudad cu la esquina que forman las calles Moreno y hi 
l'az. compuesto de veinticinco metros ochenta y seis cent í niel ros 
de frente al Sud sobre !a calle La Paz, por igual fondo y lindan- 
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do al Snd ctai la calle La Paz, al Este con ta calle Moren.» y al 
iNorte y Oeste con terrenos qtie Ní*íwi de don Xicolás l-atideta 
Úm justifica el titulo de propiedad cotí la escritura de promco- 
üzación que acompaña juntamente con É plano levantado por ím 
agrimensores Hojas y Tcnac que demuestra la ubicación exacta 
del ierren-». Qtti ÍRÍ puede obligar a la mettioiiada coq>oración 
a iftte expropie si no quiere hacerln. peto que el Código Civil 
acuenla at propietariu lesionado la acción rciviwlicaioria, y q«e 
< n lal virtud inicia formal juicio de reivindicación contra la Mu- 
nieiialidatl de esta ciudad. Finalmente termina pidiendo que se 
condene al demandado a restituir el terreno o a devolver los fru- 
tos naturales ti civiles de la misma con costas. Que a fs, 29 se 
presenta el procurador don Francisco 5- l>>pez en representadón 
de la Municipalidad contestando la demanda y expone: que le lla- 
ma la atención fine el apode radn fiel demandante presente como 
justificante de personería un poder otorgado en 1915 por la ad- 
minoración de la sucesión del señor l abane! las. Qttt además es 
de pública notoriedad míe el señor (al «mellas dejó menores y 
.pie ¡Kirece epte todavía rki lian llegad.» a la mayoría de edad, y 
pide que se le fie intervención al señor Defensor de Menores. 
Oue en razón fie Ir» dicho no reconoce el procurador contrario 
más |»er sonería que en la .pie derecho ¡corresponda, y (pie se re- 
serva la facultad <!e producir en ocasión oportuna las pruebas 
conducentes. Que en cuanto al fondo del asunto se patentiza 
el ningún derecho fie la sucesión con las siguientes consideracio- 
nes: que el 11 de Agobio de 1000 la Municipalidad acordó for- 
mar el Parque Independencia y para ello obtuvo la ley fie expro- 
piación de tedia -M del misniu mes y año. Que tm pueden tos su- 
cesores del señor Cal mu- tías pretender |>or buenos que sus títulos 
inoren ejercitar ninguna ración reivindicatoría. todo lo que su 
causante pudo adquirir en 1902, Que además el título no es hábil 
¡ara justificar el dominio, y que son deficientes los Rieres con 
que se hizo la transferencia al *eñor Cabanellas. porque, fueron 
imprecan*. 



ItK Jl'STlíiA m LA NACIÚN- 



fjut omi!) especiales eran |*tra vender unos terrenos situa- 
dos en el Kosarín. debieron determinar qué terrenos, jmes no se 
pudo asegurar mediante la iniquccii'm de la escritura. rinalmeu- 
te termina pidiendo que se jachare la demanda ton costas. 

Abierto el junio a pruelta se quince la que a ambas partes 
convenía a sus derorhos y clausurado el término informan a fs. 

el actor y a ís. 72 y ámenles el demandado, después di lo 
eual se flamú autos para sentencia; y 

Considerando : 

tjiw del estudio y análisis de est»s autos surge a prima facit\ 
que dehitudo resolverse previamente la excepción de falta de ¡>er- 
sitiería en la representación de la fiarte actora, opuesta por la 
demanda*!* en su escrito de contestación, en el cual ofrece proliar 
su aserto: en toda la secuela del juicio no se ha apartado compro- 
bante alguno que justifique su razón. \*)T lo cnal el juzgado sin 
más trámite delie pronunciarse, como lo hace, por su rechazo, 
tanto más cuanto «pie tal exección ha sido opuesta extemporá- 
neamente y nt contradicción con las disposiciones de los ans. 
9K3 y 984 concordantes con el 986 ine. 2" y 401 del Código de 
rr«icedimiento> y que el señor Defensor fie Menores en su vista 
de fs. Ji vta, ha ratificado el pn^edimiento >eguidn. 

Que por propia confesión de la demandada se demuestra y 
pruelia plenamente que la Muntcii»alÍdad tomó $ «sesión del te- 
rreon que discute la sucesión Cal «mellas cuyas dimensiones, lin- 
deros y uhicación. emergen del título y plano aeom panados, asi 
ionio mi derecho de. propiciad y dominio, j^ra formar el 
Parque Independencia, y en virtud de la ley de expro- 
piación de 2,\ de Agosto fio !<JQ0, iniciando los juicios tü- 
respondientes para que el derecho de los propietarios quedara 
t ransf erido efe | a t - (tsa a i prt-cío t ver escrito ríe f s. 29 y 72 j v ha- 
biéndose amparado la actora en los precepto* del art, 2571 del 
Código Civil que le acuerda a todo d (pie se vea privado de su 
propiedad, siendo desposeído i* ir motivos di- utilidad pública, una 
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fptiá indemnización, aivo precio tjébc SCT entregado ü judicial- 
A consignado para ^f! sea legal y pemvta la exprop -ación, 
safe tas exeipcione* dfe casos de lirada, que no se ha demos- 
trado (ver ley de apropiación de la provincia. S de Octubre .le 
IXr,/, arr. 4'M. 

ta Munieq»alidad ifcira liberara «le la acción que se le enta- 
bla, ha debido proliar que ha depositado el precio de la eorres- 
^.ndietm- indemnización. o«no ha .drecido hacerlo. 

( hic <k¡ extenso expedienteo seguido administrativamente en 
la Mumcit.a1ii.nd. lo único que ti proveyeme sica en consecuencia 
vi el reconocimiento expreso hecho en todo momento por la Mu- 
nicipalidad de lo, derechos de la sucesión, en toda su íuerza, so- 
bre t i terreno en litigio íver ts. -Mi y siguientes | . llegando el C0- 
llcliUrante con í<fcha 12 de Noviembre de a autor./ar 
,-.r decreto al l>. Ejecutivo para celebrar con el reclamante un 
contrato ód refenñtw, pan» d IW < lt? la P 6 ^ " de ticrra ' baSe 

del juicio. 

E] depósito de que habla la contaduría muniei|>at N -K*>5. 
según inb.nne ífc la t Xicina de Obras Públicas, se habria 
a nombre de X N. v solare un terreno cuyas dimensiones no coi* 
odeu exactamente con el que ,»oSLÍa la sucesión dlanclh* pot- 
ado jx# la demandada. ,*mt cuya causa el suscrito no fpde acor- 
darle fuera legal, ni puede servir de liase |«ira que de el arranque 
h prescribió., decenal en l.eneíicio de la Municqiahdad como es- 
ta pretendí- «ver fs. "!§}', fto ¡M® < U ' aplicación el art. 

del C ódigo Civil. 

( hte com.. preceptúa el art. 27*5 di¿ Coligo Civil siendo la 
reivindicación una alción que nace del dominio que cada uno tie- 
ne de cosas particulares. |»or medio de la cual el propietario m 
ha perdido la ^sesión, la reclama y la reivindica contra cualquie- 
ra que se encuentre en ^sesión de ella ( W. X. tiL XV. Ptart. VI > 
probad la propiedad, dominio y poa*#i1 anterior de la sucesión 
Calmncllas por medio de su causante don Juan Camellas del te- 
rreno, pue> rió se ha producido pruelvi alguna en contrario y de- 
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mostrada la des|*osesión efectuada por la M uuicqialidad |>ur las 
cansas que se mencionan en la di-manda y que ésta no ha cumpli- 
do Von las obligaciones que determina el art. J51I efe] Código Ci- 
vil debe restituir la cosa a su legitimo dueño, cutí las indemniza - 
c iones correspondientes jnir Itis frutos na tura les ti civiles de lo 
que ha sido despojado y por í< h la la totalidad del tiempo transcu- 
rrido de con f tenuidad con los arts. 24Ü* y 24,V) del Cód, Civil. 

Por tanto y las argumentaciones de orden legal contenidas en 
el dictamen del señor Agente Kisca) «k fe. nO y siguientes que 
adicta como suyas ti Tribunal* fallando en definitiva, resuelvo: 
1" rechazar ni tiKlas sus partes ñor no halier sido prohada la e\- 
ce|jción de falta de i>ersonería en la representación fie la fiarte ac- 
tora. interpuesta |wr la Munici|ialidad ; 2" haver lugar en todas 
sus liarles a la demanda de reivindicación deducida |»or la suce- 
sión de don Juan Catauetlas contra ta Municipalidad, del terreno 
cuya ubicación. linderos y dimensiones se detallan en el escrito 
de demanda y en el plano de fs. 22, ocupado por la demandada 
jara formar el l'arque Independencia sin halter previamente in- 
demnizado, de conformidad con el articulo 2511 del Código Civil, 
condenándola a dejar tíhre y a disposición del actor dxho terre- 
no, en el término de diez días, y a la devolución de todos los fru- 
tos naturales y civiles que éste hubiera dejado de percibir cuyo 
monto se estimará por arbitros (arts. 3438 y 2439 del Código Ci- 
vil) con expresa imposición de costas al vencido. Hágase salwr : 
insértese y repóngase — /. . f. Martimc Cih-ctt. Ante mi : h'o- 
tiolffl li. Man. 

SttXTlíXlMA DE I.A CAMAMA UK A l*KI. ACION 

Rosario, Abril ti de 1ÍI30. 

I 1 * Ks justa la sentencia apelada: 
2* ¿Qué resolución del»e dictarse? 

A la primera cuestión el Vocal doctor Vera 1 tarros. *H j* « : 

La sucesión de don Juan Cabanella- inicia contra la Muni- 
cipalidad de esta ciudad acción de reivindicación del inmueble 
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«Etido en < l anguín .[tu- forma» las calle, gotera) y 1.a Paz. en 
frentes ni Este v Snd y cuya extensión y linderos se encuentran 
eoil^iailm n, el «criu» de demanda de f*. 33 a 25 vía. y fia"» 
ü¿ ís '2 reclama también ta devolución de los frutos naturales 
u ¿mk q»c fe Inducid» eí inmueble «le la referencia, tos ¿pe 
deben ser estimados por peritos. 

Munwipalidi.d demandada, contestando la acción inter- 
mita, nieya personería al ar^tpo de la sucesión acto ra y 
¿¿tiene míe eii virtud de la ley de expropiación de fecha 23 de 
agüito «le ító itt¿ó N p«P* de expropiación corres iludientes 
v tomó pttóeiííÓn dé los terreno^ -Halando los derecha ile sus 
protietariOíí tránsferlá^ al precio fart. 14 de !a ley citada* ^ade- 
mas afirma ,,m- el título presentado no e> báhil para justifica. 
¿ dominio, portille lio precisa bien qué terrena eran los que se 
q „,rmn l«uWfetfr en ¡*go del crédito de don Juan LaKmeUa,: 
termina pidiendo ^ rwftwü de la acción interpuesta ( K a 
30 vuelta». 

ba : primera defensa opmsta no es procedente i*.r no lialxrse 
:u , im! añ:t.!n ó .elidirlo la pruel* pertinente, más aún. rio se ha 
rendid» prueba de ninguna víase: el pojar .le fs. 19 a 21, no ohs- 
tante el tíuniH. en M ue fué otorgado, subsiste mientras itó haya 
Miccmdo algún- de los caso* previsto» en el art. 1W n-v. del 
Código Civil para que el mandato >e acal*-. 

La segunda déíérisá es también impr. «rédenle : el dominio 
„„ ^ pierde ,*>r una simple amenas dé expropiación; «na ley 
mtc autorice, por razones de utilidad pública, la expropiación de 
inmuebles. )»r nuestro Código Civil, hp es traslativa de dom- 
m0 ; él dominio so pierde después del pago * mdeum.zacum 
,«e del» recibir el propietario taris. 17 de la Constitución Nació- 
rn| v 19 de la Constitución Provincia»]; la Municipalidad, al 
a.HKÍerarse de la cosa ajena, m> realiza ñor sí una adquisición va- 
lida mientras no pajjMH' la indemnización correspondiente, no ad- 
quiere et inmueble en propiedad (art. 2511 n;v. C6d,go Uvih. 
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tai ¡í.i.ira afirma, eü su demanda, que la Munici] calidad se 
apoderó de In fracción de terreno que motiva su acción, "ocu- 
pándola con las obras del Parque Independencia". t*>r lo que* 
rjcurrió "ante el señor Intendente reclamando por dicho acto" 
( ís. 23 y 23 vta. i ; quiere decir que la actora ocupaba el ttrrtrno 
de !a referencia antes de. la posesión ilel mismo por la deman*> 
dafla : esta afirn»ación no ha sido negada por la Municipalidad al 
eimtestar la aoción interpuesta {art. 161. Código de ftfaft t ivt- 
lesj, ni rectificada durante el término que fija el art. 166 del Có- 
digo «le Procedimientos citado; tenemos, entonces. por propia 
eotifesii'm de la demandada, que la octqxición i*»r ella del inmue- 
ble de la referencia es interior a la |msesión de la actora de! 
mismo liien raíz. 

La escritura de dación en pago presentada jaót la reivindi- 
cante acredita con toda claridad cuál es el bien raíz que adquirió: 
a ís. 7 de vonsignan las dimensiones y linderos del inmueble que 
motiva esta acción; c*mio la escritura de la referencia, cuya co- 
pia corre agregada de fs. I a 18. no lia sido argüida de falsedad 
sus constancias hacen plena fe (am. 993. 994 y 995 del C. C.) : 
por consiguiente, la adquisición j>or el señor Juan Calianellas de 
dicho inmueble se encuentra plenamente proltada por el instru- 
mento público de la referencia de fecha 3 de septiembre de 1902 
y como esta fecha de adquisición es anterior a la de la fxisesión 
de la demandada ™ según lo he demostrado — . Ja que no ha pre- 
sentado titulo alguno de propiedad — según tamhién lo he de- 
mostrado — , la actora tiene para sí la presunción "jnris tan- 
tum" de ser ta poseedora y propietaria del bien raíz que se rei- 
vindica (art. 2790 nlv. C. C.) ; presunción que no ha sido des- 
truida cotí prueba de ninguna clase, toda ve/ que el informe dd 
fs. 114. de la Oficina de Obras Públicas, emanado de una de sus 
def tendencias, no constituye prueba contra terceros: to contrario 
im|xirtaría permitir a una de las | «arles que se haga a su gusto 
y paladar la prueba que favorezca a sus derechos; ademáis la 
afirmaron que contiene dicho informe de que el inmueble fie la 
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nferenci» ftié 1:1 ^sW^ífí QÜ & ano 1WJO, no 

cslá de acuerdo a tas constancias a> los asientos de ningún libro 
r|IK , ¿ ]|eve mi esa oficina ni que c»iMf en ningún documento 
público, no es mas que una aseveración del jefe «le la misma que 
per no hal^r m\& vertida con las formalidades que se exigen en 
I la prueba lesiimoii al carece de valor le K al |li juicio, 

U aetora relama también la devolución de los frutos natu- 
rales o civiles "que delnn estimarse por gritos arl Miradores" 
i fs. 25 vta. i ; pienso que también procede en esta parte de la 
acción interpuesta, pexó no en la forma que lo solicita: la 
sión de la Municipalidad del inmueble de la referencia es de mala 
íe. toda vez que no puede alegar en su favor ignorancia o emir 
di- liecho que le permita persuadirse de su legitimidad íarg. "a 
contrario >ensu* del ari. 2.156 irv. l\ C. t : como ^weedor de mala 
fe esta obligado a entregar o pagar los írutos que hubiese }>er- 
cibidn y los que j>or mi culpa hubiera dejado de ¡>ercihir (a«. 
243K n v. C. O >. e igualmente está obligada a indemnizar los 
huios civiles que habría i^lido producir dicho inmueble si el 
propietario hubiese i*Klido s:S ar un lieueiieio de él {arl. 243'> 
n v. G. e.j- Claramente se ve. que UhIo lo relativo a los frutos 
debe ventilare en el juicio arbitral donde, de acuerdo a las dis- 
ecciones légale* citadas, debe pr«»duc¡rse la pr líela pertinente 
que |»ermua conocer el monto de lo que. jKir tal concepto, del* 
pagar la demandada. 

Kl |uez "a quo" ha hecho lugar a la prueUi interpuesta y 
n la subsidiaria sobre devolución de frutos que delten ser esti- 
mados por arbitro-- aplicando los arts, 2438 y 2439 citados riel 
C. i . : pienso por lo expuesto que ha dictado un pronunciamiento 
¡um<*. y votn |Kir consiguiente |h.t la afirmativa en esta cuestión. 

A la misma cuestión, el gocal doctor Ameglin Arzeim. dijo: 
g£g sabido que. por nuestm sistema legal y constitucional, a 
! ;1 de^jKisesión jior cansa -le expropiación del* anteceder el pago 
ilil precio, y. en cas^s di urgencia, la consignación <lel precio 
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ofrecido y no aceptado (art. 4". ley dé 15 de (xtuhre de lKn7>. 
pues que U expropiación no se perfecciona, es det.ir, la cosa ex- 
propiada no i«tsa en propiedad a! expropiante hasta lauto la au- 
toridad judicial ho se pronuncie sobre su justo valor. 

Xiugimo de estos extremos ha satisfecho la Mitmei|iatrd;id 
demandada. 

Verdad ijué ésta alega que hi/o el opójluno de|>ósito de ley. 
pero tal circunstaitcia no ha sido legalmente constatada. Lo único 
que en autos si* ha logrado demostrar es que — y cito siempre 
según los informes de la Contaduría Municipal y oficina tle Obras 
l'úljjicas — se habría efectuado un depósito a mimbre de X. X.. 
mas tit) (pie el mismo hubiera tenido lugar en la forma y modo 
ijne determina el art. 4° de la lev sobre la materia. 

Sin embargo, la sucesión demandante no sólo no ejercitó 
en momento alguno anterior a la iniciífcióu del presente reivin- 
dicatorío, las acciones judiciales a míe tenía derecho, sino que. 
por el contrario, consistiendo ta desposesión de que hahia sido 
* »b jeto — ya que permaneció inactiva durante más de seis años, 
según propia confesión — , promovió las gestiones administra- 
tivas conducentes a otrtcner la debida compensación económica 
resultante de la privación del uso y goce del inmueble de su pro- 
piedad, reduciendo de esta suerte toda controversia a una cues- 
tión de orden puramente patrimonial. 

Kn efecto, consta de las actuaciones producidas en estos au- 
tos que. en mayo de 1917. el apoderado de la sucesión de don 
Juan CahaneJlas compareció ante la autoridad numici|ial ma- 
nifestando textualmente lo que sigue: "(Jue la sucesión que re- 
presento es legitima propietaria de dos lotes de terreno situados 
en esla ciudad en el ángulo (orinado por las calles T-a l'az y Mo- 
reno, compuesto cada uno de veinticinco metros óchenla y seis 
emtimetros de frente por igual extensión de fondo, y los cuates 
han sido m upados por ta Municipalidad tutee seis o siete naos* 
con destino al ensanche del Parque Independencia. Como esa 
'icupaeión sé. ha hecho sin previo juicio de expropiación para 
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fijar >si v.iltrr. vengo ;i solicitar del señor intendente quiera dis- 
poner la coiwitueión cíe un arbitraje para fijar su valor; pites di- 
to contrario me veré obligado u imeiar iá acción que rómpele a 
¡tu; intereses que represento paro obtener el pago tic ¡os terrenos 
de su propiedad y ocupados por el parque '. 

La aciitude de la sucesión ;*tnra de qne ¡"forma la presen- 
tación transcripta, al no ocurrir a los interdictos posesorios que 
1;l> leyes le acuerdan, a fin de iin|iedir el avance de que fué obje- 
to (y nbservese que en iodos lus caso* en que la forte Suprema 
de Justicia Federal, autorizó el interdicto «le despojo contra una 
nmnicipalidad o provincia, para la apertura de caminos públicos 
eattes, no hubo fey de expropiación y el despojo se llwó a cabo 
m mtru ¡a voluntad del poseedor : Fallos t. 135. Jlág* 92: t. Í3Sl 
pág. 71 : L 95. pá$. 102; t, t¿l, 391 ; t. 124. pág. 34K). no 
puede importar otra cusa, a mi juicio, que vina renuncia tácita. 
cuando menos (an. ¿73 del Código Civil), a prevalerse, en esta 
liarte, a derechos emergentes de su carácter de propietario del 
bien que fuera objetn de la expropiación, con el efecto, desde lue- 
go, de novar su título — incompatible |H>r ello con un "jus in re" 
far^U^efttci art. ¿«02 Código citado), — transformándolo de un 
tlereeho de dominio en un derecho ereditorio, 

Y trans formación irrevocable toda vez que no se ba argu-* 
mentado ni menos reconocido por la Municipalidad expropiante. 
la imposibilidad de llegar a los fines que motivaron ta expropia- 
ción, caso éste único — agirte de aquel en que la expropiación 
hubiera leu id" lugar sin ley en que el expropiado ludria |»edir 
Iti retrotración del dominio < Haurion, 'Précis", pág. TOO. 1921 ; 
Hcrthctcmy. "Traite F.lemeutaire". pág. 650, 1920). 

Y m\ incontrovertible es la doctrina precedentemente ex- 
puesta, que boy se admite sin discre|iancia que los terceros posi- 
bles reivindicante!! tienen, en lugar de un derecho real, un simple 
derecho sobre el precio tío pagado, y de haber sido éste satisfé* 
cho, un crédito entra el expropiado que indebidamente lo perci- 
biera del poder público invocando una falsa o errática calidad de 
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propietario l límluUniv, op. Cjti pá$ M\ : jw/irrí,», por turto i%- 
eancithiMe con la tesis desenvuelta por la parte aetora y el señor 
Vocal preopinante, toda vea «ljuc. fie coi i formulad a ésta, un po- 
dría negarse al dicho tetero, despojado sin ser oído y por acto 
propio de la autoridad administrativa la respectiva acción real pa- 
ra retrotraer a su patrimonio un bien del que fué desposeída. por 
el iMider publico, sin titulo válido de adquisieión. 

Eii un todo de conformidad con la doctrina que acalnt dr 
exiwnÉr, la Corte Suprema de Justicia de la Nación tiene esta- 
blecido mi*.- "citando la toma de posesión de un terreno hubiera 
precedido a la expropiación del mismo, su propietario tiene de- 
recho a cobrar el precio que aquél tenia en ta fecha que tuvo la- 
yar lu pérdida de s» posesión, aparte de los intereses de ese pre* 
eio. como justa indemnización por el tiempo en que el propietario 
ha sido priwdo de la cosa por el hecho del expropiante*' (Fallón : 
1% *• 97 « >' argumento del fallo del mismo Tribunal míe 
se registra en Jurisp. Arg. tomo XT. trigina 936; y de la Cámara 
Ovil I- de la Capital Federal, en "Gaceta del Foro", t. XV. pág. 
104). Y el de la Cámara Civil de la Capital Federal, exactamente 
idéntico al caso que se deltate en el "suh judice" causa número 
&% pág. ffl t 401. t. 14«; así como el fallo del doctor Hunge. en 

"(¡aceta del Foro" de 17 de diciemlire de 1920. pág. 290. 

Por estas considerafciones estimo, pues, que la sucesión Ca- 

Iwnicllas ha equivocado la acción, sin que al Tribunal le sea dado. 

cu esta instancia, sin alterar los términos en que la "litis conte*- 

latio" quedo traliada, proveer a la reparación en dinero del im~ 

|*>rte ilel bien apropiado |*ira tuto público 

En su consecuencia, pienso, y en tal sentido dny mi voto 
a la primera cuestión propuesta, por ta negativa a la misma. 

E| señitr Vocal doctor Ponsa. adhiere a los fundamentos del 
voto precef lente. 

A la segunda cm-stióu. il ductor Vera Marros dtjo: 

Atentas las Cfinclusione* a que hr arrilmdo al examinnr la 
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primera cuestión, conceptúo que la resolución que corre*! «mdc 
dictar e* confirmar con costas el pronunciamiento recurrido. 

A la minina cmstión. el Vocal doctor Amelio Arzeno, dijo: 
Nada ta ferina m que me he expedido al «lar mi voto a la 
cuestión considerada en primer término, reputo que la resolución 
qik debe dictarse en el "suh judiee*. es la de revocar en todas 
mi* ] ¡artes, y con cosías la sentencia apelada, sin perjuicio de k»s 
derechos de los actores para ejercitar la acción personal cpie les 
compete contra la Municipalidad demandada. 

Kl Vocal doctor Poüsa, adhiere en todas sus partes a las 
conclusiones del Wal precedente. 

Por los fundamentos y conclusiones del acuerdo que antece- 
de, la Sala Secunda de la Excma. Cámara de Apelaciones, itifc- 
¿raífe por el doctor Carlos .\nic K tio Ar/.cno, resuelve: revocar 
en u «las mi> parte* y con costas en amlias instancias la resolución 
recurrida, y, en consecuencia, rechazar la acción real deducida, 
sin perjuicio de los derechos de la sucesión ¡tetora para ejercitar 
la acción personal une 1e compete contra 1a entidad demandada. 
Ñápase sa1»rr y I tajen. 



nu r.\MKN DKr. rw« i r.mkik kkxkkai. 

Buenos Aires, Aporto 2f» dr ltfHO. 

Suprema Oáttpi 

i .n ta mm i f&&^ Ü? - ,li:in t ' a,K * lu ' l,J * > c,,n " 

ira la Muitieip'ilidad del Rosario, <ohre reiviu. litación que tra- 
mitó' ante el Ju/gario de Primera instancia en lo Civil de dicha 
ciudad, la demandada ha sido ahsuelta i*>r sentencia definitiva 
que corre ajenada a ís. IW. en la que se esiahlece. por razone* 
ile hecho y prneha. que la actitud adoptada por la sucesión actora 
antea tle iniciar este iWgio importa una renuncia tácita al cjrr- 
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eieio de la ag.ion rea] ik* reivindicación, acordándosele, en cam- 
bur, la personal por cobro del valor del hkm de que la Munich 
jalidad se ha apropiado para uso ixiMíon. 

Se invoca» en la sentencia disposiciones de derecho eonuin 
y i>|K.vialmcnlc el art. H7J del Códig" Civil. 

l-i parte aetora sostiene qüe tal renuncia no existe y que 
mi es la disposición legal precitada la que corres|mnde aplicar, 
>iim la del art. í*74 que establece que la intención de renunciar no 
st- presume. 

Iwt referida sentencia, considerando equivocada la acción ele- 
gida, ha dejadti a salvo, expresamente, al vencido, sus derechos 
para ejercitar la acción personal respectiva, 

Ksta sentencia ha salo aislada para ante % K. invocando 
el art. 14 de la ley 48, habiéndose concedido el recurso, 

IV lo precedeMemuite relacionado se deduce míe no existe 
en la cansa cuestión federal alguna que pueda motivar dicho ív- 
enrso. 

Kn efecto, la apreciación di- la pruetta rendida, asi como la 
interpretación y aplicación de disposiciones de derecho común, 
can constituyen el fundamento <t(í la sentencia afielada, no admi- 
ten revisión en el recurso de puro derecho federal entablado fart, 
1? fie la misma ley y doctrina uniforme de V. K.). 

J'or otra parle, el fallo dictado pierde su carácter de deíini- 
livn a los fines del recurso interpuesto, toda ve/ que al vencida 
lo faculta para hacer valer mis derechos ]tor medio de la acción 
personal que corro ponda. 

Además, la existencia del caso federal no ha quedado demos- 
trada, cfnno to exige la ley. en la ablación deducirla a fs. 154. 

\'u lia>la para i-llo afirmar solajrante. como allí se hace, qui- 
se ha violado el art. 17 de la Constitución Nacional; es necesario 
proharlói demostrando la relación directa e inmediata que existe 
entre el caso resuelto y la garantía constitucional que >e Stiponé 
\ uluerada. 
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] W ludo lo expuesto, sm de opinión huí; el presente recurso 
impr.*edtMte y fp*B ha sklo mal concedido a fs. 1?? para anu 
Vuestra Kxcelencia. 

Horúái) H. /.íirrrfíí. 
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Buenos Aire*. Noviembre 24 de l»8$. 

Y Vistió : 

Lus del juicio de Juan CalKinellas — su succión — contra 
la Municipalidad de Rosará. de Santa Fe por reivindicación, *f- 
ntdu \»*y itfémm extraordinaria contra el fallo de la Cámara 
de Apelaciones de la Segunda Circunscripción de díeha ciudad: y 

tuiiNidtrand^ 

m Vm cuant" :i la pntcedeneia de! recurso: 
Que si bien es cierto que en primera instancia el actor un 
aludió expresamente al articulo 17 de la CVrtistituctón Nacional 
para fundar el agravio imputado a la Municipalidad demandada 
v el derecho a reivindicar, debe tenerse en cuenta que menciona 
en forma clara y precisa el art. 2511 del Código Civil míe es una 
repetición de la garantía a la propiedad consagrada en el art. 17 
mencionado y en tal virtud, e* tanto más lógico aceptar que su 
ánimo íite requerir el amparo de un precepto inmlaníental del 
,| U e es Juez definitivo esta Corte Suprema, cuanto que. en el es- 
crito de responde, en segunda instancia, a fs. 97 vta. y *». men- 
ciona expresamente el aludido artículo orno transgredido por la 
Municipalidad al a^derar^ de su leen sin juicio y sin previa 
indemnización, argumento y cita que reitera en el corito de f*. 
122: v. |>or último, ni el escriin inter puniendo eliecurso extra- 
ordinario fs. 154 hace constar la circunstancia de qne. según 
,„ .Minrio. el tallo de la Cámara "a qno" desconoce la gara*»! 
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LiHisiiUK'inital contenida f n el art, 17 y rejH-tidn en el art. 2511 
rilado del Código Civil. 

Oue lo fundamental alegado y ^mietitU* a la Curie en esta 
instancia es si la sucesión Cabanella» pudo ser despojada ptr la 
M imit ijiííiñbd <k* Rosario, sin juicin y sin i udemní ¡ración pre- 
vias: y esto entra en la letra y en el espíritu riel art. 100 de la 
Constitución y art. 14 de la ley número 4K. Asi >e declara. 

h\ Kn cuanto al fondo del apunto: 

Cjtte la senteneia en recurso reconoce, como unetla dicho 
al fundar la procedencia de éste, el incumplimiento por parte 
de la Municipalidad de Rosario del requisito constitucional y legal 
de la prtvia indemnización en el apoderamiento del terreno de 
CahaneMas míe forma pan*- integrante del l'arqttt- Indej tendencia, 
pero afirma, con ta autoridad ríe tratadista.» cuino I latir ion y 
lierthelemy. fie Tribunales como esta Oírte Suprema y la Cá- 
mara I' de Apelaciones en lo Civil de esta Capital. que. no i»ro- 
eede la reivindicatoría sino la subsidiaria fie indemnización, cuan- 
do el Irifti cuestionado se incorporó, en liase a ley declaratoria de 
utilidad pública, a la categoría de bien de ese carácter: y no se 
prommeia sobre la indemnización por no halicrla pedido el ac- 
tor — fs. I++. 145 y 14o. 

Oue, en efecto, eata Oírte Suprema ha declaradit. en el fallo 
que registra en el ti mío 47, jjjftg, 408. en el juicio de Miguel ¡Ar- 
guello contra la Provincia de filíenos Aires sobre pago de un 
terreno, lo siguiente: "KI derecho de Arguello, t«ti presencia de la 
ley de expropiación ya mencionada y por razón del hecho de n*» 
halier precediólo la expropiación de su propíerlao! a la toma de 
fiosesión de la misma por parte del Gobierno, no es ntro que el 
de colira r el precio que ella tenia en la v]hk;i en <|ue éste se po- 
sesionó fie ella, cnuio lo ha establecido la. sentencia de fs. 109, 
además de una insta indemnización por el tiempo en que el pro- 
pietario se ha visto privado de la cosa |*ir el hecho del «Gobierno, 
según lo tiene resuelto este Tribunal en numerosos fallos' 1 ; y 
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e« MéüÉ. n. cuanto a la astriña «p* Cunara el parral.. 
immttoto e. eoníirmatona de fe <P*. ^ lat!n rt1 > u ' c, ° wnri * 
la. nn^ma> parle*, ^rn- imería el tomo ^ »,í y om- 
m.-rda can la opinión fe Minuto *$&*m y * 
Código Civil Agutino", totlíí* Vil. |flfe 09 y al ^su-nc-r 
qtte M puerta reivindicar las cosas <pic *.n del d-nniuo r u 
Mico v cuy ti uso pu-ieneee a todo.. 

u», carecería <U- 0>tf*to y eticada. jurídica y económica, la 
drsam.riiau-i.in de »n lúe» incorporado al público mtv.c. con 
carácter de tal ) cu el mmfa lt > Aclaratoria «fe nulidad 
áé \ m \ m *> carácter, para reintegrarlo ¿mW& al , K un,u..uin de fe 
odectividad una ve/ cumplido el procetlin nenio estrío de la ex 
,,,-opiación; sería el ,»mm-íHi )M í"****»? 1><,r 

,1 alto concepto de justicia que informan la. lcyi>. pues s u me 
ÍOHtr el patrituenio del reivindicante, perturlwria \** afeun uem 
■ :imil , n , ,,„ t ,ta >er breve, la disposición ,ara usos generales. 
Av utilidad colectiva riel bien cuestionado, desde «ur el Etsteaw 
bfe si» duda, de inmediata a iniciar el juicio turnar», de expn- 
, li;u ,ún y a incautarse, de la cosa previo debito det prtVio ot re- 
,;,| (1 v u, aceptado: mientras u,ue. limitándose el Ut.Rin y el ta I.. 
„ la acción ¡filiaría t|w mencionan los art* -77V y -/«u m 
, '^igo Civil v 1- tall- eitadt* de esta Curte, la rehira: ion p e. ia 
:i l .xpraptadn conciba cu,, la intcrnuKión del semen» publico. 

(lm . eiio ¿ ¡mp0r^ currar la facultad del Kstado. ÍÍC 
fiuie»! nhrr omuo MI concesionario, para violar el derceho de pro- 
, M a rt <!erando,v de fá inicua perteneciente a mm» ^ 
j iiu'i* i v »nde,un¡^ luciéndose pM.ca por man.. 

Lpia p«Mido íe la ley declaratoria de la procedencia de la 
, M >H,pac,ou. pu,s la^ leve, tienen fe* remetías especiales i«ra 
j*fe alm.o.. ,,w las accione, e interdicto» (torios : lo «pie 
«¿Me decir es oue. cuando ya él fe* e^táu incorporado al ser- 
vídu de la coU-ctivida-í del <pie uo puede m desprend.d., ,.no |xn 
imeva ley tí im-jeeucion del fin previsto, lo juMo es que. en la 
nuiemnizaeión qw . se disp^a. >e eoutemplen tu.lns ln, tactores 
,le privación v (le agravio «leí propietario despuM-.do. 
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[Jih. i-ii realidad, oln misma e^ la conclusión a ijik- llegan 
las ¡artes en e>ta instancia, pues el actor dice a fs. 17,1 y \7.\ na.. 
"Une no habría escándalo jurídico ni hacer iu K ar a la reivindi- 
cación ; tme recotuxrido el derecho a reivindicar, i» por ello e- in- 
tíispcnsaWe e meludihle que se haj-a una des|>osesión a la .Muui- 
lipaHdad, fruía ce* -|W ésta puede evünr la (íesposwiófl promo- 
viendo de inmediato 1*»- procefHm ienn» fie expropiación" ; ta de- 
rtr. pite-, do pcr^ijíur fundamental v formalmente el fin de repo- 
sición ipie consagra el art, 2758 del Código Civil, sino su suceda 
neo el art. 277 l >. V, a mi vez, el represe litante de la Mimici|KÜidad 
dice más u mimos lu mismo en los ¡íarágraío> I, ÍI[ y IV tte su 
memorial de fs. 174. concluyendo así: "En el "mío judio "' el pre- 
cio ha sido depositado ]Hir mi mandante, y si liien hoy se des- 
conde por alguien la legitimidad de íw debito a sus eíeeins. 

ésa una cuestión que en md.. caso delira discutirle en el res- 
istivo juicio de indemnizaeión que si se cree con derecho, puede 
entablar el actor". V esta actitud de las partes allana la dificultad 
formal que impidió a Ir Cámara de Rosario pronunciarse sobre 
la indemnización, imito más cuanto que ella lio lia de fijarse en 
este juicio sitio en el especial que para casos de esta naturaleza 
prefije ta ie^íslatión ,[ v la provincia. 

En su mérito y oído e! señor Procurador General, se resuel- 
va : Reformar la sentencia recurrida m el sentido de qué la Mu- 
mcipilwlad de híosario dclje reintegrar el bien objeto de esta de 
manda o su justa indemnización, a mi elección, a la parte aCtora; 
conforme a las i-cjila* del juicio pertinente. Hadase *aher y de 
vuélvanle lo. autos <-u M1 ..¡...rl unidad, 

j. 1' I(;l*Ek( i.\ Ai.coKtA. Romero 
Rl-l'KTTU. — AxroMo S ai; auna 
Jr i l \N V. l'Kk V 
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SotiM AüÁmm /'< fW " & P'aBritytfótt tte .lanar ton- 
tm lo Prwtiria ,/<• Tm mM *#w ág$émwén rfé ÚfatW u 
iíu onsfittn iomilhhvi # /■ y. 

Suftwrit>' IWedr le sea dcvudta propun-ionalniente la suma abo- 
llada a lo- in<1u>tr¡al<s ([tu 1 jtiMitii|iHii hak-r pagado h cana 
comprada a Vaium* í^pen^ílíiitf»" a los ptcíaos esta 
Metidas por la U'y. si se proltó la calidad de indeix'ndientes 
de dichos cañeros, es decir, mi no vinculación a 1n> industria- 
lis tenearcro-. no importando d hedió de rjue algunos de 
elfos mina ínteres en sociedad anónima independíeme o sea 
eti condominio, pm 'al heeho no pued«- ^ r,,;tr :i 'l™ 1 ;** 
pondóminos situación tte dependencia, ya t\w si en la?* socic- 
d:ides colectiva- la entidad social e- dUinta de los iniemliro- 
íjUC la integran, din v- mnrho má- exacto tratándole de ,o- 
cú-dade> anónima- 



Cuso: 1-" explican la* piezas Muñientes : 



Mi TAMKN hKl. morrKADOR «¡ENKMAI. 



ríe VJ'M). 



Suprema lorie: 



La Sociedad Anónima San PabU» de Fabricación de Azúcar* 
replantada por el j >r. curador don Ernesto Islilla, hijo, deman- 
da a la provincia de Tifumán j>or devolución de la Mima de 
veinticinco mi! ocho cientos sesenta peso- con cincuenta y ocho 
eintavns moneda nacional, a que asciende d resto de la 1 Atente 
adicional une fija el artículo 2* de ta ley provincial de 1 de inni.i 
de 19¿5. por las cantidades de caña que de la zafra dd año IS>2'> 

Mimini^rarnii al ingenio San Pablo los planteadores Romen» Pe- 

... » t X- ¿.. .. u,,.^ 
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y Miguel Witííf, vomj>r*HtlKU*s en la> prescripciones del artfcmío 
> de la w d. devolución ih- rm-ro |J ,M afín citado WJfi. 

Establece la demanda -fin*. de acuerdo om la cantidad mo- 
lida |Hir i-I ¡n»euío San l'al.lo m rl año 1 ( 'J5. -a>t¡nnó la devu- 
íücíün total del resto de la patente que le correspondía suminis- 
trada ¡«*r I*.- canrro ¡ndep«nutejté*. -li-p* nií<ncl. - v\ p, K. del 
Kstado demandado dicha devolución edil ejtC^pciétl de h que 
k-«»rr«>jnin»lia a lo cunt í o?, plamadmes mencionados \n>r ii<> coíi* 
sidcrarlos. comprendidos en la .autoría de independíenles, ia- 
chaudo en esta pane de inntn-iiiiiciuital la di>|>o-dcioii guherna- 
liva de que se irata por ><t eomraria al prinrif >i< > de igualdad <jfte 
e. t n>ae;ra el an. Id de la Cana Fundamental. 

(. onusta rl traslado de la demanda rt representante dr 1a 
provincia de Tueuináu en los términos expresado* en el escrito de 
Es, *d, y lermina solicitando el n chazo de la acción y dt- la de- 
claratoria dr ¡ncon.sHittrnmalidad formulada, por ser nnjjroce* 
tientes. 

*rral>nda asi i. j/iV. cutiendo que la intervención í[ue se nu- 
da en es«j pleito esf4 >ólo relacionada con la mrunqUncionalidad 
alegada por la fiarte aetora, tocia vez que In jurisdicción ttr%iila> 
riade V. I-i. im ha sido contradicha, 

l-:i igualdad ante la lev . | iu pretianiza la eiáiisula ¡uceada, 
-'ejíím lt, resuelto reiteradamente i x -r V K m jurisprudencia. 
Constate en míe. en ífeliáfeí cond cieñe, o circunstancias, se 
Huya a unos lie foqws >e concede a olttís. ffl fisco, en este cuso, 
ha satisfecho a la suciedad aetora la* devoluciones epe no presen- 
lahaii ningún inconveniente. 

Al ne^ar el pedido de la devolución o.rres|iomlienii< n W 
cañeros comprendidos en la demanda < ver copias autenticadas 
de las resoluciones de k *i y ffl) fué por no haherse demos- 
ir;id,- adinintsirativaimnte el carácter de cañeros indc|>eudu mes 
de acuerdo con la hy y re»1amem ación respectiva, dando esto 
margen a Sa iniciación de la prest nte demanda. 
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\-n eon4icio»es no puede ijró^^mf (a ineniMiüui.ma- 
iKIad que en e*te OUtf comprendería a la> rt^tóíHies guberna- 
tiva* <m miedan señaladas y <,».-. a mí jtiirH», cuütrariw rl 

liiMeVni N'íut.mal. 

Sírvase V. » ; e^Jfoi»íi«n»C n^.h. rU. 

íí amito A\ /.üwr'ff, 



V Vistos: 

fría caiwi seguida por te S. ¿V. San Hfifa de felíncaei^i 
,U Wucar cemita la [Wincia .le Tjafflmá» N*H* dWrtataíBfl d- 
,|mero une.>,MÍíueioualidad d< L-v I de fe cual recita: 

,H, a í>. 3é cfcWren ** Ernesto K. Islilla en repre- 
sentación de ía acfetíra áetíiantlaiídp a la D^vmeía <k lucuman 
,ar.i um- m ;, ,-undenada al i«i|íó de h suma de S 25.86*1.51 a^uc 
ñS Q$tié d resto de la («tente adíduual fijada i?» el art. -< de ja 
U-v ifc í cíe íühío de 1925. por tas fatuidades de caña q«e eflj |a 
afa (le itó Min.inistraron al tt^ctiíí» San fciblo. I&mero I e- 
rvvra y Oía., Etehécotta* v lidiara, Juán Ufe tóqjqpKi y H«ü. 
v kiguel Milla, suma tute dd.e ¡serie devuelta ,»* haU-r llenad., 
d ¿.¿^ «el Wt. 2" de la ky de devolución del 13 de Ettefn 
( te p*»o onu relación a 1>- llamadores iMñferad^ " !** H» c 
tóláti eampmulidns ru lo pr^cnplu en el art. .V de la misma. 
Sülíéia laiíí» tes iiitere.es > pide cosías para d eafO 4« ^* 
MC1ÓU' 

f Ule la ley de 2 de Junio de I' '25 [*>r la cual se .Maldecía 
que "los ¡ngenitw pairarían orno patente adicional a car*, exclu- 
.hn de M íafeantes de altear, por caña nítida un impuesto 
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segúu el iciirihiiH OH» de la áifeífla di- acuerdo con la escala que la 
misma establecía", fué modificada \\or la de \A de Kutro de Í926 
c.uyos artículos primero, s&tfflickt, teiVero y quinto establecen ]o 
siguiente: a> Kl i'. K. devolverá ;i Tus industriales azucarero* 
tremí,"! cuita vos del producido ili la patente adicional por tonela- 
da de caña molida emula ]Kir la ley de _' de Junio de W25 siem- 
pre que la cantidad de a/úear elaborada tu la presente /afra lle- 
gue a 240.000 tuiu laclas. La cantidad a devolver aumentará con 
el mi<nto de] a/úcar etaWada en ta proporción tle un centavo por 
cada 2.000 toneladas de a/úcar, un tomando en cuenta las í rac- 
iones menores de 2.000 tuneadas ¡ b} A los industriales que 
justifiquen haber pagado la cana comprada a !..> t -añero> imU- 
[iiiulirims a los precios establecidos en el an. .V de esta ley, se 
les devolverá también el re^tn de la |iatcute a la molienda* f|ue 
corresponda al tonelaje fie cana comprada a dichos cañen.* iu- 
dependientes : c • A los efecto* de ista ley se entenderá por ca- 
ñeros iude| tendientes a todo aquel que cultive caña de azúcar ya 
sea directamente o por intermedio del personal bajo su depco- 
dencía. perr> que no esté vinculado a los industriales a/.ucareros 
en Validad de socio, arrendatario, colono u cualquier otra turma. 
i|ue lo haga depender de ellos a los efectos del cultivo de la caña. 

íjne ajustándose a la ley y mi reglamentación el Ingeiro 
San 1 'alilo ínirió gestiones para que se le devolviera "el resto de 
la paiinte a la molienda" determinado por el art. 2". Su mandan- 
te había molido, el» efecto, el año 1«J23. 154.2SJ..120 kilos, de ca 
ñeros compr< adidos en la denominación de independientes, jvi- 
gando el ] ►recio y llenado ampliamente lodos los requisitos fija- 
dos. El I». T„ dispuso la devotucón exceptuando ta que corres- 
pondía a la caña suministrada pW los plantadores arriba meri- 
ci< Miados, 

f Jne no existe, dice, razón va leí lera para excluir de la deno- 
minación de "cañeros iudci •endientes" a los cuatro plantadores 
respecto de los cuales se ha hecho cuestión, pues para que ello 
fuera legal sería necesario, ríe acuerdo con el art. 5": a), que exis- 
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tiera dependencia del cañero respecto del ífidít*r¡aJ azucarero, y 
l,,. n ne tal dependencia sea a los cíalas de) c« de ifl üfo 
U dependenera flelie manifestarse en forma tan ^trfeeha que ta 
taña mi recula |>or el plantador pueda ser considerada conm ea- 
na del industrial, dueño del ttigetób en que sí le mol,.,. 

Ouc ios cuatro llamadores nombrado* no han tenido ni 
tienen con i-l int;timi San IVblo otro vinculo que el de la venta 
¡ttmal de la caña que producen ni terreno propio tmdtanu- d 
precio normal que por este fruto sr ha cagado en te pttmnéia 
dutótite la cosecha. Su> negocios, mis intereses, son completa- 
mente distintos v separados de la Gwpama propiciar*, y W 
tienen con ella relación de arrendatarios, colonos, -ocios' ti otro 
vinculo de dependencia a los electos del cultivo. 

( me iundaiuio el dfircdio se refiere desde ÍUego a la apJica- 
eión del art. 2» de la lev provincial citada que constituye al l\ 1 . 
eu la obligación civil de devolver el Testo de la patente adicio- 
nar' por (a cafa suministrada por los cuatro plantadores mciv 
donados. 

Qüe si hubiera de aceptarse la observación ¿lindada en que 
hi señora Ktchecopar de Moúgués es copropietaria de uun finca 
de caña v a la ve/ accionista del Ingenio San Pablo, a.t corno ta 
fundada "en el parentesco de «Ion Miguel Padilla de Juan Lut> 
\ouuue-. a fin de $te no se deVüeU* to I^F* te 
cana comprada a ellos, tal interpretación baria mcnustituctou, 
h lev provine al citada porque afectaría la ¡-aramia de igualdad 
afraila por el art. 16 de la Constitución. La misma aleación 
procede en el caso de Romero PeTcyra y Cía. 

( i tt e no sólo resullaria alterado o\ principio de igualdad en 
c) impueMo, en cuanto a la devolución a unos y no a otros del 
nnpuesto pagado ,n,r todos im^rtaria el establecimiento de cito 
tas desiguales, sino también importaría crear privilegios o pren- 
rencias eu favor de los que no tienen la pretendida depeiHk-ne.:.. 

Q„r corrido traslado de la demanda 00* auto de í*. 45 vta., 
í„é evacuado a fs. 61 pidiendo su rechazo con especial condena- 
ción en 
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m ta demanda es tina simple cuestión civil por cobro di: 
I -f-iiis a I:l cual en Jornia suhsidiaria y >impUncmc accesoria se 
le ifnuTi cninphYai con una cuestión «lo íncon si i n teioi ial idad . lía-* 
laria puc> (Hiiliar que la suciedad demandante im ha demos- 
trado la calillad de cañeros independiente*, de parte de sus provee- 
dnres de cíina para llegar a ta conclusión de que el argnnuuio 
se vuelve ett contra de su prominente y 110 puede invocar-e váli- 
damente por el ett detrimento de la provincia demandada. 

<Jue la ley del U (te enero de? 1926 y su decreto reglando - 
tarío establecen que la condición normal o común es la de cañero 
dependiente de un intento y admiten la devolución del impuesto 
sólo en el raso dtf que se trate de la situación excepcional de ca- 
ñeros iiide|wnduntcs. siendo de cuenta fie los ingenios reclaman- 
tes la priH-liu de esta excepcional situación, 

' >iu- mientras esa prueba no se suministre, la provincia no 
(Jebe ¡pagar ni tampoco hátwá incurrido en mora en el h¡,>oténco 
caso de ?er condenada como consecuencia de este juicio y gracias 
al aporte de pruelias que reden produzca el demandante, la con- 
dctuínón podría ser por el capital d< $ >irí conípren- 

der los intereses y las costas. 

Que la suciedad San Pablo no ha prohado í|t*6 los scflOrcs 
' Etehecopai y Helgttera" sean "cañeros independiente?.", ni ofre- 
cido esa prueba en lo relativo al señor Miguel Padilla. En cuanto 
a la soca dad Romero l'ercyra y fia., es "cañero dependiente" 
de la sociedad San Pablo, y en cnanto a ésta no ha justificado 
en ningún monu-nto el carácter de cañero independiente de la su- 
ciedad Xotigués Unos." con resjx\Mo a ella, ya que no ha pre- 
sentado el respectivo contrato de constitución dé ésta, elemento 
indispensable para tal prueba a pesar de hatur sido solicitado rei- 
teradamente por el señor Fíícal de (¡nliienio. 

Our abierta la can*a a prueba ís. 192 ua. proe|újo>e la que 
expresa el certificado de ís. 194 vía. alegando sobre su mérito 
am&OS i-omendientes a ís. 195 y ís, 206. A fs. 
ron lo. nulo* n 
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Y f oiiMderando ; 

QttC mino se desprende de 9;i precedente relación de la cau- 
>a. el representante de la provincia demandada ha admitido la 
existencia ih- la> leyes y decretos en . uva- dispos cuntes funda la 
aetora la devoIítEión d* la patente y lia quedad» • laminen estable- 
cido la conformidad legal de arguella, a mérito de lo dis(tucM« 
con el art. 86 de la ley 50. sobre h cantidad de cana <le azúcar 
que el ingenio San Pablo molió en ta cobecha de 1925 entregada 
p.u Ion plantadora Rutucro Pereyra y da.; Juan Luis Ñongues 
v Hn». : Miguel Padilla y Ktchecnpar y Helguera. y ie>pe*to 
de la exactitud de la suma reclamada en concepto fie devolución 

One la cuesnón capital, supuesta aquella concordancia, es 
la cíe >alH-r -i loa cuatro cañería cuyos producios han sido mate- 
ria de molienda en el ingenio de ta actora revisten o no la calidad 
atribuida por el art. .í" de la ley de enero del año 1926 de- ser 
í-añeros inde| ►endientes y -i esta circunstancia ha sitio acreditada 
en la causa. 

(Juc el art. 5' de la ley citada señala el concepto- de cañeros 
independiente» y llama así a todo aquel que cultive caña de azú- 
car, ya sea directamente o ]*or intermedio del personal bajo su de- 
pendencia, pero qne no esté vinculado a los inducir iale> azucare- 
m, en calidad de sucio, arrendatario, colono o cualquiera otra 
íorma que 1 ■ > haga depender de ellos a lo> efectos del cultivo de 
la caña. 

One las prmhas acumuladas a e-tos autos demuestran que 
ninguno de los plantadores Homero Pereyra y Cía.. Ktehccoi>ar y 
1 lelgnera. Juan l.uis &QÜgucs y lint., y Miguel Padilla se halle 
vinculado como socio, arrendatario, colono o en cualqu era otra 
forma jurídica que sugiera dependencia en el cultivo a la socie- 
dad anónima San Pablo de Fabricación de Azúcar. 

Que. en efecto, tratándose de Komem Pereyra y Cía., acerca 
di- los cuales >e ha dicho por la provinfia "que la sucesión Ato 
l.ro-io Romero es parle del ingenio San Palito como lo es la wée 
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dad N'mtijiiés Uno-. I .imita* la, iGomeiEiai, Finaneura y < ianad''- 
r;:", Ins aiilci-edeutc* a£rc!*adi a V>< presentes autos acreditan 
la inexactitud -I'- tal afirmación. \.- verdal une 1;i primitiva Kt> 
e>eda«l ep Cfmiandita i* ir acciono X'oucué- Un--, se lítpiidó efl 
PíJCí dando nacimiento a el.»- «oeiedade> aiióuitua^ m«lej«iidientes 
ecrti cap tal |,r<qño y mu íitws -listiuto-. la Wtékf&A anónima Sati 
l'ablo de Faíjrfeacióii d«- \/úcar \ la -oriedael Síotígue> Hnos. 
Limitada Financiera y Gallera N. T.?> » f* lXj V la 
eireun-taiuia lie cjtte t*<ra última hiciera cargo ilc ta pnrtiei|>n- 
finn «pie la primitiva -ocieelad \'out:iié< HfHM tenía en Homero 
IVrevra v fia., no puede «letcriiiínnr ninguna relación «le ttepen- 
i U-iici; i económica o jurídica a lo- efectos <U la producción «le ca- 
ña entróla última y el ingenio San Pahlo. La declaracfón di' f- 
140 y la- probanzas «te fs. 17K v ís 159;ííO coiifirimn la situa- 
ción de untependeitriia «Ir fa finca Famaillá rt-tprrtn del ingenio 

D 'Illpradeif. 

Une respecto de los plantadores Etchccopar y Helguera la 
prueba agregada e> igualmente eficaz para acreditar tpie entre 
aquél|o> y «1 ingenio San Pablo rt< • >c advierte hecho o antecé- 
deme fiel cual pueda inferirse la situación de dependencia en d 
cultivo de la caña, l~a declaración ele- ív 124. H testimonio de hi- 
juela, ív 1 fc«. fa- eon-taneia- ik f-. 148 y fe. I f >1 y ti informe 
d« fe. 193 a>i 1m patentizan 11 hecho <lc «pie sea coud«'umna en 
una octava parte de la finca "Santa Bárbara" doña Julia Fiche- 
copar de Mougues no podria crearle a la» dema- condominos" ta 
situación de dependencia en la hipótesi* inadmisible ele tpie é-ta 
pudiera nacer *le la circunstancia «le -cr la nómbra la accionista 
e n la -oeiedad Ingenio S.m l'ablo. Si en las -<K*icdacvM colectivas 
!a eiui«la«l SOCta! es distinta de los miembros ipir la integran. e| 
prinripio es mucho niá- exacto traiándosfe ele sociedades anónima- 

One a la misma conclusión d«*lie llegarse en relación a lo- 
product, ore- Miguel l'adilla y Juan Luis Xougués y Hno, a mé- 
rito <Ii I*- *\w resulta de la* probanzas corrientes a ís, 155. 17o. 
177. lf.5. 15f> y ISO. 
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Que. con tales antecedente!., y aun prescindiendo de que \q- 
l; ii ámenle ¡correspondía al gobierno formular las < >l inervaciones 
oue le mercera l:i raliíii aitun de "curien"* independíente**' apli- 
cada |*ir (a achira a los vendedores «|ue haUian contratado con 
cija, es evidente tnie el I*. K. carecía «¡e derecho para negarse a 
devolver a la achira el "feStO de la líateme de molienda" míe de- 
termina el Etrt, 2" de la ley i!e U de enero de l'Oi. devolución <¡ue 
constituía tina verdadera estipulación n compromiso entre el m 
du-tríal y el gobierno con fuerza obligatoria para t'-^ie una ve/ 
cumplida-* íaa i^ndieto^eia -cñalada- por la ley. 

Ottc, en presencia de este rcsüJlado, Cs innecesario prónatl- 
CÜari* -olire la^ eneM iones de carácter cnnsMtucintia! planteadas 
f n:!'icn < fi la demanda. 

Ku mérito de estas consideraciones, nido t'l 7>eñ.»r Procura- 
dor * M'iu-ral de la Nación» se hace lugar a la demanda en lo prin- 
lipa!, condenándose p^r consiguiente a la provincia de Tiieiunáu 
a restituir a la actora c>n el término de treinta días la Minia de 
$ 2.\NfiO,51 m n. y sus iiit<'i'.se> desde el día de la fi« >tt ilación 
de la dependa. §Mi eo>tas. atenta la natnralr/a de las cuestiones; 
debatidas. 

Notifique repóngase ti pa;u 1 j ctl stí - 'jiorumidad archí- 
vese, 

T. I-!<.t't.HoA \l.c-OKl.\. ■ NoRHRTo 
l'MM fTO. - ■ R. (TrilMI I.AV.MJ.E. 

Antonio Sv;\rv\. -- Jiman 
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f>-u; Juan Sabaté. su siurmw. tontm fa Caja \\n tonal rfe Jttht- 
¡anones v Pensiones ¡jjp Empleados Etrrtrtiarfos, snhrc 
frttsión, 

Kütimfio; \*o revi^u- d caracú r de <lc íiniiíva a lo> efectos del re- 
curso extraordinario de! articulo 14 de la lev 48, la seulenc a 
mu declara no lialicr>e operado ta presenil ión cid derecho 
ejercitado p>r los peticionantes tk tina pensión , f>or cuanto 
ño resuelve el pleito ni se opone a mi continuación. 

C.-.f»: |.o explican la- pie/a> -intento: 

Ulf T:\MK.V PH. Htm I KATM1U i .F-" N I RAI. 

Buenos ftftcft, Noywtnftre 17 fe 

Suprima Corle: 

la resolución dictada por la Cámara Federal de Ablación 
di tm Capital a fe 27 de estos autos seguidos ]>nr doña María 
(iraca Ta marro de Salíate- contra la Caía Ferroviaria, sobre pen- 
sión, no time carácter definitiva a los efectos del recurso extraor- 
dinario de apelación para ;tnt«' V K creado por d artículo 14 de 
la fey 4X. toda ve* <uie. al declarar ipie no <c tv: operado la pres- 
erii*eióít fiel ffrrrt fio f pio ejercita la peticionaria, no resuelve t*I 
pleito ni se ii]huu' a su pros ecue ion. 

I I recurro lia sido. puc-, a tui iiñcto. mal concedido. 

i 'ara d caso de <|ur V. K. no lo esrimase así, y refiriéndome 
al fondo dd recurso interpuesto, adhiero a los fundamentos f|ur 
sirven de kise a la resolución pronunciada |ior la Cámara Federal, 
pite* considero <|iie la inierprclae.ióu fpie en ella se liaee del articu- 
la 43 y -us correlativos los artículos 34 y $5 d«* la ley número 
es ajustada a derecho. 

Horacio A\ I. ansia. 
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Y Victos: 

Kl &tiQ*&s$é suhro pcnsióti ^licitada per doftS 
cía Tainarn. He SaUtté, 

Y Cons df raudo ; 

Lhic la Caja de Juhiladum- Ferroviaria*, ha M$g& ¡» la 
lirticiñname la iietwióti solicitada cu razón de halwrse operado 
la prcscri|x¡ou del derecho conforme a lo dispuesto i>or el art 
IO_M «leí Código Civil. 

Une esa, resolución ha ¿do revocada por la Cámara Federal 
de Apelación de la r ;iy ,ital declarando que podía prescribir-*' H 
ttei . clin a tH-rcihir jo Ifo eiibradn ^né« de eterm Mp¡ 1*'"" 0* 
el derecho a ]»edír la pensión uara el futuro. 

Que. esta Última sentencia tía retiste el carácter de defini- 
tiva en el pleito como Ip requiere el art. 14 de la ley 48, puesto 
que ni le rouelve Dt se opone a su prosecución. Antes hieu. como 
consecuencia <le no halarse hecho lugar a la prt^ripeión declara- 
«la por la Caja, rl juicio se manda devolver a esta última para que 
proeja a dictar ta sentencia que tendrá el carácter de definitiva. 

Kn su mérito, de loníormidad k-on lo dictaminad" j>or el se- 
ñor Procurador Ccucral y teniendo además en cuenta que no >e 
han interpretado v aplicado en H taso disposiciones de leyes na- 
donales síflo preceptos del Célico Civil. >e declara m prudente 
el recurso eMraordinarto. 

N'oilfiqmsc v devuélvanse. 

J. Flül-KJíOA AlCOBTA. — K'otU-TTn 
KePUTTO. r-r R. GfU»o I.WALI.»» 

— Antonio Sa«;arn v I 'Man* 
V Pera. 
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Antonio Sosa, i ri mi fui!, nmtni. por hurto. Contienda r/c com- 

Sumario: Ivs <Je la coi npi-l encía de la justicia federal, el caso iv- 
fereni" a un delito común que ajiarcce cometido en et puerto 
<1e la Capital . en lugar delimitado, cercado y materialmente 
definido como zona aduanera y portuaria, esto es. donde el 
Gobierno Xacíonal tiene absoluta y exclusiva jurisdicción. 

Caso ; Lo explican las pieza-* luientes : 

■ ^ 

VISTA FISCAL 

Señor Juez : 

A fin de |ioder dictaminar sobre la competencia solicito se 
libre oficio a la Prefectura General de Puertos y a la Policía de 
la Capital, para que informen si el lugar en donde ocurrió el 
hecho i|ue ha dado origen a este proceso, Avenida Oeste y La- 
valle, está sujeto a la exclusiva jurisdicción nacional, 

Sin perjuicio de ello y estando acreditados los extremos del 
articulo 366 del Cód. de Procs. Criminales, corresponde convertir 
tu prisión la detención cpic sufre el procesado Antonio Sosa. — 
Julio 22 ^30. _ .1/. Orth Pcnyra. 



Al lO OKI* J tÍ35 FF.UKfcAL 

Riicm« Aires, .hiti-i 25 de 1930 

Autos y Vistos: 

I* Que Antonio Sosa fué detenido |wir un marinero de la 
Prefectura (¡eneraf Marítima y entregado a un agrille de pótícía 
d< la sección 22. i u ra/ón de que el sereno de la \duaiia Manuel 
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l'rver \t impuial-a haN* substraído. PW "líjelos cv Wg* 

r „n. d*¿ luilsis de azúcar & una chala que conducía por la Aveni- 
da ' le ste hacia el Sud. Carlos Setli. 

> ( i 11r u Jos electos de I;i prosecución cíe la c#$S* se hace 
nm-sarioistahlecer »i el -sitio cfofafe *e impetró el hecho H^it^ 
al prcVeiuBl Amonio Sosa — zona i>ortuana -~. CS W* l»# ir 
-nielo a la jurisdicción federal. 

.V One si la llamada /.mía portuaria está limitada y ce 
rrada |.ur el lacla I leste f «r una verja y la salida se efectúa |*>r 
calle, determinadas émfc < >rcc vigilancia la autoridad aduanera, 
c>ta es a! sólo efootn del contralor de los vehículo* y liatones 
ijue salen de dicha /.ona. 

1" < lúe las calles v terrenos existente* en la zuna de referen- 
cia advaeenH s a los depósitos de la Aduana de la Capital y donde 
U policía tiene jurisdicción, tío puede determinarse míe sea el 
(Mgar de cintarque v de^mUirnue habilitado como puerto y asi 
Restableció la Corte Sn¡ireina de Jusiida de la Nación en el tomo 
4*. página 

5« q w ,lado el carácter excepcional de la jurisdicción fe- 
deral para q*ie proeeda ésta, es necesario que resulte de una 
manera clara é indubitable que el hecho cometido encuadre den- 
tro de los caso, enumerados taxativamente en la ley mimen- 
48, >ohre jurisdicción y competencia de los Tribunales Na- 
cionales. 

|W esta* consideraciones, cünle el señor Procurador Fiscal, 
lu jurisprudencia inv.-cada. se declara que el hecho imputado al 
pre venido \ntonio no es de la competa a del Juzgado, y 
resultando qne ptif ante el pS|álfó & Instrucción a cargo del 
lociOT l-nnlm C llia,. m- le pr->cc-a por atentado mu armas y 
Uñones, remítasele esta causa eun el oficio de estilo. Ubreife te 
orden a la Policía <le la Capital ,*ra que Amonio Sosa sea ano- 
KMÍP a disposición ( |e dicho imtínstrado. Jantits 
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VISTA FISl-A!. 

Señor Juez: 

La Puliría clt- h Capital y la l*n lectura < ¿enera! Marítima, 
en su* informes respectivos de t-. 45 y 4*,'. establecen &m la 
Avenida Oestr a h almra *U- f, avalle está denm» dr la zona 
portuaria. ¡ 

El croquis ijut- tsta última repart ieión aeom|tana, demuestra 
■ pie sobre aquella avenida están construidos tas galpones del Hi- 
que número 4. con el <|«e colinda a la vez por el Este, sometidos a 
la jurisdicción de la Aduana, como dentemos indispensables pa- 
ra las operaciones de carga y descarga, operaciones que imponen 
una aína mis alta de la linea de las aguas, que en el casi» és 1a 
Avenida Oeste. 

Portñando, tffrfy esta parte de la zona portuaria. los delito 
cometidos en ella caen bajo la jurisdicción de la justicia federal, 
en razón de que el Gobierno general ejerce exclusiva autoridad 
en esa zona. 

Opino, ni coiiseeuetidíi, que U, S. es incompetente liara co- 
nocer en el caso tle autos, ]>or resultar el liecho por que se pro- 
cesa a Antonio Sosa, realizado en ajena jurisdicción a la de V. S. 
Despacho, Septiembre !H de 19.10. — ErutVtú /nvá 

UTO Ol-T \Vh/. W. IN'STRT'(VIÓ\ 

Autos y Vistos: 

Kl presente sumario instruido a Antonio Sosa por hurto, 
para resolver fa competencia del Juzgado para entender en el 
msimo. 
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Y Considerando : 

1' í>ue para determinar si el hecho deí;ctuo>o que motiva 
isias acluaciímes es ele la competencia de la justicia ordinaria de 
la C apital p de la justicia federal, por el lugar de tumisión. es hir 
dispensablc, atento a lo dispuesto en el artículo 3'\ inciso 2" de 
la ley número 48 de 14 de Septiembre de 1863. establecer si el 
mismo está o no dentro del Put-:o de la Capital. 

7- Q U e aun cuando los límites de dicho puerto no se encuen- 
tran fijados en forma precisa |»or Wy o decreto alguno, es íiwííl- 
dable que la Avenida Oeste a la altura de la calle Lavalle (lugar 
de la comisión del delito de referencia), está comprendida den- 
tro de la zona portuaria, debiendo ser considerado parte integrante 
del PUerto' de la Capital, según lo demuestran los informes de 
fs. 45 y 49, ex|wdidos |>or el señor Jefe de Policía y el señor 
Prefecto Central, respectivamente, y especialmente este último. 
¿ el que se expresa que por la mencionada avenida se cíoaúa un 
tráfico intenso motivado por las operaciones de carga y descarga 
,pi< -e efectúa en el dique número 4 y en los respectivos depósito- 
de ta Aduana «Miitiguos a la misma. 

3* Que el tráfico que se rt alisa por la avenida citada está 
vinculado al interés nacional, dado que él es una consecuencia 
inmediata de las operaciones comerciales del Puerto de la Capi- 
lla, debiendo por tanto hallarse sometido a la jtirisdittióti federal 
*" tn'virtud de lu dispuesto en los arts. 12 y 67. ines. <*> y 12 de la 
Constitución Nacional. A 'esta misma conclusión arriba el doct-.r 
Clodomiro Zavalía en su obra "Derecho Federal", en la cual, si- 
guiendo la doctrina sustentada por el doctor Eduardo Costa cu 
*u dictamen de 1894. expresa así : \ . . y puede asegurarse que el 
tráfico de un río navegable |»ara nada necesita ya de la calle ri- 
bereña, a no ser. naturalmente, que se trate de un muelle o em- 
lurcaderos en cuvo único caso, siendo el Gobierno de la Nación 
el encargado de reglar y vigilar todo lo concerniente a Lis acti- 
vidades portuarias, su jurisdicción esta reconocida. 
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Por ello, de acuerdo c;m lo dictaminado por el señor Agente 
Fiscal, resuelvo: declarar míe la justicia ordinaria es incompe- 
tente ]Kira conocer en esta cansa, debiendo remitirse ios auto?, 
con oficio al Juzgado de su procedencia, a cuya disposición de- 
h&á puesto el detenido, invitando al señor Juez en lo Fede- 
ral, doctor Miguel L. Jautos, {«ira el cuso de que tío estuviere 
conforme con esta resolución, remita esta causa a la Suprema 
Corte Xacional. a efecto de resolver esta incidencia (pie desde 
ahora dejo planteada. — Emilio C\ ■- Ante mi: .fjf/iW 

/'oKiV ie León, 

DICTAMEN DEL l'RUCrK.MXM ÍIKXKHM, 

líueitu* Aires. Xu\ icnit>n< \7 ile 

Suprema Corte: 

Entre el Jurz Federal en lo Criminal y Correccional de <-st:i 
Capital, doctor Miguel U. Jantus. y el señor Juez de Instrucción 
ffl lo Criminal de esta misma Capital, doctor Emilio C. Díaz, se 
lia t rahado contienda de competencia negativa ]>ara conocer de 
la presente causa instruida a Antonio Sosa por el delito de 
hurto. 

Con sujeción a [o dispuesto por el art. 9", inc. 1») fie la ley 
número 4055. a irrcspntule a V. % dirimir la contienda suscitada. 

Kl señor Jutz dé Instrucción fundamenta su negativa en la 
circunstancia de <pte el hecho imputado a Sosa aparece cometido 
en la zona itortuaria <ga$ a su juicio, se halla sometido a la ju- 
risdicción federal en virtud de lo dispuesto en los arts. 12 y (>? t 
incisos 9 y 12 de la Constitución Nacional. 

A su ve/, el señor Juez Federal sostiene que no puede de- 
terminarse míe el lugar donde se cometió el hecho sea de embar- 
que o desembarque hahi litado contó puerto, y eme, dado el ca- 
láctir excepcional de la jurisdicción federal, para que ésta pm- 
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ceda, te mií siirii. qur resulte de ivtík manera eíafa e indubitable 
l|ttt . el hecho enmelido encuadra dentro -le lo* casos euunu ratliw 
taxmivainrtiu en la ley número 4* M,bre jurisdicción > o-mpe- 
teneta de Ín> tribunales. naeionaU>. 

[>. I examen de la> precedentes actuaciones resulta «pie 1,1 
becfeü qtíe Íft-H un ni va se habria cometido en la Avenida < >este. a 
la altura de la calle I. avalle, frente a la sección tercera del dú|iie 
mímelo 4 dtl puerto de la Capital. Iiitfir «me. se^ún las infec- 
ciones producidas en este sumario. *e halla situado dentro del 
revierto cefrado de U /n„a aduanera del puerta en tu í|tW *1 <""»- 
bienio Nacional ejerce absoluta y exclusiva jtirisdíéfeió^ 

Por consiguiente, < l easo es di- la Vompeleuea de la Justieia 
Federal, m virtud de lo preceptuado en ti art. iMÚo 4" SÍC 
la U\ tiúinem 4S. y en este s¿Sl«fci eMtmp míe eorrcs|>onde se 
-•rva V. É. dirimir la contienda suscitada. 



i-Ai r o ni; f.A uiKii: sri'KKM.x ' L) 

BucttOS Aire*, Noviembre 2'i ilc 

Autos y Vistos: 

¿le emienda de n.tn|^teiteia negativa trabada entre el 
|ue/ Federal en lo Criminal y t nrrcceioiial y Ull Juez de Instate- 
non de la justicia ordinaria. amW de esta capital, para rnnoeev 
en el prueeso por el delito de hurto instruid" o mira Antonio 
Sosa. 

■ 

Y Considerando: 

Oue la divergencia suscitada cmre los jueces en cmitienda 
proviwie en el caso de la distinta apreciación respectiva sobre la 
jurisdicción <pte corresponde al lugar donde el hecho delietimso 
se habría cometido. 
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Que cuino lo establece el precedente dictamen, las actuacio- 
nes (tel sub-judice acreditan que el delito común de que se tra- 
ta acrecí cometido en el lHierto de la Capital, en lugar delimita 
du. cercado y materialmente definido como zona aduanera y por- 
tuaria, esto es, donde el Gobierno Nacional tiene absoluta y a- 
clustva jurisdicción, y en «consecuencia el juzgamiento fiel hecho 
imputado al prevenido, eoni|>ete a la justicia federal, de conformi- 
dad con los incisos Z y 4*. art. .V de la ley 48 > de la constante 
jurisprudencia de esta Corte en casos análogos. 

Por ello y los fundamentos del dictamen de fs. 49, del auto 
de fs. 55, v de acuerdo con lo expuesto por el señor Procurador 
( ¿enera I, se declara que corresponde la competencia en el caso al 
Juez Federal en lo Criminal de la Capital, a quien se remitirán 
los autos, avisándose al Jut* de Instrucción en la forma de 
estilo. 

J. FlGL'EKOA AlcOKTA. — ROBEITO 

Refetto, — R. Guido Lavalle. 
— Antonio Sacar na. — Julián 
V. Peía. 

U> En I* misma fecha se dictó idéntica resolución en el su- 
mario instruido a José Corta, por lesiones. 



Don Joaquín Chatita contra don Felipe /fyiírf. sobre daños y per- 
juicios. Contienda de competencia. 

Sumario : El conocimiento de una acción por daños y perjuicios 
derivado* ríe ima provocación de quiebra de la que se desistió 
después de pronunciada la declaratoria, corresponde al juez 
de la quiebra, pues ta acción procede directamente de dicho 
juicio, y en tal caso, la regla general <lel domicilio del de- 
nunciado no es aplicable. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
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VISTA HSC AL 

Señor juez: 

U acción de daños y ^juicios que motiva esta incidencia 
ft 1- a m d¿ un pecHdo de quiebra solicitado en fue- 

lla próvida, mm consecuencia * J«<™ «P*** 

A « M Fiscal, corresponde recitar la cuestión de com- 
petencia que se promueve. - Heladio. Marzo 10 930. tfm 
mudo C?rt\\* soiñ. 

AUTO DEL jM DT- COMERCIO 

Buenos Aires. Al>rü 3 (Je ÍOM. 

Aillos y V istos : 

.v hace lufinr a la cuestión tic con pí encía planteada, y areln- 
v,nse estas actuaciones. - Adolfo H^snu, - Ante m*> - 

VISTA HKL l'ISCAL DE (WMAkA 

Kxema. Cámara : 
Si bien es leiertn que al iniciar la cuestión planteada en el 
"sul.-liie-, no ban acombado las copia, corres, alientes, de- 
poniente legadas, de la demanda que - ^ " ra!a *^ 
inlinna ,es de la ciudad * Santa Fe a estar a lo 
,n el escrito de fs. 1 a 4. se trataría de im juicio por mdemtmu- 
eión de daños y iH.rju;cios. 

Fuá simple enunciación, demuestra que la acción de reíerem 
es eminentemente fmká # «« a d 
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hecho que derive, según se afirma, de un juicio de quiebra, ya que 
se |jersiguc el cumplimiento de una obligación nacida de un lie- 
clin ilícito atribuido al demandado. 

Fu tal situación, es indudable que, de conformidad con I» 
preceptuado en el art. 4', apartado 4 del Código de Procedimien- 
tos en lo Civil y Comercial, dicha acción del»e ser substanciada 
ante los jueces del lugar donde se encuentro el demandado domi- 
ciliado, y se encuentra probado en autos con las declaraciones 
testimoniales de fs. 4 vta. y 5 qtte d'cho domicilio lo tiene aquél 
en esta Capital. Por lo tanto, es en esta ciudad dondej el juicio 
debt tramitarse, y en consecuencia corresponde bacer lugar a la 
cuestión de ctmijietencia planteada. 

Por estas breves consideraciones y las formuladas en los 
escritos de fs. 1 a 9, que se dan por reproducidas, el Fiscal es 
de opinión que corres|)onde a V. E. revocar el auto apelado de 
ís. 5 vta. que no hace lugar a aquella cuestión. — Despacito, 
Jim ¡o 3 de 1950. -~ José 
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Buenos Aires, Junio 20 de 19.10. 

Y Vistos: 

IVtr las consideraciones que fundamentan el dictamen del se- 
ñor Fiscal que precede, ajustadas en un todo a lo que disponen 
los arts. «9 y 100 ikl Gxligo Civil y 4 del de Procedimientos, se 
revoca el auto apelado de fs. 5 vta. ; y devuélvanse previa reposi- 
ción de sellos. (Artículo 23, ley 4138), — Estrada. — Mifin- 
di'C. — Matienzo. — Ante mí : — fieman Masclfívtts. 
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VISTA FISCAL 

Sefn ir jn z : 

lk- las constancias de autus recita que la acción pronmvida 
por el actur. es la de indemnización Je daño* v perjuicios ocasiona 
(Jg 8 al mismo tien.ii*> i*>r la declaratoria de quiebra i>edida pnr el 
demandado |«.r ame el Juzgado de L*. S. 

( tpina por ello el suscripto que L\ S. es com|*teiiU para 
entender en la causa, de acuerdo con lo propinado por el arL 
7* del Código de I Wedimienios en lo Civil, y que en conse- 
cuencia nu dette hacer lugar a la declinatoria de jurisdicción pe- 
dida |*>r el señor Juez «le Comercio .le la Capital Federal. 1 Ifeft 
pach«t, Agosto «le 1930. 



ACTO UKL JCi:Z EX lo CIVIL V COMERCIA!. 

Santa Fe, Septiembre 13 de 1930. 

Aillos y Vistos*. 

j¡£ inhibitoria que solicita el señor Juez de Comercio de ta 
Capital Federal, y 

Considerando : 

Ouc el juicio por indemnización de daños y íwrjuicios que ha 
promovido flon Joaquín Chalita contra don Felipe Aynd. se liosa 
en la imputación de un hecho ilícito que se formula al di mandad, i. 

(¿ne de acuerdo con lo dispuesto en el art. 1 1 del Código 
de IWdiuiientos Civiles de Santa Fe. cuando se tratare de ac- 
ciones procedentes de delitos o de hechos ilícitos, sera comitente 
el Juez del lugar en qué hubieren verificado. 
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[h\v amha* liarte*, no desconocen ijt*í el hecho imputado de 
ilkítu SC ha produeido en Santa Fe. jurisdicción de e*te Inzuido, 

PSr ello y l* • dictaminado i«»r el .señor A«cnte Fiscal, re- 
mkIvo: m hacer hiffir a la inhibitoria que se solicita, invitando 
at señor Juez e xhortante a elevar estos antecedentes a la Suprema 
Corte Nacional a fin ile que resuelva la cuestión de conqnletteia 
planteada. Hiljpw salier c insértese . — . \. Pueda* — Ante mí : — 
Hitúf frhtoym, 

» 

PH TAMKN OKI. l'KCK I HA1KW OlvXKRAT, 

Bueno» Aire», Noviembre 3 de 1ÍÍ30. 

-- 

Suprema Oírte: 

Ui presentí- contienda de competencia traliada entre el se- 
ñor Jue¿ de I Viniera Instancia de la cindad de Santa Fe, y el m.'- 
ñnr Juez de Comercio de esta Capital, se refiere a ta demanda 
f j iic ha promovido ante el primero fie dichos jueces, clon Joaquín 
Chali la a fin de ni «tener de don Feliin* Aynd el resarcimiento de 
los danos y perjuicios ocasionados con motivo de la quiebra de- 
cretada jhh- los trihunales de la mencionada ciudad. 

La demanda instaurada, siendo una consecuencia de la quie- 
bra decretada por los trihuuale* de Santa Fe. delw substanciarse 
ante los mismos, ciado que la presentación del demandado formu- 
lando el («edido implicó acordar jurisdicción a dichos tribunales 
para el conocimiento de todas las cuestiones que se relacionan 
con la declaración de quiebra, conforme al art. 102 del Códitfo 
Civil, que acuerda | trivalencia a la constitución de un domicilio 
esiKciat sohre el domicilio real, a los efectos riel ctimpíimientu 
• le las obligaciones contraídas. 

1W otra parte, se trata del ejercicio de la acción de daños y 
perjuicios acordada por el art. 14¿M del Código de Comercio al 
comerciante contra quien se prmó indebidamente Ta declaración 
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di uuk-bra. v fesa acción debe necesariamente ventilarse ante M 
trienales que intervinieron Cn declaración, f|ue son los 

que ¿tan más UabilitmUis para juzgar si los perjuicio* que se re- 
daman son o n.. una con,ecuenria «le la misma y si existió el dolo 
ó injusticia man : íiesta que autoriza a hacer valer la mencionada 
acción. 

Vur lo expuesto, pido a Y. I. ^ sirva resolver la presente 
contienda a íavor del señor Juez de la ciudad de Santa Fe. 

Itoi'ticio ft. Lar reta. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aire*. Noviembre 28 de 1930. 

Amos y Vistos: 

toa de vontienda de competencia por inhibitoria trabada en- 
tre un Juez de Comercio de c*a capital y uno de to Civil y to- 
nK-reii.1 de h ciudad & Santa Yv. para conocer en el jim^o pro- 
movido ante Os<e por don Joaquin Chalita contra don retine 
Ayud. sobre daños y perjuicios. 
Y Considerando: 

Qiir de los antecedentes eme instruyen el caso se deduce: 
qué tTecretada ta quiebra del actor a solicitud del demandado y 
dejado posteriormente sin efecto ese procedimiento se ha dedu- 
cido acüon de daño, v perjuicios por ante el Juez de la declara- 
torta de quiebra, qmen tunda ai empeteneia en que el es el Juez 
de! luíiar en (pie ¡* habría cometido el hecho que se dice ilícito 
"sobre que versa la acción deducida, y en consecuencia no hace 
War a la inhibitoria promovía por el Juez mírente quien a 

del demandado. 
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»juc a efecto de definir con mayor precisión los antecedentes 
relacionados, procede establecer que el demandad" provocó la 
quiebra ¡tute el Juez de Santa Fe ; que atlí se habrían originado, en 
consecuencia, los daños y |ier juicios que se le demandan; y que 
el dolo o injusticia manifiesta que se le atribuyen, serían un de- 
rivado inmediato de la falsa denuncia que se le imputa sobre ce- 
sación de pagos del actor. 

íhie en estas condiciones, es evidente que la acción instau- 
rada tu el juicio que origina esta contienda pncede por relación 
directa, del aludido juicio de quiebra de que * desistió después 
de pronunciada la declaratoria, y en tal caso la regla general del 
domicilio del demandado para el ejercicio de «na acción perso- 
nal, sólo subsiste a condición de que dicha acción no derive le- 
galmente de otro juicio, como ocurre en el "smVjudice" (L^y 
de Quiebras, art. 51. Fallos: Tomo 64, pág. 367; Tomo 73. pág. 
190; Tomo 102. pág. 425, entre otros). 

Por ello, y de acuerdo con lo dictaminado por el señor Pro- 
curador General, se declara que el conocimiento de esta causa 
competa al Juez de 1* Instancia en lo Ovil y Comercial de Santa 
Fe. a quien se remitirán tos auto*, avisándose al Juez de Comer- 
cio de esta Capital en la forma de estilo, Repóngase el papel. 

J. Ficlkjioa Alcoita. — Rg*e*to 

KiírtTTO. — Antonio Sa»:ahn.v 
— Jltlian V. Pera, 



.turetio I .aquel y liércutcs Stopfam. criminal, cotitra. por abu- 
sa iic armas y ti fones cu !a persona de muí menor. Conipc- 
t encía nef/atk'tf. 

Sumario: Xo corresponde a la justicia nacional el conocimiento 
de una causa por lesiones provenientes de un diííparo de ar- 
ma hecho desde un tren en marcha, pues tal hecho dcliclunso 
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m m halla comprendido ettlrc lo> delitos y taitas o mira 1;i 
^lindad del tráfico \m iás¡m «J & tí*™'™' í!t * f «rucai ri- 
lo, ni aparece enmendó en raí lugar en tmé la Nación tenga 
alt-olutn y exclusiva jiiri^ticción. 

Cwfc %M explican las piezas siguientes: 



VISTA FISCAL 

Señor -Juca: 

Resultando ttc la prevención sumaria que el hecho dcmuicin- 
fln m ha cometida desde mi tren de carga en marcha itó E C. 
( leste }¥*r uno de l»s guantas de esa empresa y en servicio, fe que 
afecta la puridad del trafic», entiendo que L*. Si delie declarar- 
se ineonqiciente y rnnitir esta causa número W$í al señor Juez 
Kederaí en ío Criminal, — Destello. Junio 10 tío 1930. — h\ni! 
í. CtnmrrL 



M TO DEL Jl fila MI-: INSTKllCtñX 

Buenos Aires. Junio 17 de 1ÍKIG. 

Resultando que en el hecho de autos el d%fcro de armas se 
habría producido desde un wagón de un tren de carga en mar- 
cha, del í*\ </. del < Usté, imputándose dicho disparo a un emplea- 
do de la citada empresa, entiende el infrascripto qne i> de aplica- 
ción la ley número 2S7J de ferrocarriles nacú -nales. 

IVr clin, y de Vtmfi trinidad con lo dictaminado (nh el señor 
Agente Fiscal a ís. 23 vtá., el Juigado se declara incompetente 
para seguir conociendo en esta causa. I:i que se remitirá para su 
conocimiento al *eimr Juez Federal, ductor Miguel L. Jantus. — 
$#i¿á$é Oliw Itílv mí: Hernán ¡UisMe. 
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VISTA f ISI Al 

Señor Juer : 

B# Los huiriaiftentos dtl auto de f&¡ 26 y de conformidad 

o>n ln dispuesto i*n fl ¡irt. J'\ úlcisu 3* de la ley X" 48, l'. S. r- 
cnnipclente para entender ni esta causa. - Julio 7 VKM), — 
Orth /'ircvnt. 

Al* lo Dkl. J t"F.Z FLDKHAL 

BuvnuN Aires. Julio Ifi (k> ItKifl. 
Anio> y Visteis: Considerando : 

Que a ltis prevenidos Aurelio í.uquct y Hércules Sit 4 i],Kttii . 
guardas de un tren deí K. C. del < leste, se les imputa el delin* 
de abuso de arma* y lesione;*., que se hahria cometido en circuns- 
tancias que se eneontrakui ele servicio eu un tren di* ear^a qui- 
se dirigía a !a estación Ingeniero Brian. 

Que lits hecho* de referencia no se encuentran previstos en 
];■ ley 287 .í. pues solameTile está determinad" en el ait, So de las 
disposiciones (únales "el ataque tí resistencia violenta a los agen- 
tes o empleados de los ferrocarriles en el desentono de sos fun- 
ciones". 

Que tanipiiru ha existid" ningún atentado infracción con- 
tra la seguridad riel tráfid». 

Ptít estas consideraciones, y la quistante jurisprudencia de 
la Corte Suprima de Justicia, oído el señor I Ricura' !<■*■ Fiscal, 
>e declara mcom|*tenU- este Jugado |>ara entender en la presen- 
te causa, la que se devolverá al stñnr Jucü de Instrucción, doctor 
Aquiles » Ínu/ále¿ < Hiver. haciéndale s:d«-r que en cafo de insistir 
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vil su inct.mijeteiieia se sirva elevar el sumario a dicho Superior 
Tribunal, jtfira que dirima la comp^rj^ d« acuerdo con lo dis- 
puesto m ei art. 4.Í del Código de Procedimientos en lo Criminal. 
— Mitjitrl Jatitus. 



HITTAMEN DEL PROCtRAUOR GENERAL 

Buenos Aires. Nnviembre 3 de 1930. 
Suprema Corte: 

Kntre el señor Juez de Instrucción en lo Crimina! de esta 
Capital, doctor AquíleS González Oliver, y el señor Juez Federal 
¿ii lo Criminal y Correccional, también de esta Capital, dtictor 
Mi#tté1 T* Jantus. se ha inalado contienda de competencia nega- 
tiva, para conocer de la presente causa, instruida a Aurelio Ui- 
q«et y Hercules Stnppani. por Iris delitos de ahuso de armas y 
lesiones en la persona de la menor Margarita Marta Diez, 

Con sujeción a lo dispuesto en et art. 9". inciso de la ley 
muñen- 4055. erres^ude a V & dirimir la cemtienda suscitada. 

Kl señur Juez de Instrucción fundamenta su negativa ffs. 
Jí.í. en que el disparo de anua se Inhria producido desde un va- 
gón de un tren de targa en marcha, del ferrocarril del Oeste, y 
en qiie, imputándose dicho dis|>aro a un empleado de la citada em- 
presa, entiende <|ue e> de aplicación la ley número 287a de ferro- 
carriles nacionales, 

Kl M'tW Juez I'nleral atiene, a su vez, < f s. 32). que tos 
luchos que motivan las presentes actuaciones no se encuentran 
previstos cu la ley número 2873, pues solamente ota determinad-, 
cu el articulo Sfi "el ataque o resistencia violenta a los agentes o 
empleados de los ferrocarriles en el desempeño de mis fundones . 
v .pie iani|H)co lia existido ningún atentado o infracción contra la 
seguridad del tráfico. 
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Del examen ck- las constancias de este sumario se des¡ -ende 
que, desde el interior de un tren de carga en marcha dentr de 
los límites jurisdiccionales de la Capital se hahria hecho un u ; s- 
¡iaru de arma cuyo proyectil fué a herir a la menor Margarit. 
-Marta Diez en circunstancias en que ésta se encontraba trau- 
sitando por un hi^ar próximo a las vias férreas, imputándose los 
hechos a uno de los guarda trenes encargados de Ja custodia del 
O *uvoy ferroviario. 

Como se ve, se trataría de hechos que, prima facir, revis- 
Un ct carácter de delitos comunes, previstos y castigados en los 
articulos 89 y 104 del Código Penal y cuyo juzgamiento com- 
pete a la justicia ordinaria, sin qufl del sumario surja, por ahora, 
t;>. eomprolración de ninguna circunstancia que se preste a modi- 
ficar taí calificación en el sentido de encuadrar los hechos de 
la referencia dentro de las prcscrqKioiies de la ley nacional nú- 
mero 287,1. toda vez (pie no aparece suficientemente acreditado 
i|tie en la emergencia hayan mediado actos tendientes a impedir 
«i isturlwr el regular funcionamiento fiel tren desde cuyo interior, 
st^ún se afirma, se hizo el disparo de arma de fuego — art. Kl 
— ni que se luihicse llevado o intentado llevar un ataque o re- 
sistencia a los íifíentes n empleados ferroviarios encargados de mi 
custodia (art. 86). 

Siendo esto así, los hechos a que se refieren estas actuacio- 
nes no presentan los taraetero de delincuencia que por razón 
di- la materia pudieran clasificarse entre los sometidos a la ju- 
risdicción y comj telenda de la justicia federal, que es restrictiva 
y no puede intervenir en otros casos que los que expresamente 
le están señalados por direcho. Ley número 48. art. fe Código 
de Procedimientos en lo Criminal, arts. 19 y 23: y fallos de V. K., 
lomo 118, página 156. entre otros. 

Por tanto, soy de opinión que corresponde declarar que. en 
el estado actual del sumario, es competente j>ara conocer de esta 
causa el >eñor Juez de Instrucción en lo Criminal de esta 
Capital. 

Ihmu lo R. Larrcta. 
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Buenos Airt*, Noviembre lífc de 
Autos y \'íslos: 

Los de entienda de cómpetéíteia m gatjva indiada entre el 
jinz Federal tu ln C riminal y uno -le Instrucción de la justicia 
¡.nimarin. ;iiiiIh» de la Capital, pam conocer en ¿í JM^o íf»* 
líptlí.].. a Aurelio l.u«|ttet y Héreule* Stopani. por Jos delitos de 
ahnso de armas y lesiones. 

\' Considerando: 

ijw los. hedió* atriluiidos a los prevenidos aclarecen rcali- 
■> mediante disjiaro de armas desde un tren en tiiíirch n. hi- 
riendo a nna menor que iraiisitalia por un i»araje cercano a la 
via férrea, y tales aivunstancia* a^re^adas al antecedente de que 
1..- autores SfWj imi^eá4pa del ferrocarril, lian determinado la 
declaratoria dt- incompetencia (leí Juez de ínstrnciión 1*>r coii- 
-iderar ( jui- procette ta aleación al casi» dé la ley de, f embarri- 
les nacionales número 2*73. 

One como lo estahlece ti ¡mto dt- t\ ijjj¡ tx® firmado por la 
C untara a ¿5 y lo ratifica ej ú i lamen precedente dt- acuerdo 
c()n la jurisprudencia de esta Corte, los hechos dfeíícttioS6S dt- uue 
m- trata no stí hallan comprendido:, entre los delitos y taitas eon- 
na la seguridad y él tráfico previstos en la ley geué&l de ferro- 
carriles, ni puede decirse que se hayan cometido en un lugar en 
.pir la Xación tenga ahsoluta y inclusiva jurisdicción, y por lo 
deniüs latnpoeo ruinen alguna di- las coMlíciftttés exigidas |K>r el 
arr. y de la hv 4S concórdame con el art. 2-í del Código de 
Procedimientos en lo Criminal il-allos: Tonto 113, páfí \W* 
Tósiw ÍÍS- p^g. 4**4. entre otros). 
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J'nr ello y de conformidad con Id dictaminad.» por d scfiur 
IWurador General, se declara que es comitente ,>ara conocer 
•Id presera m$ el Juez d e Instrucción de la justicia ordina- 
ria, « quien en eouMcueneía si- remitirán los aun*, avisando- al 
Juez Federal en la furnia de estilo. 

J, Frun-mM Auorta. Roberto 
I-íkj-kttu. — Antón ro Saííahn v. 
Ju.ian V. I»f.;k v. 



®m Jium ®m$m ¿tófe)g ta 7V<jr<V«r J t - Santo /v. por cohn* 
& rostas; sohv jtmsttñ st.nt omjimma rf* h Curte Suprema. 

humano: \^ c^tas de los juicios son accesorias de la Cuestión 
prineí|aJ. constituyendo su t ol»ro una incidencia envo cono- 
cimiento corresiKHule a la jurisdicción que entiende en 
aquélla. 

Caso; I.D aplican las piezas siguientes: 



DICTAMEN HEE PROCURADOR OICNEKAL 

Buenos Aires. Noviembre 14 de 1H30. 

Suprema Corte; 

Para (jue sea procedente la competencia originaria de esta 
Corte Suprema, él actor del* justificar la calidad de extranjero 
0* invoca, no siendo suficiente que fuera acreditada en el juicio 
eii que se causaron las costas cuyo pago se reclama en el tíreseme, 
pues en aquel juicio se declaró que la provinfcia de Santa Fe, si 
bien lMí dia tener interés en la litis, no era parte directa en ella 
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de suerte a»e la dimanda íjuc se promueve citando la acción de 
que el demandante se cree asistido contra dicha provincia es ex- 
traña a! jníciu anterior, por lu que es indispensable se compruelic 
que currt solide a la jurisdicción a que se recurre. 

tlorntio K. f.tirn'tn. 



KALI.O DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno* Aire». Noviembre 28 de 1930. 
Vuíos y Yi>t<*; Considerando : 

<_)<k en el presente juicio dirigido contra la provincia de 
Santa" Vv se pretende ejecutar las costas declaradas a cargo del 
actor don Miguel Angel C.alitclli en la acción reivindicatoría que 
siguió como denunciante de tierra fiscal contra don Juan Gior- 
riauo por ante el Juzgado Federal del Rosario. 

íjue 1a> cosías de los juicios son accesorias de ta cuestión 
principal, constituyendo su col.ro un incidente, cuyo conocimiento 
corresponde a ta jurisdicción que entiende en aquélla. 

( >ue. por tanto* yluTnTptTTn el litigio entre un extranjero y 
una provincia surte el fuero, federal, esa regla sufre excepción 
cuando, como acontece en el presente caso, la contención viene 
simplemente como materia incidental de un prr*cd ¡miento tralia- 
d¿, con arreglo a las leyes, ante él juez provincial. 

1W c<to> fntidamento> y de acuerdo con la jurisprudencia 
de esta Corte Suprema en casos análogos (Fallos: tomo R 
página 314; tomo .11. página 49; tomo 6f>. página 173; tomo 90. 
página lío, entre otros», nido el señor Procurador General, se 
declara ente el coiinciinicm« de este juicio no corrcsixinde a su ju- 
risdicción, Xotifiquese, repóngase el papel y archívese, 

J. FlUL'EROA Al.CORTA. — RoRERTO 

Uepetto. — Antón [o Saüakna. 
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Daña Suftu Beristayn de Sazur contra ta l'rtnintk de Buenos 
. lira, sobre iiicoiistititcioitalidad dH impuesto a h herrín ¡ti, 

T 

Sumario: La igualdad ante la ley, impuesta por el precepto del 
articulo lo de la Constitución, comporta la consecuencia de 
íjiie (odas las iwrsonas sujetas a una legislación determina- 
da dentro del territorio de !a Nación sean tratadas del mis- 
mo iiickIo. siempre que se encuentren en idénticas circuns- 
tancias y condiciones, y en materia impositiva ese principio 
m cumple cuando en condiciones análogas se imanen gra- 
vámenes iguales a los contribuyentes. 

Caso: ]¿t txpHean las piescas siguientes; 

n 

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Mayo 17 de 1930, 

Suprema Curte: 

Doña Sofía íierislayn tic Xazar demanda a la Provincia 
de Hítenos Aires jxjr devolución de una suma de dinero |>agada. 
según la actora, indebidamente en concepto de impuesto a ta 
transmisión gratuita de bienes, de acuerdo con las prescripciones 
de la ley vigente en dicha provincia sobre jape! sellado, en virtud 
de la cual la tiernid ación del impuesto se lia verificado tomande» 
efJ cuenta al aplicar la tasa progresiva, no el monto de cada hi- 
juela, sino el total del acervo hereditario, 

Sostiene la actora tjnc el gravamen cuyo pag» se le ha exi- 
gido y cpie ella ha verificado Isijo protesta, según consta en au- 
tos, es violatorio del principio de igualdad impositiva que ga- 
rante el articulo 16 de ta Constitución Nacional. 
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1* Provin.ia o.nte-tó la deman.h rt^aiociendu la ;iln<li<!;i 
inn institucionididad. 

U cuetiá», pues, (te ámcfiq planteada en la prestirte pi 
„0 difiere de la resuelta |^r esta Suprema con lecha 18 

,K Noviembre de 1**27 en la causa «tfiiala contra la nn>ma Pro* 
vinciade 'ííqm l M,r ,!ntl J# H - l,r > MU,1t * 1S ' C " X 

Y K. áécliíó ni 'Ha la incoiiMUiicionalidad ilel impuesto 
aplicado. 

tk acuerdo mn itfft sentencia .k opinión que enrres- 
, rt ,ndc mant.mr. aplicándola al e:t*o & &ÍP¿4 & retenda <li le- 
trina de V, E. 

Honu to R. Jjirrv/n. 



1AI.IAI DE LA íOkTE STl'KEMA 

* 

Buenos Aires, Noviembre 2K de 1U3G. 

¿tá causa seguida t ».r .luna S<ifia Beriatayn de 
tra 1l Provincia de Unenos Aires, .obre ¡ncnnstitucionalulad del 
impuesto a las herencias, del cual resulta : 

One a í- 2 ■ ^.parece don Pedro Diana en representación 
de factura demandando a la Provincia de Buenos Aires por 
reMUueióti de la suma de 5 18.270.51 ó la que resulte de la li- 
(1 «idadón definitiva, y pidUndo se la condene a su psgO COA ma- 
los intense- y las cosías. 

( fue su ^presentada fué instituida heredera por su señor 
padre"*!** José Juliano Beristayn, cuyo juicio testamentario 
ínniiitó » n esta C apital. 

Om entre los bienes .leí caudal sucesorio existían ayunos 
ul.icados en ta Provincia de Bueno» Aires, donde, por consonen- 
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te. había que abonar el ¡molesto sobre h transmisión gratuita 
<Ir bienes. 

«¿ue la Dirección de Escuelas aplicó i>ara obtener la liqui- 
dación dol impuesto el ¡tic. 7* del art. 37 de la ley de la IVovincia 
de Buenos Aires, y la interpretación atribuida a éste j>ara ofrtc- 
mr una tasa de 8 r A y de 12 %, es vioEatoria, dice, del principio 
de igualdad consagrado p»>r la Constitución 'Nacional, ccw» h 
ha establecido la jurisprudencia de la Corte en los casos que cita 
y que expresamente reproduce. 

Que si el valor de los bienes niñeados en la Provincia de 
Buenos Aires de propiedad de su mandante era de $ 428.360.97 
correspondió aplicar ta escala del 4 % y no la del 8 V* como se 
ha hecho, I^líe. pues, la Provincia, restituir por este coneetrto 
la suma de $ 17. 134.44. 

Que la Dirección de Escuelas liquidó en concepto de ínte- 
res* s punitorios el 1 '/i mensual ]*>r el plazo de un año y catorce 
días y lógico es que al rejietir la mitad de lo pagado en concedo 
de impuesto, también repita la mitad de los intereses que a esta 
cantidad corrcsj>ondan, o sea $ 1 . 136.47. 

Quv bace presente que se halla actualmente a sentencia de 
la Suprema Corte de la Provincia un incidente promovido por 
todos los herederos con motivo de lo» intereses ptmitorios liqui- 
dados cuya solución (►ermítirá verificar una liquidación defi- 
nitiva. 

Que corrido traslado de la demanda, fs. 7 a f s. 16 lo evacúa 
don Roberto Parry en representación de la Provincia de Buenos 
Aires, manifestando que su parte se aviene a devolver el exce- 
dente que resultare haberse percibido, acatando así la jurispru- 
dencia de la Corte, jiero. mega los hechos expuestos en la de- 
manda y que no queden expresamente reconocidos jxir él. 

Que la ¡ictora incurre en error al pretender que el impuesto 
se liquide al 4 %. pues corresponde aplicar el 5 r í desde que el 
valor de la hijuela excede de $ 700. 000. 
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<t\w dados los términos clcr la demamla y de Ü mfc%* ,1 " 
pu^c considerarse planteada la pretoisión de que sólo m mi- 
gan en nauta, at fijar el porcentaje, los Inertes ubicados en la 
l'rmncia. 

< me abierta la causa a órnela - í* 25 - se produjo la 
n t,e Apresa el c^M» de í>- aleando sobre el menlo 
de la tui-ma ambo* comemltetiiei a ís. 5<> y & A ís í>2 
vta. llamóle íuu< para sentencia; y 

Considerando: 

One como consecuencia del <Kjk"»sí^ ite la Minia de i*sos 
13 4^2. 3* verificado por la Provincia de BfcftBOS Aires y 
vil pago i«>r esta a la actora, la discusión tu la presente causa ha 
quedado reducida a sal>er si la última, tal como lo ha sostem lo 
en el escrito de f¿ l«. tiene derecho a reclamar la diferencia « s- 
tente entre la cantidad de S 1n.ü?J.07 reclamadla por ella y la 
de $ 13.498.38 depositada en pago por la demandada. 

Que ambas parles están de acuerdo en que cada lujo pago 
$ 38^541 ,01 tu concepto tle impuesto e intereses. 

(Jue la actora ha admitido que el impuesto de 8 cobrado 
pot h Provincia de Buenos Aires, debe liquidarse al 5 % en lu- 
gar é& 4 % aplicado en la demanda. 

Qoe ambas lurtes cuineiden en que la suma realmente debi- 
da i«.r cada hijo a la Provincia en concepto de impuesto aseen, 
din a $ 21. 418.08. 

Oye los intereses sobre esta cantidad que la aciora ha cal 
cnladó al medio pjDff. ciento (con lo cual ha disminuido el moni- 
di lo (pie realmente le enrresjiomlia D0g*r) delien ser calculados 
al 1 % durante un año y catorce dias. obteniéndose la cantidad 
de $ ¿íflfifc \(u Y la Mima del impuesto y de los intereses, o sea 
S 24.080.20. constituye el importe de in que cada lujo debía a la 
demandad:-, eti concepto del gravamen sutorio. 
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Ouc la diferencia entre h» cantidad de S ¿ti. 54] .01 y $ 
24.086.20 o »ea $ 14.455.15 representa la cantidad ([ ue la pro 
viueia estalia oblóla a roiúnrr. Y e.*nu ést;, sólo tía dado en 
calidad de pago Ja Mima de $ M.4M..1K te falta iei U ar S <*d ,77 
]«ra integrar la restitución. 

Por estus fundametiios. de conformidad con ¡jé dictaminado 
|«.r el señor Procurador ( leñera!, >c declara que la Provincia de 
Bueno* Aire.. deW devolver a la aetora ég riel término de 
quince dias ía suma cíe $ <*d.77 mu., con sus interesa desde 
el día de la u< -ti ficción de la demanda. Las Com& en el orden 
causado, atento el resultado del juicio. 

Votitiquesc, repulga** el |»a|K-l y o|.ortunamcnte archiven. 

J. Fjgiekoa Auorta. — Roberto 
Rkpkttu. — Antonio Saga r xa. 
-• Ji man V. Pera. 



XOTAS 

Con fecha 3 Noviembre de PJJO. la Corte Suprema de 
con í. .rumiad con lo dictaminado jx»r el señor Procurador lie- 
mral, decían, mal concedido el recurso extraordinario deducido 
por don José J. Viriles rotura don José (ioldm. sobre uso inde- 
Irirfó tic marca, en razón de que la prescri|>c¡ón de la acción pe- 
nal, declarada en el juicio por la Cámara Federal de Apelación 
de ta Capital, no sólo se fundaba en la interpretación que el Tri- 
bunal atribuyó al articulo 55 de la ley número 3975. sino también 
en la aplicación hecha por él. del articulo 02. inciso del €& 
<h>. Penal. Agregándose, además, que s ¡ el recurso extraordi- 
nario correspondiera respecto de la declaración de prescripción 
fundada en la mencionada ley *>75. examinada fa cuestión de 
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fondo. t|tte&tría siempre snl»i>tente el pronunciamiento en eiron- 
to se apoya m el c:ó*Iík*> N¡ia$ ( l llP es materia de derecho común 
y por consiguiente, irrevisible por medio del recurrí extraordi- 
íiariu de acuerdo con el articula U de la ley número 4S. 



En Siete del mismo y Ot- acuerdo coi» lo dictaminado por el 
señor Procurador General, no se hizo Kp* a la <|ueja deducida 
]M ,r don Alfredo Varrati. su sucesión, en autos con la Caja Na- 
cional de jubilaciones y Pensiones de Empleados Ferroviarios, 
>uhre | tensión i dado que el recurso extrae ordinario de apelación, 
fué interpuesto fuera del termino acordado p..r «1 articulo 3$ 
«te la lev número 50. 



En la misma lecha, y de acuerdo con el dictamen del 
Procurador General, na se hizo ti¡ggjft igualmente, a la de- 
ducida por don luán Calderón contra la Caja Nacional ffe Jubi- 
laciones f Pensione, de Kmphados Ferroviarios, sobre jubila- 
ción pOr invalide?, en razón de «pie H recurso extraordinario de 
a t K-laci..n fué interpuesto para ante el tribunal, después de ven- 
cido el término Ictia! establecido en el artículo 268 fe la Uy SO. 



En la misma fecha se declaro improcedente la i|«eja dedu 
cida |-ir don Santo. Alvarez en autos con don Federico G. U- 
Mf y mm, ^obre calumnias e injuria,, por re>uhar <le ln t *fo> 

exposición .leí recurrente, no baUrse interpuesto jara anli 
la Corte Suprema recudo alguno míe le hubiese sido denegro 
y tjuc la cuestión debatida había sido resuella interpretándose pa 
ra elU». disposiciones de una ley procesal de orden local, analizan 
dose puntos de luvho y prueba ajenos al remedio federal acor 
dado p..r el articulo 14 de la ley 48. 
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l'-n 12 del iuímiio y por los fundamentos del dictamen del 
señor Procurador ííeneral. sr declaró improcct lento la ourja de- 
ducida \ntr Krancísco Otero, arrestado en la ciudad de Córdoba 
por el término de días, en cumplimiento de una resolución del 
Senado de dicha Provincia, que le impntalva publicaciones ofen- 
sivas a dicho euerj»o. c¡tie lo hacían |*isible de la referida corro*- 
ción disciplinaria, en razón de que. denegado jwir el Superior Tri- 
banal de Justicia local, el jiedído de inmediata hartad formula- 
do por el recurrente y concedido el recurso ele a|xlaeióu inter- 
puesto, tas actuaciones fueron elevadas a la ( orle Suprema, cunn- 
do ya el apelante había recobrado su libertad, |»or lo que el Tri-í 
himnl no estaba habilitado para emitir un pronunciamiento ni res- 
pecto, toda vez que el (jue pudiera dictar seria de carácter pura- 
mente teórico o doctrinario, sin aplicación a un caso concreto, cu- 
ya resolución pudiera surtir efecto legal útil, jior haber desapare- 
cido la razón de ser de dicho recurso. 



Éri la misma fecha y de acuerdo con lo dictaminado por el 
señor Procurador (íeucral. n<j se hizo lugar a la queja deducida 
]M tr don Kernando Lorenzo Kicn en autos con la Municipalidad 
de la Capital. >obre n i vindicación, en razón de un tratarse de sen- 
tencia deíinima, que pusiera fin al pleito o impidiera su eou- 
t ilutación. 



Con fecha catorce no se hizo lugar a la queja deducida por 
don Carlos P, Delaux en autos con don David Sasson y Cía. 
Ltda., por rendición ríe cuentas, dado que el caso no se eticontrn- 
Iki comprendido en ninguno da los tres incisos del articulo 14 de 
la ley 4ís". ya que se trataba de cuestiones regidas por la ley pro- 
cesal, y la resolución a|>elada había analizado puntos de hecho y 
prueba, ajenas a) recurso extraordinario intentado. 
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Con lecha die/ v éMe se declaró improcedente la o, neja de- 
ducida ¡mr don Alfredo Kortadat en aillos con doña Josefiíía 
Anasanasti de Soler, sobre col mi ele peso-, gn ra/.ón de que de tas 
propias afirmaciones cíe los recurrentes, tilintadas en la semen - 
t -ia dictada \»ir la t amara Metal di* Apelación (le ka Hala, se 
deducía qute ta resolución o Mitra la Cttal se interponía el recurso 
extraordinario, había yitlu proti iniciada en un juicio ejecutivo y. 
ademá>. (JUC ninguna de las cuestiones federales fueron plantea- 
das con anteHoridáíl a la sentencia recurrida. 



Om fecha diez y sieti v de acuerdo con lo dictaminado |*ir 
el scfmr Procurador General, no >e hizo lu^ar a la i|iieja deducida 
¡..>r dmi Domingo 'ferróla Quemada y dbKi Pedro Mazo, en los 
Policarpo Spciosin c. Guillermo Damblcr, fiado i|iie ta re- 
solución apelada se limitaba a resolver la cuestión planteada "ño 
haciendo lugar por exteni¡x ir ática a la prescrip.ión opuesta", de 
acuerdo á preceptos de derecho común y de 01 den procesal «pie 
interprétala y aplicada : y en tales condiciones, como lo estable* 
ee el articulo 15 de la ley 1» improcedencia del recurso ex- 
traordinario es evidente, ya >c líale de la aplicación del Código 
Civil o del Código Penal. 



Mu la misma íeeha no ^e hho lugar. i»ualmeute. a la queja 
deducida \*tr don Clemente L, Miuiío. en los auttis -(Juiehra de 
l.ui* Pásenle Contra Kelktain y IVrugmi. sohre luirlo de m;i. 
llera. í.imtdlii", en razón de une la sentencia apelada >e hadia 
limitado a interpretar y aplicar disposiciones contenidas en los 
CÓdjip» lv,,:i1 > dé Comercio al declarar que el sindico no tenia 
facultad para a-uinir el rol de querellante : agregándose, además, 
míe en cuanto a las cláusulas constitucionales invocadas, para la 
procedencia del recurso extraordinario, no Ijastít la -imple inen- 
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frión de mi precepto constitucional, dad<> que os ucVesirío. o >iit* » 
lo requiere vi articulo 15 tlt- la lev 48. que si* demuestre la riía- 
eióu directa i- inmediata que vincula dichas cláusula* constitu- 
cionales con la* cuestiones dimitidas, lo que no ocurría en la es- 



Kn la Tiiisma fecha y de conformidad con U> dictaminado \*tr 
el señor Procurador Cieneral tío se hizo lugjir a ta queja deduci- 
da |*>r doña Josefina Angela Soler, en autos con don [-'tinque Ar- 
gentino Sehttepcr. snbre cobre» de |>esos, en razón de que la reso- 
lución de la Cámara Primera de Apelaciones en lo Civil de h Ca- 
|iit;il. se había limitad* » a declarar bien denegada la apelación de- 
ducida con respecto a otra pronunciada por el señor Juez de Pri- 
mera Instancia, fundando la denegatoria en el artículo 505 del 
Código de Procedimientos: agregándose, además, que la invoVa- 
dón de dis|>osiciones de la Constitución Xaeional, tanqjoco podía 
autnrizar el recurso interpuesto, de^le que dichas disposiciones 
no tenían una relación directa e inmediata con las cuestiones plan- 
teadas por el recurrente, ni se alegaron al proponer la incidencia 
en trámite, la cual fué resuella \»>r aplicación de los artículos |i<-r- 
línente* de Io> Códigos Civil y de Procedimientos. 



Ku diez y nueve dr] misino no >ir hizo lunar a !a queja de- 
ducida p^r don Horacio Kobín en autos con don Kmeterio Hamo- 
nuevo, «obre cobro ejecutivo de pesos, |>or desprenderse de la pro- 
pia ex|Hisición riel recurrente, que la cuestión dcliatida se bal na 
limitado a determinar si los bienes objeto de la tercena eran de 
propiedad del ejecutado o del tercerista, mdti cual es ajeno al 
recurso extraordinario de conformidad a lo dispuesto ¡¡or el ar- 
ticulo 14 de la ley 48. 
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Con ÍA;ha veintiuno no se hizn lugar a 1¡l queja deducida 
por don David Kaminsky en «utos con el I lauco Nacional en I.i- 
quiducrón. sobre reivindicación, en razón de que. aún cuando de 
k: cxpoMcióu presentada ím acreciera que* >e hubiera denegado 
al recurrente el recurro extraordinario (jue dice hal>er deducido 
para ¡inte la C orte Suprema — circunstancia que liastarin yor si 
snla para declarar i ni procedente la queja — cabía ob>crvar, sin 
embargo, que la cuestión debatida y resuelta ñor la Cámara Fe- 
deral de Apelación de la Capital, se había limitado, en el caso, al 
revocar la sentencia de primera instancia, a hacer tugar a la revin- 
« litación, examinando puuto> de Hecho y de derech» común, e 
interpretando y aplicando preceptos legales contenido* en los Có- 
digos Civil y de Procedimientos, todo lo cual es ajeno al recurso 
extraordinario de puro derecho federal que autoriza el artículo 
14 de la ley 48. 



Con techa veintiséis no se hiüo lugar a la queja deducida 
por don Pedro Kecagno. ablando de una resolución de la Ca- 
ntara Federal de Apelación de la Capital, pronunciada en un in- 
cidí nte sobre excarcelación, por no resultar de la propia exjM)- 
síción del recurrente, que se hubiera interpuesto para ante la 
Corte Suprema, recurso alguno que le hubiese sirio denegado, 



Kn la niixna ficha no se hizo lugar a la queja deducida j>«M* 
don Adolfo Silherstein, cil autos con don Marcos Arredondo. 
Mihrc dañn intencional, por aparecer de la propia exposición 
del recurrente, que la sentencia dictada por la Cámara de Ape- 
laciones en tb Criminal y Corrcccinal de la Capital, se habia li- 
mitado, al resolver la cuestión de controversia, a aplicar e inter- 
pretar disposiciones de derecho común contenidas en el Código 
Penal y al mismo tiempo puntos de hecho y prueteu todo lo cual 
es ajeno al ri«:ursn extraordinario de puro derecho federal, aten- 
to a lo que disponen los ans. 14 y 15 de la ley 4S. 
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Kn la misma fecha y de conformidad con lo dictaminado 
Í»r el iWurador General, no se hi/<> lugar a la queja deducida 
por don Luis Anessi y otros, en los autos "Méndez t ."alzada. 
Luis, contra Miragüa. Marín,,. |*or reivindicación (sobre sus- 
pensión de medidas), en razón de que la resolución apelada dicta- 
da por (a Cámara Federal de Rosario, se apoyaba en una dis- 
posición de orden procesal, y en una consideración de hecho, da- 
do que se limitaba a confirmar por sus fundamentos la «Id Juez 
l-ederal. fpie rechazó los recursos interpuestos por los recurren- 
tes, a mérito de no ser éstos partes en el juicio en que se dictó 
la sentencia motivo de dichos recursos, a lo que se agregaba una 
circunstancia de hecho que ponía de manifiesto que camiau de 
razón tu sus |ietícioncs. 



Kn la misma fecha y pot Ins fundamentos del dictamen del 
l'rocurador (>nera!. no se hizo tugar a la queja deducida por 
don Horacio Znlezui en los autos sucesorios de doña Gabina 
l-rajíueiro de Tarnasi, en razón de no tratarse de ninguno de los 
casos enumerados en el art 3* de la ley 4055. 



Con techa veintiocho. la Corte Suprema Ordenó se ocurrie- 
ra a donde corres(>oiida, en el recurso de habeos tarpus inter- 
puesto por Francisco íiavoso. en razón de np corresponder al 
Tribunal conocer nrigiitarinmciite en el mismo. 
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ACORDADA DH LA COR'TE Sl'PKKWA 

Ku l'.uonu* Aires a primero de l Jíckinl -re «le mil ti«»veeicn- 
tm treinta» reunidos en su Sala de Amenlos, él *.-ímr Presidente 
dü Ja forte Suprema de Justicia «le la Nación, doctur don José 
Fiícueroa Ak-rm y tos señora Ministros dmlores don Kobert.. 
Kcnetto. ch.ii Kieard.. %tdo I. avalle, tíoti Aim-nin Sarama y 
(ÍOit Julián V. fm* dijeron: 

Une la superintendencia c©iííeritía a la Corte Suprema |«»r 
! ;i U-y núinen. de 3G de Septiembre de 1<M«>. reglanien- 

tarttlo éj ejercicio de la .curación, tlífl UiRar a la creación de] 
fcé¿L«t*o cíe Procntt^áores y a la donación de ««¡o <U- lo* ¡ >íí- 
.-tales ítíayoreíf cVel Trilmnal comó Kncari;ado ttfil n&gpj sfn fm* 
cisión fte nuevo personal. 

(Jue defowlb al elevad" número rk procuradores inscripto*, 
el dcMiivolvimieuto .le m «va ,1íl m " ir - it<l ° COnsW«**- 

Mcinenic la* íumioues ilel expresado Oficial Mayor, a la ve/ 
ffabilitado del Tribunal. 

Que a mérito de las consideraciones precedente* y en u>" 
de las atribuciones que contiemi a la Corte Suprema los arts. 
99 iV la Constitución Nacional y 11 <le la Itf ¿te 16 de octubre 
di! ISí'i. aeordal.au: asignar a «rio de tos de < X'icial Mayor 

■ Ley de Presupuesto. Anexo K. inciso i", itciu 1'. partida 4') 
tí, denoUÚnaeYm de "Jdtis del Regí «tro .le I 'r. -curadores y 1 ta- 
1 ilitad.- del Tribunal", cu la dotación mensual «le mil doscientos 
PM)S moneda nacional <|ue se gestionara» de quien corres|>onda, 
c uomoKir para d.-smipuiar dkk-' ear^i al Uíieia! May.r en- 
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cardado aetu;ilim-nte de esas íuiicioiieN don Carlos V. Cnrtona; 
debiendo oportunamente j^arse al 1'iMkr Kjecutivo la corres- 
pondk-me nota a los fines consigiiieuto. 

Asi 1- dispusieron y mandamn, ordenando >v re^i>li'n>i* en 
ti libro eotmpondiente y se puhtica.se. 

J. Figi'kkoa Auorta. — Roberto 

Jí I". l'KTTf - K. GUÍDQ LaVAM.E. 

— Antonio Sacakxa. - - Jt uAx 
\\ Pkha. 

hUti'ti (ihitrtit- Ihieht. — (arfas M Cumfitfa 

i Secretarios ) 



Jhittn Antonia Arh'aio, don XUuuor Arévaio y ¡tañía Lucrecia 
Arth-afa tic lisf ohtir. ctititra fu I'nn'iita'tt (fe /tuenos Aires, 
sohre MComthucíoMfiítad del impuesto a tu herencia. 

5 ti mono: 1" |,as causan x«l»rr cohm de impucstns establecidos pin* 
leves provinciales, corres|>onden a W Trihunales de la I 'ro- 
vincia. Kl juez llamado a conocer de la demanda es necesa- 
riamente el de las excepciones que desee upohéf el deman- 
dado, y si alguna de estas consiste en ser la ley ipte se trata 
• de aplicar, repugnante a la Constitución o k-yis nacionales, 
el medir, de llevar el caso a la Corte Suprema es usar del 
recurso rp U - acuerda el articulo 14 de la ley número 4S, con- 
Ira la resolución pronunciada en último K rado. A menos (pie 
>e prefiera cumplir la lev haciendo el pago ítíijo protesta y 
demandar hu^n a la provincia jjor dev« tinción de lo gggg Se 
considere indeliidameuie jia-ado. 
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i ka Corle Suprema eri ijereicin dé la jurisdicción ori- 
ginaria <|tir le confiere el articulo 101 de la l oiistitución Xa- 
eional. rio está llamada, cuando ha mediado la pn irrigación 
previ-ta en el inciso 4" del articulo 12 de la ley 48. a cono- 
cer de las mismas cuestiones une han sido o son materia li- 
tigiosa entre las mismas páirttes en lo- Tribunales ordinarios 
o especiales de las provincias. 

3» |>v acuenlo con lo dispuesto por el articulo 7 V de la 
Constitución Nacional y de las leyes reglamentarias del mis- 
mo, números 44 y 5.KVÍ. lío solamente debe darse entera fe 
y crédito en una provincia a los efectos y procedimiento- 
de btm debidamente autenticados, sino también atribuírsele 
lo* mismos efectos (pie hubieran de producir en la provincia 
de donde emanasen porouc lo contrario mipirtarta admitir 
,|nc lo- Tribunales de otra provincia o los federales, tienen 
facultad de variar los acto* o procedimienm- judiciales 
sado» ante otro- Tribunales competentes. 

Caso: L" explican las piezas siguientes : 



OUTAMirS DEfe l'ROO R vnoH t-JE XKRAt- 

Biknos Aires. OctuHrt _M de VKM* 

Suprema Corte; 

n..fi;i Juana Antonia Arévalo. don Nicanor j. Arevalo y do- 
ña Lucraría Arevalo d<- Escobar demandan a la Provincia de Hue- 
llos Aires, sobre inconstitucional ¡dad >M impuesto a la trasmi- 
sión hereditaria ríe bienes e intereses punitorios, por adolece* de 
CSC vicio la ley provincial de Abril 1J de 

1'alleeido úm V * Arevalo en esta Capital. >u juicio 

Hkesorií) fue pnn.K-ulizado en la Provincia fie Hítenos Aires i*ur 
existii bienes en la misma, presentando entonces la dirección (¡e- 
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neral de Escuela* la liquidación correspondiente a los stil>rinu^ 
del extinto en ta forma que expresa el testimonio acompañad©, 
que fué resistida e impugnada, [Migándosela 'con expresa reser- 
va de repetición ", como consta en el testimonio adjunto, y con 
intereses punitnrios. 

Invocan lo resuelto \xir esta Corte Suprema en el caso que 
se registra en el tomo 149, página 417 y siguientes <le su colec- 
ción de fallos en apoyo de la inconstitucional i dad de la lev «le la 
provincia de fecha Abril 12 de 1923, amerándose, en suicidio, 
en los artículos 797 y concordantes del Código Civil, sirviendo 
análogas consideraciones como fundamento a la diYoIucióu de liar- 
te, de los intereses ptinitorios alionados. 

Gm testa la demanda el doctor Roherto l'arry a fs. 20, jkh 
la I*mvincia demandarla, sosteniendo que los «clores no pueden 
rteurrir a V. K, planteando nuevamente el litigio y c^Ofie como 
defensa la excepción respectiva, por halarse aquéllos sometido 
a la decisión ríe los Tribunales lócale*, haciendu, además, presen- 
tí que para la procidencia de la demanda de devolución de im- 
puestos so requiere el previo pago, tajo protesta, según lo decla- 
rado \vtr Y. Iv en repetidos fallos. 

Kt juicio de protocolización es indcjK- lidien le de la sucesión, 
y según resulta de autos y asi Ita quedado establecido en la esta- 
ción oportuna ríe la pruelia. U p> actores han debido acurlir al Juez 
de la protocolización )ior existir bienes |>ertenecienies a la suce- 
sión en jurisdicción de la Provincia demandada . 

I*a ley asi lo dispone y e* en ejercicio de ese derecho (pie se 
lia srguido tal pritculimicuto, con el delilicrado propósito de que 
abone alli el ¡nqmcsio que rige en la ¡sirte ipie le corres) wmde (pie. 
CCMipO lo dice la ley, debe liquidarse de acuerdo con !o en ella es- 
tipulado, es decir, de acuerdo con la hijuela que a cada uno le 
corres) H nide . 

La liquidación presentarla por la lHrección General de Ks- 
cuelas ha sido equivocada al fijar un porcentaje mayor que el 
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míe eom-si-ondia M\iW$p en cuenta é 0tí#O de eaífe hijuela de 
los Umiiciailu*. y t}et>« orrre K ¡rM' llevándola a >ns justo* te>- 
mmo«. 

ÍW lo expuesto, y jurisprudencia citada por kw actores en 
el escrito de demanda, corresponde httÉSí tutfir a la acción dedu- 
cida, declarando míe el art. M. inciso 7> de la ley de la Provincia 
de Buenos \iris, di* 1-' de Al-rit «Ir SOÜ* la trasmisión 

gratuita di- Uieucs. tal como ha sirli» aplicada en el caso di* autos, 
vulnera el principio di* igualdad rii id impuesto consagrado por el 
articulo 1'' de ta Constitución, 

Horacio H, harr&a. 



FALLO Mi LA O.IKTK St l'RKMA 

BitCWa Aires. Diciembre T cl>- lV-W. 

Y Vímm*: 

Esta causa seguida -tur doña Juana Antonia, don Nicanor J. 
Arévalo > dona Lucrecia Arévalo fie Ksculiar contra la Provincia 
di- Buenos Aires sobre incon*ti<ucioiialidad del impuesto a la lie- 
nncia de la cual roulta ; 

Oue a r"s. f* comparecen la* nombradas demandando a la 
Provincia de Buenos Aires t»ara que se la condene a devolverle* 
la suma de dos mil doscientos veintisiete i>esos o ni cincuenta y 
m ts centavos moneda nacional para cada uno de los tres ni con- 
¿epd de jni]'iiiMu pagado con exceso y la de $**5*>. < J5 cts. m n. f 
también i>ara cada üup de los actores en concepto de exceso ato- 
nado por U »s interese* piuritorios, lo* intereses de ¡unías cantida- 
des V las CpStas' en caso de n|Hisk".ón, 

Une fallecido don Nicanor Y. Arévalo M tramito en esla 
Capital su |uieio ah-inli-stoto. K" las actuaciones de protocoliza- 
ción presentadas ante la justicia de la Provincia de Buenos Aires, 
la Dirección General de Escuelas practicó la liquidación del im- 
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puesto Mice-orio l'ii la forma que expresa el tt*>>t iiiu »n u » aomiju 
fiado, fijamlt» la lasa del U para la hermana del caucante y 
la del 14 r /f para lo> sobrinos. 

Ouc resistida e i n muflía da tal liquidación y puesto que se 
verían en trance fie mt ejecutados tuvieron que ikik-'U" con fecha 
l" ele julio fie 1**25 la -.nina di- seis mil doscientos! treinta y siile 
|iesns moneda nacional cada uno cim expresa reserva de reiie- 
licióit. Con posterioridad paj-ó también cada uno la simia de dos 
mil seiscientos i»ehcnta y cuatro pesos con noventa y cinco cen- 
tavos inmieda nací una 1 en concepto de intereses punitorios. 

íjue la ley ile papel sellado de la Provincia demandada de 
ti de \hrii fie V)2Í cuya aplicación determinó la liquidación fiel 
im|Hic*to e intereses aludidos es inconstitucional porque violenta 
precepto-» claros de la Constitución Nacional contenidos en sus 
artículos lo y M. tumo ha sido resuelto |*ir la Corte en los caso* 
que enuncia y análogas consideraciones le sirven para fundar la 
demanda en l»> relativo a la devolución de intereses. 

ijiit corrido traslado de la demanda fué evacuado a ís. 20 
]Mir el doctor Koherto Parry en representación de la Provincia 
ili Bueno* Aires, pidiendo se fallara fiportunamente la causa de- 
clarando la iiieoiii]ietencia del I ribunal para conocer en c! juicio 
y en mi defecto rechazando ta demanda» con costas. 

Oue promovido por los actores juicio de protocolización de 
la declaratoria fie herederos dictada en la sucesión fk Nicanor Y. 
Arévalo, fia I hrección de Kseuelas de la Provincia practicó la 
re>| lectiva liquidación del impuesto a la herencia, l^os actores 
impugnaron esa liquidación sosteniendo la inconslilucionahdad 
di la ley provincial del año V)2<1 en cuanto a la aplicación fie la 
escala a* i como respecto a los intereses. 

(Jue ventilada* ampliamente esta?, cuestiones se dictó sen- 
leucia a fs. o.? el 10 fie julio de 1925 rechazando las impugna- 
cion.es formuladas por los actores y condenándolos al pago de las 
coMa*. Recurrida |*ir los interesados la sentencia de I* Instan- 
cia promtnciaila |mr el Juez Civil de La Plata, fué confirmada 
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jK.r l;i Cámara Primera de esa ciudad a fs, 72 con fecha 20 de 
octubre de 1**25, scntctlda que t$jtM firme i*>r tto haber sido 
recurrida ante la Suprema Conc. 

Que m pMfflfo de tales hechos, sostiene i|tie los actores 
no pueden ocurrir ante esta Corte planteando nuevamente el 
litigio. No procede el fuero federal i*jr halarse sometido los 
.iteres a la decisión (pie dictaran los tribunales locales. Hay co- 
»a juzgada. por<|tte los actores no pueden reeditar la misma cues- 
tión ante otra jurisdicción. 

Que. además, la demanda no puede prosear porque los 
actores al efectuar los delitos hicieron constar en las boletas 
respectivas (pie abonaban con reserva de repetición, i>eru no hi* 
neroli lo mismo respecto de los i>agos verificados en concepto 
di- intereses punitormv Aquella inicia reserva de la cual no re- 
bulla la impugnación fie inconstitueiouatidad, es, dice, insufi- 
ciente fxtra la repetición invocando jurisprudencia dt- esta Corte 
sobre, el punto. 

Que abierta la causa a pruelra a fs. 29 vuelta, prodújose ta 
que expresa el certificado de fs. 97 alegando sobre el mérito de 
la misma solamente la parte actora a fs, 100. A fs. 111 llamóse 
autos para definitiva» 

V Considerando : 

Que como se infiere de la precedente relación ríe la cau^a 
lps actores se proponen obtener la declaración de inconiitucioua- 
lidad del inciso 7\ art. M de la ley de impuesto a la transmisión 
gratuita de bknes de la provincia de Buenos Aires correspon- 
diente al ano 1923 y consiguientemente la devolución de las su- 
mas <|iit resultarían jugadas de más si aquella declaración se 
obtuviera. A su vez. la cuestión proseguida póf los actores contra 
el representante del Consejo de Educación Provincial en ocasión 
de la liquidación del impuesto practicada por el último dentro del 
, xped tente de protocolización, consistía eu obtener que el importe 
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de ¡mutila dt'liiii ser reducido en la minina cantidad reclama* la cu 
este juicio [iorquc el inciso 7" del ar t. 37 de la lev provincial, 
tal como liahia sido aplicad-i. pugnáis con disposiciones expresas 
«Ir la Con-litucióu Nacional. 

Que, isla íiltima cuestión ha sido materia de un pronun- 
ciamiento expreso ¡Kir -«irte de las autoridades judiciales de la 
Provincia de luidlos Aires, las cuales en sus tíos instancias or- 
dinarias han arriliado a la conclusión de que no existía la in- 
constiturioualidad atribuida al inciso V del art 39. La prueba 
del hecho, no sólo emerge de las manifestaciones formulada* 
por los actores en el alegato de fs. 100, sino también del testi- 
monio ofrecido a fs. 79 que el Trihunal resuelve mandar agregar 
en este acto en calidad de para mejor proveer. 

Oue esta Corte ha declarado reiteradamente : a> -me el co- 
bro de los impuestos es de la exclusiva competencia de las au- 
toridades provinciales; bi que el Juex llamado a conocer en la 
demanda es necesariamente el de las excejic iones que desee opo- 
ner el demandado, y que si alguna de éstas consiste en ser la ley 
que se trata de aplicar repugnante a la Constitución o leyes na- 
cionales, el medio legal de traer el caso a esta Corte Suprema 
es u»ar del recurso que acuerda el art. 14 de la ley de jurisdic- 
ción y competencia contra la resolución pronunciada en último 
grado. A menos que se prefiera cumplir la ley haciendo el pago 
bajo la correspondiente protesta y demandar en segnida a la 
provincia pur devolución fie lo que se con>idere indebidamente 
pagado. (Fallos: Tomo 17, |>ágiua 171). 

QrrtB entre los dos medios ofrecidos por la ley y la juris- 
prudencia a los deudores de impuestos para alegar la mconstim- 
cion didad fie los mismos, uno sin desembolso anticipado y el otro 
previo pago, los herederos de Arévalo optaron por el primero 
dentro del juicio de protocol i /ación en el cual por disposición 
expresa del art. 85S del C. de l\ de la provincia de Buenos Aires 
y de la propia ley sobre transmisión gratuita de bienes delit* 
pagar se el impuesto. 
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fjtn-, de acuerdo con la doctrina del inciso +\ art. 12 de la 
1i -v ese procedin liento ¡licuado y resuelto con anterioridad 
a "la lecha de la presente, innxtrta el sometimiento de la cues- 
tión relativa a la inconstitucional ¡dad del art. 39, inciso V de la 
lev tic herencias a la jurisdicción de los tribunales de la pro- 
vincia de Buenos Aires con renunc a al fuero federal que te co- 
iresiKiudia cu caso tle con protesta por razón de la ma- 

teria y iHjr hallarse domiciliado fuera de la provincia. 

gut- esta Corte, en ejercicio de la jurisdicción originaria 
míe le confiere el art. 101 de la Constitución, no está llamada, 
atando ha mediad.» la prórroga prevista en el art, 12, inciso 
■ le la ley 4S 4 a conocer en las mismas cuestiones que han sido 
i» son materia litigiosa entre las mismas lurtes en los tribunales 
ordinarios u especiales de las provincias, a fin de íjuc las reso- 
luciones de éstos no sean ilusorias, pnes en tal supuesto ct so- 
metimiento voluntario a la jurisdicción local no sería definitivo 
y patria traerle nuevamente a lo federal en forma de acción, lo 
ijiH" no puede ser ya ni materia fie un recurso. (Fallos* Tomo 1 IS. 
pág. 30* y los allí citados). 

Qué de acuerdo con lo dispuesto por el art. 7" de la Cons- 
titución Nacional v de las leyes reg lamentarías del mismo, nú- 
tueros 44 y 51.13, "no solamente debe darse entera íe y crédito 
en una provincia a los actos y proced amentos judiciales de otra 
debidamente autenticados, sino también atribuírseles los mismos 
. tutu, tme hubieran de producir en la provincia de donde ema- 
nan, (Fallos: Tomo \7, pág, 2*6), porque Ib contrario impor- 
taria admitir que los tribunales de otra provincia o los fedéralo 
jienen facultad de variar los actos o procedimiento* judiciales 
Irisados ante otros tribunales compelentes. (Fallos: Tomo 136. 
página .159 ), 

Que si bien esta Corte ha declarado |wr rabones obvias míe 
las diligencias o actuaciones relativas a la protocolización mi 
equivalen por si solas a la deducción de una demanda o a su con- 
t.stación. no puede decirse lo mismo del incidente producid.» den- 
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irn de ese procedimiento con motivo de observaciones f oriiiul.-i- 
t |:i> por los herederos a l;i liquidación del impuesto siicesnrio y 
a m consiguiente sometmiienio de las divergencias a la decisión 
judicial. Ya no cabe decir (pie se trata de un procedimiento en 
.■1 cual falle la libre elección, porque, como antes se dijo, el deu- 
do* del impuesto puede elegir entre obtener la declaración judi- 
cial ile inconstilucionalidail sin desunliolso i*>r vía del recurso 
extraordinario o pagar enn proteja y repetir ante la Curie |*>r 
viji de la jurisdicción originaria ele' este Tribunal. 

Hn mérito de estas consideraciones. ui<k> el señor Procurador 
General y de acuerdo con lo resuelto por esla Corte en el juicio 
seguido \n*r don José Kélix Soagc contra la misma provincia, 
se dedara: procedente la excepción de cosa juzgada opuesta por 
la dem añilada. 1-is costa en el orden causad", atenta la nal u ra- 
leza de la cuestión deliatida. 

Molifiqúese, repóngase et papel y oportui lamente arebívese. 

Roberto Uki»etto. — lí. Guido 
Layalle. — Antonio Sagakxa. 
Ji-i.ian V. Pera. 



.UmiiitJ di- Corrientes rnutni .Mmkfia UirnuwoK, por t'otitnt- 
tutu ti o. 

Sinuttrio; Habiéndose demostrado la falsedad de una manifesta- 
ción referente a cajones conteniendo tejidos de algodón a! 
pedir su trasl tordo, hecho denunciado en forma por escrito 
y bajo sobre cerrado, lo que explica la falta de cargo, agre- 
gándose a tal falsedad la forma irregular con que se preten- 
dió retirar la mercadería de la Aduana de destino, sin pre- 
sentar documentación y sólo manifestando ignorar su con- 
tando, sin pagar los derechos correspondientes, dejando sólo 
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en «aramia una Mima de Mim& |*ara responder a aquéUos, 
queda caracterizado el contrabando inU-ntado. y procede, por 
lo tamo, el comiso. 

Cás&\ I-" explican las ótelas siguientes: 



JtKSOU VlON DEL AOM INJSTK AIXíK »K LA AIH'ANA 

Corrientes, R-hrcro 22 (te IM. 

Y Vistos: 

Las actuaciones producidas con motivo del parte pasaba 
por el inspector en comisión, de la Aduana de la Capital, don 
Jorge Juan Grillo, por tas supuestas infracciones aduaneras, de 
falsa manifestación, sustracción clandestina de mercaderías, y 
eouiratiaudo. y estudiadas con la atención que merecen las di>- 
timas declaraciones que la forman y los documentos que los acre- 
ditan , agregados todos a este expediente, resulta: 

Hechos : Que el vapor nacional Dublin de la Compañía de 
Navegación Nicolás Mihanovfch (S. .V). llegado a este puerto, 
indujo con piíOceáaiciá de Buenos Aires (9) nueve cajones 
tejidos de algodón míe traslxirdó del vapor Arlanza que los con- 
dueia de Montevideo en tránsito a Corrientes, pero careciendo de 
buque que directamente los condujera a destino fueron trasbor- 
dada en Huenos Aires, con destino a este puerto y con interven- 
ción v documentos de la Aduana de la Capital, todo sin liat>cr 
dadu" lugar a ninguna observación por parte de las autoridades 
n->| lectivas. 

Hasta aquí. 1» operación realizada había llenado todos los 
mpiUitos míe exigían las ordenanzas de Aduana para esta clase 
de oraciones. i>ero imr conducto privado, la Aduana de la Ca- 
pital tuvo enlucimiento de que a pesar de venir rotulados como 
cajones de algodón, su contenido era seda y seda mezcla, lo que 
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lo* hacia estar ni contravención del articulo 93 de las ordenan- 
za* de Aduana. (>or cuya razón se comisionó al insj>eclor ya 
nombrad", para ijue comprobase el contenido de los mismos y 
en caso necesario, detuviera la mercadería (rara cuyo efecto S. K. 
él señor Ministro de Hacienda, lo proveyó de un oficio para el 
suscripto. 

KI dia 24 de septiembre, fecha de Timada del buque conduc- 
tor, fueron desengranados en este puerto los cajones menciona- 
dos, miniando desde esc momento en plazoleta, juntos con otras 
mercaderías y Ira jo la vigilancia de la Sub Prefectura. Hasta es- 
te momento no lia existido ocultación, como erróneamente lo -> fir- 
ma el empicado autor del («irte, pues toda la operación se realizó 
Irajo la vigilancia de la autoridad encargada en estas funciones, 
por puerto habilitado y en horas tamhién hábiles, |*ir lialierlo 
solicitado asi el agente del mencionado vapor Duhlín. 

E\ día 25 de septiembre, la mercadería desembarcada p*t- 
inaneciú en plazoleta, siempre Irajo la vigilancia del a Sub- Pre- 
fectura y en razón de ser feriado ; el día 26 la Sub Prefectura 
hizo entrega ríe los mencionados cajones al guarda -al macen rúan 
José Civetta. que 1<>s depositó en el galpón número 1 de esta 
Aduana. 

lín el ni i sino día 2ó, el agente Lafíout, encargad 1 o del des- 
pacho, solicita del suscripto, en virtud de que ilra a presentar el 
despacho con íüt cláusula de ignorar conté nido, de acuerdo con el 
art. IOS fie las ordenanzas de Aduana. (*or siumner errónea la 
leyenda anotada en los cajones de referencia y en razón de que 
tenía orden expresa de sus comitentes de apresurar el despa- 
cho de que se le permitiera tomar contenido de los mismos, acom- 
pañado de los Vistas y del Jefe del depósito, el suscripto accedió 
a lo solicitado jxir el agente, teniendo en cuenta que este acto 
no porfía irrogar j>er juicios al Fisco, como también (|ue h que la 
/cv no mega, no lo ntst'uja. Se inició la operación de tomar con- 
tenido en presencia de los Vistas Sánchez y 1 encelle y el Jefe 
del dcfwtsjfo, t'ivelta, hecho que Ta ley tampoco prohibe y, jwir el 



27* 



I" AI. I. OS DF. LA CORTF- ST'PREM A 



contrario, es una formalidad que ^rpntía^ más al I^ísgo, sí <."il>e- 
Ests hecho prueba otra afirmación errónea del i*ane del señor 
brillo, pues él afirma que el día fniui sin uotvdad. Al (lia 8Í? 
guíente se continuó la Operación hasta terminarla, al mismo tiem- 
po que el agente Latíont presentaba loa despacho*! acuerdo 
a 1a> facilidades que le confiere el art. IOS itfe las ordenanzas 
de Aduana. 

La ujíeracion que dejó descripta, se efectuó teniendo pre- 
sente y a la vista, la factura de origen, única forma en que los 
Vistas de esta Aduana pueden comproliar la clase <le mercade- 
rías, dado que no son técnicos ni pueden ordenar el análisis por 
cuanto estos artículos no están comprendidos en aquellos que 
i-ián sujetos a esta formalidad. 

Interin, ti afirole Lafíont. de acuerdo a preceptos legales, 
llenaba \m documento* aduaneros, ajustándose a la verificación 
realizada, el guarda -almacén permitió la entrada de un camión 
al depo>ilci que no tenía otra mercadería y en virtud de estar 
lloviendo, cargando en él (5) cinco cajones que ya estabátl vi- 
rificados. 

En estas circunstancias, se presenta al depósito el >eíior Gri- 
llo \ haciéndose reconocer, ordenó la detención de la mercadería 
que. no había salido del depósito y mucho menos de la jurisdic- 
ción aduanera, porque a pesar de que este señor afirma que el 
depósito se encuentra sohre una calle (esquema de un plano agrr- 
gade al primer cuerpo k no es así. porque está sohre la plazo- 
leta de la Aduana, cu jurisdicción nacional y distante de la calle 
Plácido Martínez, que circunda la zona aduanera, alrededor de 
cien metros de la puerta jtor donde penetró el camión. 

Las calles interiores de esta jurisdicción reconocen c» 

origen terrenos ganados al rio. donde jamás existió calles. 

Por lo expuesto queda evidentemente demostrado que el se- 
ñor Grillo estuvo tres dias sin comunicar al suscripto la autoriza- 
ción de que era portador, lo que, por lo menos, demuestra una 
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negligencia, pues si hubiese dado estríelo cumplimiento a >u mi- 
sión, hullera detenido los cajones en el momento fie descniljarcar 
y en completa infracción, 

A raí/, de los hechos que detallo, el mencionado inspector 
hi/.o retirar de casi del ajenie señor I~affoiit lc^s documentos i|ne, 
de acuerdo con 1111 derecho que le da la ley. estalla formalizán- 
dolos, truncando ;isi una operación en pleno desarrollo, pues si 
se arguye como causa de la actitud insólita de este señor que los 
tajones hahiau sido cardados dentro del depósito, es mía afirma- 
ción carente en absoluto de valor, porque el hecho de cargar, no 
significa la entrega, máxime cuando esta operación se realizó, 
no sólo dentro de la jurisdicción aduanera, sino dentro del de- 
l^sito mismo y es oh vio sn|*mer, si no se j tugan intenciones. lo 
que ta ley prohil¡o, que el guarda-almacén, en cumplimiento de 
su deber, y como es norma en esta Aduana, no hubiera permitido 
la salida sin tener en su poder el jiarcial de pfl£p correspondiente, 
me honro en manifestarlo, se hace en esta Administración. 

IV los hechos denunciados, honradamente se infiere sólo 
que la Administración, con el fin de acrecentar la renta como ya 
ta ha pmhado, concede bvlas las facilidades que. sin perjudicar 
la renta fiscal sean compatibles, porque tiene el concepto de que 
la Administración Púhlica no es una institución tiránica y que 
sus actos detjen ajustarse a la exacta percepción de la renta, sin 
perjudicar en lo más mínimo y dentro de lo )wtsible. al que apor- 
ta: el comercio y el púhlico. 

Hecho el suscinio detalle de |us hechos que han dado motivo 
a estas actuaciones, y 

Considerando : 

Que si "prima facie" aparece cometido delito aduanero, 
escrutando los hechos con la imparcialidad y justicia a que están 
obligarlos los funcionarios públicos, en cumplimiento de su de- 
ber, («ero que |x>r poco que se ahonde el análisis, resulta que es- 



280 



FALLOS DF. LA CORTE SUPREMA 



tal «a realizándose una f iperaeióu jKTÍeeiauientr h-j.nl y ;* notada 
ni inda* sus |>arUs a los principio* hásícu* e in v:iriíi1iU > del dere- 
cho aduanen», pues si bien es cierto que la mercadería a que se 
refiere este sumario, fué trasbordada ni la Aduana de hi Capital 
y tU-jL^ii a <ste puerto en violación He los precitos y formalidades 
que señala el art, 9A de las ordenanzas de Aduana, fue regula- 
rizada al solicitar el despacho, de acuerdo a las formalidades que 
concede el art. 10K d<* las citadas ordenanzas, y si ti" se terminó, 
en perjuicio de tos interesados y el Fi*eo, sólo fué debido a bt 
falta «le previsión y negligencia del ins|K-cior Grillo. 

MI hecho de c|iic al agente le haya sido aceptada una suma 
<|in vuluntarianu-iite quiso depositar |«ira proliar asi el interés 
y la necesidad que tenia de efectuar el rlespacho en el día. no 
implica una infracción, pues si la ley no la autoriza, tíimp km» la 
nieu*;i o la prohibe. 

Tui de argüirsé tamliién. ipie al presentarse el despacho en 
ta oficina de Registros con la cláusula ¡le ignorar contenido míe 
] «emute y señala el art, IOS ya citado, el encargado de esta sec- 
ción erróneamente, lo decretó: "despáchese previo pago de de- 
rechos", pasándolo a Vistas; este hecho, sólo puede tomarse co- 
mo un error, ya que la cañuela de empleados y el mucho movi- 
miento de esta oficina lo explica. Esta repartición está atendida 
por un solo empleado, pues por razones de servicio hacen que 
el otro oficial de registros tenga a su cargo la estadística, lo que 
hace íactihlc errores como el enunciado, ya que, además de los 
miuniierahlcs documentos que se tramitan diariamente, debe te- 
ner y tiene, al día, todos los libros de su oficina. F.ste error fué 
efe inmediato subsanado, pasando al guarda-almacén, de acuerdo 
con el arr. 109. el oficio que corre agregado a fs. 24 del «egund" 
cuerfMi de e>[i- expediente. 

Se arguye también, por Eos denunciantes, que en uno de los 
parciales agregación a este expediente y referente a ta operación, 
existe un principio de manifestación de tejidos de algodón, con 
la proporción determinada y él peso que se >eñala. jiero e-te 
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parcial nn fué presentado a |;i Aduana y istaha horrado, de ma- 
nera (|in- ruin extremando el rigorismo, carece de valor. por 1i» 
que iii ningún t-iMt puede i«miar>e ni siquiera como un indicHi 
de prueba, («ra una ftípoiétiba tentativa dé fraude y para refor- 
zar las condiciones a que arriUs eit este caso. <1cU> hacer constar 
que t-I documento aludido fué llenado jx>r un empleado del des- 
páchame il que al apercibirse del error ordenó rute fuera tacha- 
di- de inmediato, porque el contenido de los bultos era conocido 
ya |Mir todo el persona! de la Aduana, y et señor I-afíont lio 
es una persona tan negada para cometer un hecho tan burdo que. 
de realizarse, no huhiera tenido otra consecuencia que la de ín- 
e litar a los Vistas u otros empleados la oportunidad de |>asar un 
parte que los beneficiara en una forma tan brillante como no ha 
^cedido jamás en esta Aduana, pero no es concebible que se 
pretenda suponer que la pequeña suma depositada como garan- 
tía de una operación a realizarse, circunstancia que la ley no nie- 
ga;* fuera óbice a detenerlos para evitar la presentación, en cum- 
plimiento de su delrt-r. de un )*irte que a todas luces los hene- 
íiciaria. 

Resulta: Segím parte del denunciante que obra a fs. 1 de 
este expediente, es una operación clandestina, como erróneamente 
1" afirma, por ser el hecho falso y estar plenamente eomproltado 
en autos que la operación se efectuó por puerto habilitado, con 
intervención de autoridad competente, y anotada en el manifies- 
to de entrada que se registra a ís. 19 del segundo cuerpo, pjiy lo 
tanto, rotundamente afirma que no existe la clandestinidad que 
el denunciante temerariamente señala. 

Este -señor inspector, ine refiero al denunciante, afirma en 
su comunicación ya citada que la mercadería fué detenida por 
el en momentos en que el camión se ponia en marcha, afirma- 
ción que está desmentida |«>r las declaraciones todas que forman 
este sumario y reforzado este hecho por las palabras y categó- 
ricas conclusiones del técnico del Ministerio de Ohras Públicas 
que, al informar sobre estos hechos, escuetamente los niega, di- 



FAU-OS DE LA CURTK SITKKMA 



cieudu: "que el étftiSÓn entró :d t^óslW; retrocedió y ahí quedó", 
son mi> pJfáas palabras, lo que demuestra en furnia clara, pre- 
cisa y concluyeme. <pB Iíi mercadería mi ha sí*l< i detenida cuandj 
el camión se |mnía en marcha I ís. (>2 del segundo cuerpo), 

Kl señor Kupj. ni mi eomunieaeión de fs. 1(> del primer cuer- 
afirma. Usándose en la^ comunicaciones fifi empleado firilU». 
,{111: existe falsa mani testación y tentativa de sustracción de mer- 
caderías, dos hechos dótosos que felizmente, («ira el lmen nom- 
bre di- esta Administración, si- disij>an como e! humo a la má* 
leve brisa, pues del análisis detenido de las pie/as que componen 
este expediente, surge la corrección intachable de todo el proce- 
dimiento, lo que se demuestra cu la relación de hechos, que tengo 
señalados, (pie son el "summum" de la verdad que nace nítida del 
CStiltlio de lr»s documentos comprendidos desde fs. 1 a 64. 

/■Wj'ií uMiiift'Sftifit'm. Tara que este delito hubiera tenido lu- 
-ar, era indtspensahle que el documento presentado, para finiqui- 
tar la libración. se hubiera ajustado a los términos en que' está 
redactado el trashordo 7102 y de acuerdo cmi el rubro que re- 
gistran los cajones incriminado- de fraude, y si sólo nos atene- 
mos a estos hechos, la afirmación seria verídica. Indudablemente, 
en esta condición efectuaron la .T|x>racióti en la Aduana de la 
Capital, donde si tenían la prueba del dolo, debían detenerlo*, 
pero posteriormente al efectuar la rqxración en esta Aduana, fie 
hecho desapareció la infracción punible, ya que el despachante 
consignatario al notar la distinta clasificación que regístrala el 
tránsito y ta factura en stt poder, se acogió a las facultades le- 
gales que le acuerda el art. IOS de las ordenanzas, momento de- 
de el cual desapareció la infracción punible, quedando la mer- 
cadería dentro de los términos téjales que acuerda la ley 810. 

Contmfwitio. Tampoco existe este delito, ya que los hechos 
i-ctietamente señalados que se registran en este expediente, es- 
tán muy lejos de ajustarse a h>s preceptos claros, precisos e Ín- 
ter^ i versahtes que señala el art. IO.Vi de las ordenanzas -le Adua- 
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ita, y por t'Mi, afirma, >in temor a ttudas, que im existe eMe 
delito. 

■ 

Tentativa líe jittJttt'ih'í'tóti. Ks también una afirmación teme- 
raria «Itl señor Lupo, quien a (jesar de hacerle la justicia de reco- 
nocerlo un funcionario distinguido que hace honor a la Adminis- 
tración, engañado ]w>r tas comunicaciones erróneas y carentes de 
verdad de! inspector roniisú «nado, lo afirma. Pues, aun extre- 
mando tus hechos, no puede juzgarse intenciones de lo que no 
tuvo ni un principio fie ejecución, puesto que la mercadería, no 
sólo se encnntralia en la Aduana, sino dentro del depósito de la 
misma, de donde me afirmo en el informe técnico. 110 se intento 
siquiera moverlos. 



Ku el archivo de esta Aduana, se encuentra el expediente 
numen 1 124°-, letra B-H>ll. fonnado con motivo de una denun- 
cia sobre falsa manifestación. Se tratatva de una mercadería que 
conducía el ¥a|jor ingles Keatuirn. en tránsito a Corrientes, ma- 
nifestada en el documento respectivo como encerados, siendo su 
contenido arpillera, til despartíante, al hacer el manifiesto de 
entrada, declaró arpillera, y aj>crci1»i endose la Aduana de la di- 
ferencia que se notal»a en el documento de origen, procedió a su 
detención ordenando el sumario. Corridos los trámites legales, 
fue declarada de comido, resolución que fué apelada jtara anle 
el señor Ministro de Hacienda, en esa época el doctor [osé Ma- 
ría Rosa, quien ]M>r resolución número 1064. del U de junio de 
H?!!, la reformó. 1 denando la entrega de la mercadería previo 
pago de los derechos. DcIkj hacer notar que se trataba de mer- 
caderías de mayor valor Sa manifestada, siendo la que >e pidió 
a despacho de menor. 

Ku el «Ü.O a que *e refiere este expediente. lo> hechos acae- 
cen de muy distinta manera, el trasbordo manifestaba mercade- 
rías de menor valor y se solicitó a despacho i>or la que mavor 
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i'icuuui": ; lw qué >i ta Aduana *k la Capital tuvo Cfffloei- 
mietito de (¡ne la mercadería n que m refiere este cN|iedieiitc w 
nía en infracción, no la detuvo? 

. Por qué rl sviV'r t¡ril!o. que venia cu seguimiento de la 
mercadería (te referencia y Bégtl con anulación a la misma, no la 
detuvo? 

. Por qué él ^ñnr Clrillo. que era portador de «na comuni- 
cación al suscripto, no la entregó :i su llegada? 

; Se dudada, acaso, de la corrección de procederes de esta 
Administraron. i[tic me honro en asegurar, lia dado pelletas en 
él ciinijvliniit'iito de sn delier? 

Son intenoiianu^ que, a |ie*ar del Mipremo esfuerzo mental 
a que me he enjetado, no he alcanzado a comprender, ])cro tc- 
li/meulc. lo> hechos han demostrarlo la rectitud del urored ¡miento 
de hkIii il penuMial de esta repartición. 

Itn v irtud tlr ta relación di* los hevhos, los considerandos y el 
resultad" que 900 >u consecuencia, él admití i stradnr que. stiscrihe. 
de. acuerdo con las facultades que té conceden los arts. 1056 y 
1057 de la- ordenanzas, resuelve: 

1* Sobreseer definitivamente cu ote v\\k -diente, mandando 
e0m0 la mercadería detenida, de acuerdo al aforo y liquidación 
a t">. 39 y vui. y 40. previo pago de lo> derechos: 2* disponer H- 
hrenhiiie la entrega del camión detenido a mi propietario señor 
Anastasio Henitez. sin earyo alguno; p desglosar los doeumeiv 
ios aduaneros que se encuentran agregados, dejando constancia, 
a íitv de que corran su curso: 4' elevar previamente estas ac- 
tuaciones a la aprovación de V. fe. el señor Ministro de Ha- 
cienda, dé acuerdo a lo preceptuado por el art. 40 de la lev tf j&I ! 
?•> üotiftqufesé a (da intensados, cópiese en el libro respectivo. 
..| ..nunameiUc n]»óiiga>e el si-Hado y techo todo, archívese. 
. T Sot/tistktihii!. 



DE JUSTICIA DE l,A NACIÓN " 2*5 



DICTAMEN DEL PKOCl HAÜOR DEL TESDRU 

UbÉHOí Airts, Sciiticmbn- " ife 

Kxcmn. M-ñurr 

Hn mi opinión \\ K. delie revocar el fallo apeladu , 

Los hechos acontecidos están bien explicados en el expedien- 
te acompañado: hay una prueki amplia do ellos y fiara cualquiera 
Hile los estudie, aím con el espíritu más favorable como <lel>e te- 
nerse, inclinado a encontrar disculpas que determinen la abso- 
lución, no podrá Segarle que ellos ponen en evidencia maquina- 
ciones llevadas a los solos efectos de hacer una operación frau- 
.tulenta del i lirada en perjuicio de ta renta. 

Kl señor Adm ilustrador ha querido disculpar la operación 
por considerar que el comerciante o su despachante han llenado 
ante la Aduana los requisitos legales, que los ponen a cubierto de 
Ludí; infracción. 

A este respecto el señor Administrador ha partido de una 
kisc falsa, equivocada, al considerar el asunto como si se tratara 
de una simple inqHirtacióii directa en que el manifiesto del bu 
que expresa sólo la condición genérica de la mercadería sin di- 
tallar calidades, las que se reserva para el manifiesto de desecho. 

Xo se trata de una simple im|H>rtación, sino de una merca- 
dería que ha ido a Corrientes |x»r acto de transbordo y que i*»r 
lo tanto, en virtud de lo dispuesto en el art. 93 de las ordenan- 
zas ya llévala un permiso, una declaración aduanera, igual a la 
que del«' hacerse en el manifiesto de despacho, determinando la 
cantidad. es|jecie y calidad de las mercaderías transportadas por 
el trasliordo. 

Ksa declaración del ¡íermiso de trasl>ordo está sujeta a las 
mbittftS reglas de la inalterabilidad y del castigo de todas las de- 
claraciones aduaneras y el señor Administrador no lia podido ig 
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norar que no inulta en este caso, admitir y dar curso a una dc- 
eln ración de igtn»rar contenido y menos a la presei nación de des- 
pachos cambiando ti contenido de los bultos, alterando la mani- 
festación lucha t u el permiso de trastwrdo. 

Podría ser discutible, si en tiempo, antes de todo principio 
ríe verificación, el interesado pudo rectificar el manifiesto de tras- 
borda pero esto no lo ha hecho, y viéndose descubierto \*>r el 
viaje del inspector Grillo, del (pie seguramente fué informado, 
optó [*>r el procedimiento inadmisible de declarar ignorar conte- 
nido de un contenido que para ta Aduana ya había sido declara- 
do y procediendo acto continuo a cambiar la manif estación de la 
merenderia como m procediera de buena íc. inocentemente, de- 
clarando en el manifiesto de desdicho la verdadera calidad de 
la mercadería que pretendió introducir fraudulentamente. 

Si *e fuera a admitir ta teoría pretendida pir el despachante 
sobre la legitimidad del proced ¿mentó aduanero usado y que ha 
aceptado eí señor Administrador con una inconsciencia culpable. 
j«»r la falta de conocimiento de las disposiciones aduaneras que 
le corresponde aplicar, se eVhíiria JjOf tierra la disposición del 
art. $ de las ordenanzas y se facilitaría, contra la letra y $ 
espíritu de ellas, la ejecución de contrallando. 

E* muy distinta la situación de un Irarco que llega del ex- 
tranjero a un puerto argentino al que no se le puede obligar, 
salvo el caso de países limítrofes, a liacer una declaración de la 
calidad y detalle de ta mercadería transportada. 

I'ero. cuando ese ltareo llega a un puerto argentino y tras- 
linnU mercaderías a tjarcos nacionales de cal»tajc fiara «pie las 
lleven a ..1ro;, puertos del j>aís. la ley ya cambia y exige, con to- 
llas !a- formalidades la declaración inalterable aduanera de la 
clase de mercader ia a transportarse, y esa declaración <Mie ser 
exacta y real. porque *i es falsa está castigada por et art. 101 
qué determina las penas de los arts. 925 al 929 de las ordenanza*. 

Et >eñni- Administrador, precisamente por estar en la Adua- 
na de Corrientes, donde la casi totalidad de ta mercadería que 
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llega i*s dr trasbordo, no ha podido ignorar ia situación <listint:i 
de esta mercadería, ni lia pulido admitir tjm- la falsa declaración 
de traslxmlo pueda ser rectificada jior un man i fies tu de des- 
pacho. 

Si a esta faz lega) ilel asunto se agregan los hechos aconte- 
cidos, resulta de ellos la seria presunción de que esos comercian- 
tes habían preparaos dr antemano, esa ojieración, contando con 
la impunidad de la Aduana de Corrientes, y a no halier mediado 
la oportuna y eficaz intervención del inspector Grillo, la opera- 
ción fraudulenta se hahria realizado. 

Si esa presunción no fuera exacta, hay que reconocer cotí 
tristeza. I-xomo. señor, que el Administrador de esa Aduana tío 
lime la competencia necesaria para dttempeftar ese puesto. 

Pienso, ]H»r lo expuesto, que corresponde revocar el f;il!o 
apelado, condenando al comiso esa mercadería, reconociendo co- 
mo denunciante al inspector Grillo y tomando las medidas dis- 
ciplinarias que V. K. entienda (pie correspondan. — Vicente Fi- 
del 'López. 



KKSUU I ION mt. MINlSTkO IJK t| ACIKNDA 

1 

Buenos Aires, Septiembre 24 de 192W. 

\ i>ta la apelación diducida por el señor Jorge Juan Grillo, 
empleado de la Aduana de la C apital, del fallo .de la Aduana 
de Corrientes, que sobresee en las actuaciones producidas a raíz 
de su denuncia de ficha JO de septiembre de 1927. corriente a 
í*. J del expediente \' M Hft¿2-S-W27 adjunto; atento lo ac- 
tuado, y 

Considerando: 

tjne el apelante denmició a la Aduana de la Capital que los 
'1 cajones marca Y. A. nevados |»or el vapor Duhliti. de trasljordo 
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del Arlanza, contenían tejidos dé «éljft y fto 4e algodón, coroo 
fueron declarado-» en e! penm*o de ^rasfiotdo X" 7192. 

Qüe un habiendo üicjo advertido el hecho en este pt?e*6>, 
antes tic la «dkla del burpie. m- o «misionó al denunciante para 
cnn«tatar!o en el |>wHo de destino f Corrientes). 

ijue ti referido empleado tomó intervención en la Aduana 
,1.1 ciiado punto, en momentos en que cinco de dichos bultos 
habían sido carditis en el depósito fisVal. en un camión mu- 
estafó listo para salir, mi obstante ([tic aun no se había íortmi- 
hdo la declaración de ta mercadería. 

gil* las actuaciones levantadas |«nr el MAnaríantc "ad hoe" 
nílé se (íesí^nó con este motivo, demuestran (pie «• ha ci «metido 
una serie de irregularidades en. el proceso seguido para el despa- 
cho de estos tmltOS. 

One emre estas vt regular idad es se destacan las siguientes; 
a) míe el misino día de entrada la mercaderia al depósito (2o 
dé septiembre de 1927 ) se permitió al despachante la tuina del 
contenido de los bultos, sin qué aun hubiera presentado el roa* 
niíiestu de despacho, Jo mu- hizo recién al día siguiente : hi «pie 
a pe*ar de haber efectuado e>a verificación, (pie acusalta. según 
las primeras munin stacioiies del despachante (fs. 17 \, una per- 
fecta concordancia de la mercadería con la factura, el manifiesto 
de despacho, presentado al día siguiente, lo fué con la cláusula 
de ignorar contenido; c) qíté se ofreció y aceptó un depósito de 
dos mil doscientos pesos, "a cuenta de K» derechas". acto inexpli- 
cable, si -no había el pro|>ós¡to de lihrar la entrega de la merca- 
dería antes del cumplimiento de remiisitos y del ¡iago previ» « 
r¿úe prescriben las leyes; d) que k«s Vistas anticiparon la veri- 
ficación, efectuándola en el mismo acto que la toma del conte- 
nido pur el interesado, y no obstante, no hicieron anotación al- 
guna, ni salten precisar et veniadern resultado de la misma: e> 
i|iie la mercatleria 1 cinco de los cajones >. como se ha dicho. 
estal«a cardada y lista para salir. >in que Sé hubiera formulado 1» 
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«leda ración ni efectuado el |>agu y sin que lo* documentos estu- 
vieran tn jh tder tic ta Aduana : í i que el desechante había i ti i - 
eiadn la declaración eü el manifiesto estableciendo que se trataba 
de tejidos de algodón, de una calidad corriente, de bajo aforo, 
declaración que aparece I torrada en jiarte y que no alcanzó a for- 
malizar por haberte sido requerido el documento. 

Que Uidas estas circunstancias y las demás que surgen de 
autos (falsedad en la guia o parcial de trasbordo, acondiciona- 
miento doloso y fijación de falsos rótulos en las piezas de teji- 
dos \ inducen la presunción vehemente de que se lia tratado de 
delinquir, habiéndose preparado al fraude desde el primer mo- 
lí unto. \ completado y arreglado en destino, de modo tal, que 
permitiera retirar la mercadería, is decir, asegurar su éxito antes 
de hacer la maní f estación. 

Que por esta misma razón la intervención del denunciante 
aparece cuino ineficaz, puesto que en realidad no se había aún 
comprometido declaración ni retirado la mercadería. 

Que esto no obstante, constatada la verdadera calidad, no 
es necesario hacer valer las demás maniobras comprobadas para 
imder aplicar ¿a represión, puesto que la hacen factible, i*>r sí 
solos, los propios vicios de la declaración de origen. 

Que la falsedad en el permiso de trasbordo, advertida en la 
Aduana de la Capital, habría determinado la imposición del co- 
miso de acuerdo con los arts. 964 de las ordenanzas y 66 de la 
ley 11.281: y es inexacto que esa infracción haya desaparecido 
de hecho o que ho haya lugar a pena, por la operación efectua- 
da en destino. 

Que según prescribe el art. 466 de las ordenanzas, las de- 
claraciones de las mercaderías tonudas cu tránsito en otra aduana 
de)n'it ser conformes a las guías expedidas ]*>r la aduana remi- 
tente : y en las diferencias que resulten de la verificación (art. 
467), se procederá : en los excesos, como en los resultantes en 
artículos venidos directamente del extranjero; y en caso de falta 
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de bétm mercadería se dará aviso a la aduana mnitente para 
^ic haga efectiva la lianza establecida i»or el rt. h72 en la jarte 
que corresponde |ior la falta. 

thw esta di*|>oMeión. al hablar de faltas y excesos, no se 
reíicri solamente al número de bulto* o diferencias de cantidad, 
puesto que expresamente alude a "las que resulten de la verifi- 
cación en t i número de bultos o ni el t otih nido. en cnanto a la 
cspct ti'. ntliíttiti o cantuittd". 

i hie la infracción de estas di s iliciones puede ser y se 
considera atenuada, cuando en el punto de destino el agente del 
buque o el consignatario de las mercaderías denuncian el error 
ante» que la Aduana lo haya apercibido; itero, en el presente 
casi., no sólo no concurre circunstancia atenuante alguna, sino 
qije median tos agrávame* que resultan de los hechos puntua- 
lizados. 

Oue en cuanto a la actuación del iwrsmiat de la Aduana de 
l 'órnente*, qur aparece con intervención o autorizando algu- 
nas de las referidas irregularidades, conviene tratarla por se¡w- 
ra$ti y por intermedio de la respectiva oficina, a fin de indepen- 
dizarla de la cuestión contencioso y a cuyo efecto delie for- 
marse causa >qtarada con copia de las piezas pertinentes de estas 
actuaciones. 

Por lo expuesto, y ele conformidad con lo dictaminado por 
el señor Procurador del Tesoro, el Ministro de Hacienda re- 
Mielve: revócase el fallo altado, declarando en comiso las tncr- 
cadenas en cwstióiL Pase a la Inspección General de Rentas 
para que a Id brevedad posible distinga la extracción de las 
copias ile que se ha hecho mención y proponga las medidas dis- 
ciplinarias que a su juicio corres^ >ndan ; y fecho, remito lo ac- 
tuado a la Aduana de Corrientes a sus efectos. — I'. \t. MoVma. 
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SENTENCIA DEL JUEZ FEDERAL 

Corrú-iitcs, Mayn <i de i l >2fi. 

Vistos: 

lisios autos caratulados "Sumario seguido contra la firma 
Yedidia y Ailierto Ahulafta |wr introducción clandestina de mer- 
caderías, denuncia del empleado de ta Aduana de la Capital se- 
ñor Juan J. Grillo", venido en ablación ante este Juzgado en 
virtud del recurso interpuesto por la razón social A bu la fia Hnos. 
y de los que resulta : 

l- ijwv el día 14 de septiembre de 1927 se coitcvde el i*r- 
miso de trasliordo de 9 cajones marca Y. A, X* i 425 |33, peso 
bruto 1711 kilos, venidos de Europa en el vapor Arianza en 
tránsito a Corrientes; declarándose en el trasbordo N* 7192 pa- 
ra dicho destino contó tejido de algodón, operación que se rea- 
liza el 17 del mismo en el vapor Dublin. 

- Q«e el día 20 de ese mes, el inspector Grillo denuncia 
*iue le consta que los nueve cajones contienen tejidos de seda 
en vez de algodón como se manifestara en el trasbordo. Como 
para esa fecha el vajxir Dublin estaba ya en viaje para Corrien- 
tes, no pudo constatarse en Ltucnos Aires la comisión del de- 
lito. En tal virtud, el señor Ministro de Hacienda dispuso la ve- 
nida del itisfx-etor Grillo al destino de la mercadería para quú 
constatase la infracción denunciada. El día 24 de septiembre, el 
señor Grillo llegó a Corrientes v jwrmaneció a la expectativa 
rcs|»ecio al destino que tuvieran los cajones. El dia 27 penetró 
en los galpones de la Aduana y constató que se encontraban car- 
gados en un camión tapados con lona y alados con soga cinco 
de los nueve cajones de referencia. Que el inspector Grillo se 
hizo conocer al guarda almacén de! deposito señor Juan Civetta, 
interrogándole respecto del parcial que debia halwr dejado el 
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viste, éty&ñto k ¡mtm < lc * ««^^ asi m- 

Uiéu si se hahia Kfec«a la liquidación y pago de la misma, a lo 
que rtewiuító t'ivt-tta que no tenía dicho documento y que se 
hahia permifck. la entrada del camión en virtud de una orden 
«leí sefu-r administrador: pero que no se ordenaría la salida. 
luMa tamo se cumpliera con la presentación del parcial de pago. 

.V- Que el día 26 del mismo mes se comenzó la oración de 
mnia de contenido, hallándose presente en el acto el despachante 
«rñor LaífQtit v los Vistas señores I^ancelle y Sánchez; dicha 
operación se dió comienzo sin la documentación respectiva» res- 
pondiendo a órdenes del señor Administrador para ganar tiem- 
p<. I] día 17 quedó finiquitada la toma de contenido. Se agre- 
da que no se otoñaron recias por la mercadería cargada ni 
v\ camión, pues no se iba a entregar definitivamente mientras 
ño se presentaran los dmumentos con la constancia de haberse 
satisfecho el w de los derechos. Ouc se verificó por tos \ istu* 
la mcreadeha. se lomó ¡*áQ y coinprnttó qiu- era seda y seda 
mezcla. 

4' Que llamado et Administrador por el señor brillo y prc- 
.mntado'a aquél respeto p ta documentación, manifestó el Ad- 
ministrador que día estaba en poá* .let desechante señor hu- 
genio tiffOnt, pues se hal.ia presentado ignorando |»ara lo cual 
depositó dos mil doscientos pesos en garantía y a cuenta de los 
derechos. 

5 ' Ont . acto seguido, en compañía del emplea^ señor AUn- 
i,*, el >eñor Administrador fué a casa del despachante Uffont. 
Intimidad en que el despachante le entregó al Administrada 
la «W.imentaeión. entre los que íiguratw una copia fie directo 
vn envo dorso existe una manifestación iiKondusa y horrada 
en p-tm El empleado señor AUmis manifiesta a fs. 47 [75 que 
de allí se trasladaron al depósito conjuntamente con el señor Ad 
ministrador v el señor Ufíont, donde se encontrad ya el señor 
GBllOi n quién le entregó los documentos, y donde et señor l-af- 
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íont mamíeMÓ >it desagrado por la detención del camión. >egún 
declaración del señor AUtitis. 

0* Que de ts. 87115 a *>l 1 1 í^, el señor Administrador de 
la Aduana de Corrientes, resuelve sobreseer definitivamente en 
el expediente; apelado ante el señor Ministro de Hacienda, este 
funcionario revoca la solución del Administrador, declarando 
un comiso la mercadería. Interpuesto contra este fallo el re- 
curso miHencioso-adm ilustrativo, es admitido ¡m tr el Juzgado Fe- 
deral, ordenándose se expresen agravios. l>e fs. 1 5f> a 177. corre 
agregado el memorial fiel afielante y del que se le corre traslado 
al señor Procurador Fiscal, ipie contesta ríe fs. 179 a 182 vía. 

Y Considerando: 

I" íjue el ¡Kirie de fecha 20 de septiembre. hecho |tor el 
inspector (¡Hilo, a j*sar de las imputaciones y aseveraciones que 
formulan los señores Ahutafia. tiene valor legal desde que el 
expediente fué foliado al confeccionarse en Corrientes el su- 
mario y no ajiaruce testado ni liorrado el X r 14 que le eorres- 
IHinde en la foliatura, conteniendo además el sello del Ministerio 
de Hacienda. Que el requisito del sello de la mesa de entradas, 
si fuera indispensable y si fm ra el | Kirie " i nr Litado en secreto 
en el despacho del señor Administrador de la Aduana de la Ca- 
pital señor Remigio Lupo", como lo afirma el apelante, no le 
luibiera costado trabajo al Administrador proveerse de tal sello 
¡wra |»ouerlo en la denuncia. <¿¡ie tam|HJco es exacto que no se 
haga referencia en el sumario instruido por el señor Pintos en 
ésta, al liarle de brillo, desde que a fs. 14:42, se le hace saf>er 
a los señores Ahulafia la denuncia de (irillo: a fs. 28 en la nota 
del señor Administrador de la Aduana de la Capital al señor Mi- 
nistro de Hacienda, con fecha 21 de octubre, se dice que con 
fecha 20 del mes podo, tírillo confirmó su denuncia con el parte 
en cuestión. One como lo expresa el señor Procurador Fiscal, 
rjue lo (jiie no se admite es el parte preventivo como principio de 
verificación, cuando hay rectificación del interesado antes de pro- 
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cederse a la uj>crat'HV]i material, que es lo que se diee justamente 
en lq? fallos citados ]xtr el aislante en los casos Casper í Jfnrlsp. 
Arg. t. 22, -»ág. 1 50 1 . "Que la man i í estación del interesado ante- 
rior al conocimiento de la Aduana excluye <1e sanciones" y el caso 
Zaccagnini también citado (Jurisp. Arg,. t. 24, pág. ó74j. "Antes 
de la verificación, dos empleados denuncian que tres liaúles 
contienen sida, la Aduana comisa, el Juez absuelve, parque éste 
manifestó al empicado de Resguardo que los baúles contenían 
snlí'". Resulta, pues, qne la denuncia sin salwr el contenido rec- 
liffrada o manifestada en su debida calidad |»or el interesad". 
;mtes de la verificación, quita valor al parte y is U> que se lla- 
ma liarte preventivo, 

2" Que en autos tío consta la rectificación anterior a ta ye* 
riíícación material y l*jr el contrario resulta que al abrirse 1 los 
bultos para la toma del contenido y verificación, el día 26 de 
-rptiembre. el señor I,affom manifiesta conformidad con la* 
mercaderías jur ser las mismas expresadas en las facturas, obran- 
te a fs, 32 W del 1" cuerpo, según propia declaración del se- 
ñor ]«iffont de fs. 17'45. luego pues el desalíame conocía la 
calidad de la mercader ia por la factura en su |ioder. donde decía 
-e-la y sin embarco no manifiesta una sola palabra a la Aduana 
hasta después de abierto uno de los cajones. 

31 Que no obstante el despachante manifestar conformidad 
con et contenido de seda en ta verificación realizada el 2f> y con- 
cluida el 27. este último día en los directos agregados a fs. 30. 
,í 51, 4132 y 5 33, se manifiesta ignorar contenido y en el agre- 
gado a fs. 2*1 la declaración de 9 cajones con 1.080 kilos tejidos 
algodón y lo demás borrado. Ksto pretende explicar el despa- 
chante en su declaración de fs, 29 ■ 57 vta.. diciendo «pie su me- 
canógrafo se equivocó en la redacción del directo, teniendo erró- 
neamente algodón, por lo que le dijo que teste y el empleado 
borró |)orque n<i salie lo que es testar. Que el hecho de decir ig- 
noro contenido, después de haber dicho estoy conforme con el 
contenido de seda y ngregar que la culpa ele la falsa maiiifesta- 
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cíón en el dineto se deU- a un nuvanógrafo. son argumentos 
míe no eximen de las res]tonsabilidadesque la lev reactiva de- 
termina a fas falcas mam testaciones, ya que la rectificación. ]»a- 
ra que no haya lugar a pena, «Vlie ser anterior n la verificación 
(Jiirisp. Arg. t. 21. pág. Üí t. 8, pág. 28a y toda ta juris- 
prudencia en general en tal sentido V 

4" One se ofreció y fué aceptado un dejiÓMto a cuenta de los 
derechos por la suma de dos mil doscientos [>csos. lucho míe no 
tiene fundamento ni explicación, si no había el propósito de ha- 
ccr la entrega de la mercadería antes de cumplir con los requi- 
sitos necesarios e imperativos en las ordenanzas de Aduana, para 
el retiro de la misma. Habiéndose cargado en un camión el día 
17 cinco de los nueve cajones. ta|>ados con lona y atados con 
soga, antes de cumplir con los trámites aduaneros. Oue el des- 
echante se contradice con el "'chauffeur" Kenitez en las ex- 
plicaciones que amitos dan sobre la traída del camión, por lo que 
el señor 1-afíont lo hace rectificar a ís. 45 73 vta.. lo que (ihsta 
para salicrse cuáles fueron los motivos por los cuales se carga- 
ron y atanin los bultos, sin halR-rse hecho, eitmo el propio señor 
Uiffont lo manifiesta en su declaración de ís. 17 ¡45. el detalle 
de la mercadería, ni el aforo ni la liquidación, procediendo en 
consecuencia completamente al revés. emf>ezando por cargar y 
tapar la mercadería antes de resolver los trámites previos inclu- 
sive el pago del impuesto. \o se explica que lo primero en hacer, 
baya sido la carga al camión, si no existiese un deliberado pro- 
Insito, ya que para la realización de las operaciones previas no 
hay un tiempo fijo, y por cualquier demora, hasta hubiera tenidn 
que quedar el automóvil todn esa noctv en el depósito, con evi- 
dente perjuicio para todos. 

5 ¥ Que, como Ir > sostienen el señor l*rocurador del Tesoro 
y Procurador Fiscal, en el presente no se trata de una simple 
íni|xirtación, sino de mercaderías venidas a Corrientes por acto 
de trasbordó y de acuerdo con el art. 93 de las ordenanza;! ya 
llevalw el permiso, la declaración aduanera, sobre la calidad, es- 
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I H."f ii' . etc.. igual a la que tirite bacer-e en el manitie**» de des- 
pavliu y t.il declaración sujeta a las mismas rugías y castigos de 
todas las declaraciones aduaneras (jurisp. Arg. t. 21. pág. ri2: 
t. 22. pág. 732). Afirma el allante en su expresión de agravios. 
■ jne cu el i«or de los casos pudo existir tentativa desistida, lo 
qiv iBQfnpobb es admisible, si se considera míe no hubo una rceti- 
íicaciún previa a la verificación por parte de los interesados del 
manifiesto de trasbordo, y |*>r el contrario, no solamente no se. 
rectificó en tiempo, sii > que después de la verificación se áijo 
ignorar contenido y luego se presentó un despacho con el con- 
tenido cambiad*»: de at|ui que el señor Procurador del Tesoro, 
sabiamente haya dicho: "con la teoría del señor Administrador de 
la Aduana fie Corrientes, se echaría |>or tierra el precepto del art. 
93 de las ordenanzas y se facilitaría contra el espíritu y letra 
de ella la ejecución del contrabando". 

líu el "^ub lite", se trata de mercaderías venidas del extran- 
jero en buque de ultramar a un puerto argentino y traslmrdada 
,)p mercadería a un tarea nacional de calxttage que conduce la mis- 
ma a otro puerto argentino. El apelante sostiene que ellos pu 
dieron no hacer la manifestación de contenido en Ituenos Aires 
de acuerdo con el art. IftH del decreto reglamentario de la ley 
11.281. que dispone que las mercaderías venidas en tránsito de- 
he hacerse su denominación en cuanto fuere posible, sin necesi- 
dad de especificar calidad, especie, etc., y que por lo tanto no 
debe aplicarse el art. 93 de las ordenanzas; pero resulta que en 
Buenos Aires los interesados manifiestan tejido de algodón (do- 
mmenfos de fs. 7 35. íV3f}' y más tarde ignoran contenido y 
después caminan de opinión diciendo algodón cuando en la venfi- 
catión manifestaron conformidad con el contenido de seda. Es. 
¡mes. de estricta aplicación el art. 93 de las ordenanzas, desde que 
la manifestación ya se había hecho cu Hítenos Aires, y como tal 
■*e pedia el trasbordo ]>ara Corrientes, como consta en documen- 
to de fs. 8(36, así como en el manifiesto de la carga del va- 
]K»r Dublín a ts. 37 3* , donde- dice: " Importación, trasbordo del 
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vapor Afianza. f l cajunes con tejido de algodón, i. 711 kilos. Ye- 
didia y AIIktUi Abufalia. Corrientes'; luego esta declaración 
aduanera es igual :i la que debe hacerse en el manifiesto de des- 
pacho y sólo istarian eximidos de |iena. si antes de 1;i verifica- 
ción ti i Zurrientes, se bulriera rectificado el manifiesto de tras- 
bordo, lo que mi se ba hecho (arts. 101. 918. 926 de las orde- 

íY' Une |*>r lo tanto, resulta evidente que el |jerniisn de 
trasljordo hecho en Buenos Aires fué falso y que aun tratándose 
de mercaderías tomadas en tránsito en otra aduana deben ser 
conformes a las guias expidas por la aduana remitente (art. 
•4o6 ele las ordenanzas ) , y en las diferencias que resulten de la 
verificación se procederá: en Jos excesos, con lo en los artfrulos 
venidos directamente del extranjero y en caso de falta de bulto 
o mercadería, dando aviso a la aduana remitente |»ra que haga 
efectiva ta fianza correspondiente por la falta íart. 4f\7 ordenan- 
zas), y como hien lo dice el señor Ministro de Hacienda, las 
faltas y excesos a que >e refieren las ordenanzas comprende 
también a la distinta calidad, especie, etc.. por lo que se hubiera 
podido quedar a salvo de las responsabilidades y penas con una 
ofMirtuna rectificación, la i|ue reiteradamente se lia dicho y cons- 
taiadu no la hicieron, resultando asi un cúmulo de hechos y cir- 
cunstancias coiupletainente en oposición a las reglas aduaneras, 
atentatorias de tos intereses fiscales y |ierfectamente expresados 
en ei art. ele las ordenanzas y 66 de la ley 11 .¿81 , Por ello 
y <le acuerdo con lo dictaminado por el señor Procurador Fiscal, 
no oblante lo alegado por el apelante, fallo : confirmando la re- 
solución del señor Ministro de Hacienda de la 'Xación |>or la que 
>e declara el comiso de ta uiercaderia. con costas. — J, I. /,foWv. 
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SENTENCIA DE LA CÁMARA KEDERAL 

Paraná. Julio 30 de 1930. 

Vistos y Considerando: 

( hie el liarte en cuya virtud un empleado denuncia un con- 
i rallando, fraude o coutravMKtón punible por las leyes de Adua- 
na, en un acto formal que. atento a lo dispuesto por el art. IO+O 
de las ordenanzas, res} lectivas, del*- contener una narración su- 
cinta y exacta M heetw que emistituyc el delito o htf rosetón . con 
designación de las personas, dta y lugar en que Sí cometió y cotí 
citación del articulo a «pie se ha (altado y del *pie establee pena 
n esa infracción; vale decir, es indispensable ta existencia previa 
de un acto consumado, actualmente eomprabado, («ra que la de- 
nuncia sea viable. 

Oue d pí»rte " denuncia de fs. 14. cualquiera sea la verda- 
dera fecha de »u origen o de su intercalación en lo» auto», en el 
supuesto más favorable al denunciante, habría sido fornmlado en 
c rcunstancias en (pie los nueve cajones de mercaderías, rrtntti- 
dos por J. Rodara de Parts { Francia) a Yedidia y Alberto Abu- 
lafiu, do Corrientes. so hallaban ya en viaje a este lugar tn el 
vapor "Dublin'" según así se desprende del segundo consideran- 
do del fallo dictado a ís. 114 142. f »or el Ministerio de Hacien- 
da, v lo reconoce el señor Procurador Fiscal a fs. 179 vta. Ue tal 
manirá, que su autnr lo presentó mu míe mediara ninguna in- 
fracción hasta entonces descubierta, como lo significa el htchn 
de Halwr sido comisionado el mismo por el señor Administrador 
de la Aduana de la Capital para que w trasladara a la ciudad fie 
Corriente*, a efecto de c«mpro1iar cu qué formo se despachaba. 
ante la Aduana de ese punto, una partida de nueve cajones lle- 
gados al puerto de Hnenos Aires, en el va|*ur "Arlauza" y en 
tránsito para el lugar indicado (nota de fs. 2K al Ministerio de 
Hacienda i. La impuesta <► sospechada infracción, iba pues en el 
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propio sentir de autoridad sü[ierior aduanera a \* inerme ele relieve, 
si existía, recién al ser despachada la mercadería en la Aduana de 
destino, lia jo la vigilancia del íns|>ector don Jorge Juan Grillo, 
fs. 12 -10, especia fcnente enviado a ese fin. Se trata, como se ve, 
de una denuncia anticipada, sujeta a ulterior comprobación como 
que se relaciona con un hecho en perspectiva. susceptible de, pro- 
f lucirse o no, y tle consiguiente, desprovista de valor legal, por no 
satisfacer, entre otras, la enunciada exigencia sustancial del art 
H>J0 citado, el cual, por rajones obvias, a estar a los términos 
expresos <le su texto, al espíritu de las ordenanzas y leyes fie 
Aduana, que no juzgan inunciones, a la interpretación de la ju- 
risprudencia y a las enseñanzas de la doctrina (Basakhta. "legis- 
lación Penal Aduanera", págs. tOo y siguiente*') . 

Qw los nueve cajones de mercadería (tejidos), trashonlados 
en Kuenos Aires, del vapor "Arlan**" al vapor "DuMm en 
tránsito a Corrientes, fueron desechados cotí intervención de la 
V luana de la Capital Federal. conforme a los documentos de fs. 
7 ,Í5 y 8 ¡.V*. expresándose en este último, ignorancia acerca <M 
peso y contenido de los susodicho* cajones, no olifante referirse, 
ambos, a tejidos de algodón. 

Que sin o Hitar con que la declaración originaria de tejidos de 
algodón, hecha en el puerto de cintarque acrece extraña a los 
consignatarios, iweslo que no se pretende que éstfis hayan inter- 
venido en ella, es lo cierto que el art, 188 del decreto degtamen- 
taria de la ley fie Aduana I! .¿81, estimando, sin duda, que "las 
mercaderías de ultramar que vengan en lutques tle la misma pro- 
cedencia, manifestadas en tránsito para puertos de la República \ 
se ponen en contacto con la Aduana argentina sólo en el lugar 
de su destino, autoriza el correspondiente trasbordo "en la forma 
ordenaría y sin más requisito que la especificación de marcas, en- 
vases y cantidades de bultos, con su denominación cm rmintn f tu - 
re posible". 

Que entornes, en uso de semejante facultad, la razón st^ial 
Ye. lidia y Allwrtn Ahulafía. consignataria de las mercaderías car- 
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-a<las }»or J, Mirlara Mi un $&$Oü de ultramar ni un buque tam- 
bién de ultramar y en transil" a í orrientes. puerto argentino, lia 
podido, en el i>erni¡su d« trasl>ordo UcltíWHt* . atenerse a las cons- 
tancia.» del conocimiento de origen en cuanto a la calidad d< aqué- 
llas, a falta de otra?, noticia* al receto, sin incurrir ni responsa- 
bilidad de ninguna cs|*cie. desde que el citado art. IKK del decretn 
reglamentario de la ley 11 .281 . no impone en la emergencia, ni la 
obligación fie declarar la calidad de los efectos a, trasladarse, ni 
siquiera, en forma perentoria, la esiieci f icación de las marcas, en- 
vases y cantidad dr bultos con su denominación, a que el mismo 
alude, toila vez que tales elenietitu* han de api>rtarse "en cuanto 
fuere posihle", Y seguramente, asi ha deliido entenderlo la Adua- 
na de Buenos Aires, al expedir el t>ermiso de trasbordo X* 7192. 
ile fs. 7 ¡ 35. sin detallar en él la cantidad ' y calidad de las merca- 
derías contenidas en cada Imito", que imperativamente puntualiza 
t i art. de las ordenanzas de Aduana, en el caso de que éste fue- 
re el aplicable al "suh lite", como lo resuelve el Inferior. De nm- 
dn que. no hahiendii infracción a prtvcptos legales en vigencia, y 
mediando. ]*<r el contrario, el ejercicio de un derecho reconocida 
inrr la reglamentación ad na tura, toda sanción punitiva, es impro- 
cedente. 

Oue llegada- las mercadería?, a la Aduana de C orrientes, e! 
¿h de Septiembre de N27 se comenzó la operación de toma de 
contenido, por orden del Administrador don Domingo A. de Sa- 
Kasmahal. en presencia del despachante don Eugenio laífont, del 
guardaalinacéu don Juan José Civetta y de los Vistas señores 
\do!ío a Sanche/ y Máximo A l-ancelle. *egún surge de las res- 
pectivas declaraciones de los nombrados, obrantes a fs. 34¡62. 
16 44. 22 50. 25 ¡33 y 26i54. lo cual aleja la sospecha de cualquier 
propósito de ocultación dolosa en los consignatarios Ycdidta y 
Alberto Abulafia, sal** que se admita la complicidad de casi lo- 
dos los empleados de la Aduana, lo <¿B* es creíble por inve- 
ro^imil 



DE J1\ST1CIA DE f.A N'AftÓtf 



(Jiie ti ctía 17 de Septiembre, antes de terminarse la opera- 
ción de la referencia y cuando solo se lialrta veri f todo el conte- 
nido d cuatro de los nueve cajones de que se trata, el despachante 
señor l^ifíimt, r e pitiend o la declaración que ya venía en el docu- 
mento de fs. 8 ',36. presentó el despacho X* 92. a fs. 29. ignoran- 
do contenido, en mérito de la prerrtigativa que concede el art. 10K 
de las ordenanzas de Aduana, en cuanto estatuye que si el consig- 
natario ignora o no quiere ex lamerse a error en la manifestación 
de la esjiecie. calidad y cantidad de los efettus que desea despa- 
char, la Aduana le permitirá que presente el manifiesto y copia 
de factura cotí la clausula de ignorar todas o algunas de esas con- 
diciones. 

Otie sí bien es cierto que en autos luxonsta la rectificación 
anterior a la verificación material a que se refiere el segundo con- 
siderando de la sentencia en recurso, no lo es menos que ella apa- 
recería superfina en presencia de la declaración que, en el sentido 
de ignorar i»eso y contenido, ¡fcusa el conocimiento de fs. K ,Vi, 
antecedente inmediato y concordante del directo de ís. 29. 

<¿ue la circunstancia de que el despachante señor Laffont 
supiese. |Hir la factura el contenido de los bultos, no olista al de- 
recho de anqiararse en la prerrogativa consagrada por el art. IOS 
de las ordenanzas, porque éste la otorga sin distingos en ningún 
caso. 

Que la declaración trunca puesta al dorso del documento de 
fs. 29, desde que no tiene firma que la suscrita. tarece. en abso- 
luto, de eficacia legal- Podrá, si se quiere, revelar el intento de 
una falsa manifestación, rio punible, por no haber alcanzado a 
traducirse en el hecho concreto, único que la ley reprime, sin con- 
templar intenciones. "Si la ley en esta materia castiga el hecho 
sin intención, no del* castigar la intención sin el hecho". 

Otie la- irregularidades que se imputan a la Aduana fie Co- 
rrientes, al consentir ciertas franquicias en el caso de autos, son 
de exclusivo resorte administrativo, que el pronunciamiento del 
Ministerio de Hacienda (fs. 115' 143 "in fine" y vta.) manda tra- 
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Har \*ít sqterado a fin de independizar usa cuestión de la eoiuen- 
Ctoaa y no modifican, |*or tanto, la situación jurídica de los propie- 
tario* de las mercaderías, quienes, en realidad, hasta el instante 
en que el señor Grillo intervino, no habían incurrido en efectiva 
acción u omisión fraudulenta, tanto \>or «o lialnr comprometido 
aún declaración concerniente a las mismas, cuanto por no halxrlas 
retirado del local de la Aduana. Detenido el camión cargado, en 
las circunstancias enunciadas a fs, 12|-40 y peritaje de ís. 02;90, 
tal vea se perdió la oportunidad de comprobar si el fraude supues- 
to era realizado o, por lo menos, tenía principio de ejecución . 

l'or ello y lo pertinente de los escritos de ís. 155 y fs. 19.1. 
se revoca la semencia apelada de fs, 183 y la resolución adminis- 
trativa jHjr ella continuada, desestimándose en consecuencia la de- 
nuncia que originó la formación de la presente causa, debiendo 
abonarse las costas de amias instancias en el orden causado, aten- 
te» la naturaleza de las cuestiones debatidas. 

Hágase saber y devuélvase, debiendo reponerse el sellatln an- 
te el Interior. — /■'. Duisdc l'ktir. — A> Roújt. — H. Putramni. 
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Buenos Aires, Diciembre l* de 1030. 

Y Vistos: 

Los de la causa ¡Hir contrabando seguidos contra Atarla fia 
Hermanos, ame la Aduana de Corrientes y venidos por recurso 
ordinario de a^ptafeidri interpuesto ;>or el Ministerio Fiscal y el 
denunciante contra el fallo de la t ámara Federal de Apelación de 
1 tirana, que absolvió de |iena a los encausados ; y 

Considerando : 

Lits licvho* de la causa pueden sintetizarse a>i : El va|>or 
transatlántico "Arlan/a" trans|»ortalia con destino a los acusados. 
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i*n Corrientes, tuui \ >a r tula consistente en mu: ve cajones de teji- 
dos de algodón ; en 7 de Septiembre de 1927, el importador N v 
732 pidió trasbordo de dicha mercadería al vapor nacional "Ro- 
ma", con la manifestación de ser "9 bultos, marca V. A„ numera- 
dos de 1425 a 1433, nueve cajones <on tejidos de algodón, con 
1711 (mil setecientos once kilogramos peso bruto), destino Co- 
rrientes", conformado el pedido por la Compañía Argentina <le 
Xavegaeión Nicolás Mtlianovkb Ltda., ta Aduana de la Capital 
concedió el trasbordo COA intervención del Resguardo, para el va- 
por "Uublin". de la misma Compañía y se realizó la operación 
(documento de fs. 15. JT 7192 > . Iü día 20 de Septiembre, el ins- 
pector aduanero don Juan José Grillo denunció at administrador 
don Remigio Lupo, según documento en forma de fs. 14. que la 
dicha manifestación de trasbordo es falsa porque el contenido de 
los cajones es seda pura y no algodón; comisionado el mismo tm- 
pleado denunciante |«tra trasladarse al punto de destino de la car- 
ga y "constatar la infracción", así se hace y. según las comunica- 
ciones fie fii 18 a 26. se comprobó que la mercadería fué cargada 
en un camión funicular, tapada y atada y estalla "lista para salir" 
sin manifestación en forma de su contenido, ni liquidación, ni 
pago de derechos fiscales. Instruido el consiguiente sumario i>or 
el impleado Pintos, que designó la siq>enondad. se puso en 
evidencia que los nueve cajones contenían 913 k. 390 grs. seda 
pora; 27 k. 200 grs. algodón con seda; 34 k. 470 grs, lana con 
seda; 5 k. o 10 grs. seda mez»1a ert lugar del algodón que ex- 
clusivamente dtnuncialKtn el "conocimiento" y el "transbordo" 
X* 7192: que antes de la manifestación de contenido |tor el 
interesado o despachante, se había realizado jxir empleados de 
la .Aduana, total o jíarcialmente. la revisión de los cajones y se 
había permitido su carga y acondicionamiento en un camión par- 
ticular "listo jara salir", sm presentación de documentos adua- 
neros, sin liquidación y sin ¡rago. co» sólo utt adelanto de S 
2.200 a cuenta del tm|xirte de los derechos fiscales: que la fac- 
tura de la mercadería en poder del despachante ya el 26 de sep- 
tiembre, expresaba seda cu el contenido de lus cajones con muy 



FA1X09 DE LA CORTE SUPREMA 



poco algodón ci«uplememario : y que en ei manifiesto de im- 
portación que tenía el despachante Uf íotit y en el que se expre- 
>aba 'ignorar contenido", al dorso existía un principio de mani- 
festación concreta de "tejido* de algodón" Von forme al "cono- 
cimiento" y al "translmrdo" — ís. 29. 34. 37. 44, 46 v., 30. 5.1. 
54. oY>. 75* 93 y °9. 

Que el Administrador de la Aduana de Corrientes, en reso- 
lución de fs. 115 absolvió de toda culpa y cargo a los señores 
Abufalia Unos,, introductores de la mercadería objeto del su- 
mario, porque la manifestación hecha |»r su d es pa chan te "ig- 
norando contenido"* está precinta en las ordenanzas de Adua- 
na, y las deficiencias en la manifestación, presentación de docu- 
mentos, revisión de la carga, recepción de cantidad a cuenta de 
derechos físcalts. |>ermiso de carga "listo para salir , no dañan 
la justa percepción de la renta fiscal y facilitan las optaciones 
del comercio. Conforn»e con los dictámenes contrarios a la mis- 
ma de la Dirección de Aduanas, fs. 121. y del Procurador del Te- 
soro, fs. 140, el Ministro de Hacienda revocó la resolución alu- 
dida y déclaró en comí*» la mercadería de Abufalia, i*>r tratarse 
de falsa manifestación en el transbordo X* 7192 y maniobras e 
infracciones en la Aduana de destino encaminadas a defraudar 
ta renta fiscal — fs, 142 — . Arlado este pronunciamiento ante 
el Juzgado Federal de Corrientes, fué confirmado por sentencia 
de 6 de mayo de 1929 - fs. 183 — . la cual, a su vez. fué revo- 
cada por fallo de 30 de junto de 19.» de la Cámara Federal de 
Ablación de Paraná - fs. 217 -; que es la que se encuentra 
recurrida ante esta Corte y sobre la cual solamente ti señor Pro- 
curador General se ha expedido, pidiendo su revocatoria. 

Que el liarte o denuncia del empleado aduanero Juan José 
(¡rillo de fs- 14. no está en contravención con el art 1040 de la* 
( írdenanzas de Aduana, ni con .rtro precepto legal o reglamenta- 
rio, ni con la jurisprudencia de esta Corte: está redactado por 
escrito, con enunciación detallada de la carga importada y ma- 
nifestada en el transbordo, con falsedad en cuanto a la especie 
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y se conforma, por dio, con lo preceptuado en el art. 1039 de 
la.s Ordenanza*» ile Aduana y con el decreto de 27 de diciembre 
de 1910, el cual no sólo menciona los jarles preventivos, sino 
'pie. tratándose "de otra clase de denuncia — como ]<. es, en el 
"suh-litc". de una infracción ya realizada, Ta falsa manifestación 
de transbordo — , dice que debe ser hecho "por escrito directa- 
mente al Administrador l»ajo sobre cerrado liara que éste ordene 
inmediatamente, si fuese necesario, medidas, que eviten la de- 
fraudación denunciada", Por ello se explica, en el faite aludido, 
la ausencia de cargo de Secretaría y del sello indicador de día 
y hora de su presentación, que los interesados arguyen para sos- 
pechar anlidatacíón (f*. I59|60). Por lo demás, esta Corte ha 
declarado, en fallo reciente, en la catisa contra Amiel Crawley 
por contratando, de fecha 12 de noviembre del año en curso, pu- 
blicado en la "Gaceta del Foro" de 26 del mismo mes t que son 
Upales y previsoras las denuncias preventivas. 

Que resulta evidente la comisión, ]*>r parte de los introduc- 
toria, de una infracción clara a la ley aduanera, al solicitar, en 
el documento de fs. 15, el transbordo del va]»r Arlanza al va- 
por Roma de nueve cajones de mercaderías manifestadas como 
tejidos de algodón, cuando en realidad se trataba de tejidos de 
seda con muy pequeña cantidad adicional de mezcla de seda y al- 
godón, seda y lana, etc. (fs. 60, 66 vta. y 68). Ninguna explica- 
ción razonable han dado, ni los dueños Abulafia. ni el despachan- 
te Laffont, de esa falsedad cometida cuando la mercadería es- 
taba va en contacto con la Aduana Argentina. El art. 93 de las 
Ordenanzas, que son ley de la 'Nación, establece que: "Kl per- 
miso (de transbordo) deberá ixpresar La marca, número y en- 
vase de los buhos, y detallar la cantidad, es|**cte y calidad de 
las mercaderías contengas en cada bulto ", y ello está ratificado 
en el art. -166 y cu las sanciones del art. 467 de las mismas 
Ordenanzas, es decir, la maní íest ación y el permiso de trans- 
lwirdo o retorno, deben hacerse en las mismas condiciones del 
pedido y permiso de despacho directo a plaza. Pero, los dueños 
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y decébante «k* la mercadería y la Cámara "a <pi< " t-nlit*n,Uii 
míe. conínrnie al art. 1KS riel deeret» reglamentario de la ky 
II JKI. bastaba la expresión "lie marca, número y envase de los 
buhos" en el \k i < Milu tlr transbordo [mr l*i (|«e. SÍCTiáp ni e^é par- 
ticular confonne el tliK-utiu-ntii \" 7V*2 - difi & 1? con fe 
realidad, no bmV> infracción punible. 

Qiu-, enutiirnif al an. Sí., inciso de la Constitución Ka 
cional. el Presidente • U- la Nación 'vÉxjittlc tas iutriuvioite- y 
reglamentos üué sean necesario* para la ejecución de las leve* 
de la Nación, cuidando de ¡ib alterar mi espíritu con excepcio- 
nes reglamentarias", y ti art. 17 «lrl*Ohl¡K" ( "*Í1 *I ,K " S* 
leyes no pueden sel* dentada* sino por ".tras leyes: y como la ley 
11.281 rió bn dentado ni modiíieado los art-. 93, y M>7 de 
(as í irrkiuiii/:i>. m reglamentación ejecutiva no jMlÉ alterar 
ni el t-pir>UL ni mefitis la letra categórica de estos preceptos n,«e, 
adema* ele "marca, número > envasi- de los 1niU..-"\ é$$eri ma- 
nifestación y espre-im ttp "cantidad, «ftggcuj! y cal -dad" de la- 
mercadería- en IransííOttíO. EJa conciliación posible y eijuiiativa 
eritíi lo* aludidos |n-u- ( pm> legales y %Ja^á«tóÍí*s está en tjtífc 
(1 art. isa «u-1 decreto se refiera y ;ii>líqiu* a la individualización 
tic los imftos, es decir, que i«»ra cada uno de ellos *c especi- 
ficara la marea, it número y el envase, y que la* enunciaciones 
de cantidad, especie \ calidad del Ct .nlenido se refieran al motító 
global de la carga o partida y no a eada bullo particular. HptH'i 
dice el art. 93 de las t >nleuan/a- : pes el rtgüt con ípc los axis. 
<u\ y í»4 de lil Ley de Aduana ÚMí te» exlen-ho el Hmfc® 
a toda la pan i la por excesos u omisiones comprobada* en parte 
Milantente de ella, lasta para el COIittá*. la prevención y la re- 
presión. Por otra, parle, -i hay objetos nue tu» pindén ser :nlrt>- 
dueido. ari. 50 de la le> 11.2S1 -■ n*» se eiiini«U'ndc la e««i- 
cesióti dr ber^iisos de n-eniKaripu- 'i transborda >in íj«é s« ba^a 
mención <le ta e-pn-ie, por 1«' meno^. dél oontenidu de bul 
los. Y. p->r íin. el introductor, al pedir trauslMtrdn en rl di»cu- 
mento de t% ít ño rovíicó la liln-ralidad del ari. ISS drl ««reto 
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reglamentario, le * que hubiera determinado pronunciamiento di* 
la autopiad, sitio que cali 'góricaiimue hizo manifestación falsa 
de especie y calidad. 

(Jne este principio de realización dil contrabando de Abu- 
laíia tiene manifestaciones concordantes fcti la Aduana de Co- 
rrientes, de parte del imporuelor. del de-pach-nite y dé las au- 
toridades de aquella repartición en furnia tal, ípte se encuadran 
m tos arts. 1025 y 1037 de las Ordciuiuzas: m Ahulafia y l.aí- 
fuut tenían (n sn jHuJer ante* del 20 de septiembre la fací tira 
de la casa Halara, agregada a ís. y M. donde* se es|weiíiea 
i ] contenido de cada cajón y su peso, por to ¡pe no se hallaban 
en las condicione* que las Ordenanzas presuponen jvira autorizar 
una manifestación de inipottaciián "ignorando contenido": b \ 
El día 2o se hizo, según confesión de I-aítoni, Saga>uzáha1. I.an- 
celle. C.ivella y Sánchez — fs. 44, 50, 53, 54 y <*2 — la conjunta 
"toma de contenido" y verificación de los bulto?,, sin presentirse 
el manifiesto -- el cual lleva ficha 27. ver ís, 29 - - v 3:|i iéiftrse 
cnn>iancia e-crita « lt- ];i operación y mi resultado; i<< que impurta 
violación de los arts. 103, 194. I OS, 121 a 120, y concordantes 
con las Ordenanzas; c) Si, como dicen Liífunt y el Administra- 
dor Sayastizáhal. el manifiesto de importación X" *>2 fué pre- 
sentado a la Aduana en la fecha de su redacción, es decir, tmt\ 
IJosttrioKdad a la verificación iniciada el 2K no debió ser de- 
vuelto al descebante en su original. >tno sus copias anotadas, 
cunto lo dispone él decreto de 12 de oVtubrc de 1^3, o. en el ca- 
so se observase dicho decreto como contrario a la lev. debió dejar- 
se copia firmada en la A fina na y devolverse el original anotado 
al desi*aehame. como dice el art. 1 V) dt- las < trdenauzas; pi ro en 
el caso "■sub-lite"" no quedó ninguna constancia, ni siquiera un 
elemental recibo de la entre-a de los doctuneiitos ; ti \ Aun así. 
la verificación fué absolutamente defectuosa sigiui la> dcelara- 
eiones <le los Vistas Itenitez y Lancelle — t's. 53 y 54 - , pues el 
primero manifiesta que. de algunos cajones, sóln verificó "es- 
pecie y calidad", lo que significa que dejó sin hacerlo en cuanto 
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¡i pr>.. y eaiUÍdad: > el S^tltío dice <|IK' SÓlo verificó el «eso 
— pn*c Ikjitótábj asi, de cantidad, espíe ic y calidad, -qite en su 
mayoría U*s cajones crmtcnian sala cmi algodón y una pane de 
mejor calidad ime im puede precisar si ni n-uliiUul 3 -nía pura 
o >eda me A-la": y como la mireaderia era. en más de un ( >J ptr 
Cielito sefli» pura l í s ni > 66 vta. f. clara m advierte la falsedad 
de (al verificación, y la violación de jns arts. 12J. y 123 de la> 
Ordenanza* dr Aduana; ¿*) l-'.n esas ^íífebnes, la mercadería 
filé nuevaintnle eMcajóiiada. cerrada, cardada en un camión par- 
ticular, lapada cuitladrtsanmUe. feé*tetitt*lte atada "ti>ia para sá- 
lir". sin el paji" previo ipu- ternrnauiemente dispone el art. !S 
de l:t ley 11 2Nt ctiyo r%6r explica ÉsW*¿T<*. *1^%^¿>i \dita- 
mra oags. y luiente*. l ,ur ií,s a1rtl! »^ >' 'It-írandacirmcs 
i|tie. al ampara dei rréduo «» h omíhu/a >e cometían. 1.a en 
m«;a \ recepción dr 2.3X1 pesos, ni eótfcO adelanio. ni omi" ya- 
raniia de pago tola!, están permitidos en la ley, lo <pu . por lo de 
ma>. n conoce d \dnñni>trador (fe* y ftlj : M Kn el maní- 
f .f-lodr K 3' N* ''2. (pie el despachante Laífoiit retenta ilegal 
i nenie en mi pnder. éste halna iniciado una especificación dr la 
mt-n-adnia. al d«-r-n, expresando «pie día consistía e» "1080 tu* 
mil ijcheiíá kilos tejido di- algodón" ctlll la coniinincióii U.rrada 
y sin firmar, y como él dice - ÍS, 57 y vuelta ojie d nnr ano- 
graíb esenliia copiando apuntes «pie el k- presentó, es inadmi- 
sible la explicación iptc éll la misma foja da sobre d error co- 
metido |wir i! empleado. Si la mercadería era, S6J#l factura y 
segftil c< improbación |»crsonal. "casi & stt totalidad sed» pura" 
y >.Mo "algunas píe/a- de mezcla di- seda o ni algodón" - ís. -15 
vía. . ;cí'hwi pudu hacer apunte- iniciando nrmiíi^taeión cmi 
'UH mil i-.'lu-nta kil^s tejíílo de al^Hión"!- Í".n camkio está cotí- 
ÍOnííé con el manifiesta -k truii>hordu y Con el "cimiieimiento" 
del vatwr l>uM ti — fs. 37 — . y se aviene a lar. numerosa* in- 
iraccioiies legres y rejilann-nlarias ciimi>roti;ídas en d trámite del 
tléspacrin, 

i f»e -tendo exacto - eomt' ln afirma la t amara a-qtm ■ 
cipe -d la le»idaci.'.n ailuanent castiga !a iufratviún en prescin- 
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diluía de la intención, en canihin mima reprime eMa última -iu 
t*¡ lucho "ii Iniciar. Mu puede aplicar-»*' la norma al caso que iiuí» 
ti va es|o h aiilii^ |iur la* varias y o h miniadas mauitestaeione- 
r lectivas * K- voluntad tjttc importan violación de claros precep- 
to*- legales. >iiio queda demostrado ui l< •> precedentes conside- 
randos; y. eií cuanto a la tentativa desiitida que arguye Adu- 
la lia a ts. 107 y se iiK-nt iuna en el |>en último considerando de la 
-en!ei*.'ia recurrida , dehr tenerse en cuenta que la- salvedades, 
reer iieaeione*., desistimientos, deheti hacerse antes que el in- 
troductor o quien |>> re] trotine istt'n en contado ron la merca- 
dería en la Aduana. an|e> que ¿sla se encuentre en c« wrliciinics 
de apercibirse tic l«* erroris. fallas, cul|«is, etc.: ello se expresa 
claramente en el art. 33 de la ley 11.2H1. c< inrordaiUes con e1 
art. S46 «le las Ordenanzas en titanio a las rectificaciones ilc ltií¡ 
manifiestos t|e los buques (píe, por el art. 4.Í de la lev 11.281, 
están eq ni] «arado* al manifiesto de despacho directo, y al de 
Irattslmrdo. y esta ("orle lia resnctlo que "Kl principio general es 
el de que el den chu de -alvar los errores deslizados en el uiatii- 
fíeslo general desaparecen cuando ta Aduana ha advertido ]K*r 
-i misma h infracción". Tomo 14S. pág. 12. Mor otra parte, el 
art, 43 de la ley 11.38J se refiere al casu de ignorancia de con- 
tenida que no es. como se lia visto, el de autos en qun el con- 
tenido estalta claramente expresado en la factura — y, conforme 
con lo dispuesto en los arts. \(H\ y 280 de las t ►nlenan/as de 
Aduana, junto con el manifiesto y en prueb;>, de sinceridad, debe 
presentar vopia de la factura", lo que tu» hi/o el de-apachante, sin 
duda |Hiri|ue en ella existían anotaciones que excluían toda po- 
sibilidad de error o confusión, como estas: "Habiendo tenido la 
oportunidad de adquirir algunas piezas de (ejidos de algodón, 
he incluido tu cada caja, algunas tle ésta.-, previniéndoos qifi* 
poníais atención sohre el peso para la Aduana. K-tas piezas han 
-ido marcadas eott una cruz en cada cartón". "Tero del tejido de 
algodón para todas las piezas - kilos líelo 3 1 '". ( i-. t&): 

< Jue confluye a definir el propósito 'leí contrallando emer- 
gentes i|e lo- hechos que se detallan precedentemente la ne- 
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gatlya di ^bulafia a pt&miftx. la éotf£^«ideMÍí mantenida orn 
mi vendetlor, exportador q represéntame, alegando Di) giro m " 
cohééMtfc en el más elenuntal comercio: |H**lir b un comisionista 
4- ijite no individualiza - - "míe si hallaba alguna nu.vadcria 
en condiciones ventajosas se la enviara", fin documentar nada — 
fe¡ í>9 vía. -, y recibir, en tal concepta, nureaderias <pic. m»Io 
en derecho* fiscales debían pagar más de J5.U0U jh^o* í fs. O" 
ua. i i- iiia<fanísiliU', Un "•'►lo ante la ley mercantil — arts. 45. SI 
V £2 v CiHK-nrdaiUf> del V WHj£0 de Comiedo — , sino aiile la- 
prácticas v pn visiones corriente- en el gremio. 

Kn -u mérito, v l»or los concordantes fundamento* de la 
resolución ministerial de f-. 142 y del lallo del señor Juez Kcdc- 
ral de Conreines — fs, ts.í — , conforme a I* » míe disponen 
los arts. HU?. y Í<M7 de las Ordenan/as de Aduana, y art- 
61 a 6$ de la Ky II .JS1, -e revoca la sentencia apelada y se de- 
clara firme la de. primera instancia. Con costas. Hágase saber 
y devuélvanse ért sti oportunidad, debiendo reponerse ct 1«|íc1 
en el Juzgado de origen. 

f. FmCKROA Al. CORTA — RoEtERTd 
RfPETTO. — R. Gt'ltH) [«AVALLE. 

— Antonio Salar na, — Ji lian 

Y. Pl-RA. 



. Unte?*. 

Stttttitffoz Xo ricur i ihEf (jara ante la t'nrie Suprema c] auto 
*W los; tríUuñaies Ordinarios que no >e pronuncia sobre la 
legalidad de la excepcióii s<ibrc ■■oiupeHucia de la justicia 
federal. -Íno simplemente sobre la oportunidad en (pie debe 
hacer-e valer. 

CUSO; Lo explican la> pie/a- siguientes: 
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imrTAMEN l»X l'KUCl KADQp i;K\KH.\í. 

Buenos Aires, Juniu ri rf* 11*3(1. 

Suprema forte: 

1». Igtiacio K. Amado, en representación de don Federico 
I lusuas. se presenta i ti el ji&io i\w s gue omnt sucesor di- don 
Antonio Minaeerry >oUre ( >jh i>ict*'»n previa ;lI deslinde del campo 
"Los Andes" formulado por el Gokierno de la Nación. 

liste expediente, iniciado ante la justicia ordinaria de Ea 
pr<>vtttcia <k Mendoza, fué resuelto en primera y segunda ins- 
tancia declarando la incompeteiída de dichos tribunales de acuer- 
do con la jurisprudencia sustentada por V. E. cu casos análogos, 
a mérito «le halarse traus forma- lo el juicio de deslinde en con- 
IcncioM» \utr la ojuisición de Minavirrv, y une siendo parte la 
Nación, eorres|w india conocer en él a la justicia federal (U. 80 
y fs. 124). 

Declarada la jurisdicción federal, fué resuelta por el se- 
ñor Juez Nacional la aiestiáti fie defecto legal planttada en la 
I ! orina i¡ue expresa la sentencia de fs. 2iH. míe fué apelada por 
la parte del Fisco pata ante la Támara Federal, trihunal «pie, des- 
pués de oír la opinión del señor I 'roturadnr Fiscal 'le i amara 
sobre la competencia de la jurisdicción federal para intervenir en 
e>ta causa d* claró. |>or las consideraciones ijue íuinlaiueiitaii el 
falto de fv 22?. epte no Eialúa llegado "la i >p^ *n unti lad de ipie con 
arrecil i a derevho la justicia federal pueda intervenir en el proce- 
dimiento de mensura y di -linde y. en consecuencia, tpie el jiav 
Fedt raí es iucitmpeienie [«ra entender en estos autos"', resolu- 
ción é^ta m<e lia dado margen al presente recurro extraordinario. 

La parte adora sostiene poseer el campo denominado "'Ej 
fcpillo' y «pie en estas condiciones lia formulado la Oposición 
ile ipie W (rata, e< «locando al íloliierno Nacional en el carácter 
fie demandado. 
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\\- £bvitv>ii<»iuiliU'. entonces, tjtté la justicia tYdera! es l;i 
llamada a conocer y fallar cgjtyg asunto, a e-tar a los términ» 
del art. 100 de la (. ^ n^t itiKÍ* -ii Nacional, an-. I, 2, ,í y 12 de la 
ley nacional N" 4X y fallí»?* de V. K, ¡>uhlicadcís en el fewjftp -5. 
|tíijf. l'«5.; (oino 27, pají*. y 150; limvi 2K, pá^. 244 y otm>, 
c« que ha quedado estatileciáo tpé un juicio de deslinde, como 
ocurre eti t*»ín«. autos iniciado ante ía jurisdicción provincial, 
del» pa-ar a conocimiento de la justicia federal una vez produ- 
cida n]m>k*íñn y surgida la acvtón contenciosa, máxime cuando 
en e-ie cüüü él catüpo "1."* Ande*", cuyo decidle se pide, es 
propiciad del Fiscu Nacional, 

\\>r elte, eomiderne '«me* e< .neniante* di- las re*, ilucii me* 
de K Sil. 124 y 3*4. y jurisprudencia chada. pienso «pte V. B. 
del* revocar la Mtitencia •!<• fs, 225. ihjc dtvlara de nffrin !a 
mcompeuneia di- la justicia IváeM en d) easci de que >e trata, 
devolviendo !<-* autos al trilmnal de su procedencia para míe. 
ifcasttrttkstíílu la juriMÜeción de la Causa, proceda a rc-o|ver el 
punió apnjetido a su consideración. 

Sirva-e \". K a*i twilverln. pre\ia '.'.-duración de la pmec- 
dei* a del rfcéiípsft 

Uforacto h'. Litrn'tit. 

l ALLO I>E r.A eoid i: SUPREMA 

Buenos Aires. DiciemWe 1 tle 19:)0. 

i \ i-loh : 

El recur>o extraordinario interpuesto y concedido emura 
sentencia de la ñamara Federal de Apelación de la (.'apital. iun> 
declara Va incompetencia de la ju*lieia federal para conocer etl 
los, mm s&]*re mentira y deslinde del campi "los AmUV\ si- 
mad., etl el dqiartanieiii.. de Tuuuyáu. provincia de Mciuloai. 

V T. moderando: 
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(jiu la sentencia apelada ha establecido. ¡ « n- eímsMetóofies 
sdbfí interpretación y aplicación de leyes procesales tanto de la 
Capital omm de la provincia de ¡Mendoza, asi como de dispo^i- 
eiotu» del Código Civil, que la oposición previa a la mensura de 
que se trata no e> procedente en el caso ]mr no encuadrar éste en 
ios requisitas lie las prescrípr iones de derecho foutúit referidas — 
lo epte importa resolver sobre cuestiones y puntos de controversia 
que sillín constante jurisprudencia están fuera fiel alcance del re- 
curso extraordinario instituido jiara ante esta Corle por los ar- 
ticulo* 14 ile la ley 4S y d" ole la 4055. 

•Juc. ademas, el fallo en recurso, al decidir qiU" el Juez de 
Sección is incompetente en la emergencia, en razón de que no ha 
llegado ta ojiortunídad de que c<m arreglo a derecho la justicia 
federal pueda intervenir en el procedimiento de mensura y des- 
linde, no constituye la sentencia definitiva que las disposiciones 
legales precitadas establecen como condición necesaria |ara la 
procedencia del recurso. L;i jurisprudencia l>a consagrado la de- 
claración aplieaUe al stth judie?, de que no es recurrilile para 
ante esta Corte el auto que no se pronuncia sobre la legalidad 
fie la excepción sobre competencia de la justicia íideral. sino 
simplemente sohre la oporlunidarl en que debe hacerse valer. 
( Fallos tomo 4tl, piiji. 144 ; tomo fi4. páy. M** : tumo 1 14, pág. -15 : 
tomo ft9i pág. -I** entre otros), 

F*nr ello, uitln el señor Procurador General. -*e declara mal 
concedido el recurrí. Xotiíiquese y devuélvanse, reponiéndose 
el papel ante el tribunal de procedencia, 

J. FllilKKOA Ai.ohua, - Kohkkto 
ÍÍKPHTTO, — R, Gt JIJO Lavam,F. 

— Antonio Saoakxa. — J' u án 
V. Pkha. 
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fhm U'itltt'r . í. Miu kinhty. afxlftttdo ifc MM r t s<t!iuit»i ftf J'lmt* 
na. Reatrití de turbo. 

Smmino; Xn reviviendo el t$fo arlado nada revecé la in- 
terpretación ríe la ley b inteligencia fie sus cláusulas, sino so- 
bre la calificación legal dé íbs lu-chos. el caso no está eoin- 
prettcttÍP entre bs J>revratos en el ártScuío 14. inciso f ite 
la !«y mimen" 4S. 

t'iw; I... explica» tas pic¿a- ^u hiicm 



DU TAMKS MIL I'RíH I KAÍKiK ÜliNKKAL 

Buenos Aires, Octubre 18 de l»3ü. 
Suprema Corte : 

Durante la discusión de la causa seguida ]h>r Walur A. 
Mackinlay solire ablación de una resolvió» de Aduana, se ha 
«atenido l»>r él recurrente que el iu-elio rmputndo constituye la 
infracción ftfcsvjsiít en eí artícuío 134 de las i irdenan/.a^ de Adua- 
na y que. por consiguiente, la Aduana hO pítelo imponerle más 
sanción qué ta establecida en dicha preseri|.eióu legal. 

La .enuncia definitiva dictada a tá. S7 por la Cámara Fede- 
ral ¿te \| .elación de la Capital declara qüe '»<> es el caso de pro* 
¿eder iti la forma que determina el art. 134 de las Ordenanza^ 
d.- Aduana. ptu> no se trata de una simple diferencia en el valor 
omtt ¡i, pntenile el recurrente, sin.» de una falsa declaración pre- 
vista y reprimida p^r lo* artículos 1.2H. "30. 1025 y 1005 de las 
I rrdenanzas de Aduana". 

>t lia cue>liouado, pite*, la inu-lignwta de cláusula* de la- 
t Nrdenahatas de \duana. que mí ley de la Nación, y éb*B0 la de- 
cisión de la I amara. q!ue v* definitiva. h:i sitio contraria al den- 



iíe JUSTICIA DE í,a XAtnVx: 



315 



Cfté '[ut 1 el recurrente fundó en e>a> disiKficicmes ilt- la- ordenan- 
zas, sr^úii la inteligencia ijne él le atriliuye. tstiiu" <|ue ti recurso 
extraordinarii» de apelación para ante \". E.. interpuesto a ís, ,J 
«le los autos principales, es procedente, por encuadrar (ientfa di* 
los ienniun> del articulo 14 de |a h-y número 4S. 

YA recurso lia sido» pues, iml denegado. 

l'n cuanto al fondo <W la eueMión debatida, pido a \ . K. 
que. p# sus íundamentns, y Jos aducidas |jr »r el Mini>u-rici í?is- 
eal. se sirva confirmar |;i sentencia de IV. en la j sirte «jne lia 
podido ser materia del recurso extraordinario interpuesto. 

■ 

Uoruch ff. Carreta, 



FALLO UE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aire*, Diciembre 1 de ULiO. 

Y Vistos: 

l'ara resolver el recurso extraordinario de hecho deducido 
por Mackinlay YYaller A. Av la -rniencia dr fa t amara Federal 
de Apelación dr fa Capital proiHtff?t»íIa eú la respectiva eatjSa 
at] uaiiera ¡ y 

Considerando : 

(Jiu como se desprende fie la sentencia apilada H*s X/ riel 
expediente agredid") la euesl i'm resuella en ella es la relativa a 
Ir. calificación de ta iiiínuvii'm imputada al a|ielante. cuestión de 
fuello (|iie no tía lujíar al recurso extraordinario delueido. 

En efecto, la támara a-tfito lia decidido, en el caso, «jue "no 
<-i trata de una ¿imple diferencia en él iator' de la mercadería 
en inlraeVion. "sino dr una falsa di cía ración prevista v reprimi- 
da por articulo* US. 9^0; Í0§!> y l<LV. de las < irdcnan/as de 
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A-huma". X" & tótle. pues, sobre la inttrpniai iúfi He la ley o 
iiUtliiít'Ucia de mis cláusula*, sino puliré la FSttf^ci^ti lí&al <k* 
lu> hechos, cmi arreglo a la> constancias de autos, es decir, en 
mérito de la f miela, derivando de la apreciación de ésta la deci- 
sión del sttb't&e, 

Qfúe, tu coii-muriicia. el ii<> ejütá comprendido entre los 
¡imHWi en el artículo 14. inciso 3' <k* la ky número 4K. míe ha 
invocado el apelante para interjHitier el recurso extraordinario. 

por eMo y oído el señor Procurador tienerat, se declara íiieti 
di negada la ablación, fai^uese y archívese, devolviéndose loe 
auto* principales o. ii transerii»ción tle la presente, previa rqwsí- 
cii'm del f)ápel . 

| , FlCl'ERÜA Alcorta. — R. Gl'lDO 

La valle, — AxtomO Saüaksa. 

— Jl'LIAN V. PiíKA. 



f>í\WS. 

Sumario : Kslando las cuestiones fUtwtt<l:i> regidas |Hjr el derecho 
común y refiriéndose a punios de hecho, el recurso extraor- 
dinario e> maní tiestamente improcedente, Kn tal condición 
las cuestiones de orden constitucional (|u« se planteen, resul- 
tan ajenas al íitlgJO y por tanto su interpretación por la Cor- 
te Suprema. >e traduciría en una declaración k tilíntelo, 
(«gilmente inadmisible. 

Cwo-i I-o explican las pieza» >iguu'iitc»: 
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dicta m ií x nnr. procurados cenhral 

Rucnní* Aires. N'nvieinhr* 12 de lííJiO. 
SLi¡ircni;i Oírte: 

%\ présenle recurso ha *¡du interpuesto en la demanda pro- 
movida |H.r don jggggj Domín-y onura James H . YVilliam*. sobré 
n-cUión dt contrato de compravuita y devolución di- precio, fun- 
dándose la *,-cióu ental. latía en el actor no ha podido hacer 
til® de un arralo .surtidor de nafta comprado al demandado, «i 
razón de que ta Oficina Nacional de Pesas y .Urdidas verificó 
qm (I mencionado aparatn no retiñía las condiciones técnica* r> 
de constnicción que marca el decreto del Poder Ejecutivo y la 
resolución del MmiVterlu de Agricultura de fechas 29 fie Knero 
de 10_>7 y o de i íctuhre de 1U2.X. Kl demandado ret#áfi la 
exactitud de los hechos en que se fundaba la demanda, agregan- 
do «pie la circunstancia fie que el aparato vendido no reúna los 
requisitos léemeos que exige el Ministerio de Agricultor;!, fio 
afecta la validez de la venta, purgue el decreto del Poder Kjecu- 
tivi. y la resolución ministerial mencionados son violaturios de los 
artículos W>. inciso 2". M>, inciso 10. 14 y 19 de la Constitución 
Xacional y dis| «Piones de la ley 845. Contra la sentencia dic- 
tada |xjr el señor Juex de Paz declarando procedente la demanda, 
se interpuso el recurso ixtraordinario para ante \\ K., |mr tra- 
tarse de una resolución de carácter definitivo y ser la decisión 
rtcaida ci miraría a un derecho fundado en la Constitución Xa- 
cional y en la Ley de Pesas y Medidas. 

l«i cuestión que ha dado motivo al pleito (pie se trae a Co* 
nociniicnto de V. K., no exige para su .solución el examen de las 
cuestionas «le orden con st nacional desenvueltas en el recurso in- 
terpuesto, las cuales son extrañas a lo (pie constituye el derecho 
ejercitado por el demandante y que ha sido admitido en ta senteñ- 
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cía a|>efada jn.r aplicación de las di^Hisiciotus tícl t'ódii¿.. 
relativas a la acción redhthitoria en tos casos en que la cosa ad- 
quirida sea impropia para su destino, l.a impugnación formula- 
da a las resoluciones admini*iraiivas que impiden la utilización 
tlel aparato vnidiilo al ador, lio puede obstar al profuso de la 
acción en tramite, desde *HHias resoluciones surten pleno 
i ítvio muñirá* n« sean revttcadas en la forma qué corresponda, 
l'or consiguiente, la sentencia que lia sitio dictada cotí arreglo a 
la> dÍ!.|N.*icioiu- peri humes del t odign Civil, no autori/a el re- 
curso deducido, conforme a lo que establece el artículo 15 de la 
ley número 4S. 

Dentro de las restricciones ;i que está sometido el recurso 
extraordinaria creado por el ari. 14 He ja ley mimen. 4X paRi 
qué esta Corte <t\\m ma se pronuncie ¡«cerca de las cuestiones que 
pueden nvoiivarin. es indispensable que dicha* cuestiones hayan 
-i. lo materia de! litigio y íjje la solución de éste dependa de la- 
imcrprtt acíóli míe se atribuya :i la» clausulas constitucionales o 
legítíes controvertida-, de suerte que cuando el derecho discutido 
es ajeno a esas cláusulas no hay lugar a la jurisdicción de apela- 
ción establecida por el mencionado artículo. 

Si t i recurrente considera agraviados sus derechos opr actos 
del Poder Ejecutivo, deberá plantear las acciones míe viere con- 
venirle a Etíj de que se suspendan los efectos de las reglanieuta- 
ciones que a su juicio contrarían garantías aseguradas por la 
Üowatitlici^n, y C»¡tS accione» deUráu sustanciarse con los fim- 
eíóbaftos que han dictado las reglanu litaciones impugnadas, con 
I.. cual se obtendrá una decisión judicial , l'ero no es por medio 
del recurso enlabiado ni iMr juicio que podrá obtenerse esa de- 
cisión, desde qu« la resolución que se dicte no tendrá fuerza su- 
íiciente para naceí de>aparceer la causa invocada en la demanda 
iuMaurada. toda vez que las reglamentaciones dictadas por el l'o- 
der Ejecutivo sólo pueden ser revocada* por medio de *cnteneia 
dictada con su audiencia. 
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IV elfo >e fic-iHviiLit- epe t,-[ declaración de incouslitueiínia- 
Itdad um- ge injiriere en los pivsemes mitos carecería de sanción 
y seria una resolución abstracta >ín otra finalidad une la <lr sen- 
tar una doctrina jurídica, a la cual se opone el art 2 di- la lev 27 
ai establecer que la justicia íeder;»] sólu »c ejerce en íos fatós 
eometKÚííi w cu que es requerida a instancia de parte, no sién- 
dole piwilile. mi consecuencia, juzgar aéhtQ la mconstituciunalid.'id 
d( las leves sino cuando se traía de mi aplicación ;i los casos con- 
tenciosos, (Fallos, tomo u 5. página- 131 y -NO; tonm 'W, 
na .íó; ionio tl)5. página 2/.?; tumo 107, página 1?'). 

I'or elio pifio ;i \\ |C. se sirva declarar i|ne tifi procede el 
rectirsi i deducido . 

ífantán A\ f.arrchi. 



tWU.o HK CíJkTK st'l'kKMA ( 1 í 

■ 

Buenos Aires. Diciembre 1' de lít:j(). 

V Vistos: 

J-U recurso extraordinario ¡nierpiicsio y eomvdid" contra 
sentencia del Jugado de l'a/ dr la sección 5* en los autos. "Dom- 
liev Jor^e v. WiHnins |an«> fl.. pt.r rescisión .|e cutralo y re- 
petición de dinero"; y 

Considerando : 

yuc de los antecedentes cpie fundamentan el presente liti- 
gó la cueslión coniroveriida limitada a sus justas pmjiorcioues 
pudria síiueii/arse en los siguientes puntos: 

1" Si el objeto del contrato de compraventa reúne los rei|ui- 
sitns exigidos. 
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* si «Je a.uenln con t&fe corresponde al a%j- 

,,, tlr o ¡rf éfejeipi^ lo reárente al 'VmUrasU' y a,>roUuMon . 

- ittc en estos términos resulta cvidruu qwe 1u ciicüiüm <kl>a- 

átipiq de acmrrln con lo que ^rece^ian lo* art*. U > » ' l 
lev número 4S. 

Qttó <n lulo eandiéioíHÉ Iftü ciiirtiaiw* de orden ec»^tt- 

j,r,tacüm ñor esta Gatte le traduciría en una declaración ííi aUs- 
tmeié, lo <|ue es k-jíaliw-uti- inadmisible . 

Bú M méltO v ele acuerdo con 1-s fundamciHos concordan- 
tes del dictamen ,uí señor E^o#n«Íor GtiMjL « *N*|a u " h;i " 
Ut hijíar al recurro extraordinario. 

Xoliíi.,»™. r^6n^ el v en ,11 np.nnnidad fc* 

vuélvanse 

| d Kli.lRKflA AHORTA. — Roberto 

Rkpetto. — Guiño Lavali.e 
I- Antonio Saiíarna. — JmiM 
V. Pera. 

(11 En h misma fecha se dictó idéntica r^lución en «tro 
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€púi0ü!tí \üi ioi!.¡! ,{ t - Saturo* f.,, Sud Amerita contra la f'ro- 
vhuht de Sm /kan, í<íW meewtfftiáMtalidifú dé patenta 

Stuiuirto: ] ' 1.a facultad inun»>Hiva de las pruvineia.- im ohMan- 
te mi autonomía económica y financiera, tiene por valla in- 
salvable los ¡.riifoti»¡t.- be^feos de te Consunción, tendiente 
a hacer en materia db circulación icrritonal y comercio in- 
terprovincial, luí solo territorio para mi solo pueblo, «upo* 
uiriiil" así identidad de derechos para tu ios los habitante 
dentro del territorio nacional, y (lando la sensación electiva 
de fa unión política definitivamente cimentada. 

Cualquier gravamen provincial que ira de*igual- 
tEttda cutre los eontrihuyeim*s per razones ¿fe vecindad di li- 
tro de la RepñUiea. viola a!>ienaineii!e talés rielas y <h fi.- 
sw & clarado incoustihicional. 

.V H> inconMitucinal la kv \ 2yy (Mayo í£ ¿fe J*i2,s> 
cíe la provincia fie San Juan, tu jjuanto crea una i áteme 
diferencial, según ijue las c..nipañía* de sentiros tengan r» 
m sns domicilios en Cuyo. 

Cmai I... explican las pieza* siguientes: 

IMCTA M l'.S I H 1 1 l'KOCUfAOOK OI-NKKAI. 

Buenos Aire*. Uctul.re K $| i ¡cm. 
Suprema Curte: 

I-a Compañía Nacional de Seguro* "I.a SiuUAmériea'', de- 
manda a la provincia de San Juan, sohre iueonMiiueionalidad de 
pítente, para míe se le obligue a devolver la cantidad «le un mil 
m"»e(la uacEmial y sus interese* al lip.» .|ue eohra el Manen 
«le la X ación Argentina. 
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MI fundamento de la acción deducida está radicada en las 
circunstancias de hecho, di te un ici nación acompañada y disposi- 
ciones eotistituci< males que' se expresan ett la misma, 

Librado el oficio respectivo para la notificación del tras- 
lado a la demandada, la actora le acusó rebeldía i»ara que. dentro 
del término de ley que fija el art. 12 de la ley número 50. h< 
hiciera. bajo fpercihi miento de substanciarse et juicio con arrean 
a las dtSpOSÍciotWS pertinentes <le la ley de procedimientos fe- 
derales. 

Hecho efectivo, el a] tere Amiento decretad», el actor pre- 
wifftQ el alegato de ís. 40. previo unificado del vencimiento de 
apertura de la causa a priiclm. 

Seguido el juicio en relwklia, los hechos quedaron demos- 
tradas con la d< Mime litación aconq>añada y testimonio de la c>- 
ermira de protesta de fs. 4, y el derecho de la Compañía actora, 
fundamentado en la> cláusulas de la Constitución citadas por 
ella, textos que están cu contradicción con el art. I", letra C de 
la li y provincial número 299. 

Considero, pues, que está justificada la demanda, y míe de- 
bí fp)S[>erar. |H>r lo que soy de opinión que corresponde «• sirva 
V". I*;, declarar la ineon funcionalidad de U ley provincial mi- 
ruéro a los efectos ¡ndfradtws. 

Momio tf. Lumia. 



TALLO HF- LA CORTE SlTIíEMA 

Buenos Aires, Diciembre 3 de 1030. 

Vistos : 

LCsta causa seguida t*>r la compañía Nacional de Seguros h 
Snd América contra la provincia de San Juan, por devolución de 
una suma pagada ]** impuestos, de los que resulta: 
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Oír- a ís. m m> pftácnb el píroetirador Mario S. Martin, eon 
[hhUt Instante de la adora y expone que habiendo ésta preten- 
dí do cMahleccrse i ii San Juan. ítté constreñida a satisfacer. jM>r 
via de jwnnie. el importe de S iflOO pnr año o $ 1.500 ¡*>r se- 
me>trr. ]Nir la circunstancia de ffi tener mi domicilio iti sus 
vnpitales ni Cuyo, y en concepto de la júnente rr>jiiYtiva im- 
puesta |nrr la lev número *>> ,| t . m;iVl , |$ 

Que dicha ley crea una ¡tateme diferencial según las com- 
pañías ile tijgurus tengan o im mis domicilios en Cuyo, tavorc- 
c.cndu a i->tas última». crni un derecho menor, puesto que a lo> 
no d<imici liados se les exige !> .UKX) a! año. en tanto que a las 
i«tra> solo Ja tercera fiarte. 

Oue su rq>rescntada abonó el impuesto, como se le exigía 
y Isijo formal protesta. por niedio año, atento a la fecha en que 
cfcciuaUi el pago |«.r 1°29. 

Oue el derecho a la devolución de mil pesos que la Comjiaiüa 
di manda, >e furnia en la inconstitucional ¡dad 'le la ley de ]>a- 
tentes cilada, j«or cuanto aquélla es violan ir ia de lo> precepto-, 
contenidos eti los arts. 8. r ». 10, 11, 12, 14 y 16 de la Constitu- 
ción Nacional estableciendo "la desigualdad entre los vecinos de 
la Provincia y aquellos que tienen su domicilio fuera de ella; 
impide la libre circulación de la riqueza gravando a los productos 
« bienes provenientes de otras jurisdicciones con gabelas dife- 
rene ale* que prácticamente bnposibititan tuda COWpetewáfl con 
los originarios de la provincia y sanciona una norma absoluta- 
mente contradictoria con el principio consagrado en el art. 16 
cuando declara expresamente que la igualdad es la base del 
impuesto y de la* cargas públicas cu toda la XaciÓn Argentina 
y para todos sus habitantes". 

Después de otras consideraciones en el mismo sentido y a 
mérito de jurisprudencia invocada \xn esta Curie, la adora ter- 
mina solicitando se declare la inconstitucional idad de la lev nú- 
mero W& de la provincia de San Juan, articulo I. letra C, en 
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ta iKiiti- .pie tija una patente anual (fe $ A.QIX) para la> compa- 
ñía* de seguro* nacionales míe no tkm-n >n capital u d rector». 
té Cuyo, y en consecuencia si- ordene la <U» votación «le la 
de 9 WNXi pabilos de más, con tus foterese*. castos y rosta- 
(Id juicio. 

ijuc subsidiariamente d Éginr saitww* <p* ,k ' nm ' * 
los propio* unníno* de ta ley impugnada. 80 Í^MfedCe .-..mprvndi-rk* 
lá patente de $ .KXK). pites este gravamen s* nffff*, exclusiva- 
mente, a fas compañías nacionales dé Síjgtaf&s gmerahs. en iaatt» 
imc la l ««inania Sud América *c dedica séfo al seguro di* v.da. 
Demanda tamben a e#e titulo la devolución de autos. 

Qtte o .n ido el traslado de ky. la provincia ha guardad.» al- 
iénelo fluíanle él pto¿íáÍBiíento, alegando en oportunidad d<- 
l.ida -.hit- ta prwlia producida únieamenu* ta pane adora. 

fjue a i&. 42 dictamina el ¡«Star IWurador < ¡enera) e» fa- 
vor dje la demanda, y a í>. 42 vuelta se llaman m los awt«S para 
-euleiaia. 

V Consideraittio : 

íjm acreditada ni autos pty la eorrespond ente escritura 
de !s~4 la molesta de la actora cotttra el pago efectuado y ante 
e| silencio de la contrallarte y sti c«nUumacia en presencia fie los 
hechos y el dencho alegado |H>r ¡nmétla, S$n calie con-iderat 
la cuestión de inconstitucionaltdad propuesta* q sen si ta pro 
viñeta de San Juan lia podido gravar cu una patente mayor 
-pie la común, a la compañía de auto- paf el hecho de no estar 
domiciliada en Cuyo, mu ^"lar preceptos expresos de la Co;>- 
t tnciini Nacional. 

Que, demr<> de nuestro redimen federativo, la facultad im 
positiva de la- provincias, no obstante sn autonomía económica 
v financiera, (firne por valla insalvable tos principios básico* es 
tableados en la Ky fundamental de. ta Nación, que indudable- 
mente-i y -e lia dicho con frecuencia, ha querido hacer t-n ma- 
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teria de .ireulaeión territorial y comercio ¡nterpn.viucial. un sólo 
territorio ¡«ira un -ojo puchlo. como se des|nvnde de las limitada >- 
nea cstableridaa en mis arts, 5. 7, s. y. 10. 11. 14. .11 y otro*, 
tendientes a iini*mer la identidad tic derechos para todos los 
hablantes dentro del territorio nacional, dando asi la sensación 
efectiva de la unión política definitivamente cimentada. 

Une asi mismo, y con mayor evidencia, el art. lo consagra 
ta igualdad ante la ley disponiendo en uil concepto une la igual- 
dad us también la fcaae de todo impuesto y de las carcas 



en consecuencia, cualquier gravamen provine al «|tiL- 
cree desigualdades entre los contribuyentes. |ior rajónos de ve- 
cindad dentro de la Repúhliea, viola ahiertamente 
y dtílie ser declarada su inconsiitueiotialidad. 

<Jue aceptar lo contrario sería tolerar la guerra económica 
entre la* provincias a pretexto de proteger el propio comercio 
intimo de cada Estado o región destruyendo en esa forma lo* 
propósitos fundamentales de la Constitución Nacional que se 
han nuncionadti. 



no se oponen, a esta conclusión, las sentadas por esta 
Corte, respecto a cotn|Kinias de seguros con radicación de capi- 
tales, dentro o íueni del país, por cuanto estas circunstancias 
atediarían intereses muy diversos ipie los derivados de la distinta 
vecindad dentro del territorio nacional, y no comprometen |o> 
principios basteo* a t\w se ha hecho referencia. (Kallos: tomo 
I5í*. pág. 

< Hie la* personas jurídica*, cuino la aetora. go/uu de los 
nusnios derechos míe los particulares y istáit igualmente prote- 
gidas por las garantía* Cf institucionales a lo< fines del cumpli- 
miento de su oí ijito, como lo afirma el Código Civil (art. 42 k 

<Juc. en cuanto a la alegación subsidiaria, dada la decisión 
acordada en el punto fundamental de ta demanda, es innecesario 
lomarla en consideración . 
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< >u . p..r último, la jurisdicción ,U- esta C&rte pra • «tender 
mi i] c;imí. Mir^e de la naturaleza de la demanda «pie in^ miíiiu 
una lev |»r* »vtiicir*T como repugnante a preopios de la Const m- 
ciñi. Nacional (;irt>- Um y H>1 de e^ta. Kall"-: loin... 15¡'. 1 - ^ 
41'J y utros). 

Ti ir i tuntlamcntos coiwfiriJáiií^ eóu la doetritw soste- 
nida eon>UiUememe p**r c-la Corle, la- raz-inc- análoga* adu- 
cidas en la demanda y dielaininadn \*>r et ^eiior Procurador 
(¡enera!, se declara la iuconslitueioiialidad de la ley de la pro- 
vincia de San Juan i minero J 1 *» tu .la luirte une ha sido objeto 
de esta cansa, y se resuelve. 1"V tanto. <pie dicha provinvia está 
obligada a devolver a la eaip&ftía aerara, dentro del niazo de #e* 
tiíavk Cantidad '* ÜN MU. l'K* >S MoNKDA NACION \L 
cotí sus intereses a estffb «1** los que cobra el Hanvo de la Xa- 
dórn contratados (lésáe la notificación de la demanda, sin costas. 

cii mi oportunidad archívese 

I. Fioi/eroa Ai. cok ta. - Roberto 

R 1.1'EITO . — R. Gt im T AVALLE . 



V. Pera, 



ftoti Mtith-xto Qomáks contra (a firm'itiek rfr tfmffcpp id- Es- 

¡, ro. f«t Ciiltm tk é*¡tiHi n\<í. iiutwtitu.' ioihilitidit r/- / </' • 
l trufo í>* tic ftí Ctoi.<titnaóu huii!. 

Saimirí»: I" r.nwujvada la unidad de la t^sfaeifin eíwB amíu 
contenencia de la unidad política dé la kipnhüca. n« < ealjc 
admitir tjtie los tetados autónomo- puedan derruir aquélla, 
a) (fletar -n- eon>iuncíoiics. concediéndose ellos ¡rustios pri- 
vilegios «' eseuelones al marg n «I» 1 la 



ni: jL-sTiriA i>k la nació n 



1" VA artículo ó" de la Constitución tic la Provincia de 
Santiago del r **steru, en cuanto estahleoe un plazu de -cis 
meses («ira puedan cniíiaryarse los I tienes de ella, es re- 
pugnante a tus principios de los aris. 31, (*7, inciso 1 1 y MIS 
dt la Constitución Nacional. 

Caso: Lo explican 



Al 'TU m I'RIMHKA INSTANCIA 

Santiago del Estero, Marzo 5 de Í930. 

Xu ha lugar por no halwr tran>curridu v\ ptazn fijado i^^r 
d artíado 5* de la Constitución de la provincia. — O. A*. Jmt- 
rcz. — Ante mí: F. Móf'qtwc. 



VISTA DEL AGENTE FISCAL 
Señor Juez : 

■ 

De acuerdo con d arl. 5" de la Constitución de ta provincia, 
no procede M 
//. A*. Paiumbo, 



SKXTKNCJA DE l'KI MKKA INSTANCIA 
Santiago del 

Autos y Vistos: 

l'ara resolver sotire la revocatoria interpuesta de ís. %$, 
a J4 : y 

O msiderando : 
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I 'rimen i; íjur la l/onMiinción Provincial lia sido dictada di* 
acuerdo a tu facultad eoneidida a la* provincias p&t l<>* anicn!»- 
In5 y lu. iU- la Constitución Nacional. 

Se-modo: íJw mí il ari. 5" di* la Constitución Provincial 
pmái mina d carácter institucional ¡«ir manto |) ^- relaciona son 
la necesidad de nrmtener la vida del Estad»., de lal manera tpie 
al respecto, teniendo la provincia el derecho de reí- irse |mr sus 
propias ¡ustitudoiwsí, conforme lo dispone el artículo 10:* dr la 
l'oitstiuteióu Nacional ya citado, la api calididad local y la oxis- 
t nacionalidad di- dklia disposición «Hiedan dimiostradas. 

Tercero* <Jnc pop otra parte, la referida disposición legal 
(artículo S* de ta Constitución Provincial i sólo es tic naturaleza 
adjetiva puesto que reglamenta la manera como dcl>eu ejecutarse 
las oblaciones contraída-* j«>r la provincia, [h ir lo cual, ella absr- 
ca sólo el campo de las leve-, de forma. i|iie según es sabido. son 
<]rt resurte de las aun m mitas provinciales, de acuerdo a ln pre- 
ceptuado por t-1 articulo KH de la Consiiut.'ióii Nacional solít* 
ejercicio, fH»r partí- dr las provincias, del pudt-r no detenido at 
i ¡obierno Federal ■ 

Cuarto- <Jue el articulo 5" dr la Constitución Provincial no 
«hirva las disposiciones de tas leyes de finido, pues en cnanto a 
tas obligaciones, en mi caso Sfi consideran vencidas. cMÍ^ÍI«Ks y 
sujetas a loa efectos de la inora. C<uno míe las sentencias asi lo 
declaran v lo tian declarado Caso Itracrrns contra la provincia, 
tallado en primera y en ñllima instancia, ijiu- tramitó |mu auie vi 
I uzeado a cargo del suscripto > de tal manera i|uc la di>pnsieinu 
tantas veces referida, solo condiciona mi interés particnlar en Ik-- 
neficifí público, facilitando la vita del Ksiado y la armonía y co- 
laboración entre tos poderes, i misto que ta legislatura al arb'rrai* 
los fondos para e! paga de la& ik-udas reconocidas por setiteticia, 
ett et plazo .le seis mvses, ipirdará ¡iifonuada dr la titilación íi- 
naiK'tt-ra fie la provincia y si- verá eonst reñida a mejorarla en be- 
nt íieio de 1"'- mimi.'s pal uvulares aereeilores del Iv»lado. 



Oti nto: Une (1 artietmo 5- de la t 'oiimíimcíóii Provincial re- 
¡Jámenla la forma de la ejecución «Ir las sentencias contra *1 Pis- 
co, de tal manera ¡pie la legislación civil ito es afectada, pues ii" 
obstante e| plazo ele seis meses después de Iris cuales recién puede 
ejecutarse los bienes del listado, rilo im importa substraerlos a 
éstos de la ejecuvíón conforme lo dispone el articulo 42 del Có- 
digo Civil. Por la> convdcracinnes míe anteceden. "ido el señor 
Piscal, resuelvo ; no hacer lugar a la revocatoria solicitada de t>. 
23 a 24. conceder e! recurso de apelación interpuesto en subsidio 
para ante la Pxcma. Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comer- 
cial, a donde se llevaran tos autos previa reposición. Sin distas 
1"»r tratarse «Ir una cuestión nueva y ardua, 0, ti. fuárés. 
Ante ¡til : t\ MtUtjitec. 



M.XTKM IA 1 tli |.A CÁMARA CIVIL V COMKKlfAI. 

Santiuiro del Ksteru. Mayo :i de 1 r*:íO. 

Vistos : 

. 

i 

Pl recurro de apela.ióu concedido al señor Modisto llonza- 
le/ en la resolución de fs. 27. íeclia Marzo 2* * del año en curso, 
no haciendo lugar al de revocación interpuesto a ís. 2,í interpo- 
niendo .-Hjuél subsidiariamente ilel decreto de IV 22 vta.. por el 
míe no se le hiciera lugar al cumplimiento, de la -etuencia tíé re- 
inan en la ejecución contra el Pisco provincial, por no estar ven- 
estado. 

( onsiderandn : 

l'-' (Jue esta Cámara tiene decidido en diversos casos análo- 
gos i|ue, contrariamente a la ic>i* que sostiene él apelante, el art. 
5? ele nuestro estatuto provincial lio es repúgname a la Coiislitu- 
ción Nacional, cual cutí io>|r. acierto ¡o -ienta el ü <f¡u> en mi iatlo 
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de Ui 17. VMtt éiim cmunnplando las arj^aitPS aducidos por 
el recurrente C'iu n " : lirneslo Kainmnd sobre embargo preven- 
tivo contra esta provincia., en fallo Mar/o 26 de 1928. fueron 
aílttó«ib¡ estius consideraciones: Xo es inconstitucional "porque ru 
contraria c*u lo mínimo el articulo 42 del Códitf. CM cual s©&- 
lienc el ai •clanlc, ni importa crtar privilegio aU;unn eri favor áé 
e<ta provincia consideróla cu su carácter ele entidad del derecho 
civil ", Xo la exime en absoluto, colocándola en situación excep- 
cional de privilegio, de no poder ser ejecutada en sus bienes, al 
¡-nal i|ue las demás personas jurídicas. "Kl Estado como persona 
dvil, . . hiendo condenado al pago de alguna deuda no podrá eje- 
cutarse la sentencia ni embalarse sus rentas basta pasados seis 
mcm+ dentro de cuy.* término la Ligatura del>e arbitrar el mo- 
do v forma de virifiear el pago*, Gomo se ve. és una f lis l H.sicic)ii 
tjwe ih. aléete a fes leyes de f^ndo. reservadas al Congreso de la 
Xición. sino de orden meramente procesal, que nuestro estatuto 
I.K*al ha |«m|¡<|,> adoptar en USO y ejercicio de las facultades no 
delegada* |H.r las provincias de darse sus propias Constitución e 
instituí i- mes locales conforme a los artículos 67. inciso 11. l(b y 
lt¥i de la t -institución Federal. Trata simplemente de fijar un 
término para la ejecución de la sentencia «pie condene al listado 
al pago de tina deuda, por razone* de orden público que son bien 
obvias. El l'oder Ejecutivo, como poder administrador de la pro- 
vincia, entidad civil, } m obligar a ésta en tal carácier. necesita 
ajustar-e a l.» precepto-, de la Constitución, leyes de presupuesto 
y de Contabilidad ( instituciones Incales) y articulo 36 del Código 
C ivil. Kstá übjfeé» " hacer- cumplir las leyes y asi, no hacer la 
inversión de tas rentas de !a niisnia sino con sujeción a las leyes 
n.pectiva* - artículo, Kt. inc. 2" y 10 de la Constitución: 2 o . 
$9, 5 v é «le la ley número 12S di- contabilidad Xo (mdría sa- 
live de ellas sino coU»eáiido*v al mareen de las mismas y en la 
situación de delincuencia <J«S califica, sancionando su penalidad, 
el artículo 260 del Código I Vital. A previ nir tal situación, y con- 
templándola, lia venido a «larle elución el artículo 5*' de nuestra 
Constitución, que íu.i.la.nenta la resolución recurrida. Coustitu- 
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cinnaíistas de meliscutihlc aun trillad, como lo> diir-lores José Xi- 
Lítlás Mattettzo y Joatjuin V. (¡on/ález. la inspiraron, cousignán- 
dota en sus provoctos de t'unstimción para esta provincia — el 
primero para (a reforma sancionada en mil ochocientos ochenta 
y pnco y el secundo en la tle mil novecientos tres ; y ha sido o»n- 
.servarla en las de mil novecientos once y la vigente sin alterárse- 
!a : y leí hicieron atetnlicnele> a esas razones de orden público ;i| mil- 
iaria*», dándole un carácter meramente procesal, sin subvertir en 
modo alguno las disjiosíciones de la O institución Nacional ni del 
lYtdigo Civil cual lo sostiene el recurrente. 

-" l Mir ,,,rí » RSffe" señor (lenizálcz. al contratar la lo- 
cación ríe ipte proviene su crédito, conocía la disposición consti- 
tucional míe impugna, pues uet es admisible la ignorancia de de- 
recho, y asi, a sal tiendas, celebró ese contrato, en el cual virtual- 
mente iba cotiipremlida mi sumisión a la mi sitia para el caso de 
una situación judicial como la ocurrente {artículos 1197 y t : ;$98 
del Código Civil) . 

IV consiguiente su pretensión ríe alzarse contra su propia 
convención un puede prosperar ante las mencionadas disposicio- 
nes legales. 

Por lo expuesto, se confirma la resolución recurrida, con 
cosían, llágase saber y devuélvase a! Juzgarlo de su radicación 
ante el cual se harán las reposiciones. — Arijatuimc. Hub. 
i'm fjtu. - Olhrru. 

IHCTAMEN DEL 1'kOCÍ R.inOR CiKXF.RAt. 

Buenos Aire». Octubre :¡ de lino. 

Suprema Lorie: 

Dictarla la semencia ele tranve y remate recaída a i-. JO vía. 
rbl presente juicio por cobro de alquileres seguido ante los Tri- 
I uníales de Santiago elel listero por don .Modesto González contra 
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i| Gohicrno de Ja expresada provincia, el ejeentaiUe ^licitó, "l*- 
ra etectivar el resultado de la condenación", se despachase nn- 
Irorgo contra bienes de ta provincia ejecutada . 

C(Om ii" m hiciese lugar :i esta ilición. fundándose la 
gal; va cu que no había transcurrido el plazo fijado p.ir el aitieuln 
y de la (¿nstUirsión I Provincial, el ejecutante recurrió de tal pro- 
nunciamiento, alegando «pie U dtefectáéém del aludido articulo 5* 
i ra contraria a las pr esc n|x- iones de las leve» de fondo, que m 
c ial'krtn más tapera iptc la convencional, y que, por consiguien- 
te, violad v) artículo Gfc inciso U y el ariiculn W« de la Oms- 
i tucíóíi Nacional 

t.a decisión recaída en atutías instancias ha sido contraria al 
dorcho t'undado |>or el apelante en los citados preceptos de la 
Omstiiueión Xneional, lo que hace prtjci-denie el recurso extra- 
ordinario de conformidad con lo dispuesto p..r (4 inciso 2» áel 
artículo 14 dé la ley nfthiera 4S. fregún tq Í¡fflB V, fe resuelto en 
et ca>o que Sí regiera cu la página 415. del tutu» 153 de la colee 
i-Íón éfi Fálfós respectiva. 

Kn cuanto a! iotido de la cuestión detenida en atítO*, cal»? ad- 
vertir qué Y. FJ. tien« W esí#ecida jurisprudencia al respecto al 
pesoívef entre otros casos an|l?agti*. ej que m registra en h pá- 
gina 8$ del lomo 147, cu la colección de* mis Fallos. 

Kn fícelo, en dicho fallo recontó Y. K. "pie como ttl ha de- 
clarado esta Corteé de acuerdo m $ articulo los de la EbnsH- 
nición. provincia- ib ejercen el poder delegad-, dr la Nación, 
v „o les está permitido dictar los :ot Jigos Civil. Renél Comercial 
i ,W Minería, después que et Congreso tos haya sancionado, pre- 
cepto que no deja lugar a duda en cuanto a i|ue todas las leyes 
qne e-uitimn soUre las relaciones privadas de tos habitantes de 
la líepúhlira. siendo del dominio de la legislación Civil o Comer- 
cial, estáil comprendida:- entre las facultades de dictar los código- 
fundamentales qtte la Constitución atribuye exclusivamente al 
Díngreso*'. t pallos:ioino página .V.* y tomo l.tt. pag. KM ). 
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Las provincia* federadas — continuó diciendo V. i-:. ■ - soft, 
]«>r el Código Civil (articulo .í.í. inri -o 2 \, pi rsoiias jurídica* de 
cxÍMcncra necesaria. dcmandaMes v stisceptihles tic ser efcctfta- 
das; de sume que el articulo 5' de la ConstiUlcíón de la provin- 
i'ia, al sustraer a la provincia de Santiago del ÉsttíÓ a la acción 
de sus acreedores en cuanto a la tonua y modo de hacer efectivos 
sus derechos, ha estatuido sobre materia i|ui- ^ del resorte exclu- 
sivo del Congreso, a cuya legislación deheti conformarse las pro- 
•i. no óptame cualquier dis|»»¡cióti en contrario que con- 
u leyes Incales, (tomo I.U IM >. 

evidencia que el articulo 5" de la Constitución 
íago del Estero encierra una modificación 
de la* disposiciones del Código Civil en cuanto a la exigihitidad 
inmediata *le las obligaciones puc> la fijación de im lérmiiift de 
>eis meses para que pueda hacerse efectivo el embargo de bienes 
di la provincia ejecutada, comisoria en realidad el otorgamiento 
de un término de gracia, una espera legal, que tanto el Código 
Civil (articulos 505 y 570). como el Código de Comercio (aru 
ól4i han excluido de sus disposiciones — argumento di 1 fallo 
de V. K., tomii 153. página 415. 

Como lo ha estahtccidu \\ E, en casos análogos, el régimen 
político y administrativo de las provincias no es otro que el pre- 
visto en los artículos 104, 10í> y correlativos de la Constitución 
Xacioiml: y por latos que sean los poderes inherentes al mismo, 
no llegan hasta autorizar sanciones legales que estén en pugna 
con la legislación de íonno dictada |>or el Congreso, como ocurre 
con el articulo 5* de la Constitución de la provincia de Saifiíago 
del Est«m, del punto de vi>ta expuesto en las consideraciones pre- 
cedentes. Argumento del fallo: tomo 133, jwgina lid y tomo 
147. página 

En mérito de ¡o expuesto, atento a lo que dispone el artículo 
31 ile la Constitución ya lo establecido por la jurispriHleucia de 
\ . k. en los casos citados, soy de opinión que corresponde se sir- 
va V. I*;, i-evocar la resolución apelada de fs, 34, en cuanto lia p..- 
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MÍO ser matena id RKÜrso, de^fi^ ^ emwciiencia, íUJe fe 
.li^.veiúii cid artieuK. 5" iíc fe» Constitución de la Provincia de 
Sa^fto '1-1 Esfcto, <-n la l«ru- objetada, es contraria a los ar- 
tíCUiqS &, ioéiso M, ¡W y ¿1 de ta Constitución Xaenmal. 



KAU.O DE LA CORTE SCPKK M A 

Buenos Aires Diciembre « Je 1930, 

i-'.t recurrí extraordinario concedido en k* autos seguidos 
p,.r (¿« Modoto Gómale* contra la provincia di- Santiago M 
Estero, dé la ^nnueia pronunciada por la Cámara t ivil respe- 
tiva: y 

Considerando: 

( >,u di- las constancias de autos y relacionadas fielmente por 
el señor IWurador Cern-al. en su precedente dictamen. resulta 
fí üé ta maieria del m0m vena sobre la inconstituc.onalidad de 
articulo 9? d* la Constitución de aquella provincia alegada por el 
ejecutante, por «r dcha q&t^ón contraria a preceptos y pnn- 
Hpios establecida en la Constitución Nacional. Conv> ta deasu.n 
definitiva hü sitio contraria 3 k supremacía de la ley tuudamen 
m l procede el recurso concedido, pues aun cuando la decisión 
ha sido dictada en una incidencia del jimio ejecutivo snh Me, ue- 
ttr carácter definitiva por >u propia naturaleza ya tpte da termino 
a una cuestión que ,m p-dria planteare de nuevo y n,H,rtuna- 
tríente. 

Q«e en cuanto al imido del asunto, el recordado dictamen 
se a«o«a en verdaderos íundainéntoa une ibiMrau el <m, W 
arraló éti los artículos M. f-7. inciso 1 1 y de la tWtitucion 
Xacioiial y la constante jurisprudencia allí citada. 



Que consagrada iii ésta la unidad de la legislación civil co- 
mo consecuencia ríe la unidad |K.lítica de lo República, no cala- 
admitir que los estados autónomo* puedan destruir aquélla, al 
dictar sus instituciones. concediéndose ellos mismos privilegias o 
exenciones al mareen de la legislación general, (art. M citado) . 

(Jue los plazos extraordinarios acordados a las provincias por 
las legislaciones Tímales ijite puedan hacerse efectivos; un sus 
bienes los créditos reconocidos legalmente, afecta la estructura 
did Código C "i vil fjue rtü ha creado U neficío alguno al rt*s|Kcto en 
favor tle las personas jurídicas sobre que legisla, estahltriindo. 
]M»r d contrario, una perfecta igualdad entre aquéllas y tas sim- 
ples particulares, i art*. 41 y 42. Código Civil). 

A mérito fie lo expuesto y to dictaminado por d señor Tro- 
curador < ¿enera!, se revoca la sentencia de fs. M .. cuanto lia 
podido ser ohjcto del recurso extraordinario declarándose míe el 
artículo 6" (no 5" como erróneamente se ha dicho en el cursa de 
esta causa) de la Constitución de Santiago del Kstero. es repug- 
nante a tos principios de los articulo* 31. 67. inciso II y Í08 de 
la Constitución Nacional. Noti fúmese y devuélvase previa re- 
posición del papel . 

J. KlOl'KHO.V Al.COHTA. RollKKTO 

Rfi'KTto. -- U. Guido [.avalle. 
— Amonio Saoarna. 



Acardmiii tlcsitjmuuif) t'on¡iu\-fs fant hi C orle S,if>triti<t y di mam 
/vi/,-ni/ <1r Apthnum tk h Cafiiml $QM el uño mí. 

Kn Buenos Aires, a tres tle Diciembre de mil novecientos 
treima. reunidos tn stt Sala de Acuerdos el señor Presidenta di' 
la Corte Suprema de Justicia cíe la Nación, doctor don |osé 
gueroa Alcorta. y los señores Ministros docures don Kolierto 
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íjófl kicanlo finido l-avalK d.,n AjifHií.' Sarama y don 
lidian V. IVr», om i-l oln>tn de formar para vi año mil novr- 
n, iit^ in-ínta y Utto ta lista Üt Conjnece^ |*ira este fof*é -V«- 
pnnui, a mu* si* refiere el articulo veintitrés de la ky di- 
dimunm*. y él íhi'Ím. tercero, articulo g#^«J ífe 1;i ,l '. v ' auUr 1 
mil nenio M^-ma y d..>, ta cual o exler.*iva a la Oiuhtnt V^-nd 
Á . tpsliH Ü'H h Capital, atento lo (lí*t«ie*M en el ici-ifr 
r „ t arlicolü de la citada ley cuatro mil ciento sesctíía y 

ik¡ft m- iirat-ikV. la reactiva in*aenladón. rvMihaiklu donado* 
tos rféétós don Kaltasar S. IMtrán, don Vicente C. Hallo, $¡* 
[titíb N Hoja*, ¿fólí Manuel Caries, don Jim» A. RÜiih.ni. (fon 
hKiti A. (ion/ate/ Calderón, don Antonia L. Marcenan., d.m Jo- 
to ]». I.miíi. doii ios* Nicolás Matienzo. : ém í#cas l :i1,íl " 
m1la>. d.-ii Adolfo lasdal, &m Vírente É l^fc .Inaii Jo- 
sé Ota/ Arana. $m W A. Monns de 
t La. $m 1>W de ¿ Turre, don Miguel Kstévez. don Juan (ar- 
MÍK dón Atl-ilfü K. <>nna, jp Ulman. $m 
iYdro Olaeclwa y Alcurla, don Ricardo 1 A lilao, -Ion -Ram-m 
Méndez, don Xorlnrio Niñero y don Knri<|ite Rui* tmniazü. 

Todo ]■> cual disintieron y mandaron, ordenando se piililica- 
se y remirase en el lihrn corre^nmdieiite. ante mí. de <|ue 
dov íe, 

J. Kn¡l EKOA Alcokta. — KOHI.KTO 

Repetto. — R, Glido L avalle. 

— Antonio Sai. a una. Jt i.ián 
V. I'.ka. - - K.vn. (íimkskü Vi 
hela. (Secretario). 



r>K jrsTU TA he la nación* 



Atontada dmijt&udv Cmtimws para Ut.< í amuras fudcrale.-c de 

E» Unenos Aires, a tres dé Dicicmlire de mil novecientos 
milita, reumdi* en su Sal;» de Acuerdos ti señor f'resif lente de 
la Cott« Suprima d«i Justicia ée la fym** *$D&<X don José Ki- 
.tiiUTuíi Aleona y tos señores Ministril- doctores don Rolicrto 
Rehilo, don kk-ardo titiido I avalle, don Antonio Sarama y don 
Julián V. I'era. con el objeto de formar -«ira el año mil novecien- 
tos treinta y tino. la lista de Ctaijneces ¡iara las Cámaras de Ajhv 
lación de E¿i llata, I 'araná, Córdolm y Rosario, a c|iu* se refiere 
el ine^o cuarto, articulo segundo de la ley cuatro mil ciento se- 
senta y dos. se practicó la respcetiv't insaculación, resultando 
designados : 

i'ant fu Cámara $f<é$0 '/<* p hi,i : los «W'orcs ém Ma- 
nuel p, Kseoliaf. don Raúl K. Aristejmi. don Julio Julianes Is- 
las, don Gregorio Lecot, don Julio C. I)ihel. flon (nllieno Mi- 
gue?, don Jusé Marta inanias, dfin Manuel Pórtela, don Francis- 
co f >riune y flon lía vid < >Yonnur. 

Puní, iti Cámara Federal Uh i Paraná : los dnctores don Filc- 
in.Vn I Haz de Vivar, duu Ramón S. l'erreira. don HumUrto l'ie- 
tranera. don Pedro lv. Martínez, don Manuel de Tízanos Pinto, 
don AgU»ín Rcdoni. don Af>rah;im llartoloni Perro, dtm Cesar 
B. Pérez Colman, don Luis j. Cano y don Kdu;trdo I -utrencena. 

f\na hi Cámara ludxral de Córdoba i los ductores don Hc- 
nigrw Páez. don Pedro Hurtes lastra, dtm Santiago Kcltrán. flon 
AlUrto Garzón Jaimes, don Carlos K. |*into. don Luis Kduardo 
Molina, don lilas l>. Ordóñez, don Pedro J. Krbs, don Rafael 
X, Herrolanm y flon Jorge Cortés hunos. 

i ■ 

/'ara la ( tintara ludaaf tfrt Rosario : lo* doctores don fuati 
Alian, flon Kmilio Chrdarelli, don José María Caíferata. don 
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ftnn Luis Ferrarottu don Faustino luíante, .km Angel < *tt* 
¡;n«nel. clon Federico Vi. Yaldé*. don Ernesto Marrpu.rdt. -ton 
Juan M. Gonzále* Satmliié y don Clodomiro Hernández. 

Todo 1u cual depusieron y mandaron, ordenando se \mUx- 
case y registrase en el jifero correspondiente. *** ittfc 
t loy fe. 

1, KlMEKOA AUOKTA. — 

Repetto. - - K . GfiDO 




V. PKH.A. — ÜAt'I. ííl M í'NKZ Vl- 

ih:i..\. (S 



En Buenos Aires, a tres de Diciembre de uñí novecientos 
treinta, reunidos en sti Sala de Acuerdos el señor presidente de 
la Corte Suprema de Justkia de la Nación. doctor don jóse 
.-uerwa Alerta, v los señores Ministros doctores don Robern. 
Repetí, don Ricardo (mido Uvalle. do» Antonio Sagarna y don 
[nliáu Y IVra, acordaron ¿.►miar la lista de alagados que tsm 
Arreglo a la lev de veintieuatm de Septitínibre de l«7S ilelwn su- 
plir en el año de mil novecientos treinta y uno a lo* 
jrtv <Íe Sentón, legalmente impedido! .. neusados y ejercer las 
funciones de /'iWcí M»r: 

Arw ta Capítol ; los dolores don Enrique * iarcia Mero», don 
Víctor 1). ilovtia. don F^wiíto G*sta l*az. don Oscar Rodrí- 
guez Sanicliaga, don Isaías R. Amado, don Cometió J, Viera, 
don Ismael Hasaldúa. don Mari» Molla Viüamieva. don £ 
lVsialardo y don Luis A. I'odesta Costa. 
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Para La Plata: los ili^Ums don David Lasiauo, don José 
ÍW?mti Apurre, don Manuel Pinto, hijo. «Ion Enrique Galli. clon 

don Enrique Arauz. don Fermín S. Schulze. 





J. Scnet. 

/Vu los ductores (km Francisco Ccrvini, don 

Miel F. Itrtmcl. don Florentino Aycstarán, don Rodolfo |. |>i~ 
llon. don Eduardo F, Tu ñon, tlon Anselmo H. Cisneros. don 
I.uis María Mcdús, don Mario M. Guido, don Raúl D. Sempé 
y don Manuel Lucero. 

PáM Mercedes: los doctorea 
l'arry. don H-wnlierto José liriosso, don Santiago 
Francisco M, Sanüegui, ém P5%e Ismael Díaz, don Justino T. 

< ijea. don José Antonio Torres, don Juan Amonio Berges v 

Carlos M. keyiiu. 

Hü ÜÉflK /'V: los doctores don Elias F. Uiastavino, 
Severo A. Gómez, don Juan li, Dtpetris, dott Antonio Pautasen, 
don Nicanor Molina, don Zenon Martínez, don Aurelio Ai, 
don Francisco H. Caminos, don Ivduardo Gselnvind y ém 
Francioni. 

Potra Rosario : los doctores don Pedro M . Alcacer, don Ma- 
rio Amelo, doti Juan A. Üancalari, don Francisco X, Correa, 
don Nicanor de Elia, don Ricardo Foster. don Quintín Munuce. 
don Ricardo A, ( írtiz. don Enrique Thedy y don Alejandro Ca- 
rrasco. 

Para Paraná : los doctores don Julio M. Calderón, don Brau- 
lio de f|K>la, don Conrado J. Ferreyra. don José Domínguez 
lirruard. don Fortuno Parera IXuis. don Emilio /. Castettor, 
don Manuel A. Cresj«>. don Eduardo Quinteros, don Miguel K. 
Suáre* y don Casimiro ( limos. 




Para Concepción ¡ tos doctores don Bartolomé García, don 
José Haedn, don Juan A. Godoy, don Salvador Y. Sartorio, don 



Nicolás San Martín, don J. Ben/mún (Jadea, don Luis Ksuva 
Bergtt, don Amonio C. Mu/.zi". &*i Enrii|ite Celina y don T. 
I Junte Devoto, 

gmltém los ductores clon i'milio E. Maso, don En- 
duro Vargas (lome*, non Diego Meana olodriro. don Tomas 
t astillo Odena. don Jo*é Bernardina Aco.-!a. don Ernesto K . 
Mealie, don Julio C. Izaguirre. don Héctor I. .moñaco, don Illa- 
jlcnjamm du la Vega y don Diomcdes C. Koja-. 

/•uní Córdoba : lo* ductores don Luis María Uknde, don 
PíSlító Lo/arla Kelunimie. <1on Raúl Acuña, don t é, .r l'alacin. 
ém K<*l*.1fo Barraio Mármol, don Ernesto Aliaga Tejt ma. don 
David Linares hij". don Kaiií A. < irgfu. don Ricardo \ .cava 
v rkm José Zel«aIlos CrUtoU». 

f\tr t t ÍU U-Viih : los doctores don Gustavo C ¡avier, don Adol- 
h, i;uii/ákz AllKirracin. don Lioamón ( írtiz Soria, don José M. 
]¡crn.tar:ín. don Enrique Velado. .Ion Moisés íimvara y don Da 
vA 4L Marcliand. 

/',„«, Sotuuufo dd Estero : los doctores don José ÍL Altai»*, 
don l'edrn Llanos, don Marcos J Pi^ueroa. don Víctor Alcorta. 
don kaúl Carcía (iomstiaKa. clon Benjamín Zavalía. Mi Juan D. 
Chamarreta, don Benjamín Amafiarás, don Alerto Saya*, y don 
Casoar M. Talxiada, 

Pura fmm& b doctores don Adolfo Pioseek. don José 
1 uca. IVnna, .Ion Uledomo í mlicrrez, <Um \'v\\\x S. I*ért7. -lo., 
IVdro jjjímjk dí¿ Emilio I eran Trías, don Aoraliam de la \ e- 
ga, do|1 Migitel í'- Dia/.dcm Julio M. Teráu y don Nicanor Ko- 
dríjíiiLü del Busto. 

l* t m, mái 'toé doctores don Daniel Ovejero, don Benjamín 
Davalo, Micliel. don U>raham Cornejo, don Juan K- r.udino. 

Ernesto T. Becker. dnn David SI. Saravia, don Juan J«se 
O.Mellanos. don Delfín Pérez, don Arturo M Fifiueria y don 
Adt MCi F igaéW si < iarcía . 
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í*aru Jítjuy: los doctores don Allterto illas, don Krnesto C la 
ru*, don Pedro Buitrago, don Arturo Palisa Música, don Artu- 
ro Pérez Aliado, «ton Héctor Carrillo, don Ruteno Pomares 
Silvettt. don Daniel CmnuáWz Pérez, don Jor^c Pas<|nini f^Opez 




Para Cataittatra: lus ductores don Lcovtno M. Córdolia. 
don Ernesto Acuña, don Manuel Rodríguez Cumie*, don Luis A1- 
lierto Ahumadla, d«m Anget A , Navarro, don Kdnardo Rivera, 
don José V". Figuerna, don Rodolfo A. 
Herrera y don Juli« ( C. Rodríguez, 

Para La Moja: los doctores don Horacio Vira < Vamjio. 
don Wenceslao Frías, don Tomás Vera Barros, don Kurii|ue S. 
ChituJiíta, don Ricardo Vera Vallejos, don Luis M. de la Fuen- 
te, don Arturo de la Vega, don Jacinto Amador Ouiniga. don 



Para San Jttun: hts doctores don Carlos Conforti. «Ion Juan 
I*. Tierney. dQñ Kduardo Sanche/ Sarmiento, don Pedro S. 
Manrique, don Arturo Storni, don Diego M, IMMÉ Hono- 
rio Basualdo. don Horacio Gerardo Vidria, don Manuel Xovoa 
; don Carlos Hasañez /avalla. 

Para San Litis: los doctort-s don Bonifacio Suárez, don Al- 
lano guiropa, don José Klías Rodrigue* Sáa. don Emilio T.Hui- 
llirr. don Alfredo Zavalla Ortiz. don Delfín X. Haca. «Ion Gil- 
Uno Sosa Loyola y (ton Juan Sáa. 

I*am Mendosa: los doctore* Alberto Guiñazú, don Mario 
Arenas, don Rantlolfo 1 ^olamonio, don Raúl Godoy, don Al- 
lano Castañeda Aráiw:. don Rolierto Estrella, don Rultén PaUro 
Infante, don A Hurto A. Hay. don Rodolfo Caminos Segura y 
don Juan Carlos Calderón. 
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Tmlo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando ib publi- 
case y registrase ui ti libro eorresprnidieme. |>or ante nú de 
que doy fe. 

J. Klia'KKOA Al.íOKTA. — 

>. — R, Grino 

>.v;arsa, — Jn.iAx 

RA. RAI L tilMKNK/. \ L 

(Secretario). 



lh>n Martin (iorris contra la Caja Xacionai de Jubilaciones y 
Pensiones de Unificadas pcrrmittrios. sobre i ndem libación. 

Sumario: V VA articulo 38 de la Uy I0.r>5f). al enumerar las ínrr- 
solías con derecho a fisión por fallecimiento de los em- 
pleado> II obreras ferroviarios, ex pre sámente determin:i 
que gozarán «le tal U'ncfieio "en la proporción y condicione* 
establecidas en este capitulo" entre las cuales >e encuentran 
la de Ti is incisos 3' y 4« del artículo ,19 siguiente, míe mi- 
pone a los |Kidres. cuino extremo índisi>eusable, la circuns- 
tancia de encontrarse "exclusivamente a cargo del cau- 
sante". 

$ VA articulo 4fi de la misma ley. al referirse entonces 
a la enumeración de dicha disposición, necesariamente com- 
prende también aquel requisito aplicable sin distinción alguna 
legal, tanto a los casos de pevsión como a tos de indemniza- 
ción dd cinco por ciento de las sumas percihidaa en con- 
vi pío de sueldo*, por el empleado u obrero fallecido que no 
dejare derecho a ella, según los términos claros del pre- 
cepto invocado. 

Caso: l.o explican las piezas siguientes: 
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KKSOLLCÍON 1>K L.\ 4*A J A ( fs. 17 J 

Mano 24 de 1930. 

Habiendo aproado el I^rectorio en su sesión del 18 riel co- 
rriente el precedente despacho de la mayoría ( I ) de la Comisión 
de Hacienda, de*e vista del mi*nu a la parte interesada. — Brirm. 



N'o habiendo sentado aun ta justicia tina jurisprudencia de- 
finitiva acerca de la aplicación del art. 39 de la ley 10.650 en 
cuanto a la comprobación fie la subsistencia se refiere en tas 
solicitudes de indemnización del art. 46 de ta ley, creo prudente 
a salvo mi opinión sobre el particular: esto es uue dicha 
sólo (trocede cuando se trata de una pensión <|ue es 
de carácter t*rmaneMe. 

Comisión de Hacienda, Mano 11 de 1930. 




SE NTENCIA H£ LA CÁMARA FEDERAL DE APELACIÓN 



Y Vistos: 



Buenos Aires, Agosto 6 de 1930. 



iJe acuerdo con lo resuelto |mr este Tribunal t-n los casos 
de Nicardo Ceriani, htjo. Estetian Itailonc y Ensebio Toledo, fa- 
llado en mayo 5 de \92ñ % mayo 28 y junio 9 de 19,30. respecti- 
vamente, y siendo arreglada a derecho, se confirma la resolución 
apelada a fs. 17. — Usé Marcó. — Mará-tino Escatada, — fí. .1. 
Xastir Amhorem, — J. P> Luna. — Rodolfo .V. tu rro. 



FALLOS DE U\ CURTE SUPREMA 



Bueno* Aires. Noviembre 2» de 11*30. 



causa segueta |*ir don Martin <i<irriz 4 padre 
ocl (X empleado ferroviario don Knrimie iiorrñc. sobre devolu- 
ción de a|«orte>, lia sífUi materia de discusión la interpretación 
de disipaciones contenidas en la ley 10.650, tnlMcndo sido la de- 
cisión fina) de la Cámara Federal (te AiielacYm ilc <>ta Capital 
contraria al derecho invocado i>or d recurrente, fundado en «li- 
dia ley. 

Kxistr. a>i , f? ea¡S0 federal-, y de acuerdo con lo resuelto por 
V. K. en casos análogo*, el recorso extraordinario de ablación 
procede, atento a lo dispuesto jmr el art. 14 dHa ley número 4K 
-Ha sido, pues, en mi opiirón. bien concedido jara ante Y. K. 

Ku cnanto al fondo tlel asunto, adhiero a los fundamento- 
i|ue sirven de base a la restitución denegatoria pronunciada por 
la t ámara. por considerar que la interpretación que en ella r-c liare 
dd art. 46 y sus correlativos los arts. 38 y 39 de la ley 10,650. 
aplicables al caso, es ajustada a derecho. 

Soy l«>r ello de opinión <uie corresponde confirmar ia sen- 
tencie 1 , apelará de fs. 27, 

Horado N. Jineta. 



FALLO OE LA CORTE SUPREMA 

Bueno» Aire», Diciembre 5 de 1030. 

V Vistos: 

K1 recurso extraordinar o interpuesto y concedido contra 
semencia de la Cántara Federal de Apelación de la Capital en 
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lo* aun»* "Üurri/ Mnnín v. (.aja Nacional de Juhilacioucs y Pen- 
sione-, de Empleado* Ferroviarios sobre indemnización"'; y 



Considerando : 



V (¿ue el art. £Ü de la ley 10.650 al enumerar las ]mtm<ÍH 



pitido", entfc las cuales se encuentran la de los incisos $ y 4" 
del art. 39 siguióme que tni[h>ne a los |vidres como extremo in- 
dispensable la circunstancia de encontrarse "exclusivamente a car- 
Rti fie! causante". 



también aquel requisito aplicable sin distinción alguna 1ej*al tan- 
to a los caso* de pensión como a los de indemnización «leí cincti 
|»or ciento de las sumas percibidas en concepto ele sueldos, por 
el empleado u obrero fallecido que no dejare derecho a día, sejíím 
los términos claros del precepto invocado. 

S* Que a mayor abundamiento. cílIr- señalar también que en 
uno y otro caso existe la misma razón determinante del beneficio, 
fpte demro del concepto de la ley está destinado únicamente a 
atender el desamparo de los padres por privación de la presta- 
ción alimenticia que constituía su exclusivo medio de vida. 

IW estas ennsiíleraciouis, de con ti ir m alad con lo dictami- 
nado |ior el señor Procurador < leñera I y por >us fundamentos, se 
confirma ta sentencia ajelada de ís. 27 en cuanto lia |wk1í Io ser 
materia del recurso. Notifíquesc y en su u|M.n unidad devnéb 





2? Qtte el an. 4ó de la misma le 
tioracón de dicha disposición. 





t monees a la 



vame. 



J. FmiKROA Ai.iokta. — R. tii ino 
Í.avai.lk. — Antonio Sauakna. 

— Jl'IJAN Y. l'KKA. 
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.Víurfí, os ifr la t¡u¡ch-u Cxtstm-s ttcnmut** y C«»i/wíi'«i. 19$** 
l.uh l.h r v Carbajai v fas? Gambini, átt$&? cobro ejecutiva 
i/e pesas. 

SuHHiria : V \m establecido ui lo> convenios entre [«irte* rela- 
tivo a ta cimhriluciún de un domicilio especial para el cum- 
plimiento de sus obligaciones, no puede sobreponerse a la> 
facultado que ¡w>r la* leyes corresponden a l"s jueces del 
concurso sobre bienes del concuñado. 

y ta dicción del articulo 3938 del Oidip- Civil >ti- 
tMiie la acumulación de acciones mura Ép l>icnes hi|K be- 
cados al concurso general. 

Lo explican ta* pieza* S%«íefttes i 



Buenos Airt-K, Mayo 3i* de 1Í>2Í*. 

■ 

V VhH»!-: l'on-ideraudo: 

I Kl desisiiiineimi de í>. ¡.reluce la consecuencia cuya 
declaración *c solicita innecesariamente en el i*titorio número 
1 del escrito de ts. UW IM. Kn consecuencia, es imprtteedente la 
P eñe .."m de fs. 10+ sobre una nueva citación ele remate, desde que 
este iuicí.i fábe *nn*iderarse inexistente, y porque adema* las ac- 
t innes contra el concurso fart. 730 Cód. de fomÚ. $&m W 
dar-e ante el Juez -pie entiende t n el -misino. 

II. ij citad.» desistimiento de th HH hace inucesario pronun- 
j -iarse sobre la nulidad deduc ía a $*. 81. puesto que llena el mis- 
mu fin que con ella se perseguía. 
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tlf. Kn cuanto :i la* cosías. m>ii a earj«o del que deM.-u-, v a-i 
se dnrlara. tanto las originadas hasta el momento de desistir. 
o>mi> las que puedan causarse \**t di licencias necesarias (tara re- 
pimtT las cosas al estado en qm- se bal lailán cuando el juicio se 
inicio. Xu corresponde, sin embargo, involucrar cñ estas costas 
ios justos producidos por el escrito de fs. 88. eu razón de que 
etla* son pedidas para el caso de oposición (ult. línea í*. 88). 
¥ ¿* ta no ha existido; ni por los del escrito de fs. 1057, en vir- 
tud de ser posterior al desistimiento de fs. 104; ni por el de ís. 
108. como consecueiKia del anterior: ni, en fin, por el de K \W. 
desde que era innecesario, como se establece en el punto I. 

gansc las fojas, y se apercibe al actuario señor Amula, por ta 
demora con que se ha traído a despacha este expediente. Rep. la> 
("jas. Juan h\ Untas, hijo. - \ me, mí: P. Mom. 



VISTA nKL i rStAJ. |>K CAMARA 



Kxcma. támara: 




El auto recurrid" e* arreglado a derecho, porque el tfesfsti- 
u liento del act^r de fs. 104. en la 
implica ta inexistencia del presente juicio y la 
ino significa iniciar uno nuevo, lo que no es admisible en el sitb 
lili |M.r ta nuón apuntada y p0 no ser el Jt ligado cnuq jétente. 

Por tilo corresponde, en mi opinión, la confirmación de 
aipiella roolnción. Despacito. Octubre M dt I f 
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SKMLMlA ItK LA CAMAMA IW. \I*F. LAi'ío\ KS LO lOMKKllAl 

Bueno» Aire*. Diciembre J de 1929. 

Y Yi>l«t>: 

[W -u> fundamento!» y de conformidad con !<■ dictaminado 
,«,r ,-l M.MÍ»r Fiscal, sv confirma el auto arlarlo de í>. I U. con 
*.»ia>. fijátnlnsv en ciento cincuenta peños m 11., ropectivaim-n- 
lt . fe* honorarios del letrado y apoderado firmantes del escrito « 
iV 125: y devuélvanse previa redición de sello* articulo 23. 

íry *i3¿> í/r-H^í/.'r timvtamt. - ífcmm. m&m¿ - 

Ame mí : limuni M&sck&éM* 

DU'TAMI.N [>K!. 1'klK I K-UxtEi íiKNKRAL 

Buenott Aire*, Noviembre 15 de 
Suprema tWle: 

K! recurso rxtrann linar io interpuesto ui esto* autos toma 
kise en la interpretación dada at ari. 7JI> del df Procedí- 

míenlo, d** la Capital Federal que * J 1 '** 11 ^utrario ;t lns íins - 
int. iíW y 1212 del Ctliíí.t Civíl, y a los arts. y í>7. inciso 
IT .Je la i'nn-iimci<>Ti Nacional, m cuanto, conforme a aquella 
Interpretación. >e ordena al demmdanle a zurrir al concurso 
ultitrm al demandado aun- \m Trilmnale-. de 1» ciudad de U 
l'lata. Kti virtud do ello, opino que el re urM» ha sido bien con- 
edido. conforme al au. 14. inciso 2" Mi- la ley número 4S. 

Cotí re-pecio a la cuestión de jurisdicción que plantea el 
h cúrrente, creo que mi rahe otra solución que la adietada en el 
aiit,. de í*. 1 14. confirma*!» a t\. MI, al d!s|>oiier que las accio- 
nes entra <t concurso dclien iniciarse ante el juez que entiende 

en el iiiímuo. ISa solución eg£t de acuerdo con la doctrina fie 
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igsta Corte Suprema, que rc| leudamente ha declarado qite lo> jui- 
cios por estiro «Ir créditos hipotecarios delien acumularse el juicio 
utii versal de concurrí, a pe>ur de los convenios entre partes re- 
lativos a la «institución de un domicilio cs|>ecia! para el eutupli- 




no pueden Milirrp-merse a bs facultades (pe por h> leyes co- 
rres] Kindeu a tos jueces del concurso sulirc los Tiiene* di- los con- 
cursad**, ( Ka líos, tomo pág. „ÍS8: tomo |#i pág. '>? y to- 
mo 152, ¡k*ií. 1HI). 



Como también lo ha dicho Y. K.. la regla di- ;icumulación al 
juiciu universal di* las acciones promovidas |n«r lo> acreedores 
hipotecario^ surge de lo dispuesto por el an. 3'MX del Código Ci- 
vil, desde (pie si esos acreedores no están obligados a esperar las 
resultas del concurso general para proceder a ejercitar sus ac- 
ciones contra las respectivas fincas, lo es cu la inteligencia de la 
acumulación de esas acciones al concurso general, dado que sólo 
ante il juez de éste |>odria cumplirse la dis|tosición final del ci- 
tado art. 3<J.1S, o sea la determinación de la cantidad que se juz- 
gue suficiente para el |«tgo de los créditos que sean de privilegio 
preferente, la que delie >er consignada o afianzada, o la caución 
de acreedores de mejor derecho a que aludan las leyes prucesa- 
tes. (Fallos, tomo V?2. pagina I«l>- 

Por lo xpuesto. pido a V, íí. se sirva confirmar el fallo api- 
lado en cuanto ha podido ser materia del recursu entahlado. 



TALLO nF. I.A COK TK SI FKEMA 



Buenos Aires, Diciembre 5 »le li*:t(l. 



Autos y Vistos: 



íjue la resolución de £& 1 14 ennfirmada a fs. 131 ordena que 
el demandante ocurra a deducir tas acciones que le competen ante 
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t i J ni - / tM concurso alncrt» al demandado en la M de 
la. fundándose |>ara ello t-ti lo dispuesto i*>r el art. 720 del Có- 
digo fie Procedimientos de la Capital Federal. 

Oik- se ha planteado i«>r el recurrente la cuestión de íucons- 
Úucioiialidad de dicho artículo de la ley procesal, por estimará 
contrario a lo dispuesto en los arts. 101. 1197 y 1212 del Código 
Civil y ans. U7 incisos 11 y 108 de la Constitución Nacional. 

(Juc la decisión pronunciada es favorable a la valide/ de la 
lev impugnada, por lo que *t recurso extraordinario es procedente 
M\ arreglo al art. 14, inciso T de la ley número 48. 

(Juc en cuanto a la cuestión federal planteada, esta Corte 
Suprima tiene reiterada y uniformemente declarado 'que lo jttfc 
tablecido en los convenios entre panes relativo a la constitución 
de un domicilio es'Hícial para el cumplimiento de sus obligaciones 
n-i puede Mibreponerse a las facultades que por las leyes corres- 
pondan a los jueces del concurso sobre los bienes de los con- 
cursados" v que la disposición del art. 3938 del Código Civil su- 
pone, la acumulación de acciones contra los bienes hipotecólos al 
concurso general. (Fallos: tomo 97. pág. 154; tomo 119, pag. 
.Vi7: tomo 152, pág. MÍX* 

<Jue dentro de tos mismos preceptos del Código Civil la 
di*]mTición impugnada consulta la mejor liquidación y distribu- 
ción de los bienes que aquél procura en los casos de concurso 
mediante la acumulación de las acciones de los distintos acree- 
dores. 

por estas consideraciones, y «le conformidad con lo dictami- 
nado por el señor Procurador General, se confirma la resolución 
apelada, eu H ha podido ser materia del recurso. Xotifíque- 
y devuélvale al ju/gado de su procedencia, donde se re|x>n- 

flrá el ittpel. 

J. Figueroa Alcorta. — R - Guipo 
La valle. — Antonio Saciar na. 

JlUAN V. PtlRA. 



Gobierno Xadoual contra don . i átomo Ltintni. sohtr expropia- 
ción. 




\" A los efectos de fijar ta liase prudencial a la detcr- 
efel valor. corresponde tener en cuenta todo lo re- 
proximidad al puerto y el hecho de lindar con la mas hn- 
\x triante vía de acceso al mismo, no debiendo tenerse en 
cuenta la valorización por la ejecución de la obra, nf las ga- 
nancias hqiotétícas. 

--' Xo corresponde incluir en las costas que 
el expropiante, los honorarios del abogado ^rocinante 
demandado. 

dtAoi | J(Í explican la- 




SKXTKXriA ORI. J t KZ t.Kl kAlM) 



Junio 



Kstus autos de los que resulta: 

Qm a fs, 4 se presenta el señor Procurador Pisca] por 
el Gobierno de la Nación, entablando demanda contra Antonio 
tameri, por expropiación del inmueble de su propiedad sito en 
el pneblo de «arranqueras sobre la ritiera del río. para las obras 
del puerto en construcción y (pie comprende et 
/ana l ). con una sujierficie de 2.505.59 m.2 con su 
diente edificación, sejjún consta en el plano que adjunta. Acom- 
liana comprotante de depósito por $ 30.419.04 m|n. en mérito de 
lo dispuesto en el art. 4* de la ley 18?. Pide se te dé |ioses¡óii del 
inmueble y se señale la audiencia a los efectos del art. 6 V de Ja 
citada ley. 
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Unten jHtr 




de fe demanda, se presenta ¿I seiior 
de apoderado a fs, ( > y manifiesta: que el 
por el Fiscv» 111 r puede aceptarse como pre- 
:. vi que d$¡e ser lijado judicialmente. 

>e celebra a ís. 15 
expuestas ni 




y IS. ampliando el demandado las 
vi escrita aiiles citado, agrega qu 

,i,m el 19 de enero de 1<>23 en ta .nina de $ 25.000 moneda nu- 
i-innal sin muchas de las mejora* que actualmente presenta; que 
esn seria Atante para establecer que el precio uírecdo es in- 
justo, pur exiguo, dado que el valor de la propiedad raiz en Ka- 
rrmiqueras y especialmente en la zona afielada i*tr las expropia- 
ciones, que comprende el lurrio más comercial y de mejor ubi- 
cación ba aumentado hasta seis veces su valor en los últimos cin- 
,„ ;m „s. One adunas se hace acreedor a la indemnización por el 
-nivanien qne se le causa por la venta forzada que se le itmMine. 
b que ííeiHTabneiite se aprecia en ñ 20 $® ciento tbl valor -le la 
expropiación. 

Designados los peritos propuestos y luego un tercero, és&ni 
>e expiden a ¡s. 21 el de la demandada, a fs. 26 el del Fisco y a 
fs. S> el tercero, llamándose autos para sentencia a fs. .*">. 

Y Considerando: 

I* <j lK . reconocida la procedencia de la expropiación atutías 
¿mm desistan sus peritos de acuerdo cou lo dispuesto en el art. 
6 de la ley IS" y el ju/.yado designa tercero para el caso de 
disconformidad. 

Los peritos nombrados, ingeniero 
y señor Gaspar De Xicola se expiden a fs, 26 y 21 
mente, calculando al terreno un 
ti. mal (7.50 m.2t v m 1*'** 26.500 lo edificado, el 
los nombrado*, y en S 37.5H3.S5 I 15 m.2 ). la tierra y 5 mfám 
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Wrmm señor (ialardim, estima el valor de ta tierra tu pesos 
.ÍC.fív .(.18 moneda nacional a la/ón di- $ U moimh nacional el 
m.2 y 111 | 14.040 el val, ir del edificio. 

2» One el art. lo d< h lev lK'*> preserilje qnr la indemni/acón 

propiaeión. tales como ti valor del terreno y ulificio. pero no 
debe tenerse en consideración las ventajas o ganancias hipotéti- 
cas, y aquel valor ha de neniarse por el que hubiera tenido si el 
pmm tic barranqueras no se hubiese construido (art. 15 j. 

L©á tres pertos disienten en iu r|tic respeta al valor de la 
tierra y edificios, por la que se hace necesario un análisis de 
las tundiciones de! Iiien a expropiara para poder establecer equi- 
tativamente ti aporte que corres] n mde. ÍJel plano tic fs. 2. re- 
í til ti?, qne la propiedad del demandado, dentro di la zona reservada 
;í tx propiaeión, umitienc una situación que iwrtlria «ksgnarse de 
privilegiada l»*r su proximidad al rio y lintlar con la más im- 
|)«i¡ tante via di acceso al merto, coraú lo es la calle C apitán So- 
lari. sitndo sin iumediaci ities el punto de niavor movimiento de 
un]« i ir din \Htr su proxWdid al embarcadero de pasajeros, sien- 
do en consecuencia estas oircuiiManeias cimientos de juicio que 
no deben descuidarse tu la graduación del valor a fijarse. 

■V tjue por lo tanto, el suscripto considera equitativo fijar 
a la tierra el valor que te asigna el perito icrecro. o sea en la de 
$ 1 1 tnonula nacional el metro cuadrado, omi ttn lotal de pesos 
$0$mM pt los 2505,59 m,2i y lo plantado y edificado en lo 
justiprecado por el perito del risco, que alcanza a la suma de 
í 26.5C0 moneda nacional, lo qu<- sumado alianza a la de ein- 
ciunta y seis mil quinientos se-enta y seis pesos con nchn centa- 
vos munida nacional, incluido en ello cualquier otro daño o jwr- 
jurin f |ue pudiera eausar al señor Antonio Lantén la privación 
de su propit-dad. 

í'or tules eonsiderae ones y dis|H liciones citadas, fallo: decla- 
rando liansf, ridi» a favor del Imsco Nacional el inmueble solar 
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& de ia mam x* l > W p***» * mmamm* m *^ 

perlfefc de 2.51)5.5'* m.2 áu *W A »'" m,í , anU " ri 

j ■„ vin üñ» <fe la sumn «é cincuenta y seis mil quinientos semita 
v seis tem mi <K"h,» eunavo> imoueda na.tunal én concepto de 
'mnl indemnización, con cusías (art. 18 de la ley IH0). 
el honorario del ahondo Kndoro Vareas Gfcm, m lo suma ifé 
cuatro -mil pe*>s moneda nacional. — Jmw José Srtsaretfo. 



DICTAMEN IHX KlSCAL DE CAMARA 



Kxema Cámara ; 



En ©atoa 
tión suhre la 
pítftss cu la a 
Inri per juicios iri 





que sea la cues- 
ia ele criterio entre las 
valor ckl inmueble y de 

esta clase de compra venta. que 
r obligado y iü aras de 
inmoderada. 



■ * 

fl -stili lúe" está en estas condiciones tan cointmes (hablo en 
.lerevho,. unes las prensiones M ÜWM Í ^¡^» j *g 
notoriamente excesivas en b estimación de la cantidad ¡íloU-il 
q ltó 8C interesa ,>or su propiedad, la cual, maní t iestamente («isa 
( ti mucho del precio posible de aquélla. Su obstinación acá. en pro 
lU un benéfico desmedid, resalta a todas luces. 

Kl precio del inmueble y de ti* daños y perjuicios consi- 
guientes di la expropiación, ofrecido |ior el expropiante (el Ksta- 
Au> no es caprichoso: como lo dice el mismo demandado, 'esta 
íiado |kt el Poder Kjmulvo de la Nación. por medio de su re- 
oreM-ntante. el que a su vez 1.» lia recibido de los empleados de 

Mi.ñsRTi.. wmm» (fs. io vta.t. h <im- sa» ™"»"^ r lal 

ik&tftol ha sido nativo de estudio especial m »*f 
,,, lr .ntender en lodos estos asuntos, y par:, su cometido no es 



■ 
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debida, conm 
actos ponen la ca- 



ite la 

n, 

sus 
de l'ormar 

el precio de la cusa y su indcjiwizae ó", que 
fundadamente erre justo, sin iiínguira excitación estrecha en sus 
apreciaciones, sin estar guiado más que |»or ti delier que cumple 
impuesto jjor la lev. Hn cambio, es curioso examinar la perie 1 
del arbitro |jor parte dtl exprup ado, el que si bien obra por si 
solo a ciencia y conciencia sin dejieudeucia (te otro, tiende a aigstr 
zar el ingenio con justipreciaciones artificiales (ara doblar el va- 
lor del olí jeto de la i x propia c ion, 

ICstus antecedentes, bien advierten a \\ K. de los propos:- 
los ípte animan a las respectivas partes; el expropiante ünica- 
niutlt hn buscado pagar el precio correspondiente en justicia, y 
el expropiado persiguiendo lograr una yananeia intolerable. 

Las pericias producidas diíkren cutre si: la*, tres son des- 
cqu disnuUs en la justipreciación de los de Utiles v total del in- 
mueble expropiado, como es diferente también la del Juez "a 
(|Uf ". lo cual hace más diíieuhosi la tarea del Tribunal, que con 

conclusiones, volviendo al justiprecio hecho |>or el expropiante 
como razonable y decidir en su conformidad, por las m'sm» 
razones «pie lian servido al Poder Kjeeurivo de la Nación para 
determinar ui la cantidad de ($ .10.419.04) treinta mil cuatro- 
cientos di ex y nueve pesos juoncd;i nacional con cuatru centavos, 
en concepto de precio e indemnización única del terreno con lu 
edificado. 

Así lo pido, por sir de justicia, etc. 

Otrosí digo: míe en cuanto a las costas causídicas, me lías- 
tara referirme a la propia jurisprudencia de esta P.xcma. Cá- 
mara, conforme con la establecida por la Corte Suprema, en la 



murpreta.'iói, M art. IS de la Uy gmé ,k ' 
cal .le al "sui. judice". la cual estahkcc r,ue, en los rasos en que 
mi i.ajíu ícnsuiM es a cargo de expropiante, «UIkii coiuprt líder 
únicamente los pi®m de actuación y los honorarios tic los pr- 
ritos excluyéndole los de la dirección letrada < alionados )í y rc- 
j^euiacón del demandante (procurador ). — Oirfos M&tm, 



sexti:ncia m% t.a cama ka ieuerai. 



Y Vistos: 

U:< del juicio seguido por el Fisco Nacional .ontra Antonio 
Uútért expropiación, para conocer tic h seunueia # ís, 

jgfe vía. riel ju/fíadu Letrado del Chaco, y 



Considerando: 

Om no hahiéndo-e m f lucid» recurso de nulidad ni >iendo 
nhjtiattli el noiiihnuniento de yerto* tercero ludio a ís. as« 
n declara, corrcsi^mljendo sea continuada dicha semencia en 
cuanto da por transigido al Fisco el íiumtel.k' a ipie se refiere 
la demanda, por la cantidad de eineuenta y seis r 
svmia y seis pesos cutí í»eho centavos moneda 
5fi.5fií.,üíí moneda nacional ) . míe el 
:iU nto a lo m resulta de las pericias pn-entadas y 






(j„i tíeW indi.ir.se en -Uchú indemnización los interese, ra- 
H op'.'udient.s a la diúrenc a entre la cantidad tity&mk f 
actor como precio del in.nuel.le < ís, | > y lít deimitivaníLmte linda 
,H, r la ,eniencia. dode el dia en -pie se tomó ,*osL-sión del mmue- 
hk- hasta el de la to,a1 inn^rae'/m del precio, es decir, sohre 
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veinte y seis mil ciento cuarenta y siete peso* o mi cuatro centa- 
vas moneda nacional 2o. 147.04 moneda nacional*, intereses 
que se Tíi | nielarán a estilo de los que cobra il Kancn di* la Nación 
Argentina. 

Oui tío obsta a esta conclusión la circunstancia de que dichos 
intereses no fuer.on reclamados en la oportunidad de la auTen- 
cia de, que <la cuenta el acta de fs, 17. no sólo porque aquéllas 
oeián comprendidas en la indemnización < Sup. Corle N;io.. t. 07, 
páj-. 40H ... sino átenlo también a que la tuina de posesión por 
el expropiante se operó recién después de la sentencia definitiva 
(acta de ís. 45 vta. ), de donde resulta que la jieticióti fomudn'la 
a su rrs|iecto cu el escrito de fs. 59 no es extenqioráuea. 

Que de acuerdo con la reiterada jursprudeucia de la Su- 
prema Corte Xacional. esta t ámara y otros tribunales uacionak-, 
no corresponde incluir en las costas que debe almnar t i expro- 
piante, los honorarios del ni tobado patrocinante del demandado 
(S. C. X.. tomos 20. páfj. 139; 26, pág. 421 : 27. páf*. lf>S : 2S. 
pan. 205. y 50, páy\ J05. "(iaceta del Foro". 22 de julio de 1925). 

I'or estas consideraeoiiu-s y l is concordantes de la sentencia 
apelada de fs. Mi vta., se la confirma en lo principal : se la mo- 
difica en cuanto no incline intereses, los cuales dclien alionarse 

■ 

por el demandado en ta forma y sobre la cantidad establecida en 
los considerandos de esta siuteneia. y se la revoca en la luirte 
que incluye en las costas los honorarios del ductor Vargas í lñ- 
me/, abobado de Lameri. debiendo darse previamente a é>h la 
intervención que eorn sponda a los efectos de dicha regulación 
de honorarios que son a sn cargo. 

Y en cuanto a la reculación de los honorarios dvl f terito IV 
Xicola (ís. 42 vta. K valor de seiscientos pesos mi metía nacional, 
estimándosela etpr.tativa se la confirma. 

rájjtiense las costas de esta instancia en el orden causada- 
¡ior desestimarse pretensiones recíprocas: hádase -alier y devuél- 
vanse, debiendo reponerse los sellos ante el Inferior. — /-'. Píuc 
tit l ivor. — . f. koitit — A'. Avilo Castillo. 
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DICTAMEN DF.I. l'RWr KAltt Hi oENERAi. 

Buenos Airi*, Octubre 1 de Í«|& 
Suprema Curte: 

por ta*. eoiiMderactoiie* :i -Incida?* (Mtffc 
pido ;i V. K. revoinie sentencia detada l««r la O'unara 
iW ÁpciaciSfi «le Paraná feti esta cansa sohre $gp* piación sc| 
par el Fím'ii Nacional contra don Antonio l.anteri: y fije cuyjp 
preda de la a^&dóti H KÉ^tt por el GoBWitá de la Sn- 
mfa\ al iniciar estas acinac oru>. C'c.n iÉW 

llnratío A\ Lunwitt. 




I Al.LO 1*1 LA CORTE MPK1.MA 

Buenos Aire*. Diciembre "> de 1930. 

Y YUlos: 

F.l jtlicto sobre expropiación a$gfÉ$n p*»r el Fi^co Nacional 
contra don Antonio 1-anteri «Üükki a ola EÉriÉ Suprema por 
;ipdaciún ordinaria de ambas partes contra la scim-in ia pronun- 
ebtta por la Cámara ele Ablación -le Paraná ; 

Y Considerando: 

í ,hie en lo relativo at precie t fijado al terreno y mejoras que 
sobre el minino exilian al hacerse la expropiación, la aprecia- 
ción que al respecto *v establece en la sentencia apelada fes t^jtó- 
tíitíva. sc^ún lo> anteculentcs que obran en autos especialmente 
la escritura de adonis ción de ís, 13. pericia;, ile is. 21. 20 y 32. 
con referencia sobre KKto a la partida efe alquileres cpie devenga 
la propiedad, uegfrti ^ mismas. 



■ 
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Que en la misma sentencia (véase considerando Z'i si- hace 
referencia y sirvo (te Utse prudencial a la deu* rumiación del va- 
llarla su proximidad al puerto y el hecho efe lindar con la más 
importante vía de acceso al mismo. i*ir lo eme no cal* fijar otra 
indemnización |xtr tal concepto en esta instancia, según se pide 
|*" »r e| representante dtl demandado. 

Que cu Ki relativo a las valorizaciones producidas jior la eje- 
cución de la fibra y ventajas o ganancias lii|>otéttcas han 
bien desestimadas conforme a lo dispuesta en Ins arts. 15 y Hi 
de la ley 1«9. 

Que en cuanto al interés, corresponde sean alionados desde 
la fecha de la ( le sj toses ion, (pie en este caso se ha producido i>or 
la diligencia <le fs. 45. 

Que en lo referente a las costas, la jurisprudencia reiterada 
de esta Corte Suprema ha establecido (pie corresponde compu- 
tarse en la forma determinada por la sentencia de segunda ins- 
tancia. 

l*t ir estas consideraciones, se con finita la sentencia apelada 
de fs. 70 en todas sus partes. Xotif «píese y devuélvase ni Tribunal 
de su procedencia, donde se repondrá el papel. 

J. Figleroa Alcorta. — R. Guiño 

LA VALLE . — A NTON IO S ACA k N A . 



l : isff> Xatiomtf contra tfait Teófilo .irritan, sobes expropia* ion. 

Sumario ; Tratándose de mi desistimiento liso y llano de la acción 
promovida (expropiación!, es de rigor la condenación al 
pajpi fie todas las costas une ha causado el Fisco con la in- 
terposición y substm.-iación del juicio. 



3iW 
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SFNTKSÜA tMS LA l -ÁMAKA I KWKAt. PE \>H Al lÚN 

La Plata, Julio ¿É t|#^, 
Y Visto* ; Considerando: 

Oui* et í¿ Mintiini» tornuiladn a í>. <pk $6 aciiord» cnu el 
decreté del IVkUt Kjeniiiv.. de la Nación, imparta ta renuncia pn- 
ra y ¿imple «iel «Iwvh» <lc expropiar, ejerdtulo ru t| y üe 

el mero alwnd.ni» de la instancia, inte sólo p.-dría Iracerm. dad.» su 
t*Unl». de atíM© con la pirte demandada, acuerdo ^»^0 én 
el ca-Mi. 

]'.,r tant... 8£ re>m*lve: Tener al £opep& Nacional po* <1e- 
.¡Mid.. de la acción deducida. e..n t<«la> fea del juicio a su 

can?» v dejar a salvo al demandad., las aramia por daíVs y per 
jtrei'"- a ijiu- lutlaere lunar. 

Hallándci^i vacante i cat^t de Vucal <pu desempañaba el 
d«*cu>r Antonio L. Mam-uaro. intégrese el Tribuna! oui el doctor 
Ktiri.pie Kivarola de la H-Ia -le (\m jueces t Ley 4Ifi3r. Hayase 
salnr y di vuélvame. - ( \ - /a7í<> & lidirtumiy. ¡:. 

KAlitJo 0t I-A CORTI- SL'PWMA 

ftut'iu* Air**!-. DU-itmbre 5 de ftgp 
Vistos y considerando: 

Otie la única cuestión fpie motiva el pn -eme rentr>o es la 
relativa al pago de todas costas del juicio «pie ta sentencia apo 
lada imp».«ne al r='Uco tóoftáji tv>\ü\* claramente M cscri 
t» de ís. prest iHafld fpfe el 0ét 1'n.ciinidiir Fiscal de La 



fpée tratándose de w\ desistimiento liso y llano «ti* la acción 
promovida, si'^ün ftm término?» de dicha sentencia, o de rigor la 
«■■ nuil nación :lI pago de todas las distas «pie tía causado el Fisco 
con b 'titi rjHisK-ii'm y sul»ianciaeión del juicio de que se trata. 

Cor estes cnnsideraeii nes, se confirma la senuncia de fes. 88 
m ta parn apelada, con costa*-. Noiitiipii'M- y «le vuélvanse. 

f. Km¡i-kmim Ai.ohíta. — K, (¡ruto 

Jll.IAN V'. PkkA. 
. 

fh»n t\tiro íicnmw, *\pi hwdo i/«- uno resoÍMión h Aduana riV 
Iti í 'tipil o!. 

Sutil .trio: \n |iuedt' reviTM- por vía del recurso extraordinario. l;i 
reí Hernia que se limita a absolví r ni denunciado |*or razones 
di hecho y prurlia, aím cuando en el del míe administrativo 
\ jiidiciat de la causa se lnyan t raí fio a colación diversos ar- 
tículos efe las ( >rd« lianzas de Aduana y de la ley 1 1 .281, si 
éstos no fueron iute< preta«M en contra de los derechos ale- 
{■nlos l'or f) Fisco y el denunciante, 

taém Lo explican las piezas siguienies : 

riCTAMKN ItKT. i'KOl IKAUOR «.KNKKAl. 

Buenus Airvs, Septiembre 5 di- 10ÍÍO. 
Suprema l orle: 



Kn b |in senté causa seguida |ior don Pedro liemme apelan- 
do de una resolución <le la Aduana de ia Capital, se han puesto 
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i n cuestión dicciones de las < írdcitan/as de Aduana y d* fe 
kv U.3«1, s»»hre derecho aduanero en los cuales el Fisco 6# 
oportunamente SUS derechos. 

j Ui ,k c isión lia sido contraria a tales derechos, por lo que opi- 
procede vi recurso i Ntraordinario de ablación concedido para 
aun- V*, K. en esta causa. 

Fu cuanto al turnio del asunto, considero ajustada a dere- 
cho la resolución aduanera <U' (p & incurre }Kir las razones que 
;; mp1iaimiUe ha expuesto el MinUerio Final y que doy por re- 
pn utuc das. 

Pido por ello a V. li-. rcv.« t ue la sentencia di- ís. <W y c-.n- 
íPic, cu nulas sus partes, la resolución administrativa referida 
de i"s. 2o. Con costas. 

fítmn w /c. 



PALLO DE LA COfcTE SUFRE M A 

But>nu* Aire», Diciembre 5 de 1930 



Vistos; 



Kilos autos seguidos por el Fisco contra don Pedro Cicimue. 
por infracción aditamra. venidos en recurso extraordinario del 
faito de fs. «JO \w la Cámara Federal de la Capital : y 



Considerando: 



One dicha sentenca reproduce los fundamentos de la prime- 
ra uwaneia & & ^ & mí ¿ íl al denunciado 
r ,r mmnm cíe fcfü v prnel» que esta O-rte no puede rever en 
t -l presente recurso. Ks cierto que eñ É¡ dekite administrativo y 
judicial de la causa han sido traídos a cnlación diversos artículos 
de las Ordenabas de Aduana y de la ley 11,¿81. |*ro no lo es 
que éstos hayan sido interpretados en contra de los derechos ale- 
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gados por el Fi.-eo y rl denunciante ;t mérito de aquéllos, I<o CJjÜte 
resuelve cí fallo a] ufado es que el preven Mu triiium- ha cumplido 
con todos los requisitos legales -xini regularizar la sil nación adna- 
in ra de las mercaderías que condujo en calidad de equipaje y que 
sí no terminó el procedimiento iniciado en ese sentid*» fué por 
ifii|Kilinientu que opuso la misma Aduana, no habiendo el pasaje- 
ro, en consecuencia, pretendido pasar por equipaje su mercadería. 

tjue estas circunstancias sólo constituyen cuestiones de he- 
cho cuya apreciación no puede ser revisada por este Trihnnal. 
aún cuando ?e trate de aplicación de leyes nacionales como lo ha 
resuelto la constante jurisprudencia. 

Por estos fiindarmiitos y oido el señor Procurador General 
declárase mal concedido el recurso extraordinario deducido a fs. 
91 y fs. 94. -km* el Fiscal de t ámara y por* el denunciante. N'oti- 
fíquesc y devuélvase. \¿\ re¡>osicióii ante el Juzgado de origen. 

J. FlGl EKOA ALOWTA. — R. Gt'IDO 

L avalle. — Antonio Sa«akna. 
Jiljan V. Pera. 



Don Luis Tirosso. apelando de ir mi resol 'ación de lo .1 ti ministro 
t'ii'm dé Impuestos Internos. Recurso de hecho. 

Sumario: IWcdc el rt curso extraordinario interpuesto cuando 
la sentencia recurrida se limita] a declarar la prescripción del 
derecho de acusar, si tal resolución |>or su silencio al res- 
pecto. ini|Kirta el rechazo de la cuestión planteada Oportuna- 
mente sobre la apelación concedida para ante la justicia fe- 
deral, después fie haf*er adoptado, la |jane, la via administra- 
tiva. 

Cuso: Lo explican las piezas s^uientes: 



TALLOS DL LA CORTE Sl/PKKMA 



IHt TAMEN DEL PROClKAOOK liENEKAL 

Bucnoa Aire». Octubre 14 de 1030. 

S«i»r««na Curte: 

Atento al carácter criminal «le la causa seguida contra Luis 
Tirasso por infracción a las leyes de impuesto^ internos, es indis 
cutibk que el recurro onlinario de apelación i>ira ante V. & que 
autoriza el art. 3*, tuc. f de Id ley N" 4055. así cniu el de nuli- 
dad, interpuestos a fs. 60 de los ¿«nos principies. M,n ^proce- 
dentes, de acuerdo con lo dispuesto en la izarte final del artículo 
S de la ley N" 7055. y lo reiteradamente resuelto por Y. E. rti 
casos análogos. 

Pero, por l» pe se refiere al recurso extraordinario para 
ante V. K. que autoriza el árt. 14. inc. 3* de la ley W M y que 
también se ha interpuesto a fs. 60 de los autos principales, delni 
¡divertir que los representantes riel Ministerio Fiscal sostuvieron 
a fs. 41 y fs. 54 que en el caso era de aplicación lo d spuesio en 
ti art. >i* de la ley nacional Ñ« 3764. y que con sujeción a este 
precepto legal, el recurso contencioso-admitiistrativo traído ante 
la Justicia Federal por don Luis Tirasso, era improcedente porque 
la resolución ministerial que lo motiváis! había quedado exenta 
de toda revisión judicial, conforme a la inteligencia que los repre- 
sentantes fiel Ministerio Fiscal atrihuyen a ta citada dtsi»osición 
del art. 2K de la ley W 3764. 

1* resolución dictada a is. 49 por la Cámara Federal, si hten 
•leelara que eii el ca<o la acción pettal se encuentra «rescripta, dc- 
cidieitdo asi un punto de derecho común, comporta, sin cmliargo. 
por vía indirecta, un pronuncia^ liento sohre la cuestión promovi- 
da en autos \»>r los representantes det Ministerio Fiscal, puesm 
uue; :il resolver, como lo hace, sohrc il fondo del asunto, asume 
la jnri>diccíóii que precisamente fué objetada por aquéllos, resol- 
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viendo de esta suene, implícitamente, ta cuestión en sentido con- 
irariJ al derecho 6 exención 411c si' fundó en el ¡trt. 28 *1o la Ity 
número A764. 

l\»r ello, estimo (|Ut' el recurso extraordinario interpuesto 
por el MinísUriu Fiscal a fs. 60 de los autos principales, ha sido 
mal denegado, nula vez míe. en tos termino* que dejo puntualiza- 
dos, ciictiadra en lo dispuesto en el art. 14. inciso 3? de ta ley nú- 
mero 48. I*ido 111 consecuencia, a V. E., se sirva así declararlo. 

/forado R. lMrrct,i. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Diciembre ft de lí'JJO. 
Autos y Vistos: 

El recurso de hecho der lucido por el Procurador Fiscal de la 
Cámara Federal de la (. apital en los autos Tirasso Luís, apelando 
de mri resolución ele Impuestos Internos: y 

Considerando : 

(¿ue si hien la sentencia r|e fs. 59 de los amos principales a 
que se refiere el presente recurso se limita a declarar la prescriiH 
ción de! derecho de acusar, tal rcsohtción. por su silencio al res- 
pecto, imparta el rechazo de la cuestión planteada oportunamente 
a fs. 41. sohre la procedencia de la apelación concedida a la parte 
de Tirasso para ante la Justieh Federal, después de haher adop- 
tado éste la vía administrativa llevando el caso al Ministerio de 
Hacienda. I > cha incidencia es Ta resuelta en el auto de primera 
instancia de fs, 49, y ella implica la interpretación del artículo 28 
de la ley .1764 en contra del derecho alegado |>ur el Ministerio 
Fiscal. ' 



■ 
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ror ¡¿¡á v lo ««ti-ni.1" jw d MP* l'r.«Mir¡»l..r Cinr.ll OI 

•Ul arttallo 1»" <!«• 'a 1>'V 4055. «italin**!! N ** »S» - > »"» 
y " d >i K .mm;<lia hál,1 8i flfef * »" 

[iara uot¡í¡caeíom*s en Cjícría. 

I. FlGL'EROA AlXORTA. — R. 

Lavaixe. — AntoxiO Sa»;arsía. 



w„ c S V ¡fel i I ££! ff ^ , - 

9¿¿¿¡ T fe conciencia administrativa |*ira p- 

§li«r penas, cuando la mercadería .pie motiva la infracción 
ha salid* » de la Aduana. 

» Tal ¡ lUl rpretaeiún no iin]K,ria la presidencia di? las 
autoridades aduaneras ( ,«e son siempre adiares de la jus- 
ticia nacional. 

eM?: Lo explican las piezas s^nii-iues : 

AI'TO IH:i- H'KZ l'Em-ÍLM, 

Buenos Aires, Febrero 26 <k- 1930 
Est*¿^.#^ por el articulo 75 de la W número 11 . 381. 
«uc (oda denuncia del.era formularse ante la Aduana, cuando * 
'rate dte infracciones adnamras. p|$*n estas actuaciones a la ci- 
tada Admiración para que prosigan las diligenaas sumaríalo. 
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SKXTKSCIA »K I. A l AMARA KEDKKAL OE APELACION 

Buenos Aires, Junio 1 « de 1930. 
Vistos v Considerando: 

- 

Corno lo ha resalto exprcsmnciue la Corte Suprema, ya en 
vigencia el artículo 73 de la ley N> 4933. disposición análoga a la 
contenida tn el art. 75 de la ley N" M .2X1 que invoca el jaez a 
"las Aduanas nt» pueden cotutccr fie denuncias sohre mercaderías 
que han salido de su jurisdicción, conforme a lo dispuesto en el 
¿Ti 1034 de sus Ordenanzas y que es jxir tanto de ningún valor 
la resolución que se dicte sohre ellas por el Administrador de esa 
rcjíirtición . . . " " . . . debiendo recurrir a los Tribunales Nació- 
nales a los que correspondí" en este caso el conocimiento de la 
causa". (Fallos, tomo 109, página 347: causa Várela y Linares). 

IvI art. 75 de la ley NT 11.281 antes eitado, al disponer que 
"tMla denuncia sohrc infracciones aduaneras, defraudaciones o 
contrallando», hecha por |»ersouas ajenas a la administración adua- 
né ra, ilelH- ser formulada ñor escrito ante la Administración Ge- 
neral de Aduanas y Resguardos, o ante el Administrador local, 
sin cuyo requisito tío surtirá efectii", no ohsta a la solución pro- 
puesta, ya cpie se trata de una regla de procedimiento jKira deter- 
minar, dentro del trámite aduanero y en los casos en que; la Adua- 
na ejerza jurisdicción adtninistraliva, ante qué funcionario dt lien 
presentarse las denuncias, sin que tal precepto pueda mod íicar el 
principio de jurisdicción consagrado en el articulo 1034 de las 
Urdí nanitas. 

Así lo ha resuelto tsle Trihunal en el caso de Salalwrry y 
liercetche (Agosto 26 de 1921), agregando que ello no traería 
aparejado el jieltgrci de resolución contradi ctorias que señalalta 
en esa ofiortunidid ti señor IVicurador Fiscal, ya que el Juzgado, 
ni instruir el sumario, con los exi»edientes administrativos a la 
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vUla &»& m o>.idieione> de t -vainillar sí existen niras toun- 
¿SI resohiemncs las misma, ittfoccí.iiif. y nsolver bi 

que «i dereoln cnrrcüponda. 

j» UI c «o ... Nvoá el auto m-nrrtdu (te i-. 47 vía.. tp$# 
el jm* q iÜ. íW*mir I, jtirisd ceiñn de < t ue se ta *» 

Ciir . -¡tiritón no. J- fóSÉIt 

DICTAMEN &E£ rttOClRAHOR OKST-lt AI. 

Buemis Aires. Septiembre II <le UW>- 
Stlprcillíi Cufié: 

>V., § ími iíJiu-nti.s. emieordanies cu tns aducida por es- 
te p^meiof. mm v con 1» resueln. por Y. !•:. *n el caso «i"'" 
sé fegtó mi la gagifta. ¿el ioirib 147 # la culceaon de l a 

elución ft£* * l¿ 54 por la Cenara Pe#rá) fe * 
enta m lá pane que lia r*«> ser manria del recurso rs- 

tr^f^^ mterpuesu» a f* 57 de las presentes actives so- 
bre aefrau.bd.HT a la rema aduanera, seguida, em,tra Sim-u* y 
Oa. y 1» t'ia. ¡•rimítiva de Gas Ltda. 

Horacio A\ l.onrnt. 



VAU.O DE (Á CORTE SCTKEM A 

Buenos Aire», l>uiend»re 5 de liUlO. 

Y \ "¡Mii*: üíiisidi rand": 

One es principio dominante en materia aduanera, nnisajírad» 
<■„ ií articulo 10.14 ile las Ordenanzas res prct i vas, qiw la com|»'- 
teneia administrativa pan, ¡n^rfttír penas Ao W 
im rcaderias qiie in-iivan la infracción hayan salid" de la .Vitrina. 
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<_>ne esta regla ño es contradictoria con el artículo 75 tk- ti 
le| 11. ¿SI. en cuanto éste dispone, de una manera «enera). que 
toiUi denuncia formularse anise la Inspección General de 
Aduanas y Resguardos o ante el Administrador local, ya que tal 
disposición defie entenderse aplicable a los casos en (pie procede 
la jnrisdieeíón din vía de las aduanas y no a acuellas, en une. cu- 
ino el recurreníe. están excluidos fie aquella jurisdicción, como 
instancia previa. |ior previsión de la ley general de la materia. 
(Articulo IÍU4 O. O.). 

■ 

One esta iuterpntación no importa la presciní leticia de Lis 
autoridades aduaneras, ya que éstas son siempre auxiliares de la 
juatic.a nacional, como se demuestra con el procedimiento segui- 
do jx>r el señor Jut a a tftw. en el s»h judíce. 

A mérito de estos fundamentos, los concordantes tic la sen- 
tencia en recurso de te. 54 y de acuerdo con lo dictaminado por 
el señor l'rocurador General, se confirma aquella. Xotifkpuse y * 
devuélvase, debiendo reponerse el fwpcl en el Inzuido ríe origen, 

K, Gi'iuo h AVAU.i;. — Antonio Sa- 
(;a«na. — JruÁN V . Puma." 



Fcrnuaniics del lishtdo en autos con don X ¡cofas i'itywteh, so- 
bn cobro de intereses. Kcettrso tic hecho. 

Sumario : No da lugar al recurso extraordinario la aplicación que 
llagan los Tribunales inferiores de la* leyes que rigen sus 
propios procedimientos. 



C'ttso: Lo explican las piezas siguientes: 
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DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Bueno» Air*». Noviembre 29 «k 1930. 

Suprema Corte : 

m presente queja ,x>r 0®&& ™ impéleme, 

dado que no puede (lar lit K ar al recurso extraordinar.» X m ante 
V. K. la aplicación que hagan los Trienales inferiora dtf tas 
leyes que Éipi sos propios procedimientos, como lo ha estable- 
cido una jurisprudencia reiterada de esta Corle Suprema 

recurrente sostiene la procedencia del recurso extraordi- 
nario por tratarse de un caso en que córresele el ejercicio 
de ta stipcrihtctttkncia atribuida a V. E. por tos articul-» 10 y 11 
de la ley -1055 e invoea en apoyo del recurso el f alio de \ . h. con- 
tenido en el Ionio 156, página 283. 

Hay evidente error en lo que se sostiene, desde que en mane- 
ra atutía puede autorizar ta jurisdicción de apelación de esta 
(V*rte Suprema la comisión de actos que impliquen una infrac- 
ción de tos reglamentos dictados ,iara la mejor administración de 
justicia, siendo que estos actos ori K lian el ejercicio de las facul- 
tades de superintendencia, que son por completo ajenas a las fun- 
ciones de Tribunal de ablación, como se desprende de lo expues- 
ta por I, | fen el primer considerando del mismo fallo que in- 
voca el recurrente. 

Escariado por improcedente el recurso extraordinario de- 
ducido, cteo que tampoco e* el caso de (pie V. É. entre a ejerci- 
ta las funciones de superintendencia que le espeten, pues en 
estos autos -no se lia producido violación de alguna formalidad 
substancial, como ocurrió en el cas,» que se invoca, a lo que se 
agrega que V. E« ha establecido que una sentencia de lu kxemn. 
Cámara Kedcral de la Capital, resuelta |)or cuatro niiemiliros. de 
lus cuales tres votaron por la revix-ación de la sentencia de prime- 
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ra infancia y uno |xjr su confirmación, no puede ser impugnada 
por Ta ausencia del otro miembro del Tribuna!, desde que aún en 
il supuesto de que éste se liuliicse adherido al voto en disidencia, 
no se habría alterado la finalitlatl a que se llegó { Falto», tomo 157. 
página 181), de manera que menos razón hay para una impog- 
nación como la que se formula, cuando la sentencia dictada lo ha 
sido con el voto conforme de los cuatro miembros que la sus- 
cri! icn . 

l\>r ello ptdjlo a \", E. se sirva declarar que no corres|>onde 
la queja deducida, 

Horacio R. I. a neta. 

FALLO DE LA CORTE SU PEE 31 A 

Buenos Airea. Diciembre 10 de 1930. 
Vistos y considerando : 

Qxk de lets propios términos con que el recurrente funda su 
queja y de los autos remitidos |»or vía <k< informe resulta que, la 
cuestión debatida en el juicio seguido i»r Xkolás Vuyovich con- 
tra la Administración de los Ferrocarriles del Estarlo sobre cobro 
de intereses, ha sido resuelta por la Cantara Federal de Apelación 
de la Capital, firmando la sentencia sólo cuatro de los vocales que 
componen dicha Cámara, 

Que en estas condiciones, se olmerva desde luego, que la sen- 
tencia lia sitio dictada en quorum del Tribunal y que aun admi- 
tiendo la ijosibilidad de que el vocal de la Cámara que no tomó 
parte en la resolución hubiese intervenido en contra de lo que en- 
tendía la (mayoría, su disidencia no habría cambiado el resultado 
del pleito. 

Oue en lo referente al caso de jurisprudencia que se men- 
ciona y cuya aplicación se pretende, cal* agregar, que no guarda 
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cim t'l sith jttdú* analogía alguna, y:» étí #i|ucl J;i Oírte dc- 
clnrú inest*tente l:i supuesta sentencia, pues no la MiMTÍliian el 
número de jiu*ee< necesarios para constituir Tribunal en ipióritm 

legal- 

En su mérito, de coutonmídad cotí to dictaminado i* ir el >e- 
ñor ['mciirador tiemral. s<; declara lio lialier lugar al recurro. 
Nmifi<|M( se y areliivese cu mi oportunidad, devolviéndose los au- 
tos enviados pér via de informe cotí transcripción de la prefine 
v dfl dictamen de referencia a! Tribunal de fingen. 

f. FKÍl KkOA AhORTA. ■— ;tt. (¡I tltO 

I «A VALLE- Ají TOMO SAííARW 

jl LIAN V. l*KRA. 



Frifjúrificú Angfo nutínt Fnntafrv O/fViVrí y ulros. pm hniUt- 
aón fniHthtlritfti ti, unirca. 

Sumario: I" i'.n materia de marcas lio Hjíc el principio adoptad" 
por el Código Penal, según el cual los proccdiniit utos no in- 
terrumpen la prescripción . 

2" 1-t forma empleada en la redacción del texto del ar- 
ticulo 55 de la ley .W3 lia tlímiiiado dé lieeho la téife de la 
no intcrnijK^nn de !a prescripción ]>or los pnieedinuento* ju- 
diciales. 

.V E! efecto de la demanda o (té ta ipierella, y de oda 
acto del procedimiento ^ interrnptivu y 110 suspensivo de ta 
prescripción . 

(Ví.ín : \m explican las pk'zau siguientes; 
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SENTENCIA l>KL J l \V¿ FEDERAL 

Buenos Aires, Noviembre 11» de 1E»2K. 

AlltDS y Victos; Considerando: 

] " One la snckilad anónima Frigorífico An-dn. acusa a Fran- 
' Hivieri, Juan Kantista l'tx/nihi. Juan Kantista Kossi. Amk- 
to Miglioriní y Salvador Gavina. p>r imitación fraudulenta 4c la 
mana de fábrica "campana ". cuya propiedad acredita con los ti- 
tulo* que prtsmta a fs. 33 y .Vi y sulkita se les condene al uiá~ 
Ntmum tlv la pena cstahlceida en d art. 4Í< de ta ley 3975. con sus 
accesorios legales y costas. 

Que d hecho imputado consiste en que los acusados Olé- 
vien. Rossi. Miglinriní y Hzzano. comercian un jabón que 
lleva estampía la twifahra "Cam|«ittn" OI tal forma, que constitu- 
ye una imitación de la mencionada marca de la m te ¡edad actora; 
producto que mandan confeccionar en una íáhriea que en la ciu- 
<lad ele Campana, provincia de liuenos Aires, tiene eslahteeida 
i davina . 

3* Que eMo.s extremo» se encuentran debidamente cnmpm- 
kidos en la anisa con Tas pmlanz;is que surgen de lo act nado a 
fs. 2. 9, 10. 21, 22, 53. 79, 14S. y compuUa agregada sin acumu- 
larse . 

4" Que la C ámara Federal con Tedia 30 <}<■ l)¡eiemhre de 
192/ y en d ju'cio seguido por la MMtifdad actora contra ("artos 
M. < ¡líber t, qut se refería precisamente al mismo producto que 
multen la presente querella, rfeclarú qne la leyenda cuestionada 
estaísi estnm|»ada ui forma que constituía una infracción al art. 
d8 de la ley de la materia |>or la confusión que podía producir at 
comprador, nprroación que comparte el infrascripto. 

Que en la misma o|n*rtuiiidad. el Suprior desestimó la- 
impugiiac oms que ahora se hacen a los tttufns en que sx funda 
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la acción, expresando que ellos se encuentran en pleno vigor y dan 
derecho a sus propitl arios para oponerse al uso de cualquier niar- 
i-<. que pueda producir confusión cutre Io> productos. 

& Que habiéndose aligado \tot los pnwresados. la prescrip- 
ción ele la acción, establecida en el art. 55 di- la ley de marcas de 
fabrica, corresponde previamente establecer si ella se ha operado. 

V Ouo dicho art. 55 determina que "no se i Hidra intentar 
acción civil ni criminal después de jasados tres años fie cometido 
o repetido el cielito, o * spucs de mi año contado desde el día e» 
que el propietario de la íuarca tuvo conocimiento del hecho por 
primera vez". 

fi* Que. nimo se ve. esta disposición se lefiere únicamente a 
los pla«w para deducir la acción, la que una vez deducida se rige, 
en cuanto a la prescripción y a falta fie una di*i*os:ción al respecto 
de la ley especial, por el Código Penal, atento lo dispuesto en el 
art. 4 V de este Código, 

9* Que resjíecto al plazo i«ra iniciar la querella, cumple de- 
clarar que no ha transcurrido el término legal, entre la repetición 
del delito, que evidencian las constancias de fs. 2. % 10 y 21 y la 
fecha de (a deducción del juicio ; como tamluén que la prtiet>a pro- 
ducida no demuestra, en forma satisfactoria, que un año antes del 
ejercicio de la acción, la sociedad actora tuviese conocimiento de 
la infracción. 

10* One. v considerando en cuanto a la prescrqwión de la 
acción ™\ledúcHta, el art. 48 de la ley 3975 |>reeeptúa que los 
usurpadore s de marcas "serán castigado* con multa de ve;nte a 
quinientos pesos moneóla nacional y arreste» de un mes a un año. 
no pudiendo ser redimida con dinero la |wna cor[)orar\ 

IT Que el Código Penal fija el mínimum del termino de la 
prescripción de la acción, en los «Mitos que tengan pena de pri- 
sión, en dos años, y en tos hechos reprimidos con multa menor de 
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dos tr.:t pesos, en un año — art. 02. ¡ncs. >■' y 6» reformados |Mir 
ley número 11 .221 . 

12" íhir tratándose en el caso jrwf» yWfYf de una pira cein- 
junia de arresto y milita, nn contemplada l>or el ntievn Código l'e- 
n:il. corrcs|»ffl;ic que el juzgado, a ííilta de una disposición expre- 
sta dt! rítad<> código, determine la forma de C(Hii|intar la prescrip- 
ción de la acción del delito imputado, reprimido con esta dase de 
pena conjunta. 

■ 

13" Otte si se tiene en cuenta (jue la |icna de arresto ha sido 
reemplazada por la de prisión, art. 30.' del Cxlgo Penal, y la de 
inulin cquijiarada. en el caso contemplado en el art, 21, segundo 
apartado, a la de |»risión. puetle decirse <pie tratándose de una pe- 
na de arresto y multa con j tintamente, la prescripción de la acción 
defie contarse como si se tratara únicamente de la prisión, en cu- 
yo caso la acción se prescriliiria a los dos años, de acuerdo con el 
art. 62. ñu\ 2*. reformado. 

14'' Que halíiendo transcurrido con exceso este lapso de tiem- 
po de dos años, entre la fecha de la iniciación y ampliación de la 
qnerella, a fs. 3. JS y 66, y el día en que la jarte querellante pidió 
a fs. 326 audiencia para alegar, \>ar estar recién en ese tiempo en 
ese estado el proceso, |*>r causas no imputa files al actor, «i menos 
al Juzgado, toda vez que en esta clase de juicios no se procede de 
oficio: es t vidente que ta acción deducida en esta causa! se en- 
cuentra prescrqrta. 

15* "Qur la circunstancia de ttaliersc continuado la inmuta- 
ción ilel juicio durante el transcurso de los dos años requeridos 
(a jnkio ilel infrascripto) para ta prescrqwión no constituye 
óhicc para la producción de ésta, desde «pie los antecedentes le- 
gislativa del Código l'enal autorizan a afirmar, roí obstante la 
d¡s|Ktsicióit aislada del art. 67. que ha quedado eliminada del m s- 
mo la interrupción procesal'*. Corte Suprema, juicio Administra- 
ción de Impuestos Internos contra Daniel y Vicente Espotteys. 
resuelto el 30 de Mayo del corriente año. 
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IW c^ia- cniisiijcniciuiH^. se declara. c|i^e en esta tpHTelki se- 
iinuhi \*>r la Sociedad anón nía Fri^orifien ^ngjo entura Franeis- 
cu Olivkri, Juan iWutista Piz/ano, Juan Hantísia Ro-ísí. Andelo 
Mijdiorini y Salvador í iaviña. la acción penal se en neutra pres- 
cripia, sin im]»osieióu de castas a ia parte quert llame por no serle 
'tnputaUe la eausi «pie motiva este pronunciamiento y tratarse, 
ñor otra pai te, de una nueva interpretación de la jurisprudencia. 

Levántese » I emhar^o tratado» noli fí« píese en el original, re- 
póngase e] papel y ejecutoriada rpie sea. archívese e-ta causa.— 
Miguel /.. faiittíSi 

RIÍSOUTIÚN' ÜK I.A CÁMARA l'EOKRAI. 

Buenos Aires, Julio - áé 
Vistos y ( oii>¡derando; 

Kil !a pi 'esvnie causa la acción no se meueuir;i prescripta. 

La Corle Suprema ha declarado ch la querella promovida ]K>r 
la sociedad "La Argentina" cimira Acula in «pie en materia de 
marea* ski ri^e el principio adoptado por el Código Penal, f-egún 
ti cual los' pmeedirníi utos no interrumi>en la preseri|ición . Li f«tr- 
lua empleada en la redacción del texto, ari. 55 de la ley número 
.i 1 '75 ha dicho la Corte — ha eliminado de hecho ta tesi> de la 
tío ina rntpeiótí de la pri>eripeióu por los prncediu lientos judi- 
e ales. 

El efecto «le la demanda d de la querella, y de cada acto del 
procedimiento, es tulerruptivo y no suspensivo «le la prescripción; 
ts decir, «pie después de la dentártela o «le la querella y de cada 
acto de procedimiento, el curso de la prescripción continua, de 
modo (pte "i la causa ha estado paralizada durante el tiempo *e- 
ííaládó para la preseri|M*i«m. ésta se opera en el intervalo de los d«»s 
actos del pnieetl ¡miento. 



OE JUSTICIA DE LA NACIÓN S7T 

Kstn. que en materia civil ha enseñarlo Mmtrloti ron ijraii 
chii Kl.ml que la Cámara ni lo Comercial ha tratado ampliamente 
* n sentencia de 2K de Mayo de 1902. y une este Tribunal ha apli- 
cado muchas veces (últimamente en el juicio del Banco de la XV 
ción 'contra Kduardn Ksteves, fallado en Octubre 17 de 1929 ). es 
principio aplicare también en materia penal, la qu| no rge el 
tVifli^K. 

Por consiguiente, como esta causa no ha estado paralizada 
un año Siquiera, art. 55 de la Jey 3975. la preácripción no se ha 
producido. 

I-a existencia del delito y culpabilidad de los mu reliados se 
encuentra mi íeiciit emente acreditaila en autos. 

Como l* 1 establece el fallo recurrido (considerandos |* a 5<), 
h Miciefhid anónima Frigorífico Anglo acusa a Kraiuiseo Oltvieri. 
Juan Bautista EHzzann. fnan HattliMa Rossi, Amleto Migtíorhu y 
Salvador (iaviña. por imitación fraudulenta de la marca de fa- 
brica "Campana*, cuya propiedad acredita con f*is titulo» que pre- 
senta a fs. 33 y M> y solicita se les condene al máximum de la pe- 
na establecida en ebart. 4iS de h ley 3975. con sus accesorias le- 
gales y costas . 

El hecho imputado consiste en que- los acusados comercian 
con un jaUin que lleva estampada la palabra "Campana", en tal 
forma, que c< 1113*1 i luye una imitación de la mencionada marca de 
In actom. producto que mandan confeccionar en una fábrica que 
en la c udad de Cani|tana. provincia de Buenos Aires, tiene está- 
bil cida (iaviña. 

Kslos extremos se enaientran debidamente comprados en 
la cansa con las prokmzas que stir^m de fo actuado a fs. 2, 9 t 10, 
21, 22, 53. "9 y 14K y compulsa ajrregacfa sin acumularse, 

Rste Tribunal, con fecha 30 de Diciembre de 1927. en eí jui- 
cio seguido | M1 r la sociedad aetora contra Carlos M. Giben, y que 
5e referia precisamente al mismo producto míe motiva la presente 
qu*. relia, declaró (jtte la leyenda cuestionada estalw estampada en 
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forma que constiuna una infracción al art. 48 de la ley de la niá- 
u-ria. |mt ta confusión tnl producir al comprador. Asmiis- 

sn-. desestimó las «nppíaciotíé que "unbicn 99 ha?*o ahora a los 
timlos en que se funda la acción, expresando que ellos se encuen- 
trán en plena vigor y dan derecho a su* propietarios |»ara oponer- 
se al uso de cualquier marca que pueda producir confusión entre 
los productos, 

$m consideraciones, se *ggg$ la sentencia apelada do 
fs. y se declara que la acción penal no se encuentra prestnp- 
la* eil contenencia, se condena a Francisco OnVeri. Juan Kan- 
tista Pwzáno, Juan Bautista Rossi. Amlcto Migliorim y Salva- 
dor Gavina a sufrir un mes de arresto y i^ar quinientos pesos 
rnonéol nacional de multa, mas las costas del juicio. IX-vuelvase. 
— /ose Marcó. — Marcelino Escalada. — tí. . I. Xasar Anthorv- 
m — J. 1\ Luna. — Rodolfo S. lu-rrcr. 



DICTAMEN DEL PRO* TIC ADOR OENERAt. 

Bueno» Aires, Octubre 1» de 1ÍKÍ0. 

Suprema Lurte: 

1.a sentencia de la Kxdma. Cámara Federal de la t>:tal. 
rjue da tugar al recurso extraordinario interpuesto, declara que la 
acción penal deducida no está preseripta y condena a los querella- 
dos a sufrir «n mes de arresto y pi«ar quinientos pesos de multa, 
en razón de hallarse debidamente comproliados los hechos impu- 
tado^ consistentes en haber comerciado con un jabón que lleva 
estampada la palabra "Camena" en tal forma que constituye «na 
imitación de marea de fábrica. 

Los motivos aducidos en apoyo del recurso extraordinario 
para ante esta Corte Suprema no lo autorizan, y pienso que V, E. 
debe resolver que es improcedente. 
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Desde luego, 1» condenación impuesta a los querellados tóma 
di Iwise et examen tic las cuestiones de hecho y <le pruclm. que no 
puedtn ser objeto de revisión por parte de Y. £„ como lo ha 
consagrado una jurisprudencia reiterada. {Fallos, lomo 149, jú- 
gina 373; tonto 151, página Mi<). 

Tam|mco puede motivar ta ablación deducida ta circunstan- 
cia ile hakr invocado las d : si jos ic iones de la ley 1 1 ,275. ilado que 
la mención de esta ley, se ha hecho recordando que ella obliga a 
indicar la procedencia de la mercadería cuando sea anunciada en 
prospectos, fiero no se ha fundado en la misma derecho o firiví- 
legio alguno míe atujare al recurren le y que le autorice a deseo - 
nucer las facultades que atribuye la ley 3975 al propietario de una 
marca de fábrica. 

Finalmente, el pumo relativo a la prcscri|te:óii de la acción 
penal tampoco es susceptible de autorizar el recurso extraordina- 
rio en trámite, desde que la decisión recurrida aplica el artículo 
55 de la ley 3975 dentro de la interpretación que Y. E. ha dado a 
esc precepto legal. (Fallos, trtno 154. página 93), y la impugna- 
ción que contra esa decisión formula el recurrente, consiste en que 
no se ha adoptado la teoría de la no interrupción de la prescripción 
por los procedimientos judiciales conforme a lo que establece el 
Código 1'ciial, de suerte que esa impugnación no es causal Instan- 
te para que esta Corte Suprema ejerza sus facultades de Tribu- 
nal de apelación, toda vez que la sentencia recurrida ha dado pre- 
videncia a tina disposición de una ley de carácter federal sobre lo 
que estatuye una ley común, lo (pie está fuera de los osos previs- 
tos por el articulo 14 de la ley 48. 

Por ello, pido a Y. F. se sirva resolver como lo dejo indicado. 

Horacio R, Larrcta. 
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TALLO DE LA COkTE SUPREMA 

J 

Buenos Aires, Uiriemhre~lfl de líKiÜ. 
VUt»í y ü moderando; 

Ouv (.'ii realidad la sentencia «lictiula pát (í¡t Oimara pede- 
rá I di la Capital al resulver las cut stínnf?. deliatidas. si bien ana- 
Ü/;' puntos de hecho v prtiéba. interpreta y aplica el artículo 55 
¿)e ta Uy número 3<J75. por lo i]uc pe declara la procedeiria del 
reeursu extraordinario de eoníiHinidad con 1«' eju* dispone el 
art. 14 fie la ley 46. 

Ouc con respicto al fondo «leí apunto, considerando ajustada 
:>. derecho la sentencia recurrida, se la continua en la parte que 
ha |w»lidi* sir materia tlcl recurro, t Fallid : iúitíü 154. página 
'Mi. Xoiifújtioe y devuélvase al trilmnal de procedencia, donde 
se repondrá el papel. 

J. |-n;ri;Ko^ Alcorta. - lí. Crino 
L aval le, — •. Antonio Saíiarna. 
J i-lian V. Pera; 



Atjcnh- (If{ vapor "tianhiiíft-r". ttoii Juan Zturoii, apeiattdp </<- 
una rcspiiiffáh Méitétiti, 

Su mar w. I- Ks procedente el reVursu extraordinario si se ha 
dchatido la interpretación del articulo 51 de las Ordutan/as 
de Aduana y ella ha sido contraria al derecho fundado en 
dkha disposic ón. y alegada oportunamente pnr el agente de! 
humu condenado. 
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2 Hallándose fjpr los denunciantes durante la nvisa- 
t'nitt de fiHKlvo. mcrcai Ierra oculta dentro ríe un camarote 
cuya llave se hallaba en poder del capitán, mercadería no 
maní testada en el manifiesto general del 1 ñique, ni en el 
de rancho, ni en el de pacotilla, corresponde aplicar al agente 
de! buque una multa equivalente al valor de la un readería, 
de acuerdo con lo dispuesto en el art, 69 de !a ley 11,281, 
no obstante lo dispuesto ]h>r el art, 51 de las Ordenanzas 
rcsfH eticas. 

Caso: Li esptica» la* piezas siguientes ; 

SENTENCIA DKL Jl/KZ FEDERAL 

Buenos Aires, Febrero 12 de 1930. 

\'t>i(js y Considerando: 

Oue la (üsjHtsición del art. 51 de la ley 810. relativa a la 
rectificación del manifiesto se refiere a errores del mismo, es 
decir, a modificaciones en la manifestación de lo» bultos enun- 
ciados en el (lucimiento, cosa que no se ha producido eti el pre- 
sente caso, pues la mercadería en cuestión no se hállala en esa 
situación, dado <jue venía en forma clandestina. 

QÜ¿i según resulta de la propia manifestación del capitán de 
ís. ¿. tanto la seda como los cigarrillos que se encontraban en ta 
situación en que fuero» hallarlos por obra de un tripulante del 
íiarco y de la del mismo, desde que es indudable que hallándose 
la Ha ve del camarote en fiodcr del capitán y los cigarrillos en un 
escondite, es ésa la única conclusión a que puede llegarse, 

Por ello y concordantes de la resolución administrativa, se 
confirma con costas el fallo recurrido en cuanto ha sido materia 
de ablación. Xotifiqticse. rc(Krtigansc las fojas y njtorui ñámente 
devuélvanse. ™ Miguel L. Jautas. 
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SENTENCIA BE LA CÁMARA FEDERAL 

Buenos Aire», Octubre 1S de 1930. 

V Ymos: 

í'or sus fiuxUmwmn*, se confirma, con costas, la sentencia de 
ís 70 v en cunsecueneia, se condena a Juan ZúcVoh. en su carác- 
ter de agente del Ú&i -Hardanger % al pago de una malta igual 
é valor de la mercadería de que se trata, a Wíicio de los auto- 
res del parte y sin pwjtnc» de !<. que al Fisco cwresponda. De- 
vuélvanse. - IftftA» EscOÍáda. - &■ A. N*** Anchonm. - 
fo S. Fcrrer. 

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL <. 

Buenos Aire». Noviembre 17 de 1930. 
Suprema Curte: 

En la presente causa seguida f>or el agente del va|K»r *Har- 
danger". tfMjMb de una resolución de Aduana, se ha puesto en 
cuestión la disposición contenida en el art. 51 de las Ordenanzas 
de Aduana, v siendo la decisión Contraria al derecho que el re- 
currente fundó en ta inteligencia que atribuye a dicha disposi- 
ción legal, estimo que el recurso extraordinario de a|*lac.on ja- 
ra ante Y. É.. inter,HHsto a fs. 99, es procedente, por encuadrar 
dentro de los términos del artículo 14. inciso * de la ley nu- 
mero 4& 

En cuanto al fondo de la cuestión, pido a V Ii. que. por sus 
fundamentos v los aducidos ,»or el Ministerio Fiscal, se sirva 
confirmar la sentencia de is. 97. en la parte que ha ***** sef 
materia del recursn extraordinario interpuesto. Con costas. 

Horacio R. barreta. 
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KALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno» Aires, Diciembre 12 de 1930. 

Vistos: 

La presentí.* causa seguirla, en la jurisdicción federal, por el 
qgEí$& «leí vapor "Hardanger", Juan Zúccoli, apelando de la re- 
soluciún de la Aduana de la Capital en tí exped ente número te - 
Y - iy*>: y 

Considerando : 

Une el rrcttrso extraordinario concedido es procedente^ |K>r 
cuanto st ha debatido la interpretación del artículo 51 de la* Or- 
denanzas de Aduana y ella lia sido contraria al derecho fundado 
en dicha disposición y alegado oportunamente \w el agente del 
limpie condenado. 

*Ji\v habiéndose hallado en el vapor "Hardanger", |>or los de- 
nunciantes, fluraule la revisavión de fondeo, mercadería oculta, 
consistente en pequeños fardos de seda y cajas de cigarrillo*, dm- 
tro de un camarote cuya llave se hallalia en |**ler de* capitán y 
en un cuarto de nafta, mercadería no manifestada en el mani- 
fiesto genera] del buque, ni en el de rancho, ni en el dé | «artilla, 
la Aduana, el sentir Juez y la Cámara Federal resolvieron el caso 
aplicando al agente del limpie una multa equivalente al valor de 
la mercadería, de acuerdo con lo dispuesto en el articulo í# de 
la ley 11.281, no obstante lo disgusto por el artículo 51 de las 
Ordenanzas respectivas. 

Que el multado ha alegado el hecho de que el parte de los 
denunciantes l<a sido ¡osado antes de eme transcurriera el pia- 
len di 4Í* horas concedido jmr el artículo 51 de las O. O., durante 
el cual el capitán ha podklo modificar el maiiifíesto. coartando 
así el derecho que aquella disposición contiene. 
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(Jin- añil cuando es cima la circunstancia <!e ipiu liare mé- 
rito el itjLít ntt- íM tNÍpur, elh tío importa la privación del dercdio 
d* rectificar ti manifiesto en cualquier sentid", por euautn tKi 
c*ta establecido en parte alguna de la ley. tme la dciiunc a inu- 
rrumpr amu-1 pla/o, sien lo fie olwervar <|tie la rectificación m< 
ha sido intentada y [«ir lo tanto tro ha podido *er impedida. 

Oue. por el contrario, el capitán del vapor rccrnioce. expre- 
samente, míe la nn readrrta hallada im fórmala parte <U' la carya 

■ kl intque y al referirse a ella alude a la 'merederia en i rtt ración'* 
(H erníícado fs, 2 k 

<¿tte. a mavor al mudamiento, y con respecto a la interpreta- 
ción del articulo o'.* de la ley 1 1 . en relación a los líigaTcs del 
hmjutr i'ii <|uc fué hallada la seda y lus cigarrillos. *i fiten ello* uo 

dedicados dé ordinario a la tripulación dt'l lnitjue. corren nm- 

■ |f confirmar la interpretación de <me tu» viajando en el viaje a 
.¡m* M' refieren estos auto> jtíis£ijt ri> alguno y estando la llave del 
camarote en que fué halíada la mercadería en poder del capitán, 
qnten Jim de dar a las distintas partes del hltqne el deMno que 
«Mime conveniente, no es posible excusar l:i respou:-al>i1idad de 
éste o de >n agente, ya que no cal* la imputación a [tasajero al- 
gun« 

i'or estos fundamentos y atento a lo dictaminado ]Hir el se- 
ñor l'rff.urador (leneral, se confirma la sentencia de ís. 97. en la 
put n que ha sido materia del recurso extraordinario N'oti tupie- 
se y devuélvanle, l-i reposición del papel ante el Jugado de 
« «rigen. 

I, Fna'KKuA Ai.cokta. lí tírruo 
Lavai.i.k. — Antoxjo Sa«;arna. 
— (t liax V. l'KkA. 
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Sitoitino: Ln> aumcntus eúrttiafltis \mr las 

y SMI. <U- las iii-iisimies <le ta íef K>2, m«i fie carácter vita- 
en conveniencia, el «iulúenio tle la 




í;i Ikik ííciaria. fliít 




la apli- 



eaeYm fie una y oirá. 
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Buenos Aires, Octubre 17 de 11>30. 



V Vistos; 



Atento a to resuelto ¡ior la Corte Suprema a ís. 51, & rv 
yoea Ja st'titt ncia apelafl:i de fs. 32. y se hace 1u¡¿ar a la demanda 
deducida |mr fin ña Carolina lian i lana contra la Xación; <k cla- 
rándose fUie ésta delie alvnnr a la actora Lis diferencias fpie re- 
clama entre lo cobrado desde 1 >ie¡cinljre de 1023 y ta pensión vi- 
talicia de doscientos pesos de <|in- goza, con intereses desde la in- 
terpelación judicial y sin eos tas .atenta la nalura1cz;i de la causa. 
— MidoUuo Escalada. — /■'. .7, iü iélÉlÉMb - Rodolfo 
Verter. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aire». Diciembre 12 de 1930. 

Y Vistos: 

Esta causa seguida i*>r "llattila™, María Carolina, contra 
la Nación"; 

Considerando: 

Ajustándose la sentencia dictada a fs. 61 por ta Cámara Fe- 
dcral «le Apelación de ia Capital, a las constancias de autos y a 
I:- .Maraeión formulada por esta Corte Suprimía, en el fallo de 
í«>j.»< 57, sé la cnnfimia. sin costas. Xotifíquese y devuélvase. 
U reposición del papé ante el Juzgado de su procedencia. 

J. Fhu eroa Alcohta. — K. tii ino 
Lavalle. — Antonio Sacarna. 
— Julián V. Peba. 

Véase los antecedentes de la causa publicado* en el toreo 158. 
pátina 127 de los Faltos de la Corte Suprei 



Señores Perrone y Compañía contra la Provincia de Unalos, 
sobre cobro tic j^jNÉPp 

Sumario: restableciendo la ley de QmtabíHdad y ta Constitución 
de la Provincia de Mendoza que en casos especiales de orden 
público o (k necesidades urgentes, podrá el Poder Rjccutivo 
en acuerdo de Ministros disponer de los fondos indispensa- 
hles a tales ol.jetos, con cargo de dar cuenta a la legislatura 
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en sus primeras sesiones; y m> hiibicudo si« l« i desconocidas 
por la demandada his razones de urgencia que invoca y prue- 
ba la actora. corresiKindc declarar de legítimo aliono el eré-, 
dito iH>r ésta rtvl;tmado, pmveniinte de los contratos de obras. 
;i cuyo cumplimiento i|uetlú aquélla obligada. 

Caso: l¿o explica el siguiente: 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Diciembre 12 de 1930. 

Vistos : 

La causa seguida por IVrrune y Cia.. contra la Pro vinca 
de Mendosa |n*r cobro ríe pesos; y 

Resultando : 

fjur a f». 67 se presentó el I Procurador José Lebrero, cotí 
jjoder testante de la sociedad actora y con la documentación co- 
rriente de i*, 1 a 66, y expuso lo que sintéticamente se expresa 
a continuación : 

* 

Que el Gobernador de la provincia domandada, |*ir decreto 
de 2 de Agosto de I93T» y 27 de Mayo de 1^27. dictados en Actter- 
tlo Oiieraí de Ministros, en vista de (pie ta Legislatura no había 
des] tachado el proyecto «le autorización de gastos para las obras 
del ( anal Zanjón, acordó sacar a t : citación las obras res|>ectivas 
p<>r intermedio de la Dirección < ¡meral de Obras Publicas, y con- 
tratar la inmediata realización «le tas mismas en vista de su ur- 
gencia impostergable en razón de los riesgos que la situación 
creal» (ara ta salud y la vida de una mtportatrte poblacióri ile la 
ciudad. 
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( tm íiahxudo concurridu a la licitación la firma IVrnme y 
Cía contrató ésta cun la Dirección üeneral numbraila litó trató- 
los; Ue .numera, ífctó* olios tetiá^tes al <feemfeai«iite¿ segun- 
dad y árre|p dé dicho Canal Zanjón y Zanjo» Frías para evitar 
trastornos y jR'ligros graves de una mumlacióii. 
i >ue loa contratos tfara estas (.liras, fueron apretados por el 
I*n,k*r Ejecutivo i»or los decretos número* 541 y 546. y citas 
fueron terminadas dentro de los plazos y condiciones invenidas, 
Oue no habiendo cumplo el Cobierno e«m la ohlinadñn de 
¿i&r* su mandante en la forma prevista en lo* contratos, ha- 
lándolo hecho sólo cíi parte, aquél es acreedor d,- la prmmcta 

in»r la. sumas de S 2$ M W ^^.^ 

lir.nidación del primero de tos contrata celebrados, y $ 533>l^ 
,n,med, naeional. ,H,r la del segundo, lo rpte hace un total de 
¿75 W >.3fi moneda nacional, suma por h cual promueve el pn- 
sélte juicio, con más sus intereses y las costas, y a cuyo pagn 
deW ser condenada la provincia de Mendosa (artículos 1W, 
1(^3 v concordantes del Código Civil). 

Oue justificada la jurisdicción originaria de tata Con* . * 
corrió a h. 75 traslado tic la dimanda que fué contestada a fs. 

,K,r el representante legal docto* Dalmiro Teran en !a tnrma 
im¿ Sé transcril* : "<Jue no hahiendo rtcihido instrucciones del 
t;.,hiemn de la Provincia <|iie represento sobre los antecedentes 
racionados nron la presentó M; me preciólo a deseon^-r 
veracidad a los hecho, articulado* ,««: la contraria, atcn.cndt me 
a h prueha oue allegarse sohre los mismos" 

* me recibida la causa a prueha a fs. 1SK vuelta, la adora 
nrodujn 1, certificada a fs. 12X halando alegado las ,«rW, « 
> V, y >*i. llamándose los aut»s « -** 7 v " e1 ' 

ta v pasaron estos al .Wrdo después del informe "111 Sífce a 
, m e ¡dude la diligencia de fs. 244 >\. Ita: y 

Considerando : 
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Qtiv no impugnada la d< •cuimutación ni la dunas pruelja pro- 
ducida por la autora y eil presencia de la forma evasiva 1-11 'f\m¡ 
ha si<li> contestad» la demanda. deben darse juir rita un 'i'ir los los 
hechos en <|tie ella se futida y en consecuencia, y a mérito üA 
valor i»ri>' ial>irii • de acuella documentación y de las declaraciones 
(U¡ los testigo^ presentados, considerarse ipie la firma (Vrrone y 
Cía., lia efectuado las obras de autos en el modo y con el nhjtto 
expresados al iniciar la presente acción y j«or los precios y forma 
de paga invocados. ( Fallos: tomo 152. página 46». 

< >ue el representante de la provincia, como úir';a defensa 
ha propuesto, hiera de oportunidad, en el alegato, la cuestión de 
nulidad de los contratos referentes a la ejecución de las ultras 
efectuadas por el actor, poi cuanto illas significan gastos or- 
denados i»or el Poder Kjceulivo sin autorización legislativa, y 
por tanto contrarios a lo dispuesto por la Constitución de Men- 
doza. f|ue es el estatuto de la persona jurídica provincial y (pie 
en consecuencia dfchos contratos sólo obligan a sus firmantes. 

Que prescindiendo de consideraciones de derecho común, el 
aetnr ha invocado, en el informe "in voce" pronunciado ante esta 
Corte por el letrado doctor Toro Zcfayn. disposiciones de orden 
administrativo de la Constitución de Mendoza y de su ley de 
Contabilidad míe autorizan al l'oder Kjcentivo a prncf der del mo- 
do míe lo ha hecho en el caso -'sult-Hte". En cierto, el articulo 
1-36 «le la primera dispone que "sólo podrán flecretarse erogaeio- 
ihs en adíenlo de Ministros, durante el receso de la Legislatura, 
en los casos de los incisos 16 y l* de esta Constitución, y ni 
aquellos tic HCtesitltut imperiosa <* imfostcríjablc. can carao # 
dar em ata a la Legislatura en sus primeras sesiones". 

( hie el mismo concepto encierra la ley de Contabilidad cuan- 
do dispone en su articulo 29, qtie "en casos e»pcl;iale5l de orden 
púlilico i> de necesidades de carácter urgente, el l'odcr Kjeciitivo 
en aemrdo de Ministros podrá disponer de los fondos indispen- 
sables a tales objetos, debiendo dar cuenta inmediatamente a la 
legislatura acomfiañaudo los antecedentes ijne lo justififpien". 



WO 
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Que aún cuando la Constitución «le Mendoza es de y 
le ley* le Contahilidad es de 1896. ii" pmde s**stencrst* que aqué- 
lla ha derogado a ésta, |Mir la mi ¡sideración elemental de que. 
anuo se lia visto, amkis consagran el mismo precepto. 

QM a la luz <le los antecedentes de autos que 110 han sido 
desconocidos \ntr la demandada, entre los cuales se desligan tas ra- 
zones de urgencia con que procedió el Poder Kjccutívn en la 
emergencia, corresponde declarar de legitimo aliono el crédito 
invocado por Perrone y Cía., proveniente de los contratos de 
obra&, con la demandada y a cuyo cumplimiento quedo obligada 
ésta, tina vez proUdo. como ha sido el cumplimiento por parte 
de aquél. (Artículos M97 y 1623 del Código Civil o 

A mérito de los procedentes f un* lamemos y tos a<tuciíios 
por el demandante en su escrito inicial, alegato t- informe "in vo- 
ce" citado, se condena a la Provincia de Mendosa a lagar a liw 
actives Perrone y Cía.> dentro del plazo de sesenta días, la suma 
de tfainicalas setenta y chica im¡ quinientos cuarenta y micvc pe- 
sas con reíate y seis centavas momdú nació mi, con más los iiw 
teretes a esrilo fie los que cobra el líanco de la Nación, contados 
desdé la notificación de la demanda, sin costas. 

Xotífii píese, repóngase el papel y en su oportunidad ar- 
chívese, 

J. Fkíi kkoa Alcokta.— R. (il iiKt 
L:\vai.lk, — Antonio S.míarna, 
— Jl LIAN V. IV ka. 
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Ifatt Alberto Homero coutrj doña María O. Xazvrra de ¡ñarra, 
fior nulidad de minucia de estado cki!; sobre eatófetciieití. 

Sumarial \" Para dcitrminar si una demanda corresponde a la 
justicia f literal por razón de las ¡>ersonas o si delte sustan- 
ciarse ame Itis tribunales locales por referirse a bienes de una 
sucesión, el punto a dilucidar is si la materia controvertida 
en el pleito constituye una incidencia del juicio sucesorio por 
afectar lt»s derecht>s a la sucesión o relacionarse en alguna 
forma con la masa de bienes hereditarios. 

2r I*as disposiciones relativas a los juicios sucesorios 
se propusieron» sin duda, unificar la acción judicial en la 
determinación de los derechos de una multiplicidad de inte- 
resados y de bienes, f>ara reducir los gastos y evitar los gra- 
ves conflictos que ocasionaría la revisión y anulación por 
i:artc de un tribunal federal de las resoluciones dictadas por 
el de una provincia con relación a esos derechos y Iñenes. 

Casa : Lo explican las piezas siguientes : 

VISTA FISCAL 

Señor J ues : 

l)e acuerdo a lo dispuesto i>or el articulo \2. inciso l" de 
la ley 48, opino que El. S. es incompetente i>ara entender en 
esta causa. 



FfocaHa, Septiembre 71929. 



Julio Xarurro. 



3J2 
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ALIO OKL JUEZ FEDERAL 

Rosario, Septiembre 18 de 1929. 

Auto* y Vistos: 

U demanda que inicia don Allxrrto Romero contra doña 
Alaría r.rcgoria Navarro «le I ñarra. *ohre nulidad de renuncia 
de es¿Kl¿ civil, y considerando quv : 

(« So pretende que en el presente se declare la nulidad de 
las m:tni testaciones íonnuladas por la demandada en la jualtai 
provincial, donde inmuta el sucesor o <lc dona Marcelina Co- 
rrea de Navarro, acerca de su condición de heredera de la cau- 
sante; manifestación que hiciera al intimársele para que "acep- 
tara o repudiara la sucesión legitima* de la «mu! irada. 

p Se desprende dt- lo dicho la directa \*nculación q depen- 
dencia que tiene la ao:ión que intenta deducir en este Ju/gado, 
cpn el juicio testamentario aludido, pues «egún fuesen los re- 
sultados del mismo, se afectarían las situaciones creadas en los 
sucesorios de la referencia. 

por tanto, oído el señor Fiscal y teniendo en cuenta lo dis- 
puesto por el artículo 12. inciso 1" de la ley nacional número 
4K. resuelvo: 

IXclarar tpie el Juzgado es incompetente i«ra actuar en el 
presentí- caso, y disponer fiue el demandante concurra donde co- 
rresponda. 

Insértese, hágase sal*r. repóngase, y n\*>ri unamente ar- 
chives* , — l\ Morállo Si(únz. 
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VISTA DEL FISCAL DE CAMARA 

Excma Cántara: 

Correspomle conf*rmir por sus fundamentos el auto apela- 
do, y así lo solicito. Es de jurisprudencia corriente que del»cn 
considerarse incidentes del juicio sucesorio hts rielamos del i ¡i" » 
de que se formula en la demanda. (Suprema Curte Nacional. Fa- 
llos, tniiin 4K. pagina tomo 44, |KÍj*ma .Í27; tumo 1S, ingina 

y otros concordantes). 

Fiscalía, Octubre 25 de 1929. 

/mu tharcs. 

SENTENCIA DK LA CAMARA FEDERAL DE APELACIÓN 

Rosario, Noviembre 4 de 1929. 

Vistos los caratulados "Homero Alberto v. María í¡. Nava- 
rro de 1 ñarra s ! . nulidad renuncia estado !¡:ivir (Kxp, N* 5 46 j 29) : 

Por sus futid* unen los y de conformidad al dictamen del se- 
ñor Fiscal de Cámara, se confirma el auto de fs. 17, del 18 de 
septiembre próximo pasado. Hádase salter y devuélvanse. — Car- 
ios mi Amia, — José M. /-Vcm*. — ftemyuo Ti Mtitiincs, 

DICTAMEN DEL PROCl'RADOR GENERAL 

-i 

Bueno» Aires» Noviembre 21 de 1930. 
Suprema Corte : 

Al interponer e) recurso extraordinario para anle esta Corte 
Suprtma en él escrito de fs. 31, el recurrente alegó que le lialiia 
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sido ífc^lii mi m acogerse al fuere federal, lo tjüe 

es Mif^étíte |»ra la pr.*edcncia de d cho recursu. desde que se 
apresa el fundamento «i que se ai»oya, con lo cual queda satis- 
fecho el requisito prcscripto en el articulo 15 de la ley 4«. 

I'ur té** pieiw» que V. E . debe declarar procedente la queja 
deducida y entrar a conocer en el recurso ¡ntir puesto. 

1.a acción promovida i*>r don Alberto Rtmiero contra doña 
María Navarro de tñarra tiende a nhtener la nulidad de una de- 
claración formulada por esta aflora en el juicio sucesorio de do- 
ña Marcelina Correa .le Navarro, en el que manifestó que "» ** 
1, ¡a de la causante v «pie como consecuencia no tiene derecho 
hereditario "alguno en esa calidad. Esa manifestación fue hecha 
a raíz de una intimación dirigía a la démela a pedido de su 
hija doña Pelía Elena Navarr» de R.Hmm esposa del deman- 
dante en el juicio sucesorio mencionado rpie tramita ante el 
fuagádo de Primera Instancia. Primera Nominación de la cui- 
dad del Rosarlo, siendo la finalidad de la demanda instaurada 
impedir que. eontO consecuencia de dicha manifestación, la de- 
mandada *& privada de los bienes que le r;or™nouden como 
única heredera de .lona Marcelina Correa de Navarro, los que. a 
¿alta de aquella señora, tasarán a la esposa del demandante. 

Conforme a ta doctrina untada &t V E. <#£££ tomo 
14 ' página 158; lomo 146. pagina 157 >. cuando se trata de de- 
terminar si una demanda c«>rres,>ondc a la justicia federal l>or 
ra/ón de las personas " si del* substanciarse ante los tribuna- 
les l<*alvs |w r referirse a bienes de una sucesión, el puntn a 
Elucidar es «¡ la materia controvertida en el pleito constituye 
non incidencia del juicio sucesnrio ,mr afectar toé derechos a la 
stóóil relacionarse en alguna forma c<m la masa de bienes 
hereditarios, faro de este mismo orden <le ideas. \ . feí Ha es- 
tablecido que la. daciones relativas a los juicios universales 
se propusieron sin duda unificar la acción .ud.ci.1 en la deur- 
raimcln ríe lo, derechos de una multiplicad de interesados y 
de bienes; para reducir los gastos v evitar los graves cónflW* 
que chamaría la revisión y anulación por parte de un tribunal 
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federal de las n solucione* dictada* |»»r el de una provincia '.on 
relación a <#$ derechos y bienes, í FalV»s. huno 126. página 50). 

La scutenca a]>el;ida se ajusta a la doctrina expuesta al de- 
cir la pretensión aducida in»r el actor a fin de que se declare 
la utilidad de las manifestaciones formuladas j>nr la demandada 
en el juicio sucesorio de doña Marcelina Correa de Navarro, 
guard? una directa vinculación con diL'lio juicio, pues según fue- 
re el resultado de la demanda entaMada se afectarían las si- 
tuaeioues* creadas en aquel juico, por lo que esa demanda del te 
reputarse comprendida en lo disjHtesio en el articulo J2H4 del 
Código Civil, y i«>r consiguiente excluida del fuero federal con 
arregln al artículo 12. inciso %M de la ley 48. 

IW lo expuesto, pido a V ÉL se sirva confirmar la reso- 
lución recurrida. 

/forano R. Lamia. 

f Ai LO DE f.A CORTE SUPRIMA 

Buenos Aires, Diciembre 12 de 1930. 
Autos y Vistos: 

Por Jos fundamentos del precedente dictamen del señor 
IVoenrador General, de acuerdo a lo <]iK' dispone el artículo 12. 
: neiso I'' de la ley número 4K y lo resuello |n»r esta Corte Su- 
prima en casos análogos (Fallos, tomo 142. pajina 15S. entre 
otros), se o infirma la semencia a| telada en la f sirte que ha lu- 
dido ser man rta del recurso. 

Xotiíiqucse y en su ojkortuuidad archívele, <levol viéndose 
los autos vonidus por vía de informe con transcri]>cióii de la 
prt senté y del dictamen ele referencia al jugado de origen; re- 
1 Hincase el pape). 

J. irir;t KHo\ Auohta. li. Guroo 
Lavallk. ~ Antonio S.U;arxa. 

— Jl [JAN V. I'ICRA. 
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mcación tic thtños y perjuicios. 

Snmvio: I íé interpretación más razoné del jg 
efeo » de la ley 2873 en pnrnri. ífe ¡m i«ü» y fe** 
pfe&i ¿Pe la informan, e, la de que los ferrocarril cU * 
rán unphar 1™ meto indicados de protección con 
a las necesí da* les del tráfico. , • 

>■ \„„ cuando la Dirección General de Ferrocarriles 
no Mera ordenado la culoeación de h^m» «i d~ 
nado ,» a nivel, la .mpresa él rwpm-H* de aa. le, e 
«, el «currido. si * traía de uno situado en U planta ur!«- 
ría de un pueblo. 

i 

Casu: Lo explican las piezas luientes: 



SESTF.NUA UKL Jt EZ FEDERAL 

Babia Blanco, Junio 4 tle 192». 

Visto, lo, autos del puente juicio seguido i** d»n Juan 
(¡anderaU eotttra la empresa d,l rVrroc,mt Sud. por mdemii:- 
txüm Á daños y perjuicios, de e«y» r<,stlltii: 

r En diciendo 15 de 1025 se pronta el nmnhradn 
Gandé^t* pot im^M # en.aha.ul. de- 

ni;tlI ,l, contra la autedicha empresa por mdennuzaeum de lo* ü> 
& v per juicio, derivados de un accidente íerrovuno de M ue fue 
"j fe & m del m*m año. al cruzar las > 
l|t , ma „<lada. a eso de tas 1S horas en u« j mvel ex,Muu L 
en el pueblo de Coronel Vidal, a poc** metros de la casa <fe *o- 
nurcm de don Ternas Otsta. 
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Reclama m ese su primer escrito «na ñutan nización de $ 
i 1.7 *$.«}, más las cusías, diciendo que aquélla e* la cantidad a 
que asciende el im|K>rte de los gasU» que lleva hechor, agre- 
gado a lo que mensualmcnte ganaln ctm su tralsijo. V añadí* 
<me ella es susceptible de acrecer si desgraciada mente ti*» se cum- 
pliera el pronóstico de los médicos d:erca del término de su res- 
tabk-cimicntn ; explicando que si inicia la acción sin halter sido 
dado de alta, ts porque sus recurso* son escasos y necesita ser 
cuanto antes reintegrado en lo que lleva gastado y (urdido. 

Atribuye a la demandada la responsabilidad del accidente, 
por no tener colocadas barreras en el susodicho paso a ni vil, que 
está situado a sólo una cuadra de la plaza y a igual distancia de 
la estación ferroviaria — paso c Migado, dice, hasta para los 
niños que concurren a las escuelas. 

Manifiesta además que en la ficha y hora del suceso, el 
tit:miHi era lluvio-o y la visibilidad muy díicil en razón de que 
no había luz artificial 

Kxpresa el representante del actor que éste fué recogido 
sin conocimiinto y conducido en grave estado al hospital de Co- 
ronel V idal, donde ingresó como ¡rensM mista siendo s* ilícitamente 
atendido por los doctores Cotí, Üeltrami y Tellaeche durante diez 
dias, al cabo de los cuales se hizo necesario trasladarlo a Hítenos 
Aires [htr la naturaleza delicada de La* o¡>eracioiies a practicárse- 
le, asi como ]vit la especialidad de los aparatos y medicamcMi »s 
que su estado rtquería. Agrega que de llegada fué internado en 
el Hospital Kspañol como pensionista de 2» categoría, doivto 
en la fecha de la demanda permanece y habrá de t>ermanecer aún 
por tris meses más. según el diagnóstico del doctor López f lo- 
mara, que fior escrito acompaña. Adjunta asimismo documenta- 
cirm relativa a los gastos originados por el íirckleiite y resérvase 
pre-enrar los comprobante» de los demás que se produzcan hasta 
la fd.ha calculada |«ira el restablecimiento de I Iterkk». Al imputar 
í> la empresa demandada la responsabitklad del tlaño por viola- 
ción de Uw deberes i>rescTÍptos en k»* incisos 4 V , 5* y ÍP del ar- 
ticulo 5' de la ley nacional número 2873, fundamenta su acción 
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.n los artículos UW y 11 10 del Onligo Civil, haciendo mérim 
de. la jurisprudencia sentada #0* la Suprema Oírte Federal en 
t -l caso de doña Xieol^a lianza de Arias "versus" el propio 
1-fmvarrií del Sud. transcriU- mlegramenle «3 'al 1 " dictado 
el 24 de diciembre de 1**2$. 

T Mandad» correr traslado de la demanda, antes de vencer 
el término del t mplazanVento y de ser contestada aquélla, pre- 
sentóse de nuevo el apoderado del actor, a ís. 52. en febrero 10 
de ItfJfi. acompañando un segundo certificado <lel medie© doctor 
Lóptl l« miara, según el cual halírá de denigrarse por mayor 
tieni|K. el restablecimiento del herido, haciéndose entonces impo- 
sible kt exacta determinación de kw gastos a devuigarse. Fun- 
dado en esa causal, peticwnaha que se sus ( *ndiera la tramita- 
ción de la demanda. 

> Proveído de «informidad ese pedido y librado en II de 
febrero e! correspondiente exhorto i>ara ta notificación de la em- 
presa demandada, ésta aparece contestando la deniarida en mar- 
zo V por medio del escrito que corre agregado de fs. 34 a 5ó y 
planteando incidente sobre aquella *n*i tensión |>or inedtó de otro 
escrito presentado en la misma fecha (ís. 58). 

4" Substanciada esta incidencia y desestañada en fírintera 
Instancia a fs. f7 vía., fué revocado el pronunciamiento por el 
i|tte dictara la Kxeina Cámara a fs. 80, 

5* Kn el aludido escrito de Vout estación de fs. 54 a 5ft el re- 
presentante del Ferrocarril del Sud solicita el rechazo de la de- 
manda con especial cunden ación en costas, pues aunque recono- 
ce que el día y hora indicados por el act»r el señor f,anderat* fué 
tomado i>or la locomotora de un tren de aquella empresa, resul- 
tando lesionado, niega la resi>onsabilidad de la misma en lo une 
respecta a la culi labilidad del accidente. 

Reconoce también que en el paso a nivel donde Ganderat* 
fue ogidn por t ] tr< n n» hay liarreras. i>ero sostiene que ello no 
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constituye una infracción legal, pues tratándose de un cruce cu- 
ya ulrtcAióii y tráfico las liace innecesario, la existencia de guar- 
daganados llen i la exigencia de! artículo §, tacho S" invocado i>or 
la parte adora. 

Xiega la taita de iluminación, sosteniendo en cambio que en 
«Ufe* lados del paso a nivel existen tuco» puentes del alum- 
I irado público. Por otra liarte, ca te^m^mente afirma que la hu- 
ra en que ocurrió el hecho era de día y se veta con claridad. 

Sostiene que siendo la vía férrea en ese lugar recta \*n com- 
] ileio y no existiendo obsiáculi* a la visión, los silliatos ile la 
liVomotora y el ruido del tren hacen ínouncehiMe e inqxisible 
cl accidente, tratándose de un peatón, a menos que haya pronir- 
diado la voluntad de suicidarse \x>t [parte de éste o ex per mienta - 
do un man o tjut- lo di tuviera solwe los rieles, en cuyo case* es 
fie aplicación el artículo lili del Código Civil, ¡pie exime de res- 
ponsabilidad a la demandada. 

Kefiriéndose a los |kt juicios alegados y a la indemnización 
pedida, deseotuicv toda> las aseveraciones de la demanda r mt- 
pugna e»pmalmciitc las partidas relativas a la internación en un 
hospital particular y a ¡a* supuestas pensiones de la señorita Te- 
resa t ¡anderatjr, asi como las calculadas por concepto de lucro 
cesante. 

6*" Kn julio t*í representante del actor, amparándose en 
ti aritculo 109 del Código Supletorio de IVoccd i miemos pnsenta 
il escrito que ohra a fs. W;100, alegando halter fenecido sin res- 
lahlecimiento del herido el pía /o Gil cu lado |m»t los medios píira 
su eurac'ón — plazo a que habíase ajustado el petitorio de su 
primitivo escrito de demanda. 

"Xo sólo no curó, dice, sino <jue ni siquiera ha podido de- 
jar el hospital, donde ha tenido que continuar con*» ilusionista". 
Manifestada hal terse tenido que continuar la asistencia en Lis 
mismas coro liciones anteriores durante los meses de abril, mayo, 
junio y el de julio en curso, y adquirirse además un aparato orto- 
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p«ttCtt Amplia, pues, la demanda por #M esos nuevos gasto*, 
¿te documenta cbtl n#tó lH.r valor de | 2.J20 y ta amplía tnm- 
hién t*nr I .fiGO pesos más o. tu-» lucro citante a razón do S **00 
pm cada mes de los transcurrido* con interioridad a marzo. 

p Mandado furrer. de esc escrito, c! traslado que prescribe 
el art^iilf 100 del Código Supletorio de I VttcwlfmietóOS, é re- 
prtrftitame del Ferrocarril lo evacúa a £ 102 littK^ $ 
chazo, con pistas de la ampliación formulada. 

Sostiene que olla no pueble admitirse después de cuatro me- 
, t .> de contestada h «U.tiuimla y de ha1*r sido desestimado *l pe- 
nido de suspensión de tramites -pie gestionara ia paífe act»ra a 
fs 52. va que los nuevos hechos que se alegan en d escrito en tras- 
la&i no sotl otrns que los que se invocaron es aquel entonces. 
|> :t ra el caso hipotético de su admisión, manifiesta que 00 H 
constan y. por tanto, los niega en absoluto. 

S" Abierta a pnieki la awsa |>or auto dictado a iV 103. en 
agosto fa pr-Kh*.-ida uno y otro litigante corre agregada 
de fs. 11 i a -402, habiéndose mandado tener como tal ademan 
las constancias del sumario ,mlieial levantado con motivo del ac- 
cidente ferroviario, asi como la> del expediente administrativo a 
que dio origen el misino 

<>> Mandados agregar los alegatos presentados por la i>urte 
aetora a fs. 404 y 414. asi como el de la demandada a & 416. 
llamóse aim>- jara sentencia a fs, 41'» vuelta. 

Y Considerando: 

nue el caso es de com|H.tene¡a federal con arreglo ai art. 
2 tiieisoV de la ley número 48. (u.r estar en lela de juicio pre- 
"untas infracciones a la lev nacional número 2K73 que se invo- 
can como fundamento de la acción reparaioria <le los danos y 
perjuicios cnier K entes de un accidente ferroviario oetirndo en 
jurisdicción territorial de este juzgado. 
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f f hw ui cuanto al amdetiu- en si. las parces están omiesics 
en mu él iwiirriií el H> de atril de V>2$, a eso de hs Ü horas, 
fiahinnln sido lesionado Ganderatz por una locomotora de la em 
presa demandada. I¿a gravedad de las lesiones y i-| hi^ar exacto 
donde i.urriiV el hecho figuran determinados en el sumarió )»,- 
lieial ajín-cuild por etier¿ finja y mandado tener como parte de 
pnul-a. 

■i Otu siendo de primordial y capital importancia el esela- 
rtHmaiito di- l a culpuhilidad del accidente — cpie mutuamente 
s* imputan las dos pártes litigantes y de qne depende la proce- 
dencia .. n<> de Ja anión entablada — . conviene ante todo analizar 
la argumentación lucha en pro y en contra, a la luz de las pru- 
l::m/a> alionadas, 

4' One en ese orden de ideas y dándose como íimdamenlo 
de la demanda la víoferiún de los delures impuestos a las em- 
$r$m ferroviarias eo l«is incisos 4", 5' y K'* del articulo S'\ ley 
numero 2H7.1. el examtn correspondiente lleva al siguiente re- 
suliado: 

a| La disposición leijal citada en primer ténninti v según la 
cual el ferrocarril del Sttd está oLJigado a tener iluminados sus 
pesos a nivel desde el momento tic la puesta del sol. regia en el 
lugar y Iiora en cjue el señor Ganderatz fué lesionado, pues tpu 
-igiiii las constancias del precitado sumario jw. lieial el tiempo <>. 
taoa lluvioso y era ya oscuro f !S horas, ahríl To|, no sólo están 
conteste* en esas aseveraciones los vecinos Arturo Mariani í fs. 
1 1 i y Tomás Costa ( fs. 19 vuelta j. sino tainl.ién los propios em- 
pitados del ferriícarril Simonetti, capataz de la estación de Co- 
ronel Vidal (fs. \Z f . Rías Vilano, mafpnnista del tren causante 
dt las lesiones í fs. 1.1 f, tierna!* l'"irma|wz. foguista de la urs- 
ina l.*;oiiK>tora {fs. 14> y Luis Azarctti, guarda del propio tren 
<ís, 15). 

lisas declaraciones bastarían para desautorizar la categórica 
afirmación de que "era de día" y "se veía infectamente" hecha 
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,>r e, reprocntar.K- de I» empresa «* * ^P^" 
a la dinamia <í>. 54 vuelta). Aparecen, sin efMfgo, corete 
raoas por otro elemnito efe 1>r«eUa aportad ñor ese tf» re- 
prese; el dicho átm m» «W ! A " d t 
Uerra ( fs. ¿9» v ÍHfej rttpftf^ a! imern «*m? de [* 
2$ segur, los cual* los focos de la I». íW« ;i1 

a *.na & la vía férrea acrece niedkla OOt el instruir M «H 
..ario ér, £ metms 40 c.nteuem» (acta de fe 8 y vudtai fi- 
laran en el nóme,, de nueve en el erguís hecho ,«r el ,n 
taftútf* a & y parece q«c formaran parte de, ~ 
1U ral de ,a ihinunaeión pública .le, munida de l unnit \ '< ' 
* * .egún se desprende de dicho suír^ *» f 
iníoVme^eridO por el representante del ferrocarnl v pr«ci> 
cido de £s. aí08 a 310 «le es*! expedente principal. 

A jnício de, infrascripto. jos tales focos, no p<* eso. j$r 
la ,,ís,aueia a aparecen colocados del paso a nivel, «0 IU M 
í¿ ^ndíciones determinólas en el recordado de la > 

genera, de ferrocarriles 41*. 1»>r tanto, resulta mírm^dn. 

b) r.siahleeer la gi^ia y el Servicio de la. lumias en i> 
[«sos a nivel", reza e, inciso 5*' de, mismo art 5", 

Élitro está que é¿ oh,i K ack.nes rifje., tan sólo ert p|s^ 
a nivel donde distan 1«rrera,. Y como en e, del ca>.. <U W$W 
ésta* no ,as hahia. carecían ele aplicación acuellas. 

e, IMaMeeer harrerw o «uan laminados en n.d..> k* pmHos 
tl , míe los (encarriles eru*aséu los caminos o calks pulvhea* a 
ni ve. I-tas barreras deU-rán cerrarse a la aproximación «le ca- 
fe tren, al.Hcnuuse después M ue haya pa^adu dejar ^l|0 
,1 ,raíicn\ asi está redactado el inciso 8- del m.smo art.cn o 3. 
lev citaba. Al respecto ha <pie.la.lo ya perfectamente e^tal, 
por reiteróla j«ris P ntde,KÍa de ,a Suprema Corte Nacuma q«- 
a colación de Utrreras y de ««arclaga*» W es nna c«g» 
ció» alternativa. Mal ,wKÍri» serlo cando tanta diferencia hav 
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^Tiin usas dos ciases de aparaíos, |ior su diferente destino y orien- 
tación. También ha quedado establecido |>or aquel Supremo Tri- 
bunal que la circunstancia -de no ItíiIkt exigido coli tcacit 'ni de I ja- 
rreras la Dirección General de Fernx-ar riles en determinado pa- 
mí a nivel «o excusa de ri-spmsahilidad a la empresa ferroviaria 
«|iu ha debido instalarlas y cuya qnitsión importa una negligen- 
cia culpable. El establecimiento ó no cíe liarreras resulta así una 
cuestión librada n la apreciación judicial, que dehe decidirse cu 
razón ele la» circunstancias. Así. pues, si en el caso de ritma Xi- 
cotasa llanera de Arias recordado jan* ta parte adora en su es- 
crita de demanda de fs. 4t. la Suprema Corte entendió que i«»r 
eslar niñeado Sobre el camino general de Juárez a Laprida — ar- 
teria principal de vomu ideación entre esos tíos pueblos, y. por 
consiguiente, muy transitada — la falta de torrera* en el paso 
a uve! hacia res|>onsahlc a !:i empresa ferroviaria dtl accidente 
allí «-corrido. ;(_'óino no responsabilizar a la misma en el presente 
casq, -deudo que sus vías cruzan por el mi«uo centro, la planta 
urbana de Coronel Vidal, según puede verse en el croquis levan- 
tado a is. 9 del sumario originado por el accidente, en el que a 
uno y "tro lado de aquéllas figuran '*liou1evares*\ calles y edifi- 
cio públicos situados entre Cüaíro pasos a nivel carentes de ba- 
rreras todos ellos! Jué eficacia puede darse al argumento asen- 
tado en el informé del cxpcd'uUe administra! i \i> de la Dirección 
General de Ferrocarriles — también agregado poi rúenla floja 
— fie que no son allí de imprescindible necesidad las letrreras, 
"dada-* las buenas condiciones *Je visibilidad y el ¡toco tráfico rfc 
í'ívjii vf que por él se ojie ra* *♦ si el cruce de trem s. vehículos y i*-a- 
[.mes se verifica no sólo de dia ¿no también de noche y si el trá- 
fico entre iinti y otro lado del pueblo no puede ser sino conti- 
núe más tjtte- frecuente: La contradicción en las conclusiones a 
que arrtlia dicho informe y el de la autoridad pdieiai local pro- 
ducido a fs. 24 y vuelta del sumario antes citado, un puede ser 
n suelta razonablemente sino en favor de este último. Juzgo, 
pues, que la falta de knrreras en el paso a nivel donde fué lesio- 
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nado si demandante señor Canderalz constituye, por &¡ 
la eftpfeií Ferrocarril Stwb una infracción al articula 5 -. i* 
ei>o X- .le la Kv e íitíp^Hfp colocarla en situación de negli- 

gencia culpable, gegfcii e| calificativo u-ado por Ja Suprema Cor- 
te tu >u recordada sentencia. 

\\. nitro considerar >i \n\\v* además «ptebramiento de di- 
posiciones reglamentarias míiW velocidad por parte del tren M UI " 
lesionó al actor, parque esa imputación ha Sido lucha después dt- 
la "litis o.uie-taii.r recién ni il alefato sobre la prtte% (:% 
i-. -MtS). 



5* <Jue a sü tumo la empresa ferroviaria desear^ ifc | 
viei iuí' «teí accidente toda la responsabilidad di- éste at atribuirlo 
a mi exclusiva eun* : ar^nmntando ipue. :»narte de no haber exi~ 
tiifo infracción ninguna de dtsf^táon©¡ reglamentarias por -su 
personal v de ser innecesarias las barreras en el naéo a nivel sfofr 
dé ocurrió el héejío, éste no &í# producirse sino pOÍ voluntad 
dd propio tian.lerat?.. o efecto de un estado murim*. del mis- 
mo a que ella ha sido perímanunK ajena, pues no se concibe >\\u 
un peatón no pueda eludir ser tomado por el nieriñaque (le un 
trttt cuya aproximación ha debido ver y sentir. 

1-n ri^tr de verdad, un suceso tal ajMirece inconcebible razo- 
nablemente. Y. sin cml^o. no es éste el primer cas., pe ocu- 
rre. ni -era st-uramtnte el ultimo; no ya en las condiciones at- 
mosféricas reinantes entonces — de nebulosidad y obscuridad 
con liempn lluvioso y piso t«rroso --. sino a la plena liu de días 
de sol, como ha solido y suele ocurrir en jkisos a nivel de 1u < a> 
pital Pederá) y <Jc muchas otra* partes, V es qÚC fmmmteineim: 
& ve a seres humanos cr. itistautes de completa abstracción al 
medio en que se hallan, como en estado de enajenación. 0m 
dri iut ra*ón de ser la* Wreras en los pasos a nivel existente* 
en las ciudades, si asi no ftura? ,;Xo Uistaría la elemental pru- 
dencia de detener** y mirar, ames de aventurarse a cruzar; 1W 
eso. porque hay imprudencia y pbroue hasta los prudentes están 
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expuestos a tener un momento de inadvertencia o ile olvido, es 
que se lia ju/gado necesario, no sólo resguardar con alambrados 
Jas zimas de vías, sino también con Itarreras los j misos a nivel de 
tránsito frecuente. 

Ks indudable que, un el caso de autos, si ti señor Gande- 
ratz se hubiese detenido a mirar si se aproxímala un (ren. no lia- 
hri;i -.ido ¡uropellado. tomo no lo hizo, su conduela fué la de un 
imprudente o negligmte, y. por lo tanto, cor rescinde atribuirle 
la culpa. I'ero esa culpa no es exclusiva suya; la comparte tam- 
bién la empresa ferroviaria, porque si ésta hubiese tenido colo- 
cadas las lian-eras que la ubicación y el tránsito fiel paso a nivel 
hacían menester, no su hubiese producido el accidente. Poicó im- 
porta, pues, que baya o no promediado a* 1 tinas un mareo t> vahído 
de la victima, sigún se permite asuntarlo vi representante letral de 
la empresa en su comunicación oficial corriente a fs. 2 del ex|>e- 
tliente administrativo a liase de un informe cuyo origen no men- 
ciona y de presunciones t|u« están desautorizadas por él informe 
de peritos médicos ív. conclusión, fs. 382). 

(f Que la gravedad y multiplicidad de las lesiones sufridas 
por el demandante señor Gande raíz, en el acídente ferroviario 
de la referencia, está bien puesta de manifiesto en el informe 
gráfico facultativo corriente a fs. 17 y IX de] sumario a que 
aquel suceso dió origen. Fracturados el muslo izquierdo y el an- 
tebrazo del mÍ4mo lado y con grande traumatismo, el accidentado 
estuvo con principios de gangrena y en jteligro de muerte, lleván- 
dosele a la capital federal después de los diez días, dondu se Te 
internó de inmediato en el hospital Kspañol. 

Según el informe de |icritos mét lieos pro* lucido a fs. 379 a 
solicitud de la parte demandada, el señor Gandeiatz a los dos años 
del accidente estala todavía postrado en cama por no habcrselu 
aún consolidado la fractura del fémur (abril 2 de 1927). En nta- 
yo 31 del mismo año, los misinos írritos encontraron haberse 
pnKlucido ya esa consolidación, empezando el herido a caminar 
con muletas v di siguiéndose a regresar a su hogar (v. informe 
deis. 359 a 397). 
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Kn este segundo informe los facultativos atribuyen la demo- 
ra en ta consolidación de la fractura a la enfermedad edifica 
de q„, padece Gandenitz. lVru en el primer informe hacen pre- 
senil «,««♦ isa enfermedad escítica data, en el sujeto, de muchos 
afltii airas (cuaternaria) sin hatnrr afectad.. may< .miente sus or- 
ni su extraordinario vigor: agregando míe el traumatismo 
síífríttó por. el accidente ferroviario es muy probablemente lo 
<,uc le ha despertado una "tal.es" en enya sintomatología no en- 
tran los marcas ni los accesos epilépticos y que '»i siquiera ^ 
llegado a afectar ta coordinación motriz, pues no hay ataxia (v, 
ti SÁ a 3X2). 

7 i >ue el monto de ios i>erjuiei"s directos sufridos por el 
herirlo éñ concepto iiagÓS hechos i*>r curación y asisteulia 
está acreditado en autos hasta la suma de $ 9.24.1.50 ¡ocluidas 
varias partidas deveilgádító l>or ilusión de una hermana suya 
l Teresa í ian.leraU ) que duran.e toas de quince meses Imito de 
acooii^aríe v cuidarle y de cuyo traslado a la capital tiúVral 
d propio representante legal de la empresa demandaba ha tenido 
y «lado noticia (v. eoiminicación agregada a fs. 138). El módico 
¿astti nwe lus correspondientes rtfgtás dé .licha penlido refere- 
$mm a razón de $ 5 por dia unos y de menor cantidad aun 
t ,tro. . v í>. 351) v 351 ). debe >er también tenido en cuenta y 
recLribol^doi ,«.r raimas de equidad y humanidad, lio obstante 
la tX pr t -*a ..posición riel apoderado judicial del ferrocarnl. Van 
incluidos en la predicha suma global los gastos de tras- 
lación pandos a ia propia empresa ferroviaria ($ 22/ .25. mínr- 
nie de í¿ 13K> v el im^ne de un aparat" i.rtopedico {$ 350. v. 
factura de f,. ZW reconocida a fs. 277 vía.»: como igualmente 
1„ lacado en Coronel Vidal por ilusión hospitalaria. Imtiea. «- 
terv.nción M uirúrí;ica y consultes médicas (V. futuras de fs. 
Mu\ a 365 reconocidas a ís. 369 vuelta. 370 y vuelta). 

8» Que habiéndose involucrado en la demanda el resarci- 
miento ¿el lucro cesante durante el tfcmpo de inmovilización del 
herido a razón de $ 4flt) por mes. la pruel«t agriada a ese efecto 
uo resulta plenamente eficaz. 
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Cierto es que |>or las declaraciones contestes de los testigos 
hábiles Pedro Duhaldc, Clónente Alegretti. Salvador Bidaurc y 
Pedro Goicoechea consta <|iie don Juan iianderatx era encargado 
de dos palanca:» de la Dirección de Caminos y tralíajalw con ellas 
mi el c|ut- une a Mai]iú con Mar del Plata. 

Cierto es también eme el dicho de esos testigo», afirmativo 
de qué, además, se dedicaba a la compra de yeguarizos para la 
casa de don Juan José Liuari, establecida en Buenos Aire», apa- 
t$0 corro! «ira* lo por el certificado de ts. 270 reconocido y am- 
pliado por ti nombrado señor Linar i en la diligencia de i». 277. 
Pero ni éste puede precisar cuánto gánala su comitente ni la aser- 
ción de aquéllos en pro de los $ 400 aparece suficientemente 
justificada en cuanto al monto pecuniario de las actividades de 
Gandí raíz: aunque sean esos dichos listantes |>ara acreditar tpie 
el jornal míe le liquidaba la Dirección de Caminos era ¿Jé $ K. 

9* Qm versando la demanda sobre indemnización de los 
daños y pCT juicios irrogados al actor por el accidente ferroviario 
de eme lucra victima el 16 de abril de 1925. bien claramente se 
dijo en el escrito inicial míe las $ 11.723. 60 reclamados en ese 
entonces (Diciembre 15 1925). eran el importe de los originados 
basta ésa fecha, en ta <pie et herido no había sido aún dado de 
alta: cabiendo la |>osihilidad de uuc afpiel tmjiortL acreciera si fa- 
11a b't el pronóstico de los médicos en cuanto al termino del resta- 
blecimiento del herido — Marzo de 1925 — (ver escrito de fs. 
41 y certifica* lo medien Acompañado corriente hoy a fs. 2>U) . 

Demorada la sustanciacióu del juicio por la incidencia plan- 
teada a fs. 5K y antes de abrirse a pnieln aquél, el representan tu 
del actor se presentó a fs. 99 alegando como hecho nuevo halwr 
fallado el antedicho pronóstico y continuado la inutilidad fi>ica 
del accidentado, con su correspondiente cortejo de nuevos perjui- 
cios representados )>or los gastos y cesación de ganancias durante 
los cuatro meses de Abril, Mayo, Junio y Julio de 1926. con un 
valor total de $ 2.320 y de $ l.íiOO respectivamente. Amplió, 
pues, su demanda ]ior estas cantiflades, ascendiendo, en consecuen- 
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cia. a $ l5.M3.iiO ct total de lo que el actor prcU-nde po* indem- 
nización fie danos y perjuicios: vina suma se descompone asi: 
$ 9, 243.60 por recmlwilsíi #e gastos y í 6.400 por "1 nerum 

Mu concepto riel infrascripto, la ampliación formulada en él 
reconlado escrito de í». W a lxisie tic los hechos nuevos acaecido* 
posteriormente a la presentación de ta primitiva demanda, déte 
ser tnií.la ¿ti cuenta: a) por ta naturaleza y objeto de la acción 
•Nnb judio " o sea la indimmixadón ¿é hs (faltos y juicios emer- 
gcrite$ del accidente ferroviario de que fué victima el actor; Id 
líor la afecta armonía que ese segundo escrito guarda con el pri- 
mitivéí c) porque se ajusta al derecho acordado por el art. 109 
* . 4, rVúdtíi" Suplida, de Procedimientos: d) porque en el auto de 
pWl»a .iietadn a ís, 103 expresan* Me fuvrun o mi prendí das isa- 
ált^euines y quedó él consentido. 

10* t hie según ha quedado analizado, las diversas i tañidas 
componentes de la suma reclamada nomo reeinlwilso de gasto* y 
(|úc forman el total de S l »,24.í.fO han sido plenamente justítiot 
da- > coníprol&fe mediante la presentaci.m de las correspondim- 
tt s facturas reconocidas |Kir sus firmantes. 

I1-' í hte. «enditadas umihien tas ocupaciones i|ue constituían 
ptra el señor flan Wat/ sus nteáios de vida, a taita de una com- 
probación plena y exacta de su monto cu dinero corresponde de- 
íerirl. ;d juramento estimaron» de aquél dentro de la suma glo- 
bal de ? t i.OOO puf los lo meses de inmovilidad alegados y proU-i* 
dos lii esia litis*' como con s ¿fe n encía fie tas heridas y lesiones re- 
ndidas. 

M Que iraiándose de lín cas., de culpa concurrente, según 
se ha déjala esiahli éúo en el considerando $% In empresa deman- 
dada sólo déte ser obligada a reparar ta mitad de la indemnización 
eorre-pondieiite. con arreglo a un criterio que cnmporia la e.pii- 
tativa aplicación di las disposiciones del Código Civil en sus art>. 
iíüU MIO v lili. 
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l'or estos íundamcntus, faJIo condenando a la empresa cid K 
C. del Sud a pagar al demandante señor Juan (ianderat/. (w cim- 
ento .íc- indemnización de daños y perjuicios, la cantidad de 
$ 4.íi¿I .SO correspondiente según loa considerandos 10 y 12. mas 
la miiad de la cantidad que ef actor jure dentro de la de S 6. 000, 
con sujeeeióu al considerando 1 1 el todo, en el plazo de diez días 
contados desdi; Ta precación del susodicho juramento estima lorie». 
Condeno asimismo a la demandada ;>l pago total de las costas de 
tsu juicios, | Wtr su absoluta negativa a las reclamaciones del actor. 
N'otifiquesc con el original, re^istresc, y en Oportunidad archívese. 
— /:. y. Murt uro. 



SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL 

La Hata. Agosto j:i de I!»S0. 

Y Vistos: 

Los recursos de ajielacióii inierpnesUis por ainkis partes con- 
tra la sentencia de ís. 4*15. dictada por el señor Juex Federal de 
Hahia filática en el juicio sonido |*,r don Juan Ganderati catira 
il Ferrocarril del Sud, por indemnización de daños y perjuicios; y 

Considerando: 

* 

One ía empresa demandada ha reconocido que en el día y ai- 
t o mencionados |jor el actor, resultó lesionado este, aunque "des- 
conociendo la res|>ousubiIidad <jtte h le atribuye |*ir no haber fa- 
fringitlo ninguna disposición de la ley de ferrocarriles y porque 
se trata de un hecho imputable únicamente a la imprudencia de 
la vk*tima. 

Oí» el derecho que invoca el demandante emana de la taita 
di collación de liarreras en el jiaso a nivel donde se produjo el 
acédente, obligación impuesta en este caso a la empresa por el 
an, 5", bit, # de la ley nacional de ferrocarriles, puesto que las 
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m traviesan la planta uriana de Corone) \ idai i **f * 
o, habiendo tiÉk. escuelas, etc.. a amUis lados. Puados en- 
tre cuatro ion» a nivel, ninguno de los cuales tiene barrera*, 
mu 1q establece la semencia en recurso, basada en iM de tas 
autoridades local es . 

Que en tales condiciones el guardaRanado existente, no fue- 
ele considerarse con protección litante, dadas las reiteradas de- 
C ¿m» de la Corte Suprema, en las que. aún cuando la Dirección 
dncral de Ferrocarriles to haya considerado necesaria la colla- 
ción de (arreos, se ha res,, .nsabi libado a la* empresas pe* la fal- 
ta £ N mismas en lugares labiado,, como el de .pie se trata. La 
C«¡^idáq del fcrnwarrit. es ,>t,es indudable, y mi declaración en 
,1 cas.,. se ajusta a lo establéenlo ,*>r la Corte Suprema ( 
página 365 : lom» 1*». págir* M. y tomo 152, pagina IHi. 

M U e Hiendo por lo tanto responsable la empresa por el ac# 
dente "en oue >e ha fundado la demanda, cúrresele fijar el mon- 
to del ^juicio sufrido v tener en cuenta a tal fin la culpa concu- 
rrente de ¿ victima, cuya existencia se admite, pot no halwr to- 
mado todas las precauciones necesarias al cruzar las vías. 

( Un* la gravulad de las heridas recibidas y toda* la* demá> 
consecuencias del hecho, debidamente apreciadas por el señor Juez 



justifican el impo*te de los daños, si bien excluyendo ya 
mie se recree el valor de la asistencia del enfermo en t.n hosp.tal. 
k pasión fógada una hermana suya en Buenos Aires. .mu-dan- 
,1,. apreciada de ese nimio, a l«s efectos del juramento eslnnaturm. 
en la suma de ocho mil quinientos peso*, la partida cor rnpom líen- 
te a curación v asistencia. 

1 »ue el monto calculado en la sentencia, «le los ,>crjuieios pro- 
ducid- por la inactividad económica de la vfclima durante el tiem- 
po de mi enfermedad resulta elevado, de acuerdo con los antece- 
dente* expuestos en su propi„ considerando octavo, y eorres,*.n- 
de li.nüar!» a cuatro mil pesó* moneda nacional ; debiendo, en con- 
secuencia, efectuarse sobre estos valore* la renaja estableóla « 
d considerando duodécimo de la sente^ia. en razón de ta coticu- 
r relicta de culpa. 
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tjtie es tic jurispru Inicia anótame. que la condenación cu 
costas curra cu la indenmi/ae .óu dchida al damnificado, cuando, 
cmw ahora ocurre, se ha negado en absoluto d derecho a clin. 
(Suprima G»rte Nacional, lomo 67. página JOíi y tomó 115, pir 
groa |§>, T-i existencia tic Ctltpa cortVnrrenie debe leucr^e | «re-tu- 
te para íijar la indemnización, pero las costas forman jmric de es- 
te Última, cuando la rogativa (le u>d:i resiwmsaliiltdad \tur el acci- 
dente, lia impuesto el juicio, para obtener la nparación eM¡ dafin. 

I'nr estos fundamentos, se reforma la sentencia aislada, y se 
condena a la empre*a del Kern «carril del Sud a jugar al actor en 
e l término de diez ilias la suma que >e defiere a su juramento dtu- 
tru de la de seis mil doscientos cincuenta jiesos móntela tt;¡ci«ni;i1. 
ut cipiK-eptu de total indemnización de daño* y perjuicios, v Ins 
costas de primera instancia. Las de segunda j*»r mi orden, en aien- 
cion at resultado de los recursos interpuestos. Hágase sakr y de- 
vuélvase. — í \ flaui. — Julio rt. Echeffamy. — thdmiro /:. 
. Usina. 

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aire*, Noviembre 4 de 1930. 

Suprema Corte: 

Kl demandante inviten Ta disi>osición conienitla en el art. 5", 
ine. K" de la ley 2K7J, sosteniendo que la falla de cun mi ¡míenlo a 
la i Aligación que está impuesta a las impresas ferroviaria* dio lu- 
gar al accidente que motiva la demanda inst<wa<la . ta cknpresa 
demandada alegó que la falta de barreras en el sitio en que tu- 
rril ^ el accidente no constituye una violaVión legal, por no tratarse 
de un paso cuya ubicación y tráfico haga necesaria la inhalación 
de torreras, y qu* la existencia de giuirdaganatlos llena la exigen- 
cia del citado art. 5". tac de la ley 2873. U sentencia recurri- 
da hace lugar a la demanda y condena a la empresa demandada al 
pago de la suma de seis mil rlnscientos ctocuenta pesos, más las 
costas del juicio. 
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lMinm 'tm la ®m ctusiión a re*.1ver por <F. K. dentro d* 
ta. rcirUci.,u. a que eStá -mictuU. el recurso eMraordman,, que 
tófrÜÍ el árt. 14 de la ley 4*. se refiere a la imerpretaetun .que 
« ta lurlio dvl art. 5-. inc. 8" «te la ley 2873. ,«rn g*Ur - esa 
h,ten,rcución e* la que comande Icenteme. * «P 

cotilo pienso qué la relució» recurrida es justa. í^m-t, .. ^ 

héátó «-ta forte S¿pMji « S 
c^gacíóU de colocar Laneras en los ,aa» a n.vel dcU* cumpla 
,n »,„,,«.* ea.- eu qüf la B*« d* Kcrroearnk, te taya m 
feL o bien cuando ta inmolad «le la H*aeu«i » M traliio 
haga* nefarias tato ÍéM de señalad de-Ir que la mt. -rpre- 
Ución más m/onablc eti presencia «leí texto le*d y iU- los P-l- 
.¿tus ,,„e lo informan es la «le que lo, ierroeamles detau 

meíl foa «le protón COU arrezo a las nee^la«le> «leí tratte, 
, tonto 142. página, 1*5 y m ™*> f*P*» l °" 

mu tSf. página 111). 

j&¿¿ doctrina legal ha servicio de tase a la decisión recurri- 
da la que se apma en l..s antecedentes acumulados al cxpeduiitc 
,,aru (legar a la conclusión de que existe resi^nsídmilad |mt |«rte 
<W la eniprest del ferrocarril, puesto que las vía. atraen. an la 
lílanta uriana del pueblo de CVoiicl Vidal. takien«t«> calles y es- 
Leías ft mtkis la«lns. v decidir además que tav cuna eoncurreuu- 
¿fe ,,arte del demandante, con arreglo a lo cual fija el monto de 
la indemnización. 

En mérito a lo espueMo. ^ q& V. fe del* confirmar \u 
senteuc a ^lada en cuanto ta P iwurs ° 
ducido. 

Horacio R. íau h Ui. 
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r.vr.i.n w i.\ cukte st i'RKMA 

Bufixts Ain?s, Diciembre 15 de lí»30, 

V Visto: 

E-os seguidos iH»r dt-u Juan iianderruz contra el Kerruenrnl 
<k] Siul sobre indemnización de daños y perjuicio-, venidos en 
apelación extraordinaria de semencia de la t ámara hederá! de L i 
l 'lata ; y 

Considerando : 

Oiu el actor fundó su derecho a la indenunzadóii (me <Um:ni- 
d:i en la res|ionsabil:dad mu* atribuye a la empresa inir no colocar 
barreras en el paso a nivel donde se produjo el accidente e invocó 

mu fundamento de la responsabilidad consiguiente a la nmi*ión 
referida, el art. 5'. inc. & éc la ley de ferm.arrites Sí* 

í Hie de acuerdo a lo resuelto | ^>r esta Corte Suprema en ca- 
-o- análogos, la interpretación más razonable del art. 5", ine. JS' 
de la ley en presencia de su texto y de los projiósiios i|tie Ja 

informan. e*¡ la de ijue los ferrocarriles deU-ráti emplear los nú- 
dio* indicados de protección con arreglo a la> necesidades del mi- 
lico, ya i|ue la instalación de forrera* en los lugares apartados y 
de escaso tráfico no tendría otro resultado mu- d de encarecer fe 
ixplotiición ferroviaria en i*erjuí.io directo del público ( Kallus. 
tonto 142, página J.ÍM y otros} . 

One según se desprende del en*¡tris e informe a^Te^ado* a 
f*. 9 y fs. 24 del expedknie \> 10.983 folio *?as vías ferro- 
viarias vid aludido ferrocarril, cm/ati por el mismo centro de este 
pueblo" ( Coronel Vidal, calaza de partido, une de acuerdo con lo* 
datos estadísticos pnlit icarios tiene una | mi ilación de diez mil ha- 

1 pilantes más o menos), " a una cuadra escasa y al costado de la 
1 'a*; 1 princiju!. cent este motivo existen ciño* pas«»s a nivel, sin 
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B twrda1<irreras o perlina* que los atiendan y especialmente, cua- 
tro de estos son de mí tránsito enorme de iHTM.ua>. ya a pie. 
, cimillo .. con vehículos, v no ociante laa ges^neS 
el vecindario, luchas ante ía empresa dt-l ferrocarril aludid.., jama* 
ha godHln obtenerse la colmado.! de torreras, cuya carencia. e>- 
uccialnii-nic es un pÉ$p gata la cautklad de niños que w ven 
bri%a® a crujir las vías para ir a la escuela. .". es indudable que 
las necésicfaá^ del tráfico Consejan la instalación de l>arrcra>, >.i 
títté ía ¿nación « t iu- refleja el informe transcripto, es la que la 
Corte ha tenido cu cuenta, conforme a los antecedente, de su pro 
pia jurisprudencia y de los Estados Unidos (Fallos, tom*. 142. 
página 144 ü. S.« 4(^ y 420 1, y en consecuencia, la einpn-a 
demandada es resfMisable de su negligencia, no obstando a ello el 
anucedente de no halarse onírnado la collación de torrera, en 
d cruce <le que se trata por la l>irc<S:ióu Cieneral de Ferrocarriles, 
p.rqureomo ha dicha el Tritmnul en ca«* análogo^ "la negligen- 
cia del departamento de ingenieros al mi exigir el cumplimiento de 
tina dist^siciou legal, no puede excusar la negligencia de la empre- 
sa demandada, pues ,e trata <le oumionc* de que es d.rectaimnt, 
responsable el que las ha cometido" tomo |$ l>agma 
y tomo f*>, pagina 65).. 

Pnr ello v atento lo expuesto jxir el señor Procurador ( .ene- 
ral en el dictamen precedente, se confirma la suiteneia arlada cu 
cuanto ha podido ser materia del r^urso aducido. MfftlftpbK y 
en su oportunidad devuélvanse, debiendo reponer»; el 0$ P el 
fitzgado de origen. 

J, Fiot KKOA Ai.corta, k. t.rioo 
Ka valle. — Antonio Saharna. 
— I i-lían V. I *KM A. 
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Señores De Giaenni Unas, etmtrtt don Martín Sefnteidrr. f>or uso 
indebido de nutren de fábrica* 

Snuuirio: l" Corres) wmde declarar de oficio [inscripta la acción 
por ser de orden público en materia penal, después de hal* ¡ 
transcurrido un plazo mayor de un año desde et conocimiento 
del ((iierellante de la supuesta falsificación <Ie marca, hasta ta 
focha de su acusación . Del»e absolverse al querellado, en cuan- 
to a la ttstirpacu'rti, si resulta no halier existido ésta. 

2* \¿i Corte Suprimía no puede rever en el recurso ex- 
traordinario la* cuestionen de hecho y pruelia resueltas en la 
sentencia apelada, f*or ser días ajinas al expresado recurso. 

Caso: Lo explican las pieza* siguientes: 



SENTENCIA DEL Jl'EZ FEDERAL 

Buenos Aires, Diciembre 14 de lft2t) . 
Autos y Visu»; | Considerando: 

• 

1" One los sfñfires C.iaeoni Hnos. acusan a don Martín 
Sdnieidir. frente de la sociedad anónima (k*co, iior vender la- 
la* y escopetas que llevan respectivamente las marcas "K" y "K. 
A. L. C.'\ registradas a su nombre por los títulos números 7 ( K9\0 
y WA22 de fs. ,í y ó, y solicita se le apliquen las san. iones del 
art. 48 de la ley 3975, con costas, 

2" One como las letras solo pueden registrarse como marca 
formando combinación o con dibujo es|»ecial, art. V de la lev de 
la materia, la marca *'K" está limitada al dlmjo especial del ca- 
rácter de tsta letra agregado a fs. 5 fiel título pudiendo variarle 
únicamente sit tamaño y color. 
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S ()U( iiíj se piie<U' decir -pie la marea que lleva» las líalas in- 
criiuinada* Vt m st ¡luyan una falsificación di: la marca aetora. toda 
vez que la primera está inorada jior una figura geométrica, es- 
pecial de escnil*., y dentro «le ella una R. y la segunda, o »ea ta re- 
giMrada, >ólo formada por esta letra, 

+ One (lado el alcance restringido del título con pe se ae- 
C ..na. limitado como se ha dicho al dihuji. Wpm$ del cliché di ís. 
5. no >c-puede pretender que ni el caso exista una imitación írati- 
dulenta poi la ri producción del demento carácter! -tico <le la «ur- 
ca adora. 

|* Oiu- en cnanto a la> cuatro escopetas denunciailas |mr lm 
querellante» ctmm que llevan usurf&áfc su marca de fábrica "I*. 
A. I.. 1.7 \ está proliado en la cansa, con las tartas de ís. 64, } 
j*.»idimc» al sueltas a ís, Níi. que ellas lian sido ncihidas de la e't 
<tt qiu time la jane querellada en I lamlitirgn. satisfaciendo asi un 
pedido liO.ho directamente a tfl táhriea ]n.r lo> propios i|iierellan- 
tt-..y iju< éstos no han $#er5$0 retirar. 

í>" j ;jm- el hecho que motiva la querella que es el tjufi deniues- 
ira la diligencia practicada por el t >íieial de Ju-ticia n t's. 16, ha 
§HÍb ejecutado en una ficha que no permite correr el tiempo para 
la nrescrijición *lc la acción. 

7 < Jik CU contenencia. «O existiendo la falsificación ele la 
marca K y no pudiendo lm nin reliantes imputar ta preten Üda 
(wtri^ióu de ta marca *T. A. L. </.". curnsponde la ahsulución 
del pruei-sadu. 

I'..r éstas counderaciunes fallo tsle juicio absolviendo de 
culpa y car K o a don Martín Sehneidet de la presente acusación 
iTiialilada. con oMas a los querellanuü . 

Nolifíqutsc en el original, levántese el emhar^o tratado, re- 
pongas* el jia|X'1 y. ejecutor ¡ida qne sea, archívese. — Miifit i 
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Buvnos Aires, Julio 21 de 1930 



Vistos y 



Kn lu que respecta ;il delito de falsificación .!t la marea de 
comercio k", H.mcedida a De tüao.ui Hno*. medíame titulo X" 
?A<>If,, calie advertir que según resulta de b pericia corriente a 
¿*. 1l¡f,. practicada ;i indino de wkis partes pof ej contador Ron- 
co, ta última compra de hala» de dicha marea tme los querellantes 
lúe enm a las querellados se efectuó en 2,S ( | t A^ustn de l^Jfi. 

IV nmsiÉíiiiuitt, al rjeiUtcirse la presentí- querella en < Mu- 
ta* l>: de V)27, la acción ya se ««contrata preseripta por baWr 
transcurrido más de un añ.. ciedle el dia en que el propinan., de 
Ir- marca m& eonoeimienn. del hecr™ ,» )r primera ves. |„ 
exige el arr, 55 de h ley X*" .Ví/5. 

^ IV | tan».,, siendo de o;drn público la pre>cripc¡óu en ma- 
ceado. 

En cnanto al del to de usurpación de marca de táurica "I'. 
A. I„ C*\ está probado en autos y lo establece e] falto n ■ zurrido, 
que las armas en cuestión fuinm "recibidas de la casa -pie tiene 
la l^rte querellad;! en I lambuzo, satis faciendo un pedido Hecha 
din ci amenté a ta fábrica por los propia? querellantes v que oto- 
no han querido recibir*. 

Sitndo asi, no puede afirmarse ipie en el préseme cpQ < \is~ 
tü Ja Usurpación dé marca que se pretende y. en consecuenei:i. la 
absolución d ciada por el señor juez a ,¡[to. es pn rédenle. 

IV estas coiisiiera^-imies, si modifica la sentencia recurrida 
de fs, I.Vi y se declara que en lo que se refiere al delito de falsi- 
ncactón de la marca "ti". la acción se encuentra prtscripta: v ¿ 
la o m firma en cuanto alistielvea don .Martin Scbneider de la neu- 
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ftciúii tnt.il.lada u, su entra ,»* De Giaconi Htu.*., por 

ción de la marca U ft I» aI 

vuelvan*-. - Imé Man,,. - .U^v/íhp Escalada. — />. & » 

zar AniíwrctM, — Rodolfo -S\ i'tmr. 

IMITA M E N mí. PKOCÍ -KAIIÍHl «:KSK*Al. 

Buenos Aires, Octubre 21 de M 

Suprema Corte : 
m h péseme «usa Aftl t-iaconi entra 

tt „n Martin Sehm-kkr sobre infracción al Rlíktío 48. inci*. :* de 
h U-v N* #5 se ha discutido la aplicación al caso de la Up*< 
*tóáoháÍ m el iÜ*M i de la ley citada, y Como la senten- 
cia Uictada a fe 147 ,H»r la Cámara Federal de Apelación de la 
Cft W tal e, contraria al derecho que la parte acu-ra ha Umdado en 
1, inteligencia «pie ella entiende del*- darse- a dicha ,nrt«n|»ci.m 
t¿al el recurso extraordinario de apelación («ira ante \ . m- 
U r r ueM. a K M « procedente, por encuadrar dentro de ¡OS ter- 
mino* del articulo 14. inciso 3" de la ley número 4H. 

B recur*. ha sido, pites, a mi juicio, hien coM;cdido. 

j.n cuanto al fondo de dicho recurso: 

U sentencia de la Cámara Federal declara <¡ue "en h ||* 
respecta al delito de falMtkatión de la nmrca de cierno K . 
cüücotMa a Dé Ciaeoni ¡fet "^Hante titulo *^J^ 
advmiT que se^ún reaulta de la pericia corriente a fe, 106, pracM- 
cada a Hído de amUi* parle» por el contador Konco. la ultima 
r^prfl de lulas de dicha niarca que los querellantes lucero» a tos 
, in , r ,11 ;i ,W se efectuó en 28 de Agosto de \W . A.m.stn». 
ch, semencia «loriar» ,,ue al deslucirse- la presente querella halna 
ükK¿&W "m de un año desde el dia en g* el poetan., de 
¿ ,„ana tuvo ouiocimiento por primera ve/, del hecho mcrtmt- 
nado. 
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£M imnVionados puntos de la decisión recurrida * ( >u irn-vi- 
¡afljles por isla Cuntí Suprema. |xir cuanto se refieren n simple* 
-iu*t ones <tt hecho y prueba, ajenas, por los mismos, al recurro 
t-Mranr ünario creado \xw el art. 14 de l;i ky -V 4S. como ]•> tiene 
V. K. reiteradamente declarado en casos análogos. 

Ksto sentado, resulta indiscuithlc (pie la consecuencia It-yal 
deduce d trilatnal <r rjt«> en Use de [a eomprormción ríe \m he- 
chos une da jmr estahleeidos. es decir, ipie la aeVión penal emer- 
yutte ile la venta de líalas, se encontraUi prescripta al deducirse 
':■ pn senté tjuerclla. es iierfcetamente ajustada a derecho, «oda vez 
trae* cim sujeción a lo expresa, clara y terminantemente Lispuesto 
en el articulo 55 de la ley \* v 3975, no se puede intentar acción c- 
vil ni criminal "después de un año contado desde el día en que el 
propietario de ía marca tuvo fenecimiento del hecho. p..r prime- 
ra vez". 

Por tanto, soy de opinión que corres]>onde se sirva V. K. con- 
tinuar la Miiteucia apelada de ís. 147, en cuanto ha podido ser 
nriteri.» de) recurso extraordinario interpuesto. 

llorado K 
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Buenos Aires. Diciembre 15 do lí>:*0. 



Vistos ; 



U causa seguida por IV Giacotju Hnos. contra Schnei ler 
.Martín, umiitf de la S. A. **G<Jco. ConiiKiiiia Industrial y (.'..- 
mereia!", |wir uso indehido de marca de f alinea, venida en re- 
curso extraordinario de la sentencia definitiva pronui 
la Cámara Pedral fie Apelación de la Capital ; y 



Considerando ; 
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( hn la niñea em>tión planteada tu atüfii y m* \» ,T Sl1 " :tlu " 
ralt/a". puede lar íundamcim. al recudo CMiiccdido. versa sol.re la 
tetprctadón dial artículo 55 <k la ky *>75. ti cual eMaHece ** 
tértíyiioa p:.ra la prescripción de te «Ufo civil fi crím n^gAn 
d indicado huva t&Mo q nu continúenlo ele la uiiraecn.n re- 
pten va en determinada fivha, fijando para el primer caso el di 
Uri sñó contado desdo el -lia en <|ne el vpvktari» de la marca tuvo 
conocí», erito del hiél... y d ¡fa m *S para et easfi entran- 

I Kl« la sentencia cíi apelación fta Suelto, como cuestión de 
,,ruel«i <|iw tío jmsde reet-r íWle. i}«e la imrace.on 
tointrnada se feátkó poT ve/ el 2S <k ^ de M8&> 

haTHétKta iniciado la présenle .inerdia en Uetuhre ÍS «le t U. 
, - .Uvjr. -legues .le haUr iruiiAUtrrid. - un |ta mayor «le un aun. 

r , n , ni presencia «le eMa conclusión un cal* 'luna <1< .pie h 
tam: tt* te aplicad. jucamente el artietil.. 55 

Crd clara y tt nninante. 

|W "e-ios tundanleun.s concordante* con lo dictaminólo por 
d IWnradnr Unera!. se confirma la senunci;. apebda de 

U 147 en cnanto ha sido materia del ncittSo extraordinario. ?fo- 
l'rfóp»? v en >u oportunidad devudv;iuse. del.ieudn repoii.TM- * 

papel til vi írürtliul de ori-en. 

[. l-U.LKROA Al.CUKTA, — K. d ItWt 

I .avalle. - - Antonio Sa-.akna 



/IOS y piTjith iot. fcmfffl* c.vtrtionlimmo, 

\'-uwrio: m procede el recurso extraordinario fundado en 
puesto en cuestión la inteligencia de disecciones d 
K v _>S7,* y en míe ,il **>»l ir ^ íl demandada, con violación 
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e-a- d i s]h bidones si- negó a realizar un transarte a determi- 
na - estación, ni ir cuanto las obligaciones que islán impucs- 
tas a los í embarriles ¡fe recibir nula carga que se Ies eiurt- 
giu r* ir: » l *l transporte hasta sus estaciones o Jas de Otras li- 
ma- que emfiahncn con ellas, tienen que juzgarse en primer 
término, por la re¿;la general del uriicuU» Í04 del Código de 
Comercio que íiii|kiih' esas obligaciones, sin que pueda en- 
tender-e que éstas se hallan sujetas independientemente a Ia> 
disposiciones de la ky y su decreto reglamentario, darlo 
mu. ni t-1 artículo 50 de dicha ley se consigna que las obliga- 
dones y resiHiusahiliela.-les di- las empresas acerca riel contra - 
lo de transporte son rígidas por el Código de Comercio . 

t <is<>: í.n explican la> piezas siguientes: 



DICTA M K X UKU I'Kon kAUOK (¡KXKHAL 

Buenos Aire, Octubre 25 de 11130. 

J.a demanda instaurada lo fué con objeto de que se nlili^ani 
a la empresa del l'ern carril fk Unenos A'ns al Pacífico, a va- 
riar el destino de una carga i|tte Te había sido confiada, y para que 
-i la condenara, además, al pago fk* los fíanos y perjuicios nea>in- 
na -los por cuija fie dicha impresa en el nimptimientn de su* ohlt 
gaeiotie-, habiéndose fundado la acción interpuesta en la* dísposi- 
dones pertinentes del Código de C< murrio y en las prescripciones 
correlativas de la liy S§* ^5 y del decrettí reblan letuario de íc- 
rr. ;arrik*. í-i sentencia fie la l\xcma. C/nnarir-e>deral, confir- 
matoria i[e la de primera instancia, rechazó la demanda en cuanto 
a la variación del destino de la carga, y reservó el derecho de la 
actora sobre indemnización de fíanos y perjuicios para que lo hi- 
ciera valer en el juicio correspondiente. Contra dicha sentencia se 
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interpuso el recttfSQ « Mraordinario i*ra ame V. K„ ÍBttdíKÍf) «l 
habt-rsc puesto en cuestión la inteligencia de dantos? ,k * 
ley ¿$73, v en que la empresa demandada, ct* violu/mit «I* e-as 
disi«»¡c¡«wie>. st negó a realizar un trau^ne a determina la es* 
tacióu. 

Kl motiva W «|«e fl recurso didueido hü-iam 

para autor izarlo, \*>r cuanto. pegStí lo Na cunara. I.. I:¡ íurUpnt- 
i (encía de i.sta lorie Suprema, las obligaciones . ltu - e-tan hnpn-. - 
tas a los ferrocarriles de recibir inda tSrga que m- Ir- entres,™ 
part el transarte basta m rstacirmrs O las dr oíim <i« l 
empalmen con ehV. timen .|itr juzgarse, en primer lernmt». |ir»r 
L-i regía ¿£aJ -Ul articulo M Código de Comercio, ípe mi 
pone esas oíájgack»Jtef, sin tm entenderse que Mi » Ha- 

llan Mijews hide|*ndien uniente a las rffepo»:ciiiiK»> 'le la le\ JS/J 
v mi decreto reglamentario, «lado que en ,1 ¡>rt. 50 de d-Yha ley se 
enfria que fes obligaciones y responsahilidades dt la> em|.n« 
acerca del contrato de transporte «mi regidas por el Código de l 
mereio (1-allos. tomo 133. página S4>. 

A niavor abundaumnm reservo que la finalidad que |*rsiguc 
m (Unían ía contente en la realización tfel iniiis|nirtv a una ^ de- 
terminada estación, en apoyo de lo cual se invocan las d¡, t >nsiein- 
ttes dr la ley 2$7* y del decreto reglamentario de la misma, no ím 
materia de decisión en la suitencía dr primera instancia fie |s. -J4.Í. 
ni en el fallo confirmatorio d ctado por la K*.nsi. támara hede- 
rá! a ís. Íf/>. iKtr cnanto, según se expresa en aquella sentencia, 
a la fedKi en $jg se interpuso la demanda, earecia de objetn dic- 
tar una resolución con respecto a la obligación míe debía incum- 
bo a la empresa demandad^. esto que ta carga había sido entre- 
,,,1, a! Kerroearril Ce,^Argentim. y esta impresi babn 
movido juicio contra los adores sobre dqiósHo y venia de esa 
car#, lo que había vreado la im. oibilidad de dictar una endena 
acerca del transarte a la estación señalada por los demándame-.. 
I W t;mto, sóln quedaba en pie el derecho de lo* actores a recla- 
iMÍ ta indemnización -le daños y ^juicios que les hubiera oca- 



DE JUSTICIA RE LA VACIÓ* 



Multado los actos de la empresa dunandada, lo que expresamente 
se. les ha dejado a salvo tu la sentencia apelada. Kn tnl situación, 
un pronunciamiento de esta Corte Suprema, en el supuesto di que 
estuviese autorizada a examinar la cuestión planteada, cá ff t c e ri a 
di tiii práctico en razón de que. ann sñndo revocatorio en la f«tr- 
t< materia del recurso, mi imiHtrt iría sino una declaración teórica 
mu alcance res|wcto a! projiósito íitil con que el derecho acuerda 
t>tos remedios legales (Fallos, tomo 122. página 179) , 

Tn»i|M».-o puede autorizar ta jurisdicción de apelación di- V", 
I".. la tnilimuización de daños y [KTjuicios que reclaman los afrto- 
res. | misto que, fuera de que ese redimió lia quedado lil irado a 
111 1 juico que def>erá iniciarse ]ior separad" \ la det en ni nación de 
>i procede ti pago de esa indemnización y llegad" el caso, la fija- 
ción de su n tonto, es una materia que dclie resolverse por la apre- 
ciación fie los hechos y conforme a los preceptos de ta Itgislaeióu 
común, lo que eft-apa al com ¡cimiento que está deí crido a esti 
O. ríe Suprema con arreglo a lo dispuesto m el artículo 15 de la 
ley número 48. 

l'nr elfíK pttioa V 1 . E. se sirva declarar «pie lio procede el re- 

11 orado A\ lAtrtftü, 
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l'or los fundamentos del precedente <lictameti de! señor Pro- 
curador tieneral, que establece lo* hechos y la apreciación Ku:il 
de 1m< misinos con arreglo a la> coustanVia* de autos, se dti-lara 
W halter lugar al recurso extraordinario y en consecuencia Íui- 



■ 
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procedente il <\uv m dedttjn i>aca ante esta Curte Suprema. X«> 
tififjue*e y di vuélvanse, áebk-nil" re|*>nerse el papel en el fuz- 
¡jado 4 te su precedencia. 

J. Fuuekoa Aiawta. -~ K. (It n^ 

I .AVALLE. — AXTOXm SuAHXA. 
JlfJAN V. IVKA. 



T. G, iWtkmjuri y í iVf.. cotítm U» añores 1'ühtSitso llt>t*s, 

({ iN-íi ¿¡mito» tk pesos, Coni'wmh tic «■ í jm,/y'cjk-i<: "' 
hibtiaeut, 

Sttnutno: Y.* juc? i-mnpcM ute para o.n.ieer en Ir» pleito eti 

W ejercitan arjei.mes jwrwmalcs. el del lugar o .11 vi ni » -n- 
plkiia implicitaiucim i*u* las pane* i«r:i él eunmlinnent" 
del onuran.. cualesquiera une sean las prestaciones '(ia & 
demanden, j friucii «It s o accesorias 

tmp*. \j* explican las pe/as siguiente:*: 



Ai in oi:l jrv;¿ nt: I'ax letrado 

Villa María, Febrera 23 rfir 1H2M- 

Oiíi vi tijtWWkífe enti*timidn désele participación al e..ni;uri- 
cienie en el earaeter «píe tu vot a a-meritn del poder 
¿dr>, lláec deducid» el precedente incidente de eompiuneia por 
inhibitoria al de <lt ' 1:1 *«*eión de h eiu=Íad del Ro- 

saríri; en cuanto a dereeko se admite, córrase vista al señor Ajen- 
ie Fiscal íart. KJ04. 1". V. C C.).— M. Vm Ortajit. — Ante mí: 
tí. Bernia. 
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VIST.A TiKI. At;i:NTK FISCAL 

Rosario, Marzo 1 de lt»28. 

!W el ¡locumemo públfcti corriente a fe. i, se justifica tjue 
Ja razón s.*ml demandóla timo su domicilio tegftl eii Villa Xm- 
va. departamento Tercero Abajo, y en o msce i inicia halándose 
negado !;t circunstancia «le no liaUrse pactado con d actor d lu- 
gar «k J pajjo. o sea en la ciudad efe] ({osario de Sania Fe — luyar 
cu d ha inicia' J<> la «lema tula d actor — opino señor Jm-^. rige 
es competente V. S. para entender t u mis presentes autos y cu «m- 
Mctu-i'..ia puede acceder a! \k<\\<\<> de los señores Villasuso Un.^. 
o.n las prevenciones «Id art. 998 del £ ríe $ C\ — Cortes A 



Al TO JJ'EZ I>F. l»AZ LKTkADO 

Villa Maiíii, Marzo :j de 1&88. 

A mérito ck- lo dictaminado por d Ministerio Fiscal en la 
v -i:< <fn< anleci-íle. téiifíase pur entablado d presente ineuluue de 
competencia librándose d exhorto y copia de lev. — .1/. f Ym Ot- 
>•//■/. — Ante mi : í/. f trocea. 



VISTA tJKL ACF.XTK FISCAL 

Rosario, Diciembre :t dt> I!l2ü. 

Señor Juez: 

En la couttetufa «le competencia míe se ventila en amos, en- 
tiendo que V. S. debe declararse competente, en razón de cjite (!e- 
bit-tulo verificarse d ciiinplimiento de la oliHg&túit en e*ta ciu- 
dad es de aplicación lo tlispuesto en los arts. 7 V y 10 del Cód, de 
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La S "Pi."..n rf ta ta ff® el f*£¡ ¡M* 

,., ,„». ti «ddo ,,„, é. eree adendar ln pa* . « -ta C"ula. « »■ 

amén de la circons.ancta que *r¡5ta d* ta naturales d<l 

,„„,rato ,«e sirve * ta* a la d«n..nd». Si d «*.r 
ttmtc insta*», «rtiendo qt»e deta pe*«d*r*e ,te^fonrodad ., 
I, WW, ,„ d párrafo 3* dd e*rito de ta ». & «M» pue- 
do informar a V. S. - /.. Sagníte. 



AITO l%t Jl EZ ME PA* I.KTKAOO 

Roiario, Mano V de 1»30. 

Y Vistos: 

US segnidos por Bertagieri y lia. f. «i. entra Villar, 
tíno». por éntira de pesos, de tós que resulta: 

Que citados * ta^tótó» ** .tanandado S a ,s,ar a d^d*o, 
^m**m d« ta 12 Volcada rn el fe** g «Un* - 
VÉa Xncva. depwWtart» Tercero Atajo « V. 1 " 

,, : , r ,,,„ ÜÜ ,, Jw , de Vi.1a María pr—U, «g 

' (.«neta ,«r i»hil.i.oria a «ñ d, .p.c e) ' l ^ 

«¿•n» ,-ra e» «te .«K» sn S ,en.cn. , p . I. a • 

„ci¿n del mismo cott*l*»«fe al joex de la tunsdiWon dr_sns 
,,„„ w il¡,.s de aenerdn a! -i.tr.im dnmicilir. <>« c-enda «,1a al 
SS Ho¿". ¿su- se «pide a fs. 33 «ta aconsejando manu- 
„, r la e, anuencia de este Jomado tW las ra.no- .pie psp^a. 
" h , a. evaluar la vista corrida, la parte «toca ta***" 
,■„ ,„.,,, ta rt*«Í *•> snsemo ,..r raines a ■ - 

L* a las «,mcs.as por e. s,ñor Fiscal "ad hnc y al< K and„ ad - 
,?, .a instare» de ta * « J 

jokio ¡fe la nataiatata dd presente, planteada como anuido pro.". 
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Con>Íderandn : 

! <jm- demandando I*.- actores el >aid.i de una emula cór 
mente tenida con I"!" demandados y reeuiuHendo é>los dcl>er una 
-lima menor la míe según dicen ordenaron cana lar a los S&TJ&éS 
remitiendo cheque contra el lianco de Italia y Rio de la Mata, es 
ind í-eulihle <pte estamos cu presencia de un contrato liahi lo entre 
las partes cuya ohl ilación «Ir page se persigne. 

* 

2" fjiie mu-tro Código di- I Wedimieutos en su art. 10 e«- 
Ea&lecv i|ue es Juez competente en las acciones emergentes <le !■» 
i< nitratos, t-l del lugar en i¡\k debían cumplirse con arreglo a las 
iti-|Hi>ici<nK-* del Código Civil y por lo tantu priniando el lugar del 
vninplinmuto <U-1 contrato al "fornm unicil I", la cuestión plan- 
teada en rl "stih lio hallará Milnción iletrrn n liando el lunar lá 
eti rímente cun venido por ÉS parttes contratantes para el cumpli- 
miento de ~us obligaciones. 

& \ hK et innegable míe los demandados quisterou y enten- 
dieran que debían por su píiru- cumplir con la- obligaciones emir- 
gentes del contrato en el d<iurcitio de los aetnres, pues la manites- 
laeioii (|i dichos demandados, Vons Sanada en el acta judicial de ís, 
1-, líe epe se le mandó cancelar a los adoro la deuda en ch* mic 
i'im carpí lianco Italia y Rio de la Plata, es de una i-locuencia 
abrumadora como exproión de voluntad en e! sonido indicado. 

4 l Oue es de observar por otra partr ipte el incidente de o mt- 
prH-ncia planteado o>tn<> artículo de previo y especial proiuiti ía- 
iiiii-nto y al ijttt el señor Juez exhortante le ha dado curso. e> im- 
procedente en un juicio de la naturaleza cid presente, tatito 
nui>tra h-y de íonna como jjor la del donm-ilo de los demandados. 

Por CAta- consideraciones, fallo; declarando la competencia 
de < ütc Juzgado para entender y decidir del presente juicio segui- 
do por T. < ¡. líertengieri y Cía. contra Vitlasuso Unos, por cobro 
de pesos y en consecuencia fj¡6 admitir la inhibición solicitada por 
el señor Juez de Paz Letrado de Villa María, con costas. a cuyo 
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efeqfo Ü*3£»fo los honorario* riel i>rnaira«Uir swmt ftffla 
ni y h'iscal "ad )i.h " il.vi.ir L. %SPSS0 tai las, suma > efe lawfvnN 
v m inia pesos respectivaincnic. 1 nortee. h;^a>e slUt a l<- ín- 
ter*^ y r« póngase. - V*W* : < ; - ***** 
C *n rhotnií. 



,\1 TU IIKI. ífKZ l»K PAZ [.ETRAII» 

Villa María, Octubre 25 «le 1¡>3«. 

V Vislo* : 

Los amos caratulados "Villa-n*» Uno-- incidente ■ -k 
teiu¡a ]*« inliihilnHa al ele t^nal efeáe de l'nmeni mwuiii C&J 
-ario", de ÍOS §m rt-sulia: 

|» f i m - diarios V emplazados lo* ciÜftóÜíMoP, \ illa 

ÍW9 Unos., a esfc* tt dcrtvho en la demanda que pwr o.hn. de pv 
sos fe siguen los seíbrti T. (i- ISertenok-n y Ck. de Rosan.. por 
añte , 1 fti&Wá & 'lidia ciudad a car-., riel rioctor Juan K"-i, m- 
eretarta" rie Martine/ t arU-m-U. >«núu c.iManeia (fe K 3. 4 y 4 
vta.. Ó presentan los .h-niaii.la.lns a ís. 5 y '> promnvu-nrin cues- 
tión rie competencia i»or iuhihiioria aduciendo .pu- haU 
mn ]ir. cavial enuvcni.k para el cumplimiento de la pretendía 
,,|%ariün, han chindo los adores ocurrir a ejercitar la* a^iww* 
a.liii -sr crean om derecho ante el Jugado de \\w Letrado úé\t- 
Ib Maria. único competente de conformidad al art, 103 del < -dt- 
¿ t ivil y (£* ene -rilantes, va 0e tienen e1 a^knto principal de 
m * n^fleios y »u domicilio h tíal dentro «le la jurisdicción del cita- 
ili jiissgaoo. 

* f ) Et f corrida vista al sefli* A^-mc V'uwal. » expide a 
fe 7 m mi tediando mte liahiémlose justificado .pie la 
.Untmriaria tiette mi domicilio l^al en Villa Wva - - departa- 
mento Terrero \kajo de esta provincia de l'órrioha y hakeu- 
,1.,.,. negado las circunstancia-, de halarse garlado con el actor mi- 
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< I lu^ar de pago sea la ciudad del K osario de Santa Kc. opina que 
es fnni|HMi[f d Jaez de ñsas Letrado de \ 'illa María. 



natío Juez ilc Villa Maria, el Juez de Primera sección del Recrió, 
resuelve según obstancia* de fs. 8, 9 y vta. declarar la c nii « ten- 
cía di* ese Juzgado para entender y decidir el pre>ente ¡® cío se- 
guido i»ni- T. <¡. llerleugicn y Cía, contra \"illa>us*i Him>. por co- 
fín > de pe>o> y ni consecuencia ti" admitir !a inhibición -i -licitada 
1» >t el señor Juez de l'íiz Letrado de Villa Maria, con costas, y 
termina pidiendo a éste que si insistiera en considerarse cuín] téten- 
te se sirva remitir los antecedente* a la Suprema l'<»rie \'acioitaI 
de- acuerdo con el art. 52 de !a ley V 50. 

veei (pe -i iiomi iijucii a las partes para que informen si t i cheque 
librado p<>r los señores VillaMiso linos, o na ra el llano- <le ha 
lia y Kio de la l'lata lo ha sido a cargo de la sucursal de Villa Ma- 
ria o tlt Rosario. Notificado el apoderado dje los demandado- se- 
ñóres Villasttso lhio>. manifiesta que el cheque de referencia íue 
Ülirailo contra la casa matri/ en ISitáfioS Aires y al portador. <Jue 
«aU'dnra l:i otra jarre del auto de referencia envía la carta y co- 
pias t,ne corren agregadas a fs, II. 12 y U de las que m despren- 
de que efectivamente il cheque librado lo fué Contra la cusa uta- 

• ! 



Considerando: 

I*-" Une h*> demandarlos señores Villasuso Unos., no recono- 
cí n edar a la firma % <¡, líerleugieri y t ía. del Ro-ario sjun 
¡a cantidad de ciento cuarenta y un ] tesos con setenta y nueve 
ctvs, f 141 ./*>>, i|uc quisieron cancelar enviando cheque p"r igual 
suma contra la casa matriz en Huellos Aires del BaiKO <fc Italia 
y Kio de la llata. 



¿ i hn la cusa Berlenyieri y Cvi. devuelve t»I mciicinimlu clu ■ 
que ¿nliaU-r ( >reundid-> ha.-rr1,. rttiliw. i*ies sostiene que ib* 
señor. » Vílfe^i íím fe adeudan S S7f,.ó5 y , .reten U' huí- se l« 
saM< de una ves áttdsá Mima . 

.1 i Míe eMa ddmlaniciUe proliado «|UC el mMo principal de 
|ip^ iir-ion- y el (l"inifíl.ti legal fie los demandada, señores \ Uta- 
sttet. -mu ui" Villa Nueva, departamento Tiertefti Ajiajo -le esta 
iTMvitu-ia -i. » seg&l el le-tímoni.» de escritura pttMiea 
de iV i y Alíeme*. vale decir, dentro de la jurisdicción tM Uu 
gacft. de Faz l.eirudo <|e Villa María. 

4 m,h de ninguna manera eslá probad" pe ** Iml itera con- 
vu.id,- eciiño lugar de cumplimiento de la obligación la ciudad .leí 
l^t-ari': -k Saina Ke u oirá Cital 



5 ■ i >tte la remisión del referido clicnuc contra la casa matriz 
del Huno- de Italia y Río de la Piala en Buenos Aires, indicarían 
en tato QtSQ <|ue el cumplimiento de la <»h¡i^:ici<%ii habría sido la 
Capííal l'ederal si hubiéramos de conceder validez al arrímenlo 
tercero i ffr. 9 del señor Jwí del Rosario). 

e(» One a falta «le limar convenido 1*ra el cumplimiento de 
las obligaciones delw estarse a lo dispuso en el art. t©0 <ld í 
(¡í& pvíl; l^r fe ex|.ut>tn se resuelve: diclurar la competencia 
c¿We luz-ado para euten.ler en los autos que por cobro de pe> 
SP« sÍRite T. <i. Iterhngicri y da. del Rosario contra ViMaMiso 
Ifam., fe Villa Nueva y en eoiis*;ucncia remitir estos autos a la 
Stiprema ti irte Nacional de continuidad con vi ari. 52 de la ley 
50. I rao^ rilase, hádase sfe y l'rovee el sentir A¥e- 

M.r de Menores de acuerdo a lo depuesto por el art. 47 de la ley 
organio de los Tribunales. — &mfyM» - Ame mí: 

Isauro J. pHATdtin. 
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DICTAMEN [ÍKI. l'KOi t'kAIIÜR GENERA!. 



Butnns Aires, Diciembre S> de l'.'-to, 

-f ■ 

Suprema Corte : 

1.a préseme eontn nía de eawpftcncia entre el >t-ñ* -r Juez (le 
I 'a/ Letrado de la chuUh. leí Rosarin y el siiinr Juez- de ■ ' e 
trado de la ciudad de \ illa María debe ser resuelta en favor del 
primero, dado «jue aparece e. los autos conformidad de partes 
acerca del Inyar en que deliian i. mplirse las <il ilinaciones ipte lian 
motivado la 



Y. K. tiene resuelta en reiterados i sos que sobre h jurisdic- 
ción del domicilio del demandado, prevak *t- la del ¡Éjgar señala- 
dn explícita o implícitamente para el cumplin ; <-nto di !:<s ('Mira- 
ciones contraídas, de acuerdo con lo dispuesto ts' oí art. 1212 y 
correlativos del Código Civil I Palios, tonii 125, pa^ J' *> : tuiiln 
14S, pagtrta 5S; tamo 149. página ¿lo). 

i .;¡ man i testación funnnlada por el demandado en t! mih, 'o 
de no artetidar sino mía cantidad menor que la <|nu se k redama 
y haU-r remitido un cheque ]"»r esa cantidad al dome.ilii « de ac- 
tores simado en la ciudad del H osario, lo ipie está corro! n»radn ]ior 
tas citpias de la correspondencia caminada con ese motivo, reve- 
llín ipie il demandado estuvo conforme con míe era en dicha ciu- 
dad míe debía rumplir tas obligaciones que le incumbían, lo i|ue 
implica someterse a la jurisdicción de los Tribunales de la misma. 

l'or ello, pido a V. K. se sirva dirimir la proeule Mnitienda 
ile cotiijjetencia declarando <|ue corresponde al señor Juez di 1 Paz 
Letrado del Rosario conocer cu la dentmda entablada. 



líonu h R. Lamía. 
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KA L 1.4 1 Ui: L\ fHHTI. Sl-PKKMA 

Kü Aires, Diciembre al de Ui.íO. 

VÉKffiÉ > \ ¡Mos: 

íjm de eunt aidS di- competencia por inhibitoria trabada t-ti- 
tr. un Jm-z cús faz l^t*a<í$> 'leí ko»ario. provincia de Sama IV. 

fíftivuu-ia di- lYinloba. para conocer en el juicio ejecumo por o»- 
foro de pe&oá M*e,uído [Hir lo> señores T. í i. Ik-Hen^ien y fía. i.oii- 
tra los señores Villasusn Hpm.i y 

( oii-aderando; 

Que sé traía en el "siib ti ir" de una acción personal, y üe ello 
deducen I*.-. jiteee-. cu contienda los fundamentos de mis re>| ►céli- 
ca- ftif -dicciones para eoiin'er de la eaiwi. |*»r cuanto niif» <U 
t lli i> <> el fue/ del domicilio i U- lo> duiitandadn* v il oim H d*l 
lugar fie ta celebración y cumplimiento de ta obligación. 

Qik ta prueba de autos acredita una convención entre fas 
partí - .|u< los danandadosf tenían enema corriente en la casa de 
nf^ftíta <!e tos actnro. alionando una |*arte y i>or tu jjriÉ conside- 
rai; el vddu enviaron a sus acreedores un cheque míe les fué de- 
vntít- . | n ir om-iderar-e ¡tg$& dicho saldo era mayor, amicedenu- 
i|ir o'ii-tituyen la mejor explicación de la intención de las i wir- 
le- en s U - relaciones eout rainales ((.ód. de Comercio, art, 

íllcisi. -t I ; 

« Hit es itt* jurisprudencia constante y reiterada de esta Corte 
r[iu,* t i i t-ouijietenie para conocer de los pleitos en que se ejer- 
citan acciones personales, es el del lugar convenido exjilieita p ini- 
plieuanu-me por las partes patia el cumplimiento del o nitrato, cua- 
leMju '.-ra que, sean las prestaciones que se demanden, principies 
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ti .ifcesorias. (Cótí. Ovil, arts. 1212 y correlativos; Cóíligo de 
IWed tn líenlos de la capital, art. 4\ ley $2, tít. 2\ Partida >. Fu- 
llas. t< muí 14S. | ^-¡nas 25 y 5.S: tomo I4 f >, juinas l.M y Al<>. en 
tre otros ) . 

Por ello, y de acuerdo om lo expuesto >* |*'1Ho por el siíinr 
I Wuratl.tr Central, se declara que el Juez competente para eu- 
mm i Ü ei "sul» judicc" es el tfe i'az ( Airado del Rosario, a quien 
i " consecuencia se remitirán los autos, avisándose al de Villa Ma- 
ría en ta forma de estilo. Repóngase d pa|*'l. 

|. Fílll KkOA AljUWTA. - K. i'.Í UHl 

L,\ valle. — Amonio Sa<;.\kna. 
Ji*ltas V. J'ícka. 

1 



tm rfo" /-«« Consta ni ¡ni contra don Cruz A. Gti%Mfce> *»- 
/ti- ( Y>fVrj ¡fe /v.fOj\ Contienda de 



$t$iWtTÍü ; Ks juez, competente pitra cnimccr en los pleitos en qui- 
se ejercitan acciones jicrsonales, el del lu^ar con venido ex 
plk-iia o ttnpltcitnincmv. por las partes para el cumplimiento 
riel contrato, cualesquiera que sean las prestaciones que se 
demanden, principales o accesorias. 



Buenoti Aire», Octubre 18 de 1930. 



E vacuando la vista que me lia sido conferida cit la inhibito- 
ria deducida por Cruz A. González, a V. S. digo: 
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( j,h* es indudable míe en las oblñi*:inncs pcrsonale> el Jnez 
míe débe uuender en la i-i«ucüw es el fiel domielio del deudor. 
Lívo el cusn en que en la misma se hubiera constituido un 
cilici especial para su cmnplinmnti». 

Qtw de las mmam» M mm**^ i*** vn :1 í,>u ' 

M imperio, no resulta M m< el recurrente no Laya deáglfiKlo M»:* 
eil i* e*|wial en iiueno* Aires para el cumplimiento de la ..l>ln¡a- 
dón une nene con la casa "Hijos «le Luis Constantim y de 
„„,*.,„., , lU e el lucz exhortante luí tenido ci) cuerna las constan 
Éias éxkt^ en el documento i«ra considerarse competente : por 
esÉas consideraciones v teniendo en cuenta no expíen ele- 
mento* que procedente la inhibitoria dedunda, soy de GJ!- 
nión t|tK L\ S. no déla- hacer lugar a la misten. - 



ÍKXTENV(A I*K1 . Jl"E/- LETKADO 

Santa Kosa de Toay. Febrero 7 de lí'30. 

Autos y Vistos: 
1.a cuestión de cmpUrueia plantearla i-ir don t'nw A. don- 

, .i . - ... l,.... ,l.> r iincri*-ií i 



i .n. iiuM» »u iu 1 r 1 - i ■ 

/ál»y. I^ara que se inhiba de entender el señor Juez <le Comeres 
lW la Capital Kederal, doctor Ulnntgle. en rl juicio sentid" puf 
\ m >eñ..res hijos de Luis í onstantini entra don Cnu A. GtfWft- 
Uv. por cobro «le pesos: y 

O tnsiderando : 

1 | m eti estos autos está justiíkado que el demandado en 
dicho juicio, don Cruz A. González, tiene su domicilio en el pue 
hlo de lUTuasconi de este Territorio. 

> , hie del informe de fs. 7. exi>edido por el S d;retarin. d.v- 
lor KaüT I .ni* Herrera, por mandato del señor juez de C -mure». 
,|e la Capital, doctor Santo S. Faré. no resulta que el demandado 
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haya constituido domicilio esjiccial en la Crmital Fiderol, jara el 
euniptiuiiento de la nlmgación cuiitraida cotí los señores hijas de 
Luis Cnnstantiui . 

&V De las cnnslaucias del mismo i uñirme >e desprende, tpie 
la?- nutíí tacHiiies en ti juicio respetivo se han hecho invarialile- 
meiiu en el dtonaícilio señalado en el eunsideran<lo primero. 

4 T rutan dnsr de aeviunes persunales y de aeuerdn ttm ti con- 
cepto del articulo 4- del Código de Procedimientos en lu Civil. es 
Juca coaipetenu i*| ilel domicilio del demandado; salvo las excep- 
ciones -rñaladas en el mismo articulo. 

5 \} v las consideraciones precedentes se desprende ipn im 
existen en el caso "-uh jud ce" las circunstancias de exetjieión 
al pnu.-ipin geiieral señalado precrdcnumciuc y a ¡jne se rcfíérd 
el artículo 4" citado* 

I'nr ello, lo dictaminado por el señor Agente Fiscal v lo ili.-- 
inieslO por los artículos del Código Civil y 4, 410 y 411 del de 
IWedimicntns. resuelvo; Declarar ijue el Jugado es competente 
pafa entender en la refundí demanda e invitar al señor Jne/ de 
Comercio -le la Capital Federa!, doctor Adolfo Ulmi^lc. con 
transcripción de las piezas ordenadas |>or el articulo 417 del Có- 
digo de IVncedinuuHos, para (pie se inhibí de seguir i ntendien io 
en el'jnteiit -Hijos de Luis Constanimi & Cruz A. Conzále*. por 
colín j de pesos", y Im reinita a este Juzgad". Autorice el Sarcia- 
nm dmiMr m¿gm ■ - t Mi hmimtfh. - Ante nú: M. 
Efhitíftie, 

VISTA PISCA I* 

Desp. Septiembre 27 de 1930. 

Señor Jne/ : 

Dispone elaramente el art. 4 del Código de lYneedim 'culos 
fjne "citando se ejerciten acciones personales será Juez ernu|K ten- 
te: 1 \ el del lugar convenido para el cumplimiento de la ohliga- 



ciún } W i taita de este, a elección del demandante, eí ítá domici- 
lio del ¿mandado, o el del lu«ar del contrato, *.n tal «|iie el de- 
mandado se halle en él. aunque sea accidentajfcpltf^ 

En el caso se trata de una acción eminentemente perenal 
de una cantidad de dinero, saldo de precio de la » 
a que se refiere el escrito -le demanda 




El reconoeimit uto de las tartas fosadas desde la foja 7-1 a 
fo. 84, clamado a fs. 71 vía. p*W *-l demandado Cruz A. Um- 
¿afc*. v el texto de esas cartas, no deja lu«af a duda de qm la* 
purte^'enlendieron. al celebrar el emirato. que lo> ,* K os ^reíales 
del üíccio convenid-, se harían eti la ciudad de Hítenos A.res. 
Este es. pues, el sitio determinado i^ra el cumplimiento de las 
..Miraciones que originan las presentes actuaciones. 

Considero que L\ S. no dehe inhibirse de sentir entendiendo 
t*n las mantas. - tímido U. Pobranit h. 



Al io UEI. SVV¿ DE COWEBCIO 

Buem>* Aires. Octubre 2:t de l»30. 

Y Yislos: 

F.tos autos |«ra resolver el conflicto de conciencia, plan- 
teado ppt el exhorto de inhibitoria dirigido al suscripto por d se- 
ñor juez Lirado de la Pampa Central, doctor j. M. .Jarato» 
alegado a ts. 51 ; y 

Considerando: 

1 ■ One si bien es cierto .pie el citado exhorto fué librado y 
Bns¿tóo al juicio, con posterioridad al auto de ís. .V*. omiu a 
1I1 hibitorin fué entablada por el demandado ante el marrado 

„„u.brado. cuando «ÜD 'i" M**l "™ iíln d tí ' nww ' '' l,c U C,rtl * 
cedió para contestar la demanda (ver fs. 6. 23 y 34). el precepto 
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*tt] ;irt. 414 ild C. P, C. C no pudo ser un obstáculo leg:d \nirn 
Irt substanciación fie la competencia referida, razón ¡Kir la cual se 
tiió curso a dicho exhorto. 

9 

2" Lie acuerdo con lo que ds|*>ne el artículo 4 , apartado 4 V 
del C. I'. C. C. y la ley 32. út. 2". Part. 3*. es Juez romt»eteMe 
para conocer de los pleitos en que *e ejeAriten aeciom-s iiersonales. 
con preferencia al del domicilio del demandado, el del lugar de- 
signado explícita o implícitamente por las partes para el cumpli- 
miento del contrato, cualesquiera que sean las prestaciones (pie se 
demanden, principales o accesorias, como lo han resuelto sistemá- 
ticamente los Tribunales Superiores (S. C -N., t. 42. pág. 39; i. 
45. pág. 101 : t. 92. pág. 3«0: t. 113, pags. 152, 35f» y 392: t. 1 IX. 
1%. **1 : t. 125. pág. 20G; "in re" II nena ven tura v. Kaufmaun y 
Cía., y Marci.mte Unos, y Cia. v. Ks[»er. publicados en "Gaceta 
del Ktiro", t. páíj. 45 y t. 70, pág, 3K1, resportivamintc. Cá- 
mara Comercial, causas: Cnited States Kubbert C" Ltda. v. Car- 
eno; Massey Ifarris y Cía. Ltda. v. Ruiz. y Posse v. Sánchez, 
que se publican en la "Caceta del Foro", t. 58. pág. 423: t. ó2. 
pág. 370. y t. 63, pág. 227, respectivamente. 

omm i de las cartas de fs. 74 a 84 reconocidas jior el demandado 
a fs. 71 vta.. resulta que éste debia hacer los pagos emergentes de 
In relación contractual contraída con la parte actora, mediante gi- 
rtis. vale decir, que los pagos debían efectuarse en el domicilio de 
los actores, es evidente la couqíetencia del suscripto |*ara conocer 
en esta causa, en virtud de las disposiciones legales mencionadas 
y su interpretación judicial. 

Por estos fundamentos, lo dispuesto por el artíruto 41° de! 
C. I*. C. C. y de conformidad con lo dictaminarlo preceden temen* 
te por el señor Agente Fiscal, resuelvo: no acceder a la inhibito- 
ria requerida, lo que se hará salier |>or exhorto al stñor Juez re- 
qui rente, con transcripción del presente auto, e invitándolo para 
que, dando por formada la contienda de competencia, remita los 
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, IIt , ( v.i« t nr. a la Suprema l'..ru- Naci-mal. Kq-n-a^ h foja, 
- - .Vüíift. .V. / ; <»v. - Ante mi : A*. /.. Nerrem 



|,t, l \MI..N l»KI. t'KOl l KAI-iK t.KNI RAL 

BuenoB Airo. Iliciemlirr 11 »)e |¡5fiHL 
Suprima t'uru-: 

etmicréío de la «¿apila! Mffd > «J J llt/ l - t ' ,r,,1 ° llt ' líl 

i% m}Kl Omntl. iIcU- M-r rvMii-lia «i favor del p$mn* |*>r Ha- 
tora* c^tt** ^ existía acuello entre las ym* aeerea del 
lugar <H ctfmpllmíénto del cmitran. & aunpra-vcuta <pe H da- 
,1.» 1Mlll iv,. a la .lemanda instaurada, 

C.nínnm- a I" remello i*ir ota Corte Snpnma cfi reítera- 
,jps m * «ta la iuriMlkción <U-1 d*w$elH> del demanda*, pre- 
míete ta <lrl ti^ar aeña» explícita ja íiüpííeitamente para d 
n^fafefto de <$&mm**s epmraidns. .It- anu-rdn ron I.. 
IStpKKtf eti <•! art. 1212 > onconlann s del Código l mi i hnW 
MHlín [25. l^i'ia 206; <">n«' 14$ P^P» *S »»" t 4 "" ^ ' 

|, t ^rr-s^.ntlrncia a^egSÉi a \w auMs demtie«tra «jiu- vi 
demandado deinnstrad.lque lm ,«u<«» anéjenles de U re- 

ÍH-irni mntraema! mwla c»n ios actores k» efectuaría eti e^ta U- 
il l-Vderal de ta t|Üe se deriva la tijaei.m (le caía cuidad i»ara 
ri nmtpl.inúm.. de sus .paciones, y eflüta o-nseamiaa e! sn- 
meiimientu a la pMfom fe w^^í». 

p oi din, pi ío a V. i- . ¡a sirva mmk te pásenle contieMa 
declatando -¡tu- ^rre#ondq al séftc* Jm de fnnierei.» de la Ca- 
pta! iM-tU ral GDitoeer eii la demanda. entaMada. 



Horado K. ¡ birreta. 
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Buenos Aires, Diciembre 24 de 1930. 



Autos y Vistos : 

Los (k: contunda ilc coin]>ctcitcta ^tr mliiliituria trabada en- 
tre un Juez de Comercio de esta Capital y el fue/ Letrado del Tc- 
rriiorio Nacional de la l*amjia, para conocer en el juicio seguido 
paf los sefum-i "l Hios de Luis GonMatitin" contra don Cruz .\. 
Cou/álc/. pur cobro de i>esos**; y 

Considerando; 

t Hie se trata en el "sub lite" fie una acción personal, y fie 
illo deduem los jueces en contienda Ims fundamentos de sus res 

pur cuanto uno 

de ellos es el Juez fiel domicilio del demanda l< i y el otn> el del lu- 
cí 




i, una convención celebrada por eorrespon- 
delicia de la «juc resulta i|tie el demandado ha entregado a los ac- 
tores, en calidad de jKiyo. diversas cuotas pir medio de gfitys alio- 
nados en ésta, antecedente ijne cunstituve la mejor expiración de 
la intuición de las partes en sus relacione 4 contractuales , (Códi- 
go fie Comercio, artículo inciso +'J . 

( Jiit i-i ile luritprudeiic a constanle v reiteraila fie eMa Curte 
que el Juez competente pira conocer en los pleitos en que se ejer- 
citan acciones personales, es el fiel In^ar convenido explícita o ¡m- 
pl i ñámente pir las partes para el cunipliniiuito del ei mi rato, 
cualesquiera f[ue sean las prestaciones que se demanden, priiteijia- 
les o accesorias. (CYx%» Civil, ari. i 21 2 y correlativos; Código 
de. iWedimientos de la Capital, artículo 4"; ley 32, titulo 2*. jiar- 
tifla 3': Tallos. tmio 141. pajina 215; tt»no 148. páginas 25 y 5S: 
tomo 14'>. 



I 
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,-or ello v <fc acuerdo con lü mpm* f l iur el 

IWunulor (Ú.uml se declara que * Jim* comiente par, co- 
n( , vr en el "Mil. jmticc" es el de C oerció de esta C i 
(11 o-n^,eii;¡a. k remitirán tos autos, avisando., ,1 Jttes 
«rado ,e ta Pá#l Central en la forma de esldo. Reponga* d 

l Fh.i-kkoa AUOkTA. - R. ©Mf 
Lavau.r. — Antonio Saüarna. - 
jr lian V. Cera. 



